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cobro de pesos 95 
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cional «le Jubilaciones y Pensiones de Empleados Fe- 
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Brenta. Roncoroni y Cía., y otros contra la Provincia de 
Buenos Aires, sobre repetición de pago e inconstituciona- 
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< ostantini. Hijos de don Luis, contra la Provincia de Men- 
doza, por cobro de pesos 382 

CucheretiRO, doña Elisa Picena de, contra la Caja Nacional 
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que D. I'odrstn. par nulidad de patente 142 
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ción General de los Ferrocarriles del Estado, por cobro 
de |>esos 95 

Fisco Nacional contra Angel Ceriani sobre nulidad de con- 
trato 210 

Fisco Nacional en autos con Moss y Cía. Ltda. S. A., so- 
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I llames. don José María, contra la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones ele Ktuplcados y Obreros de Empresa» Par- 
ticulares, sobre jubilación 187 



JuImhicI Gonez y Coronel. Luis, criminal contra. i»or dis- 
paro dé armas y atentado a la autoridad 192 
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La Superiora, límlt-gas y Viñedos S. A., cuntra la Provin- 
cia ele Mendoza, sobre inconstitucionalidad de decreto 
dictado por el interventor nacional 225 

Levy. don Kmilio y Cia.. en auto» con el Banco Anglo Sud- 
Americano, |M>r cobro ejecutivo de pesos 12 

Uotta. Nicolo. su extradición, a solicitud de las autorida- 
des del Reino de Italia 

.. 325 

Listel-, K. A. y Cia. contra Juan Bjorn, solire cobro fie j»e- 
sos. Ü>nl¡cii<la de competencia 134 



Maitland. <lon David I lamilion. contra don José Bilbao, so- 
bre ejecución hi|M>tecaria 74 

Maller, Magdalena Kraus de. y otro, criminal contra, |K>r 
homicidio 371 
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Martínez, don Santiago, contra la Provincia de Unenos Ai- 
re*, por cobro de pesos ..... rrr. '."77 323 

Méndez don Julio M. contra la Provincia de Córdolia, j>or 
inconstitucionalidad de Decretos 64 

Mirhey Chacra Hnos. contra Elias Morovitz, por los un- 
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Morovicli. Elias, en autos con los señores Mirhey Chacra 
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Municipalidad de Jesús Maria contra la sucesión de dOtl 
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Municipalidad de La Rio ja en autos con la Compañía Ame- 
ricana de Luz y Tracción, por cobro de |*sos 322 
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Obras Sanitarias de la Nación en autos con la Compañía 
Argentina de Obras Sanitarias del Municipio de Qíril- 
ñus y Extensiones, sobre repetición de una suma de di- 
nero 
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(Hampo, Eduardo, criminal contra, por contrabando ... 192 
OTarrell. don Juan A. y otro. Incompetencia de juris- 

dicción 

OTarrell. Miguel Z; contra el Gobierno Nacional, sobre re- 
petición de dinero 3<>s 
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Partido Uborista, afielando de una resolución «le la Jun- 
ta Electoral y Escrutadora de la Provincia de Entre Ríos. 
Recurso de hecho w? 

Patanián. don Jorge. Tercería de dominio en el juicio se- 
guid*) por el Fisco Nacional contra Gaspar Patanián, so- 
bre cobro de pesos 

Phoenix Hosierey Cía. contra Wachuer. Plaut Nahmias. 
sobre nulidad de marca ' R 

Podcstá. don Enrique D., contra la Fábrica Argentina de 
Al|>argatas, por nulidad de patente I+¿ 

Pnuipolini, don Luis, contra el Ferrocarril Central de Bue- 
nos Aire». Contienda de competencia J' 6 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Antonio Ro- 
botti. i>or inconstitucionaltdad de la ley 3.907 y devo- 
lución de dinero 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Bernardo 
Hirchoren y otro, por cobro de pesos 323 

Provincia de Buenos Aires, en autos con los señores Brcn- 
ta, Roncnroni y otros, sobre repetición de jwigo c incons- 
tilucionalidad de ley 

Provincia t\v Buenos Aires en auto* con don Carlos y don 
Fortunato Gómez Romero, por cobro de pesos 321 
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Provincia de Buenos Aires en autos con la ComjKiñia His- 
pano Americana de Electricidad, por devolución de di- 
nero c inconstitucionalidad de ley (Impuesto al comer- 
cio, y la industria^ 435 

Provincia de Buenos Aires en autos con don Emilio Cañi- 
za, por cobro de ¡K'Sos i21 

Provincia «le Buenos Aires, en autos con don José Cle- 
mente Sttárez v otros contra la Provincia de Buenos Ai- 
ros. sobre Cobro di- pesos e iiwmstitucionaltdad del im- 
puesto a la herencia 43 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Luis Tirasso, 
por incoustitucionalidad de la ley número 3.907 y de- 
volución de dinero 19,* 

Provincia de Buenos Aires en autos con doña María Erra- 
tnouspe de Rui/, liuiñazú. jx>r incoustitucionalidad de ley 
y devolución de «Uñero 358 

Provincia de Bueno» Aires, en autos con don Santiago 
Martínez, por cobro de pesos 323 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Vicenta Itu- 
rralde de González, sobre interdicto de retener la posesión 91 



Provincia de Córdoba en autos con don Julio M. Méndez. 
|H.r inconstitucionalidad de Decretos M 

Provincia de Entre Ríos, en autos con don Raúl Berisso y 
otros. jH>r cobro de i>csos e incoustitucionalidad de ley . 434 

Provincia (te Mendoza en autos Con el Banco Italo Belga. 



por cobro de pesos 432 

Provincia de Mendoza, en autos con Costantini. Hijos de 
don Luis, por cobro de pesos 382 

Provincia de Mendoza en autos con I^a Superiora, Boxle- 
j¡as y V iñedos S. A., por inconstitucionalidad de decret<i 
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Provincia de Mendos» en autos con don Isaac Grinstein y 
Rosa Holtzeker de Grinstein (sus concursos^, sobre res- 
titución de una suma de dinero Vw 

Provincia de Salta en autos con don Pedro Caprotta y otro, 
sobre inconstituciónalidad de la ley de impuesto al vino 
y cobro de pesos 

Provincia «le Santiago del Estero en autos con don Igna- 
cio Rodrigo, sobre cobro de pesos WB 
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Ratón Bernárdez, «lona Mariana, y otros, contra el Ferro- 
carril del Sud. por daños y perjuicios. Incompetencia «le 

jurisdicción ^ 

Ríos Bravo, don Segundo y otro, en autos con don Garios 
Giudice. por cobro de pesos ; sobre levantamiento «le eth- 

bar R « : ; 434 

Rolwtti. «l«»n Ant«»nio. contra la Provinciade Rueños Ai- 
res, por inconstituciónalidad de la ley 3.907 y devolu- 
ción <le dinero ■ 

Rodrigo. «Ion Ignacio, contra la Provincia de Santiago «leí 

Estero, sobre cobro de pesos ,8ÍÍ 

Ros. don Emilio; en autos con don Francisco Zubillnga, so- 
bre desalojamiento. Contienda de competencia 5 

Rpsenvald, José Ricardo y Julio. Recurso de "bateas cor- 
pus" 2M 

Rui/. Guiñazú. doña María Erramouspe de. contra la pro- 
vincia de Buenos Aires, i»r inconstituciónalidad «le ley 

y devolución de dinero 858 

Russo. don Juan, contra Francisco Cadile, por cobro de 
pesos. Competencia 372 
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Seco. don Quintino M. cuntru la Compañía Unión Te- 
lefónica del Kto de la Plata, sobre pago por consigna- 
ción. Contienda de com|»etcnc¡a 410 

Sociedad Anónima Puerto del Rosario en autos con Louis 
Dreyfus y Cia. Limitada. |*>r re|)etición de pago 32 

Sociedad Anónima Puerto del Rosario en autos con la So- 
ciedad Mercantil Colectiva Louis Drcyfus y Cía. por de- 
volución de |K-sos 31 

Sociedad Puerto del Horario en auto» con la Compañía Ex- 
piación de Cereales, sobre devolución de pago inde- 
bido 192 

Sociedad Mercantil Colectiva I-oiris Drcyfus contra la So- 
ciedad Anónima Puerto fiel Rosario, sobre cobro de ¡jcsos 31 

Soler, don Gregorio R, en autos con don Milciades Cas- 
tro, sobre levantamiento de emlargo IW 

Suárez. don José Clemente y otros, contra la Provincia de 
Huenos Aires, sobre cobro de pesos e inconstitucionalidad 
de lev (impuesto a la herencia) 4.* 

T 

Tirasso, don Luis, contra la Provincia de Buenos Aires, 
l>or inconst : ' .cionalidad de la ley número 3.9Q7 y devo- 
lución de dinero 193 

Tojrnetti, don Pedro, contra la A<bn¡nistrac¡ón de los Fe- 
rrocarriles tlcl listado, jH»r cobro de indemnización 367 
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Meta 

Tomkiuson, doña Ana Blamey de, y otros, contra don Fran- 
cisco A. Hambicha y otro, sohre reivindicación y daños 
y |>erjuicios 105 

Tribunal de Infracción de Tripini (Italia), solicita testi- 
monio de piezas de un proceso criminal terminado jior 
sentencia definitiva. Contienda de competencia negativa 433 

v 



Vázquez, Julio O., sumario en su contra, por violación de 
los débefcs de funcionario $72 



W 



Waebner, l'laut Nahmias y Cía. en untos con Phoenix Ho- 
sicry y Cía., sobre nulidad de marca 7X 



Van son, doña Florentina Lucio Lucen» de. contra el Go- 
bierno Nacional, |*>r cobro de pesos y reconocimiento de 
¡wnsión 



Zubillaga, don Francisco, contra don Emilio Ros, sobre 
desalojamiento. Contienda de competencia 
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-¡Juana _ (./r/\ 10. ley 11281 > — Las condiciones fijadas por 
la lev 11.281, articulo 10 y su Decreto Reglamentario res- 
pedo de la franquicia que te acuerda a los exportadores de 
leche y manteca, no pueden ser ampliadas o modificadas por 
un simple decreto ministerial que m» tiene fuerza legal K e- 
neralizadora. Página 2W. 

.Mtuma (/.rv 11.281, urr 75 y 1034 tic tas O.O. ) — Vca^e: 

Falta de jurisdicción. 



Banco Hipotecario Nacional {Ley 8.172 y 10.67o. artículos 45 y 
66, Mspectkvtuentey. — La venta judicial de los f rulos 
realizada en la ejecución del segundo acreedor hipotecario. 
HO afecta en el caso el privilegio del Banco Hipotecario 
Xaciniial— acreedor en primer término—, porqué en él ca- 
so, el remate efectuado ha sido beneficioso para todos los 
derechos legítimos, inclusive los de este último. Página 12. 
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Coche dormitorio - El coche dormitorio se halla incluido en 
la disposición del articule 36 de la ley 2873. que dispone que 
todo pasajero tiene derecho a continuar en el mismo coche 
hasta el término del viaje «n cada linea. Página Íó8s 

Competencia — De acuerdo con 1» que ettsjwne el articulo 41 > 
«leí Código «le Procedimientos para la C apital Federal, el 
litigante que en las cuestiones <le competencia hubiere op- 
tado por la declinatoria, no «>odrá usar la inhil.itoria n vi- 
ceversa, ni emplearlas sucesivamente. Página & 

Competencia — Requerido un Juez de Bahía Blanca por vía de 
exhorto librado por otro de la Capital Federal, para que dé 
la posesión de un inmueble al que resultó comprador en una 
ejecución y proceda al desalojo de sus ocupantes, y ne- 
gándose aquél a su <liligenciamient«> porque otro Juez de 
Bahía Blanca le solicita se arenga «le cumplir la rogatoria 
a causa «le que los arrendatarios «leí campo han deducido 
ante él interdictos «le retener la posesión, procede «|tic el 
Juez exhortado diligencie el pedid., en cuanto se le solicita 
«lar la posesión «leí inmueble, y no en la parte relativa al de* 
alojamiento «1c los ocupantes. Página 74. 

Competencia — El «mocimient.» de una demanda instaurada 
contra el fiador solidario de un contrato a cumplirse en la 
provincia de Buenos Aires y celebrado en la Capital Federal, 
corresi»onde a los jueces del lugar «le la ejecución de aquél. 
Página 134. 

Competencia — El articulo 22 «le la ley numero 9644 al dispo- 
ner que la ejecución de una prenda agraria . . . "no se sus- 
pemk l*»r «*ra cansa que no sea orden escrita «le juez com- 
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l>etente dictada previa consignación del valor del certifica- 
do, sus intereses y costas", crea una excepción al principio 
de atracción del juicio de quiebra. Página 274. 

Competencia — El conocimiento del proceso seguido por ho- 
micidio cometido en un lugar en que el Gobierno de la 
Nación tiene absoluta y exclusiva jurisdicción, como es la 
Facultad de Química de la Universidad del Litoral, corres- 
ponde a la Justicia Federal. Página 310. 

ria — Es connótente la justicia ordinaria provincial 
pn ..n juicio jKir consignación de una suma de dinero he- 
cha por un alionado de la Unión Telefónica a favor de ésta, 
en el cual no apande controvertida la inteqiretación do las 
leyes 750 V¡ y 4408. y que se funda exclusivamente en dis- 



Compctcmia — Corresponde a la justicia ordinaria de la Capi- 
tal el conocimiento de una demanda por indemnización fun- 
dada en el art. 157 del Código de Comercio, tal comí» ha 
quedado después de la sanción de la ley 11.729. y en la que 
ño aparece relación alguna con disposiciones de las leyes 
¿s-.S y 6320; IVigina'416. 

Competencia or'ujinaria de la Corte Suprema — El juicio ini- 
ciado por un concurso civil radicado en la Capital Federal 
contra una provincia por devolución de dinero percibido 
como resultado de un juicio criminal en el que ella aparece 
damnificada, es de la competencia originaria de la Corte. 

La comj>etene¡a no se determina por k> que el Tribunal 
puede o no resolver al fallar la cuestión de fondo planteada. 
s¡no por la calidad de las partes y la naturaleza de la acción 
resultantes (te la exposición de las partes. Pág. 146. 

Compraventa — (Véase: Nulidad de compra-venta.. 
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Compro-venta — Anulado un contrato de compra- venta que por 
suministro de plantas celebró un ¡^articular con una Pro- 
vincia, por haberse ésta excedido al contratar en el límite de 
sus atribuciones (el convenio se concluyó jwr decreto del 
Poder Ejecutivo durante el receso legislativo, no mediando 
razones de urgencia), del* condenársela a abonar la suma 
en que a juicio de peritos en el caso, ella se hubiera enri- 
quecido ¡legítimamente a expensas del primero. Página 382. 

Constihició$% de la Pr<W¿ de Tucmnán (slrt 1 ' 64 - Su eonstitucio- 
nulidad) — (Véase": "Halieás corpus"). 

Cuenta particionuria - {Véase: Impuesto provincial a la he- 
rencia). 

Cuestión de competencia ~ (Véase: Competencia). 

D 

Decreto-acuerdo del Interventor de la Prov. de Mendoza de 
Enero 14 de 1932 (su valides) — El decreto-acuerdo de la 
Intervención Nacional de Mendoza que creó impuestos con 
expresa autorización del gobierno de 4t Cacto" y "ad referen- 
dum" de la legislatura provincial, quien lo ratificó expresa- 
mente declarándolo con fuerza de ley desde que empezó a 
regir, según su texto, no es inconstitucional, y asi no pro- 
cede la rei>eticióti de lo llagado en virtud del impuesto crea- 
do |)or el referido decreto. Página 225. 

ücutahda contra la Nación — Obtenida la ventaja de desnatu- 
ralizar el alcohol en el propio local del industrial, mediante 
el pago por atenta de éste del sueldo del interventor fiscal 
destacado en el depósito en que aquella operación se reali- 
zaba, la obligación de hacer este pago cesó desde que se su- 
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priniió el tal empicado, y el Fisco está obligado a devolver 
las SUroas cobradas |K>r tal concepto, durante el tiempo que 
no existió ese empleado espacial. Página 54. 

Demanda contra la Marión — El empleado que pidió jubilación 
tiene derecho a <|uc se cierre el cómputo de sus servicios a 
la fecha «le la presentación, incluyendo en el promedio de 
sus sueldos el aumento de qué por decreto gozó. Página 237. 

Ih manda contra la Nación — (Véase: Kscrituración de tierra 
fiscal ». 




de impuesto^ (Véase: Iiuonstitueionalidad de 



Oei'oluciÓn de lo panado indebidamente — (Véase: Demanda 
contra la Nación). 

Dómino < Véase : KeiyMfcadón i . 



E 

h.mpteados de la Administración 1.a exoneración de un em- 
pleado público motivada t>or un hecho en el que aparecía 
complicado y al que después resultó ser extraño, lo que mo- 
tivó su reincorporación a la administración, no le da de- 
recho a una indemnización civil de daños y perjuicios. Pá- 
gina 367. 

linriaiweiinUnto sin cansa — (Véase: Compra- venta ) . 

Escrituración de tierra fiscal - -De acuerdo con el espíritu (pie 
informa la ley de Colonización número 4167. el arrendador 
para tener derecho a la compra del inmueble. del>e ejercer 
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i>ers<>italmcme y de manera directa la explotación de la tie- 
rra arrendada, la que no puede ser materia, mientras no pase 
al dominio privado, de csj>eculaciones que signifiquen una 
desvinculación con ella. Página 242. 

Fricción — (Véase: Reivindicación). 

(Víase: Falta de juris- 

;e: TnconqKtcncia de ju- 

Kxtradicción — Corresponde hacer lugar a un pedido «le extra- 
dicción formulado por las autoridades del Reino de Italia en 
Un caso de cuyos antecedentes resulta que la prescripción 
de la acción (se trataba de un condenado en rel>eldía», cua- 
lesquiera que fuesen las leyes a aplicarse, no se había ob- 
rado. Página 325. 



F 

h'ttlta de jurisdicción — De acuerdo con el articulo 1034 de las 
( >rdcnanzas de Aduana, la competencia administrativa para 
ini|M>ner penas, no procede cuando las mercaderías motivo 
de la infracción, han salido de la Aduana. Página 271. 

rcJht de novedad <ie un invento — (Véase: Prueba documental 
y testigos). 

¡•¡anca — Siendo solidaria la fianza otorgada |h>t el actor en 
favor de un Cónsul General de la República, y no habiéndo- 
se demostrado que ]>or causa de la negligencia o abandono. 



Excepción de falta de jurisdicción 
dicción). 



ii de 
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del acreedor, el deudor hubiese caído en la insolvencia, aqué- 
lla surte todos sus efectos legales. Página 398. 

I' nao federal — (Véase: lncomj>etencia de jurisdicción». 



G 

■ 

Qarmtia constitucional (arts. 9. 10. 12 y f>7, Uk? 12 C". X.) — 
(Véase: lnconstitucionalida<l <le ley). 

Garantía constitucional. Art. 16 y 20 t\ -V. 
titucionalidad ele ley). 

Garantía constitucional • (Art* 17 C. N.) 
do de motor). 

Garantía constitucional (Art v 18 C, A'.). - (Véase: "Haldas 
Corpus" ). 

Guerrero dt la Independan ¡a i Ley 11.412 y I). R.) (Véa- 
se: Pensión militar). 

Guerrero de la Independencia — laidamente comprobada en 
autos la calidad de capitán de milicias de San I-uis. según 
despachos de 1815 y 1819, es decir dentro del plazo o pe- 
ríodo que menciona la ley 11.412, a la nieta de aquél le co- 
rresponde la pensión de dicha ley de gratitud nacional dic- 
tada con un carácter amplio cu cuanto a lo que se entendió 
por guerrero de la Independencia, es decir comprendiendo 
a todos los militares que prestaron servicios en ese momento 
de estado de guerra con prescindenria de región y destino. 
Página 349. 



— (Véase: Incons- 

— (Véase: Trasla- 
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liabais corpas — Kl articulo 64 <!c la Constitución de la Provin- 
cia de Tucumán que autoriza a las Cámaras Legislativas a 
corregir disciplinariamente a quienes, dentro o fuera del re- 
cinto de sesiones, incurran en los casos previstos en esa dis- 
posición. no es violatorio de la Constitución Nacional (Art. 
18 C. N. ). Página 231. 

Hijo natural (Ley 10.650. art." 40 1 — (Véase: Pensión fe- 
rroviaria ) . 

i 

Incompetencia de jurisdicción — Corres|ionde a la justicia fede- 
ral "ratione materiaue" el conocimiento de una demanda |>or 
daños y |H?rjuicios intentada contra una empresa ferroviaria 
y que se funda de inmediato en la negligencia culpable de 
sus empleados que omitieron el cumplimiento de dlsposicio- 
nes contenidas en la ley 2873. Página 137. 

Incompetencia de jurisdicción — 1.a exección de iucompctcn- 
cia opuesta dentro del plazo de nueve días que establece el 
Código de Procedimientos provincial, lo fué en tiempo, des- 
de que no existe en la ley aquélla precepto «pie impinga al 
demandado la reserva del fuero en el acto dé apersonarse a 
los autos. Página 252. 

Incompetencia de jurisdicción — Habiendo sido redactado y 
firmado en la Capital Federal el manifiesto en el cual se 
funda el desacato atribuido a sus firmantes por la Junta 
Klectoral de la Provincia de Buenos Aires, es la justicia 
correccional de esa ciudad la competente para entender en 
el juicio. Página 374. 
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Incompetencia originaria de la Corte Suprema. — 1.a declarato- 
ria de incompetencia originaria de la Corte Suprema, puede 
hacerse en cualquier estado del juicio, a petición de parte 
o de oficio. Página 146. 

¡nconstituctonalided de ley (¿Ley M 3907 de la provincia de 
Rueños Aires ) — La ley 3.907 de la Provincia de Huenos 
Aires y su decreto reglamentario, al reglamentar el comer- 
cio terrestre y marítimo de la misma con las restantes y la 
Capital Federal, y obliga a denunciar la introducción de los 
productos y los declara intervenidos hasta que se lihren al 
consumo; cuando dispone que las mercaderías sin cumplir 
tales requisitos, no pueden ser retiradas de los puntos de 
entrada, puertos, estaciones ferroviarias, etc., so pena de 
multa, etc., pugna con la garantía de los artículos 9. 10, M. 
12 y 67. inciso 12 de la Constitución Nacional. Página 193. 

Imonstitucionatidad de ley - (La N' 4088 de hi Prot'ineia de 
Buenos Aires - Impuesto al comercio y la industria) — 
1.a ley X v 4088 de h Provincia de Buenos Aires, que crea 
Un impuesto a la industria y el comercio, atenta en el caso 
i mitra la garantía establecida por los artículos 10 y corre- 
lativos de la Constitución Nacional, al establecer un grava- 
men sobre productes (corriente eléctrica» que son objeto 
de venta o negocio fuera de la provincia. Página 435. 

huonstitucionalidad de ley (L* ¿V* 4128 de la Provincia de 
tíñenos Aires) — K! articulo t*. inciso d) de la ley 4128 de 
la Provincia de Buenos Aires, que grava la transmisión 
gratuita de derechos reales constituidlas sobre bienes situa- 
dos en la Provincia, aunque los créditos en cuya garantía se 
hubiesen establecido fueran exigióles en otra jurisdicción, y 
aún cuando el acreedor tuviese o hubiese tenido su domici- 
lio fuera del territorio provincial, no afecta ningún principio 
contenido en la Constitución Nacional. Página 358. 
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Ineonstitueiontüidad de ley (La ¿888, arts. 9, 10 y 11 de ¡a 
Provineia de Salta) — El impuesto al vino creado j»r la 
ley número 2888 de la Provincia de Salta, no es üri simple 
impuesto al consumo, pues traba la circulación territorial y 
afecta las garantías de los artículos 9 t 10 y 11 tic la Cons- 
titución Nacional, corresponde pues en el caso, admitir la 
demanda por repetición fundada en esa circunstancia. !\v 
gitra 423. 

Imomtiíuewnaltdmt de ley (Ley 11.275. arf* 5 V ) — El articulo 
5» de la ley 11.275 que dispone que las marcas de fábrica* 
nacionales que se registran o se reinscriban en adelante, aún 
cuando sean nombres de fantasía, no podrán llevar palabras 
sino en idiomas muertos tí del idioma nacional, no afecta 
los principios de igualdad ante la ley o el de igualdad de los 
derechos civiles de extranjeros y ciudadanos, consagrado* 
por los artículos 16 y 20 de la Constitución \ T aciona1. fa- 
gina 78. 

7 $u oustitiu tonalidad de ley - {ArP 64 de ta Constittuh'm de ta 
Proritieiade Tueitmtw) ~ (Véase: "I laicas corpus"». 

Impuestos hitemos (Ley 3764. arr 44) — La exhibición «le los 
libros de comercio impuesta |*>r el articulo 44 de la ley 
3764, comprende no sólo los declarados indispensable* fw*r 
el artículo 44 del Código Mercantil, sino todos aquellos au- 
xiliares que reflejen el estado de las ventas realizadas. Pá- 
gina 34. 

Impuesto provincial a ¡a herencia — Xo habiendo existido par- 
tición al tiempo del pago del impuesto provincial a la suce- 
sión, de acuerdo al valor asignado al inmueble por la Direc- 
ción <¡eneral de Rentas, pues no puede considerarse vjüafc 
ción la inscripción de la trasmisión hereditaria a nombre de 
todos los herederos, procede el cobro de la diferencia sobre 
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el valor resultante al hacer la partición cuatro años después, 
no atacando la disposición de la ley provincial que tal con- 
tiene a la Constitución Nacional, por lo que no procede la 
redición de pago de esa diferencia, desde que no prospera 
en lo principal y la injusticia o no de tales intereses no pue- 
de tampoco juzgarse como una cuestión indei>cndiente «le 
la inconstitucionalidad. Página 43. 

Interdicto de recobrar la posesión — Demostrada plenamente la 
quieta y jweifica posesión desde mucho tiempo antes de los 
hechos producidos con empleo de la fuerza pública, procede 
el interdicto de recobrar, pues en este juicio no cal>c la dis- 
cusión del título. Página 91. 

Intereses punitortos - (Véase: Impuesto provincial a la he- 
rencia). 

Interpretación de ley [art. 10. ley 11.281) — (Véase: Aduana). 

Inter pretaeum de ley (ar¡* 75, ley UM% y 1030 de las O.O.) 
—(Véase: Falta de jurisdicción). 

Interpretación de ley [La M 11.412 y D. K.) — (Véase: Pen- 
sión militar). 

Interpretación legal (.M" l H\ de la Reglamentación de las O.O,) 
— ( Védsc: < Ordenanzas de Aduana). 

Interpretación hujal {Ley 2873, art 9 36) — (Véase: Coche dor- 
mitorio). 

Interpretación hija! (Ley 3764, art? 44) - (Véase: Impuestos 
Internos). 

Interpretación legal (Art* 64. ley 3975) — (Véase: Ley de 
Marcas). 
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Interpretación Uu/al (Ley 10.650. Art* 40) — < Véase: Pensión 
ferroviaria). 

Interpretación legal (Ley 8.172. Art" 45 y 10.676. Art» 66) — 
(Véase: Banco Hipotecario Nacional). 

j 

Jubilación ordinaria — (Véase: IX-manda contra la Nación). 

Jurisdicción originaria tic la Corte Suprema (Su improcedencia) 
— No procede la jurisdicción originaria <le la Corte Supre- 
ma en det.ianda contra provincia funda<la en que ésta co- 
bró impuesto a una fábrica que |K>r ¡a concesión dada por 
ley. no debía pagarlos durante diez años. El Poder Ejecuti- 
vo Provincial consideró que ese término había vencido, pues 
según él comenzó a correr desde la promulgación de la ley 
y no desde que la fábrica ehipézó a funcionar como lo en- 
tendió ei concesionario y entendió también y asi lo resol- 
vió la Dirección General de Rentas de la Provincia, decisión 
que revocó el Poder Ejecutivo Provincial, lo que se sostiene 
no pudo hacerse, siendo también notoria la incom|>etenc¡a 
originaria «le la Corte Suprema de acuerdo a los artículos 
100 y 101 de la Constitución Nacional y articulo l v . inciso 1" 
de la ley número 48. desde que no se trata de "una causa ci- 
vil por estipulación o contrato", si no de una de naturaleza 
administrativa, como que emana de la facultad que las pro- 
vincias tienen ]»arcjametite a la Nación ¡Kira fomentar y 
estimular las industrias. Página 64. 



Ley 935 de la Provincia de Mendoza. Art. 6* — (Véase: De- 
creto-acuerdo del Interventor de la Provincia de Mendoza 
<le Enero 14 de 1932). 
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Ley 37<>4. Art" 44 - (Vé^se: Impuestos Internos). 

Lcx 3907 de Ui Provincia de Hítenos Aírés {su incovstitncionaU- 
dad) — (Véase [nconstiturionalidad de ley). 

Ley número 408S de la Provincia de Huenos Aires • Impuesto 
ni comercio y la industria. — (Véase: IiK"onstitucionalidad 
de ley). 

Ley 4167 {Colonización) — (Véase: Kscrituración «le tierra 
fiscal). 

Leyes 8.172 y 10.676. arts. 45 y 66> respeethamenle — (Véase: 
Ilanco Hipotecario Nacional). 

Ley 10.650, <irr 40 (Véasei Pensión ferroviaria). 

Ley 11.275, orí' 5* - (Su constitucionalidad) — (Véase: In- 
constitticionalidad de ley). 

Ley 11.281. <w7" 10 — (Véase: Aduana). 

Ley 11.281, Arr 75 — (Véase: I-alta de jurisdicción). 

Ley 11.412 y />. A'. - .Su iiUerprctaeióu — (Véase: Pensión 
militar). 

Ley df Marcas {articulo 64. ley 3.975). — De acuerdo con la 
interpretación que corresponde atribuir al articulo 64 de la 
ley 3975. el demandado civilmente, en los juicios que se 
promovieran ele acuerdo con los artículos 6V y 43 de aquélla, 
puede— no obstante la o|»osición <lel actor — , proseguir la 
explotación de la marca, siempre que diera caución suficien- 
te. Página 206. 
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Mejor detjecho (Embargo) - Tiene ntejor derecho que el con- 
curso civil posterior, el damnificado que cmlurgó fondos 
de i>enencncia a la persona que cometió el delito cuyo pro- 
ducto eran esos dineros y que estallan a la disposición del 
Juez del crimen, aun cuando ellos fueran transferidos al 
concurso civil, pues sin el conocimiento y anuencia del Juez 
embargante, nadie puede darle otro destino o afectación di- 
ferente, tanto más si el concurso civil no es sino una visible 
maniobra |>ara a|HKlerarse de los fondos mal habidos. Pá- 
gina 146. 

N 

Xulidad de contrato de comprweuta. {lifeetos juridkos) — 
( Véase : Compra- venta ) . 

Xulidad r/)r compra-venta — No procede la nulidad de la coiij- 
pra-venta de una isla, aun cuando es cierto que el vendedor 
invoca titulo de propiedad sobre algo más de setenta y seis 
hectáreas y en cambio el decreto del P. E. N. en virtud del 
cual se hace la adquisición establece como superficie la de 
doscientas once hectáreas, desde que al ratificar la opera- 
ción el vendedor manifiesta que nada se reserva dentro de 
la isla, declarando que su superficie ha acrecido, por alu- 
vión y hace tradiccióii de las doscientas once hectáreas y 
desde que la poción del comprador no ha provocado recla- 
mos ni ha sido turbada no obstante el tiempo transcurrido 
ni se ha probado que el titulo del vendedor no se aplica a 
la isla vendida sino a otra. Página 210. 
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Ordenanzas de Aduana (art" 1030) - (Véase: Falta de Jil- 
risdicciónj. 

OMéñaiuiás de . írfwiiw ( /:/ror ni /a declaración - rectificación ) 
— Procede la rectificación |»or error en más en el peso de 
la mercadería de lana introducida, aún cuando esa recti- 
ficación se pidiera once meses después, pero antes de que 
fuera observada por la Aduana y sin que mediara denuncia, 
pues se trata de error excusable al declarar kilos en vez de 
libras, sobre todo considerando que la equivocación consis- 
tió en declarar más y no menos cantidad de la que realmente 
se introducía. Página 162. 

Ordenanza Municipal (su inconstitucianalidad) — La ordenan- 
za municipal de I .ornas de Zamora del año PJ25 que |>ara 
cubrir mayores gastos de inspección creó un impuesto de 
cinco (centavos por kilogramo de carne de cerdo, embutidos, 
etc. que sillo se aplica cuando esos productos proceden de 
fuera del municipio, es inconstitucional, pues afecta los prin- 
cipios dé libre circulación y de igualdad consagrados en los 
artículos 10, 11 v 16 «le la Constitución Nacional. Pági- 
na 331. 



Pensión fcrrtn iaria — l)e acuerdo con lo que dispone el articu- 
lo 40 de la ley 10.650, extinguido el derecho a la pensión 
ile los hi}ós legítimos de un obrero ferroviario, acrece el 
derecho del hijo natural en la parte de aquellos, Página 8. 

• 

Pensión ferroviaria — De acuerdo con la interpretación que co- 
rresponde atribuir al artículo 40 de la ley 10.650. la parte de 
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pensión que hubiese correspondido en vida a la viuda del 
obrero ferroviario se transmite en el caso, a sus hijos desde 



Pensión militar (Ley 11.412) — Comprobado que el causante 
formó parte del Ejército Argentino desde el 1 1 de Octubre 
de 1813 hasta Enero de 1824. con plaza en la guarnición 
de la ciudad de Rueños Aires, corresponde acordarle a su 
nieta la pensión de la ley 11412, no obstando para la conce- 
sión de tal beneficio que aquél no hubiese combatido en al- 
guno de los ejércitos expedicionarios. Página 264. 



Prenda agraria — (Véase: Competencia). 

Prescripción del derecho a repetir el poyo de fletes cobrados de- 
más. — El derecho a repetir el pago efectuado de más en 
virtud de haberse cobrado los fletes para el transporte apli- 
cando tarifas declaradas ilegitimas por el Poder Ejecutivo 
Nacional prescribe por un año de acuerdo a lo establecido 
en el inciso 6° del artículo 9> de la ley 10.650. Página 95. 



Privilegio Hipotecario — (Véase: Banco Hipotecario Nacional). 



Prueba docuntfiUai y testudos — Es necesaria la prueba docu- 
mental con exclusión de la de testigos, para probar la falta 
de novedad de un invento intentado, en el juicio de nulidad 
de esa patente. Página 142. 




Protocolización — (Véase: Reivindicación). 



Recurso de Habeos corpas — (Véase: Habeas corpus). 
Recurso extraordinario — Procede el recurso extraordinario |x>r 
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haberse invocado la prescri|>cióu fundada en el artículo 9* 
inciso 6 V de la ley número 10.650 y ser la decisión contra- 
ria a esa exención. Página 95. 

Recurso extraordinario — Procede el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia que interpretando un artículo de la ley 1 1 1 
rechazó la nulidad pedida de una intente de invención. 
P%pna 142. 

Reitñndicación — Es contraria al articulo 7 V de la Constitución 
Nacional y a los preceptos de la ley federal número 44 so- 
bre autenticación de actos públicos y procedimientos, la dis- 
posición de una ley provincial que exige la protocolización 
de un título para acreditar el dominio y estar en juicio, |x>r 
lo que iio procede rechazar un juicio de reivindicación |H>r 
la falta de ese requisito. Página 105. 

Reivindicación — Presentando ambas |>artes los títulos de pro- 
piedad en el juicio y no pudiéndose establecer en forma ca- 
tegórica la mayor antigüedad del dominio de uno u otro, 
procede la aplicación al caso del artículo 2792 del Código 
Civil, y hacer prevalecer el derecho de los poseedores del 
inmueble. Página 287. 

Repetición de poyo indebido — (Véase: Demanda contra la 

Nación). 

T 

Tierra fiscal (Ley de Colonización Ñ?. 4167) — (Véase: Es- 
crituración de tierra fiscal). 

Traslado de motor — Et propietario de una usina de luz y fuer- 
za de la cual un motor es parte integrante, puede trasladar- 
lo a otro hipar aún cuando él se encuentre afectado a 
servicio público de acuerdo a concesión que le fuera acor- 
dada a aquél y del subsiguiente contrato de suministro de 
energía eléctrica j>ara las necesidades de la población. Pá- 
gina 178. 
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a,.,, Vwtwm» y-»i'"i"¡>« R " < - s "" ri ,u ' x "'"' 

iamienlo. Contienda de competencia. 

Smmño'. De acuerdo con lo qüc dispone el articulo 412 del Có- 
cligo de Procedimientos para la Capital Federal, el litigante 
( |fie en las cuestiones de competencia hubiere optado por la 
declinatoria, no podrá usar la inhibitoria n viceversa, ni em- 
plearlas sucesivamente. 

Caso; I.o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN OKI. PROCURADOR C.I-NF.RAI. 

Buenos Aires, Octubre -1 «le tS»:jñ 

Suprema Corte: 
U entienda de competencia que el Juez en lu Civil y Co- 
mercial de Mérceles (Provincia «le Buenos Aires) plantea al de 
primera Instancia en lo Civil «le la Capital Federal, se refiere », 
cuatro causas seguidas por Francisco Zubillaga contra Emilio 
Ros. dos de ellas sol.re cobro «le arreglamientos y otras dos s«»- 
l.re desalojo «le inmuebles ubicados en la Provincia «le Buenos 
Aires y en la Pampa Central. El Juez de Mercedes reclama el en- 
vió «le «licitas causas para «pie sean a«re«adas al juicio universal 
de concurso civil «le Ros. «pie tramita ante su jurisdicción. (Fo- 
jas 00. expe«liente «le la Capital. W 2704 ). 

En lo «pie respecta a las demandas i>or cobro de arrenda 
...ientos. «mineros 270.? v 2704 el juez de la Capital se ha des 
prendido de su coítoctótító (fs. 77 y fs. 54. respectivamente) : 
pero esas resoluci«.nes han sido arladas por el actor y l«>s dos 
expedientes aludidos, con dictamen expedido ya |M.r el Fiscal «!«• 
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Cámara, se encuentra a resolución del corrcs|»ondienic Tribunal 
(fs 101 y 93. respectivamente). 

Mientras no se produzcan dichas resoluciones, la contienda 
en tramitación no estará en condiciones de ser dirimida por Y. 
E, < Art. 9. ley 4055 y 45 y siguiente* de la ley nacional W 50, 
solire procedimientos federales). 

Lo propio sucede con el ex|K-diente sobre desalojo X v 270n. 
en el ((lie la Cámara Secunda de Violaciones en lo Civil l fs. 8N 
v 95) ha abierto un recurso interpuesto, para pronunciarse sobre 
la resolución de fs. 77 vta.. por la cual el Juez de la Capital no 
bacía lugar a la inhibitoria que le requirió el de Mercedes. Tam- 
bién con dictamen fiscal (fs. 119 vta.). dicho expediente se en 
cttentra a resolución de la expresada Cámara. 

En el otro ex|>ediente sobre desalojo. X ¿705. ¡«nal reso- 
lución del Juez de la Capital ffs. 120 vta.) ha quedado ejecuto- 
riada en razón de no haber acordado la Cámara If de Ablacio- 
nes en lo Civil (fs. 1.30 y h*>) los recursos interpuestos contra 
dicha resolución, lista, pues, es definitiva y ella plantearía la con- 
tienda con el Juez de Mercedes (fs. 137). 

Sin emlxirgo. y como lo hizo notar el Juez de la Capital en 
su auto de fs. 120 (concordante con el de fs. 77 del expediente 
¿706) tal contienda se traería aquí fuera de tiempo, pues aun- 
que ahora se la plantea j>or vía de inhibitoria, fué resuelta ante- 
riormente, con carácter definitivo, cuando eJ sindico del rancur- 
so intentó mostrarse parte (fs. 67. 78 y 120 vta ). La Cámara 
Civil ha sostenido, a mi juicio con razón, que el art. 419 del Có- 
digo de Procedimientos es aplicable al caso "sub jndice". Si el 
sindico promovió sin éxito la cuestión de competencia por peti- 
ciones que importaban prácticamente una declinatoria de juris- 
dicción, y iti aquella oportunidad se dedujo el recurso oportuno 
ante V. E-, no puede ahora tentando la inhibitoria, deducir!: 1 
tardíamente (Fallos: 130:61). 

Considero, pues, que corresponde por lal motivo no hacer 
lugar al recurro 

Juan . Uvaret, 
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Buenos Aires. Octubre 21 de 14»:*5. 

Autos y Vistos: 

Los cié contienda Út conq>etencia iralwda entre uil Juez de 
P» instancia en lo civil áe la Capital efe la Kepnblica y otro de 
igual categoría del Departamento efe) Centro de la IWincia <fe 
ItuciUis Aires. |mra conocer en la causa seguida pof francisco 
Ziihíllagp contra Emilio Ros sobre desalojamiento, y 

Considerando: 

(Jue de acuerdo con lo dispuesto p»r el ari. 412 del Cod. de 
IMró para la Capital Federal complementario de la ley nacional 
m 50. á mérito de Id preceptuado por la X" 3981. el litigante 
qtte en las cuestiones de competencia hu»)iere optado |H>r la de- 
clinatoria no iMKlrá usar la inhibitoria y viceversa, ni |K>drá tam- 
poco emplearlas sucesivamente debiendo pasar por el resultado 
de aquel a que se baya «lado la preferencia. 

(jue. en esta cansa la contienda |*>r inhibitoria ha sido plan- 
teada jM»r el Juez «le Mercedes cuando ya había sido declarado 
por sentencia firme (autos de fs. 67 y 78. expediente N 9 2705) 
con intervención del Sindico liquidador, don Dionisio C htovino 
que éste carecía de la |>ersonería que pretendía tener en el juicio 
de desahucio ptf tratarse de una acción dirigida contra el con 
cursado y no contra sus bienes. 

(jue no es admisible que el propio Sindico Chioviuo despmv* 
de ser vencido en su pretensión, ponga en tela de juicio de nuevo 
la competencia del Juez que entiende en la causa de desalojo, va- 
liéndose para ello del Juez que entiende en el concurso mediaiite 
la inhibitoria. Tales recursos y procedimientos son inconciliables 
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i-oii la Inicua le con que han de aplicarse las normas ÚC procedí 
míenlos creadas para proteger los derechos y no para compilar- 
los v demorar su realización. 

One. la incidencia tramitada en esta causa con motivo de 
pretender el Síndico ser tenido como parte ante el Juez de la Ca- 
pital equivale en el fondo a una cuestión de declinatoria de juris- 
dicción, como lo dice el señor Procurador (ieneral. y es por con- 
siguiente de aplicación al caso la citada regla del art. 4Í2 del Cnd. 
de Proc respeto de la inhil>itoria subsiguiente. 

Qxtc en cuanto a las causas Nos. 2703, 2704 y 2706 encon- 
trándose pendientes de la resolución a dictarse por las Cámaras 
i aviles de Apelaciones de esta Capital no existe todavía a su res 
pecio cuestión de competencia que dirimir. 

Ell Stl mérito y de conformidad con lo dictaminad-» y pedi- 
do por el >eñor Procurador (Ieneral no se hace lugar al pedido 
ríe inhibitoria. Por consiguiente remítase la cansa X v 2705 al se- 
ñor jgK¡K en fo Civil de la Capital avisándose al de la ciudad de 
Mercedes, \siinismo remítanse fas causas Nos. 2703. 2704 y 
J7(V> al señor Juez de la Capital a mis efectos. Repóngase el papel. 

Roberto Repetto, — Antonio 

SAGARNA. Ll'lS I.IN'AREv 

B. A. Nazar AxnioKWA. 

JtAN II. TkRÁV 



Pon SiU/ututo (Umsáfrz (su mmiáil) contm ta Caja Xacioaal 
de JtfMlaríoHt's y P?r,f¡i>iws ile Empicadas Ftrrú%'iarím. 

Sumario: De acuerdo con lo que dispone el articulo 40 de la ley 
10.650, extinguido el derecho a la pensión de los hijos legi 
timos de un oftrero ferroviario aeree- el derecho del hijo 
natural en la parte de aquellos. 

í ésa: l o explican la?* piezas siguientes: 
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HKSOUVIÚN PK LA CAJA (F*. 05 > 

Buenos Aires. Aposto •»> de 1!KU. 

Vistas nuevamente estás peticiotics, atento lo dietaninrado 
|K»r la Asesoría I-e(*aI y de conformidad con lo resuelto jhu- el 
Directorio en su sesióndel 23 del corriente al aprobar el prece- 
dente despacho de la Comisión de Tensiones: 

l* Incluyese, entre los conpartíeipcs del beneficia de pensión 
concedido por resolución <lc fs. 26 :< don Ambrosio Ramón < ¡on- 
tMck hijo «leí causante. 

P r^uese el haber correspondiente al mismo desde Ñ í* 
cha ele su presentación: a esta Caja. 

3" Xotifíquese v pase a Contaduría a su- efectos. I-echo, 
átenlo a lo informad» a fs. Í9 y é\ reciño do fs. 58. pasé a tMiiáfa 
«le la (omiMÓn de Hacienda. 

//. Goncálvc hiwur.ii 



RESOLUCION DE VA CAJA 

Ruónos Aires, Diciembre 10 de 193-1. 

Vista-» estas actuaciones, atento lo dictaminado por la Aseso* 
ría Lc^al. I" aconsejado por la Comisión de Pensiones y de con- 
formulad con lo resuelto \nn el Directorio en su sesión del M 
del corriente 

1* Mantiénese la resolución de ís. 65 dejándose establecido 
une el haher mensual que eorre^ppnde en concepto de pcn>ión al 
menor Ambrosio Ramón González, hijo natural del ex-juhilado 
ferroviario don Secundo Gonzátcz. es el de once pesos con once 
centavos (S 11.11 m/n. í moneda nacional. 
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* Reconsidérase el art. de la resolución citada y latiese 
la |Kirtc eorresj>ondiente al nombrado desde el 5 de < fetubíe de 
1930- 

V* Acuérdase el recurs.. ele ablación inicrpucsio subsidia 
ñámente. 

4? Notifique** y pase a Contaduría a sus efectos, lucho vuel- 
va para el trámite ulterior de la ablación. 

A\ González haiiutin. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Mayo 3 de 1985; 

Considerando: 

|í| Directorio dfc la Caja concedió a Apaño l'roiláu y Ka 
nion Remigio (¡onzález en su carácter «le hijos legítimos de Se- 
cundo González, la pensión de cien |>eso$ mensuales y dispuso 

éste se liquidase hasta la fecha en que cumplieron 18 años 
de edad. 

Posteriormente, se solicitó pensión ¡*ara Ambrosio k unión 
< ionzález. hijo natural reconocido ,>or el causante, pidiéndose que 
ésta se pagara desde la fecha en que dejaron de cobrarla los hijos 

legítimos. 

l-.n la resolución de fs. 65 se decidió incluir a Ambrosio Ka 
món entre los copartícipes del beneficio y pagarle el halwr co- 
rie |>ondicnte al mismo desde la fecha de su presentación a la 

Caja 

La recurrente dice que no reclama nada hasta que el último 
i|e los hijos legítimos cumplió los 18 años, pero que exige desde 
ese momento el total de la pensión pata su hijo natural, soste- 
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niendo que éste acrece la parte de los otro* hijos cuyo derecho 
se ha extinguido. 

El antecedente jurisprudencial que cita la Caja a fs 72 no 
es análogo al "<ul> judice". 

Por lo demás, si liien el artículo 39 de la ley 10.650 estable- 
ro que lo» hijos naturales reconocidos gozarán de la porte de 
IK-nsión a que tengan derecho con arreglo a la legislación civil: 
tal limitación sólo dclxr subsistir cuando concurren hijos legíti- 
mos a usufructuar una pensión, jmrque excluidos éstos, por cual- 
quier razón, el derecho de acrecer que determina el artículo 40 
<le la citada ley no puede tener la limitación que ja Caja le atri- 
buye al reconocerle al hijo natural el derecho a disfrutar la cuar- 
ta parte de la que gózala un hijo legítimo. 

Por consiguiente, extinguido el derecho en el presente caso 
de los hijos legítimos, por halicr cumplido diez y ocho años de 
edad, la pretensión de la madre natural de Ambrosio Ramón es 
pertinente y el derecho de éste a acrecer la parte de aquéllos no 
puede desconocerse fundándola en su filiación natural. 

Pór estas consideraciones, se revoca la resolución apelada, 
concediéndose a Ambrosio Ramón González la totalidad de la 
pensión dejada por su padre, desde el 5 de Octubre de 1930 en 
adelante. 

Devuélvase sin más trámite. — Esequiel S. de Olaso. - 
Cariox del Campillo. — R. nitor Palacio. — I. A. Ganadles 
Calderón. 



DICTAMEN DFX PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airo*. Septiembre 25 de 1935. 

Suprema Corte: 

Se discute en este caso, si la i>orción de que gozaba un hijo 
natural o |>ensionado en concurrencia con hijos legítimos puede 
ascender al total de la pensión, cuando dicho hijo natural queda 
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o uno U'ticficiario único. \ mi juicio esta cuestión es análoga a 
¡a i\\xv se produce cuando en una sucesión solo queda como here- 
dero un hijo natural; o cuando, pensionados la madre y los fo- 
jos legítimos, éstos acrecen de pleno derecho la porción erres 
poudiente a aquélla, en caso de fallecimiento. 

Corresponde en consecuencia, confirmar por sus íúndatíieñ- 
tos el fallo de la Cámara F«leral obrante a % W*. 

fuan Alvares. 



KA! LO DE 1.A CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Octubre 25 d<- 1985. 

Y Vistos: 

Vttr siis fundamentos y !>>> del pmredentf dictanwii del se- 
ñor Procurador General, se confirma la sentencia de fs. íf6 en 
cuanto ha piulido ser materia de recurso. Notifiquen y devuél- 
vase al trihunal de procedencia el presente juicio seguido po: 
Ambrosio Ramón C.onzález v Caja Ferroviaria, sohre pensión. 

Roberto Kepluo. Wm Lm*#r* 
0i A. Xa/.ak Anchokkxa. 

1 1 " A N Ifc Tl-KÁV 



Ham o Antjlo Suü A me r ¡caito contra ti mili o L e; y y Camfáitíti. 
SúHrt cobro ejecutivo tic pesos. 

Sumario, l.a venta judicial de los frutos realizada en ta ejecu- 
ción del secundo acreedor hi|>otecario. no afecta en el caso 
,1 privilegio del Hamo Hipotecario Nacional— acreedor en 



primer término — , porque en el caso, el remate efectuado ha 
sido l)eneficioso para tocios los derechos legítimos, inclusi- 
ve los de este último. 

Casó: LS explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA OK PRIMKRA INSTANCIA 

M#ndozn. Octubre 20 de 1934. 

Y Vistos: 

l£l llamamiento de autos para resolver la cuestión planteada 
por el Hanco Hipotecario Nacional a fs. 123 y siguientes, y 

Considerando: 

Jv One en el caso "sub judice" no se advierte ninguna razón 
legal ni de orden práctico que pueda fundar la alegación de nu- 
lidad de los procedimientos seguidos en este juicio, por la sola 
circunstancia de que no se le haya comunicado, en forma, al Banco 
Hipotecario, la decisión de rematar el fruto de unas propiedades 
hipotecadas a su favor. Conviene advertir que la venta efectua- 
rla en estos autos y cuya nulidad alega el Banco, no se ha efectua- 

a pedido de una de las partes y del dq)ositario de los frutos em- 
l>argado5 y con tácito consentimiento del ejecutado. La venta 
efectuada no es la de los inmuehles hipotecados al Banco, sino la 
de stis frutos; los que si bien es cierto responden a la garantía 
hipotecaria, no lo es menos que si el acreedor hipotecario no ha 
procedido sobre ellos, tomando las medidas de seguridad del caso 
o al menos manifestando expresamente la voluntad «le proceder, 
el deudor puede disponer libremente de los mismos. 
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Kl art. (*> 4e la ley uránica del Banco Hipotecario Nacio- 
nal ¡uiptoK la obligación de notificarle a SU presklente el auto que 
ordene la venta judicial de los inmuebles hipotecados; pero no 
existe alguna disposición legal <le la cual snrja esa obligación 
cuando se trata de los frutos de esos inmuebles, que hayan sidn 
embargados por otros acreedores. 

E\ art. 45 de la ley citada, establece que para el caso de que 
el Banco quiera aplicar la renta de las propiedades hipotecadas a» 
pagó de b»s stérytefos o a la conservación de los inmuebles, delw 
proceder a trabar embarga de esas rentas y si ellas estuviesen em- 
bargadas proceder a la venta de la propiedad hi|>otecada. de con- 
formidad con el art. 58 de la misma ley. En el caso ocurrente, el 
Banco Hipotecario no había trabado embargo en los frutos que 
motivan este incidente (véase informe de i*. 176». 

Kn consecuencia. *i el Banco cree que los frutos vendidos 
estalwn afectados a su privilegio, puede ejercer las acciones per* 
tinentes para hacer valer su derecho; per* carece de razón para 
solicitar nulidad de procedimientos judiciales donde itó tí parte, 
ni existe razón para considerarlo tal. por ahora. 

2" Oue por lo demás, prácticamente, los frutos vendidos 
(uva), a la fecha en que el Banco se presenta incidentando— 2ó 
de Abril- -es público y notorio que se encuentran en un estado «le 
madure/ avanzado y que si no hubiesen sido cosechados se ha 
brian |>erdido. |K»r lógica y natural evolución, sin lieneficio para 
nadie. Tal fué la razón que se tuvo jmra solicitar la venta de los 
frutos enligados y la que se tuvo en cuenta j>ara concederla. 
Kn cambio, ahora, vendidos los frutos, el producido se encuentra 
;i dis|M>sición de los acreedores del ejecutado y el Banco puede 
ejercitar las acciones correspondientes para hacer valer >u pri- 
vilegio, si es que lo cree procedente. 

3* < )uo de lo expuesto se deduce que no se ha violado nin- 
guna disposición legal que pueda aparejar la nulidad de las ac- 
tuaciones atacadas por el Banco Hipotecario Nacional y que, |M>r 
otra parte ningún beneficio otoendria el incidentantc con ello. 
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p<tr » : ,mo. resuelvo: no hacer lugar ¡.1 incidente ,..-..,„. .vi«|.. 
a ffc I2.V Con estas (art. <>4 del Cód. de IWIs.i. 

j. II. LasHtiirltfS. 

DICTAMEN l»KI. l ISiAI. IH. f A M ARAS 
Kxma. Cámara : 

Considero une V. E. debe confirmar por sus fundamentos la 
resolución del Inferior que corre a fs. 179 y 180 de estas actúa- 
nones, por la cual no se hace lugar al inciden» promov.do pp. 
d Raneo Hipotecario Nacional a fs. 123. 

Los fundamentos de la resolución del Inferior, justifican 
plenamente lo resuelto al no hacer lugar al incidente P"™^" 
l m .««e.el Banco Hipotecario Nacional, no V*¡£¡m 
en favor de su derecho la más mínima lesior, a *™}f 1 ™* ' 
tereses desde que. como nmy lo dice en su memonal la parte dd 
I anco Ángío S«d Americano, el valor de los rulos rematados se 
'ncuentra a dis,>osición del acreedor de preferente derecha de- 
positado en el Banco de Mendoza. 
Mendosa. Diciembre 1" de 1934. 

llorado Bermejo. 

SENTENCIA DE I.A «AMARA DE ABLACIONES 

Mendoza. Diciembre 2» de 1934, 

Y Vistos: 

El llamamiento de autos «le fs. 190 vta. pWS resolver loa re- 
cursos de apelación y nulidad interpuestos a fs 18S 
solución de fs. 179 que no hace lugar, con costas, a la mudencu 
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de nulidad prqpioviíla a ís. 123 por el Maneo Hipotecario Xa- 
cfensíl 

Y Considerando: 

I Nulidad: A ís. 207 dé su memorial tunda el Uanco. e*tc 
recurso, estimando haberse incurrido en tal vicio, por cuanto al 
avanzar el señor Juez que no existe interés práctico en formular 
la incidencia, lia prejuzgado ; además aíirnia el "a quo"' que el 
iucideutaute no ha manifestado voluntad expresa de proceder, 
contrft el contenido del informe de ís. 83; |>or otra parte aprecia 
equívocamente constancias de autos, incurriendo en manifiesto 
error 

( )l»serva el Tribunal que la apreciación errónea de las cons- 
tancias de la causa, |>ara arribar a una determinada solución, asi 
como la invocación oficiosa de consideraciones más o menos atin- 
gientes para apreciar la razón de una de las partes, no {Hiede fun- 
dar el recurso de nulidad, sino reararse por vía de apelación. 

lín la especia no existe violación de trámite al substanciarse 
la incidencia, ni quebrantamiento de forma u omisión de solem- 
nidad, que pueda fundar la anulación del auto recurrido (art>. 
91. 590. 13). 121. 2<)0 y siguientes del Cód. de Procds. Civiles 

\si se resuelve. 

II Apelación: Kl actor, acreedor hipotecario en segundo 
termino pidió a fs. 41 — en lo que ahora interesa— el embargo del 
fruto de las propiedades gravadas, que reconoce primera hipoteca 
a favor del ineidentante Raneo Hipotecario Nacional. 

La medida se pidió en 5 de Enero p|>do., haciéndose pre- 
sente que en manera alguna se desconocían los derechos de acree- 
dor preferente del mencionado Banco, a quien el deudor ejecutado 
adeudaba entonces ocho senados \yor un total de S 45.000 (fo- 
jas 40) 
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Autorizada, más tarde, la subasta do las frutos rjiic indivi- 
dualiza el $til!» de ív 73. se fija el día 15 de Marzo para ese fin. 
notificándose el dia antes — 1*1 — al Banco, contestando ñor in- 
termedio de la gerencia local, que la institución procedería ojxir 
tunamente al remate administrativo, estimando que corres|>ondia 
Mis|>endcr los procedimientos judiciales, haciendo la salvedad c¡m- 
esa respuesta no importaba hacerse parte ( fs. 821 ji. 

localizada la subasta el din señalado y según constancia de 
ís, S4 y Miritientes. s t * aprobó ¡vir auto de 22 de Mar/o. quedando 
<1 producido deportado en el Banco «le Mendoza. 

Mu 17 de Abril y a fs. 123 el Banco Hipotecario Nacional 
>e presentó incidetuando de nulidad de todo lo actuado con pos 
terioridad al auto que fija día para la realización de la subasta de 
la uva pendiente de e.weeha. en los tres inmuebles gravados al in 
cidentante. Se invocan las constancias señaladas y los arts. 45, 
58. 6Ú y 7<i de las leyes Xro.v SI 71 y 10.676 y los arts. 232») y 
íiltO del (VmI. Civil, incidente que contesta el actor a fs. 148 y 
resuelve el señor Juez a fs. !/*> rechazándolo, desconociendo in- 
icies práctico cu la nulidad solicitada, pues el remate si- efectuó 
ti ]>edido del depositario de los frutos eml «triados, lomándose las 
precauciones del caso para la custodia de l producido. Por otra 
pnrte. no se trata de la subasta del inmueble gravado sino de su> 
frutos, frutos que no había embargado el Manco y que en el mo 
mentó de la incidencia, en 2(> de Abril, estarían |»erdidos >i no 
M- hubiesen rematado; por ei\si no existe violación de lev alguna 

Hn el caso concreto se trata del remate de los fruto* y no 
del inmueble. Ksta situación está expresamente prevista en el 
art. 45 de la ley nacional .V SI72. orgánica del Haricci Hipoteca- 
rio Nacional, y l*>r esa disposición y las constancias que se han 
señalado y se puntualizaron, es el Manco Hipotecario Nacional 
t)t«ü aparece apartándose de las normas a que debió ajustarse y 
de diligencias elementales. ¡Kira evitar un daño injusto a terceros 
legítimos acreedores, también con derecho real «le hipoteca. 

MI referido articulo, si bien es verdad que faculta par;i efec 
mar. por si. sin forma de juicio, el embargo de la renta de la 
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propiedad hipotecada, para aplicarla al pago de servicios, si el 
deudor dejase pasar noventa días desde la fecha en que debió 
pagar el servicio respectivo, no es menos cierto que cualquier ra- 
zón superior que la institución pueda tener para contemplar la 
situación de su deudor, adoptando una actitud pasiva, no podía 
«lañara otro acreedor legitimo, aunque en segundo término. |>ero 
con evidente derecho a que se disminuyera el monto del crédito 
de pago preferente. Consta de la liquidación de fs. 40. - no des- 
conocida por el Banco Hipotecario Nacional, y una de las can 
sas que motivaron el embargo del fruto por parte del segundo 
acreedor hipotecan»»— que el deudor en sus respectivos préstamos 
con relación a cada una de las tres propiedades, adeudaba ocho 
servicios por un total de $ 45.000. Por ello en este incidente, no 
ptiede considerarse oportuna la invocación que hace ahora el Man- 
eo .leí referido art. 45. 

I'ero su actitud en estos autos está revelando, como lo afir- 
ma el señor Juez, que ha procedido precipitadamente, y sin inte- 
rés o |M»r lo menos en una forma que no se justifica por su con 
duda anterior: esta ejecución se había iniciado en Diciembre de 
1933 y según se desprende del informe del Banco Hipotecario de 
fs. 177 resultaría que a fines de Enero de 1934 esa institución dio 
los pasos administrativos para embargar el fruto de las tres pro- 
piedades, en forma tan particular, que en el propio instrumento se 
afirma que no se trabó embargo; todo se había limitado a meras 
notificaciones a encargados. Pero en el supuesto de que en el mes 
de Enero se hubiera tratado ese embargo, no aparece en autos 
la razón atendible que justificara la pasividad ulterior, hasta el 
extremo que no se hace ni una alusión a los remates que pudo 
haber fijado el Banco. Es mas, el incidente de nulidad fué pro- 
movido en 26 de Abril sin que el Banco haya tomado medida* 
consiguientes al presunto embargo y en cm ficha, a estar a la 
propia confesión del Banco Hipotecario, el fruto se habría prác- 
ticamente perdido, pues admite a fs. 200 vta. que en la zona de 
mayor atraso la madurez de la cosecha, ésta se inicia a fines de 
Marzo o principio de Abril. Finalmente promovió la incidencia 
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él >(> dé Abril y corrido traslado el 28 dé) mismo mes abandona 
la misma tanto, que de la constancia de fs. 143 vta.. resulta que 
la cédula para notificar traslado se sacó el 19 de Julio. 

Aparece asi justificado el pronunciamiento del señor Juez, no 
comprobándose la transgresión de las leyes nacionales c|ue se 
invocan ni justificando las constancias de autos la incidencia. Las 
costas asi eran una consecuencia de esa resolución. 

Mor lo expuesto, fundamento del auto recurrido y dictamen 
del señor Fiscal de Cámaras, el Tribunal resuelve : con la (Icela- 
ración de que no adolece de nulidad se confirma en todas sus 
partes la resolución recurrida «le fs. 179 de fecha 20 de Octubre 
«te 1934 con costas también de esta instancia al incidentante ven- 
cido llamo Hipotecario Nacional (arts. 94 y 339 Cód. de Pro- 
cds. ) Morctii. — PUliatl, — Román. 



DICTA MKN DEC PROCURADO» GENERAL 

KI propietario de unos viñedos en Mendoza, constituyó so- 
bre ellos dos hipotecas, a favor del Banco Hipotecario Nacional, 
la de primer grado, v del Banco Anglo Sud Americano la de se- 
gundo. Como el deudor se atrasara en los pagos, este acreedor de 
segundo grado, reconociendo expresamente la prioridad de los de- 
rechos «leí Banco Hipotecario embargó la cosecha de uva existen- 
te sobre los predios : y poco después, atendiendo a razones de ur- 
gencia hechas valer por el de|*>sUario, se ordenó la venta de la 
uva en público remate. Hecha conocer tal orden al señor gerente 
del Banco Hipotecario en Mendoza, un dia antes del remate, es- 
te funcionario, sin mostrarse parte en el juicio, manifestó al Juez 
(|UC la notificación debió halarse hecho al presidente del Banco, 
y además, que éste practicaría dicho remate, administrativamente, 
dentro de los plazos fijados |>or las leyes 8172 y 10.676. No obs 
tanto dicha manifestación, el remate judicial se llevó a efecto. 
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resultando comprador el mismo acreedor de segundo grado que 
iniciara la ejecución. El señor Juez aprobó la suoasta (Marzo 22. 
ís. 98 vta. ). quedando el importe depositado a fin de que el acree- 
dor de primer grado hiciera valer sus derechos. 

Kl 26 de Abril subsiguiente, se presenta por páfte el Banco 
Hipotecario Nacional y pide la nulidad de los procedimientos se- 
guidos con interioridad al auto que fijó día para el remate, por 
entender haberse violado en ellos las prescripciones de los arts. 
45 v 66 «le las leyes 8172 y 10.676. Denegada esa petición* 1a 
C ámara en lo Comercial de Mendoza ha concedido el recurso ex- 
traordinario ante V. E. 

Kl art. 66 de la ley 10.676, previendo el caso tic que otro 
acreedor pida la venta del inmueble hipotecado, acuerda al Ban- 
co el derecho de ordenarla por sí mismo, dentro de sesenta días 
hábiles, contados desde la notificación judicial. En presencia de 
esta (Üspo&aón legal, aplicable también a los frutos, resultan ha- 
berse violado los privilegios de la ley especial que el Banco in 
voca. desde que no se le dió ojiortunidad {lava ejercitarlos, a pe- 
sar de que un día. antes de celebrarse el remate judicial, y varias 
remanas antes de ser aprobado, el gerente de dicha institución 
un Mendoza hizo saber al Juez que se acogía al privilegio. 

El hecho de que la uva vendida haya sido ya materia de con- 
sumo en nada afecta, a la situación legal, ni a la responsabilidad 
de quienes resulten autores del perjuicio que el Banco Hipote- 
cario sostiene haber sufrido, i>crjuicio que. según el reclamante, 
tendría por base haber adquirido la uva el acreedor de segundo 
grado a un precio muy inferior al que hubiese pagado a ser el 
Mamo quien realizara dicha venta. Tampoco podría alegarse que 
el Banco no fijó oportunamente fecha |>ara el remate administra 
tivo. desde que la uva fué entregada al comprador antes de ven- 
cerse los sesenta días. 

Considero, en consecuencia, que corres|H»»de hacer lugar a 

las peticiones del lectirrcnte. 

Buenos Aires, Agosto 7 de 1935. 

Jiwii Alvares. 
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Buenos Aires. Octubre 28 de 1036. 

Visttís y Considerando: 

KI recurso extraordinario interpuesto es procedente porque 
lá Cámara en lo Comercial de la provincia de Mendoza lia deci- 
dido por sentencia definitiva un litigio en el <|ue se lia cuestiona- 
do un título o privilegio que se dice otorgado j>or las leyes 8172 
y 10.676 (Banco Hipotecario Nacional), siendo el pronuncia- 
miento contrario a la existencia de ese título o privilegio íart. 
14. inc. m ley N' 48). Delw. pues, admitirse el recurso. 

L l-a Corte del>e pronunciarse sobre e! fondo de la cuestión 
planteada, lilla rejwjsa sobre la interpretación de los arts. 45 de 
la ley M* 8172 y 66 de la ley N* 10.676 y concordantes. 

Según esta disposición cuando un bien hijwtecado al Banco 
"fuera objeto de ejecución por otro acreedor, el Banco del)erá ha- 
cer uso de su derecho (de vender por sí solo el bien) inmedia- 
tamente de quedar ejecutado el auto que ordene la venta judicial. 
aunque la deuda hoya sido sennda con regularidad, a cuyo efec- 
to dicho auto será notificado al presidente (del Banco). Si el Ban- 
co no ordena la venta dentro de los 60 días hábiles contados des- 
de la notificación judicial, el Juez |>odrá ordenar el remate en la 
forma ordinaria". 

En el presente caso, durante la ejecución de un segundo 
acreedor hipotecario de bienes sobre los cuales tenía el Banco Hi- 
!>otecario Nacional, hipoteca en primer término, la justicia de 
Mendoza ordenó la venta de una parte de los frutos de sus bienes, 
en remate público, sin hacer la notificación al señor presidente 
del Banco Hipotecario Nacional de que habla el art. 66. 

Tal omisión es la causa de nulidad pedida |>or el Banco Hi- 
IMitecario Nacional que ha sido rechazada por los señores juece> 
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de la provincia cié Mendoza y sobre la que del* promtnejarse 
esta Corte. 

I, a situación «Se los frutos, como independientes dej liten hi- 
liotccado. lia sido considerada ¡>or el art. 45 de la lev X" H17¿. 
también invocado [tor el apelante, según el cual el Banco tiene la 
facultad de "proceder por sí. sin íomia alguna de juicio, al em- 
Iwirgo de la renta de la propiedad hipotecada para aplicarla al 
pago del servicio y conservación de la propiedad si el deudor de- 
jase pasar 90 días desde la íecha en que debió payar el servicio 
respectivo". 

II. Es indudable de que en nuestro derecho, la hipoteca abar- 
ra los frutos y accesorios del inmueble. 

• 

Pero lo que debe decidirse ahora es si el requisito dé la no- 
tificación previa al presidente del Banco Hii»otecario Nacional, 
rige cuando se trate no de la venta del inmueble sino de sus fru- 
tos, como operación separada, y estando presentes las demás con 
diciones del caso actual. 

La ley ha considerado el caso de los frutos en el art. 45 ci- 
tado estableciendo que la falta de pago de «« servicio hipotecario 
autori/a su emlxargo. En cambio aun sin hallarse c« mora, auto- 
riza el art. 66 que puede vender el inmueble. La diferencia se ex- 
plica porque la percepción de los frutos es ordinariamente un 
acto del deudor. 

Si en este caso el deudor los hubiera cosechado no habría 
habido motivo para el presente litigio. Tampoco se ha promovido 
\*>r la venta privada de jKirte de ellos— y si solo por la venta en 
remate público. 

Pero estas consecuencias contradictorias no provienen de la 
ley puesto que si la venta de los frutos era un daño, el Banco Hi- 
potecario Nacional pudo evitarlo usando la facultad de embargo 
ly la venta consecutiva) de los frutos, a los noventa días de la 
primera mora en el servicio de la deuda y en el caso el deudor 
estatal en mora de ocho servicios (fs. 40). 
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III. Los derechos deben ejercerse "ctviliter" es decir en la 
medida necesaria jw*ra asegurar su efectividad y no más allá y los 
privilegios son de interpretación restrictiva. En el caso el rema- 
te objetado ha sido beneficios» para todos los derechos legítimos 
inclusive los del Banco Hi|>oteeario Nacional. En efecto, la ven- 
ta se hizo en el tiempo extremo en que eta posible cosechar, ex- 
puestos los frutos a perderse por excesiva madurez y pereci- 
miento natural (véase escrito del Banco, fs. 200 vta.). El remate 
fué el 15 de Marzo. Según el Banco la época de la cosecha en esa 
zona es tardía y puede hacerse hasta principios de Abril. Resulta 
pues, que los fiO días de plazo del art. 66 habrían llevado la ven- 
ta fuera de toda oj>ortunidad. 

El acto jurídico impugnado ha sido beneficioso al impug- 
nante. El precio lia sido el fijado por un remate público que es v\ 
procedimiento más auténtico para hacerlo y además ha sido rea- 
lizado en su mercado propio: venta de uvas en Mendoza. El pre- 
cio dé venta está dc|H>sitado a disposición del apelante. 

IV. Las leyes del Banco Hipotecario Nacional han creado 
privilegios destinados a amparar su crédito contra todo riesgo y 
entonces es indispensable ver si la sentencia recurrida compro- 
mete el sistema legal que lo proteje. 

No resulta de este juicio que la teoría de la sentencia apela- 
da cree un peligro a los créditos del Banco Hipotecario. 

Si creyó que era conveniente embargar los frutos y hacerlos 
vender pudo liabcrlo hecho a los 90 días de falta de pago del pri- 
mero de los ocho servicios adeudados. 

El alto interés público que se vincula al Banco Hipotecario 
Nacional no excluye el interés social de las demás instituciones 
jurídicas afectados en este caso, como la de la hipoteca ordina- 
ria, la del crédito común, la del propio deudor. 

I-as leyes deben ser siempre interpretadas como una ordena- 
ción de la razón para el bien común ("rationis ordinatio ad bo- 
num commune"). 
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Por las consideraciones expuestas y oído el señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido 
ser materia del recurso- Hágase salier. reiMMitfase el pai>cl y re- 
vuélvanse 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagarna. — 1-us Linares (En 
disidencia de fundamentos ) . — 
B. A. Xaz ar A Hc\ i ore \ a 

JlAN B. TURAN. 



Bueno» Aires, Octubre 2* de 19*5. 

El recurso extraordinario interpuesto por él Hunco Hipote- 
cario Nacional contra la sentencia de fs. 213 de la Cámara en lo 
Comercial de Mendoza, resolviendo un incidente de nulidad pro- 
movido en el juicio ejecutivo que seguía contra la sociedad Ettli 
lio I.evy y Cía. el Banco Anglo Sud Americano, y 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida resuelve un incidente suscitado 
deniro di- un juicio de carácter sumario, como es el ejecutivo, y 
larca-ria |>or ello que no reúne las condiciones de sentencia defi- 
nitiva a epte se refiere el art. U de la X v 48. |>ara autorizar el 
recurso. Sin cml>ar$;o, el derecho que ha invocado el Banco Htpo- 
tecario, fundado en el art. 66 de su ley orgánica y que se dice 
desconocido en dicha sentencia, solamente puede ser ejercitado en 
los juicios ejecutivos o en las ejecuciones de sentencia, porque 
precisamente tiene por único fin paralizar este procedimiento que 
conduce a la realización de los bienes hipotecados. Si se le des 
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conoce y la venta se realiza, no obstante la oposición del titu- 
lar, el desconocimiento puede serle irreparablemente gravoso pa- 
ra sus intereses permitiendo que los bienes hipotecados pasen, en 
virtud de venta judicial, al dominio de terceros sin las garantías 
acordadas |*>r dicha disposición. 

Esta Corte Suprema ha extendido por excepción el amparo 
dél recurso a casos de tal naturaleza, interpretando en su verda- 
dero significado y alcance esta institución (Fallos : Tomo 42, pág. 
69: tomo 98. págs. 136 y 143; tomo 100, pág. 157; tomo 112. 
pág. 5: tomo 118, pág. 390; tomo 165. pág. 199: García Merou. 
"Recurso extraordinario", pág. 88). 

Por estas consideraciones, se declara que procede el recurso. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión es innegable que el 
bien raíz, sus accesorios y frutos responden a la hipotec. for- 
mando un solo todo, de tal manera que los actos de enajenación de 
los frutos naturales o civiles del inmueble interesan al acreedor 
hipotecario, cualquiera sea su categoría; pues nunca puede ser 
igual tener la garantía sobre el inmueble en toda su integridad 
que cuando él ha sido despojado de sus frutos íarts. 3110. 3112. 
2329. 2331 y 2332 del Código Civil). 

Que el privilegio extraordinario que la ley orgánica N w 
10.676. art. 66. ha querido acordar al Banco Hipotecario Nacio- 
nal, como institución de Estado, si bien se refiere por sus tér- 
minos a la venta del inmueble hipotecado, deben considerarse 
comprendidos vi mía! mente en él los frutos fundientes, de tal 
manera que. en una ejecución por deuda particular, ya se trate 
de realizar la venta del bien con sus accesorios y frutos, o ya de 
los frutos solamente, es siempre pertinente el ejercicio de esc pri- 
vilegio, y del caso que se notifique al representante del Banco pa- 
ra que pueda ejercitarlo, con arreglo a dicha ley. Este privilegio 
que consiste en sacar la ejecución del inmueble de las manos de 
los jueces, para someterla a los procedimientos administrativos de 
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acción y que la venta se hará en forma más conveniente a sus in- 
tereses, y por ello su negación afecta fundamentalmente al Ban- 
co. El Juez, ante la manifestación de su representante de querer 
hacer valer el privilegio, del* suspender inmediatamente el pro- 
cedimiento, como lo dispone el art. 66. 

Que el principio resulta claro en su aplicación a los casos en 
que. el bien gravado trata de venderse a petición de un acreedor 
particular P° r los trámites regulares del juicio ejecutivo, pero no 
cuando, como en este caso, la venta de los frutos debía hacerse 
a petición del depositario judicial, por razones de conservación 
y con carácter de urgencia; de tal manera que. si no se procedía 
inmediatamente podían perderse total o parcialmente, perjudi- 
cándose todos los acreedores, inclusive el propio Banco Hipote- 
cario, el que. hasta el momento, no había realizado acto alguno 
l*>r su cuenta que le permitiera evitar tal pérdida ; pues ni siquie- 
ra había embargado los frutos, o la producción del viñedo, como 
resulta de autos (informe de fs. 177). 

Consta que se estaba en una estación en que la uva en Men- 
doza llega a la plenitud de su madurez, como también que no ha- 
bían medios adecuados, al alcance del depositario, para cosechar- 
la, y vinificarla en condiciones convenientes. En el transcurso 
de pocos días debía desmejorar o j>erderse. El temperamento que 
se imponía era su venta inmediata, a liase de que quien quiera 
que fuera el comprador necesitaría de algún tiempo para prepa- 
rar los elementos. El Juez ordena la venta en subasta pública, y 
se realiza. Se deposita luego el producido para que. si el Banco 
Hipotecario quisiera, haga uso de su derecho a ser pagado pre- 
ferentemente. 

Por las circunstancias expuestas precedentemente, que están 
de acuerdo perfecto con los hechos que la sentencia apelada da 
|K>r establecidos, se vé que se había creado una situación especial, 
que no entró tal vez en las previsiones de la ley del Banco, y que 
fué resuelta en la forma más indicada, y por lo tanto, no se pue- 
de decir que el privilegio de referencia haya sido violado, si se le 
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interpreta con un criterio práctico y <le justicia. No puede pen- 
sarse que éste haya sido creado para jKírturbar estérilmente los 
derechos de los acreedores particulares, tan interesados o más que 
el mismo Banco en que las cosas que responden al pago de sus 
créditos se vendan al mejor precio posible. El procedimiento ob- 
servado y desenvuelto dentro de formas de garantías, como la de 
la subasta pública, concillaba el interés común mientras que la 
suspensión del remate podía ocasionar una perdida irreparable 
l>ara el acreedor que había movido los resortes de la justicia en 
defensa de un derecho legítimo, como para el propio Banco Hi- 
potecario. 

Si en lugar del temperamento adoptado, el depositario en 
cumplimiento de sus deberes, hubiera optado por cosechar la uva 
y vinificarla y luego vender e! producto elaborado, previa auto- 
rización del Juez, no habría llegado sin duda el caso de la aplica- 
ción del art. 66 y nada tendria el Banco que objetar. Sin embar- 
go, esta medida tendría el mismo fin y el mismo alcance que la 
que se discute. 

En su mérito y oído el señor Procurador General, se confir- 
ma la sentencia apelada en la parte que pudo ser materia del re- 
curso. Hágase salwr a las |>artes. repóngase el papel y de- 
vuélvanse. 

Lms I-t NARKS. 



Don Mujueí y Don Candelario Basualdo en autos con la Cajo 

viarios, sobre pensión. 

Sumario : De acuerdo con la interpretación que corresponde atri- 
buir al articulo 40 de la ley 10.650, la parte de pensión que 
hubiese correspondido en vida a la viuda del obrero ferrovia- 
rio se transmite en el caso, a sus hijos desde el día del fa- 

ti * - 5 A — 

ileomiento. 
Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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RESOLUCIÓN M LA CAJA 

Buenos Aires, Octubre 3 de 1934. 

Vistas estas actuaciones, atento lo dictaminado por la Ase- 
soría Legal, y de conformidad con lo resuelto por el Directorio 
en su sesión del 27 de Septiembre ppdo., al aprobar el prece- 
dente despacho de la Comisión de Pensiones y por sus funda- 
mentos : 

1» Desestimase el pedido formulado por don Miguel y don 
Candelario A. Basualdo. a fs. 34. 

2* Notifiquese, dándosele vista del precitado despacho y 
.irehivese. 

//. González Iramain. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1935. 



De acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en los casos 
de Carlos Lambruschini. Ramón Tovar y Francisco Aguilera, 
falladas en 4 de Septiembre, 20 de Noviembre de 1931 y de f> 
de Septiembre de 1933, respectivamente, se confirma la resolu- 
ción apelada de fs. 38, que deniega el pedido formulado por Mi- 
guel y Candelario Basualdo, a fs. 34. Devuélvanse sin más trá- 
mite. — Ezcquicl S. de Olaso. — R. Filiar Palacio. /. A. 
González Calderón. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Airen. Septiembre de 1935. 

Suprema Corte: 

Miguel y Candelario Basualdu se presentan en 6 de Agosto 
de 1934 (fs. 34) solicitando pago de la ¡lensión que hubiese co- 
rrespondido a su señora madre Natalia Ponce de Basualdo, en 
su carácter de viuda de un obrero ferroviario, hasta el día 12 de 
Julio de 1926, fecha en que dicha señora falleció. El importe de 
tal pensión fué mandado liquidar y reservar, por la Caja, con fe- 
cha 25 de Septiembre de 1933 (fs. 30). 

A mi juicio, cuando esa liquidación se ordenó, estaba ya 
prescripto el derecho, pues desde Julio de 1926 hasta Agosto de 
1933, habían transcurrido con exceso los cinco años del plazo 
legal. Empero, a partir del reconocimiento y de la orden de li- 
quidación referida, pasó la oportunidad de que la Caja se aco- 
giese a la prescripción. 

Conceptúo insostenible el argumento, hecho valer ahora, de 
que los reclamantes no puedan solicitar la parte de pensión que 
correspondió a su señora madre; y para demostrarlo, bastaría 
recordar que en las pensiones, la porción de cada lienefkiario se 
acrece con la de los restantes, cuando estos últimos dejan de ser 
acreedores al beneficio. De ese modo, la parte que correspondía 
a la viuda, pertenece, desde su muerte a los hijos (art. 40, ley 
10.650) ; y no existe en el Código Civil disposición alguna por 
cuya virtud no puedan heredar los hijos las simias que corres- 
pondieron en vida a su señora madre como pensionista y que esta 
no alcanzó a percibir (Fallos, tomo 154:421). 

Corresponde, en consecuencia, revocar la resolución de la 
Cámara Federal obrante a fs. 49, y hacer lugar a las peticiones 
de los recurrentes. 

Juan Alvares. 
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FALtO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires. Octubre H0 de U>3&. 



V Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto por los señores Miguel 
y Candelario Hastíatelo en autos con la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Empleados Ferroviarios, contra la sentencia «le 
fs 40 : y 



tjwv como acertadamente lo establece en su dicta uno el se- 
ñor Procurador General y lo tiene resuelto esta Corte. (Fallos, 
tomo 154. página 421) las leyes especiales de jubilaciones «le 
obreros y empleados ferroviarios, no lian ratificado el principio 
general del derecho civil según el cual los parientes en grado 
hereditario suceden al causante en sus derechos trasmisibles. por 
io cual y conforme con lo dispuesto por el artículo 40 de la ley 
número 10.650, cabe consignar que la parte que corro ^nulia a 
la viuda pertenece <lesde su muerte a los hijos. 

En su mérito y de conformidad con lo precedentemente so- 
licitado, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha |>odido ser 
■oateria del recurso. Notifiquesc y devuélvanse los autos al Tri- 





ROBERTO REPETTO. — ANTONIO 

Sacarna. — Luis Linares. — 
B. A. Na/ak Axcmorena. — 



Juan B. Tkrán. 
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NOTAS 

lin el juicio seguido por la Sociedad Mercantil Colectiva 
Louís Drcyfuss y Cía. contra la Sociedad Anónima Puerto del 
Rosario, por devolución de la cantidad de $ 38.9S9.10 m/n., co- 
brada indebidamente en concepto de derechos portuarios, el se- 
ñor Juez Federal del Rosario falló la causa rechazando en todas 
sus partes la demanda, con costas ; sentencia que la Cámara Fe- 
deral de la misma ciudad confirmó en lo principal, modificándo- 
la tan solo en lo relativo a las costas, que solo condenó al actor 
a pagar las de primera instancia con posterioridad al 1* de Sep- 
tiembre de 1934 y la mitad de las de segunda instancia. Elevados 
los autos a la Corte Suprema, el Tribunal con fecha 7 de Octu- 
bre, de conformidad con lo dictaminado por el Procurador Gene- 
ral y por tratarse de un caso jurídico exactamente igual al falla- 
do por el Tribunal, en 24 de Agosto de 1934, en el juicio seguido 
por Bunge y Born contra la misma Empresa (tomo 171, pág. 
153), debiendo su solución ser la misma en virtud de las con- 
sideraciones legales que m extemo se dan en ese fallo, y que en 
éste deben tenerse por reproducidas, para evitar repeticiones, con- 
firmó, a su vez. la sentencia recurrida. 



En la contienda de competencia suscitada entre un Juez en 
!o Civil de la Capital de la República y otro letrado del territorio 
nacional de la Pampa Central para conocer en el juicio suceso- 
rio de don Tomás Leopoldo Mullally, por entender ambos Jueces 
que el causante había tenido su último domicilio dentro de su res- 
iwctiva jurisdicción, la Corte Suprema con fecha 21 de Octubre 
de 1935, declaró que el Juez competente para conocer en el juicio 
lo era el de la Pampa Central, en razón de inferirse de las prue- 
l>as agregadas a los autos, que el causante se hallaba domiciliad» 
en el pueblo de Realkó, a la época de su muerte. Arts. 94, 98, 
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99, 3284 y concordantes del Código Civil- Fallos, tumo 1 
l>ágina 293 y los allí citados. 



Kn la causa seguida |x>r Louis Dreyfus \ Cía. Limitada 
contra la Sociedad Anónima Puerto del Rosario sobre repeti- 
ción de jiago. el señor Juez Federal del Rosario falló la causa re- 
chazando la demanda, con costas, sentencia que fué confirmada 
en lo principal j>or la Cámara Federal de Apelación, modificán- 
dola tan solo en lo relativo a las costas, pues solo se condena al ac- 
tor, a pagar las de primera instancia producidas con posterioridad 
al I* de Septiembre de 1934. Elevados los autos a la Corte Su- 
prema, el Tribunal con fecha 21 de Octubre de 1935, confirmó, 
a su vez, la sentencia recurrida, en razón de que, los términos de 
la demanda y contestación y alegaciones formuladas por las jmr- 
tes. rqwoduccn una cuestión jurídica que es igual a la que con- 
sideró y falló el Tribunal en el caso Bunge y Born contra la 
misma Empresa Puerto del Rosario, sobre repetición de dere- 
chos portuarios de carácter también especial— Tomo 171, págs. 
153 y 176—; y siendo casos iguales, deben tener la misma so- 
lución, de acuerdo con los fundamentos que en dichas sentencias 
se han dado y que deben tenerse por reproducidos. 



Con fecha ¿3 de Octubre de 1935, fué confirmada por la 
Corte Suprema la sentencia pronunciada |x>r la Cámara Federal 
de Ablación de la Capital, confirmatoria, a su vez, de la reso- 
lución de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados Ferroviarios, que no hacía lugar al cómputo de los servi- 
cios prestados por Mariano Fiacconi en el Puerto Comercial de 
liahia Blanca, en razón de haberlos prestado en una época an- 
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Doña A|M>linaria Gucvarez de Arias solicitó a la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias, pensión en sil 
carácter de viuda del ex-empleado ferroviario don Basilio Arias, 
y la referida Caja desestimó el pedido, por considerar que la in- 
ficionante, se hallalta comprendida en la sanción del artículo 41 
de la ley 10.650. Concedido el recurso de apelación, la Cámara 
Federal |>or las consideraciones aducidas en otros casos, declaró 
prescripto el derecho que pudo tener a pensión la solicitante. lle- 
vados los autos a la Corte Suprema, el Tribunal con fecha 25 de 
Octubre de 1935, revocó, a su vez. la sentencia recurrida ordenan- 
do vuelvan los autos a la Cámara "a quo". |>ara que se pronun- 
cie sobre el fondo de la cuestión, en razón de «pie la actora en el 
"sub judicc", inició su demanda de j>ensión antes de cumpliré los 
cinco años después de la muerte de su es|H>so f y, ¡Mir tanto, di- 
conformidad con ¡a norma que se había declarado aplicable; su 
derecho estaba ya en actividad, en ejercicio, interrumpiendo ásí 
el término de la prescr¡i>ción. 



En la causa criminal seguida contra l*cdro Reníte/ (al 
"Perú" |ior el delito de homicidio |>erpetrado en la |wrsona de 
Rito Bacz. el 25 de Mayo «le 1934. en "Etdorado". jurisdicción 
de la Gol»ernación de Misiones, el Juez Letrado de dicho terri- 
torio condenó al procesado a sufrir la pena de doce años de pri- 
sión, costas y accesorias legales, sentencia que fué confirmarla pw 
sus fundamentos, por la Cámara Federal de Ablación del Para- 
ná. Elevados los autos a la Corte Suprema, ésta a su ve/, y con 
fecha 28 de Octubre de 1935, reformó la sentencia arlada, con- 
denando al procesado a sufrir ocho años de prisión y accesorias, 
dado que Benitez aparece como un hombre de las mejores con- 
diciones, según el informe |*>licial anexo al proceso; conducta en 
el trabajo, con su familia, amigos, compañeros y vecinos "muy 
buena" : puntual y correcto, de buen carácter atiende a las nece- 
sidades de su hogar, no se le conocen malas costumbres, se acom* 
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paña de buena gente siempre, no tiene antecedentes judiciales ra 
policiales. Y en tales términos la individualización de la pena que 
consagra el art. 41 del C. Penal, demanda una sanción más ate- 
nuada que la que se aplica en el fallo recurrido. 



Con fecha 28 de Octubre de 1935. fué confirmada |>or !a 
Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Fede- 
ral de Apelación de La Plata, confirmatoria a su vez de la dicta- 
da por el Juez Federal de la misma ciudad, que condenó a Adol- 
fo Georg a abonar la suma de cuatro mil setecientos treinta y 
<>cho pese» moneda nacional de multa y cien pesos por tener bo- 
letas fiscales sueltas, por haberle intervenido la Administración 
de Impuestos Internos mil quinientos cuarenta y seis envases con- 
teniendo un cosmético denominado "Schimol". sin los valores 
fiscales que acrediten el pago de los impuestos de ley ; mil ocho- 
cientas estampillas para perfumes (ley 9469). y dos l>oletas pa- 
ra vin» genuino, sueltas. 



Corona Ilermmos, apelando de una resolución de ta Admnis 
t ración de Impuestos Intentos. 

Sumario: I-a exhibición de los libros de comercio impuesta |H>r 
el artículo 44 de la ley 3764 ( comprende no sólo los declara- 
dos indispensables j>or el articulo 44 del Código Mercantil, 
sino todos aquellos auxiliares que reflejen el estado de las 
ventas realizadas. 

Caso: l¿> explican los piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Bueno» Aires, Septiembre 5 de 1984. 
Vistos y Considerando: 

I" Que la Administración de Impuestos Internos ha Apli- 
cado una inulta a los recurrentes por halarse negado a exhibir 
sus libros auxiliares. Consta en el acta de fs. 1, que se pusieron 
de manifiesto los libros comerciales y los oficiales. 

2'- Que. al aplicar su sanción la Administración sostiene su 
facultad amplia para revisar todos los libros que para el <lesen- 
volvimicnto de su negocio |>osea el comerciante. 

3* Que, la exhibición de libros de comercio a la Administra- 
ción de Impuestos Internos está legislada |W el art. 44 de la 
ley 3764 y reglamentada en el art. 16 del título I. de la regla 

4 V Que. consta en autos que el sumariado dió cumplimiento á 
las disposiciones mencionadas al exhibir sus libros comerciales 
v oficiales. 

5 V Que. la Administración carece de imperio |>ara exigir la 
exhibición de libros que no sean comerciales u oficiales, ya que 
la ley no le acuerda esa facultad. 

6* Que, las citas que contiene la resolución administrativa 
no son aplicables al caso, pues el recurrente no se ha negado a 
exhibir sus libros comerciales y oficiales, sino los auxiliares, li- 
bros que la ley no le ordena llevar y que puede prescindir de ellos 
si así lo quisiere, y libros que la ley no ordena exhibir. 

7» Que. con esta restricción no se priva a la Administración 
de efectuar las pesquisas o indagaciones necesarias i»ra desou- 
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hrir las defraudaciones al Fisco, pues para ello debe usar, como 
liasta ahora lo ha hecho de orden de allanamiento expedida por 
fuez competente, siempre que tuviese indicios vehementes de que 
en el comercio se violan las leyes impositivas. 

8» Que, de lo expuesto se deduce que el secreto de las opc- 
raciones comerciales no es tan amplio como sostiene el sumaria- 
do; si bien el Administrador no puede disponer por sí una in- 
vestigación en tocias las operaciones que no figuren en los libros 
comerciales y oficiales, pueden los jueces, autorizarlo t«ra cito 
en una forma amplia. 

9» Que. esta investigación no está en pugna con lo precep- 
tuado en el art. 18 de la Constitución Nacional, pues el art. 399 
,le1 Código de Procds. en lo Criminal ha facultado a los jueces 
l>ara "practicar pesquisas o investigaciones sea en la habitación 
o domicilio del procesado o en cualquier otro lugar cuando exis- 
tan indicios suficientes para presumir que allí se encuentra el 
presunto delincuente o que pueden hallarse objetos útiles para 
el esclarecimiento y comprobación de la verdad", y el art. 409 
del mismo código establece que el Juez o el funcionario que prac- 
tique el registro, recogerá los instrumentos o efectos del delito, 
libros, impeles b cualquier otra cosa que hubiere encontrado si 
esto fuese necesario para el resultado del sumario. Tal es la ley 
reglamentaria de los derechos y garantías contenidos en el art. 
18 de la Constitución Nacional. 

Kstas disposiciones terminantes y claras de la ley procesal, 
compruelmn plenamente, que, conjuntamente con la garantía cons- 
titucional de no ser la persona obligada a declarar contra si mis- 
ma, está la autorización expresa de los jueces de instrucción pa- 
ra proceder al allanamiento y ocupación de esos papeles y corres- 
IKHulencia en las circunstancias y en la forma determinada por 
aquella ley. 

1Ü' Que, esta facultad es privativa de los jueces y los em- 
pleados fiscales en cumplimiento de su misión y por mandato del 
Administrador sólo pueden exigir la exhibición de los libros que 



m JUSTICIA D* LA NACIÓN 



37 



marca la ley, careciendo de imperio y facultades para extender 
sus investigaciones siempre que, como se ha dicho, no obren por 
mandato de los jueces. 

Por ello, se revoca la resolución administrativa recurrida y 
se absuelve a Corona Hnos. de la infracción que se le imputa. 

Migad L. Janttts. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE CÁMARA 

Buenos Aires, Noviembre 23 de 1J>34. 

Exenta. Cámara: 

El art. 44 de la ley 3764, faculta a la Administración de Im- 
puestos Internos para exigir de los contribuyentes, la exhibición 
de sus libros de comercio, en la parte relativa al impuesto. Es un 
medio de fiscalización que le acuerda la ley sin el cual la per- 
cepción de la renta se haría dificultosa, ya que quedarían libra- 
dos sus ingresos a la buena voluntad del contribuyente, procedi- 
miento inadmisible tratándose de aplicar leyes impositivas. 

Esta facultad legal de fiscalización debe usarse entonces con 
amplitud, cuando se trata de comproliar en lo relativo al pago de 
impuestos, pues sí solo habría de poder investigarse a medias las 
operaciones del comerciante, fallaría por su lase el propósito 
de la ley. 

Los señores Corona Hnos.— reacios una vez más al cumpli- 
miento de las leyes de impuestos internos—, pretenden, con to- 
da habilidad, sustraerse al derecho de control que ejerce la Admi- 
nistración, poniendo en práctica, al efecto, un sospechoso proce- 
dimiento: engloban en sus libros rubricados las operaciones que, 
según ellos, no están sujetas al pago del impuesto, para deta- 
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liarlas en sus libros auxiliares; con ello persiguen detener la ac- 
ción del íiscalizador cuando se trata de verificar el detalle de su* 



ma como los sumariados llevan sus libros, los llamados auxiliares 
dejan de ser ajenos a su contabilidad oficial, j>or ser integrantes 
<Ic los rubricados, al punto de que. para verificar sus operacio- 
nes, se hacen indispensables ambos a la vez. Tan comerciales n 
sultán entonces unos como otros, de donde no caí* el distingo 
que. ¡Kir lo demás, no lo hace la ley 3764. 

Libros auxiliares o particulares deben considerarse única- 
mente aquellos que se llevan independientemente de los oficiales, 
de modo que no sean necesarios cuando se trate de verificar sus 
asientos. 

Considero, pues, que la exhibición de libros comerciales de- 
he ser de manera y con el alcance de que la Administración pue- 
da llenar su misión de control, derecho que le asiste por imperio 
ilel mencionado art. 44 de la ley 3764, sin perjuicio «leí pedido de 
allanamiento cuando se persigan otras investigaciones no previstas 
o autorizadas en esta ley. 

Es cuanto tengo que dictaminar, ya que la sentencia resuel- 
ve con arreglo a derecho las demás cuestiones planteadas por 
los sumariados. 

Por lo expuesto, corresponde y a V. E.. pido, la modifique, 
en el sentido de confirmar, en todas sus partes y con costas, ol 
fallo administrativo de fs. 7. 




Julián Pac. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Mayo 13 de 1936. 

Vistos y Considerando: 

p Que, según el acta de Impuestos Internos de fs. 1. resul- 
ta que los recurrentes han efectuado asientos de ventas de cier- 
tas alhajas "en fornia global", habiéndose comprobado que en el 
folio 208 del libro de Caja, rubricado N» 13.826, figura un asien- 
to que textualmente dice : "A Mercaderías— Ventas al contado 
sin impuesto, pesos 1.100, un mil cien pesos"; y agrega aquella 
acta que en el libro referido figuran varios asientos en iguales 
condiciones, por lo cual los empleados inspectores no pueden 
conformar las declaraciones juradas que, a sus efectos, les fue- 
ran entregadas por el contralor de alhajas. 

2* Que como bien lo hace notar el Administrador General 
de Impuestos Internos en su resolución de fs. 8, "la circunstan- 
cia de asentar el movimiento mensual en forma global, fuera de 
impedir la fiscalización de las ventas efectuadas imposibilita a 
los empleados a quienes incumbe la fiscalización pertinente el ca- 
hal desempeño de esta función necesaria para la mejor recauda- 
ción del impuesto, confrontando con los libros de los comer- 
ciantes en alhajas la exactitud de las declaraciones juradas que 
hacen a ese efecto". 

3* Que el art 44 de la ley 3764 impone a todo contribuyente 
l>or impuesto interno la obligación de "exhibir a la Administra- 
ción de Impuestos Internos los libros de comercio en la parte 
relativa al impuesto de que se trata en el caso ocurrente ; asi como 
también los libros especiales que debe llevar según las leyes y 
decretos reglamentarios de Impuestos Internos, cuando la Admi- 
nistración los necesitare, para el fiel cumplimiento de las leyes 
y decretos que le corresponde aplicar", obligación legal que ha 
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puntualizado el art. 16 del título I de la reglamentación general 
en la materia. Esta Cámara, con fecha 7 de Septiembre de 1927. 
en el caso de Impuestos Internos "versus" Tomasi, ha declara- 
do que procede la exigencia i>or parte de los empleados de ins- 
pección de la exhibición de los libros de comercio de un negocio 
de joyería a fin de comprobar las infracciones a la ley rcs|>ectiva ; 
y tanto más procede esa medida, aunque se trate de libros auxi- 
liares, como ocurre en el caso, cuando en alguno de los libios 
comerciales se advierte que los asientos dan una l>ase seria |>ara 
que los empleados encargados de la fiscalización puedan razona- 
blemente pencar que aquellos no reflejan con verdad las opera- 
ciones afectuadas en manto concierne al gravamen fiscal. 

4* El Código Mercantil no determina expresamente qué ha 
de entenderse por libros de comercio, limitándose a declarar que 
son indispensables los especificados en el art. 44 (libro "Diario", 
de "Inventario" y "Copiador de cartas"), aunque contempla la 
existencia tic otros más con el enunciado generalizador del art. 
43. al decir que todo comerciante está obligado a tener "libros de 
registro de su contabilidad y de su correspondencia mercantil". 

A falta, pues, de una definición legal en el código de la ma- 
teria, ha de interpretarse, en el caso sometido al Tribunal que son 
libros de comercio no sólo los que enumera taxativamente aquél 
como obligatorios, sino también todos los que se refieren a la 
contabilidad y que |>ermiten apreciar debidamente el giro de sus 
negocios, como los libros llamados "auxiliares" previstos por el 
articulo 54. 

S» Cabe agregar que la interpretación restrictiva del art. 44 
de la ley 3764. que pretenden los recurrentes, no procede en este 
caso por las razones legales expresadas, y porque, además, haría 
demasiado difícil, si no impracticable, la fiscalización administra- 
tiva; pues, como lo afirma el Ministerio Fiscal en ambas instan- 
cias (fs. 24 y 81), bastaría a los comerciantes en alhajas hacer 
sus asientos en forma global y manifestar luego que tales rubros 
y cantidades corresponden a ventas exentas de impuestos, para 
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que la Administración quedara paralizada en el descmiwño 4e 
sus funciones de fiscalización, sustrayéndose, asi. de la renta fis- 
cal, importantes recursos. Por consiguiente, cuando, como en el 
caso de autos, no emana nítidamente evidenciada la exactitud de 
los asientos hechos (Mr un comerciante de alhajas en algunos de 
sus libros comerciales, procede también exigir la exhibición & 
otros, para comprolar la infracción. 

(»" Oue no puede tacharse de inconstitucional la exigencia 
de ta Administración de Impuestos Internos en el caso sub lite '. 

La Corte Suprema ha declarado que "el examen de los li- 
bros y corresj>ondenc¡a está expresamente permitido fpr el art. 
IX de la Constitución que los recurrentes invocan, aun respecto 
de correr pondencia v papeles privados, sólo exige una ley que de- 
termine los casos y' justificativos con que ha de procedersc a su 
allanamiento y ncti|iación" (Noviembre 19 de 1934. Compañía 
Svvift de I-a Plata S. A. y otras "versus" Gobierno Nacional, 
confirmando el fallo de esta Cámara de fecha 17 de Noviembre 
ríe 1933). Ni es ilegal dicha exigencia de la Administración de 
Impuestos Internos, ya que ella encuadra como queda explica- 
do, en las previsiones del art. 44 de la ley N* 3764. 

Por estos fundamentos, revócase la sentencia apelada de ís. 
27. v se confirma la resolución del Administrador General de 
Impuestos Internos de fs. 7. que condena a Corona Hermanos a 
pagar en concepto de multa la cantidad de ciento veinte |k?sos mo- 
neda nacional & 120 nt/n.) por la infracción cometida, debiendo 
«lc|>ositarse en el Banco de la Nación Argentina a la orden de 
aquella repartición dentro de cinco días. Sin costas dada la na- 
turaleza jurídica de la cuestión debatida. — Ezequicl S. de Ola- 
so. — Carlos del Campillo. — ti. Villar Palacio. - J. A, Con- 
sales Calderón. — A\ González lramain. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 24? de 19.35. 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos de la sentencia de fs. 36 y consideracio- 
nes concordantes sostenidas por el Ministerio Fiscal, que doy por 
reproducidas, pido a V. E. confirme en todas sus partes la sen- 
tencia que mantiene la resolución de fs. 7 del Administrador Ge- 
neral de Impuestos Internos, dictada en la presente causa se- 
guida contra Corona Hermanos. |>or infracción a la ley de ta 
materia. Con costas. 

Juan Altares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 19*6. 

Y Vistos: 

La causa caratulada ' Corona finos. - Impuestos Internos. 
Kxp. 5997-Ia. 1933" y. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario procede por haberse invoca- 
do oportunamente la garantía del art. 18 de la Constitución Na- 
cional, que se dice violada» y por sostenerse que la decisión recu- 
rrida es contraria al derecho que otorga el art. 44 de la l-ey nú- 
mero 3764. 
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Que la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional en 
la jiartc invocada, no ha sido violada en este caso por imponer a 
los recurrentes la exhibición de libros de comercio y no de M co- 
rres|H>ndencia epistolar ni papeles privados", concepto que no 
corresponde a aquellos. 

El acta de fs. 1. que ha motivado el presente proceso expre- 
sa que fueron requeridos los recurrentes para la exhibición del 
"libro en que se encuentre el detalle de las ventas" y "el libro 

oficial N v 119". 

IX- esto se desprende que la Administración de Impuestos 
Intimos se ha ajustado a lo dispuesto en el art. 44 de la Ley N*' 
5764, que los recurrentes no objetan de inconstitucional y según 
el cual los comerciantes en alhajas "están obligados a exhibir los 
libros de comercio en la parte pertinente al impuesto de que se 
trata" y han sido multados por inobservancia de esta obligación. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada, en la parte que 
lia podido ser materia de recurso. Hágase saber y óptimamen- 
te devuélvanse al Tribunal de su procedencia. 

Roberto Repetto. — Luis Linares 
B. A. Nazak Anchorena, - 
Juan B. Terán. 



Pon José Clemente Suáres y otros contra la Provincia de Bue- 
nos Aires, sobre cobro de pesos e ineonstitucionalidad del 
impuesto a la herencia. 

Sumario : No habiendo existido partición al tiempo del pago del 
impuesto provincial a la sucesión, de acuerdo al valor asig- 
nado al inmueble por la Dirección General de Rentas, pues 
no puede considerarse partición la inscripción de la trasmi- 
sión hereditaria a nombre de todos los herederos, procede 
el cobro de la diferencia sobre el valor resultante al hacer 
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la partición cuatro años después, no atacando la disposición 
<le la ley provincial que tal contiene a la Constitución Nacio- 
nal, por lo que no procede la repetición de pago de esa di- 
ferencia, desde que no prosjiera en lo principal y la injusti- 
cia o no de tales intereses no puede tampoco juzgarse como 
una cuestión independiente de la inconstitticionalidad 

Caso: Lb explican las piezas siguientes: 



Kn la presente demanda se reclama de la Provincia de Bue- 
nos Aires, la devolución de una suma de dinero satisfecha en 
concepto de impuesto sucesorio, sosteniéndose que el pago que 
los actores se vieron obligados a efectuar es viohtorio de los 
arts. 14. 16 y 17 de la Constitución Nacional. 

1.a cuestión que plantea la demanda se vincula con lo es- 
tablecido por el art. 22 de la ley provincial 3903. según la cual la 
aceptación del pago del impuesto sucesorio se entiende hecha con 
reserva del derecho para exigir la diferencia, sí procediese am- 
pliar la liquidación por tasación mayor o venta, anterior a la 
partido». Los actores pretenden que habiendo sido inscriptos a 
su nombre en el Registro «le la Propiedad los bienes que hereda- 
ron, no ha podido, cuatro años después, exigirselcs una amplia- 
ción del impuesto sucesorio que abonaron al protocolizarse la de- 
claratoria que los reconoció como herederos. I-as consideraciones 
en que se basa la impugnación formulada consisten en que una 
vez trasmitida la propiedad al heredero, no hay lugar a un nuevo 
impuesto por esa trasmisión porque al hacerlo, se ataca el prin 
ripio de la inviolabilidad de la propiedad y, además, en que la 
exigencia «le una ampliación en el impuesto sucesorio se aplica 
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cuando son varios 
vulnera el principio de la 




en materia impositiva. 



No creo que la disposición legal impugnada en esta causa 
sea repugnante al principio que asegura la inviolabilidad de la 
propiedad, porque ésta no resulta afectada por la sanción de gra- 
vámenes que las provincias están habilitadas para crear, de acuer- 
do con sus facultades impositivas, sino en el caso de que los gra- 
vámenes resulten confiscatorios. lo que no se ha alegado. La vio- 
lación constitucional resultaría, dentro del criterio expuesto ¡>or 
los demandantes, del hecho de cobrarse un nuevo impuesto ade- 
más del ya exigido al inscribirse la declaratoria de herederos. Pa- 
ra que fuera viable esa impugnación, sería preciso demostrar que 
los demandantes estaban sujetos al primer gravamen pero no -il 
segundo, lo cual sólo podría resultar de algún motivo que les exi- 
miera de ese aumento. La circunstancia de que el tributo resulte 
oneroso no autoriza a impugnarlo por cuanto, como lo ha dicho 
esta Corte Suprema, la Constitución no ha hecho de la modera- 
ción de los impuestos una de las condiciones al goce y ejercicio 
de las instituciones provinciales ni incumbe al Poder Judicial de- 
cidir sobre la necesidad o equidad de las contribuciones o apreciar 
los resultados económicos de ellas, según su monto o la manera 
de cobrarlas, en lo que no puede lial>er cuestión de constituciona 
lidad o inconstitucionalidad ; ya se- trate de sumas fijas, ya de 
graduadas 6 proporcionales a los valores sobre que recaen, y 
aún atando puedan afectar indirectamente la trasmisión here- 
ditaria de la propiedad (Fallos: T. 166. pág. .183). 

A una conclusión distinta llego con respecto a la impugna- 
ción relativa a la garantía de igualdad, en atención a que la dis- 
posición legal atacada introduce en el sistema impositivo orga- 
nizado |xjr la ley provincial 3903. un elemento que conduce a su s- 
citar motivos de desigualdad en la aplicación del impuesto, en 
tanto supedita el monto a factores independientes de los que se 
toman en cuenta en el momento en que se grava la trasmisión 
hereditaria. Si el impuesto satisfecho en ese momento puede ser 



4t> 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



aumentado posteriormente a! efectuarse la partición <le los bie- 
nes, se añade a las distintas categorías que se forman por razón 
Üe jiarentesco y de lialxT hereditario, una nueva distinción entre 
herederos que dividen de inmediata el patrimonio del causante y 
herederos que lo mantienen indiviso. Para los primeros el ini- 
pucstü |Kigado al operarse la trasmisión seria definitivo, mientras 
que |>ara los segundos ese impuesto se reputa provisorio y sujeto 
a aumento si. al disolverse el condominio, los bienes tienen mayor 
valor. Kl aumento en el impuesto exigido con ese motivo viola el 
principio de igualdad, pues se aplica un mayor gravamen a una 
situación semejante a otra que no soporta el aumento. 

Conforme a lo que establece el art. 3282 del Código Civil, 
la sucesión se abre desde la muerte del causante o |K>r la presun- 
CÍÓtl del fallecimiento, con lo cual la comunidad de bienes entre 
los distintos herederos, cuando son varios, se produce por minis- 
terio de la ley. Si dichos herederos, en lugar de dividir los bie- 
nes, los inscri1>cn a su propio nombre, crean un condominio que 
les atribuye, dentro de las características de esta institución legal, 
la propiedad de dichos bienes como si hubieran procedido a su 
división paira adjudicar a cada heredero una porción material. A 
los efectos de la trasmisión hereditaria, es idéntica la situación 
que se crea en un caso y otro. 

En base a estos eoncqrtos legales, calic aplicar a la ley im- 
nada en la presente causa, la doctrina sentada por esta Corte Su- 
prema examinando una ley provincial análoga, cuando expresa- 
la «pie la observancia del principio consagrado por el art. 16 de 
la Constitución no prescribe una rígida igualdad y entrega a la 
discreción y sabiduría de los gobiernos una amplia latitud para 
ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la 
legislación, siempre que la clasificación se base en alguna dife- 
rencia razonable y no en una selección puramente arbitraria (Fa- 
llos: T. 138. pág. 313; T. 149, pág. 417). 13e acuerdo con la 
doctrina expuesta hay que concluir que no reposando la distin- 
ción que se hace entre herederos que dividen el patrimonio de 
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su causante y herederos que lo conservan indiviso, en un funda- 
mento legal, debe reputarse arbitraria e inhábil para erigir sobre 
vlla una clasificación impositiva. 

Como lo decía V. E. en el fallo antes citado, la garantía del 
m 16 de la Constitución exige que a la uniformidad relativa 
entre herederos colocados dentro de una misma categoría se agre- 
gue la situación de igualdad en que aquellos deben encontrarse 
respecto a todo otro heredero llamado a recoger una hijuela del 
mismo valor. Esta exigencia es incompatible con la reser a que 
contiene el art. 22 de la ley impugnada, pues en toda sucesión en 
que haya herederos a quienes se adjudiquen porciones determim- 
das del |>atrimonio del causante y herederos que mantengan en 
condominio otros bienes de ese mismo patrimonio, los segundos 
delierán soportar un mayor gravamen si al efectuar la partición 
de los bienes adjudicados, éstos han aumentado de valor. La mis- 
ma desigualdad se producirá entre una sucesión en que haya un 
solo heredero y otra en que haya varios, sí éstos no dividen de 
inmediato los bienes, pues aun cuando la herencia que reciba el 
primero sea igual a la que recilwn los segundo*, éstos sufrirán 
un recargo del que estará eximido el primero. 

En mérito a las consideraciones precedentes, reputo fundada 
la impugnación formulada y pido a V. P **■ *irva hacer luirar a 
la « 



10 de 1934. 

Horacio N. Larreta. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1935. 

Esta causa seguida por don José Clemente Suárez y otros 
contra la Probar ia rtf Buenos Aires sobre inconstitucionalidad 
del impuesto a la herencia y cobro de i>esos de la cual resulta: 
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Oue a fs. 2. ootn|>arecen don José Clemente Suárez. doña 
Lia Damianovkh de Suárez. doña María Lia Suárez de Aráoz y 
doña Ventura Suárez de C.reslehin demandando a la provincia 
nombrada por devolución do la cantidad de S 3.840.69 moneda 
nacional, intereses y costas, a mérito de los siguientes antece- 
dentes: 

Oue en « I juicio sucesorio de doña Celia l'ércz de Suárez. 
que se inició ante los tribunales de la Capital se adjudicó en con- 
dominio a sus seis hijos un campo situado en la provincia 'le 
lluenos Aires, compuesto de 2.886 hect. 81 ár. % cá. El impues- 
to sucesorio señalado por la ley local H* 3903 fué pagado sobre 
el valor adjudicado al inmueble jhw la Dirección de Kentas de la 
provincia el cual quedó en condominio entre los herederos. 

One después de cuatro años los condominos resolvieron di- 
vidirlo y como uno de los herederos —el doctor José León Suá- 
rez— había fallecido y dejaba hijos menores *e dedujo en esta 
Capital su sucesión dentro de la cual se hizo la adjudicación en 
esp-cic a cada condómino. Para inscribir el nuevo estado del do- 
minio, se iniciaron los trámites necesarois en jurisdicción pro- 
vincial. Antes de protocolizarse las escrituras correspondientes la 
Dirección ríe K> cuelas do la provincia practicó una liquidación 
ampliatoria de la anterior fundada en que el pago del año 1928 
se había efectuado con arreglo a la avaluación fiscal que atribuía 
a cada sexta parte un valor de $ 118.433.33 nr 'n. en tanto que al 
presóme ese valor ora de $ 147.696.83 m/n. Liquidó pues un im- 
puesto complementario sobre la diferencia entre aquellas avalua- 
ciones conforme a lo dispuesto por el art. 22 de la ley 3*K)3. 

Oue. además de la ampliación referida, la Dirección de Ks- 
cuolas reclamó interésese punitorios sobre la diferencia de los dos 
valores, desdé el año 1927 hasta la fecha de la nueva liquidación 
invocando un articulo de la misma ley que castiga con el 1 °/r 
mensual a los «pie dejaren transcurrir más de un año desde ta 
muerto fiel caucante sin alionar el impuesto a la herencia. V tal 
exigencia, como la otra, fué satisfecha bajo protesta de ]>edir !a 
restitución. 
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Que el art. 22 de la ley 3903 aplicado en el caso viola, dicen, 
ias garantías de los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional y 
afecta además el principio de igualdad en la aplicación de los im- 
puestos. Agregan, que si los intereses son un accesorio «le las 
sumas |>agadas como contribución y este es ilegal también lo serán 
aquellos fuera de que el art. 42 no autoriza mi cobro en d caso 
de sus mandantes. 

Que corrido traslado de la demanda lo evacúa a ís. 14. A 
cjQCtpr Gregorio Escudero en representación de la provincia de 
Buenos Aires, expresando: a) que desconoce las razones jurídi- 
cas que sustentan la acción deducida ; b) en cuanto a los hechos, 
espera la pruelw a cargo de la parte adora jara pronunciarse a 
su respecto. Y termina pidiendo el rechazo, con costas de la de- 
manda intentada. 

Que a ís. 15 vta., recibióse la causa a prueki. produciéndose 
la que expresa el certificado de fs. 39 vta.. y alegando sobre iti 
mérito ambos litigantes (fs. 45 y fs. 52). A fs. 58. se llamó au- 
tos para definitiva, y 

Considerando : 

Que el art. 22 de la ley 3903 de la provincia de Uuenos Aires 
se halla redactado en estos términos: "La aceptación del pago del 
impuesto se entenderá hecha con reserva del derecho para exi- 
gir la diferencia, si procediese ampliar la liquidación por tasación 
mayor o venta anterior a la partición", etc., etc. 

Que la liquidación del impuesto sucesoria tuvo lugar el aü» 
1928 conforme al valor señalado por la Dirección de Contribución 
Territorial de la provincia al campo de propiedad de la sucesión 
<le doña Celia Pérez de Suárez. l-os herederos de ésta, no obstan- 
te aquel pago, conservaron la propiedad en común y la inscribie- 
ron en esa condición en el Registro de la Propiedad. Cuatro años 
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en hites el inmueble, fm valores obtenidos en éste momento re- 
sultaron supriores a los estal)leci<los por el Fi<co para el pag i 
de la contribución directa. 

One es innegable que al tiempo del pago del primer impues- 
to «i de la inscripción subsiguiente no existió partición. I -a ano- 
tación de la trasmisión hereditaria en el Registro de la Propiedad 
a nombre «le Unios los herederos no tiene el alcance de atribuir 
a cada uno de ellos, la propiedad exclusiva de los bienes que le 
hayan sido adjudicados, <|ue es el rasgo característico de aque- 
lla* El art. 22 establece la reserva del Fisco para cobrar dife- 
rencias |x>r tasaciones anteriores a la i>artición y no como se sos- 
tiene basta la inscripción en el Registro de la declaratoria de he- 
reden >s o de la institución testamentaria. 

(Jue la mejor demostración de que la inscripción del año 1928 
no correspondía a un acto que equivaliera a pnrtición resulta le 
que ésta fué practicada cuatro años después señalando al campo 
nuevos valores y obteniendo, por consiguiente, cada hereden» más 
de lo que creyó recibir entonces. 

Oue no puede decirse que la dis|M»sición del art. 22 citado, 
sea contrario al art. 17 de la Constitución Nacional. El derecho 
de usar v gozar cié la propiedad no excluye la facultad de las 
provincias de establecer impuestos que carimente ¿ornan una 
parte de esa propiedad para la satisfacción de las necesidades pú- 
blicas. El derecho de gravar las herencias se encuentra dentro 
de ;K|uellas facultades según reiteradamente lo ha declarado este 
Tribunal. Es de lógica estricta conforme a la técnica de tal gra- 
vamen que su monto se deduzca de los valores fijados a los bie- 
nes hereditarios con carácter definitivo. Ninguno parece ajustar- 
se en mayor grado a esa condición que los que se toman en cuen- 
ta para el acto jurídico de la jwrtición. 1.a vigilancia que los he- 
rederos han de |K>tier |>ara que los valores sean justos y exactos en 
esa operación definitiva se traducirá en 1>eneíicio fiscal que dis- 
pondrá asi de un criterio seguro j>ara salier a qué atenerse acer 
,a fie la liase imponible. Por es*», la ley resuelve que mientras no 
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haya dentro del patrimonio sucesorio i*artició». que es un acto 
definitivo, los pagos lachos en concepto <lc impuesto a la heren- 
cia, sean provisionales. 

One con esta decisión no se desconoce el derecho de propie- 
dad ni se invade, melificándolas. dis|K»siciones del Código Civil. 
Kl derecho de usar y de gozar de los hienes sucesorios con que 
aquella se revela al exterior no sufre otro desmedro que el do 
entregar una |>arte «le esa propiedad j>or vía de contribución pa- 
ra satisfacer las necesidades públicas y esa limitación nace de la 
propia Constitución cuando organiza su sistema impositivo. Tam- 
|xtoo existe limitación de la propiedad a causa del hecho ¡xisihle 
de que la diferencia de valores en el sentido del aumento se deha 
al progreso general o local producido en el transcurso de un tiem- 
po más o menos largo (acrecentamiento que legítimamente co- 
rresponde al propietario), toda vez que ha estado en manos del 
heredero, en presencia de la expresa salvedad del art. 22 de la 
ley, anticipar la partición con el fin eje evitarse el pago de un 
impuesto mayor. 

One la solución de la ley |wdrá ser inconveniente en cuanto 
agrava la contribución hereditaria o en cuanto la haga poco justa, 
pero, la Constitución ha dicho esta Corte, no ha convertido la mo- 
deración o la equidad de los impuestos en una de las condiciones 
al goce y ejercicio de las instituciones provinciales y ha excluido, 
por lo tanto, de los casos de intervención de sus poderes políti- 
cos el de abusos |x>sihles en esta materia, consumados por las pro- 
vincias en |>er juicio del desarrollo de la riqueza pública local y 
nacional. No es admisible pues que se haya querido dejar a ';t 
discreción del Poder Judicial de la Nación, la facultad de decla- 
rar sin valor, en los casos concretos, la legislación provincial re- 
lativa a impuestos, fuera de la hipótesis de confiscación o de 
otra transgresión de una garantía de la Constitución o de algún 
precepto de la misma (Fallos: tomo I06. pág. 383 y los allí 
rilado*» 



« )„e tampoco puede sostenerse vulnerado con lo dispuesto 
por étart 22. el principio de igualdad establecido |»r el art. 1(. 
do la Constitución Nacional. Esta Corte en repetida» causas al 
señalar el alcance «le la susodicha garantía ha expresado que con 
arreglo a ella, todas las personas sujetas a una legislación det^ 
minada dentro «leí territorio de la Nae.on dcl>cn ser tratadas del 
mismo modo siempre que se encontrasen en idénticas condicionas 
v circunstancias. Agregando que aquélla ,»or su naturales 
comporta una inflexible y rígida igualdad sino por el contrario 
una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y cin- 
eficando los objetos de la legislación, siempre que esta facultan 
de clasificar se base en alguna diferencia razonable y no en una 

.: tomo 149. pág. 417). 




,e la reserva formulada por la administración al paje» del 
a la herencia cuando lo subordina, para darle alcance 
.ictiniiivQ a las tasaciones o ventas anteriores a la partición, no 
compromete el recordado principio de igualdad tributaria. Des* 
luego porque *J art. 22 no hace distinciones que signifiquen <lw 
a tutos lo que se niega a otros. El fin perseguido, OUC es el de 
tomar para la aplicación del impuesto el valor mas alto entre a 
avaluación fiscal y la de las partes, aclara bien la cuestión. La he- 
rencia puede permanecer indivisa o partirse entre los herederos. 
Una n otra cosa depende exclusivamente de la voluntad de las 
personas llamadas a recoger los bienes. Si la partición se produce 
inmediatamente después del fallecimiento del causante, la liqui- 
dación se hace definitiva ñor voluntad de los herederos: s. al 
contrario, ellos deciden permanecer en la indivisión el pago ,s 
provisional Se trata, de meras distinciones que afectan a todas 
las personas v cuyas consecuencias pueden éstas eludir mediante 
actos que den carácter definitivo al pago que realicen. 

Que las postiles diferencias entre las santidades 3 pajar 
cuando los herederos han nermancrido en la indivisión y ñatean 
la partición mucho tiempo después con asignación a los bienes de 
valores aumentados, es la simple consecuencia del - animo elegí- 
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do |x»r ellus para la I^uhUcÍóii «Id acervo y no «fe la desigualdad 
«le tratamiento en que los coloque la ley que impugnan (Fallos : 
tomo 150. pág. 328. considerando primero). 

Ouc )a eircunstancia «le ser «lefinitivo el pago si sólo exist* 
m heredero, aun siendo exacta no crearía la «lcsigtiaklad «le que 
se hace mérito, toda vez «|uc tal consecuencia se debe al hecho de 
<[uc en tal supuesto es materialmente inqxisible la partición y me- 
nos puede encontrarse lal desigualdad entre los hemleros «le mu 
misma sucesión cuando a unos se les adjudica hijuelas en con«lo- 
niinio y a otros l.iencs en exclusiv.» dominio, porque si tal ocurrie- 
se existiría partición y no se aplicaría por consiguiente, el art. 
22 objetado «le nulidad. 

Que el capitulo acerca «le los intereses dclie también desesti- 
marse pues tío proseando la «lemanda en lo principal menos 
corresponde la «levolución de aquéllos. El punto reCercnte a la 
justicia o injusticia del cobro de tales intereses no puede tampo- 
co juzgarse |K»r esta Corte como una cuestión independiente de 
la invalide/ constitucional planteada, sin exceder la jurisdicción 
-pie le está atribuida. Tratariase. en efecto, de la legalidad o ile- 
galidad «le la interpretación judicial de una ley local, siendo que 
eorrcs|x,n«lc a las provincias «larse los estatutos y oHenanzas con- 
«lucentes v necesarios a su bienestar y prosjHrridad sin más limi- 
taciones que las cnumera«las en el art. 108 de la Constitución 
Nacional. I-i juriwlicción «le los tribunales federales ha «licho 
esta Corte, mi alcanza a juzgar de la validez «le esas leyes y «le 
l«»s actos «le los funcionarios encargados de su aplicación y cum- 
plimiento a menos «pie una disposición constitucional autorice su 
reconocimiento, «pie se trate de una violación del Código Fmi- 
«lamental o de las leyes del Congres.. (Fallos: tomo 153. pág. 
_»I4 y muchos otros). 

Que en este juicio no se trata de una causa civil derivada de 
estipulación «. contrato í»ies c! cobro «le intereses punitorios por 
la «lemora en el pago de un impuesto que se declara constitucio- 
nal no puede constituirla; ni tampoco de un litigio en que la ju- 



FALLOS DF. LA CORTE SU MEMA 



rihdtcción 4c esta Corte procede en razón ele la materia desde 
que la demanda se (unda respecto de los intereses en que su 
cobro nace de una interpretación ilegal de la ley local íí* 3903. 

En su mérito, oído el señor Procurador General, no se ha- 
ce lugar a la demanda deducida contra la provincia tl<? Blieiv»s 
Aires. Notifiquese y repuesto el papel archívese. 

KoBERTO KlCPETTU. — Lt'iS Ll XAHES. 
B. A . X AZAR A NC 1 1 0RK KA. 

JüaS B. Tekán. 



Don Uvh J. Carncvalli contra «7 (iobienio Nacional, sobre de- 
volución de una suma de dinero. 

Sumario : Obtenida la ventaja de desnaturalizar el alcohol en el 
propio local del industrial, mediante el pago por cuenta de 
éste del sueldo del interventor fiscal destacado en el depó- 
sito en que aquella oración se realizaba, la obligación de 
hacer este pago cesó desde que se suprimió el tal empleado, 
y el Fisco está ohliga<lo a devolver las sumas cobradas por 
tal concepto, durante el tiempo que fio existió ese empleado 
especial. 

Caso Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTENC! A DE PRIMERA INSTANCIA 

Bueno» Aire». Noviembre 23 de 1934. 

Y Vistos: 

l^os promovidos por l-ivio J. Carnevali contra la Nación, 
•iolire devolución de una suma de dinero. 
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Y Considerando : 

* 

l v Que el actor manifiesta ert mi demanda de fs. 4 que {tov 
decreto del Poder Ejecutivo «le (echa 4 de Diciembre de 1925. 
se !c concedió la habilitación del loca! situado en la avenida Huer- 
co 1279 al 83, a fin de realizar la desnaturalización de alcoholes, 
de acuerdo con lo dispuesto en la ley N" 4298 y reglamentación 
general de impuestos internos, disponiéndose a la voz que debía 
<Iej>ositar mentalmente la suma de quinientos jk'sos moneda na- 
cional, en concepto de retribución del sueldo de un interventor 
permanente, que debía ejercer la fiscalización del depósito, cuyo 
interventor fué en un principio el señor Miguel Pascuzzj, y des- 
pués el señor José Rondini, quien actuó hasta el 10 de Febrero 
de 1930. fecha en que cesó de intervenir. Indica cuáles fueron las 
operaciones en que intervinieron amtos. y agrega que la Admi- 
nistración de Impuestos Internos, considerando innecesarios tales 
interventores, los suprimió definitivamente por decreto de fecha 
V 1 de Noviembre de 1930. no obstante lo cual obligó al actor a que 
continuara efectuando el i>ago de la suma establecida como suel- 
do del interventor, pago que se efectuó tojo protesta. 

Expresa que las mensualidades abonadas indebidamente son 
las correspondientes al período comprendido entre el l 9 de Mar- 
zo de 1930 y el 30 de Septiembre de 1932. lo que hace un total 
d€ quince mil quinientos |>esos moneda nacional y después de 
oirás consideraciones pide se condene a la Nación a devolverle 
dicha suma, con intereses y costas. 

Se funda en los arts. 788. 792. 794 y 907 del Código C ivil. 

Contesta el señor Procurador Fiscal a ¡k 21 manitcstando 
que no obstante las interrupciones que pudieron producirse en 
las funciones de! de|»ósito del actor, éste siempre revistió su carác- 
ter fiscal, y que estando siempre el empleado afectado a esos ser- 
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creto de Diciembre de 1923. hasta que dicho decreto quedara 
sin efecto. 

Cita las opiniones legales del asesor letrado de ítWptiestos In- 
ternos y del señor Procurador del Tesoro, los fundamentos del 
decreto del Ministerio de Hacienda, del exilíente administra 
tivo agregado, sostiene que el actor no ha sufrido ningún perjnt- 
fio y |>ide el rechazo de la demanda, con costas. 

>' <¿ue ÚÍ resolver el presente juicio, observa el StlSCriptO (|lie 
el decreto del Poder Ejecutivo Nacional de íeclia ele Diciem- 
lire de 1925. transcripto en la nota de fs. 31. dispone lo siguiente, 
en su art. 2' : "don I.ivio J. Carnevali. delwrá depositar del 1*' al 
• 5 de cada mes. en el H inco de la Nación Argentina, y a la or- 
"den del habilitado de la Administración General de Impuestos 
' Internos, la suma de (j>csos 500 t»/ii.), quinientos |*sos m<>- 
" neda nacional que corresponde, en concepto de sueldos del /w- 
' terventor permanente que ha de ejercer la fiscalización </.•/ 
'* depósito de referencia". 

3* Que* en consecuencia, y teniendo en cuenta las prescrip- 
ciones de la ley 429X y de la reglamentación general de impuestos 
internos, citada en la demanda, es evidente que la disposición 
mencionada del decreto de habilitación, no constituye una cir- 
cunstancia inherente a la liabilitación en si. de los de|>ósitos £n 
general sino particularmente una estipulación referente a la re 
tribueión de la |*r$ona que con el carácter de interventor debía 
fiscalizar el referido depósito. Y tan es asi. que se ha demosiri 
do que en otros casos análogos tío se lia establecido ese requisito 

4 V Qué según resulta de los informe- \le ís. 42 a 44 el in- 
terventor Rondini fué declarado cesante j>or decreto de fecha I ' 
de Noviembre de 1930. habiendo sido desde Febrero del mismo 
año trasladado a la primera zona. Resulta igualmente que el de- 
creto de l v de Noviembre de \930 no dice qué se suprimen los 
interventores, pero a los que existían con tal carácter, en ese 
momento. |x>r el citado decrete» se les asignaban otros empleos y 
destinos, sin que se les asignara sus reemplazantes. Surge tam 



Iiicii. que con interioridad al 1" de Noviembre de 1932. intervi- 
nieron indistintamente en las desnaturalizaciones efectuadas los 
empleados que en el informe de fs. 44 se indican, quietos goza- 
lian de los sueldos que en dicho informe se expresan, asignados 
por la ley de presupuesto. 

S 9 Que se ha demostrado, por lo tanto, en forma indubita- 
ble que el interventor a que se refiere el decreto aludido de ií 
cié Diciembre de 1925. cesó en sus funciones en Febrero de 1930 
sin que se le nombrara reemplazante y por consiguiente, el pago 
efectuado |>or el actor de la suma de quinientos pesos moneda 
racional en concepto de sueldo del interventor, con posterioridad 
a esa fecha carece de razón y constituye un pago sin causa que 
puede ser repetido a estar a lo dispuesto en los arts. 792 y 793 
del Código Civil. Este último establece en forma expresa que el 
pago debe ser considerado hecho sin causa cuando ha tenido lu- 
gar en consideración. . . de una causa existente, pero que hubiese 
cesado de existir. 

I-o expuesto considera el suscripto que es suficiente para 
declarar que la Nación debe devolver al actor la suma reclamada 
en la demanda, indebidamente cobrada y cuyo pago resulta del 
informe de fs. 43 y constancias de los expedientes administrati- 
vos agregados. 

En cuanto a los intereses |>edidos, no corresponde aplicar Id 
dispuesto en el art. 788 del Código Civil, invocado por el actor. 
|K>r no aparecer la existencia de mala fe en el presente caso, sino 
simplemente una errónea interpretación de la cuestión planteada. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
la Nación debe devolver al actor, Livio J. Carne val i. la suma de 
quince mil quinientos pesos moneda nacional indebidamente co- 
brada |>or el sueldo de interventor de su depósito de desnaturali- 
zación de alcoholes, durante el período comprendido entre el I' 
<le Marzo de 1930 y el 30 de Septiembre de 1932, más sus inte- 
reses estilo Banco de la Nación Argentina desde el día de la no- 
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tificación de la demanda y las costas del juicio. Notifiquese y 
oportunamente archívese el expediente, previa devolución de los 
agregados. 

Saúl M Escobar. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Junio 26 de 1936- 



Y Viste» : 



listos autos seguidos j>or Livio J. Carnevaü contra la Na- 
ción, sobre devolución de una siuna de dinero ; y 



Considerando : 

¡« Que, por decreto de fecha 3 de Diciembre de 1925. el 
Poder Ejecutivo dispuso habilitar con carácter de fiscal el de- 
pósito de pertenencia del actor, don Livio J. Carnevaü. a efecto 
de realizar desnaturalizaciones de alcohol con fórmulas desnatu- 
ralizantes oficiales, debiendo debitarse mensualmcnte en el 
Banco de la Nación Argentina la suma de $ 500 a la orden del 
habilitado de la Administración General de Impuestos Internos 
en concepto de sueldos del interventor |>crmanente que fiscali- 
zaría el depósito de referencia. 

¿* Que. según manifiesta el actor en su demanda, los refe- 
ridos servicios de fiscalización cesaron el «lia 10 de Febrero cíe 
1930. habiendo sido definitivamente suprimidos el l v de Noviem- 
bre de esc año. no obstante lo cual la Administración General 
de Impuestos Internos lo ha obligado a seguir abonando la suma 
de $ 500 mensuales. 

í 9 Que, de las actuaciones producidas en autos, como isí 
también de los expedientes agregados, resulta que el servicio de 
fiscalización, no obstante haber cesado en sus funciones los in- 
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trrvcmores permanentes, ha continuado prestándose normalmen- 
te con personal de la oficina respectiva. 

4 V Que el actor no ha demostrado, ni siquiera ha alegado, 
que la falta de interventor permanente le haya ohligado a pa- 
ralizar el funcionamiento de su depósito, lo cual corrobora lo afir- 
mado por la Administración: que la fiscalización se ha llevado a 
rabo por medio de otros empleados de Impuestos Internos. 

5* Que aun en el caso de que los servicios de fiscalización 
110 hubieran sido prestados en la extensión debida, no procede 
admitir por ello solo que el actor hubiese sufrido perjuicio algu- 
no en su patrimonio. 

6» Que. en la hipótesis de que hubiese habido un |>ago de 
más. no puede decirse que la Nación se haya enriquecido a cos- 
ta de quien lo hizo, sino más bien a costa del público consumidor. 




Que finalmente, en el "sub judice". es a< 
sideración hecha por la Corte Suprema, cuando al decidir en el 
caso que se registra en el tomo 168, pág. 226 de su» fallos dijo : 
"La conciencia del Tribunal se resiste a aceptar que la deman- 
dante haya vendido sus alcoholes sin cargar al precio de los mis- 
mos el valor íntegro que ella pagaba al Fisco por concepto de 
gastos, porque entonces habría trabajado a pérdida segura y ha- 
bría procedido como no procede comerciante alguno". 

En su mérito, se revoca la sentencia recurrida de fs. 66 y 
en consecuencia, se rechaza la demanda promovida por Livio J. 
Carnevali contra la Nación sobre devolución de una suma de di- 
nero; sin costas, atenta la naturaleza de la causa. — Ezequiel V. 
de Otaso. — Carlos del Campillo. — R. Villar Palacio. /. A. 
González Calderón. — N. González Iramain. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, Noviembre 13 de 1935. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida por don Uvio J. Carnevali contra la Na- 
ción sobre devolución de una suma de dinero, venida a esta Goftc 
por recurso ordinario deducido contra sentencia tic la Cámara 
Federal de la Capital, de la que resulta: 

Que don Lívio J. Carnevali demanda al Fisco Nacional pov 
devolución de la suma de quinientos pesos mensuales que ha abo- 
nado, con protesta, desde el 1» de Marzo de 1930 hasta el 30 de 
Septiembre de 1932, y destinados a pagar el sueldo tic un inter- 
ventor permanente de Impuestos Internos en su depósito para la 
desnaturalización de alcohol, y que había sido declarado depósi- 
to fiscal. 

Por decreto de 4 de Diciembre de 1925 el I'. E. autorizó 
conv depósito fiscal al particular del actor y al hacerlo se dispu- 
so que éste abonara esa suma de quinientos pesos monexla na- 
cional mensuales para pagar el sueldo de un interventor perma- 
nente <|tic ejerza la fiscalización continua. 

Asi ha ocurrido durante varios años hasta el 10 de Febrero 
de 1930 en que pasó a otro destino el último interventor designa- 
do. Este régimen, que se aplicaba a varios industriales, cesó por 
decreto de 1' de Noviembre de 1930, que dispuso que los inter- 
ventores pasaran a desempeñar funciones ordinarias de la Admi- 
nistración, situación que se ha mantenido hasta el 30 de Sep- 
tiembre de 1932. 

Que la desnaturalización de alcohol, fué reglamentada |x>r 
decreto de 26 de Octubre de 1922 que dispuso en su art. 104. que 
como compensación de la desnaturalización, los industriales que 
explotaban ese ramo deberán abonar dos centavos |>or litro cuan- 



DB JUSTICIA BE LA NACIÓN 



y un centavo 



cuando lo era en depósitos particulares. 

Cuando por estrechez de tos depósitos fiscales se habilita- 
ba como tal un depósito privado, debía el dueño de éste abonar 
é sueldo de un interventor permanente. <|tic es lo ocurrido con 
el actor. 

Mientras la fiscalización, dice el actor, se realizaba por un 
interventor permanente, podría tal vez considerarse admisible qui- 
la Administración General de Impuestos Internos cobrase el suel- 
do del empleado dedicado exclusivamente a esa tarea, per» cuan- 
do se ha suprimido esa fiscalización y se realiza en la forma en 
que habitualmente se vigilan las operaciones de desnaturalización, 
claro está que ha « ^aparecido el derecho para seguir recibiendo 
los quinientos pesos mensuales. 

El actor funda su reclamo en los arls. 792. 794 y 907 del 
Código Civil. 

Que el señor Procurador Fiscal niega el derecho del actor 
sosteniendo que la obligación de seguir abonando la suma fijada 
como sueldo del interventor permanente subsiste mientras su de 
pósito conserva su calidad de fiscal y no renuncia a ella. 

Abierta la causa a prueba y producida la abundante de «lin- 
da cuenta el certificado de secretaria, ha quedado la causa en 
estado de ser fallada. 



Y Considerando: 

1. Que el legislador ha exonerado al alcohol desnaturalizad.» 
del altí) impuesto que paga el alcohol bebida, fundado en el »*.- 
neficio que aquel presta y como estimulo para su consumo, da 
da la abundancia de fuentes de producción que de él hay M 
el país. 

En consecuencia, de tal pensamiento, el alcohol destinado a 
la desnaturalización no abona más gastos que el costo del desni- 
turalizante que el Fisco provee y el natural de la intervención 
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( 'ontlfl del Informe oficial <k f», 43 viti., que el interventor 
|NrnNUIfÉl í|tM? ílrtflHwd* el depósito del actor fue de»tinado a 
otro HfVlfto (/n Febrero d« 19.10. 

Comta «leí Informe Igualmente ofkíul de H. 4¿ vw„ que por 
'h i ii id del i" <k? Novleml>re de 1930 a lo» interventores per ma- 
ncilla N le» «lió otro destino sin que se le» nutnbrara reem- 

\imnUti 

CitMMffl de i/tro ttilotiiu' oficial de f». 44, que la tarea de fií>- 
mWmiÓñ en el d-pósllo del ICtor ful realizada indistintamente 
Mtiple/idní administrativo» ordinario». 

Di» ffiOl antecedentes acreditado» jior la declaración de la 
pfimlH Administración se desprende la conclusión «le que había 
i\Mt\Htm'Mu la fiscalización (lermancnte y por tanto la razón 
il« la uMIjfMMfl de jM»«rtr un empleado especial y "ad hoc", desde 
<\W «II trabajo fué iJesemjwfíado por empleado» d« la Administra 
VÍÓfl ordinaria y eon stteblo» |»gado» jwr el presupuesto R cneral. 

Por esto» fundamento» y oído el tenor Procurador General, 
-e resuelves revocar la sentencia apelada y se dispone que ¡a 
NlM'lóii di'ViH'lva al actor la «urna de quinientos peto» mensuales 
iúhhmU por ¿Me, y por «I período comprendido entre el Y> de 
AUrno de 1930 al 30 de Septiemlire de 1932 «in ínteres por no 
m m\kUm la negativa del «Umandado (art. 7*8 del Código 
Civil), fiábase saUr y devuélvanse. 

Mohkkto Ktttno, — Aktom.» 

SaíSAKKA, ~ LüIS LlNAHK». 

B. A. Naííak Anciiobema. 
Jua* II. TkbAn. 
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Don Julio M. Minies contra ta Pnnincut de Córdoba, por m- 
constituí ionalidtid de decretos. 

Sumario: Jío procede la jurisdicción originaria de la Corte Su- 
I .reina en demanda contra provincia fundada en que ésta 
cobró impuesto a una fábrica que |M>r la concesión dada por 
ley. no cléfcía pujarlos durante diez años. Kl Póñét Ejecuti- 
vo Pío* inciíil consideró que ese término había vencido, pues 
según él comenzó a correr desde la promulgación de la ley 
v no desde que la fábrica empezó a funcionar como lo en 
tendió el concesionario y entendió también y así lo resol- 
vió la Dirección General de Rentas de la Provincia, decisión 
que reviró el Poder Ejecutivo Provincial, lo que sé sostie- 
ne no pudo hacerse, siendo también notoria la incompetencia 
originaria de la Corte Suprema de acuerdo a los artículos HXi 
; 101 de la Constitución Nacional y artículo l v , inciso I" le 
la lev número 48. desde que no se trata de "una causa civil 
¡Kir estipulación ti contrato", si no de una de naturaleza 
administrativa, como que emana de la facultad que las pro- 
vincias tienen parejamente a la Xación para fomentar y ta 
timular las industrias. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERA!. 

Suprema Corte: 

Las antecedentes que dan base a la presente demanda son 
los siguientes: el actor obtuvo una concesión de la Legislatura 
clic la Provincia de Córdoba, |>or la cual se eximía «le todo im- 
puesto provincial, existente o por crearse, por el término de diez 
años, a la fábrica de fósforos que establecería en el territorio le 
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dicha provincia; la ley de concesión fué promulgada con fecha 
4 de Julio de 1022 y la fábrica se instaló un año dopués. se- 
gim comunicación dirigida al Ministerio de Hacienda, con fecha 
30 de Junio de 1924; en el año 1932 se puso en cuestión el plazo 
de duración de ta concesión, resolviéndose por la Dirección Ge- 
neral de Rentas que esc plazo véneta al finalizar el primer sertíeS- 
tre de 1933. (Seto el Poder Ejecutivo, |H>r decreto de fecliii 2*' de 
Agosto de 1932. anuló aquella resolución disponiendo que el tér- 
mino de la exención se computara desde la promulgación cíe !a 
ley. El actor impugna el referido decreto sosteniendo, efl primer 
término, que el Poder Kjecutivo no tenía facultad para n ver !a 
resolución del Director de Rentas, que constituía la autoridad con 
jurisdicción ¡»ara interpretar la ley de concesión y, en secundo lú- 
jíar. que el alcance re-trinado dado en <"1 mencionado decreto -i 
la exención de impuestos, importa disminuir arbitrariamente el 
término de la concesión en un año. con lo cual se despoja al actor 
de la cosa arrendada por un periodo de tiempo igual, afectándo- 
se con ello garantías aseguradas por los artículos 14. 17 y IX li- 
la Constitución Nacional. 

Partiendo de los antecedentes relacionados, corn sponde <•> 
tahlecer si la demanda instaurada compete a la jurisdicción ori- 
ginaria de V. K. El primero de los motivos en que «'1 actor fun- 
dí su acción, relativo a la carencia de facultades por parte del 
Poder Kjecutivo para dejar sin efecto la resolución del Direc- 
tor de Rentas, no puede ser examinado |K.r Y K. dado que !a 
cuestión suscitada se rige por las leyes que organizan el régimen 
administrativo de la provincia demandada, las cuales no caen I* 
jo la jurisdicción de esta Corte Suprema, sino cuantío el con- 
flicto «le orden local debe ser resuelto |x>r aplicación de precep 
tos de la Constitución o de leyes de la Nación, lo que no se Ha 
alegado en esta causa. Asi lo lia decidido V. K en casos análo- 
gos y me liasta referirme a la doctrina sustentada en dichos casos 
|>ara afirmar que esta Corte Suprema no puede entrar a conocer 
en el punto que le lia sido sometido (Fallos: T. 154. p%> 372». 
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El segundo motivo alegado por el actor se vincula con la 
lesión en su patrimonio que sostiene se la ha inferido al restriñ- 
írsele en el goce de la concesión acordada. A este respecto det>o 
recordar que, de acuerdo con to que prcscril>cn el artículo 101 de 
la Constitución y el Art. 1* ¡nc. 1' de la ley 48, es indispensable 
para dar lugar a la jurisdicción originaria de esta Corte Supre- 
ma, en las cansas entre una provincia y vecinos de otra, (pie el 
asunto que se trae a su conocimiento constituya una causa civil. 
Fijando la interpretación y el alcance de los preceptos citados, 
este Tribunal ha declarado que solo pueden considerarse causas 
civiles, a los efectos expresados, aquéllas qije rstán regidas por 
el derecho común o que versan sobre derechos ' ácidos de estipa 
lición o contrato, pero que no caben dentro de la referida deno- 
minación, los pleitos en qne pretende hacerse responsable a una 
provincia j>or iH-rjuicios que emanen de actos administrativa o 
jurisdiccionales ejercidos dentro de la órbita «' las atribuciones 
de los poderes provinciales. Conforme a lo que dejo expuesto, 
la acción instaurada en esta causa no puede reputarse que im- 
\nnw una causa civil, j>orquc, en el supuesto de ser exacta la le- 
sión injerida al actor, no lo habría sido en virtud de un acto que 
esté regido i>or el derecho común ni que derive de estipulación o 
contrato, sin.» que constituiría una situación emergente de actos 
realizados |K>r la demandada actuando como poder administrador. 
U concesión otorgada al recurrente y a la exención de derechos 
contenida en la misma, son actos realizados por la Provincia do 
( órdol» en uso de su soberanía y con arreglo a los principios y 
disposiciones del derecho público provincial, lo que excluye a los 
litigantes que en su consecuencia puedan suscitarse, ele la con- 
dición de causa civil, indispensable para que corresi>ondaii a h 
jurisdicción originaria de V. E. (Fallos: T. 147. pág. 224). 

|>or lo que respecta a la invocación hecha por el actor, de 
disposiciones de la Constitución Nacional, no es bastante para 
autorizar la jurisdicción de esta Corte Suprema, por razón de la 
materia, y ello en atención a que. pa™ <I*W UW causa se diga es- 
pecialmente regida por la Constitución, es indispensable que el 
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derecho que se luce valer esté, directa e inmediatamente funda- 
do en un artículo tle la misma, lo que no ocurre en el presente 
taso. Kl actor hace surgir su derecho de la ley de concesión san- 
cionada i>or la Legislatura de Córdoba, y siendo desfavorable -i 
sns intereses la inteligencia dada j>or el Gobierno a dicha ley. in- 
voca las garantías constitucionales para sostener qtic debe ser 
amparado en su propiedad. Ltí tfifte reclama es. en realidad, que se 
revea la decisión acerca del vencimiento de la concesión, y que 
se declare que el plazo fenecía en Junio de 1933. y no un afui 
antes, como lo decidió el Poder Ejecutivo, lo cual no es puní., 
que pueda ser solucionado |>or aplicación de pre cepto alguno de !a 
Constitución. Planteado el litigio en los términos expuestos, la 
invocación constitucional tiene carácter subsidiario, jmra la hi- 
pótesis de qtte de! examen del contenido de la ley cite concesión 

error cometido j>or las autoridades 
en la interpretación y aplicación de dicha ley. Tal 
examen es. i>or su naturaleza, previo y está fuera de la jurisdic- 
ción originaria de esta Corte Suprema, a la que solo podría recu- 
rrirse jn>r la vía indirecta del recurso de ablación que acuerda 
el Art. 14 de la ley 48. una vez que los Tribunales respectivos de- 
cidieran acerca «le la interpretación de la ley local y el actor juz- 
gara que la decisión dictada vulneraba las garantías constitucio- 
nales en que se ampara (Fallos: T. 131. pág. 216; T. 153. pág. 

Por lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar que esta 
causa no corres|>ondc a su jurisdicción originaria. 




Humos Aires. Diciembre 13 de 19144. 



Horncio N. Larrehi. 
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PAULO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 15 de 1936. 

Y Vistos: 
La presintf causa ele la que resulta: 

( ) VU . a is. I se presenta don Cirios Ortiz en sil carácter de 
ñyodmdó del l>r. fulio N. Méndez, demandando a la Provincia 
de Córdoba por inconstitncionalidad de los decretos números 
14.167, 14.180 y 14039* por cuanto al privar al actor de los de- 
rechos <|iie le acontaba la concesión creada a su favor por la 
lev provincial N v 3133 infringen las garantías consagradas pgf 
la Constitución Nacional, exponiendo: 

I hic de acuerdo con la doctrina de los tratadistas argentinos 
y americanos los derechos acordados por una concesión guber- 
namental constituyen en su conjunto un verdadero derecho de 
propiedad, amparado en consecuencia por las garantías consa- 
gradas por los arts. 14 y 17 de nuestra Carta Fundamental, sien 
do éstas y las del art. 18 las que su mandante sostiene que lian 
sido infringidas en su |>crjuieio por los decretos dictados por el 
I*. K. de la Provincia demandada. 

Que su mandante es titular de la concesión acordada por la 
Lev provincial N v 3133. en virtud de la cual se eximía de todo 
impuesto existente o |>or crearse y por el término de diez años, 
a la fábrica de fósforos que don Julio N. Méndez establezca en 
ei territorio de la Provincia, como asimismo a su producción. 

Que dicha ley fué promulgada con fecha 4 de Julio de 1922. 
instalándose y funcionando la fábrica desde el 30 de Junio de 
1923, lo (pie o|K>rtunamente fué puesto en conocimiento de las 
autoridades de la Provincia. 



■ 




DK JUSTICIA DE LA NACIÓN 69 

Que un tiempo después !a Legislatura crea el impuesto a los 
fósforos que se consumieran en la Provincia (Ley N 9 3336) y 
el P. E. reglamenta dicha ley exigiendo el pago de esc impuesto 
a los productos de la fábrica protegida "Nueva Córdoba". Esta 
reglamentación lleva fecha 14 de Enero de 1924 y dice en su 
arr. 120: "El impuesto a los fósforos deberá ser pagado por el 
intermediario agregando a cada caja una estampilla del valor co- 
rrespondiente. En cuanto a la producción de la fábrica a que se 
refiere la Ley N* 3133, podrá ser estampillada con valores que 
el concesionario adquirirá por cuenta de los intermediarios". 

Que habiéndose recurrido a la justicia para invalidar dicho 
decreto, solo tres años después, como consecuencia de los jui- 
cios, el P. E. modificó su resolución. 

Que en el año 1932 y con motivo de negarse la Dirección de 
Rentas a expedir la patente que solicitaba uno de los 
res de la fábrica, .sin desembolso alguno, como se había exp 
hasta entonces, respetando la exención de todo impuesto que es- 
tablecía la Ley X v 3133, se puso en cuestión lo referente al plazo 
de concesión, resolviéndose que dicho plazo vencía al finalizar 
el primer semestre de 1933, pero el P. E. por decreto de fecha 
29 de Agosto de 1932. anuló aquella resolución disponiendo que 
el termino de la exención se computará desde la promulgación 
de la ley, debiendo cobrarse en consecuencia retroactivamente al 
fabricante, los impuestos a los fósforos elaborados al amparo de 
la ley concesión, lesionándose así una vez más sus legítimos in 
tereses y las garantías consagradas j>or la Constitución Nacio- 
nal, por cuanto el P. E. no tenia facultad jvira rever la resolu- 
ción del Director de Rentas que constituía la autoridad con ju- 
risdicción para interpretar la ley de concesión y. el alcance res- 
tringido dado en el decreto citado a la exención de impuestos, 
importa disminuir arbitrariamente el término de la concesión en 
un año, afectándose con ello las garantías aseguradas por lo* 
arts. 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

Que corrido el correspondiente traslado lo evacúa a ís. 71 
el Dr. Guillermo Rothc en su carácter de representante de la 
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Provincia tic Córdoba, soliei-mdo se declare la improcedencia dé 
la jurisdicción del Alto Tribunal: en mi defamo la falta de per- 
sonería del actor; y en casi» contrario el rechazo de la demanda, 
con costas. 

Que la materia que motiva el asunto se reduce a "el «*ro 
de un impuesto al consumo". 

Que según la doctrina sustentada por esta Oírte Suprema 
«entre otros fallos: Tomo 114. págs. 29 y 298) compete a los 
tribunales locales entender en lo* pleitos originados en el cobro 
de impuestos, cualquiera que sen la nacionalidad y domicilio de 
los demandados. 

Que a este respecto el criterio judicial en lodos los tribuna- 
les del país ha sido constante. 

Que el domicilio del actor como concesionario de un privi- 
legio otorgado por la Provincia para toda cuestión derivada de 
ésto, no puede ser otro cpie la Provincia misma en donde por 
otra ¡«irte fué explícitamente fijado al solicitar la concesión. 

Que la falta de jKTsonería del demandante es evidente, por 
cuanto este enajenó su concesión antes del año de Haberla obte- 
nido, según resulta de los documentos públicos epte en detalle 
cita, no existiendo noticia de que el actor baya reentrado in- 
teriormente su derecho. 

Que con respecto a la tesis que sustenta el demandante ~n 
cuanto a la fecha en que debió comenzar para la fábrica la exen 
ción de impuestos, afirma que la interpretación de las excepcio- 
nes al derecho, incluso en el orden impositivo, debe ser restric- 
tiva; y una ley de fomento económico que es ley de convenien- 
cia pública, no puede ser entregada i>ara su cumplimiento al ar- 
bitrio individual; referir la dispensa a los impuestos vigentes es 
fechar el comienzo del privilegio en el momento en que la ley 
se dicta. 

Que por ello y |>or cuanto la atribución de ejecutar las le- 
yes y fie reglamentarlas está confiada por la Constitución del Es- 
tado al P. E y ni éste ni el legislativo pueden delegarlas por- 
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que lo prohibe expresamente la Constitución (arts. 27 y 116 in- 
cisos 1. 2 y 7). Solicita se resuelva la presente causa en la for 4 - 
ma que al encabezar su escrito tiene expresado. 

Que abierta la causa a prueba se produce la que informa el 
certificado de Secretaria corriente a fs. 149 vta . alegando ambas 
partes, con lo que previa vista al señor Procurador General que 
éste evacúa a fs. 180. se llama autos para definitiva por resolu- 
ción corriente a fs. 181 vta.; y 

Considerando : 

Que en síntesis la cuestión fundamental del debate que el se- 
ñor Méndez trae ante esta Corte Suprema contra la Provincia 
de Córdoba consiste en saber si el plazo para la concesión de 
que el actor es titular acordada por Ley N* .5133, párá estable- 
cer una fábrica de fósforos en la ciudad Capital de dicha Pro- 
vincia, con exención de impuestos para ella y sus productos ¡>or 
el término de diez años, comenzó a correr desde que la citada ley 
se promulgó, en 4 de Julio de 1922 y terminal» en 4 de Julio 
de 1932. como lo sostiene el Gobierno demandado, o si por el 
contrario y conforme a la tesis del actor, aquel plazo comenzó 
a correr desde que la fábrica estuvo instalada y entró en fun- 
cionamiento en 30 de Junio de 1923, según comunicación pasada 
jx»r el concesionario al Ministerio de Hacienda en esa fecha. 
De la conclusión a que se llegue sobre tal punto se deducirá, na- 
turalmente, si el Sr. Méndez tiene o lio derechos adquiridos y 
una consiguiente propiedad de que no puede ser privado sino 
resinándose las garantías establecidas por el art. 17 de la Cons 
titución Nacional y correlativas disposiciones del Código Civil. 

Que, aparte la interpretación inmediata y directa que las 
partes hacen de la manera como deben correr los. términos de 
una ley cuando ella lo fija expresamente, pero cuya intención 
pueda inferirse de los propósitos que la informan, como en el 
"sttb-litc \ aml>os se refieren a la decisión tomada |>or el Direc- 
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tor General <lc Rentas de la Provincia, can techas 1S y ¿1 de Ju- 
nio de 1933. según las cuales la concesión terminaba recién en 
1933. sosteniendo el actor que tal decisión era irrevisiblc por el 
Poder Ejecutivo y estala firme y replicando la demandada que 
es equivocada tal interpretación, pues el alcance de las leves y su 
reglamentación no está entretela a una oficina administrativa 
dependiente y sin autonomía. 

< >ue ou tales términos es notoria la improce«teiic«i del imr«i 
originario de esta Corte conforme a los arts. 100 y 101 de la 
Constitución Nacional y arl. 1" inciso 1" de la Ley X* 4S Ocsde 
luego, como observa el sefior Procurador Genera!, no se trata, 
en el presente caso de "una causa civil por estipulación o con 
trato", sitio de una causa de naturaleza administrativa como que 
emana de la facultad que la provincia tiene parejamente a la 
Xación i>ara fomentar y estimular las industrias por medio di 
leves protectoras- -art. 67 inciso Id y art. 107 de la Constitución 
Nacional- % Refiriéndose esta Corte a un caso que el señor Pro- 
curador General cita y tiene, en verdad, similitud con el presen- 
te, dijo: "Oue de los términos con que la jurisprudencia a «pu- 
se refiere el precedente considerando lia definido la materia cons- 
titucional v legal delatida en el case». resulta la conclusión eviden 
te que la de aptos no e> la causa civil que preceptúa la ley para 
la procedencia del fuero originario, porque supuesta efectiva 
la relación de derecho que se invoca* no afecta a la Provincia co- 
mo persona jurídica, ni deriva de estipulación o contrato, ni está 
regida por el derecho común, sino que constituye un caso y de- 
termina una relación en que la demandada actúa como poder ad- 
ministrador, rigiéndose los actos emanados por tal concepto del 
ejercicio fie su sol>eran¡a. por los principios y dispon-iones |>er- 
lincntes «leí (Mecho público del Estado, instituido y aplicado en 
la órbita de su propia jurisdicción' (Fallos: Tomo 147. pág. 
224; temo 99, pág Tomo 22. pág. 37). ¿Como podría esta 
Corte asumir la facultad de examinar las relaciones que existen 
entre la Dirección (kncral de Reutas y el Poder Ejecutivo de una 
Provincia para decidir sobre el alcance jurisdiccional de los mis- 
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¡litis, sin subvenir fundamentalmente el régimen republicano, re- 
presentativo federa! que informa nuestra organización constitu- 
cional? Mañana se traería a los estrados de la justicia federal un 
caso de concesión para portar armas, para explotar loterías o 
juego* prohibidos, para organizar es|>ectáciilos públicos, para 
establecer ferias francas, so pretexto de que una interpretación 
policial; municipal " de oficina de rentas o de salubridad, había 
sido revocada |>or el Ministro o el Gobierno de la Provincia 
respetiva. 

<Juc, con o sin interpretación y resolución anterior de la Di- 
rección General de Rentas o de cualquier otra oficina adminis- 
trativa de Córdoba, es indudable que la justicia nacional no pite 
.le proceder al examen de la interpretación que sus ponieres pú- 
blicos dan a las instituciones locales no argüidas de contrarias a 
la Constitución o leyes nacionales o tratados con las naciones 
extranjeras, dentro de la soberanía «pie consagra el art. 31 de 
la Carta Fundamental. ¿Cuando comienzan a ser obligatorias y i 
mrrer sus términos las leyes de CórdolKi? Cuando ellas lo c, 
lablezcan y. en caso omiso, desde el día siguiente al de su publica- 
ción en la Capital o desde los ocho días de esa fecha en los de- 
IKirtamcntos de campaña (art. 7? del Código Civil) |>ero. si por 
la naturaleza del asunto legislado puede sostenerse otra inter- 
pretación, es ante las autoridades locales, autónomas que ello 
dcl>e intentarse y solo en el caso de que la resolución definitiva, 
de última instancia local se conceptuase violatoria de la Consti- 
tución Nacional, de las leyes nacionales o de tratados con las 
naciones extranjeras y el caso federal hubiese sido articulado o 
planteado o|*>rt unamente, se puede reclamar el prommeiamiento 
de esta Corte, en función del recurso extraordinario y cu los 
términos que mencionan los arts. 14 y 15 de la ley W 4K. (Fa- 
llos: Tomo 158. pág. 204 y los allí citados). 

Qttu la realidad de un daño patrimonial al actor derivado de 
la resolución del Gobierno de Córdoba contraria a lo que él en- 
tendía ser la extensión del derecho concedido, aun aceptado que 
...i sea. no justifica la procedencia de la jurisdicción federal en 
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amparo del derecho de propiedad; al aplicar los Códigos comunes 
de acuerdo con el inciso 11 del art. 67 de la Constitución Nació- 
nal, los jueces de provincia pueden liacer equivocadas interpreta- 
ciones; y causar agravios, pero rllos no pueden motivar por si 
el recurso federal del art. 14 de la Lev N" 48. porque el art. 
15 lo prohik*. 

Kn su mérito y por los fundamentos concordan* es del señor 
Trocurador General se declara que esta causa no corresponde a 
la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema <!e la Nación. 
Sin costas. Xotifiquese. rc|>óngasc el j>apel v en su oportu 
nídad archivese. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sacarna. — Lims Linares — 
11 A. Nazar Anchorena. 



l>ou Dazñd Hamilton Maitland contra dóii Jost RUboo. sobre 
ejecución hipotecaria. 

Sumario'. Requerido un Juez de Báhiá Blanca por via de exbor- 
to librado por otro de la Capital Federal, para que dé la 
posesión de un inmueble al que resultó comprador en una 
ejecución y proceda al desalojo de sus ocupantes, y negán- 
dose aquél a su diligenciamiento porque otro Juez de Bahía 
Blanca 1c solicita se abstenga de cumplir la rogatoria a can 
sa de «pie los arrendatarios del campo han deducido ante i\ 
interdictos de retener la |>osesión. procede que el Juez ex- 
hortado diligencie el pedido en cuanto se le solicita dar la 
IMisesión del inmueble, y no ett la parte relativa al desalo 
¡amiento de los ocupantes. 

i aso . Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN PBI. PROCURADOR GENERA!. 

Buenos Aires. -luli- 3J de lí>:¡5. 

Suprema Curte: 

lin una ejecución hipotecaria seguida atne i! señor Juez 
ríe Primera Instancia de esta Capital. Dr. Carlos A. Varangot 
se ordenó la wnta tte la*- fracciones de canipo afectadas que se 
hallan en territorio jurisdiccional de los tribunales de Bahía 
Blanca. 

Lín ese mismo litigio y con fecha Septiembre 10 de 1934* 
( fs. 11X). se presentaren ante el expresado Juez los señores Mi- 
gad J. y Armando F. Bartolami ééitém arrendatarios del 
campo y pidieron que en los adictos se hiciera constar esa ci c 
constancia. El Juez, a pedido de parte les intimó presentasen *ti 
contrato dentro del tercero día (fs. 120 vta. ; Septiembre 17- 
1934), pero no hay constancia de que lo exhibieran. Se»uía en- 
tretanto la ejecución en trámite, y hecha la venta, se exhortó al 
señOr Juez de Primera Instancia de Bahía Blanca, doctor Gusta- 
vo Bunsow (hijo), para <|tie pusiesen al comprador en posesión 
del inmueble, libre de todo ocupante y con uso de la fuerza pú- 
blica en caso necesario. Ello equivalía a una orden de desalojo 
dé Jos presuntos arrendatarios; pero cuando el Juez exhortad'» 
se disponía a hacer efectiva esa medida, recibió otro exhorto rlc 
su colega de Bahía Blanca, el Juez de Primera Instancia Dr. Ar- 
turo L 1-ecot, el que le pedía la suspendiera |>orquc los arren- 
datarios aludidos habían iniciado ante él interdicto de retener la 
posesión, (fs. 151). en virtud de ello, el juez exhortado dejó en 
suspenso la orden, actitud confirmada luego por la Cámara de 
\pelacioiu s de Bahía Blanca : y como el Juez de la Capital in- 
sistiese, invitándolo de i>aso. a plantear ante V. K. la cuestión 
de competencia, el señor Juez doctor Bunsow, ratificó su negativa 
anterior, al paso que declinaba dicha invitación por conceptuar! » 
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improcedente. En tales condiciones el señor Juez de la Capital 
acude ante la Corte Suprema para «jije resuelva la dificulta*! 
surgida. 

lin mi opinión, ninguna cuestión de jurisdicción se ha plan- 
teado todavía entre el Sr. Juez exhortante y el exhortado, desdi 1 
que este último, ante dos jwdidos contradictorios de otros tanto* 
jueces adopta «na actitud de espectativa hasta tanto quede esta- 
blecido cuál dé ellos es el competente. La cuestión, de existir, 
deber;'* trabarse entre los Jueces actores de tales órdenes contra- 
dictorias; y como no Iny constancia de «pie hasta este móntenlo 
cualquiera de ellos haya invitado al otro a que sé abstenga de in- 
tervenir, es preciso comenzar por ahí para que V. E. esté en con- 
diciones de conocer en el caso. Corresponde, pues, devolver los 
áutbs al Juzgado de Origen a los efecto*- expresados. 

Jmn Alvares. 
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Buenos Aires, Noviembre 18 de 10:15. 

Autos y Vistos: 

La> presentes actuaciones remitidas por el Juez Civil de la 
Capital planteando una cuestión de competencia con motivo de 
que e! Juez en lo Civil de Había Blanca niégase a cumplir un 
exhorto librado por él ordenando dar la posesión libre de ocupan 
tes al comprador de un campo vendido en la ejecución hipoteca- 
ria seguida en esta Capital por Hamiltou Strong Maitland don 
David contra don José Itilhau. 



Y Considerando: 



(Jue como acertadamente se observa por el señor Procurador 
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jwtencia pues ni el Juez de la Capital ni el dé Baliia Blanca .t 
quién le fué dirigido el exhorto pretenden otra jurisdicción que 
la que ejercen limitándose la controversia a la pretensión deses- 
timada del exhortante de que se entregue al comprador el cam- 
po libre de ocupantes. 

Que ello no obstante las razones que informan la dis¡Kisi- 
oión del art. 9 de la Ley N* 4053 ampliatoria de las facultades de 
ésta Corte en las cuestiones de competencia justifican su inter- 
vención en el caso a efecto de resolver el conflicto planteado en- 
tre dos jueces de distinta jurisdicción con motivo del diligencia 
miento de un exhorto por el cual el Juez de la Capital pide n«U - 
más de la posesión, el desahucio de los ocupantes— Fallos: To- 
mo 145, pág. 289 — . 

Que el señor juez exhortado ha denegado el diligenefamierito 
parque otro Juez de Bahía Blanca pidióle se abstuviera de cum- 
plir la rogatoria del de la Capital a causa de que los arrendata- 
rios del campo al cual aquella se refiere habían deducido ante él 
interdicte» de retener la posesión fundados en la éxísfefífía dé 1:1 
contrato de arrendamiento debidamente inscripto. 

Que. si se tratara sólo de tomar posesión del campo adqui- 
rido en remate público 1a existencia de arrendatarios en él no 
significarla óbice alguno para alcanzar tal fin, toda vez que aque 
líos comenzarían a tener la posesión para el nuevo dueño desdi- 
la fecha en que fuera dado. 1.a dificultad nace de que el Juez de 
la Capital ha ordenado el desalojamiento efe los arrendatarios sin 
que se resolviera definitivamente el incidente* planteado por I 
ejecutante a fs. 119 y a raíz de la presentación de los misnms. -o- 
bre la invalidez de los contratos de arrendamiento invocado- 
|M>r ellos. 

Que la solución de ese punto es de carácter previo y puede 
sefc decidida tanto |M>r el Juez de la Capital en el juicio ejecutiva 
como por el Juez de Bahía Blanca en el interdicto de retener, 
según sea lo que resulte de una problemática cuestión de compe- 
tencia entre ellos que no ha sido planteada todavía por las partea 
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K« su mérito y las razones concordantes expresadas por J 
señor Procurador General se declara q«e el Juez de Bahía Blan- 
ca está obligado al cumplimiento del exhorto en cuanto se le so- 
licita «lar !a posesión del intnuchlc y no en la parte relativa al 
desalojamiento de los ocupantes, actores en el interdicto de rete- 
ner, a que se refiere el exhorto del Juez de Bahía Blanca. En 
consecuencia devuélvanse estas actuaciones ni señor Juez de 'a 
Capital para que reitere el exhorto en la forma resuelta si asi lo 
pidiera el interesado, reservando la segunda cuestión de acuerd.. 
con lo manifestado en el último considerando y avisándose en la 
(■nina de estilo al nñor Juez ¿le Bahía Blanca. Rejwngass el 
pape! 

Koi;i:r ro l< i:ei; i ro. A .\ tú SI O 

Sac.AKNA. — LtílS LlNAKKS. - 

B. A. Nazar Asciiorena. 

JlAN B TkK\N\ 



I'hoeníx liúmry C* ru&fa Wnielmcr, Watii tValwum y Compa- 
ñía, sahr tmluhnt de imvca. 

Sitntario ti\ articulo 5* de la ley 1 1.275 que dispone que las 
mareas de fábricas nacionales que se registran o se reins- 
criban en adelanté, aún cuando sean nombres de fantasía, ño 
podran llevar palabras sino en idiomas muertos o del idio- 
ma nacional, no afecta los principios de igualdad ante la ley 
riel de igualdad de los derechos civiles de extranjeros y Ciu- 
dadanos; consagradas |H»r los artículos If» y 20 de la Cons- 
titución Nacional. 



L'tísó: l.o explte0.il piezas siguientes 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ™ 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Junio 20 de 1934. 

Y Vistos : 

Lo?, promovido?* por l'hoeníx Ifosicry (."ompam p*rtltr?i 
\Yaehner. Xahmias. P\ú\i\ y (Vmpañia inhiee riitttdáfl ile. u\wi. 

Y Considerando: 

l v Qtte la aflora manifiesta en su demanda de ís. 4 que la 
demandada ha obtenido !a marca Grenadine con el número \2$S)2(¡ 
para distinguir artículos de la clase 15. 

Sostiene que dicha marca es nula par cuanto se cncmnlra 
en pugna con lo dispuesto en el art. 5" de Ir; ley 11.275 al prohi- 
bir este el uso de palabras extranjeras de idiomas vivos en mar- 
eas de un fabricante nacional que las aplique a sus productos, de- 
nominándolas marcas de comercio, sin serlo en realidad. 

Agrega que el art. 3* de la ley 3975 no permite el uso de la 
voz inglesa y francesa Grenadine. jn»r ser un término corriente 
que designa un tipo de tela o tejido y la clase 15 versa sobre 
esos artículos. 

Solicita se <leclare la nulidad de la marca de referencia, con 
costas. 

Contesta la demandada a fs. 35 haciendo un estudio de la 
ley 11.275 para llegar a la conclusión de que ella no comprende 
a las marcas de comercio, como es la X v 129.926. sino a las de 
fábrica. por cuya razón debe rechazarse la demanda. 

En lo relativo a la nulidad emergente del art. .V" de la ley 
3975, admite que Grenadine es el nombre genérico de un tipo 
determinado de tela y (pie no puede constituir marca |>ara dis- 
tinguir ese tipo especial de tejido. |>ero no admite que la marca 
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sen nula pata tlMin^uir medias, o lonas por < jcmplo y eomu esa 
mana la aplica a medias hecha- do tejido de pttftto y no de «ru- 
nadiua. la marea es válida. 

Se ocupa luego de la situación de la actora. competidora 011 
el ramo, alude a la conduela por ella observada y solicita se re- 
chace la demanda, con costas. 

Que al n>wlvor la presente causa, observa el suscripto, 
que la demandada reconoce a fs. *>6. <||ic la ley 11.275 so refu- 
re a marcas de fábrica y a marcas de comercio. 

|£SC reconocimiento deja sin efecto la argumentación de la 
contestación de la demanda, por cuy»» motivo debo decidir el que 
suscribe, conforme lo hizo en su sentencia del juicio Vassilaqui 
v/. Houhigant, qm la ,c y 1 1.275 prohibe el uso de voefó extran- 
jeras do idiomas vivos en las marcas de fábrica y de comercio 
nacionales que se registren a partir de la videncia de esa ley 
véase -Caceta del Toro", números 5185 y 538fc 

En consecuencia, siendo GrenadiHc una voz extranjera de 
idiomas vivo> ingles y francés— no puede ser usada como mar- 
ca argentina y por lo tanto la que lleva ti numen • 1 *). u 26 es 
nula y así so declara. 

ten lo coucerniento al aspecto del asunto, contemplado por el 
Urt, 3? de la ley 3975. corresjMmde señalar que (¡renadiue es tra- 
dücCióii de la palabra Granadina, la cual constituye la designa- 
ción uMialmento empleada para indicar la naturales de un te 
jidó o la clase a que éste pertenece- -art. 3\ irte. 5 V . ley .*>75— y 
.lo consiguiente ese precepto legal no considera marca a seme- 
jante destinación, cuando ha de recaer sobre elementos de toda 
la clase 15. para la cual ha sido concedida sin limitación alguna 
la marra l-?^>2ó según se advierte a fs. 50. 

A mérito de lo expuesto, procede asimismo declarar la nu- 
lidad de esa marca. 

KinalmenU. el suscripto no toma en cuenta las reflexiones 
del alegato de la demandada, en las que plantea la inconstitttcto- 
ualidacl del art. 5* í!e la ley 11.275. en razón de traerla a Coito. 
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eiinientó del Juzgado, fuera de oportunidad procesal, pucá debió 
provocar el caso constitucional al trabar la ' litis" y no al alegar 
de bien probado. Y al respecto, cabe hacer notar, que. cuando se 
contestó !a demanda, a ís. 35. esto es. ui Septiembre 12 de 1<>32. 
ya se había pronunciado la Corte Suprema en el caso Yassilaqui 
y/. I íoubigant en Agosto 8 de 1*>32 y la sentencia respectiva ha- 
bía sido publicada en "Gaceta del Foro" del día 22 de ese mes y 
año. Por lo tanto, bien pudo la demandada, plantear el caso como 
queda dicho, al trabar ta "litis", procurando así una decisión 
c .neri ta que no puede pretender en el alegato. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: admitiendo !a 
demanda instaurada por Phocníx Hosicry Company contra Nah- 
mias, Haut y Compañía; <k claro la nulidad de la marca de co- 
mercio <¡renadine registrada con el número !2y. l .'2C> y atenta !.i 
naturaleza y características de la causa, dispongo que las costas 
del juicio se paguen por su orden, Xotifiquese, repóngase el se 
ILadu y oportunamente procédase conforme lo establece el ari. 
M> dé la ley 39ZS, 

Sutil Al. 'E-scobar. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Junio 24 de 1*J¡J5. 

V Visto*: 

Msti»> autos >eguidos por l'hocnix Hosiery Company con- 
tra ios señores Waehncr, Xahmias. l'laut y Cia., sobre nulidad 
de la marca '< irenadine", X'' 12SW2o. pnra pronunciarse acerca 
de lo- recursos de apelación concedidos a fs. 106 vta. y 107 vta . 
respecto «le la sentencia definitiva de ís. 101 : y 

Considerando: 

I" i $Se en el secundo capitulo de Sil expresión de agravios 
dr í> 112. los demandados se quejan de que el señor Juez de í* 
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Instancia declara extemporánea, en virtud <k haberse propuesto 
recién en el alegato -y se excusara, por eso. de resolverla- !a 
cuestión de ínconstitucíonalidad del art. 5* <le la ley 11.275 qitó 
ellos plantearan. Éfl vista de la importancia que esta defensa pue- 
de tener en la suerte del juicio, debe contemplarse en primer 
término. 

2 f Oue está Mcn esclarecido en la doctrina y en la jurispru- 
dencia argentinas, inspiradas aml>as en los antecedentes de nues- 
tro estatuto fundamental, qttc la incon>titucionalidad de las le- 
ves no puede declarare de oficio, y que es imprescindible se opon- 
ga expresamente en caso contencioso. Ni la Constitución de Es- 
tados Unidos, que es fuente inmediata de la nuestra en este pun- 
to, ni ésta, al dar al Poder Judicial la facultad de verificar la 
constitucionalidad de las leyes, han violado el principie» de la 
scjxiracióu de los poderes. No lo han investido con un poder ili- 
mitado y sin restricción, capa/, de sul>ordinar a su capricho a los 
otros. La pitillera de las limitadles a ese poder de las Cortes 
es oue nunca proceden de oficio, sino a requisición de parte in- 
teresada en una catira particular. Casos o cansas judiciales son 
conirovcrsia> o litigio.- que se pruducen j>or acción de una parte 
y defensa de otra en la aplicación práctica de una lev. Sin t>ui 
¡imitación inexcusable —ha «lidio |á Cwfc Suprema- - sin que 
a los trihuiule* se tés son;« tiera un juicio, una contienda entre 
partes entendida ésia eoília "un pleito • • demanda en derecho 
instituida ton arreglo a un curso regular de pn>ccdimientos*' se- 
gún el concepto de Marshall. aquéllos dispondrían de una auto- 
ridad sin contralor sohre el gobierno de la República y podría lle- 
gar el caso de que !<>s demás poderes del listado les quedaran su- 
peditados, con ínengtiá de la letra y del espíritu de la Carta Fun- 
damental (Faltos: tomo l§& pág. 318. Joaquín V. González, ci- 
tando opiniones de Cooley y fallos de nuestra Corte Suprema, 
dice: "Pbr lo demás, mientras en forma contenciosa, y por los 
procedimientos de ley. no viene el caso a la Corte o tribunales 

-reso. aunque en ofmttn de Unios y tic los jüecés mismos ella sea 
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inconveniente, injusta y opresora" (Manual de la Constitución 
Argentina, N* 314). Y Agustín de Vcdia agrega, refiriéndose a 
tales restricciones: "Y fuera de esos límites, el Poder Judicial 
ixxlría llegar a ser el instrumento de un despotismo insoportable". 
(Constitución Argentina, X* 541, pág. 533). Pero de todo ello 
no se desprende que deba substanciarse entre las partes, contra- 
dictoriamente. $m que el Juez esté obligado a decidirla, como 
basta a demostrarlo el simple argumento de que el acuerdo de 
aquéllas no sería suficiente, ni siquiera tendría influencia alguna 
al resi>ecto. j>ara declarar la inconstitucionalidad alegada, que só- 
lo ha de estimarse y resolverse |>or e! juzgador, conforme al de- 
recho que crea aplicable al caso; y requiérese únicamente, enton- 
ces, que sea argüida de manera categórica por alguno de los in- 
teresados en el asunto, aún después de trabado el litigio |>or la 
demanda y la contestación, y antes, por cierto, de quedar con- 
cluida la causa por el llamado de "autos para sentencia" (art. 
215 del Cód. de Procds. en lo Civil y Comercial de la Capital, 
de aplicación supletoria en los tribunales federales, según el art. 
374 de la ley X" 50). 

3? Que la conclusión a que se llega en el considerando an- 
terior, se baila robustecida por los pronunciamientos de la Cor- 
te Suprema a que se alude en el antedicho pasaje de la expresión 
de agravios de la parlé demandada (Fallos: T. 23. pág. 249; T. 
64. pág- 120; T. 78. pág. 446; T. 10+. pág. 146; T. 134. pág. 
378; T. 137. pág. 294; y % 149. pág. 104), pues si bien aquellos 
se refieren al recurso extraordinario que autoriza el art. 14 de la 
ley X'-' 4*S — como lu advierte con verdad la actora en el capitulo 
IX de su escrito <le ís. 121. respuesta a la expresión de agravios 
de la contraria — resuelven implícitamente que la excepción de 
inconstitucionalidad no es una de las cuestiones de hecho que 
deten ser comprendidas en el llamado "cuasi contrato de la "li- 
tis coniestatio", sitio un argumento, una razón de derecho, que 
los contendientes pueden invocar en todo el curso del litigio, has- 
ta el instante en (pie "queda cerrada toda discusión" como dice 
el recordado art. 215 de la referida ley procesal, y que los jueces 
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«folien decidir, entonces, como un punto esencial de la controver- 
sia, al declarar "el derecho de los litigantes" (arte. 13 de la ley 
X'» 50. y 216 y 217 del Código de Procds. de la Capital). 

4* Oue siendo ello así el señor Juez de I* instancia debió 
pronunciarse acerca de la inconstitucionalidad aducida de manera 
categórica en el capítulo IV del alegato de fs. 04; y habiéndose 
reproducido la misma defensa en la expresión de agravios, y con- 
forme a lo expuesto en los considerandos precedentes, ¡ncurtibe 
contemplarla a este Trobunal de 2° instancia, y salvar al mismo 
tiempo, de esa manera, por la vía del recurso de apelación, la omi- 
sión en que se incurrió en el fallo recurrido. 

5- <Jue es exacto i\\\c la Corte Suprema declaró ya en il 
euiiMderando tercero de su fallo de fecha 8 de Agosto de 1932. 
en la causa "\ assilaqui % KilUbígant" (T. 165, pág. 349) que 
la prescripción del art. 5» de la ley X" 11-275. sobre identificación 
de productos y mercaderías fabricadas en el país, "por lógica in- 
terpretación es aplicable a las marcas de comercio o agricultura 
nacionales, va que están regidas por los mismos principios esen- 
ciales que las marcas de fábrica": y queda asi excluida toda dis- 
ensión al respecto, y establecido que dicho precepto legal rige en 
cuanto se refiere a la marca cuya nulidad se cuestiona en estos 
amos. Según esta disposición fie la ley X" 11.275. aplicable, co- 
mo acál» de verse, a las marcas de comercio, éstas, cuando son 
nacionales, al registrarse o reinscribirse, "no podrán llevar pala- 
bras sin., de ¡dictólas muertos o del idioma nacional, salvo que 
se trátase de nombres de personas"; y como lo hace notar con 
todo acierto la demandante, en la tercera parte de su escrito do 
f.. 121. contestando la expresión de agravios de la demandada, 
no distingue de ningún modo -cual ésta lo pretende con eviden- 
te* error, en el único fundamento de su impugnación de inconsti- 
tucionalidad- entre habitantes argentinos y extranjeros del país, 
en cuanto hace a los titulares o dueños de marcas de fábrica, de 
agricultura y efe comercio, y sólo sí, y ello de manera implícita, 
entre marcas nacionales y extranjeras, que es rosa muy «litercn- 
i<- U nacionalidad de una marca no se determina por la de la 
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persona a quien pertenece, sino por la del lugar en que se con- 
ceda: un habitante, residente o ciudadano argentino, puede ser 
titular cíe una marca extranjera, sí la obtiene fuera de su pais; 
un extranjero puede serlo de una argentina, si acá. en nuestra 
República, le es acordada, conforme a las leyes que rigen en !a 
misma; y el uno y el otro — el argentino y el extranjero — están 
en idénticas condiciones legales, dentro de la Nación Argentina, 
para registrar y reinscribir marcas nacionales y extranjeras. Por 
cotisiguiente, carece de todo fundamento atendible la tacha de 
inconstitucionalidad que formula la demandada al art. 5* de la 
ley Sí* 11.275. en cuanto sostiene que éste viola la garantía oV 
igualdad ante la ley consagrada en el art. 16 de nuestro estatuto 
fundamental, para todos los habitantes del país: y del>e desesti- 
marse cu absoluto. Como lo ha dicho la Corte Suprema "el texto 
de tal disposición, inspirada por la conciencia democrática de sus 
autores, que abominan toda primacía ilegitima, que no admite 
prerrogativas de sangre ni de nacimiento, que suprime los títulos 
de nobleza y los fueros personales, para declarar enseguida que 
torios los habitantes son iguales ante la ley. demuestra con toda 
evidencia cuál es el alto propósito que la domina: e! derecho d? 
todos a que no se establezcan excepciones o prwilcf/tos que ex- 
cluyan a unos de ¡o que se concede a otros en úntales circunstan- 
cias (Fallos: tomo 16, pág. 118; tomo 101. pág. *K)1 ; tomo 151. 

6? Que en lo referente al otro punto cuestionado en el liti- 
g¡ — v \ qué versa sobre la prohibición contenida en el art. 3 V . 
inc. 5" fie la ley .W5 — el pronunciamiento apelado interpreta bien 
el espíritu y la letra de Aquella cláusula legal; y de esto es fácil 
convencerse teniendo en cuenta que la marca de que se trata 
comprende todos los artículos de la clase 15, según se desprende 
de las actuaciones testimoniadas a fs. 50; lo que resulta del in- 
forme de fs. 128. de la Escuela Industrial de la Nación, en el 
que se expresa qué "en el comercio existe actualmente un hilado 
típico ixira fabricar medias llamado "granadina *; y las acertadas 
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argumentaciones que sobre el particular enuncia la actora en la 
"primera parte" de su escrito de fs. 121. con las que se aclaran 
y rogustecen los fundamentos respectivos de la sentencia apela- 
da. Y con ello «(«teda demostrado que, tanto en virtud de lo «lis- 
puesto en el art. 3 V de la ley 3975. como de lo que preceptúa el 
art. 5» de la ley X" 1 1.275. el fallo de primera instancia, se ajusta 
al derecho aplicable en la materia. 

Por estas consideraciones, y i>or los fundamentos concordan- 
tes de la sentencia apelada de fs. 101, confirmase ésta en todas 
sus jiartes. Las costas «le la presente instancia también "en el or- 
den causado", en mérito «le las mismas razones «jue en a«juélla se 
dan al respecto. — Bacquíel S. de Olaso. — Carlos djet Campilfp. 

A\ Villa* Patear*. — /. A. González Calderón. — .V. Goñ- 
sdlrs Iraméin. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede en este caso, jx)r haberse 
cuestionado la constitucionalúlad del art. 5'' de la ley 11.275 que 
prohibe registrar marcas ]>ara productos nacionales, si están ca- 
racterizadas por palabras en idiomas extranjeros. 

L*i impugnación por inconstitucionalidatl se funda en que 
dicho artículo es violatorio de las normas de igualtlad impuestas 
|*>r nuestro estatuto fundamental, dado que niega a los comer 
ciantes «» fabricantes argentinos el derecho de registrar palabra* 
no castellanas. <|uc c«>nce«le a los comerciantes o fabricantes ex- 
tranjeras. A mi juicio al argumento reposa sobre «los errores. 

El primero, consiste en «ilvular «pie la igualdad «le derechos, 
i»! llega hasta suprimir las diferencias emer^ntes de ta distinta 
nacionalidad «le los habitantes del país. Nuestra Constitución 
acuer«la a los argentinos ciertos derechos y les impone ciertas 
obligaciones, que no alcanzan a los extranjeros; y respecto de las 
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mercancías, hay facilidades y ventajas otorgadas a las del país 
que no alcanzan a las producidas fuera. De ese modo, la indus- 
tria extranjera no goza, consiitucionalmente, de las perrogativas 
concedidas a la argentina; y jamás se entendió que este ejerci- 
cio de la soberanía nacional quebrantara norma constitucional o 
jurídica alguna. Con referencia especial al caso "sub judice " 
bastaría recordar que la ley 11.275 procura expresa y única- 
mente impedir toda confusión entre lo nuestro y lo ajeno. Pode- 
mos exigir que los productos nacionales 110 se disfracen de ex- 
tranjeros; pero ¿qué sentido tendría exigir (pie los productos ex- 
tranjeros se disfracen de argentinos? 

El segundo error, estrila en considerar que los comerciantes 
u fabricantes extranjeros, domiciliados en nuestro país, tengan 
algún derecho que se niega a los habitantes nativos. Unos y otros. 
m comercian con artículos extranjeros, podrán registrar como 
marca palabras extranjeras; y si comercian con mercaderías pro- 
ducidas en la Argentina ni unos ni otros podrán registrar t;dcs 
palabras. Xo existe, pues, el presunto privilegio; por lo cual de- 
be seguir aplicándose el art. 5 V de la ley 11.275 como comple- 
mentario de la ley 3975, según lo resolvió V. K. en el fallo T. 
165. página 356. 

Corresponde, pues, a ni¡ juicio confirmar el fallo de la Cáma- 
ra Federal que anuló la marca de fábrica y comercio drenadme 
en cuanto ha ¡>odido ser materia del recurso. 

Buenos Aires, Septiembre 17 de lí>35. 

Juan Alvares. 
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Buenos Aires, Noviembre 20 de 1935. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario deducido |>or Waelmer, Nah- 
mias, Plaut y Cía. en los autos seguidos contra ésta jM>r Phoenix 
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Hosicry Company sobre nulidad de la marca dp comercio fre- 
nadme". 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a ís. 134 vta.. es 
procedente porque c! actor ha iñipiipnado el art. 5? de la ley N'' 
1 1.275 como contrario a los arts. 16 y 20 de la Constitución Na- 
cional y la semencia ha sido dada en favor de la citada ley : y 
asimismo porque se ha interpretado c l art. 3 o de la ley X" 3075 
cu contra del derecho invocado por el apelante qué se funda di 
esa ley. 

Y rcNj-icto al fondo de !a cuestión: Sostiene la parte deman- 
dada que el art. 5* de la ley X- 11.275 que dice: "I.as marcas de 
fábricas nacionales que se registren o se reinscriban en adelante 
aun cuando sean nombres de fantasía, no podrán l T cvar palabras 
sino en idiomas muertos o de! idioma nacional. Sfilva que se trata 
se de nombres de personas".— acuerda a los fabricantes extran 
tems I'» que no se permite a los fabricantes nacionales - lo qyc 
contrario al art. Id de la Constitución que establece la igualdad 
ante la Ky. y al art 20 (le la misma. que dispone In igualdad 'le 
los derechos civiles de los extranjeros y ciudadano*. 

Como I.» tiene resuelto reiteradamente esia Corte "la igual- 
dad ante la lev impuesta en el art. IV) de la Constitttcióu Xacio- 
niül comporta la consecuencia de que todas las personas snjetas a 
una legislación determinada, dentro del territorio de la Nación 
sean tratadas riel mismo modo, siempre que se encuentren en 
idéntica- circunstancias y condiciones" (Fallos: lomo 149. piig. 
417. entre otro-», lo cual no favorece la Usis de la demandada, 
.pie ha registrado no una marca extranjera en idioma extranjero 
• pie e< lo que permite la ley. sino una palabra cu idioma cxtntn- 
,<-ro para distinguir un .articulo fabricad" en el pais y con el cual 
comercia en el mismo, 

1*1 art 5" impugnado no acuerda al extranjero habitante del 
pais. el derecho de registrar una palabra extranjera como marca. 
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pues la prohibición que contiene se refiere a todas las marcas que 
los extranjeros o argentinos pretendan registrar, las que no po- 
drán ser 'abras que no pertenezcan a idiomas muertos ó .Ú 
idioma nacional; lo que no significa que las marcas extranjeras 
no puedan registrarse en el país con el nombre extranjero con 
que se las distingue donde se las fabrica o comercia. Pues esa ha 
sido la finalidad de la ley 11.275. como lo puso de manifiesto el 
diputado que informó en nombre de la comisión. "E*tc proyecto, 
elijo el informante, se propone la identificación* de la proceden- 
cia de las mercaderías que se producen en nuestro pais. asi como 
las que se importan del extranjero, estimulando por eso medio 
ta industria nacional y contribuyendo también a la mayor respon- 
sabilidad de los fabricantes extranjeros que nos envían sus pro- 
ductos". (Diario de Sesiones. Cámara de Diputados, año P>23. 
vol. VII. pág, 422). Y como el mismo derecho se acuerda a to- 
dos !os que se hallan en idénticas circunstancias y condiciones 
(fábricas mciotmles o fábricas extranjeras, según el caso» es pa- 
tente que no existe desigualdad ante la ley. y que no acuerda a 
los extranjeros que residen en el país un derecho más extenso del 
que gozan todos sus habitantes. Tal es el sentido que corresponde 
dar a las palabras "las marcas de fábrica tutnoiutlcs «pie se re- 
lastren", corno lo señaló el diputado Oonstanti al solicitar qu«' -l 
art. 5'-' se refiriera a las marcas de fábricas del pais. pues sino, 
dijo, se prohibiría la circulación de artículos extranjeros con mar- 
ea extranjera, lo que expondría al país a sufrir represalias f Dia- 
ria de Sesiones citado, vol. Vil. pág. 425 j. Así se explica el agre- 
g$(tb "nacionales" hecho al art. 5* que no figúrate en el texto 
proyectado por la comisión de legislación de la Cámara de Dipu- 
tados, agregado que dejó a salvo el libre comercio de los produc- 
tos fabricados en el extranjero con sus respectivas marcas regis- 
tradas en el pais en idioma extraño, lo cual no viola el principio 
de igualdad ante la ley. I£l obligar a los fabricantes o comercian- 
tes de artículos extranjeros a verter al idioma nacional el nom- 
bre de sus marcas, para poderlas registrar, podría significarles 
el incurrir en ingentes gastos a fin de prestigiar en nuestro pais 
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4-1 nombre dé una marca ya ventajosamente conocida y acredita- 
da en el exterior, como lo hizo notar el senador Patrón Costas 
en la sesión del 27 de Octubre de 1923 al proponer el agregado; 
"que sC registren o reinscriba» en adelante". 

Y orno ya lo ha resuelto esta Corte en el caso Yassilaqui v. 
Houbigant, (Fallos: tomo 165, pág, 249). la prescripción del art. 
5" de la ley 11.275. es aplicable también a las marcas de comer- 
cio o agricultura nacionales, ya que están regidas por los mismos 
principios esenciales que las marcas de fábrica. 

Siendo, pues, nula la marca * Grenadinc" de la demandada, 
por estar ella coiv :uída por una palabra en idioma vivo extran- 
jera, registrada con posterioridad a la ley 11.275, por un fabri- 
cante o comerciante del país, es innecesario estudiar la impugna- 
ción contra la nulidad total de I; 1 misma, a que también llega la 
•.entencia apelada, por considerarla comprendida en el art. 3'\ inc. 
5« de la ley X* 3975. 

Por los fundamentos expuestos, los concórdame* de !a son 
icncia apelada y de acuerdo con lo pedido f>or el señor Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 130 en cuanto ha podido 
ser materia del recurso. Hágase sal*T. repóngase el papel, y en 
sil oportunidad, devuélvanse los autos. 

Roui-rto Rkpetto. — Antonio 
Saoarxa. — Luis Lisarks. — 
li. A. Mazar Anciiokkna. 



DE JUSTICIA DB LA NACIÓN 



91 



Doña ¡''¡cenia iturraldc de González y otros toittra la Provin- 
cía de Buenos /¡¡res, sobre interdicto de recobrar ¡a posesión. 

Sumario: Demostrada plenamente la quieta y pacifica posesión 
desde mucho ticmjx) antes de los hechos producidos con em- 
pleo de la fuerza pública, procede el interdicto de recobra»-, 
pues en este juicio no cabe la discusión del título. 

Cafó : !,» explica la pieza siguiente: 



FALI-O DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 22 de 1935. 

Y Vistos: 

Dona Vicenta Iturraldc de González, doña Josefa Iturraldc 
v don Eduardo B. Del fino, comparecen ante esta Corte promo- 
viendo ¡ntedicto de recobrar la posesión de tinas fracciones de 
tierra, contra la provincia de Buenos Aires, y exponen : Que don 
José de la Quintana recibió una merced de tierras en el año 1819 
del Directorio de estas provincias, la que fué ratificada en los 
años 1825, 1830 y 1834, cuya extensión era de nueve leguas cua- 
dradas. Sucedieron al señor de la Quintana sus hijos Eladio y 
Luciano, quienes vendieron parte de esas tierras al señor Fran- 
cisco B. Madero el 19 de Octubre de 1853, habiendo éste enaje- 
nado en Buenos Aires, a don Pedro Iturraldc el 9 de Mayo ¿le 
1855. una fracción del mencionado campo. 

Que el título de dicha fracción establece que se trata de un 
campo sito en el j>araje Kaqticl. partido del Vecino, de una su- 
l*?rfic¡e de legua y media cuadrada, lindando al N. C). con José 
M. Pizarro y Femando Centurión, por el S. E. y S. O. con el 
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mismo ftfátfcro y laguna Kaqucl y por el X. E. con Teodor» 
Fresca 

Que este campo lo heredaron de sus p dres Fortunata Itu- 
rraldc de Ramírez. Vicenta Iturraldc de Coi ez. Josefa Itu- 
rraldc y IVdro Iturraldc, campo q«e se dividió nitro ellos, ad- 
quiriendo posteriormente la fracción qiíe correspondió a don 
Pedro, el señor Eduardo R. Del fino. 

Que como se vé claramente, continúan diciendo los actores, 
so trata de tierras que salieron liace más de un siglo del dommio 
rtel Fisco y qtte nunca han sido alwmdonadas. 

One cuando Madero vendió a Iturraldc en 1S55. hizo amo- 
jotiar previamente, en los rumbos qué no existia amojonamiento, 
quedando asi perfectamente deslindada la superficie vendida ha- 
ciéndole Uiégú la tradición de ella. 

Ouc en el año 185o. don Pedro Iturraldc solicitó la mensura 
del campo, la «pie fué practicada por el agrimensor Prat. intervi 
niendo sin oposición los linderos del mismo, mensura que fué 
aprobada por el IV|»nrtamcnto To|Hi£ráfico en el año 1R5S. Pos- 
teriorniente. en el año 1926 los propietario* del campo iniciaron 
juicio de mensura ante los tribunales de I.a Plata, mensura que 
practicó el ingeniero "Emilio Jáurcgui. la (pie fué aprolwda. 

Qtte de la última mensura resultó que la stti>erficic total del 
campo, excedía de la que consignaban los títulos en una exten- 
sión de 226 lis.. 30 ás., 04 es. 2329, 1.a Oficina de Tierras y Geo- 
desia Ubicó la demasía con respeto a cada uno de los tres loto, 
de los actores. 

Qftp la provincia de Humos Aires, el 17 efe Noviembre dp 
19.93, se ha posesionado violentamente de las tres demasías in- 
vocando la ley provincial de 14 de Febrero de 1890, desconocien- 
do y atropellando sus derechos sobre las demasías que resultaron 
sobre su titulo, pretendiéndose despojar de lo que legítimamente 
les pertenece. 

Que desdé el año 1855. uniendo su posesión a la de sus an- 
tecesores, detentan con "animus domini" la tierra (pie la provin- 
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cía de Buenos Aires pretende arrebatarle*, tierra que nunca fué 
<!e 1.1 provincia y que desde el año 1819 cww *e ha dicho salió 
del dominio de la misma. 

Que las gestiones para obtener sin recurrir a fe jmtiria. que 
se les*devolv¡era la po*e»Íón de la tierra "ft& lite" han resillado 
inútiles, habiendo la demandada sacado a Imitación o remate el 
arrendamiento de las fracciones de referencia, 

Piden se falle en definitiva, condenando a la provincia de 
Buenos Aires, a reintegrarle* en la púfétSén de la tierra de que 
han sido despojados, con costas. 

Celebrado el comparendo del art, 333 de la fry federal N" 50. 
la provincia demandada, por intermedio de Mi repn untante ddc- 
ior Mmm Aurelio Avellaneda, manifestó; 

Oue las tierras objeto de esta acción, nunca han pertenecido 
a la actora. como asimismo nunca It'i ejercido derecho de pose- 
sión alguno, habiendo únicamente el V, R, aj4íeido la ley de so- 
brantes de tierras públicas que declara de m propiedad todo* los 
excedentes que resulten de las ftti|*rfirír» de |M terrenos par- 
ticulares. 

Que los adqiúrentcs hicieron meiiMirar *u* predios y resultó 
que en un inmueble vendido existían excedente* «le evidente im- 
portancia, no enajenados, l>or lo tanto por mi jírímítívo y verda- 
dero dueño, el Fisco. 

Que desde luego, se trataría de un tóitl en el «puesto de no 
pertenecer a nadie, del Imsco, \*>r *cr "re* nullim" cuya enaje- 
nación sólo |Kxlria hacerse previa auWtfí/acíón del IVwler le- 
gislativo y Ejecutivo. 

óue en el presente casu ni de "re* millítt*" *e trataría, pues 
su representada era y es actualmente pr<#pietaría de dicha ex- 
tensión de eani¡)o. 

Qtté los actores no han ejercido íéCtO* <kr j>o*e»íón y que kxí 
representada no ha lu cho más que **\\\ar líerr;.* que "al» initio ' 
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fe han pertenecido como propietaria y poseedora. Lo mas que 
pudieron haber tenido, en el mejor de los casos, seria una simple 
tenencia de un bien fiscal, pues no consta que el Fisgo haya hecho 
tradición de los excedentes cuestionados en el "sub lite". 

Oue las cosas propiedad de la provincia no están en el co* 
mercio, por lo que no son susceptibles de posesión y por consi- 
guiente no procede ninguna acción posesoria a su respecto. 

Que la parte actora propuso la prueba que creyó convenirle: 
la demandada acompañó en aquél carácter varios expedientes 
administrativos. Producida la prueba, las partes alegaron sobre 
su mérito y se llamó autos para definitiva a fs. fO. y 

Considerando : 

<Jue los ;¿tól$S tan demostrado plenamente halarse encon- 
trado, antes de los hechos de la causa en quieta y pacifica pose- 
sión, de muchos años, del inmueble materia del juicio: que se 
trata de campos amojonados de larga data sin que los mojones 
hayan sido removidos ni observados por nadie; que varios arren- 
riatarios de los actores ocupan los terrenos de la "litis" desde 
hace bastantes años sin molestia anterior a los hechos que motivan 
el juicio; que e! avaluador del partido de General (iuido. emplean- 
do la tuerza pública, se apoderó de parte de los bienes de Itu- 
rralde so pretexto di- tratarse «le sobrantes fiscales. 

Qué es ineficaz, en esta clase de juicios, el debate sobre !a 
propiedad misma de los bienes cuestionados pues sólo se recla- 
ma el amparo posesorio que por medio de los interdictos, juicios 
breves y sumarios, tienen un carácter policial derivado del prin- 
cipio de que nadie puede hacerse justicia por mano propia (art. 
2490, C. Civil: arts. 328 y siguientes, ley X* 50: y jurispruden- 
cia uniforme de esta Corte Suprema. ( Fallos : tomo 171, pág. 259 
y los allí citados). 
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Kn su mérito, se hace lugar a la demanda y se resuelve que 
la provincia de Buenos Aires debe restituir a los actores los bienes 
de que fueron despojados, dentro del plazo de veinte días d© tu», 
tincada la presente, con costos. Hágase saber, repongan- el pa- 
pel y en su oportunidad archívese. 

Antonio Sacarna, ~ Luis Lixakks 
i:. A. Mazar Axjchoresa. 
Juan B. TerAx. 



Don Arturo y Federico Firpo contra ¡a Aditiimslración (¡enrrái 
de tos Ferrocarriles del Estado, por cobro de pesos. 

Sumario: 1" Procede el recurso extraordinario por haberse in- 
vocado la prescripción fundada en el artículo 9» inciso V 
de la ley número 10.650 y sor la decisión contraria a esa 
exención. 

2-* El derecho a repetir el pago efectuado de más u 
virtud de haberse cobrado los fletes para el transporte apli- 
cando tarifas declaradas ilegítimas por el Poder Ejecutivo 
Nacional, prescribí- |M»r un año de acuerdo a lo establecido 
en el inciso 6" del articulo 9* de la ley 10.650. 

Caso: Lo explican las pie/as siguienles: 



SENTENCIA DE 1'RIMHRA INSTANCIA 

Córdoba, Diciembre VJ de VXU. 

V Vistos: 

Los del juicio que por cobro de pesos siguen los señores \r 
turo y Federico Firpo contra la Administración de los Ferroca- 
rriles del Estado, de los qtte resulta: 
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Qtic a ís. 2 de autos, se presenta el apoderado de los acto- 
res, cuyo carácter comprueba con el correspondiente testimonio 
de poder, manifestando: que venia a promover demanda ordi- 
naria contra la Administración de los Ferrocarriles del Estado. 
!>or el cobro de Ja suma de pesos 11.239.70 m/n. con sus intere- 
ses v costas, por las razones que pásala a expresar: Que siendo 
sus representados conocidos industriales de esta plaza, estableci- 
dos en Alta (. ordoba. con hornos para la fabricación fíe cal. que 
alimentaban con los productos de sus canteras —dotadas de des- 
víos propios. — los <|tie cargan y despachan por estación Dunics- 
nil. habían iniciado desde el día 3 de Enero de 1921. una serie 
ininterrumpida de remesas de piedra de cal con destino a esta- 
ción Alta Córdoba. C. X. A. bajo la tarifa kilométrica o especial 
C. 2], que les aplicó este ferrocarril, con un precio de $ 1.74 m/ii. 
por tonelada, suma que fué abonada por sus representados, cu 
ia confianza cíe que la empresa lo hacía con pleno conocimiento 
del régimen de mis tarifas, influyendo también en el ánimo de sus 
mandantes, la seriedad que elh supone como repartición oficial y 
!a finalidad a que responde su explotación que es de fomento del 
comercio y «le !a producción, más bien que de lucro. 

Oue habiendo sabido por una información casual que Ies 
fuera suministrada el 30 de Junio de 1923. que para el transpor- 
te de dicha piedra. regia con anterioridad al año 1^21, la tarifa 
combinada C, V. 14. con un precio de $ 1.29 por tonelada desde 
Dumesnil a Alta Córdoba, establecida por razones de compe- 
tencia con los ferrocarriles Central Argentino y Central Córdo- 
ba (que cobraban igual suma no obstante su mayor recorrido), 
determinaron a sus presentados a formular el reclamo corres- 
|H»ndienie y dejaron sin retirar el primer vagón, llegado a su 
destino t -l 30 de Junio de 1923. con el propósito ele hacer sentir 
;i la oficina de tráfico, su determinación de paralizar el funcio- 
namiento de sus hornos y el consiguiente envío de productos, si 
no se modifícala la aplicación indebnla de la tarifa con la que 
le- bahía hecho victimas durante dos años y medio. 
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Qi\c habiendo obtenido merced a esta actitud la aplicación 
de la tarifa C. V. 14. do $ 1.2*) no consiguieron la devolución de 
las diferencias dé precios que se les cobrara indebidamente, lo 
<]||e diera hipir a que más larde, sus representados radicaran en 
la Administración General ele FF. IV. la pertinente reclamación 
<|ue forma ¿xpBílífeflte por separado, en el que. a pesar ele conte- 
nerse toda la documentación original relacionada con los tran>- 
portes y demás i>ormenoros. no obtuvieron el resultado favorable 
que la justicia imponía, por cuya razón y habiendo agotado to- 
ólos los medios conciliatorios, ocurrían a la via judicial entablan- 
do la presente acción (que limitaban a la suma expresada al prin- 
cipio, en virtud de haber recaído la prescripción decenal a contar 
desde el 22 do Septiembre de 1921) fundándola en las disposi- 
ciones de los arts, 44. 49 y 71 de la ley nacional X v 2873 y sus 
concordantes del C. C por lo que. al |>edir que se les tuviera 
|K>r presentados y por deducida la demanda, se emplazara también 
a la Administración de los Ferrocarriles del Estado, a compa- 
recer en dicha causa. 

Acreditado el fuero federal a fs. 4 vta.. y corrido el tras- 
lado de la demanda, a fs. 11 de autos, comparece el apoderado 
de la empresa, manifestando: que habiendo sido prosentada la 
demanda con fecha 22 de Septiembre de 1931 por la suma de 
$ 11.239.60 ttt/n. provenientes de diferencias de flotes irados 
l>or los actores en los anos 1921. 1922 y 1923. reduciéndose el 
monto de la demanda en razón de hal>er reconocido los actores la 
prescripción decenal para la diferencia atíngeme al primero de 
estos años. i>ed¡a el rechazo de la misma, con costas, en mérito 
de la causal legal de que "el derecho que en tan largó tiempo deja- 
ron de usar los actores luí proscripto, ya que la ley X" 10.650 de 
Abril de 1919. es terminante, y el inc. 6? del art. 9" de la misma, 
no dejaba dudas a ese respecto* 

(Juc considerando extemporáneas más consideraciones re- 
ferentes al derecho que asistía a su representada, pedía el re- 
chazo de la demanda, con especial condenación en costas al actor. 
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Que abierta la cansa a prueba, se produce por las partes 
la (¡tie obra de fs. 17 a fs. 42; de ís. 43, a fs. 48, alegan las mis- 
mas sobre su mérito. llamándose a fs. 48, autos para sentencia, y 

Considerando : 

Oue la empresa demandada, no lia negado los hechos invo- 
cados por el actor en su escrito de demanda, limitando su defen- 
sa a la cxcepdótl de prescripción que hace valer en el escrito de 
contestación a la misma. |H>r lo que dcl>en tenerse i>or eicrta> ta 
Ies afirmaciones y por reconocidos asimismo los fletes. 

<Jue en tales condiciones, la cuestión planteada se reduce úni- 
camente a considerar la prescrqxión opuesta por la demandada, 
que intuía en el art. 9* de la ley 10.650. que se refiere a los fon- 
dos que forman parte de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Kmpleados Ferroviarios, entre los cuales se especifican los ¡mar- 
tes de las sumas paga<las de más y no reclamadas por el público 
dentro de un año. quedando proscripto los derechos de los carga- 
dores al vencerse ese término. 

Oúe como se desprende claramente del precepto legal trans- 
cripto^ la prescripción de un año que establece, sólo procede pa- 
las sumas pagadas de más en la aplicación de la tarifa cones|jon- 
diente y no reclamadas ]>or los interesados; |>ero ella no legisla 
para el caso, como es el de auto.-, en que no corresponde el cobro 
por la tarifa aplicada sino de otra diferente, donde puede produ- 
cirse mía diferencia a favor del cargador, que no resulta asi una 
suma |wgada de más. sino una indebidamente cobrada por la 
aplicación de una tarifa, «pie no es por la que debia cobrarse, 
sobrante en poder de la empresa que tiene un origen distinto, 
estando esta última regida a los efectos de la prescripción |K>r el 
art.84T.delC. de C. 

Que !a prescripción a que se refiere el avt. 846 del código ci- 
tado, se ha operado, como lo reconoce el mismo demandante a 
is. ,\ vía., eoh respecto a los fletes que se detallan en la planilla 
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como corres|H»ndicntcs al año 1921 ; de modo que sólo puede 
reclamarse los correspondientes a los años Í922 y hasta el 2° (fe 
Junio del año 1923. 

Oue el actor es quien únicamente ha aportado a los autos 
prueba, para demostrar su derecho, ha ofrecido en tal concepto la 
pericial e informativa. Que esta última resulta del informe pedido 
a la Dirección Ccnerai de Ferrocarriles, y evacuado por ésta a 
ís. 22. en el que se expresa "que de acuerdo con la tarifa especial 
C. 27 de los Ferrocarriles del listado (lihro W 2 del año 1916. 
pira tráfico entre puntos competitivos corresponde aplicar la ta- 
rifa especial I*. 19 del F. C. C. A. de $ 1.29 entre Dumcsnil e 
int. Dumcsnil y Córdoba). 

Que en el aludido informe y la.jp las letras ti) y O. se ex- 
presMjue la tarifa 15. 19 tiene eí precio de $ 1.29 y c«»rrcspondc 
aplicar entre Dumcsrit! y Alta ("órdoha la tarifa expresada con 
carácter especial. Que lo informado por la Dirección General de 
Ferrocarriles, está eon-Oborsdo por otra parte, con la acepta- 
ción tácita «pie el demandado hace de los hechos consignados en 
el cscriti. de demanda (la que se furnia precisamente en la de- 
volución «pie corresponde por la aplicación de una «listinta tarifa), 
todo ello «le conformidad a I.. determinado por el art. 8ñ de la ley 
Número 50. 

Que si bien el actor no ha cumplido con le requisit«> exigido 
i*.r cfart. 10 «le esta última ley. al no presentar con su escrito de 
demanda los documentos en que precisamente se futida esta ac- 
ción. c«»rricn«lo únicamente agregados a los autos las planillas «le 
ís. .U: el perito designado en autos «le común acuerdo ix.r las 
liarles, en su dictamen respectivo, hace mérito «le ellas al expedir- 
se. y no «listante las «lifercncias que dice encuentra entre las car- 
ias «le iH.rte y las guias e«>rrcsi>on<l¡entes. sus conclusiones son 
tenninantcmente favorables a fo» pretensiones «leí act«>r. al afir- 
mar de una manera categórica que los "(M transportes coinprcn- 
« litios en las planillas adjuntas se han realizado y son efectivos . 
como asimismo las canti«la«les cobradas como fletes" ífs. 41 ). 
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Que habiéndose efectuado la pericia de referencia por un 
técnico nombrado, como se dijo, de común acuerdo por las lur- 
tes, y no habiéndose observado su dictamen ni habiendo otra 
prueba en autos que pueda oponérsele, y siendo a juicio del pro- 
veyente suficientemente f lindadas las conclusiones a que arriba 
aquél, teniendo en cuenta, por otra jKirtc, que el demandado no ha 
observado ni el contrato de transporte resistivo, ni el monto de 
los fletes correspondientes. dcl>en aceptarse las conclusiones de 
la pericia expresada. 

One a fs. 13. la demandada insiste en ojKWicr la prescripción 
fundada en el art. % inc. 6» ley 10.650, agregando que ella es- 
taría de acuerdo con lo dispuesto por el art. 1* de la ley 4550. 
*ohrc caducidad de instancia. Si el demandado ha querido alegar 
la perención, lo que parece haber sido su projiósito al hacer val.-. 
t sta defensa, de aulos resulta que el mismo ha consentido en la 
prosecución de los procedimientos al solicitar en «lidio escrito 
-que al fallar en definitiva este incidente lo haga rechazando la 
demanda con costas" y al admitir todos los trámites del juicio 
posterior a ella y concurriendo a nombrar el perito que debía 
producir su informe sobre las constancias del transporte, fecha 
v flete cobrado, extraídos de los libros de la empresa, pidiendo 
después la clausura dé] término de prueba, y por último alegan- 
do sobre el mérito de ésta, por lo que del>e considerarse que ha 
renunciado a la perenefón opuesta conforme a lo dispuesto por 
el art. Í 9 . ley 4550. 

Oue en lo relativo a la pereiición a operarse en un término 
menor, como lo establece el art. I* de la ley 4550, la cuestión 
va ha sido resuelta, al Haber rechazado el Tribunal la prescrip- 
ción anual, que ]>ara el "sub judice", sólo puede aplicarse la de- 
cenal establecida |>or el derecho común y legislada por el l\ de 
C. en el art. 846. como se expresa en el considerando re-pectivo. 

Que por otra parte, el término de dos años requerido por el 
inc. a) art. l'\ ley 4550. no lia corrido, pues el decreto de fs. 12 
de fecha 15 de Diciembre de 19.il. fué notificado el misino día 
al representante de la demandada y el 4 de Octubre de 1933 al 
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actor. ís. 12, presentándose el escrito de ís. 13. e! 9 de Noviem- 
bre de 1033, es decir, antes de haber corrido los dos años de su 
propia notificación y un año apenas de la del actor, resultando 
asi también improcedente la perdición. 

Que corresponde hacer lugar a los intereses de la suma de- 
mandada, a contar desde la fecha de la notificación de !a de- 
manda. ]M»r tratarse de suma líquida, y condenar en costas a la 
empresa demandada en virtud de no haber prosperado ninguna 

de sus defensas, 

Por estas consideraciones y definitivamente juzgando, fallo: 
rechazando la excepción de prescripción opuesta por el deman- 
dado y condenando en consecuencia a la empresa de los Ferro- 
carriles del listado, a alionar a los actores, señores Arturo y Fe- 
derico Firpo, dentro de los diez días de ejecutoriada esta sen- 
tencia, la suma de once mil doscientos treinta y nueve pesos con 
setenta centavos moneda nacional (|>esos 11.239.70 m/n.), con 
mis intereses desde la fecha de la notificación de la demanda a 
estilo Banco de la Nación y las costas del juicio. Hágase salier 
y oportunamente, archívense los autos. 

M. Arroyo 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Córdoba. Julio 4 de 11)35. 

Y Vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por el representante de 
la empresa demandada, contra la sentencia de fecha 19 de Di- 
ciemhrv del año p|>do., corriente a fs. 50. dictada \tor el señor 
Juez Federa! de esta sección Córdolia. en el juicio sohre colín» 
de |>esos seguido por Arturo y Federico Firpo contra los Ferro- 
carriles del Estado; en la que ha resuelto : condenar a la empresa 
demandada a abonar a los actores, en el termino de diez días, la 
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suma de once mil doscientos treinta y nueve pesos con setenta 
centavos nacionales, con sus intereses desde la fecha de la no- 
tificación de la demanda a estilo Banco de la Nación, con eos 
tas". 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sentencia 
apelada. Hágase saber, transcríbase y devuélvanse. — .Uejanilro 
Uoyan». — Mnmel .1. AlUuja. £ T. Garzón (en disidencia». 

Disidencia : 

yite en el presente caso se ha alegado por el demandado la 
prescripción, y cu consecuencia, corresponde resolver en primer 
término si ella procede o no. 

Que la ley 10.650. modificativa de la WiS.S. estableció en su 
art. 9* inc. 6?, que el tondo de la Caja de Jubilaciones y Pen- 
siones de Kmpleados Ferroviarios, se formaría, además, de otros 
recursos que se determinan en la misma, "con el importe de las 
• sumas pagadas de más |>or el público dentro del término de un 
año, quedando prescriptos los derechos de los cargadores al 
" vencer ese término". la que fué promulgada el 30 de Abril de 
1919. 

íjue esta lev es de fecha muy posterior a la 3fi27. «pie puso 
en videncia el Código de Comercio (9 de Octubre de 1889) y 
como lo dice Araya en su libro "el art. 846 de aquél, fija como 
plazo de la prescripción ordinaria en materia comercial, el de 
diez años, sin distinción entre presentes y ausentes, siempre qtte 
en el codujo o en leyes especiales no se establecen una prescrip- 
ción más corta. ("Tarifas ferroviarias", t. J>. pág. 384 y siguien- 
tes) y más adelante, que el plazo de prcscriix'ión de las sumas 
legadas tic más a las empresas por fletes, lo fija en un año el 
inc. & de la ley de creación de la Caja Nacional de Jubilaciones y 

Pensiones de kmpleados Ferroviarios, que d¡si>one que esas su- 
mas i»erd¡das j>or los cargadores, ingresen al fondo de la Caja. 
Que. consecuente con lo expuesto, la Corte Suprema de la 

Nación, ha establecido que el plazo de un año acordado a los 
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cargadores por el art. 9* inc. 6» de la ley 10.650, jara efectuar 
el reclamo corrcs|>ondientc, es de aplicación cualquiera sea la cau- 
sa por la cual se pagó y que el objeto de la ley 11.308. de acuerdo 
con el propósito fundamental ¿ c ] a 9653. ha sido fijar el destino 
de la masa de valores creada por la ley 10.650 para sostenimiento 
v funcionamiento de la Caja de Jubilaciones Ferroviarias, sin 
perder de vista los fines del aumento de tarifas autorizado (C. S. 
X.. t. 28. pág. 5251 

Que cornil lo expresa el señor Procurador Fiscal de la Na- 
ción, el propósito que persigue la ley es que el cargador que se 
apercibe de que ha sufrido un cobro indebido, intente su reclamo 
en un plazo breve, fenecido el cual quedan proscriptos sus dere- 
chos, debiendo pasar el exceso pagado a formar parte del fondo 
di la Caja (S, C X.. T. 28. pág, 525). 

Que la misma Suprema Corte, haciendo suyos los conceptos 
del señor Procurador de la Xación. ha establecido que "el impor- 
te de las sumas pagadas de más tiene un sentido claro y equi- 
valente a tocio exceso en el pago, sin entrar en distingos con res- 
pecto al motivo que lo determinó, de manera que sea cual fuere 
la causa pe* la que se pagó de más. se aplica el citado precepto 
que fija a los cargadores el plazo para efectuar el reclamo. (T. 

por las consideraciones expuestas se declara proscripta la 
acción interpuesta. 

F. T. Garzón. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Kn este juicio, originado por contratos de transporte ferro- 
viario, se discutió si era o no aplicable al caso, el termine^ «pie 
fija para la prcscr¡i>c¡ón de Lis acciones, el art. 9*\ inc. 6* de la 
ley 10.650. Como la prescripción en materia comercial está re- 
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gida |>or las leyes de fondo, ese articulo. aunque esté inserto en 
una ley esjíecial de jubilaciones, debe reputarse que complementa 
o modifica al Código de Comercio. En el mismo caso se halla el 
art. 4 V , inc. b) de la ley 9653: y bfijd tal concepto, la aplicación di 
uno ti otro i*>r los tribunales cié justicia, no puede dar motivo 
al recurso extraordinario. 

Corresponde, pues, declarar a éste mal comedido. 

Buenos Aires», Septiembre 2:í de 11>:i5. 

Juan Alvares. 

TMAJO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 2*2 de 1035. 

Y Vistos; 

Los del recurso extraordinario concedido a fs. 7\ vía., cíl 
los autos seguidos por Arturo y Federico Firi>o contra la Admi- 
nistración (¡eneral de los Fern carriles de! listado. 

Considerando: 

l v Que el recurso extraordinario es procedente por balarse 
invocado ¡>or la demandada, en su contestación, la exención fun- 
dada en el art. 9* inc. 6 V de la ley nacional X" 10.650, y ser la de- 
cisión de la Cámara Federal de Córdoba contraria a esa exención 
art. 14. inc. 3» de la ley 48 y 6 ? de la ley 4055). 

V respecto al fondo de la cuestión : por los fundamentos adu- 
cidos por esta Corte en la causa Leonardo Martino v. F. C. C. A. 
(Fallos: 'lomo 162. páj;. 27) y oído el señor Procurador <*e- 
rieráí, se revoca la sentencia apelada de fs. W, en la parte que 
ha podido ser materia del recurso. Xotiííquese. repóngase el pa- 
pel y devuélvanse. 

Antonio Sauarna. - Lns Linakks. 
B. A. Nazar Anciiorf.na. — 
Iuan B. Terán. 
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Tomkinson, Doña Ana Blamcy de, y otros contra Don Francisco 
A. Bambiclm y Jcsiis P. Olivera, sobre reivindicación y 
ños y perjuicios. 

Sumario : Es contraria al artículo 7" de la Constitución Nacional 
y a los preceptos de la ley federal número 44 sobre autenti- 
cación de actos públicos y procedimientos, la disposición de 
una ley provincial que exige la protocolización de un titulo 
¡vira acreditar el dominio y estar en juicio, por lo que no 
procede rechazar un juicio de reivindicación por la falta de 
esc requisito. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

CaUmarca, Diciembre 23 de 1930. 

Y Vistos: 

Kstos autos seguidos por doña Anita B. de Tomkinson y 
don Juan Jorl>a contra Francisco A. Bamhicha y Jesús P. Oli- 
vera, sobre reivindicación e indemnización de daños y perjuicios ; 
de los que resulta: 

1* A fs. 8 se presenta don León C Castillo ]>or los actores 
y manifiesta: 

a) Que doña Anita B. Tomkinson es dueña de Mollecito. 
campo situado en el departamento de Andalgalá y en Pomán. 

Que lo hu1*> por legado o herencia de don Samuel Lafone 
Ouevedo, quien— a su vez — compró la parte del Norte a don 
Anastasio Cisnercs y permutó la Sud a los herederos de don 
Adolfo Kstekin Carranza, los cuales la adquirieron de doña Gual- 
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berta Cisneros, esposa # Javier cisne™-.. El titulo originario se- 
ria la "merced" otorgada en 1846 a Anastasio y Javier Cisttéros. 
por el gobernador y capitán general de la provincia. Miguel 
N'avarro. 

c) Que el campo de Pipanaco es arrendado por «Ion Juan 
Jorba a Tos herederos de don Adolfo Ksteban Carranza y se ha- 
lla al Sud del anterior. 

d) Que los demandados vienen explotando leña en MoHe- 
dto y PipaUacó y apropiándosela indebidamente desde liace bat- 
íante tiempo, por valor «le un«>s pesos 20.000. 

e) Que por ello, los demanda por reivindicación, daños y 
iwrjuidos. hasta la suma que el suscripto estime proba«la o di- 
fiera a su juramento estimatorio. más sus intereses y costas. 

f) Que, a fin de asegurar precautoriamente sus derechos, 
solicita se trabe embargo preventivo sobre la leña acopiada y se 
suspendan las explotaciones en los referidos carnes. 

2* Considerando el J uzgad.^-entonoes a cargo del «l«K.tor 
Cubas «pie «lidias medidas m. j>odian practicarse hasta «pie no 
se acompañaran los títulos «le los canias (aut«» «le fs. 12). el ac- 
tor acompañó los que obran a fs. 12 y sigtcs. ; y en posterioridad 
e) testamento de fs. 42. .lee retándose las medulas a fs. 4/. pero 
únicamente i«ra Mollecito. el lugar «leí acopm de leñas y no pa- 
ra l'ipanaco. por no haberse adjunta<l«> el titulo «le éste. 

\ fs. 7.1 y si«ies.. obra la diligencia res|>ectiva. asi como la 
protesta «leí señor < >l¡vera. en el mismo acto. 

3* ( t>rri<!o trasla«l«> «le la «lemanda, lo evacúa por los de- 
mandados «Ion Lüidoro Rivera, a fs. 96. manif estantío: 

a) Que la «lemanda adolece «le «lefecU» legal, pues no «les- 
itnda con darida«l los canias mencionados ".le modo «pie con 
funde Mollccit»). frtiañomil. Pipanaco y Co1|ks". haciendo impo- 
sible individualizar su objeto. 

b i Que no se ac«»mpañan los «locumentos fundamentales, ni 
podrán— pues— aj-regarsc más adelante: pues no se presenta "el 
acta «le la entrega «leí legado" a la señora «le Tomkins..n. ni el 
contrato «le arriendo «le Jorba. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



107 



c) Que tampoco está demostrado el dominio de! antecesor 
de la señora de Tomkinson, don Samuel A. Lafonc Ouevedo, pues 
la merced a favor de los hermanos Cisneros (sus autores), es 
unía, ¡H»r tío emanar de la Legislatura provincial. Tampoco está 
prohado que la esposa de don Javier Cisneros fuera dueña de la 
parte Sud de Mollecito y no solo no consta lo heredase en el 
campo referido, sino tampoco que tuviese título en forma, pues el 
que se presenta es simple copia hecha por Juez de Paz, sin fa- 
cultados |>ara otorgarla. 

d) Que Mollecito no tiene la extensión que se le asigna; 
no empalma \m el Sud con Pipanaco. sino que entre ambos se 
extiende otro caniju. de nombre Guañomil. 

e) Que, precisamente, los demandados son dueños de Gua- 
ñomil, |x>r una antiquísima posesión; lo explotan como tales y 
sólo han extraído en él la madera embargada (entre los kms. 1000 
y 10M). 

f ) Que los actores debieron entonces comenzar reivindican- 
do el campo que ocupan los señores Olivera y Bambicha, pues no 
v: |K>sihIe pretender derecho alguno a sus frutos, sin reivindicar 
ante todo el principal. 

g) Que "contrademanda" a los actores |*>r los daños y per- 
juicios causados por las medidas precautorias de embargo y sus- 
jiensióu de explotaciones, enumerándolos a continuación. Reclama 
además las costas, c intereses de dicha suma, que estima en |>e- 
sos 1X.000 m/n. 

Corrido traslado de la reconvención, contestan los actores 
pidiendo se la rechace con costas y manifiestan: 

a i Qm se han limitado a pedir embargo y suspensión de tra- 
bajos en' terrenos propios, con lo cual solo han ejercido un dere- 
cho propio y solo así conciben que el Juzgado haya aceptado es- 
las medidas. 

h) Que, al no recurrir dentro de tercero día. los deman- 
dados han consentido estas diligencias y nada pueden reclamar. 

«los. soiHnsuficicntes y Ies niegan posesión y dominio en él. 
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<h Que Guañomil forma parte de Mollecito y se halla al Su«i 
de éste y al Norte de Pipanaco. integrando la propiedad de la 
señora «le Tomkinson, como oportunamente lo probarán. 

5' Abierta a prueba la causa, se produce la que informa el 
certificado de fs. 312. alegando los demandados sobre ella a fs. 
314. y sigtes.. y declarándose rebeldes a los actores a fs. 323 vta.. 
con lo cual se llamó autos para sentencia a fs. 325 vta.. avocán- 
dose «•! suscripto el conocimiento del asunto a fs. 328 vta.. y 

Considerando: 

|. —Falta de acción de la señora de Tomkírtsiiii: 
V Oue todo reivindicante debe probar: 

a) Su titulo de dominio (art. 2758 C. Civih. 

b) Su fxwesión del bien reivindicado a título de dueño (ar- 
ticulo citado). 

2' Oue la ley fiel Registro de la Propiedad de la provincia, 
establece : 

"Art. 91. Desde que empiece a regir esta ley no se admitirá 
en fas Juzgados o Tribunales de cualquier clase, y en las oficinas 
de Gobierno, ningún documento t> escritura de que no se baya 
hecho razón en el Registro, por el cual se constituyeren, recono- 
cieren, modificaren o extinguieren derechos sujetos a inscripción 
según la misma ley. si el objeto <le la presentación fuere hacer 
efectivo en perjuicio de terceros el derecho que debió ser ins- 
cripto". 

Art. 3\ inc. 4": l)el>crán inscribirse en el Registro: "Las 
sentencias ejecutoriadas que por herencia, prescripción U otra 
¿ansa* reconocieren adquirido él dominio o cnahinicr otro derecho 
real sobre inmuebles*. 

Art. 90: "Los títulos otorgados fuera de la provincia, mi 
podran dar lugar a ninguna diligencia en el Registro, si prcz'ia- 
mente no se protocolizan ante un escribano de la Capital, l'ara la 
protocolización son indispensables los certificados previstos por 
el art. 65". 
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3" Que el titulo en virtud del cual la señora de Tomkinson 
tunda su propiedad de Mollento es un testamento otorgado en 
la provincia de Buenos Aires, en 1920. Y como en virtud del 
mismo pretende haber adquirido el dominio de un bien raíz ubi- 
cado en Catamarca. ha debido acreditar: a) que estaba aprobado 
por el Juez de la testamentaría; b) que estaba protocolizado por 
un Juez de Catamarca (art. 90, ley del Registró de la Propiedad 
de Catamarca) ; c) que se había inscripto en el Registro Inmobi- 
liario de Catamarca (art. 91. ley citada). 

4 V Sólo así pudo reconocérsela dueña de Mollecito y admitír- 
sele la invocación del testamento en juicio; pero ninguno de estos 
requisitos se ha probado. Por el contrario, consta : 

a) Que en la Dirección General de Rentas, dicho campo 
continúala abonando impuestos a nombre de Samuel A. Lafone 
Ouevcdo, después de trabada la "litis contestado" (informe fs. 
¡99 vta.). 

b) Que la actora lio se halla en posesión judicial como lega- 
tario, ni heredera, sino en calidad de administradora testamen- 
taria del bien, porque los jueces de Catamarca se han negado a 
conferirle posesión en el primer concepto (absolución de posicio- 
nes de ís. 302, preg. 3*, respuesta a fs. 306). Según el informe 
efe fs. 243 vta.. solo posee en calidad de coalbacca. 

5 V Por lo tanto, la invocación y admisión en juicio del tes- 
tamento de fs. 42 y sigtes., es un acto prohibido por !a ley del 
Registro «le la Propiedad y que carece de toda eficacia, estando 
fulminado expresamente con nulidad (arts. 18 y 1044. Código 
Civil). 

6" Por otra parte, una vez tralwda la "litis contestado", el 
cuasi contrato originario no puede ya modificarse: improbado e 
inadmisible en esa oportunidad el titulo de dominio, resultaría 
innocuo averiguar sí posteriormente se perfeccionó. 

Tampoco podría prosperar una acción de daños y per- 
juicios, pues consistiendo los presuntos daños en una apropiación 
indebida, es previa la demostración del derecho de dominio so- 



110 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



g» En consecuencia la señora de TmUnsm HM ac- 
ción |n>r reivindicación y daños y jjerjuicios. 

|| — Kalu de acción del señor Jorlw: 

I" Idénticas consideraciones caben respecto al señor Juan 
Jorba : un contraten de arriendo no le confiere sino el carácter de 
' locatario", que es insuficiente para reivindicar el bien o bienes 
explotados (áft 275X Cód. Civil». 

>> Sin t-mbargo. com«> se reclaman además daños y perjui- 
cios y éstos podrían dimanar del aprovechamiento del campo 
sobre el cual ejerciera su uso y g«¿C (arts. 1495 y 1504 Código 
Civil), es menester señalar que carece igualmente de acción \wr 
este concepto. Eli efecto: 

a» 121 act<»r manifiesta que su contrato de arrieiulo con \ »> 
heredero* de don Adolfo Carranza era verkil í fs. 107 vta. ) ; pe* 
eo intenta probarlo con la carta de fs. 122 y diversos testigos. 
Este «enero de prueba es inadmisible, pues según resulta de la 
carta expresada, el precio era de pesos 300 anuales y |>or lo tanto 
no cabe la prueba testimonial (art. 1193 Cód. Civil». Par otra 
parte el mismo señor Jorba reconoce a fs. 300 que carece de con- 
trato escrito (respuesta 3* a la absolución de j>osiciones > 

b) Además debió probar ion documentos auténticos que las 
personas que le arrendaron el campo, eran dueñas del mismo o 
tenían facultades para el acto íarts. 1510/1 y 1512 Cód. Civil j. 
Dé este extremo no se ha ofrecido más prueba que algunos di- 
chos de testigos, la mayor j*artc de oídas y algunos informes de 
oficinas públicas vinculados remotamente al asunto. 

3" Tampoco se ha probado la existencia del perjuicio para el 
señor Jorba. pues no se ha demostrado que la explotación se ve- 
rificase en- Pipanaco. Por el contrario: 

a) Eli la absolución de jiosieiones de fs. 300 y sigtes., el se- 
ñor Jorba dice que "considera jiersonas honradas y tralwjadoras 
a los sentires Francisco A. Bambicha y Jesús P. Olivera" (res- 
puesta 12»), lo cual constituye toda una fuerte presunción de que 
éstos no delwn halierle inferido los serios perjuicios que se pre- 
tende en la demanda, y que se califica de delitos criminales. 
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l»l El embargo de leña se ha concretado a las ac< 
Mollecito —según el actor— y en Guañomil. según los deman- 
dados, pero no se extiende a Tipanaco (oficios de fs. 50. 55. 57. 
etc. y absolución de posiciones de fs. 309, respuesta 10»). 

£-) Los testigos de los demandados, declaran uniforme y ca- 
tt'góricamentc que la explotación se verifica!* sólo en Guañomil 
(no en Pipauaco) : diputado provincial Emilio Vergara (fs. 261 
vía., respuesta 12*), Solano Caray (fs. 271, preg. 8a.), Manuel 
José Valdez (fs. 273 vta.. preg. 8a.), Manuel Soria (fs. 275, preg. 
8a.), Angel T. Contreras (fs. 277, preg. 8a.). Marduquc Fuen- 
/alida (fs. 281 vta., preg. 8a,), Rufino Balverdi (fs. 284 vta.. 

d) En cambio los testigos del actor no son concluyentes. A 
ninguno se le interroga directamente si la explotación se efectua- 
ba o no en I'ipanaco, o bien preguntados, declaran: que "no co- 
nocen los linderos del catnpd*' (testigo Zelarrayán. fs. 209, repre- 
gunta 1" i. que "no conocen" (testigo Contreras, fs. 211, pregun- 
ta que "no saben" (.testigo Juan Díaz. fs. 213, pregunta 
14°). que "no precisan la propiedad en que se hizo" (fs. 217, 
pregunta 14'';. 

e) Faltan pues dos recaudos esenciales |>ara que prospere la 
acción: la prueba del título suficiente y la del perjuicio sufrido. 

I* Demostrada la improcedencia de la demanda, correspon- 
de estudiar la reconvención. 

Esta se funda en los perjuicios causados i>or el eml>argo y 
susjK'nsión de explotaciones. 

Los actores objetan principalmente : 
a) Que dichas medidas precautorias son 
.pie con 
10 ( 

Lo primero no puede admitirse, frente al rechazo de la de- 
manda. En cuanto a lo segundo, tampoco es aceptable: 
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a) El recurso establecido por el nrt. 452 fiel C'ód. úe Procv. 
contra los embarcos preventivos, solo puede ftmdaíse en su im- 
procedencia por razones de forma, es decir, porque 09 estén 
encuadrado}) en los arts, 443 y siguientes fiel mismo código. Desde 
este punto «le vista, puramente formal, el consentimiento se lia 
debido producir (como ya lo sostuve en el caso "Menecier v \ 
Martínez", sobre cobro de pesos, en el cttal solo se discutía esta 
faz ílel embargo). 

Pero las razones de fondo en que se fonda el embarco, no 
pueden discutirse en este recurso, pues quedan reservadas j>arn 
ventilarlas en el juicio respectivo, del cual no es el embarco sino 

b) Un embargo trabado con arreglo a los arts. 443 y si- 
guientes fie! CYxligo de Procds.. no podrá levantarse por medio 
fiel recurso establecido en el art. 452 fiel mismo, pues será pro- 
cedente. Xo obstante: si después del juicio ordinario correspon- 
diente resulta que el cmlwirgante carecía de derecho y obró con 
fiólo o negligencia al trabarlo. del»crá responder |>or los daños y 
l>er juicios, conforme a los arts. ÍÍQ9 y concordantes del Código 
C ivil. Incisamente por ello, el art. 449 fiel Gídigo fie Protfs., es- 
tablece que el embargo preventivo se trabará "!>ajo la respon- 
sabilidad y caución juratoria del solicitante" : y por la misma ra- 
zón así se ha decretado en autos (resolución fie fs. 47 vta. >. 

2* En el "suh judice". los actores han obrado con negligen- 
cia o ligereza: no han acreditado título alguno suficiente; no han 
demostrado el perjuicio y — finalmente— rio han demostrado 
tener derecho real ninguno sobre Goañnmi!. donde se o])erahan 
las explotaciones de ttamhicha y Olivera. Por el contrario, los de- 
mandados ofrecen ocho testigos perfectamente de acuerdo en que 
los hermanos Nieva y su padre, don Allnrrto Nieva han poseído 
< ¡uaííomil. donde cfectualjan sus explotaciones, |>or más fie trein- 
ta años y han aparecido públicamente como dueños practicando 
toda clase <le actos posesorios: diputado provincial Kmilio Yerga- 
ra (fs. 25S vta.. preguntas 7a.. 8a. y 9a.) ; Manuel José Yaldcz 
( fs. 273. preguntas 4a. y 5a.) ; Solano Garay (fs. 270 vta. y 271 . 
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preguntas 4a. y 5a.); Manuel Soria (fs. 275. preguntas 4a. y 
5a.) ; Angel T. Contreras (fs. 277. preguntas 4a. y 5a. > : Mar 
duque Fuenzalida (fs. 28! vta.. preguntas 4a. y 5a.): Rufino 
Halvcrdi (fs. 284 vta.. preguntas 4a. y 5a.) y Policaq*» Soto ( fs. 
J87. preguntas 4a. y 5a.). 

Además, los propios testigos de los actores, declaran en idén- 
tico sentido al ser repreguntados. Así ocurre con los testigos: 
Zelarrayán (fs. 209. 3a. pregunta) ; Díaz (fs. 214. 3a. pregunta) 
y l>>mingo N. Fernández (fs. 219 vta.. repreguntas la. y 2a.). 

3* En cuanto al perjuicio indemnizante, resulta imposible 
desconocerlo, ya que los mismos actores reconocen e invocan la 
explotación de campos de esa región, como fuente de grandes 
recursos. 

Del informe de los Ferrocarriles del Estado, resulta que en 
los años 1928 y mitad de 1929, la explotación efectuada poí Oli- 
vera y Üamhiclia alcanzó a 3.014 toneladas, que le vewlian a 



m/n. o sea un promedio de $ 21.996 m/n. anuales. 



(fomenté dos años (desde el 29 de Diciembre de 1928: diligencia 
de fs. 73 v. y sigtcs. >. De este promedio deberán deducirse gastos, 
eventualidades «le pérdida, tralsijos y molestias que se han econo- 
mizado al |Kiralizarse la explotación, riesgos, etc., etc. Asimismo, 
las toneladas vendidas no obstante la prohibición, que alcanzan a 
1.047 toneladas y a 374 (desde principios de 1929 hasta Junio del 
mismo año) según el mismo informe: es decir, alrededor de 
S 15.000.—. 

Los demás perjuicios no están acreditados o son despre- 
ciables. 

4» No existiendo prueba concreta del monto de los daños, 
fuera de las referencias vagas que se aluden en el párrafo ante- 
rior y no siendo presumible que de alcanzar tan elevada suma, los 
demandados no se hubieran preocupado de probarlo mejor, el sus- 
cripto considera aplicable el art. 220 del Cód. de Proccls.. y la 
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abundante jurisprudencia del mismo, fijando un límite discreto 
— mucho menor, por cierto que el reclamado — de $ 8.000 mané? 
da nacional para los dos demandados, dentro del cual deberán 
prestar juramento cstimatorio. 

IV. — Por las consideraciones de hecho y de derecho expues- 
tas, fallo en definitiva: rechazando la demanda y haciendo lugar 
a la reconvención por la suma que determinará el juramento cs- 
timatorio de los demandados, dentro de la suma de ocho mil pe- 
sos moneda nacional; todo con costas. A cuyo efecto, regulo los 
honorarios del doctor Ernesto Acuña en la suma de dos mil pe- 
so* nacionales y los derechos procuratorios de don Eudoro Ri- 
vera en mil pesos de igual moneda. Xotiíiquese previa rep. de 
fojas, y. si no fuera apelada, archívese. 

Dalmiro A. Ahina. 

Ame mi: T. Cordel. 



SENTENCIA DE I.A CORTE DE JUSTICIA 

Catamarca, Agosto 5 de 1933. 

1* ¿Está arreglada a derecho la sentencia apelada, en cuan- 
to no hace lugar a la acción entablada? 

2? ¿Lo está igualmente en cuanto hace lugar a la recon- 
vención deducida? 

$> ¿Qtíé pronunciamiento corresponde a las costas? 
A la primera cuestión planteada, el señor Vocal doctor R. 
Arturo Ahumada, dijo: 

En mi entender, el fallo del Inferior es claro y evidente. 

l-os documentos que presenta |>ara accionar la señora de 
Tomkinson, son: el testamento ile don Samuel Eafone y Queve- 
do y los títulos de la propiedad de este denominado El Mollecito. 
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acuerdo con los arts. 3». 89, 91 y 94 de la ley del Registro (le la 
Propiedad (1913) esos documentos no prueban el dominio o 
\x>r lo menos son insuficientes para estar en juicio. 

La discusión que se promueve en esta instancia encierra ade- 
más un error en la interpretación de los fundamentos por los 
cuales d Inferior niega al accionante el derecho de reivindicar. 

Actor y demandado se engolfan en discusión sobre é) alcan- 
ce de la declaratoria de herederos hecha |x>r el Juzgado de l-i 
Plata a favor de la señora de Tomkinson. Mientras el primen, 
sostiene que está implícita en la declaratoria, la posesión particu- 
lar de los bienes heredados de don Samuel Lafonc y Que vedo; el 
sonido pretende que esta posesión tiene que pedirse a los jueces 
del lugar en que están situados los bienes, para tener el dominio 
perfecto que le permita accionar. 

Machado y Privones, los arts. 3412 y 3413 y sus concordan- 
tes del Código "Civil, afirman que los herederos que no sean as- 
cendientes o descendientes y los instituidos por testamento, tienen 
la obligación de pedir la posesión a los jueces. lista interpretación 
favorece las autonomías provinciales y evita la incertidumbre del 
derecho. I-a íiltima jurisprudencia de la Capital Federal, sostie- 
ne sin embargo, que la declaratoria sin otra formalidad es su- 
ficiente para la trasmisión en distinta provincia de los bienes 
del causante. 

Esta cuestión que puede ofrecer dudas en otras provincias 
jxir la diversidad de opinones carece de imj)ortancia entre nos- 
otros porque el caso está regido i>or disposiciones expresas del 
Registro de la Propiedad y no ha sido alegada su iiKonsthucio- 
nalidad; ni aparece evidente la contradicción con el Código Ci- 
vil para que pudiera declararse. 

Las disposiciones legales citadas de las provincias, no son 
además interpretativas de la ley civil, tienen causas más hondas, 
más fundamentales. 

Las provincias en nuestro régimen de gobierno, son Estados 
semiautónomos que conservan todo el poder no delegado en la 
Nación. 



Itü 
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esta a 



utonomia 




a los jueces 



locales 



juzgar las cuestiones que se promuevan sobre la posesión o pro- 
piedad de los inmuebles ubicados en su territorio y dictar las nu - 



Xo se niega l*>r ejemplo, la eficacia de los contratos, testa- 
mentos U otras formas de adquisición celebrados en otras provin- 
cias y que son regidas ]>or el Código Civil ; pero se exige en las 
provincias medidas protectoras del orden y del derecho de sus 
habitantes, condiciones que delien cumplirse para que pueda en- 
trar el derecho en actividad. 

1.a Suprema Corte Nacional consigna en Itrio de sus fallos : 
" Cada Estado tiene poder exclusivo de legislación sobre los bie- 
M nes raices situados en su territorio y éstos no pueden ser posci- 
"dos. adquiridos ni vendidos, sino conforme a las leyes y esta- 
" tutos de la tierra donde están ubicados. Las provincias de la 
" República son soberanas o independientes entre ellas; por cotí- 
" siguiente son aplicables a los contratos sobre bieues raices ce- 
" lehrados en una de ellas, con respecto a las demás, las disposi- 
" ciones consignadas en el Código Civil, art. 10, título (*, de los 
M preliminares, capitulo 6*, título I, serie 3». libro 2*\ 

l<a protocolización de las escrituras de venta de bienes rai- 
ces, celebrada en pais extranjero ó en otras provincias, es nece- 
>ario para tranquilidad del comercio y la seguridad de los con- 
tratos. Kn la provincia de Córdol». no tienen efecto jurídico las 
escrituras de venta de bienes raíces, no otorgadas o no protocoli- 
zadas en la provincia — tomo 14, pág. 18. 

lista resolución de la Corte Nacional de Justicia, se refiere, 
como se vé. a todas las formas de enajenación o adquisición de 
inmuebles, porque las consecuencias son las mismas, si no se res- 
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La circunstancia de ik> estar protocolizada la declaratoria de 
herederos, el testamento de don Samuel I^tfonc y Qucvedo, y la 
escritura El Mollento, ni inscriptos en el Registro de la l*ro- 
piedad. los derechos de los nuevos propietarios de El Mollccito. 
señora de Tomkinson. cuyos títulos serian aquellos documentos, 
ésta no puede reivindicar de acuerdo con el art. 2758 Código 
Civil. 

Los jueces efe la provincia de Buenos Aires, tienen declara- 
do que: "Xo se inscribirá ningún contrato hecho fuera de la pro* 
vinera, sin estar cumplidos los requisitos cié la protOCOlitaciótt por 
escritura pública en cualquier Registro de la provincia. El mis- 
mo requisito debe llenarse cuando se trate de otros actas Htijetos 
a inscripción, pasados fuera de la jurisdicción provincial ya sean 
sentencias o ejecutorias"— Suprema Corte, IIM-1444. 

Siguiendo esta misma doctrina, el art. 91 de la ley del Regis- 
tro de la Propiedad, establece que no se admitirá en los Juxgados 
o Tribunales ningún documento escritura de que no se haya 
tomado ra/ón en el Registro, si el objeto fuera hacer efectivo 
en perjuro de tercero, el derecho que debió ser inscripta 

En cuanto el otro accionante— señor Jorfe— pretende reivin- 
dicar en calidad de arrendatario de la familia Carranxa. 

Para que proceda la reivindicación es necesario según el art. 
2758 del Código Civil: 1' dominio sobre cosa determinada; 2* 
l>érdida de la posesión y 3 V que el reivindicado se encuentre en po- 
sesión actual de la cosa. 

Ahora bien : al arrendatario no se le trasmite el dominio sino 
el uso de la cosa, en consecuencia no puede reivindicarse —art 
1493 Código Civil. 

I'odria sostenerse que el señor Jorfe tiene el dominio de las 
maderas del bosque arrendado, jwro no se probado que la fa- 
milia de Carranza sea propietaria de Pipnnaco y el documento 
(irivado agregado para probar el arrendamiento carece de las con- 
diciones fundamentales para su validez, pues solo N hace cons- 
tar el precio del arriendo, además, por el art. 1035 del Código 
Civil, su fecha es jwsterior a los hechos que motivan la "litis". 



118 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Por otra parle, como muy bien lo dice el Interior. Jorlwi no 
ha probado los perjuicios que dice sufrió. 

I-a manifestación de los demandantes y demandados, esta- 
blece que la explotación se hizo en Mollecito y Guañomil. 

A los testigos de Jorba no se les pregunta directamente so- 
bre la explotación. |>ero declaran no conocer los limites de P¡- 
ixuiaco. de modo que tampoco pueden conocer si esa propiedad 
fué explotada por los demandados. En cambio, ocho testigos de la 
otra parte afirman que no se explotó el bosque de Pipanaco y |x>r 
la forma y manera de contestar merecen entera fe. 

Y por último la demanda es improcedente porque se entabla 
acción reivindicatoría de cosas accesorias de un inmueble, sin 
que exista esta acción para ello, arts. 2762, 2318, 2329 del Código 
Civil y nota del codificador a este último articulo. 

Kl actor en todo caso debió reivindicar la parte del inmueble 
de que |K»r propia confesión, está en poder de Bambicha y Oli- 
vera y al recobrarla podría obtener con la devolución de los usu- 
fructos, la indemnización de la madera y leña que ahora preten- 
de obtener— Derechos reales" de Salvat, N 9 2044. 

De todo lo expuesto resulta que doña Anita B. de Tomkin- 
son ni don Juan Jorba tienen acción para promover este juicio. 

Voto pues |M>r la afirmativa. 

Por iguales fundamentos, el Vocal doctor Ocampo. adhirió 
al voto que precede. 

A la misma cuestión planteada el doctor M. Herrera, dijo : 

Estoy de acuerdo con los Camaristas preopinantes en cuanto 
a la falta de acción de la señora de Tomkinson, porque si bien es 
cierto que ha sido muy discutida la constitucionalidad de las leyes 
del Registro de la Propiedad que tienen las provincias y en el 
caso estas parecieran estar en pugna con el art. 7 9 de la Cons- 
titución Nacional, la Corte Suprema de la Nación en reiterados 
pronunciamientos, ha dejado establecido que aquellas leyes pite- 
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den ser tU íf¡-l/í > fas fít>/Ví#rv en oso fie atribuciones consli- 
liuionale* y de MiWfAi* con el art, 1211 del Código Civil 
\n\tm í|W «día* **i lnd*f arodíenie* entre si, Estoy de acuerdo con 
la interi/relacíón que informa §H§ jorisjFrodencía, Lo* acto» de 
una di' aqifllla* que refieran * I» constitución del dominio, dc- 
l»c*ii *er |wtot'"M/0d<* en <>* que «e han de ejecutar, para que ins- 
cripto* \wáw surtir km etwtm U"/jiU-< correspondientes, 

lisia jurisprialerada "no dipute la fe de lo* procedimiento» 
judicial*»", m "*fno ' orno /•! acto dr transmisión que con- 
sagra", Kl testametHo del seftor fxfone, "tMk subordinado por 
las leyes locales a h* rta* formalidades que tiemlen a asegurar »ti 
eficacia M« eaíg* el Ctfmf4ímíe«lo de e*o» requisito» establecido» 
l>or la legislación provincial dictóla en uso de facultades privati- 
va* di? las prwtarifN 0Mf (V dan sus propias ínstíiucíoncs lócale» 
y «seguran su nAminirtmVm <U juatkk, determinando la organi- 
zación y pr< awfintieM'' /le *tM tribunales", Palabras del fallo de la 
C orle Suprema d? la Nación, tomo 124, pág, 110, 

Tamjwo, dada la ioterpretaci/rtt aludida <lel mencionado art, 
1211 del CMb CMI, *n contradicción tal jurisprudencia 
6CM la ley <l* fotuto, sino qtte la infer^eta únicamente, "ella no 
aféela la valide/ <bd a*'»/* pÉf' referente al inmueble donde 
se dicen efe* h wd"* lf/s UhUh** á* los demandado», "ni desconoce 
IU autenticidad, UmaiHfi"*' a rrsdver una cuestión de forma con 
aplicación a l*y*s ba'ales que han podólo dictarse para as^urar 
la eficacia jurídica de la transmisión de Menas raíces, situados en 
territorio proviwjal" (pataleas del fallo citado;, Concordante- 
mtnti KM esta dortfdli e* la «««rentada pr*r el mí«mo alto Tribu- 
nal en lo* Panos M, |^ 4ft, lomo 14, pág, 18, a que se refiere 
el voto #H doctor Abnmoda y lomo <0, pág, 143, considerando 7'. 

Si bien los falto* d* Ja Jtoprem» Corle de la Nación no ca- 
san el derecbo 4$ mmf^t a frurstras instituciones, dichas reso- 
luciones llm» una enorme Mtorrifaá en sus palabras, las que si 
bien en este MM eslAn en r'tttt'Miktürti con la enseflanza de algu- 
nos tralwlistas iStefvm, umi J, páff, "Apimtes solare derc- 
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chos nales" tomados de las conferencias de Lafailte, tomo I. 
nota de la página 14 y tomo 3*. pág. 31, 2* edición), interpretan 
el derecho con sabiduría indiscutible. 

Además, demandada por los actores la reivindicación «le las 
maderas cortadas por los demandados, éstos adujeron que su ex- 
plotación se realizaba en Guañomil y no en Mollecito ni Pipanaco, 
que es donde los actores dicen se efectúala. 

Del estudio de la prueba resulta a mi sentir, que la explota- 
ción se ha hecho en terrenos que los testigos ofrecidos f»r los 
demandados, unánimemente expresan pertenecer a Guañomil 
(contestación «le las preguntas 2a. y 12a.. del interrogatorio «le 
fs. 256. por el ex diputado provincial don José E. Vergara y a las 
preguntas 2a. y 8a. del interrogatorio de fs. 264 v . por los tes- 
tigos: Solano Garay. «le 70 años. fs. 270; Manuel José Valdcz. 
«le 69 años. fs. 272 vta. ; Manuel Soria, de 71 años, fs. 274 vta.; 
Angel T. Contreras «le 66 años. fs. 276 vta.; Rufino Balverdi. 
«le 75 años. fs. 284; Policarpo Soto, de 80 años. fs. 286 vta. y 
Mardoquco Fuenzalüia, fs. 281. Es indudable que la explotación 
se ha hecho al 5. del rio Blanco, limite N. de Guañomil. según 
esa pruelia. Con Uxloello y siendo las salinas el limite O. del cain- 
|x> Guañomil (me sigo refiriendo a dicha prueba), ha queílado 
establecido que la explotación no se realizó en Mollecito, inmue- 
ble sobre el que se ha presentado i>or la parte aetora títulos que 
acreditan su dominio presuntivo. En efecto. la parte a que se re- 
fieren los limites indicados por la prueba de la parte demanda«la, 
habría salido hace tiempo del poder de la familia La tone, «lada la 
posesión treintenarta "animus domine" que en el solo poder de 
los hijos de «Ion Allierto Nieva, habría perfecebnado la pres- 
cri¡ición a su favor (contestación de los testigos mencionados a 
la pregunta 7» del interrogatorio de fs. 256 y 4a. del «le fs. 264). 
En cuanto a la explotación que pudo efectuarse en Pipanaco, co- 
mo lo dice la sentencia apelada, el actor señor Jorlia. no ha pro 
bado su «lerecho a demandar, ya que no ha justificado ni la pro- 
piedad «leí campo jara su loca«!or ni sobre todo su propio carác- 
ter «le locatario con el contrato escrito que correspondía (art. 
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1193 Código Civil). Esta disposición expresa: que los contratos 
que excedan de $ 200 deben ser hechos i>or escrito. Kilo no im- 
|x>rta una contradicción como sostiene Machado, con el art. 1188 
del mismo código, fx>rquc éste dispone que los contratos verba- 
les valdrán como obligación de hacer, lo que previamente exclu- 
ye su valor como contrato. Y en cuanto se refiero a la locación 
que no tiene forma expresa, este artículo importa una excepción 
para la que pase de $ 200, pues no se comprende como la ley, si 
se requiriese solo el consentimiento de las partes, pudiera recha- 
zar la prueba testimonial. Lo que dice Llerena en cuanto a esta 
clase de contrato, no importa en mi sentir una interpretación, sino 
una contradicción con la ley (tomo II, pág. 288). En cuanto a la 
carta de fs. 122, no es siquiera un principio de prueba jx>r escrito 
|w>rque. entre otras razones, no está reconocida su firma. Está 
pues bien rechazada la acción reivindicatoría y |>or los funda- 
mentos aducidos en este voto, la de daños y j>erjuicins. 

i 

Por estas consideraciones, voto por la afirmativa. 
A la segunda cuestión el doctor Ahumada. 



La contradi manda se funda en los perjuicios sufridos |x>r 
la parte demandada con motivo del embargo y sus|>cnsión de la 



[tie. 

Los señores Banihicha y Jesús 1*. Olivera, han demostrad. • 
que Guañomil es distinto que el Mollecito y que don Alberto 
Nieva y sus descendientes dentro de los cuales están los deman- 
dados tienen una posesión de más de treinta años de la primera. 

En consecuencia son propietarios de Guañomil de acuerdo 
al art. 4016 del Código Civil. Pero supongamos que esto no fue- 
re exacto, los demandantes — Tomkinson y Jorba — tío han 
justificado el dominio que invocal>an sobre el Mollecito y Gua- 
ñomil, de modo que al privar a los demandados de la explotación. 

en defensa de lo que creían era su de- 
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rechi) y de estar consentidos, |>or<|ue en esta materia no hay cosa 
juzgada y si esos derechos resultan inexistentes, su defensa re- 
sulta acto ilícito y como tal generadores de daños y perjuicios y es 
en previsión de esto que se dictó la medida Ikijo la rcspousabili- 
dad de los demandantes— Cámara Comercial, tomo 71. pág. 113. 

La ley de procedimientos indica la forma en que se dictan ta- 
les medidas ; mientras que la ley civil, reglamenta su consecuen- 
cia cuando las medidas son ilegales — Corte Suprema Nacional, 
tomo 85. pág. 228; Cámara Civil, tomo 95 f pág. 349. 

Níiligún acto voluntario dice el Código Civil, tendrá el carác- 
ter de ilícito si no fuere expresamente prohibido por las leyes or- 
dinarias, municipales o reglamentos de policía y a ningún acto ilí- 
cito se le i>odrá aplicar pena o sanción de este Código, si no hu- 
biere una disposición de la ley que la hubiere impuesto — art. 
1066. Con este artículo son concordantes el 1067. 1068. 1069 y 
1071 del mismo código y arts. 444 y 449 del Cód. de Procds. De 
todo lo expuesto, resulta evidente la res|>onsabilidad de Tomkin- 
son y Jorba. 

En cuanto a la apreciación de los daños y perjuicio* él In- 
ferior ha procedido correctamente al aplicar el art. 220 del Cód. 
de IVocds., porque la prueba de autos es insuficiente para fijar 
con exactitud su monto. 

Su existencia es evidente, puesto que los señores Tomkinson 
y Jorba manifiestan que el bosque fué fuente de innumerables 
beneficios |>ara los demandados, quienes lian extraído de él. más 
de cien vagones de leña e innumerables postes de retama. 

Kl informe de los Ferrocarriles del Estado, manifiesta a su 
vez que en el año 1928 y mitad de 1929, la explotación de leña 
alcanzó a tres mil catorce toneladas que vendieron a $ 10.95 la 
tonelada lo que hace un total de $ 33.003. 

El Inferior < le.-- cuenta de esta suma, las economías al para- 
lizarse la explotación, las toneladas vendidas no obstante la pro- 
hibición, y como no se ha justificado el monto de los daños y per- 
juicios, fija de acuerdo a estos datos, la suma de pesos 8.000 mo- 
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neda nacional, jara que el actor establezca, lujo juramento, la su- 
ma <le los perjuicios reclamados. Esta apreciación la considero ele- 
vada, debiendo ser reducida a la suma de $ 5.000 monería na- 
cional (Cámara Civil, tomo 108. pág. 190). 

Por te expuesto, voto i>or la afirmativa. 

A la misma cuestión planteada el doctor Ocampo, dijo: 

Se ha constatado palmariamente que los actores. (Tomkinson 
y Jorlia) además de su falta de acción para demandar, han obrado 
con ligereza, desde que toda la prueba de autos evidencia que la 
explotación se ha verificado en Guañomil. propiedad sobre la que 
carecían en absoluto de dominio y posesión, n« asi Bambicha y 
Olivera, que han justificado de sobra sus derechos sobre tal 

iCíuld. 

Ello evidencia que al haberse solicitado dicha medida precau- 
i.iria sin justificarse oportunamente los extremos c,ue la hacían 
conducente, quien así procedió, debe responder y cargar con las 
consecuencias emergentes de tal acto, más aún si el fué decretado 
Imjo la responsabilidad del peticionante. En el fallo que se re- 
gistra en el tomo 28. pág. 282 de J. Arg.. se ha sentado la buena 
doctrina siguiente: "El embargo indebidamente practicado es un 
hecho susceptible de originar por si mismo verdaderos daños y 
jwrjuicios, cuya existencia real dclic justificarse \mr el actor, y su 
monto debe ser satisfecho por el solicitante del primero". 

Bien es cierto que en autos no se ha allegado una prueba 
fehaciente del monto de los i>erju¡cios causados, pero se ha jus- 
tificado que ellos se han producido. A este resjwcto hay confe- 
sión i>or amlias partes al reclamarse mutuamente indemnizaciones 
( ver absolución de j>osiciones fs. 162 y términos en que ha queda- 
do planteada la "litis"). Por otra |»rte. está el informe «le los 
Kerr.Karriles «leí Estado que da un índice jara considerar «pie 
los perjuicios se han evidentemente «icasionado. 



Ahora bien, como en autos no se ha traído la apreciación 
exacta de dichos j>erjuicios. opino corno el "a quo" que ellos deben 
deferirse al juramento cstímatorio. 

Por ello y tas razones dadas |>or el Vocal preopinante, me 
adhiero a su voto. 

A la segunda cuestión planteada el doctor Herrera, elijo: 

• 

Considero arreglada a derecho en principio, la reconvención 
porque como dijo el doctor Repetto en el fallo que se registra en 
el tomo 6% |>ag. 178 de J. Arg.. "Cuando se carece de derecho 
" j>ara pedir un embargo preventivo, hay siempre negligencia y 
" de ahí que la ley procesal sin violentar los principios que domi- 
" nan la culpa aqttiliana, antes bien haciendo de ello una aplica- 
ción justa, imponga responsabilidad por los daños y perjuicios 
u a quien le» solicitó en aquellas condiciones". 

Y este» que se afirma del embargo preventivo es igualmente 
aplicable a la prohibición <Tc la explotación de un camj>o. Ambas 
razones, pues, de acuerdo al art. 1109 del Código Civil, hacen 
Caramente procedente la reconvención deducida. 

Em|>cro, en cuanto al perjuicio que se habría ocasionado, no 
hay a mí juicio, la base necesaria para su liquidación porque no 
solo no se ha justificado el monto demandado, sino que tampoco 
se ha demostrado la existencia real del perjuicio aunque en canti- 
dad menor para pixler librar la fijación de dicho monto al ju- 
ramento estimatorio de los contrademandantes, como lo hace la 
sentencia apelada. Para ello es necesario que el límite fijado no 
sea caprichoso sino que resulte de la prueba rendida, que sea pru- 
dencial y que en los autos se encuentren las lwses fundamentales 
para ese limite. 

Dos son los actos que hacen surgir de acuerdo a la eontrade- 
manda, la obligación de indemnizar los daños y perjuicios: 1" 
el emlwrgo indebido y 2* la suspensión de explotación. 

í uanto al primero que solo se practicó en las maderas cor- 
tadas por el señor Olivera, no hay en el expediente, prueba algu- 
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na de que estuviesen ven 
depreciado. No corres 




». la cbntkna- 



Kn cuanto a la suspensión, labia un contrato del señor Bam- 
l»icha con los Ferrocarriles del Estado (fs. 233) y para 192S y 
otro para 1929. Ambos, según la misma pruelia. han sido servi- 
dos, y es de suponer que el de 1929 lo fuera con la madera que 
a dicho señor Bambicha no le fué embargada, pero ignoramos a 
cuánto alcanzaban tales contratos; qué cantidad .quedó sin cum- 
plirse ; qué perjuicios se irrogaron. Nada se ha probado de que 
la madera estuviera vendida o con contratos en trámites para los 
años sulisiguientes. El interrogatorio de ís. 265. solo tiene la pre- 
gunta 17* que se refiere a un contrato sobre la leña con el ierro- 
carril y no se interroga sobre el "quantum". Por otra parte, ya 
sabemos que solo Bambicha tuvo tal contrato. El de fs. 258. si fi- 
ja monto: pero el ex diputado Vergara al contestarlo, dice: que lo 
único que sabe es que existía un contrato. De las absoluciones de 
luiciones a los actores, tampoco puede deducirse nada. 

En la imposibilidad, pues, de dar un limite i*ra el juramento 
estimatorio. me veo en la imprescindible obligación de votar en 
contra de la reconvención sin poder dejar librada la fijación de 
su monto para otro juicio, puesto que ha sido objeto de este. 

En el fallo que so registra en G. Arg.. t. 2», pág. 99. el elec- 
tor Casares decía las siguientes palabras que encuentro aplicables 
a este asunto: "No hay pues base para afirmar que se hayan pro- 
ducido los perjuicios y la simple posibilidad de su existencia. . 
Ni autoriza una condenación determinada que supone siempre la 
prueba concluyeme del daño y de su monto porque es exclusiva- 
mente reparadora: ni permite deferir la determinación de su im- 
portancia al juramento estimatorio. porque éste exige, ademas de 
la justificación del perjuicio, elementos que coloquen al criterio 
judicial en condición de apreciarlo aproximadamente, excluyendo 
lo arbitrario y que no concurren en el caso; ni da lugar a reser- 
vas de derecho porque los señores. . . hicieron estimación de ello, 
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y la sentencia debe, por lo tanto absolver o condenar (arts. 219. 
2» apartado y 217 del Código de Procds.)". A este voto se adhi- 
rió el Tribunal. 

Ka doctrina de cate fallo, es la misma que la del fallo que se 
registra en la misma revista de jurisprudencia: tomo 7. pág. 41. 

también la opinión de Rodríguez (Comentarios al citado art. 
219 y al 220 del Código de Procedimientos). 

por estas consideraciones, voto pues, por la negativa. 

\ la tercera cuestión planteada, el doctor Ahumada, dijo: 

Voto por !a imposición de las costas, jxirque se ha compro- 
¡«ido que ni la señora de Tomkinson ni el señor Jorlwi. tuvieron 
razón para litigar y las costas son las consecuencias de los daños 
y perjuicios causados. 

Eri cuanto a la estimación que hace el Inferior, la encuentro 
justa por el tralajo constante en autos y la importancia del asunto. 

Por iguales consideraciones el señor Vocal doctor Ocampo. 
adhirió al voto que precede. 

A la Bita cuestión planteada el señor Vocal doctor He- 
rrera, dijo: 

En vista de la forma en que la mayoría del Tribunal, ha con- 
testado la segunda cuestión, me adhiero a la imj)osición de cos- 
tas a tos actores. Eu cuanto a los honorarios, creo que deben con- 
firmarse, dado el trabajo de autos. 

P©r el mérito que ofrece el acuerdo que precede, se resuel- 
ve: confirmar |>or unanimidad de votos la sentencia apelada en 
cuantP rechaza las acciones de reivindicación y daños y ¡íerjuí- 
citís entabladas |>or la señora Anita Mamey de Tomkinson y Juan 
Jorba: confirmando a su vez por mayoría de votos en cuanto 
hace Iu#»r a la reconvención por daños y perjuicios deducida por 
los sefiores Jesús P. Olivera y Francisco A. Katnbicha. modifi- 
cándose el limite establecido para el juramento estimatorio de am- 
U.s litigantes, el que se fija en la cantidad de cinco mil jwsos 
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múñala nacional. Con costas cu amlias instancias, confirmándose 
las de primera y estimándose las de alzada en ochocientos pesos 
moneda nacional los honorarios del doctor Ernesto Acuña y en 
quinientos pesos de igual moneda los derechos procuratorios de 
don Eudoro Rivera. Notifíquese. regístrese, repóngase el sella- 
do y (echo bajen los autos a su origen. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 25 de 1935. 

V Vistos: 

El recurso extraordinario deducido por la jwrte de don Juan 
Jorba y doña Anita Bi de Tomkinson contra la sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia de Catamarca, pronunciada en el 
juicio reí vindicatorio seguido |>or las personas nombrada* contra 
don Francisco A. «amhicha y don Jesús IV Olivera, y 

Considerando: 

I. <Jue el titulo <Ie propiedad invocado \x>r la señora de Tom- 
kinson sobre la finca denominada Moltecito, ohjcto de la reivin- 
dicación, consistente en el testimonio de testamento que corre a 
fs. 42. ha sido rechazado en la sentencia recurrida, jwr no estar 
protocolizado y registrado en Catamarca. donde se encuentra ubi- 
cado el intímenle, de acuerdo a lo dispuesto por la ley de Registro 
en su art. 91. cuyo texto es el siguiente: "Desde que empiece a 
regir esta ley no se admitirá en los Juzgados o Tribunales de 
cualquier clase ningún documento o escritura de que no se haya 
tomado razón en el Registro, por el cual se constituyeren, reco- 
nocieren, modificaren, o extinguieren derechos sujetos a inscrip- 
ciones según la misma ley, si el objeto de la presentación fuera ha- 
cer efectivo en perjuicio de terceros el derecho que 
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inscripto". Y en el art. 3 V . ¡nc. 4 V se dice: deberán inscribirse 'las 
sentencias ejecutoriadas que por herencia, prescripción u otra 
catisa. reconocieren adquirido el dominio o cualquier otro dere- 
cho real sobre inmuebles". 

Ouc el mismo art. 91 citado dispone que los títulos otorga- 
dos íuera de la provincia, no podrán dar lugar a ninguna diligen- 
cia en el Registro "si previamente no se protocolizan ante un es- 
cribano de la Capital". 

Esta Corte debe examinar ambas cuestiones o sea la pro- 
cedencia de ese doble requisito exigido por la ley de Catamarca 
para reconocer validez a instrumentos otorgados fuera de sus 
fronteras: protocolización e inscripción en el Registro de Pro- 
piedad. 

1 1. Que el requisito de la protocolización del testamento Otor- 
gado eri la provincia de Buenos Aires, exigido por la ley de re- 
gistro de Catamarca para acreditar el dominio o para poder estar 
eii juicio, aplicada por la Corte de Justicia local en su sentencia 
de i<. 415 (primera cuestión), es contrarío al art. 7 V de la Cons- 
titución Nacional y a los preceptos de la ley federal X o 44 sobre 
autenticación de los actos públicos y procedimientos judiciales de 
cada provincia. 

I la iKidido decirse j>or un autorizado comentarista (doctor 
Juan A. Uihiloni "Anteproyecto de reformas al Código Civil"), 
que con estas leyes ha quedado subsistente entre las provincias 
las fronteras anteriores a la sanción de la Constitución. La proto 
culi/ación, agrega, es la reducción a escritura pública de la que 
según la Constitución y el Código Civil es ya una escritura pú- 
blica. Agrava esta situación, dice el autor citado, el hecho de que 
estas exigencias locales son ocasión para la creación de impuestos. 

Iguales consideraciones son aplicables al requisito de la ins- 
cripción en el Registro de la Propiedad exigido como condición 
de validez en una provincia para las trasmisiones de inmuebles 
realizadas en otra provincia no obstante reunir las condiciones 
que el Código Civil establece. 
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Al prescribir una condición nueva (gura que tenga eficacia 
un acto jurídico que las leyes de fondo declaran completo lleva 
una invasión al terreno propio de la legislación nacional. I\»r la 
ley citada de la provincia de Catamarca queda nulo un acto jurí 
dico «pie las leyes de fondo declaran válido. 

Fué su consecuencia el rechazo de los títulos con que se fun- 
da un derecho y su pérdida consiguiente. 

Nada ¿(estaría en mayor grado la nublad dé la Nación qui- 
la pn valencia en una provincia, de una ley que eti materia tan 
fundamental como la organización de la familia y el régimen de 
la propiedad contrarié lo establecido iior el Código Civil. 

Crear esa unidad y consolidarla fueron los fines primordiales 
.le la Constitución, para cuya vigilancia ella misma lia instituido 
esta Corte de Justicia. 

l-.ii consccuehcia la ley «le Registro de Propiedad de la pro- 
vincia «le Catamarca en la parte inv.ieada i>or el falla del Tri- 
bunal de esa provincia «pie está recurrido, no ha podido agregar 
nuevos re«piisitos de validez para la trasmisión «le la propiedad 
de las tierras —cual sería la inscripción en ese Registro de un ti- 
tulo otorgado en otra provincia argentina y su protocolización— 
además de los estatuidos por el Código Civil. 

III. testos principios han sido sancionados por la Corte Su- 
prema de Justicia Nacional desde el primer momento «le su cons- 
titución, cuando formaban d Tribunal quienes habían sido tes- 
tigos v actores, desde bandos opuestos, en el período anterior a la 
organización nacional, de los sacrificios que impuso y «le los mó- 
viles «pte la alimentó y luego fact««res de la organización misma 
por tatito* intérpretes altamente calificad.» «le la Constitución «pu- 
la consagró. 

U jurisprudencia ha elahurado el concento y los limites del 
íederalisnu» por un proceso «Je interpretación de la Constitución 
y sus antecedentes aplicados a la realidad de los casos concretos 
sometidos a su decisión, que es la forma propia de la función 
judicial. 
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Esc largo proceso de la jurisprudencia de esta Corte ha sido 

un trabajo original en el que la invocación de los textos y fallos 
de la Corte de Estados Unidos, a pesar de la frecuencia con que 
aparece hecha, ha tenido un valor orientador habiendo sido siem- 
pre decisiva la interpretación de nuestros propios textos y nuestra 
T>ro¡>ia realidad a la luz de la historia interna y externa de la 



Si en esc tralwijo que se realizaba fnir primera vez y en un 
terreno nuevo fué necesario recurrir a la legislación constitucional 
comparada y a asimilaciones de derecho internacional privado pa- 
ra definir las relaciones de las provincias entre sí (Fallos: tomo 
13, pág. 456 y tomo 14. pág. 18), nunca se ha alterado el pensa- 
miento inicial, de que la soberanía provincial no podía menoscaliar 
la unidad de la legislación de fondo «pie en este caso quedaría 
violada si subsistiera el fallo recurrido. Así en el caso de! tomo 
S7. pág. 159 esta Corte decidió "que aunque el art. 3129 del Có- 
digo Civil previene la protocolización de la obligación hipotecaria, 
cuando se trata de hipoteca sobre bienes inmuebles existentes en 
el territorio de la República por instrumentos hechos en |>aisc$ 
extranjeros, es fuera de duda que esa disposición carece de apli- 
cación en el presente caso, porque el instrumento no se ha otorga- 
do en el extranjero ¡ y |>orquc el Congreso no ha dictado la ley 
que requiera para el registro de la hipoteca constituida sobre bie- 
nes situados en los territorios nacionales, la protocolización pre- 
via del instrumento de constitución hijwtecaria extendido en una 
provincia". Y en el del tomo 90. página 226. sostuvo la misma 
doctrina con motivo de la impugnación hecha |>or el Banco Na- 
cional en liquidación, a una escritura de hipoteca con la que se 
dedujo una tercería de dominio sin hallarse protocolizada en otra 
provincia. Dijo entonces la Corte que la hipoteca a que esta es- 
critura se refiere, fué registrada en el registro de hipotecas del 
lugar del bien gravado. Que desde ese momento la escritura 
principió a surtir efecto contra tercero con arreglo a los arts. SI 35 
y 3149 del Cócl. Civil y con el alcance determinado por el último. 
Que aunque el art. 3129 del citado código previene la protocoü- 
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/ación tte la obligación hipotecaria cuando se trata de hipotecas 
spiire inrotieláes existentes en el territorio ele la República por 
instrumentos hechos en países extranjeros, es fuera de chula que 
esa disposición carece de aplicación en el presente caso, porqtie 
el itn truniento de fs. 1 no se ha otorgado en el extranjero. Si 
bien en estos casos tratábase <le escrituras hij-otecarias. es efe ad- 
vertir i\m el texto del art. 3129 v remite al art. 1211 cuando 
e trata de instrumentos hechos en pafe extranjero, pani los cua- 
les el código exige la protocolización en amhos caso*, a fin # ípfl? 
surtan sus efectos jurídicos. 

C uando se ha tratado de los efectos legales de tos actos y 
procedimientos judiciales realizados en «listintas provincias, esta 
O irte ha interpretado en todo su alcance el art. 7> «le la Consti- 
tución Nacional y la ley 44 de ¿6 de Agosto de ISfU Después 
de transcribir sus textos, dijo: "One el resalo debido a estas 
prescr ¡|»ciones de la ley y de la C onstitución, exige no solamente 
mié se dé entera fe v crédito en una provincia a los acto» y pro- 
cedimientos judiciales de otra, debidamente autenticada, sino «pie 
ordena se les atribuya los mismos efectos epte hubieran «le produ- 
cir en la provincia «le domle emanasen; y sin embargo, los tribu- 
nales «le esta provincia «pte sin «lificultad a«lmiten lo primen». 
res|>ect«» a los «loeumentos presentados, se han mido autorizas 
a negar lo scgmmV' (Fallos: tomo 17. pág. agregando: 
'|M»r<|ue l«> contrario. imj>ortaría a«Imitir «pie los tribunales de 
otra provincia, o los federales, tienen facultad de variar lew acttis 
o procedimientos jwliciales i>asa«l«>s ante otros tribunales compe- 
tentes" (Fall«»s: tomo 136, p&g, 359; t. 142. pág. 37). 

IV. CJue en lo «pte se refiere a la í«>rmali«lad del registro, 
en esta causa se ha «liscutido si los títulos de prop¡e«lad "El M«>- 
llecito". constantes de escrituras de transferencia de pnmie«lad a 
favor «le «Ion Samuel Lafone y Queve«lo y el testamento «le éste, 
hecho por acto público en I-a Plata, provincia de Buenos Aires, 
presentado por la «lemandantc, señora de Tomkinson. para acre- 
ditar su dominio sobre esa misma propiedad, podían ser t»ma«l«>s 
en cuenta como fundamento «le la acción reivimlicatoria. al no es- 
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tar registrados en la provincia de Catamarón, perp revistiendo 
todos los caracteres de autenticidad prescriptos |>or la ley nacie 
nal N 9 44. 

I*a sentencia apelada los rechaza, por faltarles esc requisito 
establecido por una ley local, bajo la sanción que la sentencia ha 
oe efectiva (art. 91 de la ley de registro; véase el voto del doctor 
Ahumada que corre de fs. 415 a fs. 417, concordante con los que 
le siguen en el acuerdo, refiriéndose a los títulos de fs. 20 a 40». 

Que el Congreso de la Nación, en ejercicio de la facultad 
conferida por él art. 67. inc. 11 de la Constitución, dictó el Có- 
digo Civil para toda la República, y de acuerdo a sus principios 
estableció las formas y requisitos necesarios para la trasmisión 
del dominio. Dispuso que esta operación debía considerarse con- 
sumada por la concurrencia de «los condiciones, el título, que po- 
día ser cualquiera de los que la ley reconoce como medio cié 
trasmisión de derechos tales como la venta, permuta, etc.. cpm- 
tante de la correspondiente escritura pública y la tradición ( arts. 
2524. inc. 4*. 2601 y 2602 correlacionados con el 1184. inc. !"». 

Al legislar el Congreso sobre materia que le es propia, na- 
turalmente es excluyeme de toda otra autoridad. 

El Congreso no ha establecido el requisito del registro, co- 
mo condición para que el acto tenga todos los efectos jurídicos que 
las partes le han querido dar. Pero, no tan sólo no lo ha esta- 
blecido, sino que lo ha repudiado expresamente, ilustrando mis 
preceptos con una nota del codificador en que M in extenso" ana- 
liza el sistema do la implantación de los registros tendientes a 
asentar la propiedad territorial y todas sus desmembraciones- a tra- 
vés del tiempo, sobre liases claras y seguras, y después «Ir hacer 
su análisis y critica, llega a la conclusión de que es preferible la 
tradición como medio de exteriorizarión material del derecho que 
t*l dél registro, el cuál, por diversos motivos, puede traer más y 
mayores dificultades qüe. las que con él se pretende evitar ( nota 
del codificador puesta al pie 2203). Esta expresión ele ideas 
categóricas del codificador, ratifica conceptos análogo- ya íornw- 
lados en la nota en que glosaba ti art. 577. 
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V. listó no importa suprimir ni limitar la órbita propi.i de !a 
legislación provincial que CS la de los noderes no delegados a la 
Nación (véase Fallo, tomo 156. |>ág. 20). 

Corno esta Corte lo ha decidido, constantemente las provin- 
cias pueden dictar leyes y estatutos que juzguen conducentes a 
su bienestar y prosperidad (tomo 7. pág. 373; tomo 131. pag. 
212), leyes de |K>licía interior, de orden administrativo, de es- 
tímulo económico, en las que puede encontrar traducción la varie- 
dad de sus intereses y condiciones locales y también leyes adjeti- 
vas que instrumenten las fundamentales dictadas por la Nación 
(art. 67. inc. 1!, Constitución Nacional) en virtud de la delega- 
ción irrevocable que hicieron las provincias. 

Manteniéndose en los límites de los poderes no ddegado- 
(arts. 104 y 107. Const. Nacional) pueden ser valederas las le- 
yes en vigencia en muchas provincias, llamadas «leí Registro ele 
Propiedad, siempre que n<» alteren ni modifiquen las que lia dic- 
tado la Nación en uso de su |>otestad soberana (arts. 7 V y 31 úv 
la Const. Nae. » y que las sanciones establecidas para hacerlas 
afectivas no invadan el campo propio de las últimas. 

Kn su mérito, se revoca la sentencia apelada en la i>artc que 
ha |H>did(» ser materia del recurso, y, de acuerdo al art. 16 de la 
ley N v 48. devuélvase la causa al Tribunal de origen, para que 
sea fallada de nuevo. Notifiquesc y repuesto el papel, devuélvanse. 



Roberto Rkpkttu. — Amonio 
Sac.arna. — Luis Linares 
B. A. Nazar Anchorena. 
Juan B. Tkrán. 
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A'. . /. t.istir y Compañía contra don Juan lijorif, sobre cobro de 
peías* Contienda de competencia. 

Sumario: Kl conocimiento de una demanda instaurada contra él 
fiador solidario dé ün contrato a cumplirse en la provincia 
de Buenos Aires y cckhrado en la Capital Federal, corre- 
IKinde a los jueces del lugar de la ejecución de aquél. 

( iist>: l.o explican las pieza- siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCI'RAnOR GENERAL 

Buenos Aire», Octubre 22 do lí>:t5. 

Suprema Corte: 

MI contrato motivo de este litigio (ís. 5» revela cjüe la fir 
nía R. A. Lister y Cía. Ltda.. de esta ciudad, confirió al señor 
Juan Hjorn, domiciliado en la provincia de Hítenos Aires. la re- 
presem*:eión y venta de ciertas maquinarias, dentro del Partido 
de Dolores. Quedó convenido que todas las entregas de merca- 
derías fuesen hechas después de estar las máquinas armadas y 
funcionando, lo que significa!* efectuarlas en territorio juris- 
diccional «le dicho partido; y se convino asimismo que Hjorn ga- 
rantizará las ventas quedando constituido en deudor solidario. 

Esta última cláusula significa, a mi juicio, que Hjorn acep- 
tó además del carácter de agente, el de fiador de *sus clientes; y 
como 'las mercaderías dchian entregarse a estos en territorio de 
la provincia de Hítenos Aires, y pagarse allí mismo, considero 
que es aplicable al caso el articulo 5 del Código de Procedimien- 
tos. Comproliado que el fiador Bjorn está domiciliado en Dolores, 
y que también debén tener allí su domicilio los deudos principa- 
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los. o sea* los adquirentes tic las máquinas, la contienda de com- 1 
peteneia planteada delw resolverse a favor del señor Juez ele Pri- 
mera Instancia en lo Civil y Comercial del Dcpartimcnlo del Su ! 
de la Provincia. 

Jtuin Aharec. 



FA1X0 DE LA CORTE SI'PREMA 



Buenos Aire», Noviembre 25 de 1935. 



Amos v Vistos: 



Los de contienda de coni|>ctencia por inhibitoria tratada en- 
tre un Juez de Comercio de esta Capital y otro de 1* Instancia 
en lo Civil y Comercial del Dejartamento del Sttd. Provincia de 
Btienós Aires, para conocer en la causa seguida |x»r I.ister y Cia. 
K. A. contra Juan Bjorn sobre cobro de pesos: y 



i j>nsiderando : 



Que conforme a lo dispuesto i>or el art. 5 del Cód. de Proo. 
t!e la Capital, en materia de garantía será Juez competente el 
que lo sea ¡>ara conocer de la demanda contra el deudor prin- 
cipal. 

Ouc de los documentos acomunados resulta que el contrato 
de compra venta entre I.íster y Cía. Ltda. y Morello Hn»s. no 
contiene cláusula expresa alguna de la cual pueda inferirse la 
intención de los otorgantes de someter el cumplimiento y efec- 
tividad de sus obligaciones a una jurisdicción judicial deter- 

Qtte conforme a la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
V a la doctrina que informan los arts. 1205 y siguientes y I2W y 
1210 del Código Civil, la prucki. valide/ y efecto* de los con- 
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tratos sí- hallan regidos i»or las leyes «leí lunar de su celebra- 
ción siempre que en ésta deban también ser cumplidos. Citando 
al contrario, el contrato lia de ser. expresa tácitamente, ejerci- 
tado en otro lugar, la regla general está de acuerdo con la pre- 
sente ¡mención de las partes de que se regirá en cuanto a su va- 
lide/, naturaleza, obligación c interpretación p„ r la ley del la- 
yar de mi ejecución. Storv. ( «inflicto de tyjm § 242. 

Qué por la convención Celebrada entre el fiador y la (la. 
I .¿Me» ti primero se constituía eti agente de la última para la 
venta en el Partido de Dolores de la maquinaria "Uster" siendo 
de su cargo "entregarlas funcionando, enseñar su man-jo y cons- 
tituir-e en deudor solidario con cada cliente". L*i primera parle 
de esta cláusula denota que la compra-venta celebrada en esta 
Capital |n>r mediación .del agente local sólo se hacia dcímitiva 
donde el comprador aprendía el manejo de la maquinaria, es de- 
cir, en jurisdicción «le la Provincia de Buenos Aire-, donde tam- 
bién tieneil su domicilio los deudores. Y por la secunda que el 
actual demandado acéptala la posición de deudor solidario en con- 
cepto de garantía o comisión. 

En su mérito, de conformidad con lo dictam.nado por el se- 
ñor Procurador General., se declara la competencia del Juez de 
I« infancia del iX'partamcnto <lel Sud de la Provincia de Buenos 
\ires j»ara conocer en esta causa. Mn consecuencia remítansele los 
autos, avisándose en la forma de estilo al señor Juez de la Ca- 
pital U chingase el papel. 

Roberto Kkpktto. - Antonio 
Saoarna. — Luis Linares. — 
H. A. Xazak Anchokkxa. — 
Ji ax B. Tkrán. 
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íhnia Mariana Natán Bernárdez y otros contra ef Ferrocarril 
del Stiil, Por daños v fiftjiihutíl Incompetencia tic inris- 
dicción. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal "ratione materiaa" 
el conocimiento de tina demanda por danos y perjuicios in- 
tentada contra una empresa ferroviaria y que se funda de in- 
mediato en la negligencia culpable de sus empleados que omi- 
tieron el cumplimiento de disposiciones contenidas en la 
ley 2873. 

Caso; I. o explican las piezas siguientes: 



AUTO DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aire», Septiembre 10 de 1934. 

Autos y Vistos: 

Tara resolver la excepción de incompetencia de jurisdicción, 
opuesta a fs. 13; y 

('onsiderando: 

Que si liien la adora funda su derecho de disj>osiciones del 
Código C ivil. la responsabilidad de la demandada se hace derivar 
del lucho de la culpa, imprudencia o negligencia de los emplea- 
dos |Mir el accidente ocurrido en las vías de la empresa, lo que 
ha dé dar lugar seguramente a que en su o|>ortun¡dad se esta- 
blezca si Itabo o no violación de la ley nacional de Ferrocarriles, 
lo que es ajeno a la jurisdicción del Infrascripto, atento lo dis- 
puesto en el Art. 2". inciso 1" de la ley N v 48 y 100 de la Consti- 
tución XaVional y lo resuelto por la Jurisprudencia en casos ana- 
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logos (Gaceta <Iel Foro. % 68; pág. 341 ; T. 69, pag- (, l ; T. 70 
pá«. 302 y T. 92, pág. 279). 

I'or citó y de acuerdo con lo dictaminado a fs. 10 v.. se ha- 
ce lugar a la ékcepcióii opuesta a ís« 13, éoií costas. Regulo en 
cincuenta pesos m/n., lus honorarios del Dr. Magni y en quince 
pesos dfe igual nioneda los derechos procúratenos áu kapeyrc. 
.Yotiíiquose y repóngase la foja. 

Ricardo l \ Olmedo,, 

See. C. /.#«« Cahtwilltts. 



VISTA DEL FISCAL DE CÁMARA 

Kxciua. C amara : 

Por sus fundamentos, y los «le los dictámenes rife is. J9 v . 
futiendo rpte del» V. K. confirmar el auto apelad-» 

Didembre II de IM4. 

lia tutu MascImUz 



VJM A OKI I ISlWl. ok CÁMARA 
Kxcina ( amara: 

Se trata de una dennnda i>or reconocimientos do daños y 
perjuicios sufridos por liedlos imputados a un empleado de un:* 
empresa ferroviaria nacional en cumplimiento de sus obligaciones, 
que lian importado ¡icios calificados por la parte actora como ilí- 
citos, invocando disposiciones exclusivamente del Código Civil 
para ftmdar la acción «¡no Se instan, a. 

\'<> estando en juego la interpretación o aplicación de nin- 
guna ley especial, que atrihuya la competencia del caso a la justi- 
cia federal, ni corre*|>ond¡endo tampoco a esa jurisdicción por 
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razón de las personas y no siendo par consiguiente ni el caso del 
Art. 2. de la ley N» 48 ni del Art. 100 de la Constitución Maci"- 
iml. corresponde a V. E. declarar que es de la competencia de la 
justicia ordinaria. 

l*or ello el Pisca] es <le opinión que V. E. delie revocar la 
resolución a|>elada de fs. 22 que resuelve la incidencia suscitada 
cu forma contraria a la propiciada en este dictamen. 

i>e»iK, ommm 

Markinfay '/.apiola. 

SENTENCIA IMÍ l-A CAMAKA CIVIL I*R1MEK\ l»K AI'EL W lONKS 

Buenos Aires, Mamo 13 de 1935. 

V VÍStüíi; 

l'or los fundamento* del dictamen del Sr. Fiscal de esta C á- 
mara, se revoca la resolución apelada de fs. 22. Con costas. Dev.. 
rep. los sellos. — Sauce. Tabal. — Coronado. — Esteban 
Imac. 

DICTAMEN DKf. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Oírte: 

1.a procedencia del recurso extraordinario de aj>elaei<>n Art. 
14. lev 4K, interpuesto, se justifica por la circunstancia de haberse 
negado el fuero federal que la demanda<la invocó oi>ortunamenic 
en esta causa. Dicho recurso ha dchido. pues, concederse. 

Kn cuanto al fondo de! asunto, a los fines de establecer la 
jurisdicción connótente para coimcer en la acción entalilada. 
no basta que en la demanda fie fs. 5 la actora, que no es quien 
trae este recurso ante V*. E. como en el caso citado en la senten- 
cia apelada. S. C. X. Ki0:300. la ftmdara en disposiciones del Có- 
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digo Civil, si la responsabilidad que a la empresa se te imputa cñ 
el accidente ferroviario ocurrido en sus vías al ser arrollado y 
muerto |*or un tren el esposo ¿le la adora, resulta que déte juz- 
yarsr. in este caso, por interpretación y aplicación de las dispo- 
siciones tle la ley de ferrocarriles nacionales N v 2.873 y su De- 
creto Reglamentario, en cuanto concierne a las funciones propias 
de sus empicados^ 

Ivslíi es la materia preduijiinuníe de la causa y ella es di* 
Mimpetcncia exclusiva de la justicia federal aunque, supletoria- 
mente, detall también aplicarse disposiciones del Código Civil pa- 
va fijar el grado de aquella responsabilidad (Faltos: 133:8; 14.8: 
Mi/ ; 144:7 i. 

1 ípino, pues. que corresponde revocar la sentencia apelada > 
declarar que el conocimiento de la can>a e> de competencia de 
la justicia federal. 

Buenos Aires. Septiembre 7 de lí»:*5. 

Juan Akttrec. 



RESOLUCIÓN DE LA CORTE 8UPRKMA 

Ruónos Aires, Septiembre 27 de 1935. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr. I'rn 
curad.-r «¡cncral. se declara procedente el recurso extraordinario 
dedlicído a fs. 34 y encontrándole el expediente ante el Tribunal 
Aillos y a la Oficina a los fectos del Art. S de la Ley 4055. Se- 
ñálanse los Lunes y Viernes o el siguiente día hábil si alguno de 
aquel)»* no (o fuere para notificaciones en Secretaría. Hágase 
saU-r y fepólbgtfóé el papel. 

Roberto RepettO, — Antonio Sa- 
«¡auna. — luís llnakks. — ii. a. 

>¡AZAR AncIIOKKNA. 
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Buenos Aires, Noviembre 25 de lí>.'¡5. 

Y Vistos: 

KI presente recurso extraordinario acordado en autos Ratón 
lií'rnárdqz Mariana y otro? contra el Ferrocarril del Sud. y 

Considerando: 

Que esta Corte tiene reiteradamente resuelto (entre otros. 
Míos: Tomo 133. pág, 8: Tomo 148, pag. 407 y Tomo I R pág. 
7t. rjt;e corresponde a la justicia federal •'ratione materiac" una 
demanda por daños y perjuicios deducida contra un ferrocarril 
nacional, fundada de inmediato en la negligencia culpable atribui- 
rla a Hñ empleado <» empicados dé ésta (|ite omitiendo el cumpli- 
miento ele disposiciones expresas de la ley X v 2N73 y su regla- 
mentación dió lugar al accidente que originó los daños y perjui- 
cios. Ans. 100 de la Constitución y 2* ¡tic. I 9 de la ley 4S. 

I'or ello y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
IWurador (¡enera! se revoca la sentencia apelada en cuanto ha 
podido ser materia del recurso. Xotifíquese y devuélvanse al tri- 
bunal de procedencia donde se repondrá el papel. 

Roberto Repktto. — Antonio 
Sagakxa. — Luis Lixares. - 
H. A. Na/.ak Anthorkna. 
Jl'AN 15. Tf.kán. 
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Don Enrique />. Podcstá contra la Sociedad Anoiunia Fábrica 
Argentina de .lipanjatas. for nulidad de patente. 

Sumarió : l* Procede él recurso extraordinario contra la senten- 
cia que interpretando nn articulo de la tey 111 rechazó la 
nulidad i>edida de una patente de invención. 

2" Ks nece>aria la prueba documental con exclusión de 
la de téStígbSí para probar la taita dé novedad de Un inventt. 
patentado, en el juicio «le nulidad «le esa patente. 

Casa: Lo explican las pie/as siguientes: 



DICTAMEN DEL I'ROi L RADOR «KNERAL 

Suprema Corte : 

|>ersigUÍendo la nulidad de la patente X v 33.G3T. el recurren - 
te ha invocado la disposición del nrt. 4 V de la lev 111. 

Kn mi estudio, se lia puesto en tela de juicio si. para probar 
la falta de novedad acusada del procedimiento patentado, solo 
permite esa disrxwictón legal determinada clase de prueba. 

Como la decisión de la Kxcma. Cámara Federal de la C api- 
tal resulta contraria a la interpretación invocada i>or el recurrente 
v restringe el derecho que le acuerda el art. 48 de la misma, in- 
vocado en la demanda* considero que procede el recurso extraor- 
dinario que autorizan el art. 14 de la ley 48 y el 6 de la ley 4055 
v que. en su consecuencia. corres|H»nde declarar ma! denegada la 
Apelación. 

Buenos Aires. Octubre 2 de 1!>:<5. 

Julián Pitó. 
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Buenos Aires, Octubre -I de 1035. 

Autos y Vistos: 

Los antecedentes de autos demuestran que el Juez "a quo" 
reelwó la nulidad de la patenté ]>erseguida |M>r el actor, en razón 
de que: a) la sentencia dictada por la Cámara Federal de Rosa- 
rio en la querella criminal promovida por la demandada contra la 
Manufactura Algodonera Argentina no tiene fuerza tic cosa juz- 
gadá con relación a la validez de la patente impugnada; y b) por- 
que de acuerdo al alcance que corresponde atribuir al art. 4 V de 
la lev 111. la prueba testimonial no es eficaz para demostrar la 
falta de novedad de un invento retentado (ver fs. 33), 

Recurrido por el actor esle pronunciamiento, es confirmado 
a f>. 46 por la Cámara Federal, la que amplia los fundamentos in- 
vocados por el señor Juez "a quo" referentes a la cosa juzgada y 
hace suyos los referentes a la interpretación acordada al art. 
4' de la ley 111. 

En estas condiciones se interpone ¡>or el actor a fs. 51, el 
recurso extraordinario del art. 14, ley 48. fundado exclusivamente 
en la interpretación acordada por el Tribunal de 2» Instancia al 
referido art. 4 V . 

La procedencia del mismo no es dudosa, porque lialnYndo 
dependido directamente la solución del pleito de esa interpreta- 
ción, concurren los extremos exigidos en el inc. 3'\ art. 14 de la 
ley de 14 de Septiembre de 1863. 

Por ello, y oído el señor Procurador General, se declara mal 
denegado el recurso extraordinario deducido a fs. 51. y encon- 
trándose el principal ante el Tribunal» autos y a la oficina a lo.- 
efectos del art. 8'-' de la ley número 4055; señálansc los «lias Lunes 
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y Viernes o el siguiente «lia hábil si alguno de aquellos no jo llu- 
ra, pm notificaciones en Secretaria. Repóngase el papel. 

Antonio Sa<;akna. Luis I.iwki-s. 
H. A Xazar Amuorkna. 



fallo DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 25 ele $»8& 

V Vistos: 

Los seguidos pr don Knrujuc A. IVxlcstá contra la Fabrica 
Vrgentitm de Alpargatas S. A. j>or nulidad de patente de inven- 
ción, relacionado a fs. 33; y 

CVittíáderandtt: 

IJÜi* por sentencia de ís. 76, esta Corte declaró la proce- 
dencia del recurso extraordinario denegado a fs. 52. en cuanto 
atañe a la interpretación del art. 4" de la ley X*' III -obre pa- 
tentes de invención. 

Une el art. 4 V establece: "no son susceptilrtes de patentes; 
las composiciones farmacéuticas, los planes financieros, los des- 
cubrimientos o invenciones que liavan sido publicados suticientc- 
nei.ti en el país o fuera de él. en obras, folletos, o ¡Kriódicns im- 
presos, para ser ejecutados con anterioridad a la solicitud"... etc. 

1.a |«irte actora sostiene que la disi>osic¡ón legal antes cita- 
da no ptíede excluir la prueba de testigos, entre lo* medios pro- 
batorios, con la cual sostiene baber demostrado la nulidad de la 
patente. 

El art. 4m «le la ley fie patentes dispone la utilidad de las in- 
tentes obtenidas en contravención al art. 4". entre las que se en- 
cumtran las relativa- a descubrimientos o invenciones «pie hayan 
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sido publicados suficientemente en obras, folletos o periódicos 
impresos, Y el art. 49 dice que no es necesaria declaración judi- 
cial para que la nulidad o caducidad surtan los efectos de >onu- 
ter al dominio público el descubrimiento o invención intentados : 
Kista que haya ocurrido esa caducidad o nulidad para que todos 
estén autorizados a explotar libremente >os objetos patullados 

Del análisis de ambas <lis|R>sicioncs, infiérese mu esfuerzo 
que el pretendido descubrimiento o invento patentados, carecen 
en absoluto de valor si ellos fueren conocidos \*w medio de obras- 
folletos o periódicos impresos publicados con anterioridad al pü £ 
dtdo de la patente. Como se ve, la ley con muy buen sentido es- 
tablece una determinada clase de prtiel*. la documental, a fin de 
asegurar la estabilidad del privilegio del inventor expuesto a ser 
perseguido en su invento por «|uienes ixxlrian tener interé> cW 
que aquél tasara al dominio público, y por consiguiente, jttfri 
que todos se hallen autorizados a explotarlo libremente, inclusive 
los testigos, que podrían declarar acerca de la falta de novedad, 
sin que ésta acrezca probada en publicación suficiente, en el país 
o en el extranjero, como lo requiere el art. 4". 

I\>r lo expuesto y oído el señor Procurador General, se'cun- 
firma la sentencia de fs. 46 en cuanto ha |xxlido ser materia del 
recurso. Xotifiquese. repóngase el t*ipel y devuélvanse. 



KOBKttTO KKl»KTTO. — A XTON ÍO 
Sagarna. — Ll lS LlNARllS. 
B. A. Nazar A ni iiokkn a. 
Jian B. Tkráx. 
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(irinstcin Isaac y Rosa Holtseker de GriltStéUi (sus conclusos} 
contra Provincia tic Mendosa. 

Snnmrio: La declaratoria de incompetencia originaria de la Cor- 
te Suprema, puede hacerse en cualquier estado del juicio, a 
petición de jKirtc o de oficio. 

El juicio iniciado por un concurso civil radicado en la 
Capital Federal contra una provincia por devolución de di- 
nero percibido como resultado de un juicio criminal en el que 
ella aparece damnificada, es <le la competencia originaria de 
la Corte. 

i. a competencia no se determina por lo que el Tribunal 
puede o no resolver al fallar la cuestión de fondo planteada, 
sino por la calidad de las partas y la naturaleza de la acción 
resultantes de la exposición de las paites. 

Tiene mejor derecho que el concurso civil posterior, el 
damnificado que enitargó fondos de pertenencia a la persona 
que cometió el delito cuyo producto eran esos dineros y que 
estaban a la disposición del Juez del crimen, aun cuando ello?, 
.fueran transferidos al concurso civil, pues sin el conocimien- 
to y anuencia del juez embargante, nadie puede darle otro 
destino o afectación diferente, tanto más si el concurso ci- 
vil no es sitio una visible maniobra para apoderarle de los 
fondos mal habidos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GEKERAL 

Suprema Corte: 

l.n demanda instaurada contra la provincia de Mendoza per- 
sigue la devolución de una suma de dinero que fué transferida a 
la orden del gobierno de dicha provincia y que el concurse de- 
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mandante sostiene débe serle reintegrada, a efecto de que se re- 
suelva judicialmente entre los acreedores de los concursados á 
quienes corresponde la mencionada suma. 

Lo que constituye la materia del litigio es, si el gobierno de 
la provincia -demandada estuvo habilitado para requerir la entre- 
ga de los fondos que estallan depositados en el I lauco di ¡a Xa 
eión como pertenecientes al concurso demándame. alcgáltdose. 
para impugnar esa entrega, que la sentencia de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal de Mendoza, que la ordenó, no ha (todido 
tener el alcance que se le dió, por lo que fué indebida la urden 
el Juez del concurso mandando transferir \m nieu- 

iucia demandada. 

Ui naturaleza de las cuestiones que suscitan el pleito enta- 
blado, hacen que éste no competa a la jurisdicción originaria de 
V. K. dado que. emito ha quedado establecido en reiterados ca- 
sos, esa jurisdicción, conforme a los arts. 10í) y 101 de la Cons- 
titución y al art. inc. l v de la ley 48 se extiende, en los asuntos 
concernientes a las provincias, a aquellos que versan -obre pun- 
tos regidos por la misma Constitución, o las causas civiles que 
emergen de obligaciones nacidas de estipulación o contrato. que 
están regidas ¡Mir el derecho común, |>ero no a las que lo están por 
el derecho administrativo que las provincias se hallan autorizadas 
a dictar en ejercicio de sus facultades constitucionales i Fallos: 
tomo 146, pág. 393. tomo 147, pág. 224). 

Conforme a estos principios, es evidente que, dentro de los 
limites a que está sujeta la jurisdicción originaria de V. 1... no 
le es |x*rmitido entrar a examinar la legalidad cito los actos reali- 
zados |)or el gobierno de la provincia de Mendoza, actuando como 
poder administrador y con arreglo a las leyes del derecho pú- 
blico local, y tampoco le es dado revisar divisiones de los tri- 
bunales locales adoptadas en ejercicio de su propia jurisdicción 
en causas sometidas a su conocimiento. La reparación que los li- 
tigantes se crean con derecho a reclamar \mt tales actos, debe 
ser requerida ante los mismos tribunales, sin jn-rjuicio de instau- 
rar, si hubiere lugar a ello, el recurso extraordinario que arito- 
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riza el art. 14 de la ley 48 para ante esta Curie Suprema í Palios 
tomo 135, pag, 236; tomo 13o\ pá& 40b). 

A mérito de lo expuesto, pulo a V. K. se sirva declarar que la 
presente causa lio compete a su ji 

Bueno» Aires. Octubre 31 de VXM. 



Horacio A\ Larr^hi, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 2» de 1935. 

V Visto* : 

Los seguidos por Isaac Grinstein y Rosa I IoIt;:eker t\ts (iritis* 
leiii contra la provincia de Mendoza sobre réfttitrictáii de una 
*unia dr dinero, do los cuales resulta: 

<Jue a h. 4 comparece el doctor Alejandro Rtfro, en su ca- 
rácter de sindico del concurso civil de los actores, pidiendo se 
condene a la provincia nombrada a devolver la cantidad de cuatro 
ciento* sesenta mil pesos moneda nacional, con sus interoes des- 
de el 9 de Agosto de 1930 y las costas para el cas.» de aposición. 

< i jue esos fondos constituían el único bien del concurso de lo> 
t*s|x)sos Grinstem, radicado ante la justicia civil de esta Capital. 
Rúerori einlKirgados a requerimiento 'leí Juez de Mendoza median- 
te exhorto librado en un proceso seguido en aquella ciudad, con- 
tra Isaac (iriustein y Otros por falsificación de letras de Tesore- 
ría y luego, accediendo a lo pedido en otra carta rogatoria, reite- 
rada telegráficamente (fs. 32S a fs. 332». puestos a disposición 
de las autoridades judiciales del crimen de Mendoza cp> entcn- 
diau en la mencionada causa. 

Que el auto ordenando esto último fué anulado pur la Cá- 
mara Civil de la Capital, j*or haberse dictado siu <lar intervención 
;il 'indico lisie inició de inmediato gestiones judiciales en 
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internos autos para que el gobierno de Mendoza restituyera la 
>tun;t de que se haUía incautado y se libró exhorto reiterado muv 
luego a fin de que así sueediera. 

One la sucursal Hcí Banco d,c la Xacíón en Mendoza infor- 
mó al Juez que la suma de $ 46Í&33&20 había sido transferida al 
Itanro ríe la Provincia de aquella ciudad el 2! de Agosto de 1930 
de ÓQmte ¡$ extrajo dicho depósito, sggén consta a ís. 521 del 
juicio criminal, con cheque X" expedido a nombre de don 

José Villaverde, tesfifeío general de la provincia, de acuerdo con 
lo dispuesto l>»ir el Juzgado. Kmjilaxada la provincia de Mendoza 
para restituir el dinero en cuestión, fué revocado el auto corres 
pondeinte por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal que or- 
denó la devolución del exhorto. 

' hie ante la resistencia del Juez di' Mendoza en aquel sen- 
tido, se elevaron los autos a esla Corte la cual, conociendo en la 
incidencia sobre competencia, decidió que 110 procedía el dili- 
-enciamiento del exhorto |>or las autoridades judiciales de Men- 
doza sin perjuicio de las acciones que pudieran corresponder al 
síndico del concurso para obtener la entrega de los fondos, 

Otie el alcance de la sentencia de la justicia del Crimen de 
Mendoza no podía ni puede ser otro que la restitución o secues- 
tró de las letras de Tesorería falsificadas e indemnización de los 
perjuicios consiguientes, pero, no el secuestro fie una suma <K 
dinero cuya cantidad es más del doble del perjuicio reconocido 
por el Fiscal. Se han lesionado así tos derechos fie los acreedo 
res que tienen acción legítima sobre la misma suma de dinero. 

One la o-mpetencia de la Corte j»ara entender originaria- 
mente en la causa surge de la índole de la cuestión que se plan- 
lea v del carácter y domicilio fie las partes. Invoca los arts. 101 
cíe la Constitución Nacional y 1". inc. 1- de la lev X- -4S y 2' 

dé lií ley X'-' 4055. 

< hie corrido traslado de la demanda fué evacuado a fs. 17 
por don Adolfo Puebla, en representación de la demandada, pi- 
diendo el rechazo fie aquélla con especial condenación en costas. 
Afirma que Isaac Cirinstein y su esposa Rosa Holtzeker fueron 
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por falsificación de letras efe Tesorería secuestrán- 
doseles durante aquél fuertes sumas de dinero. producto de la 
actividad delictuosa de and mis sujetos. Agrega qite éstos se hi- 
cieron concursar eii Buenos Aires apareciendo (¡rinsteiu con 

tar dinero a insolventes. 

Que el titulo invocado por la provincia para oponerse a la 
devolución df la suma reclamada es la sentencia condenatoria 
dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la pro 
vincia de Mendoza contra Grinstein y otros, pasada en autoridad 
de cosa juzgada. 

Que los deudores res|M>ndc» con sus bienes propios a sus 
acreedores W&P etl ninguna forma pueden considerarse bienes 
propios las sumas de dinero obtenidas con la falsificación de le- 

Qxw abierta la causa a proel», ís. 25 vta.. se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 72 alegando sobre su mérito ambos 
contendientes, fs. 77 y fs. 82. A fs. 87 se pusic on los auto* 
a despacito ; y 



Considerando: 

Que la circunstancia de halarse- puntualizado en el alefato 
la improa* leticia de la jurisdicción originaria de esta ( orle, no 
es óbice legal para examinar la cuestión, pues este Tribunal ha 
declarado, en forma reiterada* <|ue la declaración de su incom- 
petencia de oficio o a petición de paite puede y debe Haéerse en 
cualquier estado de la causa.- Fallos: tomo 142. pág. W) y 406. 

Que la competencia del Tribunal ha de decidirse \W la con 
correncia de dos requisitos preceptuados |x»r la ley X 48. art. 1". 
inc. ft que se refieren a la condición de las partes y al objeto del 
juicio. Se trata en el presente de una demanda iniciada puf un 
concurso civil, radicado en la Capital Federal, contra un lista- 
do provincial por devolución íle una suma de dinero percibida, 
no en virtud de un acto administrativo de la provincia demanda- 
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da, sino como resultado de un juicio criminal en que la provin- 
cia acrece damnificada, como iHxIría serlo una | jeremía |«iriicu- 
lar. I/i acción es por ello de carácter civil. V el concurso, siendo 
imki entidad jurídica radicada en la Capital puede equipararse a 
los electos del fuero a un ciudadano argentino en igual caso, 
según la doctrim c|ue sustenta el art. 9* de la ley citada. 

listan llenadas, pues, las hIos condiciones anteriormente 
señaladas. 

U coinpciencia no se determina |M»r lo que el Tribunal pue- 
de •» no resolver al hilar la cuestión de fondo planteada, sino 
como ya se ha dicho, |>or la calidad de las partes y la naturaleza 
dé la acción resultantes «le la eX|)osic¡«»n «le las | «artes. 

Mor estas ra/unes, la competencia del Tribunal es innegable. 

Y considerando en cnanto al fondo de la cuestión: 

I. Que la cuestión planteada en este juicio consiste en sa- 
ber «piién tenia mejor derecho sobre fondos que en la cantidad 
de cuatrocientos sesenta mil |>esos y sus intereses estallan de|x>si- 
tados a la orden «le Isaac Grinstein y Rosa H. de Grinstein en 
el Báltico .Vnglo Sud Americano al tiemi>o de declararse abierto 
el juicio de concurso del primer«>. Para ello hay que tener presen- 
te los siguientes hechos : 

a) Que dichos fondos estaban embargados j»or orden <lel 
Juez del Crimen «le Mendoza desde Febrero «le 1926» y el con- 
curso se abrió recién en Mayo del mismo año (autos de fs. S y 
nota de fs. 16 del exjjediente agregado del concurso). 

fueron trasladados al Banco de la Nación a la orden del Juez «leí 
concurso, pero con la expresa reserva de que habían sido em- 
barcados |»or disiKhsición del Juez del Crimen «le Mendoza, co- 
mo formando parle del cuerpo «tel delito de falsificación de le- 
tras de tesurería porque eran |H.*rsegutdos los esjwsos Cirtnstein 
íf!«lM>sito de fs. 140 y autos «le fs. 127 y 134 >. 
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o Qpm m lis largas tramitaciones que se hicieron |«ira 
conseguir que el Banco Anglo Sud Americano hiciera tal tras- 
lado de fondos, no se dio intervención alguna al Juez que orde- 
nara su secuestro y a cuya disposición se encontraban. 

d) Que el propio Juez del concurso que ordenó a dicho 
Banco, el traslado, declaró en su auto de fs. 121, que. hahiendo 
sido antes embargados esos fondos |K>r la justicia del crimen de 
Mendoza y mantenido el embargo por resolución ejecutoriada de 
fs. 55, debía entenderse que su destino quedatm su|)cd¡tado a las 
resultas del proceso que se ventila!» en Mendosa y dijo textual- 
mente: "Que la justicia del crimen resolverá si esos bienes son 
o no ctter|>o del delito, y si lo fueran, es elemental que no po- 
drán ser considerados como de propiedad de los concursados, ni 



.orno activo en este juicio, ni disponerse de ellos, ya que es 



tos, convertirse en instrumento para burlar la jtisticia y al dam- 
nificado |>or el delito". Apelado este auto |x>r el sindico del con- 
curso, fué confirmado en la Cámara Civil pof sus fundamentas, 



e) <Jue con fecha 9 de Junio de 1930. el Juez del Crimen 
de Mendoza se dirige al Juez del concurso haciéndote saber que 
la causa ha sido definitivamente fallida y acompaña una trans- 
cripción de la parte dispositiva de la sentencia y el texto integro 
de la «leí Tribunal Superior de Justicia, que la confirma, en vir- 
tud <le la cual los fondos de que se trata, formando parte fiel 
cuerpo fiel delito, son el producido del hecho criminal porque han 
sido condenados los autores, de la falsificación (exhorto de fs. 
2X2 y testimonio fie fs. 284) y |>or lo tanto, pide que se ordene 
la transferencia fie los mismo* ;d Banco de la Provincia de Men- 
doza y a la orden de su gobierno. El Juez exhortado, previa vis 
ta fiscal, asi lo resolvió y tos fondos fueron entregados. 

f) One el «indico del concurso recorrió de esta resolución, 
fundado en que no se le habia fiado intervención en la tramita 
ción fie ese exhorto, y la Cámara en lo Civil en 23 fie Noviem- 
bre de Í931 la anuló (auto de fs. 356). 




a fs. 134. 
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g) Fundado en este auto, el síndico pidió y obtuvo que el 
Juez del concurso se dirigiera al del crimen de Mendoza solici- 
tando que se devuelvan los fondos remitidos, a cuyo efecto de- 
bían informar sobre su destino, previamente, la sucursal del 
Raneo de la Nación y el Banco de la Provincia, y después to- 
marse las providencias conducentes a ese fin. (jue habiendo éstos 
informado que los fondos referidos en cantidad de $ 459.877.2(1 
m/n. c/I. fueron entregados al tesorero de la provincia, el Juez, 
a petición de |»arte. ordenó que el gobernador de la misma, en 
d término ele 24 horas, pusiera esos fondos i la orden del Juez 
exhortante?, como |>ertcueeientes ai concurso de (írinsíein (auto 
de fs. 528; exhorto de fs. 510j. 

K) Que esta resolución fué apelada |K>r el Fiscal. > la Tá- 
mara en lo Criminal la revocó declarando que no i>odia el Jrtéz 
exhortante exigir al Gobierno de Mendoza la devolución de fon- 
dos que éste había recibido en virtud de una sentencia ejecuto- 
riada de la justicia criminal que declaralia que esos fondos ha- 
bían sido el producido de un delito y que |H.r ello le pertenecían 
Ouc i el exhorto pudiera tener el efecto que se le pretendía 
dar. importaría una "invasión a la jurisdicción" de esa justicia, 
ppr ser la competente para juzgar sobre la materia (vista fiscal, 
fs. 544 y auto de fs. 548). 

a la disposición del Juez que lo ordena, efe tal manera que, sin 
su conocimiento y anuencia, nadie puede darle otro destino o so- 
meterlo o una afectación diferente. Si no fuera asi. poco o nada 
significaría como medida de seguridad, en resguardo de los in- 
tereses puestos en tela de juicio. En este concepto, emliargado 
al procesado Grinstein el depósito de dinero que tenía en el Bañ- 
en Anglo Sud Americano, como efecto |>crtcnecientc al delito 
que indágate e! Juez del Crimen de Mendoza, no pudo otro Juez 
aunque fuera el del concurso, disponer del mismo, ni someterlo 
a otra afectación mientras estuviera vigente, a no ser «pie se tra- 
tara de eml»rgos sucesivos sujetos en sus efectos a una orden 
de prelación. 



154 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



III. Que la declaratoria de concurso del procesado tírins- 
tt-in no autorizaba al Juez Civil anular ni menoscabar los efec- 
tos de ai|uel entilarlo, poniendo los fondos Itajo su d¡s|»osic¡ón : 
fx»r<|ite si es cierto que el concurso atrae todos los juicios ilu- 
dientes, según lo dispone el art. 720 de la ley <le procedimientos 
de la Capital de la República, la acumulación no alaren los jui- 
cios de carácter criminal» por ser de una naturaleza y objetivo 
distintos a los civiles y por corresponder a la exclusiva competen- 
cia ile los jueces «leí lugar donde los delitos se han cometido, 
en virtud de razones de orden público. Así lo reconoce expresa- 
mente la |»arte adora en su escrito de demanda (Retís, tomo II. 
págs. 64 y SO; Caravantcs. tomo I. pág. 510). En su mérito, el 
embargo de bienes que aparecían en ix*ler del delincuente, comn 
resultado de su acción delictuosa, formando parte integrante del 
juicio criminal, debió seguir su fuero y jurisdicción. 

IV. Que la justicia criminal es la única competente, para 
juzgar el hecho delictuoso, la resjwmsabilidad de sus autores y 
cómplices, las penas míe deln n aplicarse, y también sobre los ac- 
cesorios de la causa, tales como la determinación de los efec- 
tos o bienes obtenidos por los delincuentes, como consecuencia 
del hecho, y su decomiso o devolución a su dueño. No seria ]*>- 
sible separar lo segundo de lo primero, ya que aquello tiene qu« 
ser la consecuencia necesaria y lógica de esto. N'adie mejor que 
el Juez que entiende de lo principal, puede estar habilitado ¡«ira 
juzgar, a la luz de todos los elementos de juicio acumulados, 
sobre las consecuencias civiles del hecho. 

Así. pues, el juzgamiento de un asumo o causa criminal con 
sus accesorios naturales o necesarios, es de la coimietencia ex- 
clusiva «le la justicia «leí crimen, y sus decisiones definitivas tie- 
nen la autoridad de la cosa juzgada. 

V. Que |M>r tales m«>tivos «lel>e considerarse que los fondos 
en cuestión han tenido la afectación preferente que les da el 
embargo trabado por ta justicia criminal, a cuya ortlen debían 
siempre encontrarse y «pie. a su requerimiento, fundado en que 
esa justicia habia pronuncia«lo su última palabra, declarando que 
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realmente eran el producido del delito y |>or ello pertenecían al 
Gobierno de Mendoza, debieron serle remitidos, con prescinden- 
cia de toda extraña intervención. 

Kl art. 23 del Código Penal, dice: "l-a condena importa la 
]H ; rdida <le los instrumentos del <lelito. los que. con los efectos 
provenientes del mismo, serán decomisados, a mi ser que jwrte- 
nezcan a un tercero no responsable*', "Los efectos provenientes 
del mismo", lo que el condenado ha obtenido mediante el delito, 
i» lo que éste le ha producido, es su sentido, según se puede cons- 
tatar por el cotejo de esta dispi wición con los textos de donde el 
nitor del proyecto de código la ha tomado (Moreno. "Antece- 
dentes del proyecto de Código Penal", tomo II. pág. 10$). 

Sea que esos fondos obtenidos |ior los esposos Cirinstein 
eojno resultado del delito, se decomisen o se manden entregar 
i su dueño, pertenecerían siempre al Kstado de Mendoza. En este 
caso, el decomiso se habría hecho a favor del Pisco provincial, 
si la sentencia no hubiese declarado que esos fondos fueron el 
• estillado directo del cambio de las letras de tesorería falsifica- 
das y liadas a la circulación por los delincuentes, de lo cual re- 
sultáis que iK-rtmeciau al listado provincial. 

VI. Que el pronunciamiento de última instancia no puede 
ser más claro y categórico al respecto. El Camarista doctor Ane- 
llo fundó su voto, aceptado en todas sus partes por los demás 
miembros del Tribunal y dijo: "Y la restitución debe referirse 
a todos los dineros o depósitos que los diferentes procesados 
tienen en los Banco», algunos de ellos embargados y otros secues- 
trados y en esj>eeial los «hueros que aparecen tener (irinstein. An- 
drade. Maers y Berta Holzekcr de Maers, puesto que todos han 
sido obtenidos jwr el cambio doloso de letras de tesorería falsi- 
ficadas jK>r billetes nacionales, etc.'* (fs. 324 vta. del concur- 
so). La parte dispositiva de la sentencia se pronuncia en el mis- 
mo sentido (fs. 325). 

Vil. Que no es posible siquiera discutir que los bienes de 
que ha conseguido apoderarse delictuosamente el procesado, no 
forman parte de su patrimonio. No los ha adquirido, ni le pr- 
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teneeen. y no pueden por lo 180110 formar el haber de su concurM.. 

Ka es sino una visible maniobra la de un delincuente qt#?, 
indagado y encarcelado, manda abrir su concurso \mr intermedio 
de un tercero, y pretende, por este medio, llevar los fondos mal 
habidos, ya incautados por la justicia, a su activo. Y resulta más 
resaltante, cuando esos fondos constituyen su único hai>er. como 
si sus actividades no hubieran sido otras que las de falsificar, y 
se ve luego desertar o desvanecerse los setenta y tres acreedores 
enunciado por el concursado cuando llega el momento de la cojil- 
prolación y vcrificición de sus créditos, según resulta del in- 
forme que presentó el sindico doctor Berkman a fs. 256 < fs. J 
y .V lista ile acreedores ) . 

Aún en el supuesto de ser reales esos acreedores, nunca pu- 
dieron ellos creer rpie esos fondas de tal prudencia habían de 
responder al |>ago de sus créditos. 

Declarado por la única autoridad competente que el clepo- 
sitodc que se trata es el resultado directo del delito indagado, y 
habiendo sido embargado meses antes de iniciarse el concurso, 
ninguna otra justicia, de cualquier fuero que sea, puede rever 
ni contradecir lo resuelto. Juez alguno puede tamj>oco impedir 
que esos fondos respondan al fin para el cual se secuestraron, 
sin llevar una invasión al terreno propio de la justicia pemil de 
la provincia, que. como ya se ha dicho, es la única habilitada pa- 
ra juzgar de los delitos comunes cometidos dentro de sus lineas 
(concuerda con la doctrina «leí fallo citado de fs. 121. confir- 
mado |>or la Cámara Civil a fs. 134). 

En su mérito, se rechaza la demanda, sin costas, en razón 
de los caracteres especiales del caso que pudieron traer la duda 
a! litigante. Xotificpiese. repóngase el papel y archívele 

ROBERTO Repktto (Kn disidencia*. 
— Antonio Sagarna. — Litis 
Linares. — B. A. Nazak \n- 
cnoKENA. - Juan B. Trran (Kn 
disidencia». 



157 



EN* DISIDENCIA : 

Y Vistos: 

Los seguidos por Isaac Grinsteín y Rosa Holtzeker de Grins- 
tein contra la Provincia de Mendoza :««ire restitución de una 
Minia de diñen», de los cuales resulta: 

Que a fs. 4, comparece el doctor Alejandro Ruzo. en su ca- 
rácter de síndico de! concurso civil de los actores, puliendo se 
condene a la provincia nombrada a devolver la cantidad de cua- 
trocientos sesenta mil |>esos moneda nactc:»:d. con sus intereses 
desde el 9 de Aposto de 1930 y las costas para el caso (fe opí* 
sición. 

Que esos fundos constituían el único bien «leí concurso de 
los csjmisos (¡rinstein, radicado ante la justicia civil de esta Ca- 
pital. Fueron emlrargados a requerimiento del Juez de Mendoza 
mediante exhurto librado en un proceso seguido en aquella ciu- 
dad, contra Isaac Grinstcin y otros por falsificación de letras de 
tesorería y luego, accediendo a lo pedido en otra carta rogatoria 
reiterada telegráficamente (fs. 32S a 332), puestos a rjtsposir 
ción de las autoridades judiciales del crimen de Mendoza que eiir 
tendían en !a mencionada causa. 

(Jue el auto ordenando esto último fué anulado por la Cá- 
mara Ciyft de la Capital por haberse dictado sin dar iirtcrvcn 
ción al síndico. Kste. inició de inmediato gestiones judiciales en 
los mismos autos para que el Gobierno de Mendoza restituyera 
la suma de que se había incautado y se libró exhorto reiterado 
imiv luego a fin de que asi sucediera. 

«Ule la sucursal del Banco de la Nación en Mendoza in- 
formó al Juez que la suma de $ 40,33830 había sídu transfe- 
rida al Manco de la Provincia de aquella ciudad el 21 de Agosto 
de 1**30 de donde se extrajo dicho depósito, según consta a ís. 
521 del juicio criminal, con cheque X" 13.339 expedido a notilbre 
de don José Yíllaverde. tesorero general de la provincia de acm r 
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<|. om fa tltymeáio por el Juzgado. ÉBpfeftfe k provincia cíe 
Mmlo/a para restituir el dinero éíi cuestión, fué revocado el 
auto o irreal <oti< líente por la Cámara <le Apelaciones en lo < n 
u ti nal, que ordenó la devolución del exhorto. 

Uue ante la residencia del Juez ele Mendoza eti aquel sen- 
tida, t*r llevaron les autos a esta Corte la cual. contiendo en la 
incidencia sobre competencia, decidió i|ite no procedía el dili- 



•¡eiiciaurieuto del exhorto por las autoridades judiciales de Men- 
doza sin perjuicio de las arciones c¡ue pudieran corresponder al 
sindico del concur-o para obtener la entrega efe los fondos. 

tjitv el alcance de la sentencia de la justicia del crimen de 
Mendoza no |**Ua ni puede ser otro q«e la restitución o secues- 
tro de las letras de tesorería falsificada» e indemnización de los 
perjuicios consiguientes, pero, no el secuestro de una Mima de 
dinero cuya cantidad es má- del doble del perjuicio nvonocido 

!,ne tienen acción legitima sobre la misma suma de dinero. 

<Jne la comiH-tencia <le la Corte para entender originaria- 
mente en la causa. sur»e de la 'unióle de la cuestión t\\iú se plan- 
tea y del carácter y domicilio de las partes. Invoca los arts. 101 
de la Constitución Nacional y I". iiu\ 1". de la ley N" 48 y 2» 
de la ley X* 4055. 

Muc corrido ira- lado de la demanda. íué evacuado a í>. 17 
por don Adolfo I Niebla, en representación de la demandada, pi- 
diendo el rechazo de aquella con especial condonación en costas. 
\firma ejüc Isaac Crínstcin y mi csposi Kosa Uohzeker fueron 
procesados por falsificación de letras de tesorería, secuestrándo- 
meles durante aquel, fuertes sumas de dinero, producto de la ac- 
tividad delictuosa de ambos sujetos. Agrega que estos se hicieron 
concursar en Unenos Aires apareciendo Griustein con deudas ele- 
vadas y con acreedores que no tienen costumbre prestar dinero 
a insolventes. 

<Juc el titulo invocado por la provincia para n|Krtierse a la 
devolución efe la suma reclamada es la sentencia condenatoria 
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dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la pro- 
vincia de Mendoza contra Grinstcin y otros, pasada en autoridad 
de cosa juzgada. 

Que los deudores responden con sus bienes propios a sus 
acreedores, jkto en ninguna forma pueden considerarse hienc> 
propios las sumas de dinero obtenidas con la falsificación de te 
tras de tesorería. 

Que abierta la causa a prueba, fs. 25 vta.. se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 72 aleando sobre su mérito ambos 
contendientes, fs. 77 y fs. 82. A fs. 87 se pusieron los autos 
al despacho, y 

Considerando: 

Que la circunstancia de halarse puntualizado en el alegato 
fa improcedencia de la jurisdicción originaria de esta Corte. «0 
es ábice legal para examinar la cuestión, pues este Tribunal ha 
declarado en forma reiterada, que la declaración de su incompe- 
tencia de oficio o a petición de parte, puede y del* hacerse en 
rualquíer estado de la causa. Fallos: tomo 142. págs. 169 y -«y.» 

Que la sentencia pronunciada |>or este Tribunal en la cues- 
tión de competencia trabada con motivo dé la negativa de la jus 
ticia de Mendoza a cumplir el exhorto del Juez del concurso, no 
tiene el alcance que la actora le atribuye. Limitóse aquella a re- 
solver que las autoridades del gobierno de Mendoza no se halla 
ban obligadas a la entrega de las sumas reclamadas en el fies] ta- 
cho rogatorio sin |»crjuic¡o «le las acciones que pudieran corres 
]H>wlcr al sindico del concurso para obtener su restitución. No 
se expresó en parte alguna de lá sentencia que tales accione, de 
biau traerse a la jurisdicción de esta Corle como sin duda por 
error la afirma el escrito de demanda. 

Qtte el antecedente inmediato del exhorto librado por las 
autoridades judiciales de Mendoza a las de la Capital. I«» cons- 
tituye la sentencia dictada en el juicio criminal por falsificación 
de letras de tesorería por la CtlSl se condenó al concursado Isaac 
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(¡rinsuin a sttíní la pciia cfcs fjpitfófc años de reclusión y "a la 
restitución de todos los (JUieros y bienes emtargados y secues- 
trados en los distintos |WKesu8 sef-ún la extensión determinada 
en el acuerdo precédeme" < í*. 43). Según éste, la restitución 
debía comprender "lodos los dinero* o dejHisitos que los düe- 
rentc* procesados tuvieran en los llamos. . . y en especial los di- 
luiros qtie aparecen tener <¡riur.tein. Andrade. etc.. puesto que 
t.»do> han sido obtenidos mediante el cambio doloso de letras de 
lex.rena falsificadas puf billetes nacioimlo'* i vea>c tesinn»- 
nio ís 41 ». 

i hxe - i esta seíitetiCÍa pronunciada por Ja justicia ernnen 
■ Ir la ciudad de Mendoza, conforme a lo depuesto por el art. 
7" de la Constitución Nacional y por las leyes 44 y 5133, tuviera 
el valor de la cosa juzgada, oto es. mereciera en ttkla e! territo- 
rio de la República, en cnanto a sus formas y a su contenido \ 
efectos, la misma f tur/a que le corres|H nula en la provincia de 
donde emana, es claro que ni las autoridades judiciales ordina- 
rías de la Capital de otra provincia ni las federales tu ninguna 
de sus infancias (lúclnán >in contrariar las disposiciones invoca- 
das variar o modificar los efectos de la susodicha sentencia. En 
ese supuesto, también esta Corte carecería dé jtlfisdicéión legi- 
tima para conocer en la presente causa, que presupone, entre 
• aras ia declaración itc qMe el dinero solicitado por exhorto no 
pr. cede de la venta de las letras falsificadas, como concretamen- 
te lo afirma la sentencia criminal (Fallos: tomo 142. págs. SS?. 
mi:. \Mk pñg. 559: tonto 17. pag, 285). 

I.a intervención ile la forte en tal hipótesis importaría la 
revisión de una resolución definitiva pronunciada |M»r las aun» 
ridades judiciales de la provincia de Mendoza sin concurrir las 
o iliciones extraordinarias y de cxce|>ción señalada* por el ari. 
14 de la ley X" 48, 

Qtie si. por el contrario, aquel |ironunaamicntu no fuera 
.U unitivo en la |»arie relativa al apoderamiento de los recursos 
deleitados en los Bancos a nombre del condenad», tampm-o ten- 
dría esta Corte jurisdicción legitima para modificar la resoln 
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ción del Tribunal de Mendoza, pues ello importaría una intro- 
misión de la justicia federal en el desenvolvimiento de la justi- 
cia ordinaria «le las provincias la cual sólo puede realizarse en la 
forma prevista y organizada por la ley nacional N* 48. luego de 
terminados los juicios. 

1.a intervención de la Oírte en esta segunda hqiótesis im- 
portaría traer a su decisión una cuestión de antemano sometida 
a la jurisdicción local pues son sus jueces quienes en ejercicio 
«le a«|uclla han orckiunlo la entrega al Gobierno «le Mendoza «le 
la suma cuya «levolucióu se gestiona ahora. 

Que el dinero cuya «levohición se pide en esta causa. c««u<» 
se lia dicho, le fué cntrcga«lu al Gobierno «le Mendoza inir una 
«lecisión imlicial. cuva validé* o invalidez del e ser discutida ante 
el Juez que libró el exhortó* «el cual aquella (ué una mera c«.n- 
secuencia. lista* í «irte ha declarado en numerosos casos "qne lus 
jueces y autoridades provinciales tienen el deber «le ■ umplir l««s 
actos v diligencia* judiciales sohcita.las [>or tos jueces federales 
sea para h.cer i^tifidciones. .itacione*. embugos, etc . «le acuer- 
,1o con lo dispuesto por>j| ar> 1 i <lc la ley N» 48 singue aquellas 
puc«lan obieta- su legalid -1 porqué eUo importaría suplantar la 
autoridad y jurisdicción M Juez de la causa, pUdiendo el liti- 
gante hacer-valcr l«« dérechos §tte crea tener ante el mismo Juez" 
(Fallo»: T. 146. pág. : f 1h" pág. 403; T 15 fe pág. 45). 
K| principió e- el mismo tratan." .se -le las iveálüa* i- Uciates so- 
licitad:-- por los jueces 1«- la ¡u-ticia prdinana miñ si. 

Que es i:i Corte: carece dé jm iMÜcción |.n.i someter a nuevo 
análisis lo «pie ha sido materia de decisión por los uriunatcs bi- 
cales, km arts. 104. 105 y 5» de la institución .\acnmal atn- 
Imven a las provecías .! derecho de administrar ;i propia justi- 
cia coi' las un. a- exo^cjojies ..ntenidis en l«)S arts, 100. 101 
y 31, donde ciei lamente no. tiene cabida el de auttis. 

gjitc de tales antece.lei.tc* y prlntíipios se deduce la conclu- 
sión de «pie esta Corte carece de juris«l¡cción para onecer en la 
contienda «pie se trae a su cnnoc¡mient«>. 
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Kn su mérito y de conformidad cotí lo podido \mr el señor 
IWurador General, se declara qué osla Corte carece de juris- 
dicción ¡jara conocer eti la presente demanda, sin costas atenta 
la naturaleza «le las cuestiones debatidas. Xotifii|uese \ repues- 
to el papel, archivese. 

)r \\ lk TkkÁN. 



Xfoss y Compañía S. .1. Lilia, contra cf Fist o Nacional, sobrr 
devolución de derechos Aduana. 

Sumaria.: Procede la rectificación pur err-.i < . nuís . n el • . m de 
l\ metv.'MlerM li latía miroduida; aún ctiandü (4n MCtí- 
íicación se j>i*líera once ríiéses después, pe>i ¡tiues de .jiio 
fuera observada poi i.i \duano . sin qm mediará denuncia, 
pues m *»a¡. de error excusable al decorar kilos en ve/, de 
I ti iras, sobr» todo <^>Meía"«do qifc I; «{invocación consis- 
tí.. ¡. deelarrfr titas y "o menos cantidad de l:i que 'taimente 
v ■« itrodyeía 

Caso : 1 . explican hs pieza* simientes 

.IINTKNCIA DK PPIMIRA l.\ 

Buero, a.u-. Mayo 2 de 15155, 

V \ ist. <: 

I ,o> promovidos |kái v » <<ni|f.tñia, Sociedad Anónima 

contra la Nació". snl>re devolución de derechos de aduana. 

Y Considerando : 

1* Que la actora manifiesta en su demanda de (s. 9 que al 
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efectuar una declaración de despacho ante la Aduana de la Ca- 
fiitnl tomó erróneamente kilos por libras, error que puso de ma- 
nifiesto aule la Administración, solicitando rectificación de la co- 
pia, no obstante lo cual el Ministerio de Hacienda desestimó el 
pedido respetivo exigiendo se alomasen los derechos por la can- 
tidad declarada en kilos y no en libras. 

Agrega ,| W . transcurrido el plazo reglamentario, la merca- 
dería incurrió en rezagos, y fué rematada |>or la Aduana, quien 
no aprobó el remate y se quedó con aquella, formulándole car- 
teo a la aetora jmw el suplemento de los derechos, lo que no ha 
podido hacer jn>r tu» hal)er dis|>osición legal que a ello la au- 
torice. Añade que si la pena máxima es el comiso, es inadmisible 
que además de la pérdida de la mercadería, deba sufrirse otra 
pena como ocurre en este caso, que no requiere esfuerzos de dia- 
léctica para demostrar lo expuesto. 

Invoca el art. 784 del Código Civil y la circunstancia de ha- 
l er hecbo el |iagn con protesta y termina solicitando se condene 
a la Nación, a devolverle la suma jugada jmr el concepto arrilia 
* xpresado, o sea. cinco mil ciento ochenta y siete pesos con «in- 
tenta centavos moneda nacional, e intereses y costas. 

Contesta el señor Procurador Fiscal a fs. 25. expresando, 
que la aetora pretendió rectificar el error aludido y presentó dos 
s< ilicitudes resueltas negativamente, pues el art. *>8 del decreto 
>uplementarto de la ley 11.281. es terminante al respecto. 

Sostiene que la aetora déla- sufrir las consecuencias de su 
error, pues la Aduana ha respoiulíflo durante cerca de un año. 
por ja cantidad manifestada. Ha cor rescindido bien; liquidar los 
detechos en la forma realizada y |M»r lo demás no hay disposi- 
ción legal que autorice la re|>et¡ción intentada. 

Solicita se recbace. con costas, la demanda. 

2* Oue al resolver la presente causa, observa el suscripto 
que la aetora expresa en las actuaciones administrativas agrega- 
das que por el va|i«r Manchester City, paquete 3635. etu.'ado a 
puerto el 31 de AgPStO de documentó a copia ele depósito 
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once tardos con cuatro mil setecietu <s treinta y ocho kilos (eji- 
dos dé lana y al efectuar el despacho se apercibió del error de 
haber declarado kilo-, en lugar de libras, por lo que solicitó cali 
fecha Agosto 14 de 1924. la modificación «leí ¡rno de referencia 
l.a manifestación verificada |»or la adora el S de Septiem- 
bre de 1923 no ha podido ser modificada en Agosto 14 de 192-1 
en presencia di- lo establecido en el art. 9Ü del decreto regía- 
tnentario de la k*y 11.JS1, coincidcntc con el articulo del decreto 
reglamentario de la lev 4933» 

Por otra parle, la adora dejó convertir sn mercadería depu 
sitada, en rezagos. por lo cna! la Aduana de conformidad con las 
iwrtinemes disposiciones para tales casos, y si el rebultado del 
remate no ha alcanzado para abonar los derechos correspondicu 
tes a 1,. manifestado, la Aduana ha procedido de aciicrdo a la lev 
al exigir el |Xlgo de aquellos derechos. 

Xo existe disposición legal que apoye la pretensión de la 
«Clora y tn cambio el art. 352 de las ordenanza* cíe Aduana es- 
tablee.- que si de la verificación resultan diferencias jx>r haberse 
manifestado artículos en mayor cantidad de los que resultan de 
la verificación, se alorarán o liquidarán los derccho> | ,. r la ma- 
yor cantidad manifestada. 

Ksttí es. en síntesis. 1.. que ha ocurrido en el caso presente, 
que nada tiene que hacer con e! comiso como parece entenderla 
por vía .le argumentación ín parte adora toda ve/ que no s< 
traía de !a imposición de penas, sino del cobro de derechos cotí 
arreglo a una inani testación que no se puede alterar 

Las dis|».)>iciones citadas anteriormente tendrán todo el ca 
rácter de severidad que se le quiera asignar, per... mientras se 
encuentren videntes i„> le es dad*> al suscripto apartarse de ellas 
a fines de resolver el c.m> de acuerdo con otro concepto me 
tufe riguroso. 

Poí \as can^Mernctoiiea que preceden, tallo: rechazando, 
ton costas, la demanda de ís. 9, instaurada |>or Moss y Compa 
ñia. sociedad anónima contra la Nación, sobre devolución de de- 
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rcchos aduanero* alionados hajo protesta. Nulifíquesc, repónga- 
lo el sellado y oportunamente archívese, previa devolución dt 
k»s expedientes agregados a su procedencia. 

• 

Saúl XI, list obar. 

SENTENCIA 1>E LA CANTARA FEDERAL 

Buenos Aires. Septiembre U de 1M5. 

V \ istos: 

listos amos seguidos .Mos> y socieda<! anónima 

contra la Xación. sobre devolución de derechos de aduana, y 

Considerando: 

fjue la> cuestiones m-ciiad:is entre los actores y la Adua- 
na de la Capital con motivo de la solicitud de rectificación del 
pe>o consignado en la copia de depósito » 24.424. por haber 
expresado kilos en lugar de libras, fueron resueltas definí ti va- 
mente sin i|ue proceda reabrir la discusión (sentencia de este 
Tribunal de 17 de Atiríl de 1929). 

Que no <v trata, en el caso, dé una imposición dé pena ino 
del coliro de derechos con arreglo a una inanil estación que no 
se ha podido alterar, como lo dice, con acierto, la sentencia ape- 
lada y siendo «pie los actores dejaron convertir en rezagos la 
mercadería depositad:! y que el producido de su venia m alean 
. o para alionar los derechos aduaneros adeudados, el eohrp eíec- 
tliiiiíü es tegal y. en consecuencia. improcedente su devolución. 

Vw ello y fundamentos de la semencia de fs. 44. se la con- 
firma, salvo en lo que respecta a las costas, que se pagarán pót su 
rden. las de ambas instancias. - - Ecequiél S. de Otrtsso. - A\ 
rílW PtílaéHK - Curios dé Cafítpilfo. X. González ímtnmih 
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Buenos Aires. Noviembre 21 <!<■ L»35. 

¥ ViMo* : 

K ti proejo seguido pur %m$ y I -«fa. eirtufci ift Wm* 
X.ui'.M.tl. |w)t fvj^etíciufl de la «WW <fe ciiieii mil cimto odíenla y 
siete pesos con cuarenta centavos monjía «acürtml, pagados cm 
protota, y 

Considerando : 

1 ' One el actor introdujo al país en 31 lie Atfostu .le 1923, 
p»r el liara. Manchester City, once fardos de mercaderías tle lana 
y litó denunció a|uivocadamcnt e como pesando 4.7.V kilos, siendo 
asi *jue eran libras. 

J" ( )ue once meses después pidió se le admitiera la rectifi- 
cación del error en el pese», pedido que le fué negado en virtud de 
lo dispuesto |Hir el art. 90 del decreto reglamentario de la ley de 
aduanas, según el cual "Ja manifestación aduanera es inalterable". 

A' (Míe es de considerar que el actor perdió la mercadtria 
por haber sido rematada e ingresado a la tesorería fiscal su valor. 

p Que el migo de cinco mil ciento oclienta y siete pesos con 
cuarenta centavos m/n.. que lia sido pagado pcir el actor y cuya 
repetición se busca con este juicio, incluye derechos y gastos co- 
brado* por razón de la mercadería declarada cqtlivoeadanieirte 
lie más sobre la realmente introducida. 

5> < tuc el em»r en que incurrió la mani testación del actor 
ante la Aduana, istá comprokido por las declaraciones de sus 
inopias oficinas, cuando se procedió a la venta y también por las 
constancias del libro "de romaneo", cuando entraron a depósito. 

(ff <Jm el error en que se incurrió al denunciar el peso de la 
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mercadería tué rectificado ames de que fuera observado |Kir la 
A. luana y. sin que mediara denuncia. 

7" < Ha- en estiSs? comliciMius pl art, 100 del decreto reglamen- 
tario de la lev de aduana infinite la rectificación. 

X" Oue la objeción hecha para luí admitir ia rectificación o 
siííí la de que durante once meses la Aduana aportó la responsa- 
bilidad de la inercaderia |»or el peso declarad», hií es valedera, 
por cuanto hahriase podido otaMcccr la responsabilidad verdadera 
por los documentos del harco y las constancias del libra eje roma- 
neo que re^iMró el peso de los fardos individualmente. 

9* Que de las demás circunstancias del proceso, resulta ex- 
cusable el error, sobre todo considerando qué el error consistió cu 
declarar más y 110 menos cantidad que la realmente introducida. 

I'nr tanto y oMu el señor Procurador Genera!, so revoca la 
amencia apelada y se dispone que sean devueltos al actor, deu- 
in» de la suma de cinco mil ciento ochenta y siete jhsos con cua- 
renta centavos moneda nacional, los cargos correspondientes a la 
mercadería declarada en exceso sobre la realmente introducida. 
Sin costas, atentas las circunstancias del caso. Xolifíqnese y de- 
vuélvanse. 

Roberto Repetto. — Luis Linares 
— Antonio S.viakxa. — Jtwx H. 
Tf.káx. 



ACI.AKATOKI A 

Buenos Aires, Diciembre de 1839. 
■ 

Autos y Vistos : 

Atento lo expuesto, se resuelve que corresponde alionar inte- 
reso sobre la suma que se establezca, de acuerdo con la senteii- 
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cia dé fs. 65. a omtar (Me el día dé la notificación de la déntori- 
da y a estilo del que colira él Hanoi de la Nación, quedando ;im 
aclarada la semencia aludida. !lá»ae saher. 

ROBKRtO RKI'I.TTO. - AMüNI'i 
Sa<;akna. — l-I JS LlNAKIS. — 
JlWX ll. Tl-.RÁN. 



PetmarM Qcsu tf* />•/«>,<..>■ Aires cwitw d &*ftHfe XMumtd 
lición Üe -"ñas f>ii,jtHÍ»ts. 

Sumario: Él coche rfonitUprigi se halla hicltiííto cu la disposición 
del articulo h de la ley 2S7.1 que di>, míe <|ne tütfa pa^jcfii 
licúe derecho a continuar cu el mtórtWi o che hasta el ténilíiMi 
del viaje en cada linea. 

Citfo: l.o explican la- pieza* siguientes 3 

M.MIAVIA IiK PRIMKRA INSTANCIA 

Buenos Aires, Ffluvro IT de \'X '\. 

Y \ i-to- : 

Ivsttw auto- caratulado* l-Yrrocarrii OfcKÍ< de \i 
:^ . iiUra ü.-hiciii. de la Nación sote repetición de ¿urnas pa- 
gadas, de cuyo estudio n -ulta : 

]•• Don l-.-lel I »m/ eii n presentación de la adora prUttUieve 
a í- demanda contra la Nación a fin de ohleiicr el reintegro 
de las Mimas de dinero que por capital, intereses y costas pagó 
pn el juicio de apremio que le S'gtlteril I » Dirección Cienera! de 
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Ferrocarriles por cobro cíe una mulla de dos mil jw&oi? cjiie dídiil 
repartición Ite aplicó con focha .30 ele May., de I9M 

Dice que su mándame al presentar a la Dirección ííeiicral 
de Ferrpcarriipsi a los efectos del art. 13 de la ley 2*7.* el bu- 
tano a regir (Me el l'" (le Mayo de 1923; estableció en el mis 
iiío que M trenes que corrían a Ingeniero Uliggt. Tetón y Colo - 
nia Alvear. respetivamente, dejarin sus coches dormitorios en 
las estaciones 1 >jcda. Pico y Kealicó. entre otras razones, por la 
CSC sez de itíisajoros hasta i'»s punios terminalis: por.jue la ma- 
yoría de los mismos almidonan los dormitorios en estaciones in- 
termedias v porque el servicio de esos coches no «lebc utilizarse 
duranlc et «Ka. Agrega que la hora en «pie se dejan Wtüám 
odies no era intempestiva y que con el procedimiento pn.pueslo 
se evitaba un recargo inútil en los gastos sin heneticio para nadie. 

1.a Dirección de ferrocarriles aprobó el horaria |Hifo exigió 
qiie los coches <lormitorios corrieran hasta destino en tas lineas 
de C0l»«iia Alvear. Telón e Ingeniero fcáliggi invocando el art. 
.Vi de la ley Su representad ', solicitó rec«>ñsklenicióii >">■ 

uniendo qíu? era inaplicable esa disposición legal que no püdu 
referirse a los coches dormitorios qtte eran poco conocidos en la 
época de su sanción sino a los salones comunes de servicio Ordi- 
nario* pues la finalidad de los dormitorios ^ descansar o rtbr 
mir durante la noche y jw ello el derecho del pasajero m. vn más 
allá (pie las horas que de ordinario se destinan al sueño. X" pro- 
pero la reconsideración y el #3 «le May.» de 1<LM se le aplicó 
una multa de dos mil pesos intimándosele qm- corrieran kw co- 
ches dormitorios hasta los puntos terniinalrs. 

Mvnciona ti art. 19 tlí? la Constitución Naciond aí¡i"mañdo 
que no existe disposición le-.il «pie autorice a la Dirección (le- 
ñera! de l'crrocarrilcs a imponer a SU representada el servicio a 
une la ha obligado, para 1.. etnl. forzando la armuneniación. ha 
pretendido ampararse en el fefe 3<> de la ley que l H,r 

.•ación razonada delie referirá a los coches comunes y Un a los 
dormitorios. Niega facultades a toda autoridad para obligar a la 
empresa a reali/.ar un servicio sin una remuneración razonable. 
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mucho menos cuando eri d caso ele autos solo produce pérdidas 
demostrando estos último que no es un servicio necesario. 

Dice íjuc ouiigár a realizar esc servicio innecesario sin una 
mutua ración razonable implica una confiscación de la propie- 
dad privada prohibida por el art. 17 de la Constitución : pide qtte 
ion interese* se haga jugar a la demanda en la í orina ya indi- 
cada: que &e declare que la Dirección General de Kerruearrile- 
1 troceriió fuera dé síis facultades y finalmente dice qtie se reserva 
el derecho de denwndar por los daño» y perjuicios que le lia oca- 
sionado el hacer correr inútilmente lqs coches dormitorios a que 
KA aludido. 

2" K! señor Procurador Fiscal a ís. 20 contesta la demanda 
pidiendo se rechace cou costas. Expresa que la superintendencia 
> autoridad de la Dirección General de Ferrocarriles se despren- 
de «le lo* ari>. 12. 13, 33, M* y 37 de la ley 2S7¿ y extraña el cri- 
terio opuesto |xn* la adora a la intervención de aquélla ya que el 
fíenle de la empresa explicó en el expediente administrativo 
• pie la SUS|»eusión de lo> eches dormitorios >e \úm en la inteli- 
gencia de que la Dirección lo aceptaba, pero que convencido de 
!«• contrario daba órdenes para restablecer dicho servicio. 

Sostiene que no haciendo la ley 2073 ningún distingo sobre 
coches es inadmisible la interpretación de la adora de que el 
ur. .V» se ri tiere solamente a los coches comunes sin incluir a 
los dormitorios y |X»r último sostiene que el número de jwisaje- 
ros o ia falta ele .uanancias alegada, son cuestiones de contahüi 
dad interna- de la empresa extrañas a la cuestión. 

# Abierto el juicio a prueba se produce la certificada por 
e! letuario a ís. 53 vta.. habiendo alegado amUis partes a fs. 
Ni v fn?. 

O msiderandó ; 

1 \\ couiestarse la demanda lio se ha desconocido que l;i 
act«»r., ha>a pábulo la multa cuyo ¡nqxvrte repite en estos autos 
lo que por otra parte. lia sido admitido por el señor Procurador 
hic.d en el escrito de ís. 12. 
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2» adora desconf>ec a la Dirección General de Ferrtwa- 
rriles la faculta.! de haberlo c$¡g¡<fo en la resolución de fecha 21 
de Vbril de 1923. inserta i-ii el expediente agregado 027.625 « ' 
1022, que C" i*' horario de trenes a regir desde él 1" de Mayo 
de 1923 hiciera correr coches dormitorios hasta deslino en las li 
n«,s a Colonia Vlvear. Telen c Ingeniero Luiggi. 

Tal descimochhiciuo es inadmisible en nrcsciicia de las cla- 
ras disposiciones légales > reglamentarias que rigen c! funciona 
miento de \<* ferr«»carriles nacionales. En efecto. I» % - s7 ^ 
, n stí art. 12. establece en primer término que la formación y 
marcha de los trenes se ajustará a los reglamentos que dicte el 
|\ L. en los cuáles sé esíaldccerá espcciaimcoie el personal de 
cada tren, él número y clase de sus vehículos y él Orden de su 
colocación. Luego, según el último párrafo del art. 13 'los ho- 
norarios serán establecidos con anuencia de la Dirección de Fe- 
rrocarriles, que intervendrá al efecto de asegurar la comodidad 
de los pasajeros y el servicio de combinación entre IÓS treno tic 
lineas distintas". 

De conformidad con las disposiciones legales citadas es in- 
discutible la facultad de que lia tocto USO cu el caso de autos el 
t iobierno de la dación por medió de su Dirección General de Fe- 
rrocarriles |«ra fijar el horario de trines de la aetora. la clase 
tic vehículos q«é los deberán componer, en atención a la cino.li- 
ilad de los jasajéros. 

Las razono económicas que la empresa pueda alegar para 
.,p..nci-c a hacer correr coches dormitorios hasta destino en las 
lineas a Colonia Alvear. I "cien e Ingeniero Luiggi, dcKn ceder 
necesariamente a los derechos qit? la ley acuerda a los pasajeros 
v que la Dirección General de Ferrocarriles tiene la misión de 
tutelar conforme a los arts. 69 y concordantes de la ley nacio- 
nal de ferrocarriles. 

Todo pasajero tiene derecho a continuar en el husmo coche 
hasta el termino del viaje en cada linea, dice el art. .V. de la ley 
2S73 y lo reitera el art. 157 de su decreto reglamentario, y siendo 
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Dirección (¡enera! de Ferrocarriles al exigir a la adora que los 
coches «Inmutónos corran hasta destino en las lineas antes refe- 
ridas, no ha hecho otra cosa que ejercitar aquél la facultad te- 
niendo presente la comodidad que para los pasajeros que van cu 
coches dormitorios a Colonia Airear. Telen e Ingeniero l.ui»- 
•íi. importa el no tener que cambiar de coche. 

Siendo ello así, las cuestiones técnica:, sobre las cuales se ex- 
pide el informo pericial de fs. no afectan en nada la cuestión 
legal planteada que se resuelve en sentido favorable a las atribu- 
ciones ejercitadas por la Dirección General de l ; errocarrilcs. 

3* I-i adora sostiene que obligarle a realizar el recordado 
sci vicio de coches dormitorios- que ella considera innecisario- 
■in una remuneración razonable implica una confiscación de !a 
propiedad privada prohibida |M.r el art. 17 de la Constitución 
Nacional. Tal argumento es improcedente en el caso "suh judice. 
|Xjrque, como lo ha establecido la Corte Suprema (T. IOS. pá» 
SO)* "las confiscaciones prohibidas por la Constitución son me- 
didas de carácter personal y de fines penales por las que se des- 
apodera a un ciudadano de sus bienes: es la confiscación de! Có- 
digo Péllál. y en el sentido amplio del art. 17. el apoderamicnto 
de los bienes de otro, sin sentencia fundada en ley o ¡mr medio 
de requisiciones miiiiares; pero de ninguna manera lo que eii ("tu- 
ina de contribuciones para fines públicos pueda imponer el Con- 
\gtem o Io> gobiernos locales"'. 

Kn tal concepto y no pudiendo sostenerse q$$p el obligar a 
la adora a correr coche.- dormitorios en determinada linea en 
uso di» facultades legales importe el apoderamicnto de sus bie- 
nes sin sentencia fundada en ley. es evidente que dicha exigen- 
cia por parte de la Dirección (¡enera! de Ferrocarriles no puede 
considerarse sea la confiscación prohibida por el Citado art. 17 
de la Constitución Xacional y así se declara. 

IW íps fundamentos expuestos, fallo: rechazando la de- 
manda. con costas. Notifique Gavina o itadia. reponíanse las 
fojas, devuélvanse con oficio los expedientes agregados y opor- 
tunamente archívese. 

Eduardo Sarmentó. 
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Bueno* Aires. Diciembre r de 1033. 

Y \~isfns: 

Estos aillos seguidos por la empresa del Ferrocarril Oeste 
de Buenos Aires contra la Nación, por repetición de una multa 
relacionados a fs. 74. 

Considerandr,: 

(.hte atento Fo dispuesto en los arts. 12. 13 "in fine". .V». 71, 
ines. y 15. 91 y 92 de la ley 2873. el Tribunal estinn suficien- 
temente fundada la sentencia de fs. 74 que rechaza la demanda. 
Cero como Ja adora sostiene en su escrito de expresión de agra- 
vios de fs. 81 que la coligación impuesta a h empresa de condu- 
cir sus coches dormitorios hasta Colonia Alvcar. Telen e tnge- 
niero Luiggi, es ilegal por vulnerar lo dispuesto en los arts. 8" y 
9* de la ley 5315 : y también inconstitucional, por obligarla a pres- 
tar un servicio a pérdida, lo qtic viola los arts. 17 y 10 de la 
Constitución Nacional, el Tribunal estima necesario referirse es- 
penalmente sólo a estos agravios. 

El derecho del pasajero a continuar en el mismo coche has- 
ta el término del viaje en cada línea, es indiscutible, atento los 
términos del arfe 36 de la ley 2873. Y la circunstancia «le que por 
el escaso número «le pasajeros tío obtenga la empresa en todos 
los trans|K>rtes que del>c realizar el 17 % bruta (o el 6.80 % li- 
quido) que le autoriza a ganar la lev 5315. no implica que la obli- 
gación de realizar esos transantes importe violar los arts. 8" y 
<>•■• de esta ley. que se refieren al total efe las tarifas dé car«a y 
\ visajeros. 

En nuestros ferrocarriles, como en todos los demás, "el pre- 
cio del transarte" (o sea la tarifa) varia de acuerdo al "valor 
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«Id trans|x>rtc\ El precio del transporte déjáiídé del mayor va- 
lor que d producto adquiere al ser transportado a mi destino, lo 
que constituye el "valor del transporte''. 

Ho puede haber transporte citando él precio ««• tarifa) -|uc 
cobra la empresa es superior al valor del transporte. De ahí que 
según sea la mercadería pa# e un r R,ci " distimo, entre los mis- 
mos puntos de origen y destino, o igual distancia, conm pue- 
de verse observando las distintas tarifas apr«.l«das que %»« 
los transportes de vinos, tejido*, leña, maquinarias, cereales. olea» 
ginosoa, piedra, carbón, etc. 

A ninguna empresa se le ha ocurrid., sostener que la tari- 
fa pala el transarte «le leña .» piedra es inconstitucional. \my 
s t -r inferior a la que pagan los tejidos o automóviles por reco- 
rrer ¡guates distancias y no rendir SU transarte la Utilidad <|uc 
|Mxlrian obtener de acuerdo al art. 9» de la ley 5315. 

Y si fuera a analizarse cada una de las tarifas, se veria que 
unas producen una utilidad suprior al limite legal y otras una 
inferior. Es en su conjunto qué las empresas tienen derecho a ob- 
tener hasta un máximum «le 6Í80 % V lo mismo puede decirse 
del transporte «le pasajeros. En unas lineas, pór el humero «te es- 
tos, u transarte produce una grande utilidad, y en «»tras ocu- 
rre lo contrario por el reducido número «le los mismos. Tero « lio 
no puede fundar ni la ilcKali<la.l «le una determinada tarifa, por 
ni. permitir esta obtener nulas las utilidades, ni su mconstitticin- 
nalidad |>or vulnerar los arts. 17 y 1«> «le la Constitución. Pata 
que esn. ultimo fuera pr.Kedente. la empresa habría debido pro- 
bar que la pequeña pérdida que le produce el llevar los ocho 
dormitorios basta las cauciones terminales, importa efectivamen- 
te privarla .le obtener una utilidad justa y razonable, sobre el ci- 
pital inverti«lo. y reconocido l»>r el I'. 1-:.. !«■ que ha lucho, 
ni siquiera 1" ha sostenido como arrúmenlo para fundar la ¡n- 
constitucionalidad alegada. No basta que un determinado trans- 
| 1urt c l«- ocasione una pérdida o le devengue escasos beneficios, 
si por el conjunto <1«- ellos la empresa obtiene una Utilidad r;.- 
zonable. 
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Coii este criterio lia resuelto la Corte Suprema de Estados 
l "nidos de América que para determinar la razonabilidad de una 
tarifa fijada |*>r la autoridad sobre cierta mercadería, el crite- 
rio exacto o justo Cprojier test") no es si. referente a esa mer- 
cadería. !a tarifa es suficientemente alta como para «pie autorice 
al acarreador a ganar una justa comjwnsación después ele cubrir 
los -asios, sino si el acarreador estará ca|wcitado por el total 
de Mis tarifas, sobre todo su tráfico, a ganar una suma suprior 
a los gastó* de explotación razonablemente necesarios para tal 
náfico. y que sea suficiente para obtener una justa y razonable 
Utilidad sobre su capital invertido. Pites está dentro «leí |>oder 
de tina legislatura el reducir el flete sobre un artículo determi- 
nado con tal que los acarreadores estén habilitados |>ara obtener 
una justa utilidad sobre todo su negocio (Smith v. Ames 171 
U S. .V/>1 ». criterio ¡«ira juzgar acerca de la razonabilidafcl 
de las tarifas es el de su suficiencia o insuficiencia en relación 
con el conjunto de tarifas Chody of rales") aplicables al nego- 
cio en conjunto ( business gencralh "> |xtra obtener un inte- 
rés o renta sobre la propiedad empleada en el negocio afectado 
por las tarifas. Por ello no es irrazonable una tarifa fijada por 
la Comisión para el transarte de carian porgue se demuestre 
que esa tarifa aplicada a todas las cargas no alcanzaría ni a cu- 
brir los gastos de explotación, si las tarifas solire las otras mer- 
caderías son suficientes para obtener una buena utilidad, aunque 
la empresa puede ganar poco o nada en el transin.ne del car- 
bón Í.NIincapolis v . Minnesota. 1,% l\ S. 257). 

Kn mérito de lo expuesto y los fundamentos de la vnini- 
cia a|H-lada de fs. 74. se la confirma en cuanto rechaza la deman- 
da deducida por el KernK-arril Oeste de Buenos Airo y se la re- 
viva resurto a las costas, atenta la naturaleza jurídica de la 
Ctie«tón, «pie i>or primera vez resuelve el Tribunal. 

Kn consecuencia, éstas se |»agarán en el orden causad... — 
A'. IWái* Pnlado. — fí. 4. X lK ar /htehorena. ~ Cario* del 
Campillo. — J. A. González Calderón. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 9 de 19:54. 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos cíe las sentencias de primera y se- 
gímela instancia y consideraciones concordantes sostenidas por 
el Ministerio Fiscal, que doy JjÓr reproducidas, pidü a V. K. 
confirme el fallo de fs. 103. desestimando, en todas sus partes, 
la presente demanda seguida contra la Nación por la empresa 
del Ferrocarril del Oeste, sobre repetición de sumas de dinero. 
Con costas. 

Horacio K. Lérrtta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 27 de 

Y Vistos: 

El iecurso extraordinario interpuesto en el juicio Ferroca- 
rril Oeste de Unenos Aires y/, Gobierno Nacional. por repeti- 
ción de multa pagada, y 

Considerando: E« cuanto a la procedencia del recurso: 

I fue !a empresa actora lia invocado oi>ominaniente la pm- 
tección de los artículos 17 y 19 de la Constitución Nacional que 
comidera baberlc sido nébula, se declara procedente el recurso. 

Eíi cuanto al fondo de la cuestión: 

|v () U e la multa cuya repetición se demanda fué impuesta 
|,,r la Direceión General de Ferrocarriles i>or considerar «pie el 
Ferrocarril Oeste de Hítenos Aires violaba el articulo 36 de la 
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ley número 2873 al no conducir hasta Ingeniero l.uiggi. Telen 
y Colonia Alvear los epehes dormitorios con que salían los con- 
voyes destinados a esas estaciones terminales. 

i" Que la actora sostiene que el impedimento que se le ha 
plíesto para desprender los coches dormitorios en las estaciones 
de tránsito irroga gastos considerables agravando el costo de ex- 
plotación de esas lineas, fuera de toda proporción, lo que impor- 
ta una violación del derecho de propiedad y una confiscación 
repugnante a la Constitución. 

Que el articulo 36 de la ley 2873 al decir: "todo pasaje- 
ro tiene derecho a continuar en el mismo coche hasta el térmi- 
no del viaje en cada linca'* no puede ser entendido en el sentido 
de que ha excluirlo de la palabra "coche", el coche dormitorio, 
no solamente porque el texto no hace distinciones sino |>orque 
el coche dormitorio fija aún más que el coche común el sitio del 
'tasajero y lo hace más estable, es decir, contiene en mayor gra- 
do la razón que ha dictado la disposición. 

4 V Que la actora ha argüido contra la inteligencia lisa de la 
disposición con la afirmación de que el coche dormitorio era des- 
conocido (nota de Abril 30 de 1923) o [toco conocido en la épo- 
ca en que la ley fué dictada (año 1891 > y que i>or lo tatito no ha 
ftodido referirse a él el articulo 36. 

I'ero contradicha esta afirmación no se ha producido prueba 
|>ara acreditarla. 

• 5" Que es de notar que la conducción de coche dormitorio 
hasta las estaciones terminales a que se refiere este proceso ha 
ocurrido desde que esas lineas fueron inauguradas (informe de 
fs. 19. Xov. 1921. exp. 018193 — O — 1921 ) y que cuando su ser- 
vicio fué suspendido sin previo aviso, y se intimó a la empresa 
su reanudación, no fué objetada la medida como abusiva (nota 
de 7 de Diciembre 1918 y 5 de Enero de 1921 > y el servicio fué 
restablecido. 

6 V Que para formar juicio sobre las tarifas y costos de una 
empresa ferroviaria es necesario considerar su explotación como 
un conjunto (según acertadamente lo expresa el fallo de la Cá- 



178 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



niara Federal de la Capital en este juicio), como mi cuerpo de 
utilidades y costos y no separadas jxir secciones o i*>r rubros. 
No es juicioso por tanto examinar separadamente cada tipo de 
transporte o de servicio ptírque puede ser en casos determinados 
el servicio o la tarifa confiscatorios. 

7 V Que la ley Hf 5315 (Ley Mitre», invocada en estos au- 
tos se funda precisamente en ésa apreciación total de la ex- 
plotación. 

8» Oue |H>r tanto la apreciación del costo del servicio de co- 
ches dormitorios ha» ta las estaciones terminales de Ingeniero 
Luiggi, Telen y Colonia Alvear. no pueden dar lugar a qtje se 
califique de confiscatoria la medida que lo impone. 

En su mérito y de acuerdo con los fundamento* de la sen- 
tencia de la Cámara Federal de la Capital y a lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 109. 
en cuanto lia podido ser materia de recurso. Xotifiqucsc. re|Min- 
gase el papel y devuélvanse. 

RÓBKR I O Klll'KTTO. — A NTOX IO 

Sacarna. — Luis I-ixarks. — 
B. A. Nazar Anchorrxa. — 
Juan B. Tkráx. 



Compañía Sud .¡¡nrricam de Servicios Públicos (S, A.) iootm 
¡a Comisión de Fomento de Gálvcc. Nvnirso d.- amparo a 
Al ¡Hu rtad. 

Sumario: Kl propietario dé Uña listtiá de ln/ y tuerza de la cual 
nn motor es paite integrante. puede trasladarlo a otro lu^ar 
aún citando él Se encuentre afectado a un servicio público 
de actierdó a concesión qüe le fuera acordada a aquél y del 
subsiguiente contrato de suministro ríe energía eléctrica 
ra las necesidades cíe la población. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE HUI MERA INSTANCIA 

Santa Fe, Marzo 6 de 1935. 

Autos y Vistos: 

Los del recurso <lc amparo interpuesto por el procurador 
Luis Sierra, en representación <le la Compañía Suri Americana 
de Servicios Públicos (S. A.) ; y 

Considerando : 

Que la competencia del Juzgado para conocer en el recurso 
interpuesto, surge de lo dispuesto en el art. 2?, inc. 2* de la ley 
X'' 4S y también de lo que establecen las leyes Xros. 146/ y 1803 
en su art. 111. inc. 2\ 

Que la acción de amparo deducida |>or la Compañía Sud 
Americana de Servicios Públicos (S. A.), tiene por objeto ha- 
cer cesar una medida de fuerza tomada \>or la Comisión de Fo- 
mento de Gálvez con la cooperación de la autoridad jjolícial con 
el fin de impedir el traslado de un motor Otto-Dicscl con el di- 
namo marca Siemens- Scbuckert que il>a a ser llevado a la ciu- 
dad de Rufino, donde la compañía explota otra usina para el 
suministro de corriente eléctrica. |>or considerar esta medida ile- 
gal, dado que contraria los principios consagrados en los arts. 
X". 10. II. 14 y 17 y demás concordantes de la Constitución Na- 
cional. 

Qu£ si bien en el "sub judice". no se rata del recurso de 
"bulaas Corpus", legislado en el tit. IV, sección segunda, libro 
4V del Código de Procds. Criminales de la Capital, dado que és- 
te no am¡>ara al individuo en cualesquiera de los derecbos que* 
enumera la Constitución Nacional Ikijo el rubro de Declaracio- 
nes. Derecbos y (¡aramias, la doctrina predominante en el den- 
dio público moderno* reclama, cada vez con mayor preocupación, 
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la extensión de! recurso o sea de la acción del "hateas corpus 
a todos los derechos de amparo de la libertad en su amplitud cons- 
titucional arbitrariamente restriñida y no contra simples de- 
tenciones ilegales. 

Que cuando un funcionario o corporación de carácter admi- 
nistrativo 'impide el libre ejercicio de uno de los derechos con- 
sagrados pbr la Constitución Nacional, e! lesionado en sus dere- 
chos tiene acción jiara demandar judicialmente y |>or procedi- 
miento sumario, la inmediata cesación de los actos inconstitucio- 
nales y es en virtud del texto expreso de esas disjwsicioncs lega- 
les que surge la com|>etencia del Juzgado para entender en la con- 
tienda judicial promovida. 

One no es óbice j>ara la procedencia del recurso deducido, 
el hecho de no haberse intentado el recurso contenciosoadminis- 
trativo contra la resolución dictada ¡>or la Comisión de Fomento 
de Gálvez, y cuya copia obra agregada a fs. 47 y 48 de los autos, 
en su carácter de |M>der público, dado que el art. 17 de la Cons- 
titución Nacional establece el recurso o acción de amparo con- 
tra los actos inconstitucionales y la simple existencia de un ac- 
to que pueda afectar los derechos fundamentales proclamados y 
garantizados |R>r la misma, y a este respeto del>e tenerse pre- 
sento que la gestión ha sido limitada en el escrito agregado a fs. 
39 v siguientes a que el Juzgado ordene el levantamiento de la 
medida tomada |M>r la nombrada Comisión de Fomento y el le- 
vantamiento de toda prohibición de traslado del motor Otto-1 He- 
sel y del dinamo Sietnens-Schuckert. de exclusiva propiedad y 
dominio do la recurrente. 

QÜC el Infrascripto reconoce expresamente iwira las mu- 
nicipalidades o comisiones de fomento el ejercicio del jHMlor de 
policía, en varias de sus ramas v manifestaciones. püó entiende 
que el conjunto «le atribución* , deberes y derechos, que cons- 
tituye el |MKler de policía* son inherentes a los gobiernos «pie la 
Constitución Nacional ha creado, es decir, a la Nación y a las 
provincias, y a su vez, a los gobiernos que las constituciones pro- 
vinciales crean, en virtud de su autonomía, reconocida por la 
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misma Constitución Nacional (ver doctor Hielsa. en su obra 
"Cuestiones de administración municipal". |>ág. 9). doctrina és- 
ta, que ha sido consagrada |M>r la Suprema Corte Nacional y el 
Código Civil. 

Que de los informes agregados a fs. 47 y 59. de los autos, 
producidos por la Comisión de Fomento de Gálvez y Jefatura de 
Policía del departamento San Jerónimo, se desprende, que la 
primera con fecha 17 de Noviembre del año próximo jasado, 
dictó una resolución, haciendo salwr a la Compañía Sud Ameri- 
cana de Servicios I*úhlicos (S. A.), que le estaba prohibido, re- 
tirar las maquinarias existentes en la usina que explotaba, hasta 
«I momento en que se le notificara, la caducidad definitiva de la 
concesión precaria que gózala, y del segundo, que la autoridad 
policial, ha prestado y continúa prestando su cooperación a re- 
querimiento de la Comisión de Fomento, con el fin de evitar la 
entrada y salida de camiones con materiales de la usina que 
funcionaba en el pueblo Gálvez. 

Que la Suprema Corte Nacional, aplicando los arts. 17 y 
31 de la Constitución, ha declarado y resuelto, que: "Las autori- 
dades de provincia, carecen de derecho para violar la propiedad 
privada, sin adquirir previamente el dominio y que dicho acto 
importa un despojo, dando Iwise a la acción corrcs¡>ondicntc" 
(tomo 56. pág. 70; tomo 118. pág. 402; tomo 124. jwg. 348; 
tomo 145. pág. 367 y tomo 146. págs. 110 y 363). 

Que el mismo Tribunal ha declarado, que la disjiosición del 
art. 2611 del Código Civil que establece que: "I -as restricciones 
" impuestas al dominio privado sólo en el interés público, son re- 
"gulas por el derecho administrativo", no puede entenderse y 
ejecutarse en detrimento de las garantías consagradas por la 
Constitución Xacional. respecto de la propiedad privada y. en 
consecuencia, no obstante cualquier disposición en contrario, no 
tratándose de un recurso cotitenciosoadministrativc», lia podido 
promoverse una contienda judicial pidiendo amparo pára el de- 
recho de propiedad, que ha sido violado \mr una resolución de 
carácter administrativo, sin haberse llenado previamente los re- 
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quisitos establéetelas en el an. 17 de la ley fundamental de la 
Nación. 

Que establecido como queda tjue rio es justa ni legal la me- 
dida temada por la Comisión de Fomento de Gályez, al impedir 
l>or medio de la fuerza pública que la Compafiia Sud America- 
na de Servicios Públicos, pueda disponer libremente del motor 
Ouo Diesel y del dinamo Siemens-Schuckcrt. de su exclusiva 
propiedad y dominio, para trasladarlos a la ciudad de Rufino, 
sin mediar' previamente la expropiación o indemnización i ver 
P.a>. ' " Derecho federal argentino", tomo II. pág. 178 y sietes », 
es evidente la procedencia del recurso de amparo interpuesto, de 
conformidad con lo que disjione el art. 17 de la Constitución 
Nacional, ya que ha privado a la compañía recurrente cié ejercer 
libremente 1"* derechos de trabajar, comerciar y ejercer cualquier 
industria lícita, como también ejercer los derechos de dominio 
sobre esos bienes. 

yue en cuanto a las costas procesales, el Juagado entiende 
■ pie rilas deben ser alonadas por las partes en el orden cansa- 
das. |M>r cuanto la C omisión de Komento de Calvez, ha tenido 
razón plausible j«»ra o|M»nerse al recurso de amparo deducido 
ían 221 del Cód. de Procds. Civiles de la Capital). 

Por las consideraciones expuestas: resuelvo: declarar pro- 
cedente el recurso de amparo a la libertad de ejercer una indus- 
tria licita y de dis|>oner de los bienes de su propiedad interpues- 
to jM.r la Compañía Sud Americana de Servicios Públicos íS. 
A.i. a cuyos efectos se librarán las órdenes del caso al Presi- 
dente de la Comisión de Fomento de Gálvez y al tenor Jefe de 
Policía del departamento San Jerónimo sin especial imposición 
de tas costas procesales. 

Notiflquesc, inscríbase y ejecutoriada que sea. previa repo- 
sición del aliado, archívese el expediente. 

Juan M. Piu nm 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario, Mayo 17 de 1935. 

V Vistos: 

Los aillos caratulados "Cía. Sud Americana de Servicios 
i'úhlicos S. A. contra Comisión de Fomento de Gálvez s/. re- 
curro de amparo" (cxp. X v 250)3 de entrada). 

Y Considerando que: 

Primero: Se trata en el "sub judicc". de un contraio de su- 
ministro de energía eléctrica a la comuna de Gálvez, de fecha 
vencida, y cuyo cumplimiento se prorrogó, sin término fijo. i»r 
voluntad de las partes contratantes. 

Segundo: Con arreglo a lo dispuesto i>or el art. 542 del Co- 
dito Civil, no puede admitirse que la duración de la prórroga 
(piede sul>onlinada exclusivamente a la voluntad de la Comisión 
de Fomento de Calvez. Tami>oco es admisible que la Compañía 
Sud Americana de Servicios Públicos tenga el derecho de fijar 
este término con arreglo a su propio criterio, suspendiendo en 
forma intcmi>estiva el suministro de alumbrado eléctrico a la po- 
blación de Gálvez. Ha debido pedirse al Juez fijara un plazo 
prudencial i>ara dar por terminada definitivamente la obligación 
(Hits. 618 y 620. código citado, aplicables por analogía). 

Tercero: Atentas las características del caso, el tiempo trans- 
currido désele que se dió comienzo a este reclamo, y la cir- 
cunstancia de que sólo se trata de retirar un motor (que se en- 
cuentra desarmado y del cual se prescinde en el trabajo actual 
di la usina», parece razonable que dicho término no exceda de 
tres meses. Se resuelve: confirmar la semencia apelada, libran- 
te a ís. 114-116. sin otra salvedad que la de susf>ender la expedi- 
ción de la orden de amparo, hasta noventa días, después de la 
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íecha de hoy. I-as costas de segunda instancia en c\ orden cau- 
sado. Insértese, hádase sal»er y vuelvan al Juzgado de proceden- 
cia. — lidio Mair. — Juan Atoarte. Santos J. Sacfifiw i 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 2<J de 10:15. 

V Vistos: 

Kl recinto extraordinario acordado por auto de fs. 157 de 
esta Corre, contra i., sentencia de la Cámara Federal del Rosario 
• de Santa Fe. pronunciada en el recurso de ann>aro de la pro- 
piedad, seguido por la Com|iañia Sud Americana de Servicios 
Idí licos. S. A . contra la Comisión de Fomento «le Calvez, y 

Considerando: 



One no es del caso entrar al examen de si el recurso de am- 
paro a la propiedad existe o mi en nuestro derecho procesal, 
cómo un remedio, a semejanza del "haheas corpus". de índole 
breve y enérgico, para hacer cesar la violación de ese derecho ga- 
rantizado por la Constitución Nacional en su art. 17. porque. 
]K>r voluntad expresa de las partes, se ha dado a esta causa t$ 
trámite breve de aquel recurso o el de un interdicto (véase au- 
tos de fs. 68 y 97)! sin que se vea en ello comprometido ningún 
principio de orden público. Habiéndose recurrid*» por solo la 
parte actora. que inició la cuestión en aquella forma, su impug- 
nación se refiere únicamente al fondo de la sentencia, en cuan- 
to ésta pueda ser negativa de la garantía constitucional reclama- 
da, y es a este punto que el Trilmnal tiene que reducir su pro- 
nunciamiento. 

Que la Sociedad Sud Americana es propietaria de la fábri- 
ca de bu y fuerza del pueblo de Gálvez. de la cual el motor 
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(Uto Diesel es parte integrante. Al tratar «le trasladarlo a otro 
lugar, le fué ini|>edido por orden de la Comisión de Fomento. 
tSOtl auxilio <le la fuerza pública, alegándose que está afectado a 
ni; servicio público, de acuerdo a una concesión que lo fuera 
acordada a aquélla y del subsiguiente contrato de suministro de 
energía eléctrica |>ara las necesidades de la población, el cual, si 
bien había vencido ya. fué prorrogado pox tiéntpo indeterminado 
en virtud de un acuerdo tácito de |>artcs. según corresponden- 

Que la |>ropie<lad de una cosa, confiere al titular él dere- 
cho, la facultad, entre otras, de darle el destino que crea conve- 
niente y dé trasladarla de un punto a otro del territorio tart. 
3S06 y siguientes del Código Civil). 

Que la ley civil, reiterando el principio básico de la Cons- 
titución Nacional, ha dispuesto que "nadie puede ser privado de 
sü propiedad, sino por causa de utilidad pública, previa despo- 
sesión y justa indemnización*' (art. 2511 ). 

Ouc si la ley resguarda tal derecho en forma categórica, ló- 
gicamente no puede ser cercenado, disminuido o restringido sino 
en virtud de otra ley para casos determinados. 

Ouc no basta ía invocación de una necesidad general, o la 
afectación a un servicio público. |>ani hacer caducar o restringir 
el derecho, si no existe una disposición de orden administrativo 
que lo ini|>onga y a la cual se considere sometido el titular, o 
una cláusula contractual que tenga [Mira las partes la fuerza de 
lina ley. <Jue en este caso, no lian sido alegadas ni existen. 

Qwv siendo asi. esa necesidad debió ser prevista con Ü&üpó 
por la Comisión de Fomento y correspondía que se hubieran to- 
mado las medidas conducentes a subsanarla; o si no lo fué. pue- 
de ser satisfecha por el procedimiento de la expropiación que 
permite, mexliantc la consignación del valor del bien, tomar la 
posesión inmediatamente. 

Esta Corte Suprema, tiene declarado -en situaciones análo- 
gas a la presente que ni las constituciones ni las leyes de pro- 
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vinci» pueden autorizar la privación de la propiedad privada en 
ptt-a forma que la establecida i>or el art. 17 de la Gmstitución 
que es ley suprema del país". "Qiw a este principio no pttfede 
oponerse la circunstancia de haberse realizado t' I* -clio como 
acto de gObiérnd o con fines <le interés general, de>ui que tales 
motivos, no pueden autorizar a los poderes públicos a disponer 
de la propiedad de las particulares, sino en los casos y con los 
requisitos establecidos en el art. 17 de la ley fundamental de la 
Xación". Y ha agregado: "que las diSppsicfcncs constitucionales 
establecidas en garantía de la vida. la libertad y la propiedad tk 
los habitantes del |»is, constituyen restricciones establecidas prin- 
cipalmente contra las extralimitaciont s de los |>oderes públicos 
("Fallos: tomo 145. pág. 367; tomo 141. pá>r. 65; tomo tMi t^g, 
71 : tomo 146. pág. 110 y otros). 

Qjje en el presente caso, ni la dedicación del bien a un ver- 
vicio público, ni siquiera la circunstancia de que el contrato di 
locación pudiera considerarse en vigencia en el momento del he- 
cho, pudo autorizar la medida de impedir que la compañía dispu- 
siera del motor Otto Diesel, porque |>or ninguno de esos motivos 
habría dejado de ser propietaria del mismo, con toda la ampli- 
tud del derecho, desde que no existía una ley administrativa que 
así lo declarare y a la cual la empresa se hubie-e sometido previa 
v voluntariamente, ni el contrato de suministre*, por si solo, pue- 
de tener el efecto de privar o limitar el derecho de propiedad. 
Regido éste por los principio* del contrato de locación de ser- 
vicios, no produce tal eiecto: la empresa conserva bajo su viden- 
cia la plenitud del dóminio, sobre la fábrica, sus dependencias y 
sus accesorios, y si estuviese obligada a seguir prestando servi- 
cios jH>r un tiempo más. sus obligaciones debían resolverse por 
los preceptos que se refieren a las obligaciones de hacer (art. 
1623 correlacionado con los arts. 625 y siguientes). Significa 
ello que. desde el momento que no cumpliera sus obligaciones 
se baria pasible de los daños e intereses que se ocasionaran por 
mi culpa 'art. 628 1, sin que. en caso alguno, cualesquiera que 
fueran las sú^estioñes del momento, pueda la pane que recibe 
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los Servicios apoderarse (Ié los bienes del locador para asegurai" 
él cumplimiento del contrato. 

Que la restriécióñ impuesta |>or la sentencia recurrida, si 
liicn no importa un desapoderamiento completo y definitivo de la 
cosa, no deja de ser un cercenamiento evidente de tos atributos 
propios del derecho de dominio. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada en la pane que 
¡mdo ser materia de! recurso, declarándose que la Comisión «le 
Ki>incnio un piulo, legalmente. im|>edir el traslado del motor 
Otto Diesel de propiedad de la Compañía Sud Americana- de 
Servicio» Públicos. S. A. Notiíiquese. repóngase el papel y de- 
vuélvanse. 

Antonio Sacakna. Koi-.kimo 
Repétto. — Luis LlNARKS. — 
B. A. Nazar Anciiorkxa. — 
Jcan B. Tkkáx. 



N O T A S 

Con fecha (t de Noviembre de 1935, fué confirmada por la 
Corte Suprema la sentencia dicta* h por un Juez en lo Ovil de 
la Capital que revocó la resolución de la Caja de Jubilaciones de 
Empleados y Obreros de Empresas Particulares, acordando a 
don José María lllames. el beneficio que solicítate*, siempre que 
del conjunto de servicios resulte que el inficionante cuenta on 
la antigüedad requerida por el art. 21, inciso l" de la Ley. (I-a 
Caja no hizo lugar a la jubilación, en rascón de que por resolu- 
ción de dicha Caja, se había declarado inexistente la afiliación 
de la* Usinas de Bragado y Bell-Yille y que los servicios compu- 
tares al peticionante, eran insuficientes jwira obtener jubilación 
por invalidez). 
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En la demanda ¡nter|nicsta por don Ignacio Rodrigo contra 
la provincia de Santiago del Estero, por cobro de la suma de 
$ 37.229.04 m/n.. intereses y costas, por suministro de mercade- 
rías ; rorrido traslado de la demanda, el representante de la pro- 
vincia pidió su rechazo con costas, en razón de «pie : De lo ex- 
puesto ¡M>r la i>artc actora, resultala que se reclama!» el cobro 
de un documento que representa!» mayor cantidad del importe 
de las mercaderías licitadas y entregadas, habiéndose dado sin 
ninguna autoridad ni atribución documentos con plazos iwren- 
torios. que representan una verdadera emisión de títulos. La Cor- 
te Suprema con fecha 6 de Noviembre de 1935. y dado que la 
demandada no ha negado ninguno de los hechos que dan al actor 
el carácter dé acreedor legítimo, falló la causa, declarando que 
la provincia demandada debe alionar a! actor dentro de! plazo 
de veinte días, la suma reclamada, cotí sus intereses estilo de l»>* 
que cobra el Banco de la Nación Argentina desde el día de la 
notificación de la demanda, y las costas del juicio. 



Con techa 6 dé Noviembre de 1936, fué confirmada por la 
Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Kederal 
de Apeláción de la Capital, confirmatoria, a su vez, de la dicta- 
da i>or el Juez Kederal. que hacia lugar a la tercería de dominio 
deducida pbr don Jorge I 'atamán en el juicio seguido por el 
Fisco Nacional contra Gaspar Patanian sobre cobro de pesos, 
y disjioma se levantara el embargo tral»ado sobre la propiedad de 
la odie Aráoz N v K>18. <KI tercerista fúndala su derecho de 
propiedad sobre dicha finca; en la copia del testimonio de es- 
critura agregada a los autos, siendo reconocida por el <eñor Gas- 
par Kntanián y no fué discutida por el Fisco). 



|)0tia Bli$a Picona do Cuchcrengo en su carácter de hija 
del ex- jubilado ferroviario Luis l'icena. solicitó a la Caja de 
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jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios se le acre- 
ditara derecho a la pensión que hubiera correspondido a su se- 
ñora madre, doña Julia Galudis de Picena. fallecida el 6 de Abril 
de 1928, sin habérsele reconocido derecho al beneficio gestiona- 
do; petición que fué desestimada por la Caja, en razón de que la 
ley de jubilaciones ferroviarias sólo am]>ara a las hijas solteras 
de los empleados u obreros comprendidos en su régimen, según 
asi resulta del art. 47. inciso 31 de la ley 10.650. que expresa- 
mente declara extinguido el derecho a la pensión ¡«ra las hijas 
que contraigan matrimonio, "sin que ni de la letra, ni de la dis- 
cusión parlamentaria de la citada ley o sus similares, se deduzca 
la readquisición del derecho perdido por viudez o divorcio o 
abandono"; semencia que fué revocada por la Cámara Federal 
de la Capital, declarando que la recurrente tenía derecho a perci- 
bir los haberes que hubieran correspondido a su causante, con 
arreglo a lo que establece el artículo 38 de la ley 10.650. Eleva- 
dos los autos a la Corte Suprema, el Tribunal* con fecha 13 de 
Noviembre de 1935, por los fundamentos del dictamen del Pro- 
curador General y la doctrina sustentada |x>r la misma in re: 
"Luis Pisani - su sucesión c '. Caja Ferroviaria", revocó a su 
vez la sentencia apelada. 



En la causa seguida [ior don Milciadcs F. Castro contra 
dóti Gregorio F. Soler, ante los Tribunales de Entre Ríos, el 
actor obtuvo el cnil>argo de los frutos civiles de un inmueble dr 
la esposa del demandado. Esta se presentó entonces puliendo el 
levantamiento del embargo, por no tratarse de bienes gananciales, 
y la controversia fué tramitada con el actor produciéndose la 
prueba y los alegatos de práctica. Luego el Juez dictó fallo man- 
teniendo el embargo, y el Superior Tribunal de Justicia, inte- 
grado por sólo dos de mis miembros, después de recibir los me- 
moriales, confirmó esa resolución. Concedido el recurso de ape- 
lación pai$ ante la Corte Suprema, el Tribunal con fecha 13 de 
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Noviembre dfi 1935* de conformidad con lo dictaminado ppr el 
Procurador General, declaró improcedente el remedio federal del 
articulo 14 de la ley 48 y mal concedido el recurso interpuesto, 
en razón de que al interponerse dicho recurso se prescindió ríe 
la* nornvis establecidas |>or el articulo 15 de la ley número 4K. 



En la causa seguida por la Compañía Argentina de Obras 
Sanitarias del Municipio de Outlmcs y Extensiones contra las 
Obras Sanitarias de la Nación, por repetición, la Corte Suprema 
con fecha 13 de Noviembre dé 10.>5, revocó la semencia pnv 
nunciada ]n»r la Cámara Federal de Apelación de 1.a Plata, re- 
\ocatnria, a su vez, de la dictada por el Juez Federal de la mis- 
naá ciudad, qüé condeno a la demandada a devolver a la actora 
dentro del término de diez dias la suma de I52/M6.55 pesos mo- 
neda nacional, coft sus intereses a estilo de los que cobra el llan- 
co de la Naeión Argentina, désele la ficha de la notificación de 
la demanda y las costas del juicio, dado qite la prueba |wricial 
producida a solicitud de partes, que loe» contendores realizaron 
COn grW acopio de datos y antecedentes, t ra en ^ran parte, in- 
eficaz para la decisión del asunto, que debía contemplarse en su 
aspecto legal y cotí prescindéncia de las ventajas materiales que 
hubiera reportado al vecindario de Qitilriies la adopción de unas 
y otra> tarifas, y del informe e\|»edido j>or fa Contaduría Gene- 
ral ole la Nación resultaba que el cosió de los estudios y prepa- 
ración del proyecto ascendía a la súmá de S 46.833:10 rñ n.. que 
es con alguna variante, lo cobrado por el mismo concepto a las 
Municipalidades de Mercedes. (¡uale<;uay y Ciuale^uaychú. y 
habiendo cobrado la suma de § I99¿ftí9.65 m ; n. la diferencia 
con el costo real es de $ 152.936,55 tjue es lo que se debe dérvól* 
ver a la actora. 



Con íécha 15 de Noviembre de 1935, la Corte Suprema jnir 
los fundamentos del dictamen del Procurador <*,encral y los 
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que sustentan la scifteticia dictada por el Tribunal que se regis- 
tra en el tomo 170. |>ágina 95 y la dictada con fecha 13 cíe Abril 
de 1934 '*Sfí re" Blanco Horacio, contra una resolución de Im- 
puestos Internos, revocó la sentencia dictada por la Cámara Fe- 
deral de Apetecida de la Capital, la que a su vez. revocó la dic- 
tada |x>r el Juez Federal, que coníirmal*a, con costas, la resolu- 
ción administrativa (Impuestos Internos) que imponía a la ra- 
zón social Ford Motor Company la obligación de alxmar en con- 
cepto «le impuesto |>or 277 cordones portalámparas y 207 resis- 
tencias, las que anexadas a las anteriores, constituyen un encen- 
dedor eléctrico; e imponerle en concepto de multa la suma de 
S 8.010.— m/n. 

Kn la contienda de competencia suscitada entre el Juez de 
Paz Letrado de 2" Nominación de la Provincia de Córdoba y 
ntro en lo Civil y Comercial de Tucumán. para conocer en la eje- 
cución seguida l»>r la Municipalidad ele Jesús María contra la 
sucesión de don León Rosenvald. juicio dé apremio, la Corte 
Suprema, con fecha 18 de Noviembre de 1035. y de conformi- 
dad con lo dictamin;rdo y pedido por el Procurador General, 
declaró que el conocimiento de la causa correspondía al Juez de 
Tucumán que entiende en la sucesión, dado que según lo «lis- 
puesto por los arts. ¿284. inciso 4 V del Código Civil y 12 de la 
ley 48. el tribunal ha resucito en casos análogos, que el conoci- 
miento de los juicios por cobro de impuestos asi sean nacionales, 
provinciales o municipales, corrcspóhtien a la jurisdicción del 
Juez ante quien tramita el juicio sucesorio del deudor de tales 
impuestos — fallos, tomo 150, ingina 62 — ; agregándole, además, 
que si bien gs cierto, como regia general, que ia ejecución de los 
impuestos de aquel carácter debén perseguirse ante la jurisdic- 
ción de los Tribunales locales con arreglo al principio de las au- 
toridades provinciales, se ha resuello como excepción, que él 
debe ceder ante los preceptos invocados del Código Civil y de la 
ley número 48 — Fallos, tomo I+2 f pág. 88: tomo 124. pág. 388 j. 
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C on fecha diez y ocho de Noviembre de mil Novecientos 
treinta v cinco, la Corte Suprema |>or los fundamentos del dicta- 
men del Procurador General y lo resucito |»or la misma con fe- 
cha 24 de Agostó de 1934. causa "Bunge y Born Limitada c/. 
Puerto dé Rosario (S. A.)", confirmó la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Apelación ele Rosario, confirmatoria, 
a su vez. de la dictada por el sefior Juez Federal dé la misma 
ciudad, modificándola tan solo en las costas de primera instan- 
cia, que se ordenaban fuesen pagadas i*>r el actor, en la causa 
seguida por la Cía. Exportación de Cereales Sociedad Anónima 
c/\ Sociedad Puerto del Rosario, sobre devolución de pago in- 
debido. (El Juez Federal desestimó la demanda en todas sus 
parto* > . 



Con fecha 20 de Noviembre de Í935 fué confirmada jnir la 
Corte Suprema en todas sus partes la sentencia dictada t>*>r la 
Cámara Federal ele Ablación de í-a Plata, confirmatoria, a su 
vez, dé la pronunciada por el Juez Federal de la misma ciudad 
que condenó a Eduardo < H ampo a suf rir la pena de dos años de 
prisión por el delito de contrabando (arte. 1036 de las O. O; de 
Aduana y 54 de la ley II. 281 ). y al pago de una multa de diez 
mil trescientos treinta y cuatro pesos con sesenta centavos mo- 
neda nacional íart. 911 de las 00- de A>), importe de la subas- 
ta de los tejidos de seda que se dcelaral>an caídos en comise» (ar- 
ticulo 1052 de las Ordenanzas citadas). 



Con fecha veinte ele Noviembre de mil novecientos treinta 
v cinco fué confirmada en todas sus partes por la Corte Supre- 
ma, la sentencia pronunciada \*>r la Cámara Federal de Apela- 
ción ríe Había Blanca, que reformó la sentencia dictada por el 
luez Letrado de la Pampa Central, imponiendo al procesado, 
menor [,ii¡$ fütonel Cióme/ y Coronel, la misma pena que le 
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füéíá impuesta en primera instancia, con accesorias y costas del 
juicio, como autor del delito de homicidio per|»etrado en la per- 
sona de su padre Lauro Florentino Gómez, disparo de amias de 
fuego y atentado a la autoridad, hecho ocurrido en la tarde del 
2H de Marzo de 1931. cerca de la población Anzoátegui, juris- 
dicción del expresado territorio. (El Juez Letrado impuso al 
procesado la |>ena de doce años de prisión). 



Don Luis Tirasso contra la Pfaidüciá de Hítenos .tires, sobt^e 
im oiistihtñotuiUdad tlv la ley 3.907 y derotueion de dinero. 

Stitñáriox Lia ley 3.907 de la Provincia de I Sueños Aires y su 
Decreto Reglamentario. a l reglamentar el comercio terres- 
tre y marítimo de la misma con las restantes y la Capital 
Federal, y obliga a denurriar la introducción de los produc- 
tos y los declara intervenidos hasta que se libren al con- 
Mtmo; cuando dispone que las mercaderías sin cumplir tales 
requisitos, 110 pueden ser retiradas de los puntos de entra- 
da, puertos, estaciones ferroviarias, etc., so pena de multa, 
etc.. pugna con la garantía de los artículos 9, 10. I!. 12 y 
67. inciso 12 de la Constitución Nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEI. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

¡sil la presente contienda, se reclama de la provincia de Híle- 
nos Aires, la devolución de una suma de dinero pagada en con- 
cepto de impuesto sobre el comercio de vinos, sosteniéndose que 
la ley 3907. de dicha provincia, que estableció el mencionado im- 
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litiestó; es violatoria de diversos preceptos tic la Constitución 
Nacional, 

Acreditado el pago de las sumas que se reclaman y la pro- 
testa efectuada oportunamente, considero procedente la acción de 
repetición deducida. 

rara llegar a esta conclusión, reitero las consideraciones ex- 
puesta* en casos análogos, en que se puso en cuestión la ley 3907 
de la provincia demandada y se demostró, cuino en él presente, 
que el gravamen afecta las mercaderías que se introducen a la 
provincia por el rolo hecho de su introducción y sin esperar a 
que e incorporen a su riqueza local. En tales condiciones, la ac- 
ción en trámite plantea una cirestión que ya ha sido materia de 
decisión por parte de esta Corte Suprema, la que ha establecido 
con respecto a la libertad de circulación de mercaderías dentro 
del territorio de la República, una doctrina que es de aplicación 
en el caso "sub judice". 

Ha dicho Y. li. reiteradamente, que establecido que el sis- 
lema económico de la Constitución, en lo relativo a la circula- 
ción territorial y comercio interprovincial, tiene por base el pri- 
mordial óbjctfVo de hacer un sólo territorio \xin un sólo pue- 
blo, se ha dado a la cláusula que prescribe que no habrá más 
aduanas que las nacionales, la interpretación extensiva que sus 
móviles autorizan, esto es. que la aduana interior ha sido elimi- 
nada, sea cual fuere la forma denominación con que se la ins- 
tituya, ya esta determinación, mediante la cual se impide la hos- 
tilidad comercial reciproca y las medidas de retorsión entre las 
provincias se complementa con la conjuración del principio de 
la libre circulación territorial, de la prohibición de los derechos 
de tránsito y dé la atribución exclusiva del Congreso, para le- 
gislar -obre comercio exterior e iritérprOvincial (Fallos: Tomó 
159, página 2.5 i. 

También ha dicho V. E. en el mismo fallo, que la argumen- 
tación consistente en afirmar que se trata de un impuesto al con- 
sumo establecido en ejercicio de facultades inherentes al poder 
tmpositiyO de las provincias, carece dé eficacia, puesto que. re- 
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cayendo el impuesto sobro la mercadería antes que ésta se baya 
confundido con la masa de valores de la provincia, la imposición 
no gravita solide la circulación económica, p sea el comercio inter- 
no de la provincia, sino sobre la circulación territorial, afectan- 
do el comerció ¡titerprovihciai con dis|>osic¡ones legislativas t\né\ 
constihtciormlmente. están vedadas a los Kstados y deferidas al 
Congreso. 

Kn una sentencia reciente, \". E„ lia confiniiadp los men- 
cionados conceptos expresando que un impuesto que se dice es 
sobré la circulación económica 6 sobre el consumo fteró que co- 
mienza a accionar en el momento en que los efectos son intro- 
ducidos y por este solo bocho, deja de "ser tal. para convertirse 
en un gravamen típicamente aduanen; (Fallos; T. K»S. pági- 
na 3TkSk 

Sobre este punto también V. K. en causa últimamente re- 
suelta ^Agosto 22 do 1934, Hunge y Borri Ltda. Soc. -Anón. 
Comercial. Financiera e Industrial contra la provincia de Buenos 
Aires, sobre re|)cticióu de pago indebido'», ha recordado la rei- 
terad:*, di ictrina eje! Tribunal, aplicable al caso de autos, de que: 
"cuando las provincias gravan operaciones realizadas fuera de 
su territorio actúan más allá «le su | infestad jurisdiccional, inva- 
den otras jurisdircioues. afectan la circulación territorial de sus 
productos, dictan reglas al comercio interprovincial y. asi. el im- 
puesto establecido y aplicado a los actores por las 0|>eratíónes 
materia fiel juicio, es vidlatOrju de la Constitución Nacional". 

i'or {Ocio lo expuesto, soy de opinión que los impuestos a 
que se refiere esta causa son violatorios de las dis|X>sicionc£ cons- 
titucionales preindicadas. jvrr Ib que pido se declare procedente 
la acción entablada. 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 11*34. 



Horado K. Lat-rcta, 



I 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA (I) 

Buenos Air** IHciombrt 2 di 19ÍIC. 

Y Vistos: 

Kstsi causa seguida |*>r la »uc*4lón do «Ion Luis firnsso 
(•nutra la provincia de Buenos Aires sobre IftWlWMUíiClóftllHclatl 
¿te la ley X" ¿907 y devolución ele dinero, (le la cual resulta : 

Que a fs. 24 comparece «Ion Emilio Kareeló en representa- 
ción «le la comisión liquidadora de la adjudicación de bienes de 
la sucesión de don Luis Tirasso. demandando n la provincia dé 
Unenos Aires pora í|UC se le condene a restituir la suma de pelos 
362.M7M moneda nacional, con sus intereses y tan fustas del 

juicio. 

Que la referida cantidad ha sido pagada, bajo protesta y 

reserva, en concepto de impuesto sobre el comercio de vinos crea- 
do |H>r la ley X* .W07. que considera inconstitucional Bfl como la 
reglamentación que es su complemento. 

Que la provincia de Huenos Aires, tiene un régimen impo- 
sitivo que le permite obtener rentas de su comercio interno, ba- 
jo tres aspectos: capital en giro, patentes anuales y actos y con- 
trato*, todo con margen |»ra las ampliaciones que se quieran 
y sin nada «jtte justifique el abandono de las formas de ese régi- 
men, ejercitando así sin ninguna limitación, sus facultiides im- 
positivas. 

Otu. no satisfecha con aquellas entradas, mediante la ley 
W 3906 eu el régimen aduanero, mediante el cual las provincias 
se alriliuyen el injustificado derecho de otorgar o negar a su 
conveniencia la libertad de circulación de los productos, tal cual 



(t) — En la misma fecha la Corte se pronunció en igual sen- 
tido en la causa seguida por don Antonio Robottl. contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por idéntica causa. 
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lo hace la Aduana nacional con las procedencias extranjeras. 
Esta Aduana interprovincial, es la que ha creado la ley X v 3907. 
estableciendo un impuesto que se superpone sobre el comercio 

Oue después de examinar extensamente las disposiciones 
constituidas por el art. 1* de la ley y los arts. 3* 13. 28. 15. 9*. 
14. 40. 20. 21. 22. 23. 49. para sostener qué los arts. 9* 10. 108 
y 67. ¡he. 12 de la Constitución, aparecen totalmente desconocidos 
en é régimen asi creado, se refiere concretamente a la juris- 
prudencia de ci ta corte y es|wcialmente a la sentada en el juicio 
Marcos Romero y Cía. y otros contra la provincia de Tucumán. 
resolviendo un caso idéntico al actual. 

y tu Imjo otro as|>ccto impugna la misma ley en cuanto vio- 
la los principios de igualdad, equidad, proporcionalidad y gene- 
ralidad requeridos por los arts. 4 V . 14, 16 y 17 de la Constitución. 

(Jue corrido traslado de la demanda, fué evacuado a fs. 
61 por el doctor Adolfo Hioy. después de desestimarse las excep- 
ciones de previo pronunciamiento opuestas ]>or él a fs. 48. Al ha- 
cerlo solicita el rechazo de la demanda instaurada, con expresa 
condenación en costas, a mérito de las razones que expone. 

Oue. la exigencia de la protesta como condición necesaria 
para pedir la devolución de un impuesto ilegal, da lugar a su 
primera observación. El actor, dice, ha formulado las protestas 
para entablar esta acción y, sin embargo, la ley o los decretos 
ni» han sufrido modificación desde que fueron aceptados \h)T él. 
Xo habiendo protestado en la oportunidad del primer pago o al 
inscribirse como introductor, ha ¡lerdido el derecho que ahora 
demanda. 

Oue. en cuanto al fondo de la cuestión, niega que el impues- 
to objetado sea repugnante a la Constitución, en cuanto impor- 
te un derecho de Aduana o se falte con el a los principios de 
igualdad, proporcionalidad y equidad previstos por los arts. 4 V 
y 16 de aquel instrumento. 
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Qi\e la ley atacada, ttp regla el comercio marítimo o terres- 
tre interprovincial, sino simplemente establece un impuesto a la 
venta de vinos, tabacos; perfumes y naipes (JtíC se realice dcntn 
•le la provincia de Hítenos Aires. 

@UC la ley no afecta la libre circulación territorial, desde 
que el ¡mpttestb es igual paria todo el comercio dentro de su te- 
rritorio. >a se haga fuera o dentro de él. No se le prohibe a qitiert 
fabrique vino el tránsito sino que se le tnippm el pago del im- 
puesto del que venda al igual de los demás comerciantes que ha- 
cen su negocio con casa radicada en el territorio. I*.l impuesto 
ni el decreto traban la circulación de los productos que no inten- 
ten defraudar al Fisco. 

Que el actor, si bien ha protestado el pago, no dice que se 
haya empobrecido injustamente por una cantidad equivalente. 
1 orque es lo cieno que él aumentó el precio del vino en la pro- 
porción necesaria para resarcirse del pago del ¡nipuesto. 

Ouc a ís. 7h vta.. abrióse la causa a pmelia. produciéndose 
la que expresa el certificado de ís. 199. A fs. 20í> y fs. 220 alega- 
ron sobre el mérito ambos contendientes, llamándose autos jara 
sentencia a fífc ?24 vUi - >' 

Considerando: 

yiie los pagos invocados |M»r la |>arte actora, han quedado 
demostrados en la causa, no solo por el silencio implícito de la 
provincia a su topéete al contestar la demanda, sino expresa- 
mente por los informes de la Dirección de Rentas y del Banco 
de la Provincia de Unenos Aires, agregados a fs. 140 y ís. 112. 
i esportivamente. 

<Jue se ha demostrado asimismo, el cumplimiento del re- 
quisito de la protesta previa o simultánea con el pago del im- 
puesto cuya devolución se jicrsigue. Asi resulta del testimonio de 
escritura corriente a fs. 5 de 16 de Setiembre de 1927 y del 
contexto del telegrama agregado a fs. 8, recibido oportunamen- 
te por la Dirección de Rentas (ís. 140). 
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<¿ue acerca ele este punto, la provincia lia objetado que ta- 
les protestas carecen de valor, porque la ley y su reglamenta- 
ción se cumplieron sin reserva alguna por la |>arte actora a |>ar- 
tir de su promulgación en el territorio de la provincia. 

Que en el cumplimiento inicial de la ley y de su decreto por 
parte de la actora, no es posible ver una renuncia al derecho de 
observar en todo tiempo futuro la validez del estatuto. Es cierto 
que e^ta Corte, citando a Cooley. ha admitido la |x>sihilidad de 
Uflft renuncia a invocar la iuconstitucionalidad dé una ley. cuan- 
do ésta tiene por fin exclusivo la prolección de los derechos de 
propiedad de los ciudadanos (Fallos: T. 149. pág. 137). |>ero. 
esta doctrina aplicada al caso de autos, solo importaría decir que 
la actora ha perdido el derecho de reclamar la devolución de los 
dcs<ml>o1sos efue realizó sin protesta. Siendo cada pagó un acto 
jurídico independiente de los demás, la circuir tancia de haber 
i feemado uno o muchos sin reparo alguno, no comporta la conse- 
cuencia de que, advertido el contribuyente de las deficiencias 
i-i nstitucionales de la ley. no está en condiciones de volver sobre 
sus pasos, respecto del porvenir, toda vez que legalmente la in- 
tención de renunciar no se presume (art. 874 del Código Civil). 

Que e! impuesto, como se ha dicho, gravita sobre el "ex- 
pendto" y "existencia"' de las bebidas y alcoholes que enumera, 
destinadas al consumo dentro del territorio de la provincia. Kx- 
IK'iidio y existencia no son palabras equivalentes dentro de las 
características de nuestro régimen institucional. El primero asu- 
mí una generalidad de que la segunda puede carecer. Todo lo 
que se pxpenda dentro del territorio de la provincia es suscep- 
tible de impuestos indirectos, jkto no todo lo que existe dentro 
de él se encuentra en el mismo caso desde que los efectos de pro- 
ducción o fabricación nacional, asi como la de los géneros y 
mercancías de todas clases desdichadas en las aduanas exterio- 
res que Sé hallen todavía circulando en el territorio de una pro- 
vincia, escaparían al impuesto conforme al art. 10 de la Consti- 
tución Nacional. Igual afirmación corresponde formular acerca 
de los ganados que estén dentro del territorio de la provincia, si 
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se hallaren de tránsito en ella, desacuerdo con el art. 11 de aqué- 
lla. El mismo raciocinio debfe aplicarse a las mercaderías y efec- 
tos que aunque se encuentren dentro del territorio provincial, se 
dallen sometidos a la jurisdicción nacional sobre el comercio in- 
terprovincial, hasta tanto ésta haya terminado, con arreglo a lo 
dispuesto por el art. 67. inc. 12 del estatuto citado. 

Que la gran importancia de estos preceptos, cuya interpre- 
tación compromete y afecta los derechos del pueblo de la Re- 
pública, su política económica, los intereses de su comercio y 
las facultades impositivas de las provincias han conducido a ta 
jurisprudencia de esta Corte, asi como a la de los Estados Uni- 
dos de América, llamada a interpretar preceptos análogos a los 
de la nuestra; a establecer con sumo cuidado los principia de- 
rivados de los arts. 9» 10. 11. 12 y 67. inc. 12 dfe la Constitu- 
ción Nacional en su aplicación a cada caso particular, a fin de 
mantener en toda su plenitud el principio de que en materia de 
circulación territorial y de comercia inteqirovincial aquélla ha en- 
tendido hacer un solo territorio para un solo pueblo (Fallos: 
Ton* 149, páp. 137). 

Oue en la realización de tal propósito, la jurisprudencia de 
esta Corte se ha concretado en los numerosos casos que le han 
sido sometidos, en la forma siguiente: a) Que el |Xxler de fe? 
«lar el comercio marítimo y terrestre con las naciones extran- 
jeras y de las provincias entre sí del inc. 12 del art. 67 de la 
Constitución, es concordante con la cláusula tercera, sección oc- 
tava, art. 1 ". de la Constitución de los Kstados Cuidos, lia jo el 
¡imperio de la cual los tribunales de aquella nación, han reconev 
cido (pie ese pbdfer fué conferido al Congreso para asegurar la 
uniíoimidad en la reglamentación comercial contra las diferen- 
cias que pudiera establecer la legislación local y que ese ppder 
protege la propiedad que es transitada de países extranjeros 
o de otros listados contra toda ingerencia de la legislación local 
haMa (pie se hava incorporado a la propiedad general del país 
(Fállós: T. 12$, pag. 333: T. 149. pág. 137; 127 C. S. 640): 
b» Que las provincias en ejercicio de sus | Hirieres de legislación 
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interna no están facultadas |>ara dictar leyes o reglamentos «le 
carácter general p municipal, que directa o indirectamente pue- 
dan perturbar o trabar de cualquier modo, que no signifique el 
ejercicio de sus poderes de policía, la libre circulación territo- 
rial (Fallos: Tomo 149. pág. 137; T. 159. |>ág. 23) : c) !.a de- 
terminación del momento en que la circulación territorial y el en 
mercio interprovincial concluye, representa un principio com- 
plementario del sistema, toda vez que si aquellos no tuvieran 
fin. no existiría instante alguno en que los bienes, mercaderías o 
psoductos de procedencia extranjera o de fabricación naciona- 
les que constituyen su objeto, pudieran ser válidamente gra- 
vados. 

Las provincias recobran entonces, su plena capacidad im|x>- 
sitiva a partir del momento en que las mercaderías, géneros o 
productos introducidos a su territorio, llegan a confundirse y 
mezclarse con su masa general de bienes, porqué ya no es posi- 
ble afirmar que el impuesto gravita sobre el mero hecho de la 
introducción de los bienes (Fallos: tomo 51. pág. 349; T. 125. 
pág. 333; T. 149. pág 137: 100 U. Si 434; 103 ü S. 334; í\6 
V. S. 446; 208 U. S. 113: 120 U. S. 489). 

Que no es |x>sible desconocer el derecho de la provincia de 
Hítenos Aires para establecer dentro de su territorio impuestos 
indirectos al consumo sobre las bebidas. nai|>es, tabacos, perfu- 
mes y demás efectos enumerados por la ley N* 3907. como tam- 
|mxo la facultad concurrente de la Nación, para organizar igua- 
les gravámenes sobre la misma materia ¡nqxinihle (Fallos: to- 
mo 149. pág. 260). Pero lo que no les está |>ermitido hacer a 
las provincias ni a la Nación, es establecer impuestos al consumo 
interno, cuya percepción se realice mediante procedimientos que 
signifiquen la violación de los principios recordados en los an- 
teriores considerandos. 

listo último es lo que sucede, si no explícitamente con la 
ley N v 3907 impugnada en esta causa, sí con su decreto regla- 
mentario, a que da pie. concebido y redactado para contener to- 
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das las disposiciones relativas a un sistema üc percepción «le im- 
p tiesto, en franca oposición con los principios constitucionales y 
jurisprudencia de que acaba de hacerse mención. 

Que, desde luego, ese decreto viola la Constitución, desde 
que, olvidando la atribución conferida al Congreso de la Nación 
por el inc. 12 del art. 67. reglamenta el comercio terrestre y ma- 
rítimo «lo la provincia de Buenos Aires, con todas las otras 
y con la Capital Federal. En efecto, no existe duda alguna de que 
el comercio enfrie provincia* al cual tal inciso se refiere, abarca, 
además del intercambio, la navegación, las comunicaciones, el 
tráfico, la transmisión de mensajes telegráficos y el tránsito de 
personas (Fallos: Tomo 149. pag. 137; T. 101, pág. 8: T. 125. 
pág. 33?; 188 U. S. 321). Esc comercio interprovincial de ex- 
clusiva jurisdicetón nacional, debe tener y tiene, un principio y 
un (in. Nace cuando acal a la jurisdicción de una provincia y 
aiuere cuando comienza la de otra. El proceso de producción n 
fabricación provincial, es por cierto, ajeno al comercio interesta- 
dual y \m su naturaleza, constituye una etapa anterior a la 
compraventa y al transjKirte. Se halla también excluido de tal 
comercio el hecho ya más próximo de que los efectos o las mer- 
caderías se encuentren manufacturadas y listas para el transpor- 
te y venta a otras provincias, o de que liayan sido separadas «li- 
la fábrica donde fueron producidas. 

l/i jurisdicción local se mantendrá sobre los productos o 
mercaderías destinadas a otra provincia, hasta el itistante mismo 
en que se pongan éti movimiento desde el punto en que se hallan 
almacenado:» o reunidos en la provincia de origen, esto es. hasta 
su entrega a los agentes encargados «leí transporte. Simultánea- 
mente con tal entrega se inicia el comercio interprovincial res- 
pecto «le esas mercaderías o productos, y por necesaria implican- 
cia la facultad conferida al Gobierno de la Nación pára reglar 
las condiciones «le aquel ( Willoughby. tomo II, edición dé 1910. 
|)ágs. 629 y siguientes y especialmente parágs. 332 y 333). 

Que el mismo cuidado puesto para establecer el momento 
¡ricial del comercio interprovincial y la jurisdicción nacional co 
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rrelativ;i. se ha empleado [ara señalar el momento fie su termi- 
nación. Tanto esta Corte, como la de listados Unidos (te Amé- 
rica, han coincidido en establecer como regla general qué la con- 
fusión de las mercaderías, frutos o productos transportados con 
la masa general de hienes y valores ya existentes dentro del te- 
rritorio provincial, pone fin a la circulación territorial y tam- 
bién a la jurisdicción reglamentaria de la Nación. Marshaíl, j>ara 
determinar el momento en que acuella confusión se producía ( 12 
Whcaton 419), sostuvo que los Estados no podían ejercer sus 
|Hxlcrcs de tasación, hasta tanto no fuera roto el embalaje origi- 
nal o vendidos los artículos j>or el importador. Esta doctrina, 
aplicable solo al comercio extranjero, en virtud de una dis- 
tinción que no tendría razón de ser entre nosotros si se atiende a 
la letra del art. 10 de la Constitución, carece del valor de una 
regla absoluta y lo tiene solo como un medio de prueba que la 
Corte regularmente acepta j*ara demostrar que las mercaderías 
en transporte se han incorporado a la riqueza local. A su rcsjxíc- 
to «¡ice Willoughby parág. 301. que la doctrina se hace de im- 
posible aplicación por cuanto no es fácil determinar que delie con- 
siderarse como la envoltura original cuya conservación intacta 
preserva las mercaderías «le la jurisdicción del Estado. 

El valor relativo de aquella doctrina, ha llevado tanto a la 
jurisprudencia de esta Corte (Fallos: T. 163. pág. ¿85). como 
a la «Je los Estados Unidos— 192 U. S. 500— a «leclarar <|ue la 
jurisdicción nacional sobre fnitos, productos o mercaderías, su 
circulación territorial |>erdura hasta que aquéllos hayan sido al- 
maccnatlos. clasificados y dispuestos |>ara la venta en los cd* 
mereios o «le|>ósitos a cuyos titulares fueron remitidos con 
aquel fi". 

Que conocidos con la precisión |>ostÍ>ic en cuestiones de ín- 
dole tan delicada, los momentos en <|tte comienza y termina la 
circulación territorial y el comercio interprovincial, la solución 
«le esta causa se facilita, «lesde que toda ella se reducirá a salwr 
>i las disposiciones del decreto reglamentario «le la ley 3907 *e 
aplican a los efectos enumerados por ella cuando todavía se ha- 
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lian en pleno comercio interprovincial y sujetos por consiguien- 
te a la jurisdicción nacional o. al contrario, después de halnrr 
salido de ella |>or su ineon>oración a la masa general de valores 
efe la provincia. 

yue en cuanto el decreto reglamentario obliga a denunciar 
ante las autoridades administrativas del Estado el hecho de la 
introducción de los productos y los declara intervenidos hasta 
que tales productos vayan a ser librados al consumo (art. 26» ; 
ctiandp establece que las mercaderías sin cumplir aquellos requi- 
sitos no deberán ser retiradas de los puntos de entrada (estacio- 
nes ferroviarias, puertos, etc.). so pena de incurrir en una 
inulta tle 20 a 2.000 pesos (art. 17» ; o cuando dispone pe el 
comerciante no matriculado como tal en la provincia está obli- 
gado al i«igo del impuesto en el acto de la introducción, pues, 
la intervención «le las mercaderías solo se acuerda a quien ade- 
más de reunir aquel requisito, lia dado garantías de j>ago (art. 
17); en todos estos casos y en muchos otros que seria ocioso 
enunciar la provincia de Buenos Aires, legisla sobre una mate- 
ria que le está expresamente vedada ix>r el art. 67, inc. 12 de la 
Constitución Nacional. Regla, en efecto, el comercio interpro- 
viucial désele que dicta las susodichas medidas administrativas 
aplicándolas a mercaderías en tránsito que no han llegado toda- 
vía al término de la circulación querida y prevista por quienes 
trafican con ellas. 

One ejercitándose la mayoría de los poderes conferidos a la 
Xación dentro del territorio, que eorresj>onde a las provincias, 
la circulación garantizada |w»r el art. 10 de la Carta Fundamen- 
tal, necesariamente del** realizarse dentro «le los límites de es- 
tas últimas, cuyo conjunto se considera como un rolo Kstado. 
revierto al cumplimiento de aquél. En la estación del ferroca- 
rril o en los depósitos portuarios, dentro ya del linde provincial. 
«•1 viaje de los efectos transcurre todavía y se halla protegido con- 
tra cualquier reglamentación que dificulte, impida o demore la 
circulación territorial interprovincial. Cuando el reglamento pro- 
hibe el retiro de la carga \xx el importador, si éste no cumple 
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determinados requisitos de carácter administrativo o fiscal, es vi- 
sible que se atenta contra la libre circulación y el tráfico inter- 
provincial. 

Que un análisis más minucioso del decreto reglamentario y 
es|x'cialmente de los arts. 37. 38 y 13. serviría además para po- 
ner de manifiesto que en el fondo so color de establecer un im- 
puesto indirecto al consumo, perfectamente legitimo en si mis- 
mo, se habría en realidad organizado un sistema o régimen de 
l>crccpción que implica una verdadera aduana con todas sus ca- 
racterísticas e inconvenientes. Im medidas de retorsión no tar- 
darán en hacerse sentir por parte de otras provincias y se caerá 
en aquello que cabalmente los constituyentes con firme volun- 
tad se propusieron hacer desaparecer de nuestro derecho públi- 
co fiscal ingratamente impresionados por la guerra aduanera in- 
terprovincial cuyos desastrosos resultados económicos ellos ha- 
brán tenido oportunidad de comprobar personalmente. 

Que las consideraciones emitidas por esta Corte en los fa- 
llos registrados en los tomos 170. \ág. 158 y 159, pág. 23 son en 
este sentido de estricta aplicación a la presente causa, pues taro- 
|XK0 en ella el tributo gravita sobre la circulación económica o 
sea sobre el comercio interno de la provincia como se sostiene, 
sino sobre la circulación territorial, afectando en consecuencia el 
tráfico interprovincial j>or disposiciones legislativas que consti- 
tucionalmente están prohibidas a las provincias y reservadas al 
Congreso de la Nación. 

En mérito de estas consideraciones y de conformidad con 
lo dictaminado y pedido por el señor Promurador (¡enera!, se 
declara que el impuesto cobrado al actor por la provincia de Híte- 
nos Aires es contrarío a los arts. 9*-', 10. II. 12 y 67, inc. 12 de 
la Constitución Nacional. Por consiguiente y con arreglo a lo 
dispuesto jH>r los arts. 792 y 794 del Código Civil se condena a la 
provincia de Buenos Aires a restituir al actor dentro del tér- 
mino de sesenta días la suma de trescientos sesenta y dos mil 
trescientos diez y siete |>esos con ochenta y seis centavos mo- 
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neda nacional y sus intereses a estilo de loa» que cobra el Jiaiict* 
de la Nación Argentina desde la notificación de la demanda. Las 
costas eri el ordfen caucado atenta la naturaleza de las cuestio- 
nes debatidas. 

Nmifíquese y repuesto el papel archívese oportunamente 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sac.arna. — Mis Linares. - 
B. A. Nazar Anchorena. — 



Señores Mirhcv Churra Hwnanos contra don FMas Maroz-itz. 
f>or uso mdtlmla de ¡narro; satore Inwitomitntos dr n«- 

Sumario \ Be acuerdo con la interpretación que corresponde 
atribuir al articulo 64 de la ley 3075, el demandado civil- 
mente, en los juicios que se promovieran de acuerdo con 
los artículos & y 4.* de aquélla, puede— no obstante la opo- 
sición del actor—, proseguir la explotación «le la marca, 
siempre que diera caución suficiente. 

Cuso: i..» explican la* piezas sitúente*: 



AUTO DEL JL'EZ FEDERAL 

Buenos Aires. Julio 3 de 1935. 

\utos y Vistos: 

l'ara resolver el pedido de levantamiento de eml>argO for- 
mulado a fs. 29 y de mantenimiento del mismo presentado a 

ís 31. 
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Considerando: 

MI articulo M de la ley número 3975. que rige la materia 
contempla «los situaciones: 

a)— I£l demandante podrá exigir caución al demandado pa- 
ra no interrumpirlo en la explotación de su comercio, industria 
o profesión agrícola, caso que el segundo quisiere seguir usan- 
do la marca, nombre o designación. 

I)) — En defecto de caución podrá pedir la suspensión de la 
explotación y el emliargo de los objetas afectados a ella, dando 
él a su vez, si fuere solicitado, caución conveniente. 

lin el "sub lite", el actor no exigió caución alguna al de- 
mandado, en su escrito de fs. 8, cumpliendo con la formalidad 
establecida en la disposición legal. De modo, pues, que no co- 
rros|>onde la traba ordenada en el auto de fs. 10 vta. 

Por tanto levántese el embargo decretado sobre mercadería.-» 
del demandado, y estando a los términos de dicho precepto otor- 
gúese la escritura de caución ante el Registro del Actuario, ofre- 
cida a fs. 27, por la suma de veinte mil pesos m/n. y a las re- 
sultas del juicio, dada la conformidad de partes expresada en el 
escrito fie fojas X). Notifiquc.se v repóngase la foja. 

f 

Eduardo Sarmiento 

SENTENC \ DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires. 23 de Agosto de 1985. 

Y Vistos: 

Siendo arreglado a derecho se confirma él auto apelado que 
ordena el levantamiento del embargo decretado sobre las mer- 
caderías del demandado. — Eseqúiel S. de Olaso. — Carlos del 
Campillo. — R. Villar Palacio. — /. .7. González Calderón. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea. Octubre 8 de t»3fc 

Süpfémft Corte: 

Se discute fin estos autus si el propietario de una marca ele 
comercio registrada, tiene el derecho de embarRar. en juicio ci- 
vil, mercadería?* que se exondan bajo otra marca susceptible de 
confusión, aún en el caso de que el poseedor de ellas ofrezca 
fian/a bastante para el pa^o de perjuicios, si resultare condena- 
do en definitiva. 

Kl recurso extraordinario procede ante V. IL. (Fallos: 112: 
«S; 128:lbK. entre otros); pero corresponde confirmar, por sus 
fundamentos, la sentencia apelada. Tal es mi opinión. Considero 
evidente que el art. 64 de la ley 3.975. es aplicable a los jui- 
;ios civiles, autoriza a tratar emlwrgo preventivo, recién después 
jue el demandado se niegue a dar fianza, lo «pie no ocurre en el 
jaso "sub judice". 

Jv.au Altan-s. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires. Diciembre 4 de 193S. 

V Vistos: 

Kl recurso extraordinario concedido ]>or la Cámara Federal 
de la Capital en los autos seguidos i*>r Mirhey Chacra y Hcr- 
míUIOS v . Elias Horovitz. sobre uso indebido de marca. 

Considerando : 

<jue el recurso extraordinario es precedente |>or halarse 
interpretado el art. 64 de la ley nacional X v 3975 en contra del 
derecho invocado por la jwrte actora ( Art. 14. ley 48 y 6? de la 
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ley 4055 ) no obstante tratarse, en el caso, de un auto que de- 
f&egi un embargo. |>orque tal resolución tiene carácter definiti- 
vo, desdé que no puede ser discutida útilmente, con posteriori- 
dad, en el curso de la instancia, ni en otro juicio. 

Y respectó al fondo de la cuestión : El art. 64. cuya inter- 
pretación se controvierte, dice: "En los juicios civiles que se pro- 
movieren de acuerdo con los arts. 6 V y 43, el demandante podrá 
exigir caución al demandado (tara no interrumpirlo en la explo- 
tación de SU comercio, industria o profesión agrícola, caso que 
el segundo quisiere seguir usando la marca, nombre o designa- 
ción, y en defecto de caución, podrá pedir la suspensión de la 
explotación y el embargo de los efectos, objeto de ella, «lando él, 
a su vez, si fuera solicitado, caución suficiente. El erntargo se 
efectuará con todas las formalidades de derecho". 

Como se vé. la ley acuerda al titular de la marca. l v , el de- 
recho de exigir caución al demandado para no interrumpirlo en 
la explotación de su comercio, y 2*. el de pedir la suspensión de 
la explotación y el emlrargo de los objetos. Pero estos derechos 
no se confieren en forma alternativa y a opción del demandan- 
te, pues la citada disjKisición acuerda el derecho de seguir ex- 
plotando, si quiere, su comercio, dando caución bastante. 

Si se interpreta el art. 64 como lo sostiene la parte actora. 
esto es que ella puede elegir entre permitir o no la explotación 
del demandado, desaparecería el derecho de éste para continuar 
su excitación. Las palabras "caso que el segundo (se refiere 
al demandado > quiere seguir explotando la marca", carecerían 
de sentido alguno. Igual precedo contiene la ley de patentes N 9 
111 en su art. 58. Y no i»reoeria razonable que el legislador 
acordara al titular de una marca de fábrica, comercio o agricul- 
tura. res|>ccto a la explotación que quisiera continuar el deman- 
dad*», un derecho más extenso que el que acuerda al titular de 
una patente de invención para cuya obtención la ley exige aná- 
logos o mayores requisitos que para registrar una marca. 

Tampoco tendrían sentido las palabras "y en defecto de 
caución podrá pedir el actor la suspensión de la explotación", si 
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este derecho subsistiera aún citando el demandado ofrezca la 
caución. 

Es exacto que la ley de marcas, se ha propuesto la doble fi- 
nalidad de defender la propiedad del titular de la marca regis- 
trada y asimismo al público consumidor contra los engaños de 
que pUCdá ser victima. Pero de ahí no puede sacarse la conse- 
cuencia que pretende la adora, cual es de impedir al demanda- 
do civilmente, por el uso de una marca cuya similitud se impugna 
por prestarse a confusión de seguir explotándola antes de la 
sentencia que establezca esa similitud. 

Por los fundamentos expuestos y los de la sentencia de pri- 
mera instancia, aceptados en la de la Cámara recurrida, y de 
acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador f ¡eneral. se 
la confirma en cuanto ha podido ser materia de recurso. Noti- 
fiquese. repóngase el papel y en su oportunidad devuélvanse. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagarna. — Luis Linares. — 
B. A. Nazar Anciiorena. — 
Juan B. Terán. 



h'h,o .Xacioiiat contra Angel S¿ Ccriam. s/nululad de contrato. 

Sumario : Nó procede la nulidad de la compraventa de una isla, 
aun cuando es cierto que el vendedor invoca titulo de pro- 
piedad sobre algo más de setenta y seis hectáreas y en cam- 
bio el decreto del P. E. X. en virtud del cual se hace la ad- 
quisición establece como superficie la de doscientas once hec- 
táreas, desde que al ratificar la operación el vendedor mani- 
fiesta que nada se reserva dentro de la isla, declarando que 
su superficie ha acrecido, jnir aluvión y hace tradicción de 
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las doscientas once hectáreas y desde que la i»osesión del 
comprador no ha provocado reclamos n¡ ha sido turbada no 
obstante el tiempo transcurrido ni se ha proljado qite el 
título del vendedor no so aplica a la isla vendida sino a otra. 

Ciüo: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Rosario, Septiembre 15 de 1931. 

Y Vistos: 

Los caratulados "Fisco Nacional (Ministerio de Guerra) 
contra Angel S. Ceriani. nulidad de contrato". 

Y Considerando : 

Primero. Que a fs. 117 de estos autos, se presenta el señor 
Procurador Fiscal doctor Julio E. Navarro, en representación 
del Fisco Nacional, a demandar a don Angel S. Ceriani por nu- 
lidad de! contrato de compraventa celebrado mediante escritura 
pública otorgada en esta ciudad el 1* de Agosto de 1921. ^inte 
el escriliano Bartolomé Sívori. y por la cual el nombrado señor 
Ceriani. vendió al Gobierno de la Nación una isla situada frente 
al pueblo San Lorenzo, en el rio Paraná, por el precio de quto- 
ce mil pesos moneda nacional. Funda la demanda en los antece- 
dentes que obran en el expediente administrativo 2250/920 
(5985— A— 1922 del Ministerio de Guerra), en el cual consta 
que el coronel don Alonso Baldrich. como mandatario del P. E. 
de la Nación, estaba autorizado para adquirir en compra a «Ion 
Angel S. Ceriani, una isla de su propiedad, ubicada en el rio Pa- 
raná, frente a los edificios del Arsenal San Lorenzo, con una su- 
|)erf¡cie de 211 hectáreas, 10 áreas y 25 centiáreas. por el precio 
de quince mil pesos moneda nacional ; aduce el señor Procurador 
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Fiscal : "que no obstante los términos claros del mandato otor- 
gado al señor coronel Baldrich, en el que se determina la super- 
ficie de la isla a adquirirse, se fija con toda precisión su verda- 
dera uhkactán frente a los edificios del Arsenal San Lorenzo si- 
tuado en Puerto Borghi). el mandante del Poder Ejecutivo Na- 
cional, compró al señor Ccriani un terreno de isla cuya superfi- 
cie es casi la tercera |>arte de la enunciada, y se halla ubicada 
frente al pueblo San Lorenzo, es decir, que no coinciden ni la 
ubicación ni la superficie del inmueble adquirido, con las que se 
especificaban en el poder otorgado al coronel Haldrich. habién- 
dose pagado el mismo precio por una extensión mucho menor 
que la que se autorizó a comprar"; que estando viciado de nu- 
lidad el acto jurídico por el cual se formalizó la compraventa de 
referencia, y siendo por tanto susceptible de ser tachado de nu- 
lidad de acuerdo a lo dispuesto por el art. 1047 del Código Ci- 
vil, ampara su derecho en las disposiciones de los arts. 1870. 
inc. 1» 1881, inc. 7\ 1905, 1031. 1044 y 1045 del Código Civil. 
Solicita finalmente que se haga lugar a la demanda interpuesta, 
condenando al demandado a la restitución del precio percibido, 
sus intereses y costas. 

Segundo: Que a fs. 120 comparece el demandado a estar a 
derecho; a fs. 123 se presenta por intermedio de su apoderado, 
el procurador Agustín Morales; a fs. 125 contesta el traslado 
de la demanda, y pide se la desestime con imposición de costas. 
Admite y reconoce en ella la relación de los hechos que hace el 
Procurador Fiscal y que sirven de fundamento a la acción. Sin 
cmlwrgo, se oj>one a la demanda aduciendo: "que si bien en 
la compraventa de que se trata pudo halwr error por el adqul- 
rente. y si se quiere por el enajenante, sobre la cosa objeto ctel 
contrato y sobre el precio de la misma, ese error — aún en la hi- 
pótesis extrema de suponerlo producto de dolo, fraude, simula- 
ción o violencia — sólo haría "anuíanle" el contrato que lo con- 
tenía, conforme a lo prescripto jjor el art. 1045 del Código Civil, 
que es notorio igualmente que ese error, dados los términos de la 
escritura respectiva, fué convido de inmediato por el vendedor 
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y el comprador firmrntes < ! e la misnvi escritura; y jK>r lo tan- 
to, habiendo transcurrido más de "nueve años", desde que se 
incurrió en él, no puede oponerse como "fundamento de la nuli- 
dad el que se arguye; pues la prescripción ha cubierto y reme- 
diado el vicio", conforme a la clarísima prescripción del art. 
4030 del Código Civil". 

Tercero: Por auto «le fs. 130 se abre este juicio a prueba 
y se ofrece por la parte adora, únicamente la agregación de las 
constancias del expediente 2550/920 (5985/A/1922 del Mi- 
nisterio de Guerra). Producidos los informes que van agregados 
«le fs. 135/138 y «le fs. 140/143. se llama "autos" para defini- 
tiva a fs. 144. 

Cuarto : Que «le la relación hecha por las partes. surj;e que 
el Kxcmo. Gobierno «le la Nación, por interme<lio de su aptxlera- 
do especial, coronel Alonso Baldrich adquiere en compra a <k>n 
Angel Ceriani la isla de su propiedad, ubicada en el rio Paraná, 
frente al arsenal militar, pagando el precio convenido de quince 
mil f>e*os moneda nacional, y con una extensión de doscientas 
once hectáreas, inmueble del que está en posesión y en el <|uc 
matulo practicar la mensura de que «lan cuenta las actuaciones 
de fs. 82. realizadas por el topógrafo Horacio A. Bernasconi. 
la <|tie arroja una extensión «le 217 hs. 76 ás. y 49 es. 

Quinto: Que la escritura de compraventa, corriente a fs. 
32. se llevó a calió en la ciudad «le Rosario, ante el cscriliano don 
Bartolomé Sivori. en fecha 21 de Agosto, acto al que concu- 
rren, como se deja dicho, por una parte, el vendedor señor Ce- 
riani. y |>or otra j»arte, como representante del Gobierno «le la 
Nación, el mencionado coronel Baldrich. transcrihiéiulose en ella 
todos los |K>deres y documentos habilitantes (art. 1003 del C. 
Civil). I)e manera pues, que la escritura está redactada «le con- 
formidad con las disposiciones «leí libro II. tit. IV del Código 
Civil. 

Sexto: Que el demandado, si es exacto reconoce los hechos 
en que se furnia la acción. «>|>one como defensa a la demanda 
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de nuüdad. la prescripción de la acción, fundado en la disposi- 
ción del art. 4030 del Código Civil, que estatuye : "que la nulidad 
de los actos jurídicos por simulación, fraude, dolo o error, se 
prescriben a los dos años". Que si bien es cierto que la pres- 
cripción no está opuesta como excepción, sino como defensa de 
f oiido, debe ella estudiarse en primer término, por cuanto, de su 
procedencia o improcedencia, decidera el estudio de la cues- 
tión (le fondo planteada por él actor. 

Séptimo: Oue conviene, a los efectos de establecer cuál es 
el término que delw computarse pasa la prescripción de la acción, 
si la nulidad que se argumenta es absoluto o relativa, pues de ello 
resultará aplicable o no la disposición legal invocada. Es eviden- 
tes que la nulidad del acto jurídico de que da cuenta la escritura 
de ís. 32. no es de las que la ley de fondo fulmina con nulidad 
absoluta, y sí, de las simplemente anulables, susceptiblets de con- 
firmación (arts. 1045 y concordantes del Código Civil), pues el 
contrato que esa escritura contiene, fué totalmente cumplido, co- 
mo asi resulta de la "litis contestatio" ; luego fué tácitamente 
confirmado. "La confirmación tácita — dice el art. 1063 del C. 
fivil.— es la que resulta de la ejecución voluntaria, total o par- 
cial del acto sujeto a una acción «le nulidad". En efecto, ante 
las redamaciones del comprador Ccriani otorga, y aquél acepta, 
la escritura de ís. 55. 

Octavo: Que sentado, como queda, en el considerando an- 
terior, que sólo sería aquel acto simplemente antdable y no nulo 
absolutamente, delien estudiarse los fundamentos de la impug- 
nación al mismo, pues, el actor sostiene que el referido contrato, 
al vendérsele la isla, se Ha hecho con una extensión menor y 
una ubicación distinta, y como asi. con extralimitación de facul- 
tades de su mandatario, lo que ¡mi>orta indirectamente argüir- 
la de errónea. 

Noveno: Oue atenta la disposición clara y categórica del 
art. 4030. la prescripción se opera por la inacción durante dos 
años, para pedir la rescisión del acto jurídico realizado, cuando 
esa acción se funde en el dolo, error o simulación de aquel acto. 
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Ku el "suh judice", aquella se habría operado, y los ta al efecto, 
ver la escritura de fs. 32, fecha de su celebración (Agosto 21 
de 1921) hasta el día 25 de Octubre de 1930, día de la interposi- 
ción de la demanda, han transcurrido, ¡mes. nueve años, están- 
dolo por tanto, cubierto con exceso, el término que estatuye la 
recordada disposición. 

Décimo : Que con respecto a la restitución del i>ago del pre- 
cio que también se solicita, tu» procede, pues, al declararse pres- 
cripta la acción principal, la subsidiaria sigue la suerte de aquella. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de fs. 
140/143. fallo: declarando prescripta la acción de nulidad inter- 
puesta (art. 4050, C. Civil). Sin costas, atenta la naturaleza de 
la defensa opuesta. Insértese, hágase saber y repóngase. 

Pedro Morrillo Suúrn. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario, Diciembre 22 de 1931. 

Vistos: 

Los autos caratulados Fisco Nacional (Mrio. de Guerra) 
v. Angel S. Ceriani c/. nulidad de contrato (exp. N* 413/31 
de entrada). 

Y Considerando, que: 

Primero: Con fecha 9 de Febrero de 1921, el Gobierno de 
la Nación dió |KxIer al entonces coronel don Alonso Raldrich. 
director del Arsenal San Lorenzo, para que firmase a nombre 
del Poder Ejecutivo la escritura de adquisición de una isla situa- 
da en el río Paraná, frente a los edificios del Arsenal y c<nn- 
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puesta de doscientas (mee hectáreas, diez áreas y veinticinco ceu- 
tiáreas ele superficie. El vendedor era don Angel S. Cenan!; y el 
precio global, de quince mil pesos. 

Segundo: Eri ejercicio de ese mandato, el V* de Agobio del 
misino año. Baldrich firmó la escritura de adquisición —que obra 
de fs. i a f> — . pagó el precio y entró en posesión de la isla; fiero 
muy luego se advirtió que Ceríani. en vez de transferir sus de- 
rechos a una isla de la superficie citada, y frente al Arsenal, lo 
había hecho a una isla poco mayor de setenta y seis hectáreas y 
situada frente al pueblo de San Lorenzo. Subsiguieron algunas 
gestiones administrativas y Ceriani explicó que la superficie con- 
signada en la escritura era la que desígnala su titulo primitivo, 
habiendo ocurrido acrecentamiento de ella por aluvión. En tal 
concepto y para evitar toda duda, otorgó otra escritura el 20 de 
< tetubre de 1922 (fs. 55) en la que declaraba que la venta del 
año anterior al Gobierno había comprendido la totalidad de la 
isla sin reserva alguna, y que se refería a la situada frente al 
Arsenal. Una escrupulosa mensura mandada practicar por el 
Poder Ejecutivo, reveló luego (Julio de 1924) que Ceriani ha 
hecho entrega efectiva de doscientas diez y siete hectáreas, se- 
tenta y seis áreas y cuarenta y nueve centiáreas. o sea. algo más 
de lo que el Gobierno pagó (fs. 8* vta.). 

Tercero: Varios años después (Octubre «le 1930». el señor 
Procurador Fiscal se presenta iniciando demanda contra Ceria- 
ni por nulidad de la escritura firmada en Agosto de 1921. fun- 
dándose en que Baldrich ultrapasó su mandato, pues la isla es- 
criturada no coincide, ni en ubicación ni en extensión, con la 
que se le autorizó a escriturar, pide restitución del precio páV 
gado, y costas. 

Cuarto: El demandado pide el rechazo de la acción, ale- 
gando qué la isla entregada es incucstionaWemente la misma que 
vendió, y ojkme además la prescripción del art. 4030 del Códi- 
go Civil. El señor Juez "a quq" ha hecho lugar a la prescripción, 
y es contra ese fallo que se deduce el recurso pendiente ante la 
Cámara. 
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Quinto: Por mucho que se utilice el análisis un i*>drá lle- 
garse que existe en autos plena proel >a de estos hechos: la isla 
existía frente al Arsenal al tiempo de la venta: existe ahora, 
puesto que continúa en posesión de olla el Gobierno Nacional: y 
lo que éste ha recibido del vendedor, es lo mismo que entendió y 
quiso comprar, y no otra cosa. 

I-a ratificación de 1922 otorgada |>or Ceriani y aceptada i>or 
Baldrich ( fs. 55 ) suprime decisivamente cualquier duda acerca 
ile la diferencia de superficie. 

Sexto: En cuanto a la diferencia de ubicación. Míe tftmpo- 
cb existe en la realidad sino en la escritura de 1921, pues el 
Gobierno está ocupando la isla situada frente al Arsenal, caln? 
recordar que en la escritura de ratificación de fs. 55. Ceriani de- 
clara y Baldrich acepta, que la isla a que se refiere el contrato 
de compraventa está "ubicada en el rio Paraná frente a los edi- 
ficios del Arsenal". Con esta segunda aclaración desaparece to- 
do motivo |iara suponer que Baldrich extralimitara su mandato. 
Sino en la primera, en la segunda, adquirió la isla situada frente 
al Arsenal, como se le había encargado, y no otra: y la segunda 
escritura es anterior en varios años a la demanda. 

Séptimo: Kliminados asi los dos motivos de nulidad que in- 
vocaba el actor, la demanda resulta improcedente, esté o no prest- 
cripta la acción. Es exacto que el titulo con que Ceriani vendió 
se refiere a una isla menor, situada frente a San Lorenzo; pe- 
ro como ese título es de antigua «lata, nada de particular tiene 
que desde entonces acá la isla acreciera en superficie \mr aluvión. 
Tales acrecentamientos pertenecen al propietario (art. 2572. C. 
Civil). El desplazamiento de la isla aguas abajo, en toda la dis- 
tancia cpie señala el plano de fs. 85. es también un hecho rela- 
tivamente normal, dentro del régimen del rio Paraná, habiéndo- 
se comprolKido análoga circunstancia con la isla del Kspinillo, si- 
tuada frente al Rosario, al punto «le que jwra evitar su trasla- 
ción paulatina |>or las aguas, se hizo necesario llevar a cabo obras 
hidráulicas esleíales. 
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Octavo : Xo hay prueba plena en autos de que desaiwrecie- 
ra totalmente la antigua isla de propiedad de Ceriani, y de que 
la vendida pertenezca a otra persona. Tampoco se lia presenta- 
do reclamo alguno por terceros, ni hay motivos para suponer que 
el Gobierno Nacional se verá molestado por acciones de reivin- 
dicación, o turibulo en la pacifica posesión de la isla. 

So resuelve: modificar la sentencia recurrida, rechazando la 
demanda sin especial condenación en costas. Xotifíquese y de- 
vuélvanse al Juzgado de la causa, donde se repondrán los se- 
llados. — lien'upm T. Martines. — Julio More (En disidencia) 
— Juan Aharer. 



MSim-M IA DEL SK.ÑOK VOCAL UR. JCLIO UAKC 

Rosario, Diciembre 22 de 1931. 

Vistos: 

Los autos caratulados Fisco Nacional (Ministerio de Ciue- 
rra) v. Angel S. Ceriani s/. nulidad de contrato exp. Rfv 413/31 
de entrada). 

Y Considerando, que: 

Priinerp: lX»s cuestiones a resolver surgen de la "litis" 
trabada: 

a) Si el contrate» de compraventa, mediante la escritura |»ú- 
lilica N* 234 del 1» de Agosto de 1921. j.asada ante el escrikino 
de esta ciudad, señor Bartolomé Sívori, está viciado de nulidad o 
esta es solamente relativa y como tal anulable. 

b) Si corrcs|»oiidc la prescripción del art. 4030 del Código 
Civil, opuesta por el demandado (fs. 125/127). 

Es necesario establecer en el caso de autos, cuál de las dos 
nulidades del punto (a) rige a fin de resolver el referente a h 
prescri^H'ión de la acción (U). 
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Segunde?: lista defensa lio puede alegarse en los actos de 
nulidad al*oluta o manifiesta, en razón de ser considerados co- 
mo si no hubiesen producido efecto y por lo tanto iususccptihles 
de prescrqición. B. Llerena "Derecho civil argentino", T. IV. 
p. 107 (comentario al art. 1047. C. C. y t. II. p. 284. X' 2 id. al 
art. 450 C C). 

El convenio celebrado entre el representante del Gobierno 
Xacional y el señor Angel S. Ceríani no encuadra en ninguno 
de los casos a que se refieren los arts. 1041 al 1044 Cód. Ci- 
vil, viciados de nulidad absoluta y cuyos caracteres esenciales 
son: existir esta de pleno derecho, ser innecesaria su declaración 
¡H»r la autoridad judicial (art. 1038, 2* jarte C. C) y no ser sus- 
ceptibles de confirmación, art. 1077, C. C). Salvat, "Tratado 
de derecho civil" (parte general j 1925. Xros. 2626. 2628 y si- 
guientes. 

Tercero: Del examen de las constancias de autos, resulta 
que la compraventa de referencia está viciada de nulidad relativa 
y como tal anuladle, lo que por otra ¡arte expresamente lo reco- 
noce el demandado en sus escritos de contestación a la deman- 
da (fs. 125/137) sosteniendo que el caso está comprendido en 
litio de los términos del art. 1045, C G. y contestación de agra- 
vios de 2* instancia (fs. 158 a 160) en cuanto dice: "el acto jurí- 
dico que tratamos, que fué anulable sin duda por adolecer del 
vicio de error" fs. 159 vta. Se invoca por el actor para fundar su 
pedirlo de nulidad, entre otros, los arts. 1045 y 1031 del Códi- 
go Civil — que se refieren respectivamente al error sobre la cosa 
vendida al primero y a la extralimitación del mandato el se- 
gundo. 

Cuarto: El error sobre la cosa objeto del contrato de com- 
praventa es evidente, según se desprende del cuer|M> de la escri- 
tura X" 234. agregada a fs. 3/16 de autos. El Gobierno de la 
Xacióu. \ntr escritura X" 9. pasada ante el escribano de Go- 
bierno de acuerdo al decreto del 18 de Enero de 1921 autorizó 
con poder especial, al director del Arsenal de San Lorenzo, el 
coronel don Alonso Baldrich para que adquiriera una isla de 
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21 1 hectáreas, 10 áreas. 25 centiáreas frente al arsenal, en tanto 
que la isla escriturada simada frente al pueblo San Ix>renzo, tie- 
ne según dicho título solamente 390 mts. de frente por 1950 mts. 
de fondo equivalente a 76 hectáreas o sea la tercera parte de lo 
que se éi tendió comprar, existe por lo tanto error sobre la cosa 
motivo de la operación. 

Por otra |xirtc. la escritura X 9 336 fecha 20 de Octubre de 
1022 |í>. 55» entre los mismos otorgantes que la anterior, por 
la >ola manifestación de! vendedor señor Ccriani no subsana el 
error nviterial y legal existente en la determinación de la cosa 
vendu!n. sobre ubicación y mejor derecho al excedente de sti|>er- 
íteíc qm hubiere con relación a las dimensiones exactas que da 
la escritura X 9 234. no correspondiendo entrar a considerar las 
otras cuestiones que emergen del expediente administrativo N v 
2520/ ( >20 ( 5985/A/1922 del Ministerio de Guerra) \k>t enten- 
der que son ajenas a la presente "litis". 

Quinto: Es también notorio que el representante del Go- 
bierno de la Nación se ha excedido en los limites de su mánda- 
lo. expre*anu'ntt\ determinado; el demandado reconoce este he- 
cho, pues a fs. 125 vta. de su escrito contestando la demanda, 
consigna "es incuestionable asimismo que el mandatario de aquél 
o sea del Gobierno Nacional no se ajustó estrictamente a los tér- 
minos del mandato en virtud del cual óbrala". El vendedor se- 
ñor Angel S. Ceriani conocía perfectamente los términos de ese 
mandato, puesto que su texto está integramente transcripto en la 
escritura X" 234. Estaríamos asi en el caso de nulidad que le- 
gisla el art. 1931 del Código Civil que establece que el mandata- 
rio que pasare los limites del mandato y el mandante no ratifica- 
re el contrato, será éste nulo, si la parte con quien contrató el 
mandatario conoce los poderes dados por el mandante. Si bien el 
señor Fiscal de Cámara en su escrito de expresión de agravios 
fs. 154 ' 156). alega «pie la nulidad que menciona este artículo es 
absoluta no puede considerársela tal de acuerdo a los caracteres 
que distinguen estas nulidades, establecidas en el considerando 
2"; puesto que el art. 105K C. C dice que la nulidad relativa 
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puede ser cubierta i>or confirmación del acto, y es lógico que la 
ratificación expresa posterior que hubiese hecho el Gobierno de 
la Nación al acto firmado por su representante el l v de Agosto 
de 1921 hubiera importado en el hecho de una confirmación del 
mismo, lo que no puede deducirse tratándose de la nulidad ab- 
soluta, no susceptible de confirmación. Por esto el mandatario 
que se extralimita en sus poderes es un tercero qué obra a nom- 
bre de otro, sin poder suyo quedando ese convenio sin ningún 
valor (art. 1161, C C ). La jurisprudencia en numerosos ca- 
sos ha resuelto que los actos del mandatario excediéndose en sus 
jxxlcres no obligan al mandante. Suprema Corte, T. 86. p. 257, 
causa CC LX ; T. 152, p, 254 Pablo I-agustena y otros v/. pro- 
vincia de Buenos Aires daños y perjuicios, relacionados con los 
fallos que se citan: T. 95. ps. 33, 48 y 190; T. 96. p. 39: T. 113. 
p. 144; T. 1 1K. ps. 278. 331 v 402; T. 124. p. 16 ; J. Arg., T. 111, 
p. 203 (1919). J. Arg., T. II, pág. 949 (1918): Cámara Co- 
mercial de la Capital, Lizárraga v/. la Nación, punto 5'. 

Sexto: Determinado el carácter anuladle del contrato de 
1921. corresponde examinar si la prescripción del art. 4030. C. 
Civil, opuesta i>or el demandado como principal defensa es de 
aplicación al presente caso. 

I,a prescripción del art. 4030 se refiere a los actos jurídi- 
cos viciados intrínsecamente en el consentimiento de los con- 
trayentes que son los que trata el art. 954 del mismo código y 
cuya acción es reservada a los mismos contratantes O. Machado, 
T XI, p. 305 (nota al art. 4030; J. Arg.. T. XXIII. 1926. pá- 
gina 105). 

No es el caso de autos, en el que el actor invoca como cau- 
sa de la nulidad, la falta de capacidad del mandatario, por ha- 
berse excedido de las atribuciones o facultades que expresamen- 
te se le habían conferido, con conocimiento de otro contratante 
lo que constituye un vicio completamente distinto del vicio del 
consentimiento a que se refiere el art. 4030, así lo tiene resuelto 
la Cámara Civil 1» de la Capital en el juicio sociedad italiana 
de tiro a segno v/. Municipalidad de la Capital. J. Arg., T. 
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XXIV, p. 433 y siguientes, además la jurisprudencia es reite- 
rada en este concepto: I-a Suprema Corte en el caso empresa 
The Catalinas Warehousses and Mole Co. Ltd. sobre reivindi- 
cación. T. 148. pág. 118 y siguientes (con voto de sus cinco 
miembros), dice. pág. 139: "que la disposición del art. 4030 del 
C. Civil limitado a legislar sobre las acciones de nulidad allí 
previstas, no comprende el caso bien distinto de un mandatario 
que ha extralimitado sus poderes", T. 115. págs. 34 v 189: T. 
<*. pág. 354". 

Séptimo: La prescripción del art. 4030 delie interpretarse 
en su alcance legal en forma restrictiva por ser una excepción 
del principio general del art. 4023 C. C, disposición relativa a 
toda acción personal por deuda exigí ble en la acepción del art. 
496 C. C. y por el que toda prescripción liberatoria se cumple a 
los diez años entre presentes, como lo es el caso "suh lite", S. C. 
T. 123. pág. 224, socieda dde Crédito Territorial de Santa Fe 
v. provincia de Santiago del Kstero, reivindicación considerando 
12) en el que se anotan los fallos T. 90, pág. 103: T. 103. jwig. 
119 y T. 120. pág. 94. 

Habiéndose interpuesto la demanda por el Ministerio Fis- 
cal en representación del Gobierno de la Nación, con fecha 21 
<fe Octubre de 1930 (fs. 117/118) y teniendo la escritura de 
compraventa X*' 234 (fs. 3/16) fecha I* de Agosto de 1921, es 
evidente que no ha transcurrido el término legal de prescripción 
«le diez años, que establece el art. 4023 C. Civil |>ara que pro- 
ceda la defensa alegada por el señor Angel J. Ceriaui. 

Por estas consideraciones, se resuelve: revocar la sentencia 
a|>elada de fs. 147/149, fecha Septiembre 15 de 1931. declarán- 
dose procedente la acción de nulidad de la escritura pública de 
compraventa del 1 " de Agosto de 1921, interpuesta por el Mi- 
nisterio Público en representación del Gobierno de la Xación 
contra Angel S. Ceriani e improcedente la prescripción del art. 
4030 C Civil opuesta por el demandado; las partes en el término 
ile treinta «lias deben restituirse mutuamente lo que han recibido 
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en virtud del acto anulado, aplicándose idéntico criterio respecto a 
los intereses o frutos percibidos desde el dia en que se entabló 
la demanda (arts. 1050. 1052 y 1053 del Código Civil). Las eos- 
tas de ambas instancias por su orden, en atención a la naturaleza 
de las cuestiones debatidas. Notifíquese y devuélvanse al Juz- 
gado de la causa, donde se repondrán los sellos. 

Julio Marc. 



DICTAMEN DEL PROCREADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Los antecedentes de este litigio han sido relacionados minu- 
ciosamente en los dictámenes fiscales de primera y segunda ins- 
tancia, por lo que no creo necesario repetirlos ante V. E., re- 
firiéndome a lo que en dichos dictámenes se expresa. 

El vicio que afecta la escritura de venta puesta en tela de 
juicio consiste en haber obrado el acerado del Gobierno Na- 
cional fuera de los límites del mandato, por lo que es de apli- 
cación el art. 1931 del Código Civil que fulmina con la pena de 
nulidad los actos jurídicos que adolezcan de ese vicio. 

Siendo ello así la prescripción del art. 4030 alegada por el 
demandado es improcedente, puesto que no se ha invocado alguno 
de los vicios del consentimiento a que se refiere dicho articulo 
sino la falta de capacidad en el mandatario, con respecto a lo 
cual rige el término de la prescripción ordinaria que no se ha 
cumplido por ser la escritura impugnada de f celia l v de Agosto 
de 1921 y haberse promovido la demanda en 21 de Octubre 
de 1930. 

Por lo expuesto, las consideraciones de los dictámenes fis- 
cales y por las del voto en disidencia que contiene el fallo de la 
Kxcma. Cámara Federal, pido a V. E. la revocación de dicho 
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fallo y que se haga lugar a la acción entablada por el Fisco Na* 
i innaí oomra clon Angel S. Ceríaní. 

Buenos Aires, Mano 17 de 1982. 

Horacio R. Lamia. 
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Buenos Aires, Diciembre 6 de 1935. 

Y Vistos: 

lista causa promovida por el Excmo. Gobierno de la Na- 
ción v. Angel S. Ceriani sobre nulidad de la compra de una 
isla en el rio Paraná, y 

(Considerando: 

I v Que como establece puntualmente el fallo de la Cámara 
Federal de Rosario, que en el presente caso no hay error en el 
consentimiento de los contratantes pues quisieron el uno vender, 
y el otro comprar lo que realmente se vendió y compró. 

2* Que es verdad que en la escritura de venta el vendedor 
Ceriani invoca un título según el cual su derecho de propiedad 
es de algo más de setenta y seis hectáreas y que en cambio el 
decreto del 1\ E. de la Nación en virtud del cual se hace la ad- 
quisición establece como superficie la de doscientas once hectá- 
reas y fracción, pero es de considerar que al ratificar la venta 
(escritura de fs. 55 \ el vendedor manifiesta que nada se reserva 
dentro de la isla, expresa que su superficie ha acrecido por alu- 
vión y hace tradición de las doscientas once hectáreas. 

$ yue las objecciones en los exj>cdicntes administrativos 
agregados a los autos, según los cuales el titulo del vendedor n«i 
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se aplica a la isla vendida sino a otra que habría desaparecido, 
no lian sido probadál y que durante e! largo tk-mpo transcurrido 
desde la compra (l v de Agosto de 1921) la posesión del com- 



prdaor no ha provocado reclamos ni ha sido turbada. 



4 V Qm no es de considerar en esta causa la extralimitado!! 
de mandato que se invoca puesto que el mandatario adquirió 
realmente lo que se tuvo en mira adquirir y que en todo caso la 
diferencia de área entre la que expresa el titulo y la realmente en- 
tregada habría abierto una acción de rescisión fart. 1345 del 
Código Civil) que no ha sido intentada. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada se con- 
firma esta en todas sus partes. Xotifiquese. devuélvanse, revi- 
niéndose el |«ipel en el Juzgado de origen. 



La Snperiora. Hodegas y Viñedos y Hxpeudio (S. ./.) tontra 
la provincia de Mendosa, sobre ineonsthucionalidad de! rfr- 
creio número 52 del 14 de Enero de 1932. dietado por el íw- 
terzrntor nacional. 

Sumario; El decreto-acuerdo de la Intervención Nacional de 
Mendoza que creó impuestos con expresa autorización del 
gobierno de "Cacto" y "ad referendum" de la legislatura pro- 
vincial, quien lo ratificó expresamente declarándolo con 
fuerza de ley desde que empezó a regir, según su texto, no 
es inconstitucional, y asi no procede la repetición de lo |»- 
gado en virtud del impuesto creado por el referido decreto. 




RoUF.RTO KKPKTTO. — Ll'IS I.IN'ARKS. — 

B. A. Nabar Anchorkxa. — 
Jl'AN R Tkráx. 



Caso: \¿t explican las piezas si 
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DICTA MKN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

En la presente demanda se reclama <!e la provincia ele Men- 
doza la devolución de una suma de dinero abonada en concepto 
de impuesto al vino establecido por decreto del Interventor Na- 
cional, de fecha 14 de Enero de 1932, y aprotado posteriormen- 
te por la Legislatura provincial según la ley 935, sosteniendo la 
parte actora que dicho impuesto es violatorio de los arts. l v , 29. 
67. inc. 2* y 105 de la Constitución Nacional. 

I-a cuestión que se plantea en este litigio consiste en deter- 
minar si la apmliación dada por la Legislatura de Mendoza a los 
impuesto* exigidos por decretos del Interventor Nacional puede 
ílar validez a los cobros efectuados. El art. 6*> de la ley 935 dice : 
"Los impuestos de cualquier naturaleza, creados o aumentados 
|H>r decreta en acuerdo de ministros de la Intervención Nacio- 
nal, numen» 52 y 141. de fechas 14 y 29 de Enero de 1932. res- 
pectivamente, se tendrán por sancionados con fuerza de ley. des- 
ele la fecha que enlazaron y con vigor hasta el IX de febrero de 
Íí>3¿ inclusive, con excepción del impuesto sobre las aguas mi- 
nerales". 

Es evidente que la Legislatura de Mendoza ha estado fa- 
cilitada para dar validez a los actos practicados por las autori- 
dades que tuvieron a su cargo el gobierno de dicha provincia y 
que la sanción dictóla en ese sentido tiene como alcance hacer 
regular el cubro que no lo fué cuando se efectuó. A este res- 
pecto (ib existe para los gobiernos provinciales restricción algu- 
na, de acuerdo con la doctrina establecida por V. E. en diversos 
fallos en los que ha reconocido que las leyes de impuestos pue- 
den ser dictadas con efecto retroactivo (Fallos: tomo 117, jsig. 
331 ; tonm 152. pág. 268; tomo 161. pág. 270; tomo 169, pági- 
na 3G9), 
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No es valedera la consideración formulada por ia |«irte ac- 
lora en el sentido de que. habiendo salido la mercadería de la ju- 
risdicción provincial en el momento de la sanción de la ley. la 
Legislatura no ha |xxlido establecer el gravamen. Hay «pie tener 
en mienta sobre este particular que la ratificación sancionada 
extiende sus efectos sobre el pasado, de suerte <iue el ¡nijMiesto 
debe reputarse bien cobrado dado que el articulo vstalKi en el 
territorio de la provincia al ser exigido. 

Por lo expuesto, pienso que no es proccdenle la acción ins- 
taurada y pido a V. E. se sirva desestimarla. 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1934. 

Horacio A\ Luneta. 
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V Vistos: 
Kstos autos de los que resulta: 

I* Que la sociedad "La Superiora. Viñedos. Bodegas y I£x- 
|>eiulio, S. A.'\ inicia demanda contra la provincia de Meitdoza 
sosteniendo la iiiconstitucionalidad del decreto N* 52, fecha 14 
de Enero de 1932. dictado i»or la Intervención Nacional en esa 
provincia que creaba o ponía en vigencia un impuesto de dos 
centavos j>or cáela litro de vino y el art. (P de la ley X" 935 de 
la misma provincia que legalizó ese impuesto. 

Acompaña los comprotentes de haber abonado en virtud del 
referido decreto la suma de $ 44.986.34 m/n. (pago* hechos con 
protesta) y pide se condene a la provincia a devolver esa suma 
con intereses y costas. 
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2* Que i muía su demanda en que la Intervención Nacional, 
aun con la autorización que le otorgó el Gobierno Provisional de 
la Nación, no pudo crear impuestos en una provincia interveni- 
da porque en el régimen federal es facultad privativa de las le- 
gislaturas locales; que el Gobierno Provisional no lia podido ha- 
cer indirectamente lo que no puede hacer directamente. En con- 
secuencia, dice, el impuesto cobrado por la Intervención Nacional 
en Mendoza es inconstitucional. 

3« Que la ley X* 935 de la provincia de Mendoza que lleva 
techa 5 «le Marzo de 1932. que legalizó el impuesto puesto en 
vigor |H»r el decreto de 14 de Enero de 1932 por su art. 6*, es in- 
constitucional no |»«r atribuir a su sanción efecto retroactivo si- 
no porque al hacerlo violaba otros principios de la Constitución 
Nacional, como son los que limitan las facultades provinciales a 
gravar bienes que se encuentran dentro de sus limites y no cuan- 
do hayan salido de esos limites y se encuentren fuera de su ju- 
risdicción. 

4" Qjjc la provincia demandada al contestar la demanda sos- 
tiene que él Gobierno Provisional pudo autorizar a la Interven- 
ción en Mendoza a crear el impuesto impugnado, justificado ade- 
más ppr un hecho climatérico ocurrido el 8 de Noviembre de 
1931 (pie causó la pérdida casi total de la cosecha de uva de 
1932, lo que importaba para la actividad económica y i*ra la 
vida fiscal una crisis muy grave. 

(Jue en consecuencia era justo un impuesto que gra valia el 
precio considerablemente aumentado de las existencias de vino 
en el momento de producirse la pérdida de la cosecha es|>erada. 

Invoca en abono de su tests los fallos de esta Corte Supre- 
ma (T. 2. pag. 127; el de 15 de Noviembre de 1933- -caso Fisco 
v/. Malmongc Nebreda — y la acordada de 10 de Septiembre de 
1930» cu la que se refiere a las facultades de los gobiernos "de 

facto". 

En lo que se refiere a la constituctonalidad de las leyes de 
impuesto con efecto retroactivo invoca asimismo los fallos de es- 
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ta G»rtc- y en especial el del caso Manrique \y. IVov. de Bue- 
nos Aires. 

Abierta la causa a pruel)a y producida la que certifica el 
señor secretario a fs. 216. se llama autos para sentencia, y 

Considerando: 

I* Que la tesis según la cual un gobierno "de tacto" carece 
de facultades jKira crear impuestos ha sido estudiado y decidido 
por esta Corte en el caso Fisco y/. Malmonge Nebreda (tomo 
169, pág. 309 de sus fallos), reproduciéndose aquí las considera- 
ciones i|K*rtinentes en que se funda. 

2* Oue en el caso actual no es necesario recurrir a ese pro- 
nunciamiento ni a otros análogos puesto que el decreto-acuerdo 
de la Intervención Nacional en Mendoza que creó el impuesto 
impugnado — a nombre y con expresa autorización del Gobierno 
Provisional de la Nación— que lleva fecha 14 de Knero de 1932 
( H 9 52) lo fué "ad referendum" de la Legislatura de la pro- 
vincia, según su texto expreso, y ésta la ratificó |n»r lev de 5 de 
.Marzo de 1932 (fs. 198). 

3" Q{te la ley referida de la provincia de Mendoza dice, en 
efecto, en su art. 6 V "los impuestos creados o alimentados |*>r 
decreto en acuerdo de ministros de la Intervención Nacional «le 
fechas 4 y 19 de Knero de 1932 se tendrán por sancionado* "con 
fuerza de ley desde la fecha en «pie empezaron a regir". Y f\ 
decreto qué creó el impuesto impugnado decía en su art. 2 S que 
comenzaría a regir desde el 16 de Knero (fs. 201 ). 

4 tf < >ue lo.s términos «le la ley son categóricos en el sentido 
de validar el impuesto desde el momento mismo en «pie fué crca- 
«lo. Tal es el alcance jurídico «le la confirmación y la ratifica- 
ción (art. 1099 y 2304 Código Civil), es decir de la compurga- 
ción de los vicios que pudiera tener el acto que se quiere con- 
validar. 

5 V (Jue a no ser así el art. 6* de la ley de 5 de Marzo de 
1932 de la provincia ele Mendoza carecería de eficacia y su al- 
cance seria nulo, siendo sin cmlxirgo. clara y |>ositiva la voluntad 



FALLOS DE LA CORTE SUMtlMA 



del legislador, tanto más cuanto que ese impuesto cesó el 1S «le 
Febrero, es decir antes de sancionarse la ley. 

6 V Que tratándose de efecto retroactivo de una ley de im- 
puesto debe distinguirse el caso de una ley nueva dictada para 
aplicarse al pasado* del defecto de una ley que declara válido el 
impuesto cobrado antes de su sanción. Las consideraciones del 
actor pudieran ser aplicables al primer caso jaro tu» al segundo 
que es el del presente juicio, en que se ratifica C ratas batiere"), 
es decir se tiene |>or firme lo ocurrido en el jasado. 

7* ( )ue la impugnación de inconstitucionalidad en razón «le 
que cuand«> la ley del 5 de Marzo se sancionó la riqueza gravada 
no se encontraba dentro de los limites de la provincia de Mendo- 
za o había sido distribuida, no es legitima |>or cuanto al ser apli- 
cado y cobrado el impuesto que la ley ratificó e hizo válido, esa 
riqueza ni había salido de los límites de Mendoza ni si- hallaba 
distribuida y consumida. 

One es de considerar que no se lia desmentido ni negado 
cu el presente caso el sentido de la protección social en que fué 
cread" el impuesio impugnado, que es una de las condiciones in- 
rrinsecas que lo legitiman («cagó Prov. de Mendoza y/, comer- 
ciantes de la misma — tomo 5 V . pág. 74). 

Por lo precedentemente expuesto y de acuerdo con lo dicta- 
minado i>or el señor Procurador General, se rechaza la deman- 
da formulad-i |x>r "La Superiora. Viñedos, Hodegas y Expen- 
dio, S. A.", "versus" la Provincia de Mendoza, sobre ¡ncons- 
titucionalidad del art. & de la ley N? 9$5 y decreto X- 52 de la 
referida provincia, sm costas. Notifíquese, rq>óngase el papel y 
cti su o|>ortunidad. archívese. 

Antonio Sagakna. — I-lis I-inares. 
B. A. Nazar Anciioukna. — 
Juan B. Tkrán. 
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José Ricardo y Julio líosenval. — Kccurso de "Habeos Corpus". 

Su nutrió : El artículo 64 de la Constitución de la Provincia de 
Tucumán que autoriza a las Cámaras Legislativas a co- 
rregir disciplinariamente a quienes, dentro o fuera del re- 
cinto de sesiones, incurran en los casos previstos en esa dis- 
posición, no es violatorio de la Constitución Nacional (Art. 
18 C. Ni). 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 




Señor Juez: 

El Agente Fiscal, en el recurso de "haldas corpus". inter- 
puesto por el doctor Joaquín Apolinario a favor de los seño- 
res José Ricardo y Julio Rosenvald. a V. S. dice: 

De los informes solicitados a la II. Cámara de Diputados y 
a la Policía, y de las declaraciones de los detenidos y demás cons- 
tancias de autos, resulta que el arresto cuyo levantamiento se so- 
licita, ha sido impuesto por la H. Cámara de Diputados en sesión 
del 5 del corriente mes, a raíz de publicaciones ajwrecidas en el 
diario "El Orden", que la misma Cámara ha considerado como 
atentatorios a sus privilegios parlamentarios. 

Dicho castigo ha sido impuesto en ejercicio de la facultad 
que acuerda a cada Cámara el art. 64 de la Constitución de la 
provincia, sin que el Poder Judicial pueda entrar a considerar la 
justicia o injusticia de la medida disciplinaria, pues de hacerlo 
invadiría atribuciones exclusivas del Poder Legislativo. 

Puesto que ni la Constitución ni las leyes han reglamentado 
la forma en que la Legislatura ¡debe hacer valer sus atribuciones 
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al respecto, baste con los informes remitidos |M»r la II. C ámara 
de Diputados para dejar establecido que. en el presente caso. >e 
han llenada l »s requisitos tejíales. 

V. S. lia comprobado que existe un orden escrita eje deten- 
ción contra los señores Julio y José Ricardo Ro>euvaId. y que 
esa orden -amanada de autoridad comi>etentc- - ha sido dictada 
en ejercicio cíe facultades privativas de la misma: por tanto, el 
recurso interpuesto es improcedente. 

Asi lo ha resuelto en casos similares la Kxcnia. Corte, de la 
provincia ("iil re**: Alvarez Manco y otros. Jurisp. de Tuc to- 
mo IT. pág¿ 521 ). la Kxcnia. Sala en lo Criminal r'in re": Cas- 
tro Videla. futió de 1924». y la Suprema Corte Nacional <J. 
Are;., tomo XVII. pág. 3S2). etc. 

Por lo tanto, aconseje» a V. S. no hacer lugar al interdicto 
de "babeas corpus" interpuesto a favor de los detenidos José 
Ricardo y Julio Rosenvald. 

Téngame Y. S. j*)r expedido. 

Noviembre 7 de 1035. 

/. piffiictáá Román. 

SF.XTKXCIA DE 1'JtIMEKA INSTANCIA 

Tucumán. Noviembre 1 áv 

V \ isto>: 

Kl presente interdicto de "tabeas corpus". deducido |K>r 
Julio y Jo*é Ricardo Rosenvald. ratificado ppí el letrado Ji;aquin 
Apolinarii» a favor de los primeros nomhrados: llenados los «rá- 
mites de ley y oido el señor Agente Fiscal. 

Considerando: 

1" (Jue atento a lo restringido de las disposiciones legales 
que reglamentan el "halieas corpus" en la provincia, el Juzgado 
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ctebe limitarse a investigar, si existe la orden escrita de arresto, 
v si ella emana de autoridad comitente, ya que dicho recurso 
no tiene )*tr objeto, el juzgar la existencia o inexistencia de de- 
lito n talla o sea el fondo del asunto. 

2? Oue en cuanto a lo primero, está acreditado, por la copia 
legalizada de la resolución de la H. G. de Diputados, que en 
copia corre a fs. 17 y nota del presidente de la misma a ís. 16. 

Que en cuanto a lo segundo, surge de la letra y términos 
precisos del art. 64 de la Constitución de la provincia, el que da 
competencia a cada Cámara legislativa. i>ara ejercitar faculta- 
des disciplinarias, con el fin de impedir, "cualquier obstrucción", 
al desempeño de sus funciones de gobierno. 

4° < Jue tampoco, puede entrar el Juzgado, a analizar si la H. 
Cántara, ha observado las formalidades legales, antes de dictar 
la sanción que ha ejercitado, y que es de su facultad privativa, 
porque el establecer lo contrario, significaría, dar a la jurisdic- 
ción del proveyente. facultad de reveer la jurisdicción parlamen- 
taria correccional, jurisdicciones que son de diferente naturale- 
za y con fines diferentes, habiendo además la Constitución es- 
tablecido la división e independencia de los |>oderes, por lo que la 
jurisdicción de los Tribunales no excluye, a la que corresj>oiMle a 
cada Cámara en la represión de ofensas por medio de la prensa, 
o en la violación de las disposiciones de una Cámara res|>ecto de 
sus sesiones secretas (ver Suprema Corte, T. 19. pág. 231 \. 

$9 Oue habiéndose entendido |H>r la Suprema Corte de la 
Nación ( Fallos. T. 120, pág. 207 y antecedentes del fallo regis- 
trado en el T. 17, pág. 382. J. Arg.) que las palabras "juicio y 
proceso" 'del art. 18 de la Constitución Nacional, no se aplican 
' a actuaciones parlamentarias" jara reprimir ataques a los pri- 
vilegios de las asambleas legislativas, jx>r deficientes que tales 
actuaciones sean, no se puede abrir el camino al Poder Judicial 
liara rever los actos de las Cámaras en casos como el "sub ju- 
dice". porque no se trata propiamente de jurisdicción criminal. 
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la ejercida por la Cámara de Diputados, sino, el ejercicio del pu- 
der de |K>licía que Ic acuerda expresamente el art. 64 de la Cons- 
titución de la provincia a la H. Cámara. 

Por tanto: y los acertados fundamentos de la vista fiscal 
precedente, se resuelve: desestimar con costas el recurso de "ha- 
teas corpus" deducido a favor de Julio y José Ricardo Ro- 
sen vald. 

slrturo MettJUaharstt. 

Ante mí: M. Jaimes l : nyn\ 



dicta mkx i»!, mmmmt *mm 

Kxcma. Corte: 

Discutiéndose en este interdicto como cuestión principal la 
iueonstituckinalidad <le la resolución de la Cámara de Diputados 
que ordena el arresto por un mes de Julio y José Ricardo Ro- 
seuvald, debe conocer de ella V. E. de conformidad con lo dis- 
puesto |>or los arts. 122 de la Constitución de la provincia y 20. 
inc. r. ley orgánica de los Tribunales. 

Se funda la iuconstitucionalidad en la violación del derecho 
de defensa |>or haberse dictado la resolución legislativa sin au- 
diencia previa de los detenidos. El art. 31 de nuestra Constitu- 
ción concordante con el art. 18 de la Constitución Nacional que 
consagra la garantía que se dice violada se refiere al proceso 
común, ordinario, y no al caso de represión impuesta |>or una 
Cámara Legislativa en virtud de lo dispuesto por el art. 64 de 
la Constitución. Este artículo por la forma en que está redactad»» 
y |Hir el lugar que ocupa en el texto constitucional (dentro de las 
facultades del Poder Legislativo) deroga en principio el precepto 
dé derecho común contenido en el art. 31. Y ello es obvio porque 
la facultad represiva de cada Cámara es privativa, exclusiva y 
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discrecional del cuerjK> y porque al imponer el arresto no procede 
como tribunal de penas sino por vía de corrección o castigo dis- 
ciplinario. tomando la resolución sin forma de juicio o de pro- 
ceso y en defensa de sus fueros o privilegios. 

Kl ejercicio cíe la facultad conferida i*>r el citado art. 64 de 
nuestra carta política no ha sido reglamentado ni esta sujeto a 
ninguna forma de procedimiento, estableciendo una jurisdicción 
disciplinaria excepcional que no persigue otra finalidad que la de 
asegurar el libre funcionamiento del cucn>o. su independencia 
_\ dignidad. 

Emanando, pues de la Constitución la facultad en virtud de 
la cual han sido constituidos en arresto los hermanos Rosen vald. 
la orden de la Cámara de Diputados ha sido legalmente expedi- 
da y el "babeas corpus" no procede. Téngame V. E. por ex- 
(¡edido en el sentido expresado. 

Luis A. Artjiiclhh 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA DE J ISTICIA 

Tucumún. Noviembre 11 de 1935. 
Vistos y Considerando: 

Oue la II. C. de D. de la provincia ha impuesto el castigo de 
treinta días de arrestó a los ciudadanos Julio y José Ricardo Ro- 
senvald por violación de los privilegios parlamentarios, y aque- 
llos ejercitan la garantía jurídica del amparo \tot haber sido juz- 
gados sin indagación previa y por un cuerpo que, substituyén- 
dose a los jueces naturales, ha obrado como comisión especial. El 
Juez del Crimen, doctor Arturo Mendilaharzu, desestima el am- 
paro, y la Sala de Apelaciones en lo Criminal remite los actuados 
a la Corte. El Trilwnal es competente para conocer en grado de 
acuerdo con lo dispuesto por los arts. 122. Constitución local y 
20. inc. 1*. ley de organización. 
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Considerando lo dispuesto jx>r el art. 64, Constitución de 
Tumimán, el que dice textualmente: "Cada Cámara tendrá au- 
toridad |>ara corregir con arresto que no jwisc de un mes a toda 
persona de fuera de su seno, por faltas de respeto, o conducta 
desordenada o inconveniente en el recinto de las sesiones ; a los 
qué fuera de las sesiones ofendieran o amenazaran ofender a 
algún senador o diputado en su persona o bienes, por su proce- 
der en las Cámaras : a los que ataquen o arresten a algún testigo 
citado ante ellos o 1il>erteii a alguna persona arrestada ^*>r su 
orden, y a lo.s que de cualquier manera impidan el cumplimiento 
de las disposiciones que dictasen en su carácter judicial pidien- 
do, cuando a su juicio fuese el caso grave, y lo hallasen conve- 
niente, ordenar el enjuiciamiento del delincuente jxir los tribu- 
nales ordinarios. 

Considerando que si en doctrina y ante el silencio efe los 
textos, como sucede en el orden nacional y otras legislaciones, 
calie discutir la atribución de las Cámaras legislativas para corre- 
gir violaciones cometidas por |x.Tsonas de fuera de su seno y 
del recinto, o fuera de sus sesiones, sea que ella provenga "ex 
consuetud*»** o "ex necessitate offici". es decir, fundado en los 
precedeutes o usos de las asambleas (pie en el derecho parlamen- 
tario adquieren tanta importancia, o en las facultades implícitas 
o discrecionales necesarias para el ejercicio de las expresamen- 
te conferidas a un órgano legal autónomo jxira asegurar su in- 
dependencia 6 sus funciones, cuestión que, por otra parte, ha 
recibido casi unánime solución afirmativa, el debate resulta ocip- 
so cuando el derecho público constitucional ha incor|>orado una 
regla que fija positivamente la atribución y la vuelvo indiscuti- 
ble, como sucede en el orden local. 

Considerando qué las Cámaras legislativas no ejercen, en 
la especié una jurisdicción criminal general u ordinaria, coiii- 
titucionalmente reservada a los funcionarios del orden judiciario. 
sino una facultad disciplinaria de corrección por las ofensas diri- 
gidas contra sus privilegios colectivos. Cuando la Constitución 
de Tücumán en el art. 31 de los derechos y garantías declara que 
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nadie puede ser constituido en prisión sin que proceda al mentís 
alguna indagación sumaria que produzca semiplena prtiel>a o in- 
dicios vehementes de un delito, refiérese a la jurisdicción repre- 
siva general, a la jurisdicción criminal o propiamente dicha, al 
|Mxler competente para aplicar penas ; garantía que tiene su re- 
glamentación en el ínc. l v del art. 143, Código Penal y destina- 
do a la represión del funcionario público que con abuso de sus 
funciones o sin las formalidades legales privare a alguno de su 
libertad personal. Y cuando la Constitución se refiere a la» Cá- 
maras, les ha concedido la facultad de corregir a toda persona 
que ofendiere los privilegios colectivos allí enumerados. 1.a pro- 
pia colocación de la norma, en un capítulo especial, indica que 
ella es una excepción del caso común y ordinario, que la pri- 
mera es una decisión de principio y la segunda una disposición 
excepcional: "incivile cst, nisi tota lege". . . 

Considerando que se trata tle una cuestión tic privilegios 
liarlamentarios y que la H. C. de D. ha ejercido una facultad 
privativa. l-ns privilegios colectivos de las Cámaras son tam- 
bién una garantía constitucional, una prerrogativa establecida 
con el fin de asegurar la autonomía del órgano y el desenvolvi- 
miento tle sus funciones. El ejercicio de esa prerrogativa es. 
como tal. de competencia privativa de la propia Cámara e irre- 
visible por los jueces cuya competencia aparece limitada |»or lo 
prerrogativa misma. Se trata de un derecho objetivo y es evi- 
dente que el Poder Legislativo garantiza él mismo y en forma 
disciplinaria su autonomía sin perjuicio de la facultad de los jue- 
ces como agentes de la jurisdicción criminal ordinaria ó general 
para reprimir los delito» comunes que los particulares cometie- 
ran en violación o detrimento de la inde|>endeiicia parlamentaria. 
Otra interpretación conduciría a soluciones minorativas que jx>- 
drian aniquilar prácticamente el privilegio y reducir la autono- 
mía del órgano legislativo. 

Considerando que los recurrentes fundan también el amparo 
en el hecho tle que la H. C. de D. lia impuesto en primer termi- 
no el correctivo disciplinario, y después, ha ordenado recién in- 
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vestigar los hechos, lo que en opinión de lo# recurrentes demues- 
tra qUC la propia Cámara ha presentido la necesidad de la inda- 
gación i» juicio previo y pruelw el prejtwgamiento. Que tal pre- 
misa es inexacta, pues la resolución aproliada. después de impo- 
ner el correctivo, ordena designar una comisión investigadora 
para establecer el origen de la publicación incriminada o sea su 
relación o concomitancias, como se desprende claramente de la 
discusión que tránsenla- el Diario de Sesiones agregado a los 
autos. Por oirá parte y como se desprende del mismo diario de 
Sesiones, ha precedido a la sanción impuesta, un debate, el nom- 
bramiento de una comisión y «1 informe de la misma que se fun- 
da en el estudio fie las actuaciones. Como lo ha declarado reitera- 
damente la jurisprudencia local y en atención a que la Consti- 
tución, ni ley b reglamento han marcado formas a las Cámaras 
para ejercer su prerrogativa, el Tribunal debe atenerse a los an- 
tecedentes mencionados (Jur. Tuc, tomo II. pág. 522 en nota». 

Considerando que el auto de "babeas corpus" según el art. 
33 de la Constitución local tiene por objeto la indagación judi- 
cial «leí modo con que ha sido presa una persona y su inmediata 
libertad en caso de no haberse llenado los requisitos constitucio- 
nales v legales. Que la H. C. de D. no ha obrado como juez ac- 
cidental o de circunstancias sino como autoridad jurisdiccional 
l>ermanente creada para estos casos. Que la restricción de la 1¡- 
k-rtad se dictó ¡Mir autoridad con derecho y comi>etenc¡a especial 
(Mira hacerlo (arts. 33 y 64. Constitución Tucnmán y 617, 634 y 
ííáS, inc. 3". Cód. de Procds. Crim.). y ella se ha ejercido den- 
tro de bis limites de la propia competencia. 

Pqt estos fundamentos, los concordantes de la sentencia 
apelada y del dictamen del señor Ministro Fiscal: opiniones doc- 
trinarias y casos de aplicación que por notorios se omite citar; 
y precedentes locales ( esj>ec¡almente Jur. de Tuc, tomo II, i>ág. 
521 confirmado |»or la Suprema Corte Nacional), se resuelve: 
declarar que no es inconstitucional la orden de arresto sancionada 
jM»r la Honorable Cámara de Diputados el cinco de Noviembre 
de 1<>35 contra los ciudadanos Julio y José Ricardo Rosenvald. 
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Confirmar, con las costas del recurso, el auto apelado de fe- 
cha siete de Noviembre del corriente año, que corre a f s. 22, que 
desestima con costas el recurso de "babeas Corpus" deducido a 
favor de Julio y José Ricardo Rosenvald. 

Intégrase el Tribunal con el señor Juez del Crimen doctor 
Román Schreider por enfermedad y ausencia de los señores Vo- 
cales titulares doctores Carlos Alberto de la Vega. Rafael fiar- 
cía Zavalta y Víctor Alberto de la Vega. Hágase sater. — Juan 
HcUc. — Mamtd Ltsondo Borda. — Felipe S. Taboada. — 
Luis A. Moyana. — Román Schreider. 



AVTO DÉ l.A «ORTK SUPREMA DE JUSTICIA 

Tueomán, Noviembre 14 de 1936. 

Considerando : 

Los fundamentos del recurso interpuesto y los del dictamen 
del señor IWurador General de la Nación en la causa "Juan 
Antonio Alvares Blanco y otro", fallada por este Tribunal y con- 
firmada por la Suprema Corte Nacional en Agosto 27 de 1926. 
se resuelve: conceder el recurso extraordinario interpuesto para 
ante la Suprema Corte de la Nación, fijando el plazo de seis 
días para emplazamiento de parte y remítanse los autos. — Juan 
Helle. — M. Lisondo Borda. — F. S. Taboada. — Luis A, .Va- 
rano. — • K. Schreider. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 



l-a presente causa sobre "hal»cas corpus" ha quedado deci- 
dida denegando el recurso, de acuerdo a la doctrina uniforme de 
V. E, (19, 231, 144. 391). a que he hecho referencia en dícttf- 
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metí tte 12 de Septiembre cid corriente año, en recurso análogo 
deducido a favor del doctor Juan t. Gbpkc; actualmente a reso- 
lución dé V. E. 

Allí se trataba, como aquí, del arresto ordenado, por una 
C ámara Legislativa, de una persona que aparecía atentando con- 
tra su autoridad y dignidad- 
Creo innecesario rejwtir la conocida jurisprudencia de Y. 
K. sobre esta cuestión, por lo que. fundado en ello, me limito a 
solicitar se desestime el recurso traído |»r los detenidos. 



Buenos 




Juan Afeares, 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Diciembre 16 de 1935. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario concedido a fs. 43 en los de 
"habeas corpus" deducidos por José Ricardo y Julio Rosenvald. 

<Juc e! recurso extraordinario es procedente desde que se 
ha impugnado el art. 64 de la Constitución de la provincia de 
Tucumán como contrario al art. 18 de la constitución Nacional 
v la decisión de la Corte Suprema de Tucumán ha sido favorable 
a la validez de la primera (art 22, ¡tic. 2* del Cód. de IVocds. en 
lo Criminal ». 

Y respecto al fondo «le la cuestión: 

(Jue el arr. 64 antes citado dis|H>ne : "cada Cámara tendrá 
autoridad para corregir con arresto que no jwse de un mes a 
toda persona dé fuera de su seno. |>or faltas de respeto, o con- 
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iluda desordenada o inconveniente en el recinto «le las sesiones; 
a los que fuera de las sesiones ofendieran o amenazaran ofender 
a algún snador o diputado en su persona o bienes, por su proce- 
der en las Cámaras ; a los que ataquen o arresten a algún testigo 
citado ante ellas o liberten a alguna persona arrestada por su 
orden, y a los que de cualquier manera impidan el cumplimiento 
dé las disposiciones que dictasen en su carácter judicial, pudien- 
do, cuando a su juicio el caso fuese grave y lo hallasen convenien- 
te, ordenar el enjuiciamiento del delincuente por los tribunales 
ordinarios". 

Presentado el recurso de "babeas corpus".— que corre a ís. 
1 por considerarse ¡legalmente detenidos los recurrentes, fun- 
dan su derecho en lós arts. 31 de la Constitución provincial y 18 
de la Constitución Nacional — es rechazado por sentencia de fs. 
22. confirmada pffir ta Corte Suprema de Tucumán a ís. 38, de- 
clarándose la validez del art. 64 de la Constitución provincial 
que autoriza a las Cámaras legislativas a corregir disciplinaria- 
mente a quienes, dentro o fuera del recinto de sesiones, incu- 
rran en los casos previstos en esa disposición. 

Qüe el Congreso Nacional al dictar el Código Penal en uso 
de la facultad que le acuerda el art. 07, inc. 1 1 de la Constitu- 
ción, no ha legislado sobre faltas y ha reconocido a las provin- 
cias la atribución de legislar sobre éstas (ver exposición de mo- 
tivos de la Comisión de Legislación Penal y carcelaria de la Cá- 
mara de Diputados). No puede sostenerse, pues, que la provin- 
cia de Tucumán carezca de jurisdicción para legislar acerca dv 
las faltas, ni jara atribuir a una de las Cámaras de su Legisla- 
tura el poder dé aplicar sanciones disciplinarias, contra quienes 
atcntcn a sus privilegios. 

Oue la Cámara Legislativa hállase autorizada |K>r el ci- 
tado precepto de la Constitución local i>ara restringir la libertad 
de quienes atenten a sus privilegios, hasta con treinta días de 
arresto. Y como en el "babeas eorpus" no puede discutirse la 
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tvcum -Ir Tuctmán. arts. 617 y 621 del Código Nacional de 
lYorrdínmfttc» ra lo Criminal), el uso que la Cámara haya hecho 
«Ir f-a facultad no puede discutirse ante otro tribunal. Y su do- 
mino, no ofertante tener el carácter de definitiva, tam|x»co puede 
*cr rentada i**r <*ta Corte, toda vez que. Según se ha resuelto 
reiteradamente, la interpretación y aplicación de las constitucio- 
nes prorínctalr* y leyes comunes hecha por los tribunales es ;»jc- 
na al recurm «-vtraordinario (Fallos, tomo 147. pág. 118; tomo 
144. pí*. J9I : tamo 125. pág. 287 y tomo 120, pág. 207). 

Kn *« mrrii-* y conforme a lo dictaminado jx*r el señor Pro- 
• iraoW OneraL se confirma la sentencia apelada de fs. "JS en 
(mrflu ha *««]><]■> ser materia del recurso. Xotifiqucse y fie vuel- 
tas al trilwnal de pr.>cedencia. 

Roberto Repetto. — Antonio Sa- 

GARNA. — B. A. NAZAR An- 
CHORENA. — Jl'AN B. TkkÁX. 



Van Jmxts Hramst contra el Gobierno Xacionai. por escrituravurn 
de turra fistol. 

Smmari**'. iJr acuerdo con el espíritu que informa la ley de Co- 
lmur**m número 4167. el arrendador para tener derecho 
a la o*ti|»ra del inmueble. dcl>e ejercer personalmente y de 
manera directa la explotación de la tierra arrendada, la que 
n*» fwie *er materia, mientras no pase al dominio privado, 
dr r^ernlaóoíies que signifiquen una desvineularión con 

db 

fw: I>* «pBcan las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE PKIM ERA INSTANCIA 

Buenos Aim, Julio 31 de 1933. 

7 Y Yirtns: 

Los promovidos por Juan Kraun contra la Nación sobre es- 
crituración de tierra fiscal. 

Y Considerando 

I* Que el actor manifiesta en su demanda de is. 3. que «b- 
KÍVo en arrendamiento con arreglo a la ley 4167, el lote 1. sección 
31. territorio Santa Cruz, zona Sttd del río Santa Cruz, median- 
te contrato aprobado por el P. E. cuyo contrato cumplió según 
tu reconoció el decreto respectivo, fecha Septiembre 14 de 1916. 
Agrega qüc con sujección a este decreto y disposiciones legales 
pertinentes, corresponde que la Nación le entregue la correspon- 
diente escritura pública de propiedad de la [arte de tierra sobre 
la cual tenía derecho a compra, esto es, sobre la mitad Oeste de 
aquel lote, la que consta de cinco mil hectáreas, cuyo precio ha 
sido integramente al>onado. 

Invoca diversos preceptos del Código Civil y ley 416/ y so- 
licita se condene a la Nación a escriturar la mencionada frac- 
ción, con costas. 

Contesta la demanda a fs. 13, el señor Procurador Fiscal, 
sosteniendo que según consta en el expediente administrativo 
relacionado con este asunto, el actor es una interjxisita persona, 
que no ha tenido ingerencia directa en la población y explota- 
ción de aquella tierra y de conformidad con el fallo que cita y 
lo dispuesto en la ley 4167, el P. I*!. puede declarar caduca cual- 
quier concesión, con |>érdidas de las cuotas obladas y mejoras 
realizadas, si t\n se cumplen las disposiciones que rigen la con- 
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Kn consecuencia, el actor carece de derecho para reclamar, 
pur 1<» <|ue solicita se rechace la demanda, con costas. 

2" Que al resolver la presente causa, observa el suscripto 
que según resulta de autos. Juan Hraun solicitó, por medio fie 
apoderado y ohtuvo que se 1c acordara en arrendamiento, el lote 
fiscal 1, sección 31 zona Sud del río Santa Cruz, en las con- 
(liciones estipuladas en el contrato de ÍS. 6 del expediente admi- 
nistrativo ¿S&J IV 1910 Tierras y Colonias, n^rc^ado. cuyo con- 
trato establece h Obligación del arrendatario de explotar perso- 
nalmente la tierra alquilada y la cíe invertir en ganado y pobla- 
ciones las sumas indicadas en el art. 4'-' del convenio. bajo pena de 

caducidad «leí mismo. 

Corresponde, en consecuencia, examinar si efectivamente 
cumplió el arrendatario con ambas obligaciones. 

Sobre este particular, tiene presente el suscripto, que la 
Corte Suprema ha revisado su jurisprudencia sentada en mate- 
ria de ocupación y explotación personal de tierras arrendadas 
a I i Nación, con derecho a comprarlas en parte, al terminar el 
contrato respectivo. 

En efecto, en el juicio Morstad-Xación. verificó el que sus- 
i -ribe un estudio relativo a la ocui>ación y explotación personal, 
trayendo a cuenta diversos fallos de la Corte Suprema, en base 
a los cuales llegó a la conclusión de que habiéndose reconocido 
administrativamente el cumplimiento de las obligaciones de po- 
blación establecidas en el contrato, correspondería acordar la 
venta de la mitad de la tierra arrendada, una vez terminado el 
pla/o del arriendo. 

Y tales circunstancias pe rren en este caso, en el que pro- 
media un decreto del \\ Iv. suscripto jn>r el Presidente Haza y 
ministro Calderón, lecha Septiembre 14 de 1916, en el que se 
deja reconocido que el concesionario había cumplido sus obliga- 
ciones dé poblar e iíAvt dtteir los capitales que prescriben los arts. 
4" de >u contrato y ><>. inc. 6" del decreto «le fecha Noviembre 
s ile PHX», rc.ulanv. utario de la ley 4167 (fs. 4Í del expediente 
administrativo ¡irrita citado). 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 245 

Sin embargo, en el caso "sub jinlicc", no podrá llegarse al 
mismo resultado del asunto Morstadt v/. Nación, de que se ocu- 
pan las sentencias de primera y segunda instancias, fechas Ju- 
nio IX de 1928 y Octubre 18 de 1929, publicadas en "Caceta «leí 
Foro", N v 4381. 

En dicho asunto, la Corte Suprema revisó según queda 
expuesto, su jurisprudencia, formulando una serie de reflexio- 
nes, de las que so desprende la necesidad «le que el concesionario 
de tierra fiscal en arrendamiento con derecho a compra, esté al 
frente «le la explotación, aunque no resida permanentemente en 
el lote, bastando visitas periódicas al mismo, para hacer factible 
directamente una relativa vigilancia de sus dependientes y obre- 
ros (-sentencia fecha Octubre 3 de 1930. "Gaceta del Foro". \> 
4703). 

Semejantes requisitos, nuevamente fueron exigidos por la 
Corte Suprema, no ya por dos de sus miembros e integración de 
un conjuez, como en el cas») Morstadt, pues en el juicio Cred y/. 
Nación, los cinco miembros del alto Tribunal, sin discrepancia 
alguna, expresaron en su sentencia «le fecha Septiembre 28 «!«• 
1931. que en ella se mantcnia "su última jurisprudencia en el ca- 
so citado, sobre el alcance del concepto de explotación personal, 
como requisito radispensable exigido «>or nuestras leyes de co- 
lonización, para que los pobladores de los territorios naciona- 
les respectivos» puedan gozar de los beneficio» de aquellas. He- 
vando al mismo ticmp«i a la tierra desierta, la doble acción de 
poblar y crear f tientes de riqueza" ("Caceta del Foro". N' 5114). 

Esta jurisprudencia de la Corte Suprema, mueve al suscrip- 
to a contemplar el caso presente con arreglo a lo que aquélla es- 
tablece, salvando empero su opinión personal. 

Pe autos resulta que Juan Braun. chileno «le nacionalidad j 
domiciliado en Punta Arenas, «lió poder en esa dudad, con te- 
cha 23 de Agosto de 1909, para que su apoderado gestionase an- 
te la autoridad argentina, se le concediera en arriendo uno o mas 
lotes «le tierra en los territorios nacionales, con derecho a com- 
pra (fs. 37. exp. adm.>. 
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Su a|>oderado suscribió el contrato de fs. 6; la iusjiccción 
verificada en Marzo 17 de 1911, no expresa si encontró al con- 
cesionario; la ins|wcción de 1914 es francamente «Ies favorable 
al actor; ocurre lo mismo con la de 1916 y con la de 1918 (ver 
fs. 23 vta.. 24 y vta.. 25. 34 a 36. 56 y 57, cxp. admt. citado). 

So hay la menor prueba acerca de la circunstancia de que el 
actor haya estado al frente de la explotación fie la tierra conce- 
dida en arriendo con derecho a compra, pudiendo agregarse a 
mayor abundamiento, que con fecha Octubre 15 de 1910. otorgó 
el actor, en Punta Arenas, un j>oder irrevocable a favor de Ma- 
nuel Iglesias |»ara que éste administrase el lote ya citado, fs. 60. 
rxp. adm. Y cabría tener asimismo en cuenta, la coincidencia de 
que el poder jKira promover este juicio, fué otorgado, por el ac- 
tor en Valparaíso, el día 23 de Abril de 1929. en cuya ciudad 
aparece estar domiciliado a la sazón (fs. 1 ). 

Las declaraciones de testigos existentes en autos, lio logran 
demostrar que efectivamente Juan Krauti. haya estado al fren- 
te ele la explotación en las condiciones requeridas por aquella ju- 
risprudencia, pues Manasscro. Crocco, Valdcz. l'iaggio, Pattcr- 
sou y Sánchez Kanjul. si bien es cierto que contestan afirmativa- 
mente las preguntas que se les formulan, dejan una impresión 
de vaguedad y de falta de categórica precisión, con lo cual ño 
logran desvirtuar las conclusiones a que se llega acerca de la au- 
sencia # Braiin en lo que a la explotación y dirección del lote 
se refiere, así como tampoco ex|>onen con eficacia lo que con- 
cierne a su presencia en la República Argentina en alguna opor- 
tunidad cierta y definida, como ser para dar algún poder, soli- 
citar la tierra, tomar posesión, firmar el acta de mensura, sacar 
marca y señal, compra o venta de productos, etc.. etc.. con lo que 
podría haberse demostrado aproximadamente su vinculación con 
la tierra conseguida en arriendo, con derecho a compra. 

De consiguiente, no corresponde acceder a lo que? la de- 
tenida iHTsigue. toda vez que no se ha prolndo haber cumplid.» 
las obligaciones contraídas por parte del actor. 
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Los arts. 625, 741, 902, 1197. 1198, 1201 y concordantes del 
Código Civil, arts. 3* 4 V , 9*. 10 y concordantes de la ley 4167 y 
de sus decretos reglamentarios, rigen en el caso "sub judice \ 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada a nombre de Juan Braun contra la Nación 
sobre otorgamiento de escritura de la mitad Oeste del lote 1. 
fracción B. sección 31 de la zona Sttd del rio Santa Cruz, de 
que informa el escrito de fs. 3. Costas |>or su orden, atenta la 
naturaleza de la causa. Notiííquese. repóngase el sellado, o|H»rtu- 
ñámente archívese, dejándose constancia de la devolución a su 
procedencia del ex|>ed¡ente administrativo agregado. 

Saúl M. Umita*. 

SENTENCIA DE I.A CAMARA l-'EDERAL 

Buenos Aires. A*osto 17 de 1934. 

Y Vistos: 

Kstos ¿Hitos seguidos por el señor Juan Itrauu contra la Na- 
ción. |H>r escrituración de un contrato de compra-venta de tierra 
fiscal, para pronunciarse acerca de los recursos de apelación con- 
cedidos a fs. 57 yta. y 58 vta.; y 

Considerando : 

l*f QiiH en presencia del inconfundible espíritu de la ley de 
colonización X" 41o7, en cuya virtud se celebrara el contrato de 
arrendamiento y de compraventa que origina el presente litigio, 
v de lo establecido en los artículos cuarto, décimo y decimoter- 
cero de aquél (véase documento de fs. 6 del expediente adminis- 
trativo 3589-B-1910. (pie corre agregado sin acumularse ). re- 
ídla incuestioinMe. como lo ha entendido la Ctftte Suprema de 
Justicia en los pronunciamientos recordados en el folio recurrido. 
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que el arrendador, para tener derecho a la compra del inmueble 
— fuera de llenar las demás condiciones estipuladas, también im- 
prescindibles — debe ejercer '"personalmente", de manera direc- 
ta (excluyendo toda negociación que la desvirtúe, por apar- 
tarla del objetivo esencialmente político y social del referido es- 
tatuto), la explotación de "la tierra arrendada*, la que no pue- 
de ser materia, entonces, mientras no pase al dominio privado, de 
esputaciones que signifiquen una desvineulación, sobre todo 
efectiva, de su futuro adquirente, en quien el Estado presume un 
habitante del lugar, y después un ciudadano del país— nunca un 
mero traficante — al facilitarle la adquisición en condiciones ven- 
tajosas de las tierras fiscales. 

2* Que los diversos elementos de juicio di* que se hace pié- 
rito; al respecto, en el fallo apelado, los que se interpretan alli 
con todo acierto, y los que se invocan en el escrito de fs. 70 por 
el señor Fiscal de Cámara, ponen de manifiesto que el actor no 
llenó, en la forma a que se alude en el considerando precedente, 
el "requisito principal" de la explotación personal de la tierra; 
y hasta para convencerse de ello sin duda, lo que se desprende del 
convenio de mandato, irrevocable de que ilustra la copia de ís. 
6Q del antedicho expediente administrativo, cuyos términos son 
bién sugestivos. jHir cierto, sobre el particular y resultan mucho 
más todavía, si se advierten las especiales circunstancias que 
acerca del mismo hace notar el señor Fiscal en el recordado es- 
crito de fs. 70, 

3? Qué siendo esto asi, y conforme a lo establecido en el art. 
13 del convenio y a Ib previsto en las disposiciones legales y re- 
glamentarias citadas en la sentencia apelada, debe ésta ser man- 
tenida en todas sus partes. 

P0r estas consideraciones y por sus fundamentos, confír- 
mase en todas sus pañis la sentencia apelada de fs. en la 
qye se rechaza la demanda -de f s. 3, con las costas dé ambas ins- 
tancias. — /. A, (¡onzález Calderón. — Carlos del Campillo. 
A\ Villar ¡'alario. — Eccquirt S. de Olaso. — A\ Gonsáfcs 
Irauuán. 
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Buenos Aires, Diciembre 18 de 1935. 

Y Vistos: 

Los del recurso de apelación ordinaria interpuesto por don 
Juan Hraun contra el fallo de la Cámara Federal de Apelación 
de la Capital en el juicio por escrituración seguido contra el Go- 
bierno nacional, que desestima la acción; y 

Considerando : 

< jue el mandato irrevocable otorgado ix>r Braun a Igle- 
sias en Octubre de 1910— fs. 60, exp. adm. — j>ara administrar y 
gobernar la tierra obtenida en arrendamiento con derecho a com- 
pra, es la negación misma de la acción personal de trabajo y po- 
blación que la ley y jurisprudencia de esta Corte impone como 
recaudo para jxxler adquirir la propiedad de esa tierra. Apenas 
había obtenido el actor la concesión del arrendamiento— contrato 
de fs. 6 del aludido exp. adm. — cuando transfirió, en realidad, a 
un tercero el cumplimiento de obligaciones que. por la letra «li- 
la ley y del contrato — art. 4 y — , y por el espíritu claro y previ- 
sor de |K>blar que los informa, debe ser jiersonal, de acción di- 
recta, de radicación efectiva, como lo ha declarado esta Corte 
en los casos de los tomos 158. pág. 335 y 162. pág. 264. Admi- 
nistrar y gobernar sin ninguna limitación y sin poder relevarle 
de esas facultades, implica lisa y llanamente hacer substitución 
en el señor Iglesias de las obligaciones contraídas con el lista- 
do, sin consentimiento de éste, con violación de lo preceptuado 
en el art. 10 del contrato que es lo que manda el art. 39. condi- 
ción 8* del decreto reglamentario de Noviembre; 8 de 1906 y con 
violación de lo que dispone el art. 1977 del Código Civil, pues 
ni fué estipulado el mandato en el contrato bilateral — Estado- 
Hraun — ni fué este el medio legal de cumplir las obligaciones 
jinetadas, y pí 1iuIm> de por medio un contrato de sociedad Hraun - 
Iglesias, él no fué consultado a la Nación violándose el consen- 
timiento de ésta. 



»0 



PAULOS OS LA OOOTH tUVUMA 



Qm< como se manifiesta en las sentencias de primera y se- 
gtii*fo instancias, los inspectores de tierras y colonias. cles<lc Ju- 
lio dé 1914— empleado de Ycdia. fs. 24— informan «pie el señor 
Hraun es persona desconocida o poco menos en la tierra en Bt¡- 
i;io; que el señor Iglesias, el mandatario irrevocable de fs. 60. 
es ojuten introduce animales y mejoras, estando los |>eones y 
capataz, a sus órdenes (conf. informe Orozco Nuñez, año 1916, 
fs. ¿4-- -Comisión de Marinos, fs. 56. año 1918 — inspectores Ya- 
llejos v López Jonlán. año 1936. fs. 69). Kl actor, que por in- 
termedio de sus representantes Gregorini y «leí Castillo, intervie- 
ne en el e\|>edicnU\ jamás intentó demostrar <pie fueron falsos 
o erróneos e>os informes, ajeriando en la debida oj>ortunidad 
y jurisdicción administrativa las prut'báS «pie le incumbían, du 
cumplimiento estricto de las condiciones del contrato, pues sólo 
(tedia nuevas inserciones — que se realizaron— sin ir a la re 
K¡ón discutida en auxilio e información de los empleados oficia- 
les, ([itienes nunca vieron al señor Braun ni tuvieron noticias de 
estadas próxitna> o remotas en el lote qitc se le otorgara en 
arrendamiento con opción a compra. 

(Jue el decreto de Septiembre 14 de 1916 - -i*. 41— que 
acuerda la venta a Braun. cié conformidad con el art. 39, ¡tic. $? 
del decreto reglamentario de 8 de Noviembre de l'*X>, es pro- 
ducto de un error a «pie el Poder Ejecutivo fué inducido por in- 
terpretación dé) informe del inspector general de Junio ¿O de 
1916 — fs. 40— . pues éste días que: "Dé las constancias de este 
expediente resulta que Braun abonó el importé de las dos pri- 
maras anualidades de arrendamiento, vencidas el 7 de Septiem- 
bre (te PMO-l!. y ha consignado el importe de las tres annalida- 
■ les restantes, como consta de las notas de crédito agregadas: 
mandó practicar la mensura del lote, cuya operación fué ápro- 
l-ada pof decreto de Julio 2 de Í9J2 y ha invertido en el mismo 
un capital propio en poblaciones, otras construcciones, alambra- 
dos y hacienda, que exceden en mucho del exigido pór el ari. 
39. ¡nc. (f del decreto arriba citado". Xo dice qtic él conce^iona- 
rio liubiera cuínpltdo la condición «iiegórica del art. 4* del con- 
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trato y que. |x>r lo tanto, fuesen falsos o inexactos los informes 
anteriores de de Vedia y de Orozco Núñez, confirmados por 
los <lc los marinos que presidia el capitán de fragata Amattd y 
de los insj)cctorcs Yallejos y I*ópez Jordán. El error de hecho 
es causa de rescisión en el derecho común— arts. 959 y 1191 
del Código Civil— y. en cuanto a tierras públicas, está previsto 
en el art. 13 del contrato. 

One dadas las consideraciones precedentes, del* declararse 
la ineficacia de In prueba testimonial presentada por el actor, 
pues si Kraun había concedido a Iglesias "el gobierno y admi- 
nistración" del lote, sin tasa ni medida desde el momento mismo 
de la concesión — año 1910. Octubre 15 (el contrato es de Julio 
27 del misino año* aproliado por el I*. E« en Septiembre 7. fs. 
10» y si nunca fué encontrado i>or los insfxctores ni éstos reci- 
bieron noticias de su estada en el lote, mal podían los aludidos 
testigos salwr que trabajaba jiersonalmeflte en el mismo y que 
dejaba, en su ausencia. ¡>ersonaI a sus órdenes. 

Oue si el mandato irrevocable fué otorgado a Iglesias "filé 
otorgado para garantir adelantos de dinero hechos |*>r Manuel 
Iglesias a lirattn. a mediados del año 1910" como dice la parte 
aetora a fs. 48 de su "alegato de bien probado" y recién en 1920. 
se ludiría preseripto, según él mismo, quiere decir jior confesión 
de parte, que el concesionario carecía de libertad de acción para 
responder a las obligaciones legales contraídas y a los fines in- 
seguidos en el régimen de población y colonización nacional : 
Iglesias, un tercero en el contrato, aparece, asi. modificando por 
un acuerdo con Kraun los términos de aquél explícitamente cx- 




iíí su mérito y concordantes de los fallos de la. y 2a. Ins- 
tancia, se confirma la sentencia apelada, sin costas, llágase sa- 

ROBERTO RlSPETTO . — A XTOX (0 

Saoarna. — Juan B. TerAx. 
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Parías Ramón contra Ferrocarril Central de Córdoba, sobre de- 
volución de dinero - incompetencia de jurisdicción. 

Sumario : La excepción de incompetencia opuesta dentro de! pla- 
zo de nueve días que establece el Código de Procedimientos 
provincial, lo fué en tiempo, desde que no existe en la ley 
aquélla, precepto que imponga al deiuanda<lo la reserva del 
fuer;, en c! acto de apersonarse a los autos. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

■ 

AUTO DE I? INSTANCIA 

Tucuman, Octubre 17 de Í694L 

Y \*istos: 

La excepción de incomjwtencia de jurisdicción opuesta por 
Ambrosio A. Padilla en representación del Ferrocarril Central 
Córdoba cu este juicio promovido ¡>or Ramón Karias, y 

Considerando : 

Oue con fecha 8 de Mayo de 1933 el apoderado de la cm- 
ptOsft demandada se ápeiWnó al juicio constituyendo domicilio 
legal y pide se le tenga como parte y se le dé intervención. Que 
en fecha 22 de Mayo opone la excepción de iiKompctcncia. «¿lu- 
las circunstancias de no hal>ersc hecho salvedad ni reserva alguna 
sobre la competencia del Juzgado en el acto del apersonamiento, 
importa una sumisión a la justicia ordinaria habiéndose opera- 
do en consecuencia la prórroga de jurisdicción (Zurita v/. In- 
genio Mercedes—indemnización por accidente del trabajo— fa- 
llo de la Sala Civil). 
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Que por lo expuesto y dejando a salvo la opinión personal 
del suscripto sustentada "in re" Kamón Fernández c/. Ingenio 
Concepción — indemnización |>or accidente de tral>ajo, resuelvo: 
no hacer lugar, con costas a la excepción de incompetencia de 
jurisdicción opuesta por Ambrosio A. Padilla a fs. 22. 

Honorarios: doctores Terán y Alvarcz, sesenta y ochenta 
p&üS. Honorarios de los procuradores Padilla y Salas treinta y 
■punce pesos. Hágase saber. 



Ante mi: A, Cosm. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL 
Excma. Sala: 

Sin entrar a ennsiderar los fundamentos íle la exce|ición de 
incompetencia, e importando el apersonamiento del demandad*» 
sin reserva alguna de derecho consentimiento de la jurisdicción 
del "a quo" según lo ha expresado V. E. "¡n re" Zurita Luis 
v/. Ingenio Mercedes— accidente— . procede la confirmación del 



1). Colambres Ugartc. 




Luis A. ArgSmó. 



AUTO DE I.A CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 



Tucumán, Febrero 11 de 1935. 



Y Vistos: 



KI recurso de apelación interpuesto a ís. 33 de los autos 
Parias Ramón contra F. (*. Central Córdoba sobre devolución 
de una suma de dinero. 



FAIXOS DE LA CUETE SU FUMA 



l'ur sus fundamentos, lo dictaminado por el señor Miitistro 
Fiscal y lo resuelto por este Tribunal "¡n re": Villaíañe y Cía. 
contra F. C. Central Córdoba, cobro de jwsos con fecha 8 del 
corriente mes, se resuelve: confirmar, con las costas del recurso 
la resolución apelada de fs. 28, cuya parte dispositiva, dice: "Xo 
hacer lugar con costas a la exección de incomi>etenc¡a de juris- 
dicción opuesta por Ambrosio A. Padilla a fs. 22". Repúlanse 
los honorarios del abogado Julio Terán y procuradores Salas y 
Acosta en treinta, diez y quince pesos m/n. respectivamente, llá- 
gase sal>er. — Luis . /. Moyana. — Carlos A, tic la Vena. — M. 
/.izando Horda. 

VI TO m KA C-ORTK SI'PKKMA DE Jl STH IA 

Tucumán, Febrero 26 de 1935. 

Autos y Vistos; 

El recurso extraordinario para ante la Excma. Suprema 
Corte <le la Nación, deducido por la demandada en los auto* 
Ramón Farias contra F. C. C. Córdolia sobre devolución de una 
suma de dinero: 

Considerando: 

Qtie tratándose de la interpretación de una disposición pro- 
cesal de la ley nacional N? 4X, el recurso interpuesto para anu- 
la Suprema Corte de la Xación es procedente y «asi se declara, 
por tanto, se resuelve: conceder el recurso extraordinario inter- 
puesto y cítese a Lis partes por el término de treinta y ocho dias 
de acuerdo a lo dispuesto en el art. 211 de la ley nacional X" 50. 

Encontrándose en uso dé licencia el señor Vocal doctor 
Caírlps Alberto de la V ega, intégrase el Tribunal al solo efecto 
de esta resolución con el señor Presidente de la Exenta, Sala 
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en lo Criminal y de Juicios Universales doctor Felipe S. Taima- 
da. Hágase saber. — Luis A, Moyaml. — M. Lisondo Bórda.— 
Felipe S. Tahaatla. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

\¿x sentencia de fs. 41, establece la prórroga de jurisdicción 
por |iarte de la empresa demandada, en razón de su intervención 
en la causa sin invocar, oportunamente, el fuero federal. 

1.a oportunidad referida aparece apreciada ¡K»r razones de 
hecho concernientes al trámite procesal de esta acción. 

Por otra liarte, y aunque se dio oportunidad al demandado 
para hacerlo (fs. 26), ninguna prueba ha |>roducido para acre- 
ditar su distinta vecindad o su distinta nacionalidad, ya <jue ha 
hecho valer a un tieni|io esas dos defensas contradictorias. Con- 
ceptuando insuficientes, a tal efecto, las enunciaciones del po- 
der de fs. 19. opino que el recurso ante V. fe, ha sido mal con- 
cedido. (Fallos: T. 135:159). 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1935. 

Jwñ Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuenoK Aire», Diciembre 18 de 11135. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario contra la resolución de la 
Sala en lo Civil y Comercial de la Suprema Corte de Justicia cíe 
'Pucüñiátl que hO hace lugar al fuero federal alegad» por él Fe- 
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rrocarril Central Córdoba en la demanda de Ramón Parias por 
devolución de dinero, y 

Considerando : 

Oue !a citada empresa fué emplazada por el Juez de 1" Ins- 
tancia en lo Civil y Comercial de Tucumán jara que en el tér- 
mino de 24 horas, compareciera a estar a derecho, expresándose 
Cn el auto respetivo (fs. 17 vta.) "y oportunamente córrase tras- 
lado de la demanda"; el emplazamiento fué acatado y recién 
después se corrió traslado de la demanda (fs. 21): el ferroca- 
rril interpuso en el término y forma que prescribe el Código de 
rpKredimientos Civiles y Comerciales (art. 96) la exección de 
incompetencia por entender que correspondía el fuero federal 
(fs, 22;. y el Juez y la Sala, sin entrar al fondo de la cuvstión. 
desestiman el articulo previo porque, al apersonarse a los autos, 
en virtud del emplazamiento, la demandada no hizo salvedad de 
fuero como era necesario según lo resuelto **irí re": Zurita v/. 
Ingenio Mercedes, indemnización por accidente del tralwjo. fallo 
■ le la Sala en lo Civil" (fs. 28 y 41). 

One esta Corte ha decidido, en su constante jurisprudencia, 
que la interpretación que las provincias hagan de sus leyes loca- 
les di- procedimiento no es susceptible de revisión por ella me- 
diante el, remedio federal del art. 14 de la ley 3t g 48» salvo que 
esas leyes o su interpretación y aplicación viole principios de la 
Constitución Nacional, leyes nacionales o tratados con las na- 
ciones extranjeras, conforme a la norma consagrada en el art. 
M de la Carta Fundamenta!. 

Que en el caso de autos, no existe precepto en la lev UlCU- 
mana, que Se aplica p*»r la Sala "a quo". que imponga la reserva 
de fuero al demandado en el acto de apersonarse a los autos, y 
en cambio, el art. 96 le concede nueve dias iKTcntorios. después 
de notificado del traslado de la demanda, para oponer excepción 
de incompetencia de jurisdicción, término que no se ha declara- 
do vencido en los autos en examen. 
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Que esa sanción — cuyos efectos en el orden puramente lo- 
cal no corresponde ahora examinar — priva a la demandada del 
fuero federal sin defensa, contrariándose asi el principio consa- 
grado en el art. 18 de la Constitución Nacional. La garantía «pie 
la Nación ha querido establecer en los arts. 100 y 101 de dicho 
estatuto fundamental, si no puede quedar supeditada a las leyes 
locales que la restrinjan o la anulen con excepciones, recaudos o 
fórmulas contrarios a su letra o a su espíritu, menos pueden 
someterse a interpretaciones sin ley o sin el precepto de ley que 
esas restricciones o recaudos establezcan (conf. Fallos: C. S. 
N., % 138, pág. 78 ; causa Bazán Smith v/. provincia de San 
Juan, multa). 

En su mérito y oído el señor Procurador General, : e revoca 
la resolución recurrida en cuanto {nido ser materia de la apela- 
ción extraordinaria y vuelvan los «utos para que el Tribunal or- 
dinario de Tucumán se pronuncie sobre el fondo de la incompe- 
tencia alegada. Hágase saber, repóngase el pa|>el y en su opor- 
tunidad, devuélvanse. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sacar xa. — Luis Linares. — 
B. A. Nazar Axciiorkna. — 
Ji ax 15. TerAn. 



Andaeca Domimjo Ungido contra Gobierno Nacional, sobre am- 
pliación de jubilación. 

Sumario: VA empleado que pidió jubilación tiene derecho a qui- 
se cierre el cómputo de sus servicios a la fecha de la pre- 
sentación, incluyendo en el promedio de sus sueldos el au- 
mento de que |K>r decreto gozó. 

(aso: Ixi explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires. Abril 23 de 1935. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por Domingo Brigido Anducza contra 
la Nación sobre ampliación de jubilación de cuyo estudio resulta : 

l Don Pedro C. Burgos, a fs. 2 en representación del acr 
tor demand.. n la Nación por ampliación de h jubilación ordina- 
ria que oportunamente le fué acordada y expresa que el 10 de 
Febrero de 19 JO su mandante solicitó de la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Tensiones Civiles la jubilación ordinaria en su ca- 
rácter de empleado dél Ministerio <Jc Obras Públicas de la Na- 
ción, justificando la prestación de más de treinta y un anos de 
servicios consecutivos a la Administración Nacional, por 16 qttó 
el cómputo de servicios debió cerrarse en dicha fecba y no bas- 
ta la de su cesantía. 

yue en el promedio ele sueldos de los últimos cinco años 
no se ha ténklo en cuenta el aumento de ¡? 100 m n.. mensuales 
que le fueron. reconocidos por decreto del I*. E. del 27 de Ma- 
yo de 1928 y que ganó hasta el 18 de Septiembre de 1930. de- 
biendo incluirse basta la fecba precedentemente citada. 

Por último, pide se declare la nulidad del decreto del P. K. 
del 30 de Enero cíe 1933. en que se le acuerda su jubilación por 
cuanto el monto asignado en el lirismo no se ajusta a ninguna de 
las dos resoluciones suscriptas i>or los miembros de la junta de 
administración de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
C iviles. Pide intereses y costas. 

2» El señor Procurador Fiscal a fs. 11. contesta la demanda, 
^.licitando su rechazo* con costas y dice: <Jue deben tenerse en 
cuenta todos l<» servicios prestados |»or el actor basta la fecha de 
mi cesantía, o sea ci 8 de Julio de 1932; que no del* ser In- 
cluido a los efectos del promedio de sueldos la sohreasi^iación 
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•Ir S 100 m/n., fijada por decreto del 1*. K. i>or tener ésta el ca- 
rácter «le accidental y extraordinaria y no estar fijada en la ley 
de presupuesto y se o|»ne a que se declare nulo el decreto del 
P. K. del 30 de Enero de 1933, en que se acuerda jubilación al 
actor, pues se «ajusta a la resolución de la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones que obra en el exj>ediente administrativo. 

3 9 Declarada la cuestión de puro derecho y corrido trasla- 
do |x»r su orden, es evacuado a fs. 24 y 29. 

Considerando: 

1'- Kn cuanto a la primera cuestión planteada en autos, en 
lo que a la fecha del cierre del cómputo se refiere, es indudable 
que el actor, al presentar su |>e<lido de jubilación ordinaria el fÚ 
de Kebrero de 1930, fs. 36 exp. adin. agregado, ya habría obte- 
nido su derecho a obtener el mencionado Imneficio y a que era 
acreedor |>or sus treinta y un años de servicios prestados a la 
Administración Nacional. 

La jubilación es un derecho que tienen aquellas personas 
que han prestado servicios florante el tiempo exigido en la ley. y 
por lo tanto, cumplido éste, los l>eneficios que acuerdan j«san a 
formar jarte de mi patrimonio conforme a las dis¡M»siciones de la 
ley vigente en ese momento. 

La ley 4349, de jubilaciones civiles en vigor, establece cla- 
ramente que la jubilación ordinaria se acordará al empleado que 
haya prestíalo 30 años de servicios y que deberá solicitarse, so 
pena de nulidad ante la Junta tic Administración— art. 29. lev 
citada — la que. justificada la prestación del tiempo niinimo de 
servicios solicitada la jubilación a la Junta Nacional de Jubila- 
ciones, el derecho se adquiere automáticamente, no pudiéndose 
computar los servicios prestados con posterioridad, con ningún 
fin. Xo puede argumentarse con el señor Procurador Fiscal, «pie 
en tal caso existirían derechos irrevocablemente adquiridos, pues 
una ley posterior piwlría modificarlos, peto no simples decreto> 
del poder administrativo, como los del 24 de Septiembre de l ( UO 
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y 22 de Febrero ck> 1932 que no lian modificado la ley de jubi- 
laciones sino que simplemente han suspendido el ejercicio de sus 
derechos. 

Por ello son perfectamente viables las pretensiones del ac- 
tor dehiendo retrotraerse el cómputo de sus servicios al 10 de 
Febrero de 1930. fecha de su solicitud a la Caja de Jubilaciones. 

2" Eh cuanto al monto de la jubilación se refiere, secunda 
cuestión planteada en la "litis", es evidente que el actor tiene de- 
recho a que se le incluya en el promedio de sueldos, el aumento 
de cien pesos mensuales que se le otorgó por decreto del I*. E. 
del 27 de Marzo de 1928. cuyo testimonio autenticado corre a fs. 
47 del expediente administrativo aludido, pues se trata de un 
aumento «le suélelo por las mayores tareas desempeñadas por An- 
dueza. como se ha justificado en autos con la agregación del ex- 
pediente J— 10.424—1934 en el que a fs. 20 expresa el director 
de Obras y Astilleros del Rio de la Plata, que la mayor remune- 
ración lo lia sillo en tal concepto. 

Además ese aumento o diferencia del sueldo, ha sufrido los 
descuentos corres] elidientes para el fondo de jubilaciones, cir- 
cunstancia acreditada a fs. 17 y y ta. del expediente administra- 
tivo, por lo qtíe necesariamente debe tenerse en cuenta párá el 
promedio de sueldos que determina el art. 21 de la ley 11.027. 
pues, es el sueldo y su consecuencia el descuento para la Caja; 
de Jubilaciones, lo que da derecho a la computación de los servi- 
ciéis determinados por la ley pues se trata de ana obligación sina- 
lagmática en que ni» puede existir la prestación de los descuentos 
sin que haya \mr la otra la contraprestación o sea el reconoci- 
miento del monto jnbilatorio en proporción a los descuentos. \"o 
es óbice para la inclusión de ese aumento el hecho de que en el 
decreto del l\ K. en que se le concede al actor, se le asigne en 
concepto de sobrecargas de tareas, pues él ha formado parte in- 
tegrante de su sueldo e imputad*» al Anexo !.. inciso 5'\ item 5. 
partida 2S del presupuesto general de gastos y él del* serle 
computado, pues para que haya sueldo, a los efectos de la ley. no 
delw existir nada contingente, es decir, "que en todo momento 
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pueda <lcterminar.se con absoluta precisión cuál es la suma que 
el empleado «ana. que sea algo bien determinado con anteriori- 
dad al momento que el servicio se presta, aunque el monto que 
deba percibir el empleado se liquide» posteriormente (Cámara Fe- 
deral, Banco Anglo Sud Americano contra Caja Nacional de ju- 
bilaciones Brincarías. Diciembre 28 de 1931). 

Esta doctrina es perfectamente aplicable al "sub judice" 
pues están reunidas análogas condiciones, que surgen de las 
constancias de autos, pues ha podido determinarse en todo mo- 
mento cuál era el sueldo que ganaba el actor y el aumento «leí 
mismo fué dispuesto con anterioridad a la prestación del servicio. 

Por otra parte, forman parte del sueldo e integran su con- 
cepto, las remuneraciones suplementarias que se otorgan a los 
empleados por sus servicios ordinarios incluyendo en tal con- 
cepto tocias las bonificaciones que |>erc¡ban, cualesquiera sea ja 
causa que las origina (Corte Suprema, (¡arena Agustín c . Ran- 
eo Anglo Sud Americano. Octubre 17 de 1932). 

Kn su consecuencia debe incluirse en el promedio de sueldos 
el aumento de $ 100 mensuales que experimentó el actor desde 
él 27 de Marzo de 1928 al 10 de Febrero de 1930. 

3* Kn cuanto a la nulidad del decreto del P. E. del 30 de 
Knero de 1933. tercera cuestión planteada en esta "litis", es evi- 
dente que de conformidad con ib resuelto oh los considerandos 
precedentes, queda de becho sin efecto. Además el no se ajusta 
a las prescripciones legales en vigor. 

Si bien es cierto que las facultades del poder administrador, 
en lo que al otorgamiento de jubilaciones se refiere, surge de la 
prescripción constitucional del art. 86, inc. de la Constitución 
Nacional, también lo es que tal facultad no es discrecional sino 
que está limitada a lo que establezcan las leyes de la Nación. 

En el presente caso tal limitación le está >eñalada por el art. 
29 de la ley 4349 que requiere se llenen ciertos requisitos indis- 
pensables para que pueda una jubilación entre ellos, ser o no 
acordada |>or la Junta de Administración, circunstancia que no 
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se ha cumplid», pues lo» Vocales de la misma suscriben dos re- 
soluciones distintas y el P. E. acuerda la jubilación con un monto 
que no está reconocido por ninguna de ellas sino que ha sid» 
establecido por la resolución «leí Ministerio de Hacienda fie fs. 
«0. que carecía de facultades |>ara ordenar dicha melificación. 

Por lo tanto el decreto del P. E. del 30 de Enero de Í93$ que 
Otorga la jubilación al actor es insanablemente nulo y así se de- 
clara. 

Por estas consideraciones, fallo: declarando que la Nación 
está obligada a reconocer al actor su derecho a que se le cierre 
e| cómputo de servicios al 10 de Febrero de 1930 incluyendo en 
cJ promedio de súdelos el aumento de cien peSos moneda nacio- 
nal mensuales, que rozó hasta dicha fecha, declarándose nulo 
el decreto del P. E. de fecha 30 de Enero de 1933. con intereso 
sobre la diferencia que resulte, desde la fecha de la notificación 
de la demanda y sin costas atenta la naturaleza de las cuestiones 
debatidas. 

Xotifiqucse. devuélvanse con oficio los e.\i>edicntes admi 
nistrativos traídos "ad effectum vivemli" y n|>ortunameme ar- 



Eduardo Sanuimlo. 

SKNTKNC1A DE LA CÁMARA ri-ÜKRAI. 

Buenos Aires, Septiembre 9 de EfiflBft 

V Vistos : 

Siendo ajustada a derecho, y conforme a lo establecido por 
la c orte Suprema, y ]H>r esta Cámara, en los pronuncaimiento* 
retardados en la demanda de fs. 2 y en el escrito de fs. 41 (véa- 
se fallos de aquél tribunal: tomo 1<>5. pág. 247 y tomo Ion. pag 
169; v |. Aff é tomo 20. 590). confírmase en Mas sus 

leclara "que la 
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Xación está obligada a reconocer al actor su derecho a que se cie- 
rre el cómputo de servicios al 10 de Febrero de 1930 incluyen- 
do en el promedio de sueldos el aumento de cien pesos moneda 
nacional mensuales, que gozó hasta dicha (echa, declarándose nu- 
lo el decreto de! i\ E. de fecha 30 de Enero «le 1933. con in- 
tereses sobre la diferencia que resulte, desde la fecha de notifi- 
cación de la demanda y sin costas atenta la naturaleza de las 
cuestiones del>at¡das'\ I.as costas de esta instancia también 'Yo 
el orden causado" en virtud de la naturaleza del asunto. — 
tjftkí S. de Qtaso, — Carlos tlcl Campillo. — K. Villar Paí&fo. 
J. A. González Calderón. - .V. González Ira maní. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Octubre 17 de 1935. 

Mantengo la ablación deducida por el señor Procurador 
l-iscal de Cámara contra ia sentencia de fs. 43. 

Por los fundamentos sostenidos por el Ministerio Fiscal, 
solicito se revoque dicha sentencia desestimándose en tudas sus 
partes la causa seguida contra la Nación por Domingo Itrígido 
Andueza. sobre ampliación ele jubilación. Con costas. 

Juan .¡¡varec. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 20 de 19.J5. 

- 

Autos y Vistos: 

Por sus fundamentos se continua la sentencia de fs. 4$. Pá- 
llense asimismo por su orden las costas en esta instancia. Xoti- 
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fkfWH' y devuélvanse los presentes autos Andueza Domingo 
Ungido contra la Nación, j>or ampliación de jubilación", al tri- 
bunal de su procedencia, donde 5e repondrá el papel. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagarna. — Luis Linares. — 
15. A. Nazar Anciiorexa. — 

)V.\S \t. TerÁ.V 



/htiui Marín del Carmen Torres ilc Alijárate confia vi Gobierno 
Yacional. sobre cobro <le pesos. 

Sumarlo : Comprobado que el causante formó parle del Ejército 
Argentino desde el II de Octubre de 1813 hasta Knero de 
1X24. con plaza en la guarnición de la ciudad de Buenos Ai- 
res. corres|)ondc acordarle a su nieta la j>ensión de la ley 
11412. no obstando para la concesión de tal beneficio que 
aquél no hubiese combatido en alguno de los ejércitos l\- 
I adicionar ios. 

( aso: I.o i 



SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Wayo 7 de 



IOS 



V Vistos: 



Tara resolver estos autos caratulados Torres de 
María del Carinen contra el Gobierno de la Nación sobre 
de peso», de los que resulta: 
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1- Que a ís. 3 se presenta él doctor Héctor González Mar- 
lett en representación de doña .María del Carmen Torres de Afc 
garate, demandando a la Nación por la suma de cinco mil seis- 
cientos |>csos moneda nacional y i>or la que en adelante se acrez- 
ca, en virtud de las siguientes razones : 

Dice que su mandante como nieta del coronel Agustín To- 
rres, guerrero de la Independencia inició el día 5 de Junio de 
1931 expediente ante el Ministerio de Guerra de la Xación, so- 
licitando ser incluida dentro de las lieneficiarias de la ley 11412 
y que se le abonara la suma que hasta ese momento le correspon- 
día en tal carácter, agregando a esa solicitud torios los documen- 
tos requeridos. Que la demora injustificable de un trámite sen- 
cillo como el establecido por la ley 11.412. equivale a la denega- 
ción del mismo, requisito exigido por la ley 11.634 para ha- 
cer viable esta acción. Pide costas. 

£> Que a ís. 28 se presenta el señor Procurador bisca!, en 
representación del Fisco Nacional, contestando la demanda y 
pidiendo su rechazo con costas, en mérito de las siguienus con- 
sideraciones : 

Dice que el pedido de la recurrente es improcedente por 
cuanto la mencionada ley X v 11.412, sancionada en el año I92S. 
acuerda una |>ensión de S 100 m/n. mensuales a las hijas y nie- 
las, sean solteras o viudas, que desciendan de «tierreros de la 
Indejiendencia. Y que el decreto reglamenta: io de la misma del 
28 de Octubre tle 1930, establece en su art. P' que es indispensa- 
ble justificar si el causante j>ertcncció a alguno de los ejércitos 
del pais que combatieron pór la causa de la lnde]>eiidenc¡a entre 
los años comprendidos entre el 25 de Mayo de 1810 y 30 de 
Junio de 1X25 *» halnr pertenecido a algún buque de bandera na- 
cional que l&ya actuado en la guerra de la Independencia den- 
tro de las fechas expresadas. 

Qtie la actora no ha justificado en forma alguna que su a>- 
cendicntc. el coronel don Agustín Torres haya tomado j>arte cu 
algún hecho de armas |M>r la causa de la independencia, y la> 
gestiones realizadas en tal sentido solo han servido para coni- 
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{frotar que tíl coronel Torres, ha servido en guarnición, sin hal>er 
hecho campaña. Por lo tanto no se hallan cumplidos los requisi- 
tos exigidos por la ley para obtener su beneficio, y en su mé- 
rito pide se desestime la acción. 

Abierto el juicio a pructa por tcxlo el término de ley. las 
¡Üártes produjeron la que informa el certificado del actuario de 
fs. 40 vta.. alegando sohre su mérito a fs. 41 y fs. 47. con 1«» que 
se llamó autos para definitiva a fs. 47 vta. y 

Considerando : 

<Jue la ley 11.412 dice textualmente : "Desde la promulga- 
ción de la presente ley. gozarán de una pensión mensual de 100 
pesos moneda nacional: a) !as hijas solteras o viudas, desecn- 
dicntcs de guerreros de la ln<lc]>endencia : h) las nietas solteras o 
viudas descendientes de guerreros <k ' a Independencia". De sus 
términos claros se desprende sin logar a dudas que en ella no 
se hace ningún distingo entre combatientes y no combatientes. 
Ahora bien : el reglamento de la ley 11.412 en su art. í? inc. U). 
exige como requisito indispensable a los efectos de la misma, que 
el causante haya formado jarte . . de alguno de los ejércitos 
* le la Independencia". . . Tampoco exige esta reglamentación la 
validad de combatiente como lo pretende el señor Procurador 
Fi&cal en su escrito de fs. 28 sino simplemente que haya formado 
parle de alguno de los ejércitos que címilwtieron en la Inde- 
l>cndencia. 

Oue la disposición legal a que se ha hecho referencia es un 
decreto reglamentario, y atento a lo preceptuado |M>r el inc. 
del art. Sf. de la Constitución Xacional. no puede modificar una 
ley. 

Pór l«» tanto a dicha disposición deísmos darle una inter- 
pretación restrictiva y no atribuirle un aicanco que no puede 
tener. 

(_>uc de las actuaciones prokilorias de estos autos se des- 
prende claramente que el causante perteneció al regimiento de 
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artillería Patria, & compañía (ver informe del Archivo General 
de la Xación fs. 33 y siguientes e informe del Ministerio de 
«hierra de la Xación. ver fs. 37 y siguientes y expediente admi- 
nistrativo letra A. X» 13.425-1931). 

Por ello delw concluirse que la recurrente ha llenado todos 
los extremos requeridos por la ley 11.412 para obtener sus be- 
neficios, y i>or lo tanto se halla comprendida dentro de sus tér- 
minos. 

IW estas consideraciones, fallo este juicio declarando que 
duna María del Carmen Torres de Algarate. se halla compren- 
dida dentro de las lienef ¡ciarías que establece !a ley N v 11,412. 
debiendo en consecuencia el Gobierno de la Xación pagar a la re- 
currente, la suma de siete mil novecientos ;>csos moneda nacional 
en concepto de pensiones vencidas desde la promulgación de la 
ley 11.412 hasta la fecha, y sus intereses desde la notificación 
de la demanda, sin costas en atención al carácter del derecho 
reclamado. 

Eduardo Sarmiento. 



SE.NTKXCIA DE I.A CAMARA FEDERAL 

V Vistos: 

listos autos caratulados Torres de Algarate. María del Car- 
men, contra el Gobierno de la Xación, sobre cubro de jwsos. y 

Considerando: 

<¿uc el señor Procurador Fiscal en su expresión de agravios 
de fs. 74. sostiene que de acuerdo con lo establecido en el art. 
1". inc. b) del decreto reglamentario de la ley 11.412, solo pue- 
den ser considerados guerreros de la Indq>c»denc¡a los (pie hu- 
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hieran combatido en alguno de los ejércitos expedicionarios, lo 
que no habría ocurrido con don Agustín Torres, que no figura 
en lo* \rchivos de la Nación, sino como militar en servicio de 
guarnición. Se plantea, así la cuestión sobre si la ley que acuer- 
da Iwneficios a las hijas y nietas, solteras o viudas, de los gue- 
rreros de la Independencia, ha hecho la distinción entre comba- 
tientes y no comkitientes. 

MI ilustrado ex Procurador General do la Nación doctor 
Horacio R. Larreta. dictaminando en el expediente 88M — S— 
923 dice: "están comprendidos en el concepto de guerrero-; de la 
Independencia todos los militares que estuvieron alistados en los 
ejércitos argentinos en la é|>oca durante la cuáj se desarrolló la 
lj>opeya de la liule|H'ndencia*\ y después tk analizar las leyes 
82S y I0*>7 y i firmar que se hallan comprendidos dentro de la 
generalidad de su concepto todos los militares que formaron 
parte de los ejércitos de la Independencia, desde el l-' de Mayo 
.le 1X10 hasta el M) de Junio de 182S¿ se refiere a la opinión 
o -incidente y categórica del ex Procurador General de la Na- 
ción, doctor Francisco D. Pico. 

1.a ley 11.412 no hace distinción entre combatientes y no 
combatientes y el decreto reglamentario de Octubre 29 de 1930 
solo exige que el causante haya formado parte de alguno de los 
ejércitos que combatieron. Sólo es necesario, pues, para la ley 
y para el decreto, haber formado parte del Kjército. prescindien- 
do del luga* función o comisión a (pie hubieran sido destinados. 

I.a pensión corresponde a la actora desde la fecha de pro- 
mulgación de la ley lart. 1" i. y en cuanto a los intereses, desde 
el 8 de jtinio de 1931 (fs. 1 del expediente administrativo agre- 
gado y art. 509 del Código C ivil ». 

Por ello y fundamentos de la sentencia de fs. 71. se la Con- 
firma, modificándola en cuanto a los intereses, que se liquida- 
rán en la forma que so deja expresad*». Las costas se pagarán 
por su orden. — llScqMél S. dé Okso. — Carlos del Campillo,— 
H, Villar Pahieio. - J. -í. GMsáles Calderón. — V. Génáátés 
Iraináin. 
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Bueno» Aires, Diciembre 23 de 1935. 

Y Victos: 

lista causa seguida \tor doria María del Carme» Torres de 
Abarate contra la Nación sobre cobro de pc.sos traída al Tribu- 
nal por recurso ordinario deducido contra la sentencia pronun- 
ciada por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

One la ley X v 11.412 acuerda una |>ensión de cien pesos 
moneda nacional a las hijas y nietas, solteras o viudas, de gue- 
rreros de la Independencia. 

Que gramaticalmente, jH>r guerrero, debe entenderse en ge- 
neral lo perteneciente o relativo a la guerra y por consiguiente 
«•1 ofkió o profesión de aquélla |xir los hombres que como oficia- 
les, clases o soldados contribuyen a la formación de un ejercito. 

Oue la ley X" 1097 y otros antecedentes han delimitado en 
el tiempo d concepto de guerreros de la Independencia, estable- 
ciendo que solamente son tales los militares que formaron parte 
de los ejércitos libertadores desde el l 9 de Mayo de 1810 hasta 
el 30 de Junio de 1825. 

Oue los motivos expuestos en el Parlamento jara fundar la 
ley X v 11.412 y especialmente los contenidos en las pags. 597. 
598 y 602 del Diario de Sesiones del Honorable Senado corres- 
pondiente al año 1928. permiten afirmar que al sentido grama- 
tical y lógico de la frase "guerrero de la Independencia' 9 coinci- 
de con el propósito y alcance atribuido por el Congreso al esta- 
tuto objeto de su sanción. 

Qifc el informe corriente a fs. 33 producido jnjr el Director 
General del Archivo de la Nación acredita que el coronel Agus- 
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tin Torres sentó plaza en el regimiento Artillería de la Patria 
el 1 1 cíé < fcttibre de 1813 donde continuó hasta Enero de 1X24 fe- 
cha está «n que ya aparece con el grada <Ie capitán. 

Que el luclio de que según otro informe del mismo funcio- 
nario corriente a fs. 110 del expediente agregado, la combina 
donde revistaba don Agustín Torres, se mantuviera de guarni- 
ción en Buenos Aires durante el trascurso de aquellos años, no 
es óbice ]»ara acordar la pensión, toda vez que la permanencia 
de aquella unidad en esta ciudad respondió, sin duda, a órdenes 
superiores y a exigencias de naturaleza militar o administrativa 
que en modo alguno dependieron de la voluntad del causante y 
cuya importancia puede ser. en ciertas circunstancias. ftór Ib 
menos equivalente al servicio de campaña. 

Oue con las partidas corrientes a fs. 81, fs. 82 y 91 debida- 
mente ratificadas por la Curia se ha comprobado que la actora 
os nieta del guerrero de la lndq>cndenc¡a don Agustín Torres 
hallándose en estado de viudez al iniciar esta demanda. 

En su mérito, oido el señor Procurador General y por los 
fundamentos de la sentencia á^bda se la confirma en Unías sus 
paites. Xotitíquese y devuélvase, reponiéndose el pajiel en Él 
Juzgúelo de origen. 

Roberto Rkpetto. — A ntox h > 
Sagarna. — Luís Linarks. — 
B. A. Nazar Axciioren'a. — 
JvM B. Tkrán. 
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Sociedad Anónima Luis Dreyfus y Compañía, en la denuncia 
formulada en su contra, por infracción a las Ordenanzas de 
Aduana. 

Sumario: De acuerdo con el articulo 1034 de las Ordenanzas de 
Aduana, la comj>etencia administrativa para imponer penas, 
no procede cuando las mercaderías motivo de la infracción, 
han salido de la Aduana. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SKNTKNCIA DE TRIMERA INSTANCIA 



5 de 1935. 



Autos v Vistos: 



1.a excepción de falta de jurisdicción, opuesta a fs. 1 \ntr 
Jácpbo Salavsky. gerente de la sociedad anónima Luis Drey- 
fus y Cía.: y 



Considerando ; 



One la excepción se funda en lo dispuesto en el art. 75 de 
la ley número 11.281. según el cual "toda denuncia sohre in- 
fracciones aduaneras, defraudaciones o contrallando, hecha por 
persóiias ajenas a la Administración aduanera, delx? ser formu- 
lada por escrito ante la Inspección (¿enera! de Aduanas y Res- 
guardos o ante el administrador local, sin cuvo requisito lio sur- 
tirá afecto". 

Otte la cuestión ha sido expresamente resuelta por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación en un caso análogo y en forma 
contraria a la pretensión del recurrente. En ese caso, registrado 
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en el tomo 159. página 366 dé la colección de fallos, la Curie Su- 
prema dijo que la disposición del artículo invocado, debe de en- 
tenderse aplicable a tas casos en que procede la jurisdicción di- 
recta de las Aduanas y no a aquéllos en que están excluidos «U 
aquélla jurisdicción, como instancia previa. 

<¿ue la denuncia formulada en este caso contra la sociedad 
anónima Louis Dreyfus y Cía., se refiere a defraudación de de- 
rechos y exportación, muebles y estadística, que se habría come- 
tido en la exportación de cereales efectuada por la denunciada 
desde hasta I93Í. Se trata |H»r consiguiente de una denun- 
cia referente a cargamento de cereales que no están en juris- 
dicción aduanera y cuyo conocimiento originario corresponde a 
la justicia nacional con arreglo a lo dispuesto en el art. IttW 
de las ordenanzas de Aduana. 

De acuerdo, pues, a la interpretación dada por la Corte Su- 
prema, en el caso citado, el art. 75 de la ley 11.281, no es aplica- 
ble al presente caso, dado que de acuerdo al principio general de! 
art. 1034 de las ordenanzas, está excluido de la jurisdicción ad- 
ministrativa como instancia previa. 

Por ello, se desestima, con costas, la excejición de falta de 
jurisdicción deducida a fs. 1 por Jacobo Salavsky. Xotifiquesc 
y consentida que sta. agregúese este incidente a los autos prin- 
cipales. 

M'ujhcI l*. Jitutus. 

mt'TAMKX OKI. PROCfRAflOR KISCA1. t>K CÁMARA 

Buenos Aires. Septiembre 14 de 1935. 

llxcma. Cámara : 

De acuerdo a la jurisprudencia citada y |Kir sus fundamen- 
tos, procede confirmar, con costas, la resolución arlada que 
dése- tima la exección de falta de jurisdicción deducida |«>r el 
señor Jacolm Salavsky. 

Julián t'a.z. 
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SENTENCIA DK LA CÁMARA FEDERAL 



23 de 



Y Vistos: 



Por sus fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
|H>r el señor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma, con 
costas, la resolución a|>clada de fs. 13, que desestima la excep- 
ción de falta de jurisdicción deducida a fs. i. por Jacol>o Salav*- 
ky. Devuélvanse. — Ezequiet S\ de Olaso. — Carlos del Campi- 
llo. — /. .7. González Calderón, — A'. González IraituHii. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Corresponde confirmar |*>r sus fundamentos la resolución 
fie la Cámara Federal obrante a fs. 19 vta. y asi lo solicito, 

Buenos Aires, Diciembre 16 de 1935. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 23 de iy.*ir>. 
V Vistos: Considerando: 

Que es principio dominante en materia aduanera, consagra- 
do en el art. 1034 de las ordenanzas respectivas, que la compe- 
tencia administrativa |>ara ini|Miner |>cnas no proceden cuando 
las mercaderías que motivan la infracción hayan salid.» de la 
A<luana. 
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Oue esta regla no es contradictoria con el art. 75 <lc la ley 
número 11.281, en cuanto este dispone, de una manera general, 
que toda denuncia del>e formularse ante la Inspección General 
de Aduanas y Resguardos y ante el administrador local, ya que 
tal disposición debe entenderse aplicable a los casos en que pro- 
cede la jurisdicción directa de las Aduanas y no a aquéllas, en 
que. romo el recurrente, están excluidos de aquella jurisdicción, 
como instancia previa, por previsión de la ley general de la ma- 
teria (art. 1034 O. O.). 

[ Hw esta interpretación no importa la prescindencia de las 
autoridades aduaneras, ya que éstas son siempre auxiliares de 
la justicia nacional. 

A mérito de estos fundamentos lo resuelto por esta Corte 
Suprema — Fallos, tomo 159, pág. 366 — y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada en cuanto ha podido ser materia del recurso. Xo- 
tifiqiuse y devuélvanse, debiendo reponerse, el papel en el Juz- 
garlo de origen. 

Robe uto Repetto. — Antom ) 
Sagakna, — Luis Linares. — 
B. A. Nazar Anciiorena. — 

jvm H. teráx. 



Sociedad Oí Tellü Ltda. contra Enrique Akwes, sobre cobro 
tic pesos. Contienda de competencia. 

Sumario: El artículo 22 de la ley número 9044 al dis|M>ner que 
la ejecución dé una prenda agraria . . .' no se suspende |>or 
¿Ira causa que no sea orden escrita de juez comitente dic- 
tada previa consignación del valor del certificado, sus inte- 
reses y costas", crea una excepción al principio de atracción 
del juicio de quiebra. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes' 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 
Señor Juez: 

Este Ministerio opina qué de acuerdo Cop la ley de prenda 
agraria el señor Juez exhortante es competente j>ara entender 
en el juicio a que se hace referencia en su carta rogatoria ; ra- 
zón ]>or la cual estando munida la misma de todos los recauda 
legales pertinentes, no encuentro observaciones que formular a lo 
en ella solicitado, a la que estimo del* darse curso, sin perjuicio 
de la jurisdicción cíel Juzgado a cargo de V. S. 

Dolores, Junio 5 de 1935. 

Angel /?. Phí Pin-fo. 



AUTO DE PRIMERA INSTANCIA 



Por recibido y atento lo dictaminado |>or el señor Agente 
Fiscal y sin i>erjuic¡o de la jurisdicción del Juzgado dése cum- 
plimiento a lo solicitado por el señor Juez exhortante decretán- 
dose embargo sobre el producido de la venta de los bienes que 
se indican, y «lado la declaración de quiebra del ejecutado don 
Knrique Alvares dictada por este Juzgad» > y lo dispuesto en el 
art. 122 de la ley de quiebras vigente, líbrese exhorto al seftox 
luez de Paz Letrado doctor José Ramón Suárez, para que re- 
mita a conocimiento de este Juzgado el juicio en que se dirige 
por ser comitente el Infrascripto en virtud del fuero de atrac- 
ción fart. 440 «leí Código de ProcdO y agregúense estas ao- 
tuaciones a los autos de quiebra. 

I'ictorio M. Italiano. 

Ante mi: />. & Xúñcz. 
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VISTA DF.T. AGENTE FISCAL 

Señor Juez: 

La situación de los acreedores prendarios en el concurso de 
sus deudores es idéntica a la de los acreedores hi|>otccarios se- 
gúh se ha resuelto reiteradamente por la jurisprudencia de nues- 
tros Tribunales. 

Kilos pueden ejecutar independientemente del concurso for- 
mando lo que se llama el "concurso especiar. j>ero tal acción de- 
ben der lucirla ante el Juez del concurso aun cuando se hubiera 
fijado eti el contrato un domicilio especial. 

l'or ello, opino que delxr acccdersc a lo solicitado por el tv- 
f.or Juez exhortante i|uc es el del concurso del deudor en este 
inicio. 



o V de 1935. 

Néstor l\ Maciel Crespo. 



M IO DEL JCEZ DE PAZ LETRADO 

Buenos Aire?, Julio 4 ele 1935. 

De acuerdo con lo dictaminado por el señor Agente Fiscal, 
remítase estos autos al señor Juez de lo Civil y Comercial de 
la ciudad de Dolores, provincia de Uuenos Aires, doctor Victo- 
riano X. Italiano, dándose a esta provideiieia el carácter de aten- 
ta la nota de remisión. 

José fifi 

Ante mi: Máximo López. 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 
Señor Juez : 

Opino que no debe hacerse lugar a la revocatoria solicitada 
del auto de ís. 20 vta.. pues si bien se ha citado jurisprudencia 
del más alto Tribunal de la Nación para apoyar la tesis susten- 
tada con relación a la competencia de V. S., no es menos cierto 
que posteriormente a la fecha del pronunciamiento a que me re- 
fiero la Excma. Cámara de Ablaciones en lo Comercial resol- 
vió en autos "Storer y Cía. c/. Decker" que se cita en J. Arg.. 
T. 24. pág. 279, en un caso análogo al presente, que "la acción 
de prenda agraria, declarada la quiebra del deudor, del* iniciar- 
se ante el Juez de la quiebra". Y entre los fundamentos del dic- 
tamen del Fiscal de Cámara — que el Tribunal hizo suyo — se 
decía: "Por lo demás, es indudable, a mi juicio, que al decir di- 
cha ley que la acción no se suspenderá ]K>r quiebra ha querido 
" solamente referirse al caso que ella se hubiera puesto en mo- 
" vimiento con anterioridad contra el deudor, lo que no aconte- 
M ce en el "sub judias". 

Por mi parte debo agregar que al decir de la ley "no se sus- 
penderá por quiebra" ha querido referirse a la sus|>ensión en 
cuanto a sus efectos, pues lo único que debe hacerse es remitir las 
actuaciones al Juez de la quiebra ante quien se proseguirán las 
mismas. 

Por consiguiente lo resuelto por Y. S. es lo que correspon- 
de ya que el Juez provincial es el de la quiebra del ejecutado. 

Agosto 9 de 1935. 

Néstor P. Machi Crespo. 
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AUTO DBL JÜE35 DE PAZ LCTRAPP 

Buenos Aires. Agoáo 7 de 1935, 

Vistos: 

I*a revocatoria pedida del auto de ÍS. JO vía. 

V Considerando: 

Qüé como lo sostuvo el suscripto eu el auto de Es. 12 y 13, 
la ley de prenda agraria se sejaró del régimen de la prenda le- 
gislada en el Código Civil con el fin principa! de prestar una 
ayuda eficaz a los agricultores porque mediante el sistema de la 
nueva ley. éstos podrían obtener diñen) prestado sobre sus titi- 
les de tralajo, conservándolos en su poder |«ira continuar sir- 
viéndose de ellos en sus faenas. Oue contemplado así el interés 
del deudor era necesario también asegurar los derecbos del pres- 
tamista ya que se le obligaba a prestar sin qué se le luciera tra- 
dición de la cosa prestada, como en el derecho común y con ese 
objeto se le acordó privilegios y seguridades especiales consa- 
gradas en diversos artículos, como en el 3*. 21. etc. y el proce- 
dimiento rapidísimo |»ara el cobro del crédito que establece el art. 
22 que no admite otra excepción que h de pago comprobada por 
escrito, ni susjKnsión "por quiebra, muerte o incajiacidad del 
.leudor. ni por otra causa que no sea orden escrita «leí Juez com- 
petente dictada previa consignación del valor del certificado, sus 
intereses y costas calculados". 

La interpretación de este artículo es la que dpbe buscarse fia- 
ra resolver si procede o no la revocatoria. Según el contrato ib- 
is. 1, el acreedor puede optar por la justicia ordinaria de la Ca- 
pital Federal y en uso de esc derecho inició este juicio ante este 
| uzgado que ejerce también jurisdicción comercial en asuntos cu- 
yo monto no |>ase ele dos mil pesos, jior lo que de este punto de 
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vista el suscripto es competente para entender en él y en ejercicio 
<fe esa coni|>etenc¡a. exhortó al señor Juez <le Dolores pidiendo 
el embargo del producido del bien prendado. 

El señor Juez exhortado hizo trabar el embargo. |>ero re- 
quirió la remisión de estos autos alegando que, tramitándose por 
ante su Juzgado el juicio de quiebra del deudor a él correspondía 
entender en este juicio en virtud del fuero de atracción de los 
juicios universales. La cuestión a resolver es si la ley 9644 ha 
derogado o no el principio de atracción de los juicios universales. 

El proveyente cree que de los términos del art. 22 resulta 
que si. En efecto, establece que el juicio de ejecución de prenda 
agraria "no se suspenderá" por muerte o quiebra del deudor. Co- 
mo se vé, la regla es terminante y no tiene excepciones y si bien 
algunos han sostenido que eso solo significa que el juicio, una 
vez en poder del Juez de la quiebra, delie seguirse por el proce- 
dimiento sumario, sin acumularlo al del concurso, tal razona- 
miento es inadmisible, no sólo porque sería forzar demasiado la 
lógica para hacer decir al art. 1* que no dice sino porque se le 
opone terminantemente la última parte del citado articulo al de- 
cir que: "En los casos de muerte, incapacidad, ausencia o con- 
curso del deudor, la acción "se iniciará" o "continuará" con los 
respectivos representantes legales y si éstos no se presentaren en 
el juicio después de ocho días de citados, el Juez procederá, sin 
más trámite, a designar un defensor "ad hoc". Si la mente de 
la ley fuera que en caso de quiebra del deudor el juicio de pren- 
da debiera remitirse al Jttez de aquélla, estarían demás o no ten- 
drían ningún sentido lógico las palabras transcriptas. 

Al establecer esa citación y ordenar se nombre defensor al 
deudor si el representante del concurso no concurre dentro de 
ocho días, es porque se entiende, sin duda alguna, que el juicio 
de prenda se "iniciará" o "continuará" con otro Juez que el del 
concurso, puesto que se inicia ante éste o se le remite el expe- 
diente ya iniciado, es claro que el síndico intervendría sin necesi- 
dad de citación de ocho días y seria absurda la suftosición dé 
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que no se hiciera jarte y hubiera allí que nombrar otro represen- 
tante "ad hoc" para el juicio de prenda. 

Se podría presentar esta situación absurda; él deudor en el 
juicio de quiebra tendría dos representantes distintos, uno jara 
que lo represente en la quiebra y otro en el juicio de prenda agra- 
ria. Todo esto demuestra» a mi juicio, que el segundo apartado 
del art. 22 no deja la menor duda de que el principio de atrac- 
ción de los juicios universales, ha sido derogado para la ejecu- 
ción de prenda agraria, porque éstas deben siempre iniciarse o 
continuarse ante el Juez de la prenda según el contrato ó la ley. 

Esta solución fundamental de la ley de prenda agraria que 
es asegurar de la manera mas eficaz al prestamista el cobro rápi- 
do de su crédito, evitando todo incidente, toda cuestión o com- 
plicación procesal que pudiera retardar ese cobro y ese propósi- 
to estaría totalmente fracasado y la institución de premia agra- 
ria muerta, el día que las ejecuciones prendarias cayeran dentro 
del engranaje proverbialmente lento del procedimiento de los 
juicios universales. Por eso la Suprema Corte dijo que el prin- 
cipio de atracción de los juicios universales había sido deroga- 
do por la ley 9644, "en lo que atañe a la ejecución de premia 
agraria con el evidente propósito de acordar al acreedor las ma- 
yores facilidades para la iniciación de los juicios y i>ara su rápí- 
tla substanciación propendiendo por tales medios a prestigiar una 
institución de crédito que se juzgaba de gran utilidad para las 
industrias rurales y a compensar en lo posible los riesgos deri- 
vados de la excepcional concesión que se hace al deudor jx>r el 
hecho «le no privarlo de la posesión efectiva de los bienes obje- 
tos de la prenda". Esta misma doctrina había sido ya asentada 
|x>r la Corte, en el fallo del 13 de Diciembre de 192.?. "Caceta 
del Foro", tomo 41, pág. 355 y es la misma adoptada por las Cá- 
maras Civiles y Comerciales, "Gaceta del Fon» \ tomo Uk pág. 
312; tomo 20, jwkg. 31 ; tomo 50, pág. 323. 

Hay pues uniformidad en la jurisprudencia en cuanto a que 
los juicios universales no atraen a los de prenda agraria, sean 
iniciados antes o después de aquéllos. El fallo invocado pdr el 
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señor Fiscal es uno de esos que a veces se dictan a la ligera sin 
fundamentos serios, porque no se dio ninguno que pudiera si- 
quiera hacer vacilar la doctrina corriente, antes invocada, per* 
fect amenté ajustada al texto y espíritu de la ley. 

Por estos fundamentos, resuelvo: revocar el auto de fs. 20 
vta. y declararme competente para seguir entendiendo en este 
juicio de prenda agraria, no haciendo lugar a la remisión solici- 
tada por el señor Juez exhortante a quien se le remitirá copia del 
presente auto. 

José R. Shows. 

Ante mí : Máximo Lófics. 



AUTO DE LA CÁMARA DE PAZ LETRADA 

Buenos Aires, Septiembre 20 de 1935. 

Autos y Vistos : 

Por sus fundamentos, se confirma la resolución de fs. 26 
y devuélvase. — /. L. UrdopUMo. — A. Miranda. 

AUTO DE 1» INSTANCIA 

Dolores, Octubre 9 de 1935. 

Autos y Vistos: Considerando: 

1* Que el art. 122 de la ley de quiebras vigente expresamen- 
te determina que "la declaración de quiebra atrae al Juzgado de 
la misma todas las acciones judiciales contra el fallido con re- 
lación a sus bienes" y sin desconocer la jurisprudencia de la 
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Suprema Corte de la Nación, que invoca el señor Juez de Paz 
Letrado de la Capital Federal a quien se le ha requerido la re- 
misión del juicio seguido por la razón social Di Telia Limitada 
contra el fallido. |>or cobro de crédito prendario, y que el Infras- 
cripto ha hecho valer con anterioridad a la nueva ley de quie- 
bras, entendiendo que ésta, sancionada con posterioridad a la 
ley de premia agraria, ha alterado la situación creada por la ju- 
risdicción del más alto tribunal de justicia de la Nación, se vé en 
!a necesidad de mantener su resolución de fecha 7 de Junio qué 
dió lugar al |)edido de remisión de los autos antes citados. 

2o Que en efecto. la ley N? 11.719, en vigencia desde el 30 
<le Septiembre de 1933, en su art. 122 no hace distingo alguno y 
determina el fuero de atracción del juicio de la quiebra con res- 
pectó a todas las acciones judiciales, debiendo entenderse en 
consecuencia, que el juicio de prenda agraria no escapa a la re- 
gla de carácter general enunciada |*>r esta última ley. Con an- 
terioridad a la ley 11.719 ya citada, la situación varial». pues 
siendo la ley de prenda agraria— posterior a la ley de quiebra 
Sí* 415» — tratándose de una ley especial sus disposiciones pri- 
tnaliati sobre la ley anterior. Kl caso es hoy, a juicio del Infras- 
cripto, distinto. Se ha dictado la nueva ley de quiebras, que no 
.iace distingos como se ha dicho, en cuanto a la atracción que 
ejerce sobre las acciones intentadas contra el fallido y su carácter 
.1c ley posterior. Ies acuerda primacía a sus disposiciones sobre las 
que contengan las leyes anteriores a su vigencia. 

3* Que de cualquier manera, sea ello o no asi Ib cierto es que 
las dificultades que prácticamente se presentan en estos casos 
ac hace necesario ante la nueva situación creada j>or la ley núme- 
ro 11.719 un nuevo pronunciamiento del Tribunal llamado a re- 
solver la incidencia. 

4» Que la ley dé quiebras vigente al determinar la preferen- 
cia de los créditos, establece que son acreedores con privilegio 
especial, aquéllos cuyos créditos provienen de algunas de las cau- 
sas que enumera el art. 130, inc. 11 o sea. en tocios los casos en 
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que las leyes acuerdan el derecho de retención y en las demás ex- 
presamente establecidos en este código, en el Código Civil y en 
leyes especiales. 

Por lo demás, el art. 125 establece que son acreedores de la 
masa y serán tugados con preferencia a los acreedores del falli- 
do, los titulares cuyos créditos provengan de los gastos necesarios 
paja la seguridad de los bienes del concurso, conservación y ad- 
ministración, etc.. comprendiéndose en dichos gastos causídicos 
los originados en el juicio de quiebra y que ese privilegio no tiene 
lugar respecto a los acreedores de dominio y de los que tuvieran 
un privilegio es|>ecial. respecto de cuyos créditos solo tienen pri- 
vilegio las costas que se refieren esj>ecialmente a ellos y los gas- 
tos necesarios para la seguridad y liquidación de esos bienes o 
cobro de esos créditos cuyo monto será fijado i>or el Juez cuan- 
do dcl>an ser ]>agados en el concurso general, todo lo cual vincula 
intimamente al crédito de premia agraria, en que el titular es un 
acreedor con privilegio especial, con el procedimiento de la 
quiebra. 

i .a situación, prácticamente, se advierte con mayor claridad 
en este caso, en que los bienes prendados por el fallido a Di Te- 
lia Limitada, cuyo juicio se sigue ante los Tribunales de la Capi- 
tal Federal, fueron vendidos en el juicio de quiebra que tramita 
ante este mismo Juzgado y en los que se encuentran consignados 
los fondos provenientes de su venta, embargados por mandato 
del señor Juez de la prenda. 

En los autos de quiebra, el acreedor por arrendamientos pide 
asimismo se declare su crédito de i«go preferente con respecto al 
crédito garantido con prenda agraria, invocando el privilegio que 
a su juicio le acuerda el art. 130 de la ley de quiebras. 

Cotilo se vé. la situación sería curiosa. Los bienes se han ven- 
dido en el juicio de quiebra, se le pide al Juez de la misma que 
en ejercicio de la atribución que le acuerda la ley de graduar la 
preferencia de los créditos, declare que el crédito por arrenda- 
mientos tiene preferencia sobre la prenda agraria y en cambio 
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el Juez de esta última, reclama los fondos y sostiene su conit>c- 
tencia |Kira seguir entendiendo en dichos autos. Ahora bien : ¿cuál 
de los jueces del»en resolver la incidencia promovida por el loca- 
dor 6 cual de los dos del>e resolver, en su caso si las costas o los 
gastos devengados para la liquidación de los bienes prendados, 
son o no a cargo del acreedor prendario? Y resuelta la preferen- 
cia si ella resulta favorable a los gastos causídicos de la quiebra, 
¿cuál de los dos jueces establece el monto de las costas o gastos a 
cargo del acreedor prendario? Sí el Juez d6 la prenda dclic se- 
guir entendiendo en el juicio que sigue el acreedor prendario an- 
te distinta jurisdicción, la dificultad para resolver la situación 
enunciada, se advierte sin el mayor esfuerzo c inducen al Infras- 
cripto a mantener su criterio o sea el de que debe ser el Juez «le- 
la quiebra, quien entienda en todas las acciones judiciales promo- 
vidas contra el fallido, cualesquiera sean su naturaleza, que co- 
mo se lia visto, la ley X 9 11719, posterior a la de la prenda agra- 
ria, en manera alguna distingue y antes bien, ha vinculado la pren- 
da agraria, intimamente a los procedimientos de la quiebra. 

Por estos fundamentos, resuelvo: tener por formada la con- 
tienda de competencia y elevar a sus efectos los antecedentes a la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, haciéndose sal)er la pre- 
sente resolución al señor Juez de la prenda por medio de exhorto. 



Ante mi: />. $, Núñcc. 

DICTAMEN DEL PROCURADOS GENERAL 

Suprema Corte: 

I -i jurisdicción acordada por el art. 18 de la ley 9644, sobre 
prenda agraria, no se altera — ha dicho V. £. — i>or el hecho del 
fallecimiento del deudor ni por su declaración de quiebra, y cons- 
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tituyc una excepción a las normas que, para los juicios universa- 
les, establece el art. 3284 del Código Civil y el ait. 58 de la ley 
de quiebra N* 4156 (138:67). 

En tal virtud, uo corresponde acumular al juicio de quiebra 
las actuaciones relativas a la ejecución de una prenda agraria, la 
que debe tramitarse con independencia de aquél, ante la juris- 
dicción convenida para el cumplimiento del respectivo contrato. Es 
ésta la única excepción que V. E. ha admitido al principio general 
de atracción en favor de la quiebra, de causas concernientes al fa- 
llido (166:220). 

Aplicando esta doctrina al caso de autos, la presente con- 
tienda del»e dirimirse en favor de la competencia del Juez «le Paz 
Letrado de la Capital de la Nación por cuanto en el contrato de 
prenda agraria, agregado a fs. 1 del expediente sobre ejecución, 
se ha fijad» la ciudad de Buenos Aires como lugar |>ara el cum- 
plimiento de las obligaciones convenidas. 

Xo del* pros[>crar t en mi opinión, la doctrina contraria sos- 
tenida por el Juez de Dolores (provincia de Buenos Aires) que 
conoce en el juicio de quiebra del deudor. 

I-as razones concernientes a la especial naturaleza de la eje- 
cución de prenda agraria, tenidas en cuenta por V. E. para inter- 
pretar y aplicar, en la forma preindicada. las aludidas disposicio- 
nes legales, subsisten aun después de dictada la nueva ley de quic* 
bras N* 1 1.719, toda vez que el art. 122 de la misma es, en lo per- 
tinente, una reproducción textual del art. 58 citado en la ley an- 
terior. A la misma conclusión conducen las manifestaciones he- 
chas al votarse la N 9 11.719 (Diario de Sesiones, Senadores. 
Agosto 31/933, T. 1, pág. 859; Diputados, Septiembre 22/23/ 
933, T. V, pág. 73) ; se déjala intacta la redacción anterior de 
algunos artículos jara que pudiese seguir siendo aplicable la ju- 
risprudencia de los tribunales a su respecto; y la nueva ley de 
quiebras no modifica!» a la de prenda agraria. 
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Xo hay motivo, pues, para que cambie la doctrina de V. K.. 
por lo que corresponde resolver la presente cuestión jurisdiccional 
en favor, como he dicho, del Juez de Paz Letrado de la Capital. 

Buenos Airea, Noviembre 21 de 1935. 

Man Alvares. 



PALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires. Diciembre 23 de 1935. 

Autos y Vistos: 

QiS de contienda de competencia tratada entre un Juez de 
l»az Letrado de la Capital Federal y Otro de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial del Departamento del Sud de la provincia 
ele Hítenos Aires para conocer en la causa seguida |*>r Di Telia 
Ltda.. contra Knrique Alvarez sobre cobro de jpésós con prenda 
agraria. 

Y Considerando: 

Que la declaración de quiebra atrae al Juzgado de la misma 
todas las acciones judiciales contra el fallido en relación a sus bie- 
nes. Todas las causas contra el quebrado, civiles o comerciales y 
aún las radicadas ante el fuero federal deb*n ser tramitadas y 
resueltas j>or el Juez de aquélla (Fallos: Tomo 166, ]>ág. 220». 

Ouc constituye una excepción al principio de atracción del 
jiiitíb dé quiebra la establecida por el art. 22 de la ley X' 1 9644, 
toda vez que. de acuerdo con él la ejecución de Alfa prenda agraria 
no puede suspenderse por quiebra, muerte o incai>aeidad del deu- 
dor ni t>or otra causa que no sea orden escrita de Juez competente 
dictada previa consignación del valor del certificado, sus inte- 
reses y costas. (Fallos: tomo 137. pág. 303). 
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Que el segundo inciso del susodicho artículo al disponer el 
nombramiento de un defensor especial, si citado el representante 
legal del deudor no compareciera dentro del término de ocho días, 
demostraría con claridad la completa independencia que la ley 
ha dado a la ejecución de la prenda agraria respecto de la quiebra 
y del concurso civil. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminad" y pedido 
l*>r el señor Procurador General, se declara que el Juez c«m| fí- 
lente para conocer en el juicio de ejecución prendaria es el de Paz 
Iletrado de esta Capital a quien, en consecuencia, se remitirán los 
autos, avisándose en la forma de estilo al de la ciudad de Dolo- 
res, provincia de Buenos Aires. Repóngase el pkpel 

Roberto Repetto. — A nton ir 
Sagarxa. — Luis Linares. — 
B. A. Nazas Axciiorexa. — 
Jl-an B. Tkrák. 



Don Amadeo Duche contra la Provincia de Santa I : e. sobre rei- 
vindicación. 

Sumario; Presentando ambas jjartes los títulos de propiedad en d 
juicio y no pudiéndose establecer en forma categórica la ma- 
yor antigüedad del dominio de uno tt otro, procede la apli- 
cación al caso del articulo 2792 del Código Civil, y hacer 
prevalecer el derecho «le los poseedores del inmueble. 

Caso: l«o explican las piezas siguientes: 
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AUTO OK t.A CORTE Sl'FREMA 

Buenos Airea. Junio 21 At 1980. 

KI presente juicio quedó trabado entre don Amadeo Duche y 
la provincia de Santa Fe (fs. 54), que se había hecho parte en 
él. por la citación de evicción que le hiciera la parte demanda- 
da (f¿ .16). 

Qíw a fs. 61 se resolvió lilirar oficio al señor Gobernador de 
la provincia de Córdoba, haciéndole saber que esa iirovincta ha- 
bía sido citada fie evicción por don Amadeo Duche, oficio que fué 
reiterado a fs. 78. 

Ouc en el presente escrito el apoderado de la provincia de 
Córdoba» aclarando el de f s. 84. se excusa de tomar la defensa del 
evicciónante, entrando en consideraciones sobre la responsabilidad 
en caso de evicción. lo que no es la oportunidad de dilucidar en el 
presente juicio de reivindicación. 

p0f ello se declara que el juicio debe proseguir entre el ac- 
tor Duche y la provincia de Santa Fe. Hágase sal>er. 

A. Bermejo — D. E. Palacio — J. 

FlGCEROA Al.CORTA. — KaMÓN 

Mknokz. 



fallo db la corte suprema 

Buenos Aires, Diciembre 27 de ltSi. 

Y Vistos: 

Estos autos de reivindicación iniciados ante la justicia de la 
provincia de Córdoba por don Amadeo Duche contra la sucesión 
de José Bernardo Iturraspe de una tierra llamada "Monte de la 
Oscuridad", cuya extensión y ubicación expresa, de los que re- 
sulta: 



ni jucrici* be la nación 3» 

1* Que reivindica el referido inmueble invocando la condición 
di* sucesor de Heraclio Román, en virtud de haber adquirido su 
derecho en d remate público realizado en la ciudad de Córdoba en 
K efe Julio de 1908 en el juicio Román y Allende v/. H. Román, 

2* Que Román era dueño del terreno que reivindica en vir- 
tud de compra hecha a Napoleón Saravia y Elisa S. de Saravia 
en 1H87 jw>r escritura ante el escribano £. Homero Matos, siendo 
los Saravia compradores a la provincia de Córdoba por escritura 
de 30 de Abril de 1886. pasada ante el escribano Secundino «leí 
Signo. 

< Jue al cumplirse la orden judicial de |K>sesión se encontró 
con la oposición de Carlos Iturras|>e que desconoció la orden sos- 
teniendo ser dueño y |>oseetlor del inmueble que se pretendia ocu- 
|xir |K>r si y por sus coherederos, como sucesores de su |iadre J. 
Bernardo íturraspe. 

4" Que el derecho de su causante como dueño del Monte de 
la Oscuridad, está abonado jwr numerosos antecedentes. 

5? Que Román hizo deslindar judicialmente la propiedad en 
Noviembre de 1887. operación realizada i>or el agrimensor José 
María Narvaja y resultando de ella que no podía integrarse la su? 
perfkie vendida en la forma i teterminada j*>r la escritura, el agri- 
mensor proyectó una integración hacia él Kste, la que fué apro- 
bada judicialmente. 

6P Que de acuerdo con lo proyectado por el agrimensor del 
Gobierno de Córdolia integró a Román su primitivo titulo, el que 
fué anotado en el Registro de Propiedad. 

7 V Que posteriormente Román pidió la réjtosjción dé los mo- 
jones puestos en su primera operación, por Imlier sido removidos. 
Que estas diligencias fueron judiciales y que al practicarse i>or el 
misino perito Narvaja, encontró octt)>antcs que no se hallaljau 
citando su primera mensura y que dijeron representar a Tristán 
Malhrán. Vicente Casares y otros, quienes protestaron la opera- 
ción; que esto originó un largo proceso que terminó con la de- 
claración de que las tierras pertenecían a Román. 



FALLOS DE LA COtTE SUPREMA 



8» Que en atención al resultado del pleito de reposición de 
mojones, Román trató de desalojar a los vencidos, acreciendo en- 
tonces J. B. Iturraspc, contra quien inició juicio que quedó in- 
concluso en virtud «le la ejecución en la que se produjo el rema- 
te de su derecho que el actor adquirió y siendo esc el título con 
que inicia la presente demanda. 

9» (Jue como ha dicho ya, al pretender tomar posesión del te- 
rreno comprado, encontró la oposición de Carlos lturrasj>e quien 
acompañado del Juez de Paz de San (iuillermo. provincia de San- 
ta Fe, invocó por si y sus coherederos derechos de |x>seedor y pro- 
pietario. Que es así que se vé obligado a promover la presente 
demanda. 

10» Que con los antecedentes expuestos, es evidente que el 
Monte de la Oscuridad pertenece a su causante Román y que se 
llalla situado en la |>edania Libertad, de|>artameiHo San Justo, 
provincia de Córdoba, la que se prucki 110 solamente jx>r las es- 
crituras en que se vendió el inmueble sino también |>or los juicios 
«le deslinde ya citados, lo que revela la inexactitud de Iturraspe 
quien invocó, al o|>onerse a la toma de |>oses¡ón que se hallara 
en los limites de la provincia de Santa Fe. 

1 1* Que no obsta para que esto sea así la circunstancia de que 
en las escrituras de adquisición la provincia de CYirdoha haya 
puesto la cláusula de que si resultase que parte del campo vendi- 
do estuviese dentro de la provincia de Santa Fe. lo integraría con 
campos fiscales adyacentes, puesto que la línea separatoria entre 
ambas provincias no ha sido aun trazada y entonces las cosas de- 
Ik'ii )>crnianecer y perinanecen en la misma situación en que se 
hallaban al tiempo de la escrituración o lo que es lo mismo que 
el terreno reclamado debe ser considerado como situado dentro 
de los limites de Córdol>a. 

!2* Qw fundado en estas consideraciones invoca los arts. 
2758 y 2772 del Código Civil y pide se condene a los herederos 
de J. II. Iturrasi»t a entregar la superficie de 10.871 h., 9221 mts. 
2. o lo que resulte indebidamente ocujwulo por ello*, con daños e 
intereses. 
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IS 9 Que cuma pudiera objetarse que no es |>oscedor dcs|>o- 
st* ido. hace notar que está habilitado fiara invocar a su favor la 
IMisesión ejercida por sus causantes e intentar la acción reivindi- 
catoría en nombre de ellos y en su interés. Que el titulo de adju- 
dicación que presenta con la demanda im¡«»ru una cesión de de- 
rechos (arts. 1444, 27K9 y siguientes «leí Código Civil). 

14 v tjue pide asimismo se cite de evicción al Fisco de Cór- 
doba, en su calidad de vendedor de Román, su causante. 

15* Que emplazados los demandados, citan de evicción a la 
provincia de Santa Fe. 

16'' Que habiendo comparecido ésta, la justicia de la provin- 
cia de Córdolm, eleva los autos a esta Corté |K>r reputar que esa 
circunstancia suscita su com|>ctcncia. 

17" Que justificada la jurisdicción originaria de la Corte Su- 
prema, ésta cita a la provincia de Córdolm a comparecer como 
responsable jnir la evicción. en su calidad de vendedora originaria 
del actor. 

18? Que la provincia de Córdoki alega no estar obligada a 
comparecer |«»r cuanto el remate en que el actor adquirió el dere- 
cho que funda su demanda se estableció claramente que Román 
no tenia la posesión en gran j«rtc del inmueble, cuestión (pie no 
daría lugar a reclamación alguna jwstcrior. por tanto no podía ci- 
tar de evicción (arts. 2098 y 2101, inc. 3* del Código Civil). 

19* ijne esta Corte declaró que en adelante el litigio debía se- 
guirse entre el actor Duche y la provincia «le Santa Fe ( fs. 91 ). 

20" Que la provincia cié Santa Fe. contestando la demanda 
dice que el propio título invocado por el actor conspira contra su 
demanda jnir cuanto no tenia la provincia de Córdoba la seguri- 
dad «le |HMlenecerIe la tierra que vendía puesto que sometía la 
venta a la demarcación de su frontera con Santa Fe y se compro- 
metía a integrar la superficie que faltara con otras tierras fisca- 
les adyacentes. 

21" Que niega la posesión no sólo del actor sin» de sus an- 
tecesores, habiendo todos aceptado la transferencia sujeta a la 
limitación que puso la provincia de Córdoba a su venta originaria. 
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22" Qufe en cambio la provincia de Santa Fe vendió tierras 
de la que es parte la reivindicada, a Lópec y Arias por escritura 
de Junio y IMcicmhre de 1883 en cumplimiento de ana ley de 
1881. las que fueron deslindadas a jxxlido de l-ópez y Arias por 
el agrimensor Abelardo Bayona en Agosto <le 1884. operación 
aproliada judicialmente. 

23" (¿ue este deslinde dio lugar a un reclamo de Honorio Mi- 
gand. por cuya razón, fueron reservadas tierras fiscales para inte- 
grar la falta qtté tuvieran López y Arias, las que medidas judi- 
cialmente j>or el ingeniero Knrique Foster en 1887. fueron mate- 
ria de una escritura complementaria de integración de tierras a 
favor de Agrelo Kassi, Iturraspe y Méndez (Joncalvez. a quienes 
se cntrcgntia la superficie que aparecía siqieq>«esta con la per- 
teneciente a Rigand. 

24' Que la provincia de Córdolia nunca tuvo |M>sesión ni ju- 
risdicción de esas tierras, ni antes ni después de las ventas hechas 
por Santa Fe. ni muchos menos después de la demarcación hecha 
|M>r el perito Aguirre. aplicando el laudo de esta Corte que fijó el 
límite separativo de ambas provincias. 

25' Que los actos de jurisdicción, dominio y fiosesión de San- 
ta Fe, se lian repetido sucesiva y iwhlicamentc (nombramientos 
judiciales, administrativos, mensuras, etc.. en la zona donde se 
encuentra el bien demandado). 

2TV Que el decreto de Febrero de 1886 y la mensura de Fos- 
ter son actos demostrativos de ia posesión de los terrenos que 
Santa lia tenido de los terrenos referidos y con mayor ra- 
zón las mensuras judiciales de IJayona y Foster. 

27* Que los demandados tomaron posesión real de las tie- 
rras reservadas a raí/, del «lecreto de Febrero de 188b y que le- 
vantaron poblaciones y construyeron alambrados que sulwisten 
ltoy. A uno de esos alambrados se refiere el acta de toma de po- 
sesión que pretendió el actor. 

28» Que el título «le los demandados es \*>r tanto anterior al 
del actor y que el inmueble que se reivindica ha estado siempre 
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en poder de Santa Fe. Que por tanto el actor no puede actuar 
tomo procurador de sus causahabientes porque estos no fueron 
ni propietarios ni poseedores. 

¿2> Que el reconocimientü de la jurisdicción de Santa Fe 
ha sido hecha por los propios tribunales de Córcloha (fallo 6 de 
Febrero de 1904. consentido por desistimiento «le apelación de 
Werndio Román). 

30* Que en los fallos que cita se ha declarado que un ti- 
tulo «le fecha (>osterior a la posesión del demandado no puede 
fundar una reivindicación, siendo también aplicable otros que 
igualmente invoca. 

31» Que finalmente invoca la prescripción de treinta años 
pues se hallan cumplidas, dice, uniendo la posesión de los de- 
maulado* con la de la provincia de Santa Fe. de acuerdo con 
lo» antecedentes que ha expuesto. 

32» Que también opone la prescripción de diez años porque 
en evidente, dice, que desde que se otorgó escritura directa a 
lturraspc se encuentran remitidas las otras condiciones de justo 
titulo y de buena fe. 

33" Que corrido traslado al actor de las excepciones de pres- 
cripción sostiene que no puede invocarse por cuanto la provin- 
cia de Córdoba ejerció la posesión al otorgar la venta a Sara- 
via, luego Román al deslindar d campo comprado a Saravia. que 
es después de la segunda operación dd perito Narvaja que apa- 
recen contradictores a su posesión, que los tribunales han rc- 
coirocido esa posesión en favor de Román, y en cuanto a la pres- 
cripción de diez años (que sólo podría comenzar a contarse des- 
jntés de otorgado d título de 18») ha sido constantemente inte- 
rrumpida por demandas de Román, bien se haya declarado que 
fueron deducidas ante jueces incompetentes, como establece ca- 
tegóricamente d art. 3990 dd C. Ovil. 

Abierta a prueba la causa, se ofrece la instrumental a que 
se refiere d escrito de fs. 138, emsirtente en pezas de otros 
expedientes, y se llama autos para sentencia. 
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Y Considerando: 

lv Que el actor deriva su derecho para reivindicar de un 
titulo otorgado por la provincia de Córdoba a favor de Napi>- 
león Saravia y Elisa S. de Saravia en 30 de Abril de 1886 por 
el que Ies vendía un inmueble llamado Monte de la Oscuridad, 
que luego adquirió de ellos Heraclio Román por escritura de 18 
de Julio de 1887. y de quien es finalmente sucesor Amadeo Du- 
che, actor «le la presente demanda, como comprador en remate 
público realizado el K de Julio de 1908 por orden judicial en el 
juicio seguido l>or Komán y Allende v. Heraclio Román. 

2» One los demandados invocan a su turno ¡ara resistir 
la acción t|n titulo de venta de tierra pública hecha por la pro- 
vincia dé S:inta Fe a Lópei y Arias j>or escritura de fecha Ju- 
nio y Diciembre de 1883 y luego la de 24 de Abril de 1889. 

3* Qué la venta cié la provincia de Córdoba a los causantes 
del actor contenia la cláusula de que por encontrarse el Monte 
dé la í >scuridad limítrofe o cercano a la provincia de Santa Fe. 
si al trazarse la linea «li visoria entre ambas provincias resultase 
quedar ]>arte de lo vendido dentro de Santa Fe. el vendedor in- 
tegraría esa parte con campos fiscales adyacentes. 

4* Que la venta de Santa Fe a los causantes de la demanda 
no contiene condiciones ni limitaciones semejantes. 

5° Que es en virtud de esa diferencia (y de la que surge del 
titulo inmediato del actor que luego se dirá) que la provincia de 
Santa Fe es parte en este juicio como responsable de saneamien- 
to y no lo es la de Córdoba. 

f+ Que Heraclio Román adquirente de Saravia pidió men- 
sura de la tierra vendida, operación que fué practicada por el 
agrimensor Narvaja en 1887, siendo aprobada judicialmente. 

7* Que también los adquirentes de la provincia de Santa Fe 
promovieron la mensura ele sus tierras, practicada por el inge- 
nien» Foster y de acuerdo con ella se otorgó la escritura ya re- 
ferida de 24 de Abril de 1889. 



K JUSTICIA DB LA NACIÓN 



295 



8* Que ambas partes sostienen la mayor antigüedad <le sus 
títulos y posesiones respectivas. 

9 f Que el actor cuya obligación estricta es de demostrar su 
pi 'sesión anterior al demandado, invoca como acto |>osesorio má- 
ximo la mensura de Narvaja de 1887. pero esta consistió en la 
determinación de un área de tierra fiscal dentro de una zona 
mayor y no importa por tanto un acto que pueda oponerse a 
terceros (véaserfs. 269, 2* cuerpo. Juicio Milessi Román). 

10. Que en cambio existe la constancia judicial de que en 
1893 no podia hacer Román tradición de la tierra litigada (Fa- 
llos: C. S.. tomo 56, pág. 332), situación que subsiste en 1897 
(tomo 66, pág. 363 id.). 

11. Que esta falta de posesión continúa en 1908, cuando fué 
enajenado su derecho al Monte de la Oscuridad y la adquiría 
Enrique Galíndez. |x>r lo que en el acta de remate consta que 
"Román no tiene la posesión efectiva de gran parte del inmue- 
ble que se vende, por encontrarse en litigio, circunstancia que no 
daría lugar a reclamación alguna" (fs. 3 de los autos). 

12. Que invocándose por actor y demandado la mayor an- 
tigüedad de sus {xisesiones sin poder dar a sus demostraciones 
el primero la precisión requerida por una acción de reivindica- 
ción, es de recurrir al examen de los títulos de sus causantes ori- 
ginarios, las provincias de Santa Fe y Córdoba. 

13. Que la Nación y las provincias en sus casos respetivos 
han sucedido a Ks|»aña en la propiedad privada de las tierras 
situadas dentro de sus fronteras, que no reconocieran títulos an- 
teriores otorgados también |x>r el Estado, como lo ha declara- 
do esta Corte (Fallos: tomo 113, j>ág. 204: tomo 142. pág. 224: 
tomo 155, pág. 302). 

14. Que el limite se|>anitivo entre Córdolxi y Santa Fe fué 
establecido por laudo de esta Corte (18 de Marzo de 1882) dan- 
do las bases para trazarlo en el terreno — lo que no ha ocurrido 
aun en la zona donde se encuentra el terreno cuestionado—, pero 
es de considerar que "su fecha es anterior a la venta que la pro- 



m 



vincia <fc Córdoba hacia a Napoleón Saravia y hermana del Mon- 
te «le la Oscuridad" (30 de Abril de 1§86). en la que se incluía 
la cUMa de que ai remítate estar el terreno vendido dentro 
de lo» limite» de Santa Fe, integraría lo fattante con otra» tie- 
rras fiscales lo que importa una duda «obre su derecho de pro- 
pietario, incompatible con la posesión jurídica, que supone la 
aprehensión consecutiva a un titulo de dueño (arts. 2ti01 y 3062 
del Código Civil). 

1$. Que si no está pues establecido que el Monte de la Os- 
curidad se encontráis dentro de las fronteras de Santo Fe, por 
iu> haberse tratado en el terreno la línea separativa establecida 
j*>r el laudo de la Corte de 1882, está acreditado, en cambio, que 
es Santa Fe quien ha ejercido antes y hasta el presente la sobe- 
ranía y jurisdicción real (nombramientos de empleados, tutela 
policial, cobro de impuesto-, (fs. 193 y siguientes, 2» cuerpo M¡- 
lessi Román)** no habiendo sido desconocido el hecho en el fa- 
llo de la justicia de Córdoba (Noviembre 16/905, j>ág. 341, 2" 
cuerpo del expediente Milessi Román, ofrecido como prueba». 
Kl actor no ha probado ni intentado hacerlo respecto de la pose- 
sión de Córdoba al vender a Saravia el Monte de la Oscuridad 
(véase Fallos: Corte Suprema, T. 142, pág. 273). siendo asi 
que la tradición no puede trasmitir sino los derechos que son 
propios del que la hace (art. 2603 del Código Civil). 

16. Que la superioridad relativa que crean estos antecalen- 
te?, a favor del titulo proveniente de Santa Fe desaparece ante 
la deficiencia de las pruebas aportadas i«r las partea y crean una 
dificultad considerable jara el pronunciamiento que se agravaría 
en el caso de que los títulos de los contendores provinieran de un 
mismo causante dado que el art. 2791 del C Civil dispone que 
debe prevalecer el derecho de aquel que hubiera sido puesto pri- 
mero en posesión del inmueble. 

17. Que no hay dificultad, en cambio, cuando como en el ca- 
so, los litigantes tienen causantes diversos, pues que en ese sil- 
puerto, la ley ha decidido que en la dificultad para establecer el 
verdadero propietario, triunfe el poseedor actual. 
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18. Que los demandados han opuesto la prescripción de 
treinta años y la de diez anos y si desde las ventas jírimeras de la 
provincia de Santa Fe hasta ia iniciación .le la presente deman- 
da han transcurrido más de 30 años debe tenerse presente que 
Román promovió demanda contra Iturraspe ante los jueces de 
Córdoba y luego ante los jueces de esta Capital, que habrían in- 
terrumpido el curso de la prescripción, aun la de diez años, da- 
do que es en poco tiempo anterior a la presente demanda ( véase 
juicio Román v. Iturraspe por reivindicación y daños y perjui- 
cios ofrecido como prueba, año 1910). 

19. Que la solución que impone al presente caso la aplica- 
ción del ait. 2792, esta abonada por una consideración de otro 
orden que el Tribunal debe recordar y es la de que el titulo in- 
mediato del actor carece de un requisito que hace al fondo mte- 
mo del derecho, dentro del sistema inmobiliario argentino. 

20. Que en efecto la escritura pública es requerida como 
condición de existencia para toda trasmisión inmobiliaria (art. 
1184 del Código Civil) y solamente se dispensa de ella a la com- 
pra en remate público. 

21. Que en consecuencia, Enrique Galíndez, comprador en 
remate público del derecho de Román tiene titulo que equivale 
a escritura pública, según el art. 1184 del Código Civil, puesto 
que a pesar de no haberse hallado en el remate realizado el 8 de 
Jubo fie 1908 éste fué adjudicado a Darío Ortiz. que en esc 
mismo momento manifestó que "hacia la compra para Enrique 
f -alinde* de quien tiene instrucciones y es apoderado". 

22. Que, en cambio, no se encuentra en el mismo caso Ama- 
deo Duche, el actor en este juicio, pues que su titulo dimana de 
una manifestación hecha ante el Juez en 18 de Julio de 1914. o 
sea seis años después del remate, durante los cuales Galíndez 
intervino como comprador en el juicio ejecutivo en que se rea- 
lizó el remate sin aludir a Duche como dueño verdadero. 

23. Que la excepción a un principio tan estricto como es 
él de la existencia de escritura pública para toda trasmisión i„- 
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mohiliaria no puede ser aplicado por extensión y ser invocada, 
por tanto, por el actor, puesto que al admitirse tai interpretación 
nada im|tediria que otras trasmisiones sucesivas hubieran podido 
hacerse de 1a misma rilanera. 

24. Qüc la declaración hecha en 18 de Julio de 1914 por Ga- 
líndez de que "el remate en realidad fué realizado por cuenta y 
urden de Duche" no está abonado por ningún antecedente que 
justifique hatwr recibido el mandato en la fecha en que se rea- 
lizó el reñíate. 

25. Que en presencia de estos antecedentes es de indudable 
aplicación el art. 2792 del Código Civil dado que concurren en el 
caso las condiciones que él exige |>ara su pertinencia, pues am- 
itos litigantes han presentado títulos, sin que pueda establecerse 
en forma categórica la mayor antigüedad del dominio de uno u 
otro, lo que habría decidido el pleito por aplicación de otro 
principie». 

26. yue, en consecuencia, delw prevalecer la posesión de los 
demandados. 

En su mérito, se rechaza la demanda promovida i»r don 
Amadeo Duche v. C. Itunraspe y otros, sin costas. Notifiquese y 
re^ftngasé el |ttpel, archivándose el expediente en su oportunidad. 

Roberto Rkpetto. — Antonio 
Sagarna. — Luis Linares. — 
U. A. Nazar Anchorena. — 
Juan B. Terán. 
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Don Lorenzo Labat contra el Fisco Nacional sobre devolución de 
derechos aduaneros. 

Sumario: las condiciones fijadas por la ley 11.281, articulo 10 
y su Decreto Reglamentario respecto de la franquicia que se 
acuerda a los exportadores de leche y manteca, no pueden 
ser ampliados o modificados por un simple decreto ministe- 
rial que no tiene fuerza legal generalizado™. 

Caso: l-o explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Julio 27 de 1933. 

Y Vistos: 

liste juicio seguido por Lorenzo Labat contra la Nación so- 
bre devolución de derechos, de cuyo estudio resulta: 

1" A fs. 3 don Horacio S. Devoto en representación de don 
Lorenzo Labat demanda a la Nación por devolución de la suma 
de $ 4.284.40 o/s. o su equivalente de $ 9.737.26 m/n.. y fundan- 
do su acción, dice : que su mandante es sucesor de la firma I-abat 
y Faini. Que ésta importó al país paquetes conteniendo cajones lia- 
ra envases de manteca que gozan de los privilegios determina- 
dos en el art. 10 de la ley 11.281. Solicitada del Ministerio de 
Hacienda la devolución de los derechos aduaneros juagados por 
la mercadería importada en mérito de no haber ella permanecido 
en el país, pues fueron exportados conteniendo manteca elabo- 
rada por los señores Melana y Pattigiani, por expedientes 6475 
— L — 1928 y 1739 — L — 1928, la denegó, resolución que fué con- 
firmada por decreto del P. E. 
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lúnula sus derechos en las disposiciones del art. 10 de la ley 
U.2H1 y solicita que en definitiva se condene al Gobierno de la 
Nación a la devolución de la suma demandada, con costas. 

2* El señor Procurador Fiscal a f s. 11 contestando la de* 
manda solicita su rechazo con costas. Dice que k» interesados han 
omitido establecer en los boletos de exportación de la mercade- 
ría la fecha de entrada y nombre de los vapores, números de ios 
jaqueles y documentos por los cuales se abonaron los derechos 
de importación, como asi también la cantidad de cajones desar- 
mados y el kilaje correspondiente a dichos envases, requisitos 
indispensables |>ara acogerse a los beneficios establecidos en el 
art. 10 de la ley número 11.281 como lo ha resuelto el Ministerio 
ele Hacienda en sus resoluciones Nos. 1273 y 1275 de Septiem- 
bre 2 de 1924 publicados en el * 'Boletín Oficiar* de Octubre 22 
«leí mismo año. 

Que no puede hacer mérito el actor del silencio del decreto 
reglamentario de la ley 11.281. respecto al art. 10 de la misma, 
pues si éste no ha sido reglamentado en dicho decreto no signi- 
fica que no puedan dictarse administrativamente normas ]>ara la 
aplicación del mismo en las resoluciones pertinentes las que lle- 
nando el vacki que se señala sirvan de valioso antecedente para 
su interpretación. Tampoco f Hiede alegar el actor desconocimien- 
to de las resoluciones denegatorias que menciona, dictadas en 
casos análogos al de autos, dada la actividad que desarróllate. 

Kl |>ago de los derechos cuya devolución se solicita no se 
ha hecho bajo protesta por lo que su representada se ampara eu 
la constante jurisprudencia, que cita, de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación según la cual no procede la repetición de 
lo pagado sin aquélla salvedad. 

.V Abierto el juicio a prueba se produce la certificada por 
el actuario a fs. 14 vta. habiendo alegado ambas partes a fs. 
1S v 26. 

Considerando: 

1- Respecto a la falta de protesta alegada |wr el señor Pro- 
curador Fiscal cal e observar que su exigencia es improcedente en 
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el caso "sub judicc" «pe no versa sobre la devolución de impues- 
tos que se consideran pagados indebidamente sino que se trata 
de derechos de ¡injertación abonados correctamente sobre mer- 
caderías que i>ara ser luego exportadas el nctor se considera con 
derecho a que se le reintegre el importe de aquéllos. 

2* Según se afirma en la demanda los hechos que le sirven 
de !>ase se hallan detallados en los expedientes administrativos 
6475— L— 1928 y 1739— L— 1928 del Ministerio de Hacicmla 
que corren por cnerda separada y la acción se funda en el art. 10 
de la ley 11.281 que dispone que a los exportadores de manteca, 
etc.. Ies serán devueltos al hacerse la exhortación los derechos 
que hayan pagado i>or la introducción de los cajones de madera 
para envase. 

Esta disposición legal no exige que el interesado determine 
detalle alguno en los respetivos lioletos de exhortación y como 
tampoco había decreto reglamentario sobre la misma, según se 
reconoce en los expedientes administrativos, es evidente que cons- 
tatada por la Aduana la introducción de los cajones y luego su 
exportación como envase de manteca debe considerarse llenado 
el requisito requerido jwr el recordado art. 10 de la ley 11.281 
como lo ha dictaminado la Inspección General de Rentas el 9 
de Agosto de 1929 y el señor Procurador del Tesoro el 29 de 
Agostó del mismo año en el exj>ediente 6475 — l- — 1928. 

Ahora bien, en las condiciones expuestas encuentra el sus- 
cripto que solamente se hallan comprendidos los envases que 
fueron introducidos jM>r desecho directo Xros. 133.539. 177.683 
y 197.422 del año 1927 a los que se refiere el expediente 6475 
— L — 1928 y en el cual la Aduana pudo formular las tres plani- 
llas de contra liquidación corriente a fs. 8, 9 y 10 del mismo jnir 
un inerte total a favor de la actora de $ 2.529.63 m/n., que es 
la suma |ior la cual corres|>onde admitir la demanda ya que los 
mismos elementos de prueba no se encuentran acumulados en el 
otm exfolíente 1739 — L — 1928. 

l'or lo expuesto, fallo: «leelarando que el Gobierno de la 
Nación está obligado a devolver al señor Lorenzo Lahat la suma 
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dos mil quinientos veinte y nueve pesos con sesenta y tres cen- 
tavos moneda nacional y sus intereses desde la notificación de 
la demanda, sin costas. 

Eduardo Sarmiento. 



SENTENCIA DÉ LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires. Noviembre 6 de 19:13. 

Considerando: 

AI establecer el art. 10 de la ley X-' 11.281. que : A los ex- 
portadores de manteca y leche esterilizada les serán devueltos 
ix>r la Aduana "al hacerse la exornación" los derechos que ha- 
van jagado por la introducción de cajones de madera, armados 
ó desarmados, de papel especial para envoltura y de envases de 
lata" concede a los industriales que menciona un privilegio, lo 
que hace que la interpretación del mismo sea de carácter res- 
trictivo. 

Surge entonces que la <i|»ort unidad de solicitar la devolución 
de los derechos mencionados es en el momento de la e*porta- 
cioif de los cajones, papel o envases a que se refiere el art. 10 
de la ley citada, y que ese es el momento de acreditar que la 
mercadería que se exporta va acondicionada en los "mismos ma- 
teriales importado?" y demostrar el pago de los derechos de im- 
portación, cuya devolución se persigue. 

De consiguiente, los requisitos a que se refieren las resolu- 
ciones administrativas en casos análogos ; de que, en los boletos 
de exportación de la mercadería es menester consignar los da- 
tos tendientes a establecer la importación y pago fie derechos, 
como asi la cantidad y calidad de los efectos mencionados en el 
art. 10 «le referencia, no es más que una consecuencia necesaria 
de la disposición legal y la exigencia de los mismos para la pro- 
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cedencia <lc la devolución que se persigue, no puede causar agra- 
vio a los exportadores comprendidos, aún cuando no exista re- 
glamentación <lel 1\ E. 

Por ello y de acuerdo con lo resuelto |x>r este Tribunal cu 
el caso ile S. A. Molinos Harineros y Elevadores de (¡ranos con- 
tra la Nación, fallado el 28 de Octubre «leí corriente año, se re- 
voca la sentencia apelada y se rechaza la demanda instaurada por 
lahot l-orenzo contra la Nación, sobre devolución de derechos. 
Sin cosías. |x>r no encontrar mérito |*ara im|x>nerlas. — R. Vi- 
llar Palacio. — fí. A. Nasar Anchorena. — Carlos del Campi- 
llo. — J. A. González Calderón. 



IXKOKMK DE LA SECCIÓN REGISTROS DE I.A ADUANA 
Señor Suhadministrador v Contador Interventor: 

IX- acuerdo con el |>edtdo formulado en el presente oficio 
se transcriben a continuación los antecedentes relacionados con 
las o|>eracioncs de importación y exportación efectuadas. 

Vaf*>r Cederic paquete 705 entrado el 4 de Febrero de 1927 
pedido a plaza por desj>acho directo N 9 25.299/1927 con mar- 
ca S./2000 atados iiesando en total bruto 19.000 kilos cajones 
desarmados de otras clases y tamaños no mencionados, prome- 
dio de cada uno 91/2 kilos, volumen total 50 metros. 

Vapor Suecia paquete 1017 entrado el 20 de Febrero del 
año 1927 pedido a plaza por despacho directo N» 33.122/1927 
con marca S./2000 atados pesando en total bruto 18.900 kilos 
cajones desarmados de otras clases y tamaños no mencionados 
para manteca de frigorífico, volumen total 39 metros. 

\'ajK>r Lima paquete 1863 entrado el 31 de Marzo de 1927 
pedido in»r despacho directo Ñ» 60.080/1927 con marca S. 2000 
atados |>e<ando en total bruto 19.200 kilos cajones desarmados 
de otras clases y tamaños no mencionados especiales para ex- 
]»ortación de manteca de frigorífico, volumen total 30 metros. 
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Vapor Lima paquete 1863 entrado el 31 de Marzo de P>27 
se pidió por despacho directo N v 60.220/1927 con marca I S. A. 
1700 atados pesando total bruto 23.000 kilos cajones desarma- 
dos de otras clase* y tamaños no mencionados especiales para 
ext»oitac¡ón de manteca de frigorífico, volumen total 40 miaros. 

Vapor Pedro Christophersen |>aquetc 2760 entrado el 14 
de Mayo de 1927 se pidió por desecho «lirecto X" 91.305/1927 
con marca 1-. S. A. 1700 atados pesando en total bruto 23.000 
kilos cajones desarmados de otras clases y tamaños especiales 
para la ^p6ttód¿n de manteca de frigorífico, volumen total 40 
metros; 

Xota: Estos cajones son destinados al cstablecimienti » de los 
señores Melano y Pcttigiani dahoradures y exportadores de man- 
teca; la nota que antecede se establece a los efectos de la devolu- 
ción que oportunamente se solicitará de acuerdo con la ley en 
vigencia. 

Vapor Succia paquete 37iU entrado d 3 de Julio de $27 se 
pidió l»r desecho directo X 9 120.987/1927 con marca L, S. 
A. 1700 atados pesando en total bruto 23.000 kilos cajones des- 
armados de otras clases y tamaños no mencionados espíales 
para la exportación de manteca de frigorífico, volumen total 
144 metros. 

Nota: Esta mercadería pertenece a los señores Melano y 
l'ettigiani elalwradorcs y exportadores de manteca y la présenle 
nota se establece a los efectos de la devolución que oportuna- 
mentc se solicitará de acuerdo con la ley en vigencia. 

Vapúr Pacific paquete 3440 entrado el 17 de Junio de 1927 
se pidió por despacho directo X" 112.938/1927 con marca L. S. 
A. 1700 atados pesando en total bruto 23.000 kilos cajones des- 
armados de otras clases y tamaños no mencionados especiales 
para la excitación de manteca de frigorífico, volumen total 44 
metros . 

Xota: listos cajones son destinados al establecimiento de los 
señores Melano y Pettigiani e!al>oradores y exportadores .le man- 
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teca estableciéndose esta nota a los efectos <Ie la devolución que 
o|>ortunatnente se solicitará de acuerdo con la ley en vigencia. 

Vapor San Francisco paquete 4161 entrado el 21 de Julio 
de 1927 se pidió por despacho directo N» 133.539/ 1927 con 
marca L. S. A. 1700 atados pesando en total 23.000 kilos cajones 
desarmados de otras clases y tamaños no mencionados especiales 
l»ara la exportación de manteca «le frigorífico, volumen total 44 
metros. 

Nota: Esta mercadería j>crtcm.-cc a los señores Metano y 
IVttigíani industriales y exportadores de manteca establecién- 
dose la presente nota a efectos de la devolución que ojwtuiui- 
niente se solicitará. 

Vapor Valparaíso paquete 5687 entrado el l ff de Octubre 
de 1927 se pidió por despacho directo N* 177.683/1927 con mar- 
ca V. 2000 atados pesando en total bruto 18.500 kilos cajones 
desarmados de otras clases y tamaños no mencionados especiales 
para exportación de manteca de frigorífico, promedio aproxi- 
mado de cada atado 9 1/4 kilos. 

Xota: Esta mercadería pertenece a los señores Mclano y 
IVttigiaiii elaboradores y exportadores de manteca establecién- 
dose la presente nota a efectos de la devolución que oportuna- 
mente se solicitará, volumen total 40 metros cúbicos. 

Vapor Suecia paquete 6288 entrado el 31 de Octubre de 
1027 se pidió por despacho directo N* 197.422/1927 con marca 
V. 2000 atados pesando en total bruto 18.600 kilos cajones des- 
armados de otras clases y tamaños no mencionados especiales 
par* la exportación de manteca de frigorífico, volumen total 
39 metros. 

Nota: Ksta mercadería pertenece a los señores Metano y 
l'cttigiani elaboradores y exportadores de manteca establecién- 
dose la presente nota a efectos de la devolución que oportuna- 
mente se solicitará de acuerdo a las leyes vigentes. 

Tóelos los documentos de desecho detallados precedente- 
mente se encuentran suscriptos por la firma Loretuo Iab.it «> 
Ial»t y Faini esta última sucesora de la primera registrados an- 
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te v>u Aduana en el carácter de despachantes, acreditándose en 
los mismos como propietarios de la mercadería a Melano y Pat- 
tigiani con domicilio en la calle Corrientes 3841 ; hago notar que 
todos los conocimientos se consignan a la orden y se encuentran 
endosados por Melano y Pettigiani. 

tas t»rtútas de cajones de manteca declarados en los j*r- 
misos de exportación que se expresan en los expedientes Nros. 
U79/L/1928 y 6475/L/1928 han sido exportados a nombre ch- 
ía casa Melano y Pettigiani por intermedio de la firma tabat 
y Faini en su carácter de despachantes, en cuanto al |)ago de los 
respectivos derechos de exportación deberá informar la Oficina 
de Control y Pagos. — Registros. — Septiembre 20 de 1935.— 
Cristóbal Wértét, 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 27 de 1935. 

Y Vistos: 

Los autos seguidos por Lorenzo Labat contra el Fisco Na- 
cional j>or devolución de derechos aduaneros, elevados a este 
Tribunal por recurso ordinario de apelación, y 

Considerando : 

1° Que el art. 10 de la ley N» 11.281 dispone que "a los 
e.\|M>riadores de manteca y leche esterilizada les serán devueltos 
por la Aduana, al hacerse la exportación, los derechos que hayan 
logado ]K>r la introducción de cajones tic madera, armados o 
desarmados; de papel especial para envoltura y de envases de 
lata'. 

2" Que en el decreto reglamentario de dkha ley del 18 de 
Febrero de 1924, ninguna formalidad especial se lia establecido 
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para el ejercicio de ese derecho; debiendo, por lo tanto, hacera- 
la aplicación de la franquicia de acuerdo con los términos en que 
la ley la acuerda. 

3» One una resolución ministerial, recaída en un asunto jiar- 
ticular, como la <|ue cita en autos del 2 de Septiembre de 1924. 
si bien puede constituir un precedente respecto a la forma cómo 
la autoridad entiende que debe cumplirse una ley. no tiene ni 
la autoridad ni la fuerza de una reglamentación, desde que sola- 
mente el P. E. puede hacerla dentro del ejercicio de sus facul- 
tadles constitucionales, imponiendo (formalidades, requisitos o 
condiciones, que. sin contrariar el espíritu de la ley. aseguro su 
más exacto cumplimiento y cuya observancia sea obligatoria lia- 
ra todos los habitantes del país. Que. además, un decreto de aque- 
lla naturaleza no tiene generalmente la publicidad que seria ne- 
cesaria para darle tanta fuerza como la ley misma. 

4* Que, a estar a los términos del art. 10 transcripto, el in- 
troductor de la mercadería favorecida jx>r la franquicia y que 
ha abonado el impuesto al importarla, puede pedir su devolución 
comprolando que se le ha dado el destino declarado en la in- 
dustria nacional y que subsiguientemente la ha exportado ; por- 
que es lo que al listado puede interesarle, siéndole indiferente 
que sea reclamada la devolución en el momento mismo de hacer- 
se el cintarque de la mercadería o después, siempre que aque- 
llos extremos resulten comprobados. Nada autoriza a creer que 
la ley haya querido dar al respecto un precepto imperativo cuya 
inobservancia revista la gravedad de hacer caducar el derecho. 
Si tal hubiera sido su sentido, se habría valido de términos más 
explícitos y categóricos. Cuando ella dice que los derechos serán 
devueltos "al hacerse la exportación", no se lia querido decir que 
necesariamente en ese momento y no en otro alguno, debe el in- 
teresado cobrarlos : más bien es razonable creer que ha < pierido 
fijar el hecho de la exportación como condición y como punto de 
partida jara el ejercicio del derecho, desde que no se ve cuál se- 
ria la rascón para una limitación tan rigurosa. 

las leyes deben entenderse, decia la Partida I, ley 12. titulo 



3<* 



FALLOS DE LA CORTE SU FUMA 



1» bien y rectamente, en el sentido más sano y provechoso. Y otra 
regla elemental de interpretación enseña que, en materia favorable 
deben tomarse las palabras de la ley en su sentido más amplio y 
significativo, mientras no sea en perjuicio de tercero. 

KI derecho a la devolución del impuesto establecido en este 
caso )»or una diqxKÍción expresa de la ley, no puede lógicamente, 
caducar sino en virtud de otra disposición de la misma que así lo 
mande categóricamente en determinado caso o circunstancia ; no 
ha de venir por una implicancia más o menos forzada. 

5* Que en los cx| «dientes administrativos Xros. 17.» y 
6475. agregados a los autos, se ha acreditado que la sociedad 1-a- 
bat y Faini (después Lorenzo IjJ«u. su sucesor ) importaron al 
jiais en sucesivas remesas una cantidad de cajones de madera, 
destinados a envasar manteca en la fábrica de los señores Me- 
lano y Pcttigiani, establecida en esta Capital, según expresa ma- 
nifestación hedía por los introductores, quienes operaban como 
agentes de esta casa. Que esos cajones, una w* empleados en su 
destino, fueron exportados conteniendo manteca, también en di- 
versas ]»artidas, por intermedio de los mismos agentes. Que los 
despachos, así como los boletos de exportación, figuraban a nom- 
bre de éstos, siendo asi sus relaciones directas con la Aduana 
I arts. 171 y 595 de las ordenanzas de Aduana). 

«>■ Que en las tramitaciones seguidas en los expedientes de 
referencia, la Dirección de la Aduana no ha negado que la mer- 
cadería exportada corresponda a la importada en su clase, cali- 
dad, cantidad y peso, sino que ha opuesto, como único fundamen- 
to para negar la devolución del impuesto, el no haberse hecho 
constar en los boletos de exportación la fecha de entrada del bu- 
que, el número del jaquete, el nombre de éste y el número del 
dfxuunento \**r el cual se abonaron los impuestos, considerados 
estos enunciados coma requisitos indispensables, según resolución 
ministerial del 2 de Septiembre de 1924 (fs. 7 v 12 del expe- 
diente X" 1739 y fs. 16 del X*6475). 

Que confrontando los despachos de importación con los bo- 
letos de embarque. ex|»edidos en la forma y con los recaudos que 
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las ordenanzas prescriben, puede establecerse la identidad de la 
mercadería, desde que unos y otros deben contener la enunciación 
de la clase, cantidad, marca y peso de los efectos importados y 
exportado» y es deber del Vista y del resguardo la comprobación 
de viso de la exactitud de dichos enunciados, antes de entregar 
aquellos documentos (arts. 104. 549, 565. 122 y 123 de las or- 
<fcnan*as de Aduana). 

Que el informe expedido por la Aduana a fs. 61, contestan- 
do las preguntas formuladas por este Tribunal, con el carácter 
«le para mejor proveer, confirma el concepto que antecede. 

Se ve, por otra parte, que la contraliquidación del impuesto 
pudo hacerse perfectamente en el expediente N» 6475, median- 
te la confrontación de aquellos documentos, como llegó a formu- 
larse, lo que dió lugar a que la secretaria de la Aduana, primero, 
y el Procurador del Tesoro, después, se expidieran favorablemen- 
te a la devolución del impuesto (informes de fs. 130 y 130 vta.). 

< ¿ue está probado que los despachos de k mercadería y bole- 
tos de exportación estaban a nombre de la casa Labal y fueron 
logados por ella misma, menos los que llevan los Nros. 3114 y 
31 15 que estaban a nombre de Metano y Pettigiani y que fueron 
cancelados por éstos (informe de fs. 61) sin que se baya acredi- 
tado en autos que Labat tenga poder para cobrar lo que a aquéllos 
les correspondería percibir. 

Por esta» consideraciones, se revoca la sentencia apelada y 
se declara deber por el Fisco de la Nación, a don Lorenzo Labat 
la cantidad que resulte de la contraliqui dación de derechos que 
deberá hacerse en los dos expedientes Nros. 1739 y 6475 agrega- 
dos, con deducción del importe de los boletos Nros. 3114 y 3115. 
Además, los intereses al estilo de los que cobra el Banco de la Na- 
ción, desde b notificación de la demanda. Sin costas, por b na- 
turales Je b cuestión debatida. Notifíquese, repóngase el papel 
y devuélvanse. 

RoaaaTo Repetto. — Antonio 
Sagaina. — Luis Linaies. 
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Juan José Sobrero. Competencia por inhibitoria - Homicidio. 

Su humo : El conocimiento del proceso seguido por homicidio co- 
metido en un lugar en que d Gobierno de la Nación tiene 
absoluta y exclusiva jurisdicción, como es la Facultad de 
Química de la Universidad del Litoral, corresponde a la Jus- 
ticia Federal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez Federal: 

Juan M. Párma. Procurador Fiscal, evacuando la vista que 
se me ha corrido, como mejor proceda, digo: 

Que habiéndose cometido el delito de homicidio en la perso- 
na del doctor Angel Mantovani, en la Facultad de Química de la 
Universidad del Litoral, en circunstancias que se encontráis des- 
empeñando sus funciones de catedrático, y en un lugar que el 
Gobierno de la Nación, tiene absoluta y exclusiva jurisdicción, 
soy de opinión que el Juzgado, debe avocarse a la instrucción del 
sumario respectivo, por estar el caso encuadrado dentro de los 
términos del inc. 4» del art. 3* de la ley N* 48 y art. 23. inc. 4' 
ciel art. 3* de la ley N* 48 y art. 23. inc. 4» del Código de Pfocd*. 
Criminales. 

■ 

Habiendo el señor Juez de Instrucción de la Primera Nomi- 
nación, ductor Salvador M. Dana Montano, procedido a la ins- 
trucción del sumario respectivo, a pesar de su incompetencia, da- 
do que existe jurisprudencia sentada en casos análogos, que es- 
tablecen el fuero federal, soy también de opinión, que el Juzgado, 
debe promover la cuestión de competencia por vía de inhibitoria, 
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debiendo exhortarse al señor Juez de Instrucción antes indicado 
para que se inhiba de seguir entendiendo en dicho sumario y 
remita las actuaciones sumariales (arts. 45 y 46 del Cód. de 
Procds. Criminales). 

Noviembre 11 de 1935. 

Jmn AI. Parrna. 



AUTO DB PRIME* A INSTANCIA 

Santa Fe f Noviembre 11 de 1935. 

Y Vistos: 

Estas actuaciones promovidas con motivo de haber sido 
muerto, en las primeras horas del dia de hoy, en el local de la Fa- 
cultad Nacional de Química Industrial y Agrícola, el doctor An- 
gel Mantovani, y 

Considerando : 

Que el inc. 4' dd art. 3* de la ley N' 48 dispone expresamen- 
te que. "los crímenes de toda especie que se cometan en lugares 
donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción serán juzgados por los jueces de Sección allí existentes". 

Que el hecho motivo de estas actuaciones ha sido cometido 
en el local de la Facultad Nacional de Química Industrial y Agrí- 
cola, en una habitación dd segundo piso, es dedr, en el interior 
de un edificio nacional, donde, evidentemente, la justicia federal 
tiene exclusiva jurisdicción para intervenir en los crímenes de 
toda especie que allí se cometan. 

Que el doctor Mantovani fué muerto mientras se encontraba 
desempeñando funciones eminentemente nacionales, circunstancia 
ésta que, a mayor abundamiento, demuestra la procedencia in- 
dudable de la competencia de la justicia federal. 
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Por lo expuesto, y teniendo eti cuenta lo dictaminado por el 
¡tenor Procurador Fiscal, resuelvo: declarar que el Juzgado a 
cargo del suscripto es competente para entender en el presente 
caso. Oficíese al señor Juez de Instrucción de la provincia doctor 
Salvador M. Dana Montano, adjuntando copia de la presente, 
]Ktra que se inhiba de entender en el sumario que instruye con 
motivo de la muerte del doctor Mantovani, debiendo remitir dicho 
sumario y todos sus antecedentes a este Juzgado. 

Hágase saber e inscríbase. 

S. Hernández Lopes. 



VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Señor Juez : 

El señor Juez Federal desconoce competencia al Juzgado pa- 
ra intervenir en la instrucción del sumario con motivo del homi- 
cidio perpetrado en la persona del doctor Angel Mantovani en 
tina dependencia de la Facultad de Química Industrial y Agríco- 
la en circunstancias que el nombrado se encontraba en ejercicio 
de sus funciones. La inhibitoria la tunda en et art. 3*, inc. 4* de 
la ley 48 que atribuye a la justicia nacional el conocimienot en los 
crímenes de toda especie que se cometan en los lugares donde el 
(íobiemo Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. Esta 
expresión de la ley no tiene el alcance e interpretación absoluta 
que pretende dársele. Ante todo conviene recordar que la justicia 
fcfleral es de excepción y con esta finalidad la jurisprudencia 
dé la Corte Suprenu de la Nación va evolucionando en el senti- 
do de restringir la competencia de la justicia federal a lo estric- 
tamente federal. A*í primeramente resolvió que era de competen- 
cia federal el conocimiento de los delitos que se cometían en ju- 
risdicción de los ferrocarriles nacionales y poco después dijo que 
los delitos comunes competían a la justicia ordinaria. 
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Con el conocimiento de k» hachos ddictuosos ocurridos en 
las islas sucedió algo análogo. Primero intervenía la justicia 
federal en todos los detitos sin hacer distingos de ninguna dase, 
irnes del texto de la ley no caben distingos (art. 3», irte. 2»). Y 
últimamente, ha dicho que solo compete intervenir cuando se trate 
de delitos cometidos en las islas deshabitadas. Todo esto demues- 
tra la tendencia de la Suprema Corte de restringir en lo posible 
la intervención de esta justicia da excepción limitando su compe- 
tencia a los casos cuando hay "algo federal", como dice d doc- 
tor Zavalta, algo que pueda afectar al orden racional ya sea por- 
que se halle interesada la Constitución o alguna ley nacional. 
Ahora bien» el hecho delictuoso que motiva esta instrucción es un 
delito de carácter común que debe juzgarse de acuerdo a los pre- 
ceptos del Código Penal, hedió que en si en nada ha afectado a la 
autoridad federal y menos aun ha interesado a la Constitución o 
ley nacional alguna, por lo que de acuerdo al principio consa- 
grado en el art. 5* de la ley 27, corresponde intervenir a la jus- 
ticia ordinaria. 

Por ello y demás consideraciones que subirá d ilustrado cri- 
terio de V. S. solicita que no se haga lugar a ta inhibición soli- 
citada. 

Noviembre 14 de 1936. 

% /. Stocr. 



AUTO M MUMBftA INSTANCIA 

Santa Pe, Noviembre 16 de 193S. 

Y Vistos: 

La cuestión de competencia promovida por el señor Jura Fe- 
deral de Sección, en el sumario que se instruye a raíz dd homi- 
cidio cometido en la persona del doctor Angd Mantovani, hedió 
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ocurrido en la Oficina Química Nacional, en la mañana «leí día 
1 1 del corriente mes, y 

■ 

Considerando: 

Que el señor Juez exhortante solícita que el proveyente se 
inhilja de entender en el sumario que instruye a raíz del hecho de 
referencia, invocando la disposición contenida en d inc. 4 9 del 
art á» de la ley N» 48, que atribuye a los señores jueces de sec- 
ción el conocimiento de los crímenes de toda especk cometidos en 
• lugares donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva 
jurisdicción*'. Que el hedió por el que se instruye sumario es un 
delito común, ocurrido en una oficina dependiente del Ministe- 
rio de Hacienda de la Nación, y que funciona provisoriamente, 
en virtud de un permiso precario, en una dependencia de la Fa- 
cultad de Química, de la Universidad Nacional del Litoral. 

» 

Que la Nación ha establecido esta oficina en uso de sus lí- 
deres de administración interior, como auxiliar de otras reparti- 
ciones nacionales (Impuestos Internos, Aduana, etc>, a los fi- 
nes de la aplicación de las leyes de Aduana c impuestos internos, 
que. en consecuencia, el lugar que ocupa no está sometido a 
juicio del suscripto, a la "absoluta y exclusiva jurisdicción" del 
Gobierno Nacional, requisito indispensable para que surta la 
competencia del señor Juez de sección exhortante. La jurisdic- 
ción federal es exclusiva, dice un tratadista norteamericano, co- 
mentando una cláusula análoga, en los casos en que la Constitu- 
ción o las leyes así lo establezcan ( WUIoughby : "On thc Constitu- 
tion'\ yol 2, p. 806, pág. 1277); los tribunales locales pueden 
ejercer con propiedad su jurisdicción sobre cosas, personas o lu- 
gares, que la legisladón federal pudo colocar bajo la jurisdicción 
exclusiva de la justicia federal, pero que el Congreso no ha esta- 
blecido expresamente (ib. vol. rit p. 803, págs. 1274/77). Y el 
proveyente no encuentra disposición legal alguna atributiva del 
fuero federal a las causas por delitos comunes cometidos en di- 
cho lugar. Que. ix»r otra parte, entiende d Juzgado que. aún 
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cttand» se considere a la oficina en cuestión como uno de los es- 
tablecimientos de utilidad nacional, sobre los que el Congreso 
jntede ejercer una "legislación exclusiva", conforme lo dispone 
el irte. 27 del art. 67 de la Constitución Nacional, dicho poder de 
legislar no comprendería el de jurisdicción, por no ser éste, res- 
jiecto del establecimiento citado, de los fines de su institución, y 
de su propio funcionamiento, necesario e inseparable, y por con- 
siguiente, implícito en aquél, como ocurre con otros (p. ej.: for- 
talezas, arsenales, etc.), **re los cuales se ejercitan poderes ex- 
clusivos del Gobierno Federal. "Esta legislación exclusiva —se 
pregunta el doctor Prayones— ¿a qué efectos debe referirse? 
" Unica y exclusivamente para el fin de "utilidad nacional que la 
M Constitución determina, y no pan otros fines u objetos sobre 
" los cuales las provincias conservan su soberanía y su dominio 
M eminente, para regularlos conforme a sus instituciones, sus te- 
" yes, decretos, ordenanzas y reglamentos, en tanto no afecten el 
" estaMecimiento de utilidad nacional (soberanía, jurisdicción y 
'* dominio nacional y provincial según la Constitución Federal" 
en "I-a Nación"). Ésta doctrina apoyada en la diferencia de los 
textos de la Constitución Nacional y norteamericana tuvo su ex- 
presión en la jurisprudencia sobre esta última en las siguientes 
palabras del Juez Field: "El poder de legislación exclusiva es pa- 
ra ser ejercido "para los propósitos específicos mencionados* * (ci- 
tado por Watson, "The Constitution", vol. I, pág. 700). Que en 
el caso no ocurre tampoco ninguna de las razones de orden doc- 
trinario o histórico que determinan la atribución de la disposición 
legal invocada por el exhortante, ni se ha violado la Constitución 
tt otra ley federal, ni el hecho impide o estorba el ejercicio de una 
autoridad o ley nacional. Es de aplicación estricta el principio con- 
sagrado por el art. 5* de la ley 27, que dice asi: "No interviene 
(la justicia federal) en ninguno de los casos en que, compitien- 
" do ese conocimiento y decisión a la jurisdicción de la provincia, 
"no se halle interesada la Constitución ni ley alguna nacional". 
Oue en esta necesaria discriminación — para no cercenar sin f lin- 
imento alguno la jurisdicción reservada expresamente a las pro- 
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vincias por «I ínc, 11 del mismo art. 67 citado— se basa la distin- 
ción que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha hecho 
sucesivamente entre "legislación' 1 y "jurisdicción'' exclusivas, en- 
tre delitos comunes y delitos que afectan la seguridad y el tráfico 
ferroviarios y que se cometen en trenes o estaciones ferroviarias 
sitas en territorio provincial* entre riberas e islas del dominio te- 
rritorial cíe las provincias, etc., a que se refiere el señor Agente 
Fiscal en el dictamen que antecede. 

Por tanto, lo dispuesto por el art. 38 y concordantes del Có- 
digo de Procds. en lo Criminal y lo aconsejado por el señor Agen- 
te Fiscal, resuelvo: no hacer lugar a la inhibitoria solicitada por 
el señor Juei Federal de sección, a quien se hará conocer esta re- 
solución envióndote copia de ella y del dictamen fiscal a los fines 
que estime convenientes. Notiffcpiese. inscríbase y archívese el 
incidente. 

% J#. Dana Mtmtaíw. 

Ante mi : P. Akho. 

AUTO DI 1* MSTAWCU 

Sama FW, Noviembre 18 de 19**. 

Y Vistos; 

I* comunicación del señor Juca de Instrucción de la pro- 
vincia, doctor Salvador M. Dana Montano, en la que transcribe 
su resolución declarándose co mp eten t e para entender en el proce- 
so seguido a raíz de la muerte del doctor Angel Montovani, y 

Considerando : 

Que el suscripto sostiene y ratifica, las conrtmiones expues- 
tas en la resolución de fecha 11 del corriente,en el sentido de de- 
clarar la competencia del Juagado para entender en esta causa. 
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<¿uc el doctor Angel Mantovani ocu|>al)a ios cargos de vice- 
decano y profesor de la Facultad Nacional de Química Industrial 
y Agrícola y además era jefe de la Oficina Química Nacional en 
el descmjicño de cuyas funciones acaeció su muerte violenta efec- 
tuada i»or un empleado nacional bajo sus órdenes. 

Que. en consecuencia, la competencia de la justicia federal 
es incuestionable de conformidad con ¡6 que dispone el art. 3» inc. 
4 ' de la ley N" 48. 

Por ello, resuelvo: mantener la resolución de fecha 11 del 
corriente y. en consecuencia, declarar que el Juzgado a cargo del 
suscripto es competente para entender en el sumario que se ins- 
truye con motivo de la muerte del doctor Angel Mantovani. Co- 
muniqúese la presente al señor Juez de Instrucción doctor Sal- 
vador Dana Montano a los fines de lo dispuesto por el art. M 
del Código de Procds. en lo Criminal. Remítanse los autos a la 
Kxcma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, con nota. Há- 
gase saber e inscríbase. 



DICTAMEN DEL PIOCUKADO* GCKBBAL 



Suprema Corte: 



El homicidio cometido en la |>ersona del doctor Angel Manto- 
vani. se ha llevado a calió dentro det local que ocupa en la ciu- 
dad de Santa Fe la Facultad Nacional de (¿nfmka Industrial y 
Agrícola, de la cual aquél era vicedecano y profesor. 

No calie duda que en el referido establecimiento el Gobierno 
Nacional ejerce absoluta y exclusiva jurisdicción. 

En los términos, pues, del art. 3*J inc. 4 V de la ley 48, es com- 
petente ¡«ira conocer en la causa que se inicia, el Juez Federal 
de Santa Fe, (S. C. N. 132:226). 

En tal sentido corres|ionde, en mi opinión, dirimir la presente 

el aludido magistrado y 
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él Juez de Instrucción de la justicia leu-ai de la misma provin- 
cia <art. 9». ley 4055). 

Buenos Aires, Diciembre 18 de 1935. 

Juan Alvares. 

rALI-0 DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 27 de 1935. 

Autos y Vistos: 
Para resolver la contienda de eomi>etene¡a |»or inhibitoria en- 
tre el Juez Federal «le Santa Fe y el rte Instrucción de la f* No- 
minación dé la misma provincia, y 

Considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto |>or el art. 3\ inc. 4> de la 
ley 48 y 2$ inc. 4" del Cód. de IVocds. en lo Criminal corresponde 
a los jueces de sección, y a los «le los territorios nacionales el co- 
nocimiento de los delitos de toda csjkícíc que se cometan en luga- 
res o establecimientos donde el Gobierno Nacional tenga abso- 
luta v exclusiva jurisdicción como se ha resuelto también jnir esta 
Corte en repetidos fallos (entre otros, tomo 132. |>ág. 226». 

Oue en este caso se encuentra el delito que motiva la que- 
rella desde que se dice cometido en un lugar en que el Gobierno 
de la Nación tiene absoluta y exclusiva jurisdicción como es la 
Facilitad de Química de la Universidad del Litoral. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado |>or el señor 
PriH-urador General, se declara que el conocimiento de la presen- 
te cauda corresponde al Juez Federal de Santa Fe a quien en con- 
secuencia se remitirán las actuaciones con noticia del de Instruc- 
ción de la misma. 

Roberto Repbtto. — Antonio 
Sagarna. — Luis Linares. — 
B. A. Nazar Anciiorkna. 
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Kn la demanda instaurada |xir doña María del Carmen de 
Portugal de Paría de Saint George Amstrong, y otra, contra la 
Provincia de San Luis, por devolución de la suma de $ 26.877.60 
moneda nacional, intereses y costas, que habían alionado en cum- 
plimiento de una sentencia ejecutoriada, por la cual se condenó a 
la sucesión de don Tomás Amstrong, de la que las actoras eran 
liarte como herederas, a pagar una indemnización a don Carlos 
Guerrero, a consecuencia de haber sklo éste vencido en un juicio 
de reivindicación que doña Catalina Staf ford de Rowcrs siguió y 
ganó contra dicho señor Guerrero, solirc una propiedad rural qué 
éste adquirió por compra a la sucesión de Amstrong; la Corte 
Suprema con fecha 4 de Diciembre de 1935. falló la causa con- 
denando a la provincia de San Luis a pagar a las demandantes en 
el término de cuarenta días la suma de $ 36.877.47 m/n.. con sus 
intereses al estilo de los que cobra el Banco de la Nación desde el 
«lía en que los pagos fueron hechos, en razón de que la causa era 
jHir sus antecedentes, contenido y petitorio, igual a la causa fa- 
llada por el tribunal con fecha 3 de Octubre de 1927, "Carlos 
Dose contra la Provincia de San Luis \ antecedentes que en la 
causa se dan ¡>or establecidos y probados, coincidentes en todo con 
los de la presente causa y los fundamentos de derecho de la mis- 
ma, que se dan |ior reproducidos. 



Kn la contienda de competencia trabada entre un Juez en lo 
Civil de la Capital y otro de la misma naturaleza de San Nicolás, 
provincia de Buenos Aires, para conocer en el juicio seguido par 
doña Klvini Soto de Castro contra don Miguel Mesan», sobre co- 
bro hi|M*ecario de pesos. la Corte Suprema con fecha 4 de Di- 
ciembre de 1935. de conformidad con lo dictaminado por el Pro- 
curador General y lo resuelto por la misma en las causas que se 
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registran en los tomos 166; i>ág¡na 220 y 172, |>ágina 272 de la 
colección de fallos, declaró que el Juez comitente para conocer 
en la causa lo era el Juez del concurso del deudor, es decir, el 
de San Nicolás. 



Con fecha 6 de Diciembre de 1935 fué confirmada \*x la 
Corte Suprema, de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador (¡enera!, la sentencia pronunciada l*>r la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital, que al revocar la resolución de 
ja Caja Nacional dé Jubilaciones Uancarias, dis|M>nia. que dicha 
t aja decida la solicitud de jubilación |>or invalidez formulada por 
Francisco Callejón Roca, sin perjuicio de establecer con poste- 
rioridad, la fijación de la jarte con que ha de contribuir la Caja 
de la ley 11.110. en caso de que se concediera el beneficio ges- 
tionado, (la Caja Mancaría no hizo lugar a la jubilación pedida 
hasta tanto la Caja de la ley 11.110. fijara la contribución que 
a ella le correspondiera). 



En la causa seguida por don l-ivio J. Carnevali contra la 
provincia de Hílenos Aires, sobre cobro de l>esos (Inconstitu- 
rionalidad de las leyes «le impuesto al consumo), la Corte Supre- 
ma con fecha 6 dé Diciembre de 1935. de conformidad con lo 
dictaminado por el Procurador General, y razones emitidas por 
la misma, con fecha 2 del mismo mes. en los juicios fallados en- 
tre la misma Provincia demandada con don Luis Tirasso (su 
sucesión), y don Antonio Robotti. respectivamente, de estricta 
aplicación al presente caso, que jwra evitar repeticiones innecesa- 
rias se dan |»or reproducidas, falló la causa declarando que el 
impuesto eohrado al actor, es contrario a los artículos 9, 10. 11. 
12, y 67, inciso 12 de la Constitución Nacional, condenando, en 
consecuencia, a la Provincia demandada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 792 y 794 del Código, a restituir al 
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actor dentro del término de veinte días la suma de ciento diez mil 
setecientos setenta y un pesos con cuarenta y seis centavos mo- 
neda nacional, y sus intereses a estüo de los que cobra el Banco 
de la Nación, desde el dia de la notificación de la demanda, sin 
costas, atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 



En la demanda entablada i>or don Emilio Cahiza contra la 
Provincia de Buenos Aires por cobro de la suma de $ 14.384.10 
moneda nacional e inconstitucionalidad de la ley 3.907, la Corte 
Suprema con fecha 6 de Diciembre de 1935, de conformidad con 
lo dictaminado por el Procurador General y las razones emitidas 
por el Tribunal en los juicios resueltos entre la misma provincia 
demandada con don Luis Tirasso (su sucesión) y don Antonio 
Robotti— Diciembre 2 de 1935— de estricta aplicación al caso de 
autos y que para evitar repeticiones innecesarias se dan por repro- 
ducidas, falló la causa declarando que el impuestbo cobrado al 
actor es contrario a los arts. 9, 10, 11, 12 y 67 de la Constitu- 
ción Nacional, y que la demandada debía devolver a la actora la 
suma reclamada dentro del término de veinte días de conformi- 
dad a lo dispuesto por los arts. 792 y 794 del Código Civil ; sin 
costas, atenta la naturaleza de las cuestiones detatidas. 



En la causa seguida por don Carlos y Fortunato Gómez 
Romero contra la Provincia de Buenos Aires, sobre inconstitu- 
cionalidad de ley y cobro de pesos, la actora impugnó la validez 
de la ley de liónos de pavimentación, sancionada por la Legisla- 
tura de la provincia de Buenos Aires, con fecha 7 de Febrero 
de 1923, sosteniéndose que el impuesto creado por dicha ley 
importa!* una confiscación por cuanto absorvía totalmente el 
valor del inmueble afectado por el impuesto, con lo que se vul- 

en el articulo 17 de la Constitución. 
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I-a Corte Suprema con fecha 6 de Diciembre <le 1935 falló la 
causa y declaró la incunstitucionalidad de la ley impugnada en 
cuanto afectaba la propiedad de la actora, y condenó a la de- 
mandada a devolver la suma reclamada de $ 1.178.38 m/n., con 
sus intereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación des- 
de la fecha de la notificación de la demanda. Sin costas atenta 
la naturaleza de la cuestión debatid:. 



En la causa seguida ]>or Osmundo Montecinighcr (su su- 
cesión), contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de 
limpiados Ferroviarios, sobre |>ensión, la Caja de acuerdo ton 
su Asesoría Letrada y lo aconsejado por la Comisión de Pensio- 
nes acordó a don Emilio César y Juan Carlos XIontecinigher. 
hijos del causante ex-jubilado ferroviario, pensión con un ha- 
lar de S 46.88 m/n., ordenando se pagase ese beneficio desde la 
lecha del fallecimiento del causante, como así también la suma 
de S 136.87 m/n., miarte de los haberes jubilatorios impagos 
que se adeudaban. í-a Cámara Federal, resolvió, a su vez, que la 
pensión se liquidara de acuerdo con las disposiciones de las le- 
yes 10.650 y 11.308 hasta la fecha de la vigencia de la ley 12.151. 
y de acuerdo con los preceptos de esta última ley, desde esa te- 
dia, revocando asi la resolución rccmrida. Elevados los au- 
tos a la Corte Suprema, el Tribunal con fecha 9 dé Diciembre 
de 1935. |K>r los fundamentos del dictamen del Procurador tie- 
nen! y la doctrina sustentada por la misma en la causa Ágapito 
LauCO Ouinteros. resuelta con fecha 25 de Septiembre de 1935. 
revocó la sentencia en cuanto pudo ser materia de recurso, de- 
clarando válida la resolución «pie aplicó la ley 12.154, a los efec- 
tos de la liquidación cuestionada. 



Hn la cattsa seguida por la Compañía Americana de Luz y 
Tracción contra la Municipalidad de La Kioja por cobro de pe- 
sos, la Corte Suprema con fecha 11 de Diciembre de 1935. por 



Dft JUSTICIA DB LA NACIÓN 



los fundamentos del dictamen del Procurador General y la doc- 
trina sustentada por la misma en situaciones análogas (Fallos, 
tomo 121, página 250; tomo 161 t página 112 y otros), confir- 
mó la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apela- 
ción de Córdoba, confirmatoria, a su vez, del auto dictado |>or el 
Juez Federal de I*a Rioja, que mandaba librar un mandamiento 
de ejecución y embargo en el producido del impuesto de abasto 
que se cobra en el matadero público de esa ciudad y el producido 
de las patentes efe rodados, de acuerdo con el censo recién le- 
vantado. 



Kn la causa seguida por don Santiago Martínez contra la 
Provincia de Unenos Aires, sobre inconstitucionalidnd de la ley 
4197, y cobro de pesos, la Corte Suprema, con fecha 13 de Di- 
ciembre de 1935, por los fundamentos de las sentencias dictadas 
!>or la misma, con fecha 2 del mismo mes, en las causas seguidas 
contra la misma provincia, por idéntica causa, por don Luis Ti- 
rasso (su sucesión) y don Antonio Rolmtti. condenó a la de- 
mandada a devolver al actor la suma de mil trescientos sesenta 




En la causa seguida por don Bernardo Hirchoren y otro, 
contra la provincia de Rueños Aires, por cobro de pesos e incons- 
titucionalidad de la ley 4197, la Corte Suprema con fecha 13 de 
Diciembre de 1935. por los fundamentos de la sentencia dicta- 
da por la misma con fecha 2 del mismo mes, en las causas se- 
guidas por don Luis Ttrasso (su sucesión) y don Antonio Ro- 
Itotti, contra la misma provincia, por igual motivo, falló la cau- 
sa condenando a la demandada a alxmar a los actores la suma de 
tres mil .setecientos nueve pesos con treinta centavos moneda 
nacional. 
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En la causa seguida por don Domingo Brígido Andueza 
contra la Nación, sobre ampliación de jubilación, la Corte Supre- 
ma con fecha 20 de Diciembre de 1935, confirmó la sentencia 
pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de la Capital, 
confirmatoria, a su vez» de la dictada por el Juez Federal, que 
declaró "que la Nación está obligada a reconocer al actor su de- 
recho, a que se le cierre el cómputo de servicios el diez de Fe- 
brero de mil novecientos treinta, incluyendo en el promedio de 
sueldos el aumento de cien pesos moneda nacional mensuales, que 
gozó hasta dicha fecha; declarándose nulo el decreto del Poder 
Ejecutivo de 30 de Enero de 1933, con intereses sobre la dife- 
rencia que resulte, desde la fecha de la notificación de la de- 
manda, sin costas atenta la naturaleza de las cuestiones de- 
batidas". 



En la causa seguida por los señores Brema, Koncoroni y 
Cía. y otros contra la Provincia de Buenos Aires, sobre repeti- 
ción de pago e inconstitucionalidad de la ley número 3.907. la 
Corte Suprema con fecha 23 de Diciembre de 1935, de confor- 
midad con lo dictaminado i>or el Procurador General, y las ra- 
zones emitidas por la misma en los juicios fallados con fe- 
cha dos del mismo mes. Luis Tirasso (su sucesión) y Anto- 
nio Rohotti contra la misma provincia, que son de estricta 
aplicación en el caso y para evitar repeticiones innecesarias se 
dan por reproducidas, declaró que el impuesto cobrado a los acto- 
res es contrario a los arts. 9, 10, 1 1, 12 y 67. inciso 12 de la Cons- 
titución. En consecuencia condenó a la provincia, de conformidad 
a lo dispuesto por los arts. 792 y 794 del Código Civil, a resti- 
tuir a los actores dentro del término de veinte días» la suma de 
trescientos setenta y ocho mil novecientos cincuenta y un pesos 
con veintiocho centavos moneda nacional, con más sus intereses 
desde el día de la notificación de la demanda, sin costas, atenta 
la naturaleza de las cuestiones debatidas. 
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Kicoto Liotta, su extradición, a solicitud de ¡as autoridad** del 
Reino de Italia. 

Sumario : Corresponde hacer lugar a un pedido de extradición 
formulado por las autoridades del Reino de Italia en un 
caso de cuyos antecedentes resulta que la prescripción de la 
acción (se trataba de un condenado en rebeldía), cuales- 
quiera que fuesen las leyes a aplicarse, no se había operado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1935. 

Y Vistos: 

Estos autos sobre extradición de Ntcoló Liotta, solicitada 
por las autoridades del Reino de Italia, oída la defensa. 

Y Considerando: 

l v Que la identidad del requerido se encuentra debidamente 
comprobada en autos con los recaudos remitidos y la propia de- 
claración de fs. 30. 

2» Que con fecha 9 de Enero ppdo., el señor Embajador de 
Italia se dirigió al Gobierno Argentino, solicitando la extradi- 
ción del nombrado Liotta, acompañándose con los recaudos pre- 
sentados, copia de la sentencia que lo condenó en rebeldía a la 
|>cna de trece años, ocho meses y diez dias de reclusión, liliertad 
vigilada por un mínimum de tres años c interdicción, por los 
delitos de asociación para delinquir, secuestro de personas, vio- 
lencia privada y extorsión, cometidos de Abril a Mayo de 1924. 
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Que de acuerdo con la jurisprudencia establecida ppr la 
Suprema G>rte de Justicia Nacional, registrada en los fallos to- 
mo 90. página 421 y tomo 114. páginas 265 y 27!. el requerido 
déte considerarse en la situación legal del imputad.», por haber- 
se dictado la condena en rebeldía. 

• 

4* Que el art. S v del tratado de extradición celebrado entre 
nuestro pais y el Reino de Italia, establece "que no será acorda- 
da la extradición, cuando, según las leyes del Estado requiren- 
te. o según las del pais en (pie el reo se refugiare, se hubiere cum- 




Ha pre-cripta la acción penal* atento lo expresado CU el conside- 
rando 3 V . 

Que el Código IVnal prescribe en su art. 2" que debe apli- 
carse siempre la ley más benigna y el tratado citado, en su art. 
8» al determinar <ptc se aplicarán tas leyes del país requirente o 
las del Estado en que el reo se hubiere refugiado, contempla 
también ese principio. 

One el art. 91, me. 3* clel Código Penal italiano del año 
1889, bajó cuya videncia aparecen cometidos los delitos imputa- 
dos al reo, establece ¡qué la prescrq>eión de la acción se opera por 
el transcurso de diez años si al imputado se lo hubiese debido 
infligir la reclusión o la detención por un tiempo superior a cin- 
co años o inferior a veinte. 

Otie surgiendo de los recaudos acompañados que los delitos 
cuya comisión se atribuye al requerido se lian cometido de Abril 
a Mayo de l*'24. es evidente que a la fecha, de acuerdó a la dis- 
posición legal citada del Código Penal italiano, ha transcurrido 
con exceso el término fijado para la extinción de la acción penal. 

6» QUc la Suprema Corte <lc Justicia Xacional. también 1.» 
tiene resuelto, entre otros casos el de Salvador La Kocca. cuya 
extradición solicitaron las autoridades de Italia, que el principió 
de la ley más benigna debe hacerse extensivo a todas las cir- 
cunstancias que puedan influir en la imputabiliflad y sanción, pof 
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lo que también procede la aplicación <lc esc principio en cuanto 
:i la no intornipciún del término de la prescripción. 

Pof estas consideraciones resuelvo: no hacer lugar a la ex- 
tradición de Xicoló Liona, requerida i>or las autoridades del 
Reino do Italia. Xotifíquesc y consentida o ejecutoriarla que 
sea, hágase saber al Ministerio de Relaciones Exteriores y Cul- 
to |iara conocimiento de la Kcal Embajada de Italia, con remi- 
sión de los autos originales ; póngase en libertad al requerido, 
dejándose constancia de lo actuado en secretaría. 

Miguel /antas. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1935. 

Y Vistos: 

Siendo arreglada a derecho, se confirma la sentencia ape- 
lada que no bace lugar a la extradición de Xicoló Liotta que so- 
licitan las autoridades del Reino de Italia. — Ezcquiel S. de 
Olaso. — Carlos del Campillo. — R. Villar Palacio. — L //. 
González Cahlenht. — ¿V. González Iratnain. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERA!. 



Suprema Corte: 
Según resulta de las constancias 



a fs. 7 en Abril 




y Mayo de 1924 una banda de malbccbores 
qttir, se dedicó a efectuar correrías por algunos territorios de 
Sicilia, cometiendo graves delitos, y entre ellos el secuestro de 
lina persona, a cambio de cuya libertad obtuvieron dinero y vi- 
tuallas. Formaba parte de esa banda el acusado Xicoló Liotta. 
cuya extradición se gestiona. 



Liotta fué condenado en rebeldía i>or los delitos de secues- 
tro, robo con agravantes y extorsión, aplicándosele en total la 
|iena de trece años, ocho meses y diez días de reclusión. Con 
arreglo al Código Penal argentino, el secuestro de j»ersona está 
castigado hasta con diez años de prisión (art. 170) ; el robo en 
despoblado hecho por tandas armadas, hasta con quince íarts. 
166 y 167) ; y la asociación ilícita, hasta con cinco (art. 210). 
Como tales penas son acumulables (art. 55). no hace falta más 
para advertir que la prcscriinrión no se ha operado todavía, bien 
se trate de la acción ]>cnal -ían. 62. inc. 2*) : , bien de la pena 
(art. 65, inc. 3°), 

Por otra parte, en este caso el señor Juez y la Cámara han 
admitido la prescripción sin solicitar antes los informes de prác- 
tica acerca de la conducta del procesado durante su permanencia 
en la República, insinúo a V. E, la necesidad de que se cum- 
pla, para mejor proveer, esc requisito indispensable. El número 
del prontuario res| lectivo se menciona a ís. 32. 

A mérito de lo expuesto y reproduciendo en lo pertinente 
los argumentos hechos valer a ís. 36 y 41 por el Ministerio Fis- 
cal, solicito se revoque la sentencia apelada obrante a fs. 42. ha- 
ciéndose lugar a la extradición. 

Buenos Aires, Octubre 29 de 11*35. 

Juan Ah'QMSi 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Febrero 12 de 199% 

V Vistos: 

Los del juicio por extradición de Xicoló Liotta. italiano, 
obrero, casado, mayor de edad: solicitada por la l£ml>ajadn de 
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Italia, por estar condenado a trece anos, ocho meses y diez días 
de reclusión como autor de los delitos previstos en los arts. 154. 
248 y 408 del Código Penal de aquel país, de 1889; y 

Considerando: 

Ouo, conforme a la jurisprudencia constante de esta Corte 
Suprema. Liotta debe ser considerado como. simple procesado 
porque su condena sin audiencia, se pronunció en rebeldía o 
contumacia (Fallos, tomo 90. pág. 421 : tomo 114, págs. 255 y 
271. tomo 167. pág. 50). 

Que la alegaba eximente de prescripción delie referirse, por 
lo expuesto precedentemnte, a la acción y no a la pena y del>c 
aplicarse la ley más favorable al reo o procesado, en los dos 
]>aises — requirente y requerido — art. 8* del tratado de extradi- 
ción entre Argentina e Italia. 

Que la prescripción de la acción dcl>c referirse a la pena 
máxima que corres|x>nde al o a los delitos materia del proceso 
— Fallos, tomo 154, pág. 332 — y si se trata de reiteración de deli- 
tos y de acumulación de ponas, es la suma de éstas la que dcl>e 
tenerse en cuenta y no la de cada una de las penas parciales cu 
particular. 

Que, según el Código Penal italiano de 1889, vigente cuan- 
do se cometieron los delitos imputados a Liotta. las penas eran 
de 5. 10 y 15 años de reclusión máxima (fs. 23 y su correlativa 
traducción) no acttmulables en su totalidad sino conforme a la 
norma del art 68 del código citado, que dice asi : "Al cul|>a1)le de 
varios delitos que determinen la misma especie de pena tempo* 
raria restrictiva de la libertad personal, se aplicará la pena del 
delito más grave, con un aumento igual a la mitad de la dura- 
ción total de las otras |>cnas, siempre que no exceda de treinta 
años para la reclusión o la detención y cinco años para el conti- 
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namiento" ; y ( en consecuencia, la pena máxima aplicable a fciót- 
ta. seria de "veintidós años y medio" (15 del art. 4$ — extorsión 
v rapiña en pandilla y con armas — inás la mitad de la suma de 5 
del art. 154 — violencia privada — y de 10 del art. 248— asocia- 
ción para delinquir— ). 

Que en tal caso, la prescripción se opera recién a los quin- 
ce años, conforme al art. 91, inciso 2\ del código precedente- 
mente mencionado o aludido; y si se estima que es más favorable 
el código argentino tampoco resulta extinguida la acción penal, 
pues éste exige doce años, conforme al art. 62. ¡tic. 2*. como lo 
observa el .Ministerio Fiscal en las tres instancias — fs. 36. 
41 y 45. 

(Jue la doctrina constante de esta Corte ha sido la de fa- 
cilitar la extradición de penados o procesados cuando lo requie- 
ren en forma los países con los cuales mantiene vínculos de 
amistad y cooperación, pues asi no desmedra su soberanía y fa- 
cilita el imperio de la justicia ( Fallos, tomo 150, páij. 109 y 
otros). 

Kn su mérito, no habiéndose formulado ninguna observa- 
ción a los fundamentos y recaudos de la requisitoria de la Em- 
bajada de Italia; de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador (".eneral. se revoca la resolución apelada y se 
toce lugar a la extradición de Xicoló Liotta en carácter de pro- 
cedido para su juzgamiento legal. Hágase saber a la Policía para 
la consiguiente detención. Notifíquesc y rei>óngase el pape!. 

ROBERTO RePETTO. — ANTONIO Sa- 
GARNA. — B, A. NaZAR An- 
CflORENA. — JüÁN 8; TkRÁX. 
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Compañía Swift de La Plata (S. A.) contra la Municipalidad 
de Lomas de Zamora, sobre devolución de dinero. 

Sumario: U Ordenanza Municipal de Lomas de Zamora del 
año 1925 que para cubrir mayores gastos de inspección creó 
un impuesto de cinco centavos por kilogramo de carne de 
cerdo, embutidos, etc. que sólo se aplica cuando esos pro- 
ductos proceden de fuera del municipio, es inconstitucional, 
pues afecta los principios de libre circulación y de igualdad 
consagrados en los artículos 10. II y 16 de la Constitución 
Xacional. 

Caso: Lo explican las pie/as siguientes: 



SENTENCIA DE I'RIMKRA INSTANCIA 

La Plata, Mayo 4 de \\m. 

Y Vistos: Resultando: 

Que, a fs. 336 t se presenta el procurador don Juan A. An- 
tonetti por la Compañía Swift de I-a Mata S. A. Frigorífico 
(desglose de fs. 353), demandando a la Municipalidad del par- 
tido de Lomas de Zamora por devolución de la suma de dos mil 
ochenta y siete pesos, con noventa centavos moneda nacional, 
con más sus intereses y costas. 

Kxpresa que la demandada promulgó en el año 1025, la or- 
denau/n general de impuestos, en cuyo capitulo l v se establecía 
el monto de lo que se debía pagar por cada animal vacuno, por- 
cino o lanar, sacrificado dentro del partido, y por cada animal 
porcino sacrificado fuera de él, pero introducido al mismo en 
trozos, embutidos, etc. Este texto fué mantenido hasta 1929, 
fecha en que se estableció un agregado que lo hace más amplio. 
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pues la palabra etcétera que figura en la última ordenanza, in- 
dica que ya no es solamente la carne de cerdo y los embutidos 
que se importen al partido los que se gravan con cinco centavos 
moneda nacional el kilogramo, sino todo producto manufactu- 
rado de carne que se introduzca para la venta. 

Resalta !a situación de desigualdad en que se coloca a una 
misma categoría de comerciantes por el hecho de que introduz- 
can o no su mercadería al partido, violándose asi los principios 
sancionados por los arts. 14 y 16 de la Constitución Nacional, y 
10 y 26 de la provincial : dicha ordenanza adopta un impuesto tí- 
picamente diferencial que repugna a esos textos, pues pagan 
impuestos los productos manufacturados que entran al partido, 
en tanto qué los que son clal>orados dentro de él están lilires 
de gravamen, produciéndose una desigualdad que tiene carácter 
de hostilidad para unos y de beneficio para otros, mediando 
igualdad «le condiciones en lo que se refiere al contrihuyente. 
facilitando una competencia comercial a la que no pueden resis- 
tir los damnificados, y trabando la lilwrtad de comercio ampa- 
rada por la Carta Fundamental. 

Formula consideraciones respecto a argumentos expuestos 
por la Municipalidad, al conté- tar una demanda de inconstitu- 
cionalidad. que fuera desestimada por la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Provincia, en la que dicha entidad sostenía que no 
existe la desigualdad argüida, ni se aplica la ordenanza en la 
forma que allí se determina. Invoca el fallo dictado por la Su- 
prema Corte Nacional en el juicio seguido por la Compañía Ar- 
gentina de Carnes Congeladas La Manca, contra la Municipa- 
lidad de la Capital, en el cual declaró ese Tribunal la inconsti- 
tucionalidad del impuesto cobrado sobre la grasa introducida des- 
de la provincia en que se fabrica, fundado en que para (pie el 
hnpuestp fuese legitimo habría sido necesario que gravase uni- 
formemente todos los efectos de la misma clase que se encon- 
trasen dentro de la Capital, sin consideración al lugar en que 
hubiesen sido elaborados, pues a falta de esc requisito el impues- 
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to era diferencial en perjuicio de los productos importados de la 
provincia de Buenos Aires, o del exterior, y por lo tanto, incon- 
ciliable con el principio de igualdad preconizado por el art. 16 
de la Constitución Nacional ; y, después de analizar otros consi- 
derandos de ese fallo, alega que el criterio de la Suprema Cor- 
te puede aplicarse estrictamente al caso. Cita otras sentencias 
dictadas por el mismo Trilmnal, Cámara Federal de la Capi- 
tal, Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, etc. 

Que, corrido traslado a fs. 352, la Municipalidad de Lomas 
de Zamora, a fs. 364, opone la excepción de incompetencia de 
jurisdicción, que es rechazada por auto de fs. 381, confirmado 
por la Excma. Cámara 1* de Apelación a fs. 392; y, habiendo la 
Suprema Corte desestimado el recurso de inaplicabilidad de Su 
ley interpuesto (fs. 430). y no contestada la demanda, a fs. 438 
se le declaró perdido el ' derecho que había dejado de usar. 

Que, recibida la causa a prueba, la compañía demandante 
produjo la certificada a fs. 440, sobre cuyo mérito alega a fs. 
567, dictándose la providencia de autos para sentencia a fs. 366 
vuelta. 

Y Considerando: 

Que, como se ha expresado a fs. 381, esta demanda es por 
devolución de una suma de dinero, que la actora entiende ha 
sido {cagada en razón dé una causa que considera ¡legal : "con- 
dictio oh turpem vel ¡njustam causam" (arts. 794. C. Civil). 

Que. a esc fin, la compañía accionante manifestó su pro- 
testa, según lo justifica con la nota y telegrama agregados a fs. 
5 y 7 ; estos documentos, como lo ha resuelto la Suprema Corte 
de la Nación, son suficiente constancia de la impugnación hecha 
al cobro, y de su notificación a las autoridades encargadas de !a 
Incepción del impuesto, para dejar expedita la acción por re- 
petición (Fallos: tomo 116. pág. 299; etc.). 
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Que, en autos, existe confesión ficta, pues la Municipalidad 
<le Lomas de Zamora no evacuó el traslado de la demanda (fs. 
438, arts. 110, inc. V C. Procds. y 919 del C. Civil) ; además, el 
apoderado del señor Intendente de dicha entidad, a fs. 545, re- 
conoce como auténticas las boletas de recaudación de abasto que 
corren agregadas de fs. 488 a fs. 542 inclusive (arts. 172. 175 
y concordantes del C de Procds.). Asimismo corrolioran y acre- 
ditan los hechos enunciados en el escrito de iniciación, el testi- 
monio de fs. 460. el informe de fs. 559. y las declaraciones de los 
testigos que deponen a fs. 549 y 549 vta. En tal virtud, debe 
tenerse por prohado suficientemente el pago, bajo protesta, de 
la suma de difiero que se reclama en concepto de impuestos de 
abasto; y. por tanto, corresponde establecer si las disposiciones 
municipales en que se funda la percepción, son violatorias de 
principios de igualdad, como lo arguye la demandante, l.a "or- 
denanza general de impuestos, cálculo de recursos y presupues- 
to de gastos para el año 1925". en el capítulo IV. titulado "De- 
recho de abasto", determina: 

"Inc. 1" Por cada animal vacuno S 3.00; inc. 2- Por cada 
animal porcino S 3.00: inc. 3? Por cada animal lanar S 0.40; 
inc. 4" Por cada ternero S 2.00; inc. 5" Por cada lecbón $ 0.50: 
inc. 6 9 La carne de cerdo y los embutidos que se importen al 
partido, por cada kilo $ 0.05; inc. Por derecho de brete c 
inspección por cada animal vacuno o porcino que no sea púa 
el consumo local S 1.00: inc. 8* ídem. ídem, lanar $ 0.20". 

Exactamente los mismos derechos de abasto se fijan por 
las ordenanzas generales para los años 1926 y 1927; pero en 
las do P'28 y 1929, al inc. (P se le agrega la palabra etcétera que 
le da mayor amplitud al texto, el cual queda redactado ;t-i : 
'"La carne de cerdo y los embutidos, etc.. que se importen al 
p nido, por cada kilo $ 0.05". Como se vé, la carne de cerdo y 
los embutidos <pie se importaban al {partido de Lomas de Zamora 
durante los años 1925 a 1927 inclusive estalan gravados con 
cinco centavos el kilogramo, y desde 1928. con el mismo derecho, 
todo producto manufacturado que se introducía para su comer- 
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cío. Revisando las mismas ordenanzas, no se encuentra en nin- 
guna parte un impuesto igual, para idénticos productos que se 
elaborasen dentro de ese partido con destino a la venta. 

Por ello, la actora entiende que ese impuesto es diferencial ; 
y así resulta a simple vista, pues sí, por ejemplo, un matarife 
local paga tres pesos |x>r cada animal porcinorde acuerdo al inc. 
2* y luego lo expende y enajena en trozos, embutidos, etc., nada 
más tiene que abonar; en cambio si otro, como la Compañía 
Swift le» introduce en esa forma debe pagar, además de esc de- 
recho, el que establece el inc. 6'\ sin perjuicio de lo que ya haya 
pagado en el partido donde faenó el animal. Esas ordenanzas 
sancionan, pues, un doble impuesto de abasto, por un solo moti- 
vo, siendo superior el que se aplica a los que introducen al par- 
tido los productos manufacturados, sin que para ello exista al- 
gún motivo razonable y licito. La Suprema Corte de la provincia, 
en un caso análogo (Fillol yj Municipalidad de Brandscn ». ha 
establecido que cuando existe, entre las personas a quienes co- 
rresponda aplicar los dos impuestos, una diferencia para el ejer- 
cicio de su comrcio, que no tiene causa justificada y que jierju- 
dica. y j>or tanto, limita en su actividad a la que debe aplicarse el 
impuesto mayor, el gravamen es repugnante al principio que con- 
sagra el art. 26 de la Carta Provincial. Idéntica doctrina ha 
sustentado la Suprema Corte Nacional, estableciendo que. el 
impuesto que no grava uniformemente todos los efectos de la 
misma clase, que se encontrasen dentro de la Capital, por ejem- 
plo, sin consideración al lugar en que hubiesen sido elaborados, 
es diferencial, dado que la falta de esc requisito perjudica los 
productos importados, y. por tanto, es inconciliable con el prin- 
cipio de igualdad preconizado en el art. 16 de la Constitución de 
la Nación (La Blanca Compañía Argentina de Carnes Congela- 
das, S. A. c./ Municipalidad de la Capital), ( 'Gaceta del Foro", 
Septiembre 27 de 1935, tomo 58. pág. 277, etc.). 

Que siendo asi. y aceptando el proveyente la jurisprudencia 
sentada por esos Tribunales (art. 24, C. de Procds.), es indu- 
dable que corresponde declarar que el derecho de atesto impug- 



336 



FALLOS DK LA CORTE SUPUKA 



nado, es violatorio de los principios establecidos jx>r los arts. 14 
y 16 de la Constitución Nacional, y 10 y 26 de la provincial ; y, 
|K»r ende, que la acción de repetición de lo pagado indebidamente 
debe prosperar (arts. 794 y cones. del Código Civil). 

Por ello, fallo: haciendo lugar a la demanda instaurad!, y 
condenando en su consecuencia, a la Municipalidad de Lomas 
de Zamora, a pagar a la actora Compañía Swift de La Plata, 
sociedad anónima frigorífica, dentro del término de diez días. 
!a suma de jiesos dos mil ochenta y siete con noventa centavos 
moneda nacional; con costas, a cuyo efecto regulo los honorarios 
del procurador don Juan A. Antonctti, en la suma de pesos cien 
moneda nacional, y los de su letrado ¡latrocinante doctor Alberto 
K. L'rihuru en pesos trescientos de igual moneda. 

Julio Moreno Hueyo. 

Ante mi: Simón P. Safontás. 



SENTENCIA DE LA 



La Plata, Diciembre 14 d* 1934. 



e el recurso de 



1» ¿Se ha acreditado que la fiarte actora haya pagado bajo 
protesta, a la demandada, en concepto de impuesto de almsto, la 
suma cuya devolución demanda en este juicio? 

2* ¿ El derecho de al>asto establecido en la ordenanza general 
de impuestos fiara el año 1925 de la Municipalidad de lamias 
de Zamora, y en las ordenanzas respectivas para los años 1926, 
1927, 1928 y 1929, capitulo IV, inc. 6<\ vulnera el principio de 
igualdad que consagra el art. 16 de !a Constitución Nacional y el 
art. 10 de la Constitución de la provincia? 



Sf7 



3* ¿ El mencionado derecho de abasto es viotatorio del prin- 
cipio del libre comercio y tránsito consagrado en el art. 14 de ta 
Constitución Nacionsl y art. % de la GMutitución de la pro- 
vincia? 

4» ¿Es procedente la demanda? 
5* ¿Y la reclamación por intereses? 
6* ¿Como dcbgo computarse? 

7» ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar en lo prin- 
cipal? 

8» ¿Cuál sobre las costas? 

A la previa cuestión el doctor Díaz Cisneros, dijo: 

Reiteradamente be sostenido que no procede el recurso de 
nulidad por defecto o vicios de la sentencia, que por otra parte, 
no encuentro en d caso, como tampoco en «I procedimiento de- 
fectos o vicios que por expresa disposición de derecho anulen 
las actuaciones (arts. 281 y siguientes e informe de la Comi- 
sión de reformas al código vigente). 

Voto por la negativa. 

Los doctores Pessagno y Ferrando, adhirieron al prece- 
dente voto por iguales razones. 

A la primera cuestión d doctor Díaz Cisneros, dijo: 

El extremo materia de esta cuestión se ha acreditado ple- 
namente con la nota y telegrama de f s. 5 y f s. 7, confesión ficta 
de la demanda (art. 110, me. 1* del Código de Procds.), reco- 
nocimiento del apoderado del Intendente Municipal a fs. 545, 
de las boletas de recaudación de fs. 488 a 542 (arts. 172, 175 y 
concordantes dd Código de Procds.) v testimonio de fs. 460. in- 
forme de fs. 559 (arts. 979, 993 y concordantes dd Código Ci- 
vil), y testigos Fortunato José Novara, fs. 549 y Francisco Si- 
midli, fs. 549 vta., in te rrog a torio de fs. 548 (art. 219 del Có- 
digo de Procds.). 
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Además, la parte demandada no contestó la acción, y 6n el 
escrito de expresión de agravios no controvierte los hechos in- 
vocados en la demanda, discutiendo solamente las cuestiones de 
derecho. 

VotO, pues, por la afirmativa. 

El doctor PcSSagnO, adhirió al precedente voto por igCíá- 
les razones. 

\ la misma <1*> cuestión, el doctor KerranK dijo: 

El silencio de la parte demandada, a! no contentar la de- 
manda interpuesta i**r el Frigorífico Swiít de La Plata no im- 
porta una presunción ni en pro ni en contra del derecho d.l ac- 
tor: como lo he sostenido reiteradamente la presunción de! art, 
110. ¡fie 1" d?l Código de Procds., r-c |w>nc en movimiento cttün- 
do al contestar la acción se guarda silencio p se responde con 
evasivas a los hechos articulados. 

Kl silencio que resulta de la falta tic contestación d la de- 
manda, se halla regido por la prescripción del art, 919 dd Có- 
digo Civil. 

Cofl esta salvedad, adhiero a los demás fundamentos del vo- 
to en primer término y emito el mío por la afirmativa. 

A la segunda cuestión el doctor Díaz l'isncros. dijo: 

Se impugna por incontótucíonal el derecho de abasto esta- 
blecido en la ordenan/a general di impuestos de la Municipali- 
dad de Lomas de Zamora, para el año 1925. capitulo IV. inc. W 
que grava con S 0.05 cada -kilo de la carne de cerdo y los em- 
butidos que se importen al partido. Kl mismo gravamen conte- 
nían las ordenanzas de impuestos para los año^ 1926 y 1°J7 : 
introduciendo.- c una modificación en el texto del capitulo 1\. 
inc. (>' de las ordenan/as de ios anos Í928 y 1929, i|tk' dicen 
así: i-a carne de cerdo y los embutidos, etc.. que se importen 
al partido; por cada kilo, S 0.05". 
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listas ordenanzas extendieron, pues, el derecho de abasto «i 
otros productos manufacturados. Las mismas ordenanzas no gra- 
van con un impuesto igual a los productos idéntico?; elaborados 
dentro del partido y con destino a la venta. 

Lar* mismas cuestiones que se plantean en este juicio, a sa- 
ber; la inconstitucionalidad de dicho impuesto por violatorio del 
principio de igualdad y del principio de libre comercio y tránsito 
de las mercaderías, lian sido resuellas de distinto modo por los 
Tribunales superiores de la Xación y la provincia. Asi. la Cor- 
te Suprema de la Nación declaró inconstitucional un impuesto 
análogo de la Municipalidad de la Capital Federal, "in re" "La 
Blanco, Cía. de Cantes Congeladas "versus" Municipalidad de 
la Capital", con fecha Septiembre 11 de 1925 (J. Afg., T. 17. 
pág. 369) i La Suprema Corte de la provincia "in re" "Fillol w 
Municipalidad de Hrandsen". con fecha Julio 30 de l f >20. decla- 
ró |>or mayoría de votos inconstitucional un impuesto análogo de 
ja Municipalidad «le Brandsen (J. Arg., tomo 11, pág. IÍ60, 
nota) : y en el mismo sentido, también por mayoría, se pronun- 
ció en el caso "Compañía Sansinena de Carnes Congeladas v./ 
.Municipalidad de Morón", con fecha Noviembre 6 de 1923 (J. 
Arg¿, tomo II. pág, 1159). 

La misma Suprema Corte, en otra composición del Tribu- 
nal "in re" "Compañía Sansinena de Carnes Congeladas contra 
la Municipalidad de Almirante Brown", con techa Agosto 28 de 
1928. j>or mayoría de votos declaró constitucional un impuesto 

ha sido. pues, resuelta y agotada en dichos fa- 
llí >s. recordados por las partes, y que menciono precedentemen- 
te a fin de dejar constancia de que se deben tener presente al 
pronunciarse en este caso, por el respeto que merecen las deci- 
siones de los altos Tribunales de la Xación y de la provincia. 

De mi parte me inclino a favor de la tesis que sustenta la 
constitucionalidad y validez del llamado decreto de akisto en 
cuanto ha sido objeto de impugnación en este juicio. Xo encuen- 
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tro satisfactorias las razones invocadas en los citados fallos con- 
trarios, y antes bien, son en mi'opinión. convincentes las que de- 
cidieron a la minoría de la Suprema Corte de la provincia en los 
dos primeros casos mencionados, y a la mayoría en el tercero, 
para establecer la constitucionalidad del impuesto. 

El derecho de cinco centavos j>or cada kilo de carne de 
cerdo y embutidos, etc.. que $c importen al partido de Lomas de 
Zamora, y con el cual no se gravan los mismos productos ma- 
nufacturados dentro de su territorio, no vulnera el principio de 
igualdad consagrado en los arts. 16 de la Constitución Nacional 
y 10 de la Constitución de la provincia, porque, como lo sostuvo 
el doctor Enrique K. Rivarola, en sil ilustrado voto en el ca<o 
"Fillol v./ Municipalidad de llrandseu". la desigualdad del ím- 
" puesto se justifica por la desigualdad de la materia a que se 
"aplica. No es lo mismo sacrificar un animal para consumirlo 
"que introducir carne de animal sacrificado fuera del partido. 
" Si la cargá resulta mayor en el segundo caso íjue en el pri- 
" more», la Municipalidad tendrá sus motivos de higiene pública. 
" de iffópectíón, etc.. que fundan la diferencia: pero ningún prin- 
" cipíó de igualdad se compromete cuando se juzga de dislimo 
" modo situaciones en realidad diferentes". 

Y no puedo menos de reproducir también párrafos que con- 
ceptúo esenciales del meditado voto del doctor Míguez en la 
causa "Compañía Sansinena v./ Municipalidad de Almirante 
Brown", al cual se inclinó la mayoría de la Corte : "el impuesto 
"a la venta de animales y carnes introducidas de fuera del mu- 
" nicipio para su expendio en él. es distinto al llamado de abas- 
•• to que propiamente se refiere al aplicado al sacrificio de anima- 
" les y a la venta dé su carne y demás productos dentro Je .«i* 
" territorio aunque en la ordenanza que se impugna se contengan 
" amitos en un mismo inciso clasificado abasto como una deno- 
" minación genérica. En consecuencia, asi como la materia o mo- 
" tivo es distinta, asi también los dos implicaos son diversos, y 
'' ninguna influencia ejerce sobre su legalidad el hecho dé que 
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"difieran en su intensidad pecuniaria; no hay dos impuestos 
" distintos |)or un solo motivo**. 

No se trata, pues, de un derecho diferencial. Bien ai contra- 
rio, la desigualdad contraria a la Constitución consistiría en que 
se perjudique a quienes faenan y manufacturan los productos de 
las reses dentro del municipio, y contribuyen a los gastos que 
irrogan los servicios públicos municipales por obra de las grandes 
industria* que entiendan poder competir con los modestos pro- 
ductores locales sin contribuir a costear aquellos servicios pú- 
blicos. 

lis en virtud de estas razones y las concordantes de los votos 
citados, que emito el mío por la negativa. 

El doctor Pcssagno, adhirió al precedente voto por iguales 
razones. 

A la misma (2*) cuestión el doctor Ferrando, dijo: 

El impuesto municipal de cinco centavos por "kilo de carne 
de cerdo y embutidos", "y etc." que se introduzcan al partido 
de Lomas de Zamora (cap. IV, inc. G> de las ordenanzas de im- 
puestos de 1925. 1926. 1927 y las de 1928 y 1929) es un im- 
puesto especial comprendido en la enumeración taxativa del de- 
nominado "derecho de abasto". 

Como se observa, se grava con esos cinco centavos por kilo, 
solamente a la carne de cerdo y los embutidos que se introduje- 
ron hasta 1927 y desde 1928 además todo producto manufac- 
turado. 

Considero que con respecto a la carne de cerdo existe una 
duplicidad de impuestos: el del inc. 2» de tres pesos y el de cinco 
centavos por kilo del inc. 6* que lo pagan únicamente los abaste- 
cedores que— como la actom — introducen de otros puntos esa 
carne a Lomas de Zamora, 

Esa diferencia de contribución y esa duplicidad impositiva 
vulneran el principio que consagran los arts. 16 de la Constitu- 
ción Nacional y 10 de la de la provincia, pues crea una situación 
de privilegio para el matarife, o abastecedor local. 
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Kn cuanto al impuesto <lc cinco centavos sobre los productos 
i!e cerdo, manufacturados fuera del partido y que se introduzcan 
a él. considero que no es violatorio de los principios constitucio- 
nales recién citados puesto que no existe duplicidad de grava- 
men; es moderado y equitativo, diré glosando las palabras del 
señor Juez doctor Miguel Bent en el fallo recordado |>or el se- 
ñor Juez que vota en primer término: re$|x>nric a cubrir las ero- 
gaciones que demanda la función municipal en misión de fis- 
calización y vigilancia en defensa de la higiene y salud pública, a 
los productos de esa Índole manufacturados fuera dd partido; y 
no se quebranta el principio de igualdad en ln< cargas públicas 
desde (pie el impuesto se aplica a todos los productos de igual 
naturaleza qué se introducen a Lomas de Zamora, de donde re- 
sulta que "en situaciones análogas se aplican gravámenes idén- 
ticos". 

En su virtud y limitando al impuesto que grava la carne de 
cerdo (mes. 2" y 6? del cap. IV* de las ordenanzas recordadas), 
voto por la afirmativa. 

A la tareera cuestión, el doctor Díaz Cisneros. dijo: 

En lo que respecta a la libertad de comercio y tránsito, no 
se llalla afectada jhjt el impuesto que se impugna. 

Los productos venidos de fuera y gravados, en el instante 
de serlo se incorporan a la riqueza pública del municipio pira 
ser consumidos dentro de su territorio, y se bailan en el mismo 
caso, como materia imponible, que los productos preparados en 
cualquier otro punto del territorio; el gravamen no afecta la li- 
bertad de comercio e industria y la libre circulación (art. 14 dé 
la Constitución Nacional; art. 26 de la Constitución de la pro- 
vincia), pues el producto gravado ha dejado de circular; y ni» 
se establece un impuesto al transporte, sino a cosas que han en- 
trado a formar parte de la riqueza económica del municipio pa- 
ra ser vendidas en el mismo. 



m mmm « la nación - m 

El derecho de alasto de la Municipalidad de Lomas de Za- 
mora que motiva este juicio —cinco centavos por cada kilo de 
carne de cerdo, embutidos, etc.— es además sumamente modera- 
do como para que se pueda sostener que constituye una traba a 
la libre circulación y comercio estatuida como un derecho funda- 
mental en nuestra Constitución |x>Iitica. 

Voto por la negativa, 

1¿I doctor Pessagno. adhirió al precedente voto por igua- 
les razones. 

A la misma (3») cuestión, el doctor Ferrando, dijo: 
Por los fundamentos aducidos al votar la cuestión anterior 
(secunda), considero que el impuesto a la carne de cerdo (lites. 
P y d'\ cap. IV, ordenanzas recordadas), es violatorio de los 
arts. 14 de la Constitución Nacional y 26 de la provincia. 

Con esta limitación voto por la afirmativa. 

A la cuarta cuestión, el doctor Diaz Cisneros, dijo; 

Conforme a lo resuelto al tratar las cuestiones precedentes, 
la demanda debe rechazarse, por cuanto el impuesto en cues- 
tión es constitucional y válido, y el pago efectuado ¡>or la actora 
no da lugar a re¡>etición. Reproduzco al efecto lo expuesto en 
los votos precedentes (art. 24 Código de Procds.). 

Voto |>or la negativa. 

El doctor Pcssagno adhirió al precedente voto \xn iguales 
razones. 

A la misma (4*) cuestión, el doctor Ferrando, dijo: 

Dado lo resuelto j>or la mayoría, y dejando a salvo mi opi- 
nión, adhiero. 

A la séptima cuestión, por no corresponder tratar las an- 
teriores, el doctor Diaz Cisneros. dijo: 

Corresponde desestimar el recurso de nulidad y revocar la 
sentencia de fs. 570 y siguientes, rechizándose la demanda. 

Así lo voto. 



El doctor Peaagno, adhirió al precedente voto por iguales 

A la misma (/•) cuestión, el doctor Ferrando, dijo: 

liado lo resuelto por la mayoría y dejando a «alvo nú opi- 
nión, adhiero. 

A la octava cuestión, el doctor D!az Cisneros, dijo: 

Las costas del juicio, en amias instancias deben imponerse 
a la |>artc acto ra (art. 71 del Código de Procds.). 

Así lo voto. 

El doctor Pessagan. adhirió al prcedente voto por iguales 
ratones. 

A la misma (8») cuestión, el doctor Ferrando, dijo: 

Atenlo a lo resuelto por la mayoría del Tribunal en cuanto 
a lo principal — dejando a salvo mi opinión — adhiero. 

Y Vistos: Considerando: 

Previa: Que no es procedente el recurso de nulidad — arts. 
281 y siguientes e informe de la Comisión de reformas ál Có- 
digo de Procedimientos. 

i» Que se ha acreditado que la parte actora pagó bajo pro- 
testa, a la demandada, en concepto de ímpuejfto de abasto, la 
suma cuya devolución demanda en este juicio — fs. 5. 7. 545. 488 
a 542. 549 vta., 548. arts. 979. 993 y concordantes Código Ci- 
vil. 172. 175 y concordantes. 219 y 110. inc. 1* del Código de 
Procedimientos. 

Por mayoría de opiniones: 

2? Que el derecho de abasto establecido en la ordenanza 



general de impuestos para el afio 1925 de la Municipalidad de 
Lomas de Zamora, y en las ordenanzas respectivas para lew años 
1926. 1^27. 1928 y 1929, capitulo IV inc. 6*. no vtdnera el prin- 



j vario* at la nao6m 



cipio de igualdad contagian los arte. 16 «k la Constitución 
Nacional y !• de la GmtitKió» de h provincia, capitulo IV, inc. 
6» de las ordenanzas de impuestos citadas, arts. 16 de la Conati- 
tución Nacional y 10 de la Constitución de la provincia, J. Arg.. 
fallos de la Corte Suprema de la Nación y de la Suprema Corte 
de Buenos Aires en los tomos 17. pág. 369 y 11. pág*. 1159 y 
1160. 

3» Que el mencionado derecho de abasto no es violatorío del 
principio de libre comercio y tránsito consagrado en el art. 14 
de la Constitución Nacional y art. 26 de ta Constitución de ta 
provincia— arts. 14 de fa Constitución Nacional y 26 de la <lc 
la provincia. 

4* Que la demanda no procede. Fundamentos de Ion consi- 
derandos 2* y 3* (art. 24. Código de Procds.). 

5' (Cuestión 7 # ): Que corresponde desestimar el recurso 
de nulidad y revocar ta sentencia de fs. 570 y siguiente*: 

6 V (Cuestión 8») : Que la actora deberá abonar las costas de 
amlias instancias — art. 71 del Código de Procds. 

Por ello y demás fundamentos del precedente acuerdo, se 
desestima el recurso de nulidad interpuesto y— «n atención a lo 
resuelto por la mayoría del Tribunal— se revoca la semencia re- 
currida de f s. 570 y siguientes y en su consecuencia se rechaza la 
demanda instaurada por la Compañía Swift de La Plata contra 
la Municipalidad de Lomas de Zamora por devolución de im- 
puestos, con costas en ambas instancias a cargo de la |>at1c ac- 
tora vencida. Consentida que sea la presente decisión vuelvan los 
autos al Juzgado de su procedencia donde se repondrá el sellado. 

AfTO 0K !.A CÁMARA l* DE APELACIÓN 

La Plata, Diciembre 28 de 1934. 

Autos y Vistos: Considerando: 
Que el presente recurso extraordinario ha sido presentado 
en término— art. 208 de la ley 50. 
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Que encuadra dentro de las prescripciones del art. 14. ¡nc. 
2* de la ley 48 y art. 6* de la ley 4055 por tratarse de sentencia 
definitiva. 

Por ello, concédese libremente el recurso extraordinario in- 
terpuesto para ante la Corte Suprema de la Nación, a donde so 
remitirán los autos por correo certificado a costa de la parte 
apelante, Cía. Swift de La Plata, previa citación y emplazamien- 
to de las {tartes, fijándoseles el plazo de cinco días para la me- 
jora del recurso en los términos del art. 211 de la ley nacional X- 
50. — Ferrando. — Días Cisncros. — Pcssagno. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Procede en este caso el recurro extraordinario ante Y. E. 
por haber» objetado la validez de una ordenanza municipal, ta* 
chándola de violatoria de las garantías emergentes de los arts. 14 
y 16 de la Constitución Nacional, siendo la decisión del Tri- 
bunal Superior de la provincia, favorable a la validez. 

Respecto del fondo del asunto, la cuestión debatida me pa- 
rece sencilla y V. E. la ha resuelto ya en litigios análogos (Fa- 
llos: tomo 144. pág. 332). I-a Municipalidad de Lomas de Za- 
mora creó un impuesto de cinco centavos por kilogramo de car- 
ne de cerdo, embutidos, etc.. que so color de mayores gastos de 
in>i>ev<*¡<m. sólo se aplícala a esos productos cuando procedían de 
fuera del municipio. Tratáliase pues, de un gravamen diferen- 
cial, en perjuicio de las producciones de otras localidades; y es 
indudable que el gravamen obstaculizó aun más la libre circula- 
ción de dichos productos al aplicársele, como se hizo, en condi- 
ciones que significaban prácticamente detenerlos ante una ver- 
dadera aduana interior. 
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Considero, pues, que debe revocarse la resolución de la Cá- 
mara Primera de Apelaciones de La Plata, y mantenerse, por 
sus fundamentos, la del señor Juez doctor Julio Moreno Hueyo, 
que ordenó a ta Municipalidad de Lomas de Zamora devolver a 
la Compañía Swift de La Plata las sumas cobradas en concqno 
del impuesto diferencial aludido. 



Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario interpuesto por la Compañía 
Swift dé I-a Plata contra la sentencia de la Cámara Primera de 
Apelaciones del departamento de la Capital de la provincia de 
Buenos Aires, dictada en el juicio que la dicha compañía siguió 
contra la Municipalidad de Lomas de Zamora sobre inconstitu- 
cionalidad y devolución de impuesto pagado en concepto de in- 
troducción íle carnes y embutidos; y 

Considerando: 

El recurso es procedente — y asi lo reconoció el tribunal "a 
quo" — pon pie desde el escrito de demanda — fs. 336 — la actora 
sostuvo (pie el gravamen fiscal impugnado viola claramente los 
arts. 14 y 16 de la Constitución Nacional y el fallo en apela- 
ción rechaza esa crítica y declara que la ordenanza de Lomas de 
Zamora se ajusta a los preceptos y principios de la Carta Fun- 
damental de la Nación— art. 14, inc. 2% ley N* 48. 



Buenos Aires, Agosto 17 de 1935. 



Juan Alvares 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
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Que el caso traído a conocimiento de esta Corte Suprema, 
en la instancia extraordinaria, es igual a1 que se registra en la pá- 
gina 332 del tomo 144 de su colección de fallos, como lo advierte 
el señor Procurador General : se trata de un impuesto o tasa de 
$ 0.05 |>or cada kilogramo de carne, o embutido, etc.. que. de 
afuera, se introduce al municipio de Lomas de Zamora, impues- 
to que no se paga por el mismo producto faenado o fabricado en 
el interior del mismo, como claramente lo dice el voto del Ca- 
marista opinante en el caso, en la segunda cuestión de! fallo im- 
pugnado, fs. 608 V*M >' en el citado fallo del tomo 144. se dijo 
por esta Corte: que un gravamen con esas características afec- 
taba los principios de libre circulación y de igualdad consagra- 
dos en los arts. 10, 11 y 16 de la Constitución Nacional. 

Que si a las entidades políticas autónomas que son las pro- 
vincias, cuya preexistencias se invoca en el Preámbulo de la 
Carta Fundamental, les efitá prohibido imponer gravámenes al 
tránsito, a la circulación, a la introducción, para que sea efectiva 
la paz interior y la unión nacional, como una enseñan/a de la do- 
lorosa exj)erieneia propia y ajena, no se concibe que los muni- 
cipios puedan estar facultados para revivir la guerra económica y 
fiscal que los recordados arts. 10. 11. asi como el 9* quisieron 
extinguir en la República. 

Que los municipios no están impedidos jKira gravar los pro- 
ductos que de afuera lleguen a su seno, en cuanto ellos se incor- 
poren a la riqueza de los mismos, en iguales condiciones que las 
que afectan a los productos internos (coní. Fallos: tomo 144. 
plg. 33áj 5* considerando; t. 171. pág. 62) ; y. en consecuencia, 
es ineficaz el argumento basado en una situación diferencial des- 
favorable para los carniceros, fabricantes, etc.. de Lomas de 
Zamora. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado ix>r e1 
señor Procurador General, se revoca la resolución recurrida en 
cnanto piído S«r materia de la apelación; se declara que la orde- 
nanza impugnada es contraria a los arts. 9", 10. 1 1 y H5 de la 
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Constitución Nacional: y se resuelve que la Municipalidad <1c 
Lomas de Zamora debe devolver, dentro de! plazo de sesenta días, 
a la actora las sumas que reclama por repetición de impuestos 
más sus intereses a estilo de los que colira el Banco de la Na- 
ción Argentina, desde el día siguiente al de la notificación de la 
demanda. Hádase sal*r. rqxingasc el papel y devuélvanse. 



— B. A. Mazar 

Anciiorena. — 



Doña Florentina Ludo Lucero de Yanson contra el Gobierno 
Nacional por cobro de pesos y reconocimiento de pensión. 

Sumario: Debidamente comprobada en autos la calidad de capi- 
tán de milicias de San Luis, según despachos de 1815 y 
1&Í9, es decir dentro del plazo o período que menciona ¡a 
ley 11.412. a la nieta de aquel le corresponde la pensión de 
dicha ley de gratitud nacional dictada con un carácter am- 
plio en cuanto a lo que se entendió por guerrero de la íii- 
dq>eiidenc¡a, es decir comprendiendo a todos los militares 
que prestaron servicios en ese momento de estado de gue- 
rra con prcscindcncia de región y destino. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SEXTE5CCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Mayo U de 1935. 

Y Vistos: 

Para resolver estos autos caratulados. Yanson Florentina 
Lucio Lucero de contra la Nación, sobre cobro de pesos v re- 
conocimiento de pensión de los que resulta: 
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|* Que a fs. 4 se presenta el doctor Héctor González Bar- 
lett en representación de doña Florentina Lucio Lucero de Van- 
son entablando formal demanda contra la Nación, por la suma 
de cinco mil doscientos jwsos moneda nacional y lo que en ade- 
lante le corresponda, en mérito de las siguientes razone.*: 

Dice qué atento lo preceptuado por la ley 11.412. se pre- 
sentó ante el Ministerio de Guerra solicitando se le reconociera 
la pensión que le corresponde en virtud de la citada ley y en su 
carácter de nieta viuda del capitán Pedro Lucio Lucero, acom- 
pañando los correspondientes documentos. Oue esa solicitud la 
presentó con fecha 29 de Mayo de 1931 y hasta la fecha no ha 
jMKiiíln obtener resolución alguna definitiva. 

I-a demora injustificada do este petitorio equivale a la de- 
negación del mismo requisito exigido por la ley 11.634. jpáfá 
hacer viable está demanda contra la Nación. Pide intereses. 

í- Corrido traslado de esta demanda al IV K. por interme- 
dió del Ministerio de Guerra, a fs. 22 se presenta el señor Pro- 
curador Fiscal, en representación del Fisco. Solicitando el recha- 
zo de la demanda cotí costas atento las siguientes consideraciones. 

Dice que la lev X" 11.412 fué reglamentada jMir decreto del 
2*» de < Octubre de 1930, el que establece las condiciones y ré- 
qnisitos necesarios para obtener los beneficios de la expresada 

ley. 

QllC el art 1 '. ¡tic h) de la aludida reglamentación pres- 
cribe, que para obtener los beneficias de la ley es necesario com- 
probar de acuerdo a la ley K*>7. que el causante formó pariré de 
alguno de los ejércitos de la República que compitieron por la 
causa de la Independencia dentro del periodo comprendido cn- 
tre ti 25 de Mayo de 1S10 y el M) de Junio de 1825, etc.... 

Que los antecedentes que obran en el espediente administra- 
tivo adjunto son insuficientes para probar que el causante for- 
;iió pane de los ejércitos que lucharon por la Independencia. IW 
estas rozones ilícita el rechazo de la acción. 
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Abierto el juicio a prueba las partes produjeron la que in- 
forma el certificado de fs. 64. alegando sobre su mérito a fs. 
65 y fs. 67, con lo que se llamó autos para definitiva a f s. 69. y 

Considerando : 

Í9 Que la ley 11.412. dice textualmente: "Desde la promul- 
gación de la presente ley, gozarán de una pensión mensual de 
cien pesos moneda nacional : a) las hijas solteras o viudas des- 
cendientes de guerreros de la Independencia ; b) las nietas solte- 
ras o viudas descendientes de guerreros de la Independencia \ 
Que los términos en que se expresa esta ley son claros, y no se 
desprende de ellos distingos de ninguna naturaleza. 

Ahora bien: el decreto reglamentario de la presente ley en 
su art. l v . inc. I>), establece. . . "que el causante, de acuerdo con 
la ley 1097 haya formado jxirte de alguno de los ejércitos que 
combatieron en la Independencia...". Como se vé. de sus tér- 
minos, parecería inferirse que fuera necesario que el Ejército de 
que haya formado i>arte el causante, hubiera tomado jxirte activa 
en algún hecho de armas. 

Que como lo tiene resuelto el suscripto en el caso Torres 
Vda. de Algarate c/. la Nación, a estas disposiciones de carác- 
ter reglamentario, de acuerdo a lo preceptuado por el art. «6. 
inc. 2* de la Constitución Nacional, del>e interpretárselas en for- 
ma restrictiva, y i>or consiguiente no puede dárseles un alcance 

que no pueden tener. 

2* De las constancias de autos resulta comprolwido según 
informe testimoniado del Archivo General de la Nación que el 
causante señor Pedro Lucero en una propuesta de oficiales, fi- 
gura para desempeñar el puesto de capitán del primer escuadrón 
«de la décima compañía de las milicias de cal>allería de la juris- 
dicción de San Luis. Y en Diciembre de 1819 actuó como capitán 
comandante del Regimiento de Milicias de Caballería de San Luis. 

En cuanto al viñado existente entre la recurrente y el cau- 
sante el suscripto lo considera suficientemente comprolwlo con 
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la partida de defunción (ver fs. 8 expediente X 1 ' 12.929/931, 
agregado) del señor Fabio Lucio Lucero padre de la recurrente, 
en la que consta que éste es hijo de don Pedro Lucio Lucero. 

Por estas consideraciones, fallo, este juicio, declarando que 
la señora Florentina Lucio Lucero de Yanson. se halla compren- 
dida dentro de las beneficiarías que establece la ley X v 11.412, 
debiendo el Gobierno de la Nación en su consecuencia jxigar a 
la recurrente la suma de siete mil novecientos pesos moneda na- 
cional, en concepto de pensiones vencidas desde el día de la pro- 
mulgación de la ley 11.412. hasta la fecha, y sus intereses desde 
el día de la notificación de la demanda, sin costas atento el carác- 
ter del derecho reclamado. 

Eduardo Sarmiento. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1935. 

Y Vistos- 

Por sus fundamentos; teniendo en cuenta que en la con- 
testación de fs. 22 no se desconoció de ninguna manera el vincu- 
lo de parentesco invocado en la demanda de fs. 4, lo que hace 
aplicable la sanción prevista en la secunda parte del art. 86 de la 
ley X" 50. en cuya virtud debe tenerse aquél cotilo suficiente- 
mente acreditado a los fines de este juicio; y por las considera- 
ciones en que se apoya el fallo de este Tribunal, de fecha 13 del 
mes en curso, en la causa "Torres Yda. de Algaratc, María del 
Carmen, contra la Nación", análoga a la presente, confírmase en 
todas sus partes la sentencia afielada de fs. 70, modificándosela 
en cuanto a los intereses, que se liquidarán a contar desde el 28 
de Mayo de 1931. fecha del reclamo administrativo (fs. I del 
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expediente respectivo» y art 509 del Código Civil). Las costas 
de ambas instancias en el orden causado. — Ezcqiúel S. de O laso. 
—Carlos del CempMo.—R. Villar Palacio.—]. A. González Cal- 
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Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 80, contra la que el Ministerio Fiscal ha 
deducido este recurso, reposa, a mi juicio, sobre dos conceptos 
erróneos: a) aplicación de la ley 1097. al caso "sub judice"; b) 
otorgamiento de los benef icios de la ley 11.412, a los descendien- 
tes de una |>ersona que no consta fuese procer o guerrero de la 
Independencia. 

Como resulta de su propio texto. la ley 1097. dictada en 
Agosto de 1881, no tuvo otro objeto que reconocer sueldos 
atrasados a los militares que. durante el periodo 1810-1825. no 
habían podido cobrarlos, o los j>ercibieron solo en parte a causa 
de las dificultades financieras que afligieron al país hacia esas 
é|>ocas. No se trataba de otorgar premios o exteriorizar la gra- 
titud nacional, sino simplemente de pagar deudas impagas: y fM>r 
eso la ley establece minuciosas prescripciones acerca de la forma 
en que cada acreedor delwrá comprol>ar su titulo. Era. pues, 
lógico que n*» se hiciese distingo alguno entre aquellos militares 
que actuaron en campañas o combates, y los que se limitaron a 
prestar servicio de guarnición. El sueldo se adeudaba lo mismo 
a unos y a otros. Y como en este litigio nada se reclama por 
concepto de sueldos atrasados, es evidente que nada tiene que 
hacer la ley 1097 con las pretensiones de la parte actora. 

Por otra parte, el texto y el espíritu de la ley 11.412, único 
único fundamento de este litigio, están revelando que solo se qui- 
só premiar o quienes merecieron la gratitud nacional por su ac- 
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tuación en la epopeya de nuestra emancipación política. No se 
concibe que las palabras "procer" o "guerrero de la Indepen- 
dencia", usadas expresa y exclusivamente por dicha ley, puedan 
ser aplicadas, sin excepción, a cuantos se hallaron bajo tanderas 
cualquier periodo de tiempo y en cualquier punto del país dfes- 
de Mayo de 1810 a Junto de 1825. Serían asi acreedores a !a 
gratitud nacional hasta los desertores ; y si se conceptúa guerre- 
ros a todos los componentes del Ejército y la Marina, ¿por qué 
no reputar proceres civiles a todos los empleados de la Adminis- 
tración? Semejante modo de interpretar la ley empaña el méri- 
to de quienes afrontaron las penalidades de largas campañas en 
defensa del país ; y haría supérfluas las calificaciones usuales de 
guerreros del Paraguay" o "expedicionarios al desierto", pues 
tales títulos debieran, con igual lógica, otorgarse tanto a los mi- 
litares que asistieron como a los que no asistieron a dichas cam- 
pañas. Ella es también inconciliable con las diferencias en el 
cómputo de servicios, y pago de haberes, que ordinariamente re- 
conocen las leyes militares entre las tareas de campaña y las 
de guarnición. 

Hay algunos antecedentes que conviene recordar a este res- 
pecto. I-a ley de retiros de 1865, exigía diez años de servicio co- 
mo mínimo jwra obtener pensión, y como tal término pareciera 
excesivo para quienes lucharon por la Independencia, se resol- 
vió hace r en obsequio de éstos una excepción. Empero al su- 
primir dicho plazo, surgió la duda de qué mínimo se les exi- 
giría. El punto fué tratado en las discusiones de 1872, según lo 
recuerda el señor auditor general (fs. 28 y 53), y tanto en ellas 
como en las de 1879 (Diputados, Septiembre 17). los legislado- 
res dejaron bien explícita su opinión de que para merecer el ca- 
li f ¡cativo de "guerrero", era preciso haber tomado parte en al- 
guna campaña o combate. El diputado Mitre, agregó todavía: 
"no se declara guerrero de la Independencia al que haya hecho 
solamente una guardia, no; es necesario que se haya encontrad») 
en alguna batalla". Y en 1881 (Mayo 20) el diputado Gfelín- 
dez formulaba un argumento complementario, al recordar que 
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difícilmente habría familia argentina cuyos antecesores no em- 
puñaron el fusil en aquella época, de suerte que, a no limitar las 
Ilusiones a casos realmente dignos de premio, tocios los recur- 
sos de las generaciones actuales no testarían para ese reconoci- 
miento de servicios ¡>asados. 

\ eamos ahora en qué forma comprometió la gratitud na- 
cional el ahuelo de la demandante. Por de pronto, no se presen- 
ta un solo nombramiento o despacho que acredite su carácter de 
capitán de milicias, en San Luís. Suponiendo que Ib fuera, su 
actuación se habría reducido a lo siguiente (informe de k 44 
v 45): 

ai En 1819. declaró como testigo, en la causa seguida con- 
tra los prisioneros españoles sublevados en San Luis. 

1>) Kn Diciembre del mismo año fué envia<lo con otros mi- 
licianos a I 'amanta (localidad situada pocas leguas al Norte de 
la ciudad de San Luis) para pastorear unos animales del Kjér- 
cito de los Andes (calilladas de reserva, seguramente, pues el 
j-rneso de dicho ejército estaba en Chile desde hacia casi tres 
años). 

Eso es todo. Se cita, además, la opinión vertida en un li- 
bro, por el historiador Juan W. Gez. de la que resultaría qué el 
capitán de milicias aludido recibió una de las treinta y cuatro 
medallas acuñads para premiar a los defensores del orden, en 
San Luis, cuando se sublevaron los prisioneros españoles: pero 
el señor director del Archivo Nacional manifiesta carecer de do- 
cumentos que pruebe» tal hecho. Por rentable que sea la opi- 
nión del historiador citado, y no presentándose en autos las 
pruebas que la fundan, resulta ella insuficiente para reconocer 
él derecho a pensión invocado. 

A mérito de las razones expuestas, y las concordantes de 
los escritos de fs. 22. 67 y 75. solicito de V. E. revoque la sen- 
tencia ¿piada y absuelva a la Xacióu de la demanda interpues- 
ta en su contra. Con costas. 

Buenos Airea, Octubre 23 de 11135. 

Juan Alvares. 



356 



PALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FAf.LO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Febrero 19 de Bft£ 

Y Vistos; 

LdS <Iel recurso ordinario de apelación interpuesto por el 
Ministerio Fiscal Contra la sentencia de la Cámara Federal de 
Apelación dé la Capital que. confirmando la de primera instan- 
cia, declara que corresponde a doña Florentina Lucio Lucero ríe 
Yanson. la demandada pensión que le corresponde, de acuerdo 
con la ley N« 11.412, como nieta del "guerrero de la Indepen- 
dencia", capitán de Milicias de San Luis, don Pedro Lucero; y 

Considerando: 

Que están debidamente comprobados en autos los extremos 
de la demanda: a) la calidad de capitán de Milicias de San Luis 
en don Pedro Lucero, según despachos de los años 1815 y 1819, 
es decir, dentro del plazo ó período que menciona la ley número 
11.412 (fs. 44 y expedienté administrativo adjunto a estos au- 
tos) ; I») la condición de nieta de dicho militar por parte de 'a 
actora (fs. 8. expediente X v 12.929— año 1931— agregado y que 
se menciona precedentemente). El grado de capitán de milicias se 
otorga a don Pedro Lucero por el Director General de las Pro- 
vincias Unidas del Rio de la [Mata— fs. 44 vta— es decir, por fa 
autoridad nacional creada en 1813 con facultad para organizar y 
dirigir la guerra ]>or la Independencia. 

(¿tic como lo hace presente la parte actora. con citas del 
general Mitre, extraídas de su "Historia de San Martiri"— fs. 
12— las milicias de infantería y caballería de las provincias, es- 
pecialmente las de Cuyo, fueron creadas y organizadas |M>r el Cíe- 
neral San Martin " asi para atender a la defensa ele ellas cuanto 
l>ara levantar el padrón de los hombres de armas, llevar y remon- 
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tar con sus conscriptos los cuerpos de línea, etc.". v luego agre- 
ga que. mientras iban llenando los claros de los cuerpos de li- 
nea, seguían los milicianos a estos prestando servicios tan im- 
|)ortantes como cuidado y conducción de víveres, municiones y 
caballadas. Esa es función de guerra en grado eminente, co- 
mo que la suerte de las armas depende muchas veces de la efica- 
cia de los servicios de abastecimiento y la propia historia patria 
ofrece ejemplos de victorias campales malogradas |>or falta de 
municiones, medios de movilidad y vituallas en cantidad v cali- 
dad necesarias. 

Que. como se dijo por esta Corte en el caso María del Car- 
men Torres de Algarate contra el Gobierno de la Nación, por 
hechos similares al presente, fallado el 23 de üiciemhre «le 1935. 
' que gramaticalmente, por guerrero debe entenderse en general 
lo jierteneciente o relativo a la guerra, y jmr consiguiente el ofi- 
e.o o profesión de aquélla por los hombres que, como oficiales, 
clases o soldados contribuyen a la formación de un ejército" ; y 
por eso la 5» acepción que el Diccionario de la Academia recono- 
ce a -guerrero" es "soldado"; y también por eso el departa- 
mento del Poder Ejecutivo encargado de la preparación y orga- 
nización del ejército de tierra, se llama "Ministerio de Guerra" 
—Constitución Nacional, reforma de 1898, art 87. ley regla- 
mentaria del mismo N v 3727— arts. I« y 12. 

Que, en la época en que vi capitán Pedro Lucero prestó 
servicios militares todo el país estaba en estado de guerra, no 
quitándole esc carácter a algunas regiones la circunstancia de 
que en ellas no se condotiera porque la solidaridad en la acción 
y en la previsión, hacía de todo el territorio un solo campo de- 
fensivo y ofensivo; y ello sin contar con que San Luis fué tea- 
tro de acción de guerra en esa época, debiendo calificarse de tal 
la represión de la sublevación de los prisioneros españoles te 
irados desde Maipú, pues de haber tenido éxito los mejores je- 
fes del ejército español allí concentrados y comprometidos en 
la conjura pudieron causar grave daño a la causa patria. 
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Que la gratitud nacional, que inspiró la ley X" 11.412 no 
alcanza solamente a los que tomaron parte en un determinado 
combate o particular batalla, muchas veces insignificante o. j>or 
lo menos, de escasa eficacia, sino a todos los que tomaron las 
armas y permanecieron con ellas fieles al deber, listos para con- 
currir a cualquier sitio donde éste les reclamara peleando direc- 
tamente o ayudando a pelear a sus hermanos de causa, defen- 
diendo, en suma la integridad nacional en los sitios, en la hora 
y en las formas que sus superiores ordenaron. 

Que, en el recordado fallo de Torres de Algarate, esta Cor- 
te hizo notar que los motivos expuestos en el Congreso Nacio- 
nal al discutirse la ley en examen concurren a definir el carácter 
amplio <le la frase "guerrero de la Independencia" que en las 
sentencias de la. y 2a. Instancia se consigna, y por ello, sus 
términos se dan aquí jwr reproducidos. 

Kn su mérito y oído el señor Procurador General, se con- 
firma la resolución apelada en todas sus partes. Hágase saber y 
devuélvanse. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagarna. — B. A. Nazar An- 
ctiorena. — Juan H. Tkráx. 



Doña María iirramouspe de Ruis Guiñasú contra la Provincia 
de Hnenos .tires, por ¡iiconstitucionatidad de ley (la N 9 
4128) y detención de dinero. 

Sutmrio: El articulo l v , inciso d) de la ley 4128 de la Provincia 
de Buenos Aires, que grava la transmisión gratuita de de- 
rechos reales constituidos sobre bienes situados en la Pro- 
vincia, aunque los créditos en cuya garantía se hubiesen es- 
tablecido fueran exigióles en otra jurisdicción, y aún cuan- 
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do el acreedor tuviese o hubiese tenido su domicilio fuera 
del territorio provincial, no afecta ningún principio conte- 
nido en la Constitución Nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



OCCTAMEN NL MOCUKADOK GBNEftAt 

Suprema Corte: 

La señora María Chapar de Erramouspe, vendió al doctor 
Antonio Dellcpiane, en Julio de 1929, un inmueble situado en 
Mar del Plata, el cual quedó hipotecado en garantía de gran par- 
te del precio. Comprador y vendedora convinieron en que el sal- 
do se pagaría en cuotas, en la ciudad de Buenos Aires, domicilio . 
de la acreedora, sometiéndose ambos, espontáneamente, a la ju- 
risdicción de los tribunales ordinarios de la misma. Todo ello 
consta en una escritura pública, otorgada e inscripta en La Pla- 
ta (fs. 45). 

Posteriormente, la señora de Erramouspe falleció en Buenos 
Aires, y producida la declaratoria correspondiente, su heredera 
María Erramouspe de Ruiz Guiñazú abonó en cata ciudad im- 
puesto sucesorio por la trasmisión de dicho crédito; mas al ir 
a inscribirla en los registros de La Plata, como era indispen- 
sable, se le exigió allí pagase impuesto con arreglo a la ley pro- 
vincial número 4128, que grava toda trasmisión gratuita de cré- 
ditos hipotecarios sobre bienes situados en el territorio de la 
provincia. Hecho el pago, la demandante acude ante V. E. ale- 
gando ser inconstitucional dicha ley, y pide, en consecuencia se 
condene a la provincia a devolver lo cobrado. Como elemento de 
criterio complementario, pudiera agregarse que la tasa del im- 
puesto pagado en Buenos Aires por la actora era menor que la 
exigida por la ley provincial. 
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£1 derecho de las provincias para cobrar impuesto» sobre la 
trasmisión hereditaria de bienes situados en su territorio, es in- 
discutible; pero se dice: un crédito hipotecario, pagadero en !a 
Capital Federal por convenio de partes, no es un bien inmueble 
situado en Mar del Plata, aunque allí esté d terreno materia de 
la hipjotcca. Considero insuficiente el argumento para fundar la 
inconstitucionalidad de la ley. Un crédito personal puede tras- 
mitirse en cualquier parte : pero la transferencia de un derecho 
real de hipoteca, soto será válida contra terceros si se la anota 
en el lugar donde radica el inmueble afectado. Asi lo previene el 
art. 3177 del Código Civil. Y si se alega que d derecho real de 
hipoteca puede trasmitirse plenamente sin necesidad de inscrip- 
ción, a mérito de la declaratoria de herederos, esa hipótesis con- 
ducirla a sostener que en igual caso se halla el derecho real de 
propiedad, y por lo tanto, ninguno de Jos inmuebles de la suce- 
sión debió pagar allí impuesto hereditario; y esta conclusión, me 
parece francamente insostenible. 

Si la señora Chaiur de Erramouspe, en vida, hubiese hecho 
donación de su crédito hipotecario, habría tenido que valerse ne- 
cesariamente de una escritura pública otorgada o protocolizada 
en la provincia, y entonces no habría duda de que el impuesto 
provincial le era aplicable. La situación legal no cambia, a mi 
juicio, por el hecho de que en vez de actuar un escribano de La 
Plata, haya sido el Juez de la sucesión quien hizo la declaratoria. 

No encuentro, puea. suficientemente demostrada ?a incons- 
titucionalidad que se invoca. 

Buenos /'res. Octubre 7 de 1936. 

Juan Alvares. 
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Ba*n«, Airea, Fsbrwo 81 «te W8*. 

Y Vistos: 

Los seguidos por doña María Emmoospe de Htm: Guiñará 
contra b provincia de Buenos Aires de «yo estudio resulta : 

A fs. 24 se inicia la demanda por inconsthncionalidad del 
art. 1». inc. d) de la ley provincial N» 4128 de 3 de Febrero de 
1933, en virtud de la cual la actora tuvo que pagar la suma de 
$ 5.338.40 m concepto de impuesto a la transmisión gratuita 
de bienes y de intereses punitorios cuya suma redama con sus 
internes y costas. 

Dice que en Septiembre 30 de 1931 en el carácter de única 
heredera, inicié d juicio sucesorio de su señora madre María 
Chapar de Emmouspe, fallecida en la Capital Federal, lugar de 
su domicilio, d 4 de Septiembre de ese año. Entre los bienes de- 
nunciados figuraba un crédito con garantía hipotecaría sobre 
un inmueble es la provincia de Buenos Aires a favor de la cau- 
sante contra d doctor Antonio Dellepiane, que ascendía a pesos 
36.02172 al dkdd fallecinñemo. 

La escritura establece que el pago del capital y de los 
intereses deberá efectuado d deudor sin necesidad de cobro en 
d domicilio de los acreedores en la Capital Federa! 

Al practicar d Consejo Nacional de Educación la liquida- 
ción dd impuesto sucesorio, incluyó dicho crédito entre los bie- 
nes de jurisdicción nacional ; y en consecuencia fué oblado d im- 
. (Htesto correspondiente. 

Sonetada la protocolización de la declaratoria de herederos 
en la provincia de Buenos Aires, la Dirección General de Es- 
cudas induró dicho crédito entre los bienes en jurisdicción pro- 
• vincial y por lo tanto sujeto al pago del impuesto establecido en 
la ley N« 4128. art. inc, d). 



Que impugnó la liquidación y |»gó bajo protesta según re- 
sulta del testimonio de escritura qi\e acompaña-. 

Funda la competencia originaria de la Cortt en los arts. 
100 y 101 de la Constitución. Dice que la disposición de la ley 
provincial que establece el impuesto se ha dictado por la provin- 
cia fuera de su órbita legislativa gravando un bien situado fuera 
de su jurisdicción violando los arts. 10+ y 105 de la Constitu- 
ción Nacional, y que además ha contrariado lo dispuesto en los 
arts, 31, 67, inc. 11 y 108 del mismo estatuto al vulnerar j|spq* 

siciones del Código Civil. 
• 

Dice que la provincia ha gravado un crédito ubicado fuera 
de su territorio, pues, el hecho de tener una garantía hipoteca- 
ria DO cambia su naturaleza de derecho creditorio, por ser la hi- 
poteca un accesorio (arts. 524, 3108, 3187 y 3200 del Código 

Civil). H 

Que siendo el lugar del pago la Capital Federal allí es 
donde se hará efectivo el crédito y en donde ingresará al patri- 
monio del heredero. Y que si él deudor no lo paga voluntaria- 
mente, el acreedor delícrá recurrir a los Tribunales de la Capital 
por halarlo asi convenido en la cláusula 5»; Agrega que el im- 
puesto a las herencias es un impuesto directo, por lo que corres- 
ponde itu]H>nerlo a las provincias y al Congreso Nacional en su 
carácter de legislatura local. La Nación soto puede establecerlo 
por tiem|)o determinado cuando la defensa, seguridad y bien ge- 
neral del listado lo exija (art. 67, inc. 2 t ). Y por ello que un 
impuesto directo sólo puede existir en una sola jurisdicción. 

Sostiene que un crédito es un bien mueble— art. 2319 del 
Código Civil— y que está regido por la ley del domicili del cau- 
sante, en este caso, la Capital Federal. Además, según el art. 
1 1 del código citado, los muebles son regidos por las leyes del 
lugar en que están situados si tienen situación |>ernianciitc y jxjr 
las leyes del domicilio de su dueño si no la tuviesen. Un crédito 
no tiene situación permanente, siendo regido por la ley del do- 
micilio tic su dueño. De todo ello infiere que la única ley apli- 



DE JUSTICIA OB LA NACIÓN 



363 



cable al crédito es la de la Capital Federal y por ende que del*e 
I mgarse el impuesto en jurisdicción nacional como lo ha hecho 
Cita la jurisprudencia de las Cámaras Civiles en Pleno publicada 




en J. Arg.. tomo 3, pág. 397, en favor de su tesis. 

A fs. 28 se corrió traslado a la Provincia <lc Buenos Ai- 
n.s, que lo evacúa a fs. 36 |M>r intermedio del letrado don Gre- 
gorio Kscudcro puliendo el rechazo de la demanda con costas. 

Niega hechos ¡mocados ¡x>r carecer de los elementos 
administrativos necesarios \jara reconocerlos. Sostiene que la ju- 
risprudencia de las Cámaras Civiles está en contra de la tesis 
sostenida |*>r la actora, pues según ella el lugar en que se en- 
cuentra el bien es el que determina el lugar donde debe jx»garse 
el impuesto. Por lo que toda la cuestión se reduce a establecer 
cuál es el lugar del derecho real de hiiHrtCGi. aplicando para ello 
los principios y las normas del derecho impositivo y no los de la 
ley civil. Que esc lugar es la provincia de Buenos Aires, donde 
se encuentra el bien gravado. lista, pues, dentro de la facultad 
tmi>ositiva de la provincia el derecho de imponer a todos los 
bienes situados dentro de su territorio y no puede eximirse de 
esta regla un derecho real de hipoteca. 

Que no solo las Cámaras Civiles en Pleno, sino también 
esta Corte, han reconocido el derecho de las provincias pala im- 
poner sobre todo lo que se encuentra dentro de sus respectivos 
territorios. Que no puede haber conflicto entre el Código Civil 
y las leyes impositivas provinciales, porque se trata en ellos de 
materias y relaciones fundamentalmente distintas. 

Sostiene que el derecho de hipoteca, aunque es accesorio de 
un crédito, no se confunde con éste, pues por él adquiere el acree- 
dor un derecho real sobre el inmueble hipotecado, en virtud del 
cual el valor de la cosa, que es uno de sus elementos, le corres- 
l>onde en seguridad de su crédito. El vecino de la ciudad de Bue- 
nos Aires que asegura su crédito con hipoteca sobre bienes si- 
tuados en la provincia, adquiere sobre estos bienes un derecho 
real de indiscutible valor patrimonial. Como derecho real que 
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es, el de hipoteca se tiene en la cosa y es inseparable de ella. 
Sostiene que aun dentro del Código Civil se halla la confirma- 
ción de su tesis. El art. 3284 exceptúa a la acción hipotecaria de 
la jurisdicción del Juez del último domicilio del difunto a quien 
corresj)onde entender en la sucesión y en las acciones que in- 
dica. Lo contrario importaría el avasallamiento de las sol>eranhs 
locales y fue por eso que al establecer la jurisdicción en el régi- 
men sucesorio se dejó a salvo las jurisdicciones de las provin- 
cias cuando algunos bienes sucesorios se encontraban dentro de 
sus respectivos territorios y debiesen trasmitirse de una persona 
a otra. 

Abierta la causa a prueba a fs. 41 vta., se produjo la que 
indica el certificado de secretaría de fs. 76 vta. Presentados los 
alegatos de fs. 79 y 81, se llamó autos para definitiva a fs. 96. 

iil señor Procurador General, dictamina a fs. 97 soste- 
niendo la constitucionalidad de la ley impugnada. 

Y Considerando: 

i" Que la actora ha prohado en autos haber pagado con pro- 
testa la suma de pesos 15.078.06 en la que iba incluida la de 
$ 5.338.40 por el impuesto sucesorio correspondiente al derecho 
real de hipoteca que gravaba el terreno sito en Mar del Plata, 
provincia de Buenos Aires, comprado por el doctor Antonio De- 
llepiane a la causante de la sucesión doña María Chapar de 
Erramouspe. 

2* Que esta Corte tiene resuelto que no es objetable la facul- 
tad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos 
íbcales y en general todas las que juzguen conducentes a su bien - 
estar y prosperidad sin más limitaciones que las enumeradas en 
d art. 108 de la Constitución Nacional (Fallos: tomo 7", pág. 
373), siendo la creación de impuestos, elección de objetos impo- 
nibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las 
provincias, sin que los tribunales puedan declararlos ineficaces 
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a título de ser opresivos, injustos o inconvenientes, si no son con- 
trarios a la Constitución (Fallos, tomo 105. pág. 273). |x>rquc 
entre los derechos que constituyen la autonomía de las provin- 
cias, es primordial el de imponer contrilniciones v percibirlas sin 
intervención alguna de autoridad extraña (Fallos: tomo 114 
l'ág. 282; T. 137. pág. 212 y T. 150. pág. 419). 

3" Que la ley N" 4128 impugnada grava la transmisión «ra- 
tuita de derechos reales constituidos sobre bienes situados en la 
provincia, aunque los créditos cu cuya garantía se hubiesen es- 
tablecido fueran cxigihlcs en otra jurisdicción v aun cuando el 
acreedor tuviese o hubiese tenido su domicilio fuera del territorio 
provincial (art. 1". inc. d). 

No se grava, pues, el crédito que tenga un domicilio fuera 
de la provincia, sino el derecho real sobre una finca situada en 
ella, con el cual el deudor ha asegurado al acreedor el pago de 
su crédito. 

Siendo así poco importa que el crédito y el derecho real 
de hipoteca sean bienes distintos; principal el primero y acceso- 
rio el segundo; ni que aquél tenga el carácter de bien mueble 
pues disposición alguna de la Constitución Nacional impide a 
las provincias gravar los derechos reales sobre bienes inmuebles 
situados dentro de su jurisdicción sea que éstos se constituyan 
por contratos celebrados dentro o fuera de su jurisdicción y de 
que deban o no cumplirse dentro «le los límites de su territorio. 
|K>rque la eleción del objeto imponible— que en el caso lo cons- 
tituye un derecho real sobre un bien situado en la provincia, 
como lo es el de hipoteca— es del resorte propio de ella, y nada 
tiene que hacer el Código Civil acerca de su imposición fiscal; 

4' Que si la provincia no pudiera establecer el impuesto im- 
pugnado a la transmisión gratuita de bienes situados en ella. 
IKKlría ocurrir que nada se im|x>ndria a una sucesión abierta en 
la Capital Federal o en el extranjero en la que todos sus bienes 
fuesen créditos con garantía real de hipoteca sobre bienes situa- 
dos en las provincias, no obstante el derecho real del acreedor 
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hi|x>tecar»o para hacer efectivo su crédito Sobre dichos bienes en 
el territorio provincial en que están ubicados, y que todo el im- 
puesto sucesorio debería pagarse en jurisdicción de la Capital 
Federal o del país extranjero en que se hubiere abierto el jui- 
cio suesorio o donde debiera pagarse la deuda hipotecaria, a pe- 
sar <le la inexistencia en éstos de ¡mmieble alguno. 

No puede, ¡mes, sostenerse que la provincia de Hítenos Ai- 
res, al gravar con el impuesto sucesorio los derechos reales so- 
bre inmuebles situados dentro de su jurisdicción territorial, cual- 
quiera rea la naturaleza jurídica del instrumento en «pie conste 
ese derecho y el lugar convenido |>ara el pago, haya invadido la 
jurisdicción legislativa del Congreso Nacional al respecto. 

Tor estos fundamentos y de acuerdo con ¡ó dictaminado y 
l»edidn |M»r el señor Procurador (¿cueral y la doctrina de esta 
Corte en el caso Sociedad Terrenos y Puerto de Villa Constitu- 
ción v '. provincia de Santa Fe (Fallos: tomo 170, pág. 42 y to- 
mo 171. pág. 216). se absuelve a la provincia de Buenos Aires 
de iii demanda entablada por la señora María Frramonspe de 
ftuiz (¿uiñazú. sin costas, atenta la naturaleza de la causa. 

Hágase saber, repóngase el papel y en su oportunidad ar- 

ROBERTO REPETTO. — ANTONIO 

Sagarna. — B. A. Nazak An- 

CHORENA. — Jl AN B. TkkÁN. 
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Don Pedro Tognetti contra la Administración de los Ferroca- 
rrtics del Estado, sobre cobro de indemnización. 



Caso: lx> explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN' DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Pedro Tognetti. empleado de los Ferrocarriles del Estado, 
fué exonerado de su empleo el 8 de Enero de 1931. |>or pesar 
en su contra la sospecha de hallarse complicado en un ro1m de 
liolsas de azúcar de que se hizo víctima a dicha empresa. Tras 
insistentes gestiones consiguió de ésta, dos años y «lías más tar- 
de—Enero 13 de 1933— la declaración de que no surgían de jo 
actuado elementos para considerar a Tognetti como enlabie, |>or 
lo cual el sumario no afectaba su buen concepto de honestidad 
ípág. 29, folleto de fs. 147). 

Fundado en esa declaración, Tognetti demanda a la Admi- 
nistración de los Ferrocarriles del Estado por cobro de daños y 
perjuicios, que incluyen, ademas de los sueldos no percibidos du- 
rante esos dos años y días, las pérdidas emergentes del remate 
de una casa, la prisión que sufrió, y el daño moral derivado de la 
divulgación de las noticias respectivas. El señor Juez "a quo" 
hizo lugar a la acción defiriendo los perjuicios al juramento csti- 
matorio del actor, dentro de la suma de ocho mil j>cs. s, con in- 
tereses (fs. 178); pero la Cámara Federal ha absuclto a! dc- 
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.nandado ( fs. 206). En el intervalo entre ambas sentencias, las 
j artes reconocieron un hecho nuevo : la reincorporación de Tüjf* 
netti a los Ferrocarriles del Estado, en 18 de Febrero ppdo. (fs. 
198 v. y 190 v.). 

Procede el recurso extraordinario ante V. E., por haberse 
disentido en el juicio la inteligencia del art. 86, inc. 10 de la 
Constitución Nacional y la del art. 22 del decreto del P. E. de 
Enero 16 de 1913. 

Entrando al fondo del asunto, considero que la demanda es 
improcedente. Desde luego» para los fines perseguidos en ella, 
carece de sentido la cuestión, que plantea el actor, acerca de la 
imposibilidad legal en que se halla la Administración de los Fe- 
rrocarriles del Estado para destituir empleados: de admitirlo, 
tampoco tendría la facultad de nombrarlos» o reincorporarlos al 
servicio y entonces el juicio carece de base. 

Si Tognetti hubiera sido exonerado por razones de mejor 
servicio, y sin otra especificación, ninguna duda existe de que !a 
Administración nada le defería por concepto de sueldos futuros, 
o de las dificultades emergentes para el interesado, de esa mer- 
ma tu sus recursos. ¿Ha de entenderse, entonces, que la res- 
fxmsabilidad comienza tan pronto como se funde la exonera- 
ción en una causa inexistente? 

Encuentro un tanto sutil ese distingo. Si existe la facultad 
<Ie exonerar sin dar razones, no parece que ella desaparezca en 
cuanto se invoca un motivo inexacto. Si hubo calumnia, la res- 
!>onsahilidad emergería de este delito, no de la exoneración mis- 
ma ; y en tal caso, no podría ejercitarse la presente acción; sin 
previa condena en juicio criminal. Por otra parte, recuerde V. 
E. las explicaciones que da Tognetti acerca de cómo desaparecie- 
ron las bolsas materia del sumario: se habrían nomlwado varios 
centenares de empleados innecesarios, y como nada tenían que 
hacer, pasaban los dias tomando mate y echando mano al azúcar 
<le|>ositado en los galpones. Si asi ocurrieron las cosas, jiarcce 
evidente que en dicha oficina hacía falta un cambio ra'dical. y 
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que la nueva Administración hizo bien echando a la calle a 
todo el personal superior que conocía los hechos y los silenciaba 
sin llevar denuncia alguna a las autoridades. Esa remoción ejem- 
plarizado™ constituye el presunto acto ilícito, base de la deman- 
da. En cuanto a la detención de Tognetti, no resulta claramente 
imputable al demandado, ni tampoco lo son las noticias de los 
diarios. 

Acerca de la interpretación que da el actor al decreto de 
Enero 10 de 1913, corresponde tener en cuenta tres circunstan- 
cias: 

a) Ese decreto se refiere a los empleados suspendidos y no 
a los exonerados ; 

h) Es dudoso el derecho de la Administración para orde- 
nar, por simple decreto, se pague a dos personas distintas la to- 
talidad de un sueldo que el presupuesto asigna solo para una 
(el cargo cuyos haberes gestiona ahora Tognetti. parece haber 
sido desempeñado |wr otra persona, durante los dos años y días 
aludidos) ; 

c) Si existiera derecho a reclamo, sería preciso reconocer 
que h Administración está obligada a reincorporar al empleado 
despedido con el mismo sueldo que gozaba; y que mientras no lo 
reincorpore debe pagarle ese sueldo, indefinidamente. 

A mi entender, esto último resultaría excesivo; y dada fa 
forma en que se produjo la desaparición del azúcar, conceptúo 
que Tognetti debe darse por bien servido con su reincorporación 
a los Ferrocarriles del Estado. 

Conceptúo, pues, que procede confirmar la sentencia de la 
Cámara Federal, obrante a fs. 206. 

Buenos Aires. Noviembre 2 de 1936. 

Juan Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero 21 de 1936. 

Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia 
dictada |>or la Cámara Federal de la Capital en el juicio seguido 
por Pedro Tognetti v/. la Administración de los Ferrocarriles 
de! Estado sobre cobro de indemnización. 

Considerando: 

En cuanto a la procedencia del recurso extraordinario: 

Que se ha decidido |K>r la sentencia la inteligencia del art. 
86, inc. 10 de la Constitución Nacional y la del art. 22 del de- 
creto del P. E. de fecha 16 de Enero de 1913, discutida por las 
partes, y de conformidad con lo pedido jwr el señor Procurador 
General, se declara haber lugar a dicho recurso. 

En cuanto al fondo de la cuestión : 

I' Que tanto por su texto categórico como por los antece- 
dentes de su sanción, el inc. 10 del art. 86 de la Constitución Na- 
cional da al P. E. la facultad de nombrar y remover los emplea- 
dos de la Administración, sin que por tanto esa facultad pueda 
ser sometida a la revocación de los jueces. 

2 V Que tal ha sido la interpretación dada por esta Corte Su- 
prema a la facultad del P. E., habiendo declarado en uno de sus 
primeros fallos que ella no puede tener sobre el Ejecutivo una 
superioridad inconciliable con las facultades propias que ella 
otorga al Jefe de la Nación (tomo 1», pág. 320). 

3 V Que ha tenido ocasión de aplicar ese principio en varios 
fallos, y establecido que las relaciones entre la Nación y sus 
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empleados no son regidas por el derecho común (tomo 22, pág. 
37; tomo 99, pág. 309). 

4 V Que los motivos dados para separar al actor del empleo 
que desempeñaba aunque pudieran dar base a responsabilidades 
de otro orden nunca serian de las que recaen sobre el Estado. 

5 f Que la facultad usada por la Dirección General de los 
Ferrocarriles del Estado, en virtud del art. 3», inc. 2» de la ley 
N» 6757, deriva de la dada por d inc. 10 del art. 86 de la Cons- 
titución Nacional por ser aquélla un agente del P. E. 

6* Que es inaplicable al caso presente el articulo del decreto 
de Enero 16 de 1913, por referirse a la suspensión de los em- 
pleados y no a su separación, como es el presente. 

Por estos fundamentos, lo pedido por el señor Procurador 
General y las consideraciones de la sentencia apelada, se con- 
firma en cuanto ha podido ser materia del recurso. 

ROBEftTO RePETTO. — ANTONIO 
Sacar na. — B. A. Nazar An- 
chokena. — Juan B. TbrAn. 



NOTAS 

Con fecha 7 de Febrero de 1936 fué confirmada por la 
Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Federal 
del Paraná, confirmatoria, a su vez de la dictada por el Juez 
Letrado del Territorio Nacional de Misiones que condenó a 
Magdalena Fraus de Maller y Adalberto Willms de conformidad 
con lo dispuesto en el articulo 80, inciso 2* del Código Penal, a 
sufrir la pena de reclusión perpetua como autores del delito de 
homicidio perpetrado en la persona de Adolfo Maller. hecho 
ocurrido en jurisdicción del expresado territorio el 14 de Agos- 
to del año 1928. 
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En la contienda de competencia suscitada entre un Juez de 
Comercio de esta Cantal Federal y el de igual clase de la ciudad 
de Mendoza pitá entender en el juicio seguido por don Juan 
Russo contra Francisco Cadile. por cobro de pesos, la Corte Su- 
prema con fecha 7 de Febrero de I93fi, dado que como acertada- 
mente lo establecía el Procurador General, de no resultar de los 
elementos a|»ortados el juicio promovido ante la justicia de es- 
ta capital, que hubiera quedado explícita o implícitamente de- 
signado el de esta jurisdicción como el lugar convenido pira el 
cumplimiento de las obligaciones motivo de la "litis", y ejer- 
citándose en el caso una acción de carácter |>erson¡d, declaró que 
el conocimiento de la causa competía al Juez de Comercio de 
la difdad de Mendoza. 



En la contienda trabada entre un Juez de Instrucción en lo 
Criminal «le la Capital Federal y otro de la misma jurisdicción 
de la ciudad de La Plata j>ara conocer en la denuncia por vio- 
lación de los delires de funcionario seguida a Julio O. Váz- 
quez, la G>rte Suprema con fecha 12 de Febrero de 19,16, de 
conformidad con lo dictaminado y ludido j>or el Procurador Ge- 
neral, declaró ser Juez competente tiara entender en la causa, 
al de Instrucción de la Capital Federal. (En el caso se trataba 
de balierse negado el ex-administrador Secretario de la Direc- 
ción de Desagües de la Provincia de Buenos Aires ha hacer en- 
trega al interventor designado por el P. E. de dicha provincia, 
de las oficinas que la expresada dirección tiene en la Capital 
Federal). 



En la contienda de comjHrtencia traliada entre un Juez en 
lo Civil de la Capital Federal y otro de igual clase de la ciudad 
de Salta jKira conocer en el juicio sucesorio de don Ricardo 
Carletti, la Corte Suprema con fecha 12 de Febrero de 1936, de 
conformidad con lo dictaminado y pedido por el Procurador 
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General, declaró ser Juez comitente pura entender en la causa 
el segundo de los jueces expresados, en razón de que los elemen- 
tos acumulados a los autos demostraban de manera satisfacto- 
ria que Carlcrti. desde antes ele su fallecimiento ocurrido en un 
sanatorio de la ciudad de Salla, se domiciliaba en Campo Qui- 
jano, jurisdicción de la misma provincia, donde ocupaba una 
casa con su familia. 



En la causa seguida |x>r doña Regina Arguello de Barre- 
ra contra don Jordán Alvarez, |>or reivindicación, la Corte Su- 
prema con fecha 21 de Febrero de 1936 y de conformidad con 
lo dictaminado por el Procurador General, confirmó la senten- 
cia pronunciada |>or la Cámara Federal de Apelación de Cór- 
doba* que declaró la inc*»mj>ctincia de la justicia federal para co- 
nocer en la causa, agregando: que el juicio ha surgido cotilo 
consecuencia del seguido por las mismas partes ante la justicia 
ordinaria de Córdoba; que se trataba de cuestiones propias del 
cumplimiento de sentencia, y porque de admitirse la competencia 
federal se abriría la posibilidad de un pronunciamiento en pug- 
na con pronunciamiento anterior de la justicia provincial, lo que 
es contrario a un principio fundamental de la organización fe- 
derativa según el cual una vez radicado un juicio ante los tribu- 
nales de provincia será sentenciado y fenecido en la jurisdic- 
ción, salvo los casos de procedencia del recurso extraordinario, 
que no ha sido interpuesto (Arts. 7 de la Constitución Nacio- 
nal y 14 de la ley 48). 
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O'FamtU Juan A. y Juan Isaac Cooke - Incompetencia ée ju- 
risdicción. 

• 

Sumario : Habiendo sido redactado y firmado en la Capital Fe- 
deral el manifiesto en el cual se funda el desacato atribuido 
a sus firmantes por la Junta Electoral de la Provincia de 
Buenos Aires, es la justicia correccional de esa ciudad la 
competente para entender en el juicio. 

Cas»: Lo explican las piezas siguientes: 



Que el hecho denunciado se ha producido en la Capital Fe- 
deral, de conformidad con los arta. 102 de la Constitución Na- 
cional, 8* y 9» del Código de Procds. Penal de la provincia y 
19. 25. inc. 1* y 28. ínc. 2» de la ley 2372 declárase el Infras- 
cripto incompetente para conocer en esta causa, cuyo juzgamien- 
to compete al señor juez de lo Correccional de la Capital a quien 
le será remitido este sumario, consentido que sea este auto por 



AUTO DE It INSTANCIA 



La Plata, Noviembre 18 de 1936. 





A. Moreno Buntje. 



Ante mí: Rogelio J. Nosenso. 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 



Señor Juez: 

De constituir delito los hechos que se denuncian, se habrían 
penetrado al hacerse públicas, por intermedio de la prensa, las 
manifestaciones consideradas injuriosas. En estas condiciones, 
surge con evidencia que los hechos denunciados se han cometido 
en esta Capital y en la ciudad de La Plata. 

Por ello, opino que V. S. es competente para conocer en es- 
ta causa, en cuanto a los términos que se consideran ofensivos y 
que se propalaron por intermedio de los periódicos denominados 
"La Nación" y "ta Prensa". 

Con resjxícto a las declaraciones reproducidas por interme- 
dio de los jieriódicos "El Argentino" y "El Día", estimo que V. 
S. es incompetente para juzgar a los anisados, correspondiendo, 
en consecuencia, remitir las actuaciones pertinentes al Juzgado 
de origen y en el caso de que no sea compartida esla opinión 
por el señor magistrado que envió los autos, es del caso invitarlo 



a dirimir la cuestión ante Ií 
Diciembre 5 de 1935. 





AUTO DE Íl INSTANCIA 



Buenos Aires, Diciembre 9 de 1936. 



Autos y Vistos: 



Para resolver la cuestión de competencia planteada por el 
señor Juez de la ciudad de La Plata en este proceso por des- 
acato, iniciado por denuncia de la Junta Electoral de la pro- 
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vincia dé Buenos Aires, al remitir los autos al suscripto para 
su conocimiento. 

Y Considerando: 

Que a ¡>csar de lo declarado en las indagatorias por los pre- 
venido» O'Farrell y Cooke, a fs. 6 y fs. 6 vta., sobre el lugar, 
fecha y domicilio en que se llevaron a cal» los actos preparato- 
rios del delito de desacato imputado o sea el local del comité 
del Partido Radical de la provincia de Buenos Aires, sito en la 
Capital Federal en la calle Rivadavia N v 1906, ello no obsta pa- 
ra que el Juez que deba entender sea el de la ciudad de l-a Pla- 
ta, por cuanto los actos preparatorios de la consumación de un 
delito no pueden — como en este caso de desacato — determinar 
la jurisdicción de su juzgamiento, pues dice Tejedor, al tratar 
de la competencia, definiendo lo que se llama lugar del delito 
"forum delicti commissi" que "es aquel en que se ha efectuado 
y consumado, aunque los preparativos tengan lugar en otra par- 
te". ("Curso ile derecho criminal", parág. 89 y 91, pág. 51), Fa- 
llos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tomo 69. 
pag. 28H y tomo 99. pág. 205. 

Que el delito de desacato se prefecciona, cualquiera que sea 
el lugar de su preparación, en aquel donde se consuma y tiene 
efecto su objetividad o sea el móvil que ha llevado al autor o au- 
tores a su realización y el manifiesto incriminado ha sido pu- 
blicado simultáneamente en los diarios de La Plata y de la Ca- 
I>ital Federal, y de resultar delictuosos los términos de aquel 
documento, deto tenerse presente que ellos tenían por objeto 
ofender en su dignidad y decoro a los señores jueces componen- 
tes de la Junta Electoral de la provincia y ante el pueblo de la 
misma j>or razón de las funciones que en esa desempeñan, si- 
tuación que determina la aplicación de la regla del art. 34 del C 
de Procds. en lo Criminal y Correccional de la Capital que dispo- 
ne tener en cuenta no sólo la naturaleza del delito sino también 
las circunstancias especiales en que se haya producido. 
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Que es una regla universal y clásica de derecho criminal 
que el juzgamiento de los delitos corresponde a la justicia del 
lugar donde ha sido agraviada la sociedad o sea donde el hecho 
delictuoso ha tenido su realización. |K>r cuanto sólo al núcleo so- 
cial a que pertenecen la victima o victimas interesa substanciui- 
mente la sanción jurídica a recaer, y el hecho de autos tiene que 
repercutir más hondamente en la provincia que en la Capital Fe- 
deral por las razones expuestas. 

Que en el presente caso poco importa el domicilio personal 
de uno de los acusados así como la sede del comité donde se re- 
dactó el manifiesto incriminado, por cuanto, el contenido de 
éste y los intereses políticos que en él se debaten, que han da- 
do origen a la acusación, deben interesar principalmente al pue- 
blo del Estado federal donde desempeñan sus funciones los ma- 
gistrados denunciantes, como queda dicho. 

Que es también de aplicación lo dispuesto por el art. 36 del 
Código de Procdá. en lo Criminal y Correccional de la Capital 
Federal, en cuanto establece que en caso de duda respecto de la 
jurisdicción será competente el magistrado que prevenga en la 
causa y tal es el señor Juez del Crimen de la ciudad de La Plata 
que procedió a indagar a los acusados, según resulta de las di- 
ligencias de fs. 6 y 6 vta. 

Por ello declaro la incompetencia de la justicia correccional 
de la Capital Federal para entender en esta denuncia y de acuer- 
do con la última parte del dictamen Fiscal, ordeno se devuelvan 
estos autos al señor Juez remitente, invitándolo para el caso 
de insistir en su resolución, a elevarlos a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación a fin de que se sirva dirimir la cuestión de 
competencia planteada, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 43, 
inc. 3 V del Código de Procds. en lo Criminal y Correccional de 
la Capital Federal. Notifiquese al señor Agente Fiscal. 

César Viulc. 

Ante mí: C. Cordero. 
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AUTO DE if INSTANCIA 

Autos y Vistos: 

1" Que el delito de desacato por injuria a un magistrado a 
causa del ejercicio de sus funciones, se copisuihú cuando la in- 
juria es puesta en conocimiento de un tercero; así sea uno sólo 
ese tercero; conozca o no al injuriado; pertenezca a su núcleo 
social o sea un extraño al mismo. 

2* Que en el caso de autos ese hecho o momento consuma- 
tivo a pasado en la Capital Federal cuando los periodistas de 
esa ciudad fueron informados del contenido del manifiesto in- 
criminado; importando poco que luego lo publicaran en los dia- 
rios locales ; que por medio de las agencias Andy y Saporitti lo 
trasmitieran para su publicidad a periódicos de esta ciudad; o 
que — para mayor difusión — siguiera de retrasmisión en re- 
trasmisión en todo el resto de la República o en el exterior. 

3* Que por imperio de la Constitución Nacional, sólo se 
sustanciarán en esta provincia los juicios por delitos que en 
ella se hubieren cometido (art. 102) ; y esta regla de orden pú- 
blico constitucional para el derecho procesal en lo |>enal. impide 
ventilar en la provincia los que, consumados fuera de su territo- 
rio, afecten jarticularmente a sus ciudadanos, haciéndose inad- 
misible la prórroga de jurisdicción además, por las disposiciones 
de las leyes formales provinciales y las de la Capital Federal y 
territorios nacionales. 

4 V Que, por último, asiste más razón en atribuir jurisdic- 
ción a los jueces donde ha sido quebrantado el orden social es- 
tatuido, porque la justicia en lo criminal se mueve en el interés 
general de restablecerlo, y no vela por el individual del núcleo 
o de los que ¡particularmente resulten afectados. 
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5 V Que no existe prevención en las diligencias sumariales 
practicadas, salvando la jurisdicción del Juzgado y al sólo efecto 
de establecerla. 

Por ello mantengo en todos sus términos el auto de ís. 7. 
d <jue, estando consentido por las partes, permite aceptar la in- 
vitación de tener por trabada la cuestión de competencia y elevar 
los attos a la Corte Suprema de Justicia para que resuelva en 
definitiva. Cúmplase así sin más trámite (art. 18, inc 14 del C. 
de P. Penal). 

A. Moreno Bttnge. 

Ante mi : Rogelio /. Noscnso. 

OIC^PA 1CKN E)EX. VKOCUa^kDOB ^•KJ^RRAt* 

Suprema Corte; 

Según lo dispone el art. 102 de la Constitución Nacional, 
la actuación de los juicios criminales se hará en la misma pro- 
vincia donde se hubiera cometido el delito. 

Aplicando, acertadamente, este principio, el Juez del Cri- 
men de La Plata se ha declarado incompetente para conocer en 
la préseme causa que se inicia contra quienes han prejxirado y 
dado a publicidad en la Capital Federal, un manifiesto que la 
Junta Electoral de la provincia de Buenos Aires ha considerado 
injurioso para los Vocales que la forman. 

Acerca de estos hechos, asi como de que tal manifiesto se ha 
publicado también en periódicos de La Plata, no hay discrepancia 
entre el Juez aludido y el de lo Correccional de la Capital de la 
Nación entre quienes se ha trabado la cuestión de competencia 
negativa que corresponde a V. E. dirimir (art. 9*. ley 405S). 

El delito que se acusa aparece, pues, cometido en dicha Ca- 
pital no debiendo tomarse en consideración a los fines de esta- 
blecer la jurisdicción competente para su juzgamiento, los efec- 
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tos que, fuera de la Capital pueda ocasionar al ser reproducido el 
expresado manifiesto en la prensa del país. 

Es la doctrina de V. E. a la que adhiero (S. C. N. tomo 
94, pág. 378, tomo 126, pág. 375). 

El precepto constitucional preindicado que establece la ju- 
risdicción en cansas criminales como la presente, no puede de- 
jar de aplicarse por la sola circunstancia de formar los denun- 
ciantes parte de las autoridades de una provincia ya que nin- 
guna otra disposición constitucional o legal de la Nación esta- 
blece a su favor una excepción de esa naturaleza. 

Opino, por ello, que corresponde dirimir esta contienda en 
favor de la conciencia del Juez de la Capital Federal. 

Buenos Airea, Febrao 91 de 1936. 

Juan Atvarcz. 



FALLO K LA COftTB SVWUUA 

Buenos Aires, Marso 13 de 1936. 

Y Vistos: 

La presente contienda de competencia entre un Juez del 
Opinen de la ciudad de La Plata y otro en lo Correccional de la 
Oipital de la República para conocer en la causa seguida contra 
O'Farrell Juan y Cooke Juan Isaac por desacato; y 

Considerando: 

Que la actuación de los juicios criminales ordinarios se ha- 
rá en la misma provincia donde se haya cometido el delito y en 
su caso ante los jueces de la Capital Federal si en el territorio 
de ésta se hubiera realizado aquél — arts. 102 y 30 de la Cons- 
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titución Nacional, ley N* 1029 de 20 de Septiembre del año 18S0 
y art. 2S. me. 1* del Código de Procds. en lo Criminal. 

Que el delito de desacato por el cual se acusa aparece "pri- 
ma facie" cometido en esta Capital, pues según lo demuestran 
las declaraciones corrientes a fs. 6 y f s. 7 el local del comité de la 
Unión Cívica Radical de la provincia de Buenos Aires donde 
fué redactado y firmado el manifiesto tiene su asiento en la calle 
Rivadavia 1906 de esta ciudad y la publicación habría sido he- 
cha en "La Nación" y en "La Prensa" que ven la luz pública 
también en ella. 

Que la circunstancia de que los funcionarios objeto del su- 
puesto desacato cumplan sus deberes de tales dentro de la ju- 
risdicción de la provincia de Buenos Aires no es suficiente, por 
si sola, para no aplicar la invocada prescripción constitucional 
del art. 102 toda vez que, no existe disposición legal alguna que 
autorice una excepción basada en la apuntada circunstancia. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado y pe- 
dido por el señor Procurador General, se declara que es Juez 
competente para conocer en esta causa el de la Capital Federal a 
quien, en consecuencia se remitirán los autos, avisándose en la 
forma de estilo al señor Juez de La Plata. 

Roberto Repetto. — Luis Linares. 
B. A. Nazar Anchorbna. — 
Juan B. TerAn. 
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Costa a huí. Hijos de don Luis, contra la Provincia de Mendosa, 
sobre cobro de pesos. 

Sumario: Anulado un contrato de compra-venta que por su- 
ministro de plantas celebró un particular con una Provincia, 
}>or haberse ésta excedido al contratar en el límite de sus 
atribuciones (el convenio se concluyó por decreto del Poder 
Ejecutivo durante el receso legislativo no mediando razo- 
nes tic urgencia), debe condenársela a abonar la suma en 
que a juicio de peritos en el caso, ella se hubiera enrique- 
cido ilegítimamente a expensas del primero. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

1.a sociedad "Hijos de Luis Costaminí*' demanda a la pro- 
vincia de Mendoza i*>r cobro de plantas suministradas y diver- 
sos tralwijos que detalla en su escrito de fs. 3 a 6, pidiendo s6 
condene a la demandada al |wgo de doscientos sesenta y un mil 
novecientos once |>esos con cinco centavos, más sus intereses. 

I-a provincia reconoce adeudar solo una parte de dicha su- 
ma. Niega la exactitud de algunas de las partidas reclamadas, o 
se somete a lo que resulte de la prueln ; y respecto de las más 
importantes, sostiene proceden de convenios hechos ¡legalmente 
l>or el Poder Kjecutivo provincial, excediendo la órbita de sus 
atribuciones. |>or lo cual no puede aceptar responsabilidad algu- 
na. En cuanto a siete mil doscientos setenta y cuatro pesos con 
quince centavos, que se le cobran por haber girado el importe de 
dicha suma la Municipalidad de Maipú contra el tesoro provin- 
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cial, expresa que éste último nada adeuda a dicha Municipalidad 
y no estuvo obligado por lo tanto a cumplir tal orden (fs. 18 
a 28). 

Dejando de lado lo relativo a la apreciación de los resultados 
de la prueba acerca de las partidas de menor imj)ortanc¡a, ma- 
teria de criterio puramente personal del juzgador, entiendo que 
fuese cual fuera el monto del crédito invocado por la Municipa- 
lidad de Maípú contra el Gobierno de la provincia, este último 
no tuvo la obligación de retener su importe a favor de la firma 
detora, mientras no mediase embargo, o notificación de haber 
sido cedido dicho crédito (arts. 1493 a 1495, Código Civil). E! 
propio actor admite en su alegato de bien protado (fs. 346 a 
348) # que no ha sido posible acreditar la autenticidad de las 
firmas de las órdenes de pago aludidas, y que el expediente ad- 
ministrativo referente al reclamo, se ha extraviado. 

Por lo que respecta al cobro de ciento noventa y seis mil 
quinientos diez y seis pesos con cincuenta y cinco centavos, im- 
porte de la venta de plantas de morera y motivo principal del 
litigio, no considero atendible el argumento de que la deman- 
dada otorgó pagarés por tal suma y a mérito de ello no puede 
ahora cobrársele prescindiendo de ese antecedente. Tales paga- 
rés que obran a fs. 169-175, están impagos, y nada impidió al 
acreedor preferir la vía ordinaria a la ejecutiva para hacer efec- 
tivo su crédito, si existía. 

En cambio, conceptúo de importancia la objeción de que d 
gasto correspondiente se decretó por el Poder Ejecutivo de Men- 
doza sin autorización previa de la Legislatura, y sin que me- 
diaran razones de urgencia. La índole misma de los suministros, 
está revelando que ningún apremio pudo tener esa adquisición de 
plantas de morera; y no es admisible — como lo ha sostenido la 
actora— que la urgencia deba calificarse exclusivamente por el 
Poder Ejecutivo, estando vedado, en consecuencia, a los tribu- 
nales emitir juicio al respecto. V. E. t en un caso equiparable 
(Fallos, 135, 347). ha resuelto que una provincia puede negarse 
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a ratificar los actos de sus representantes ; y el propio Poder Eje- 
cutivo de Mendoza resulta haber solicitado de la legislatura una 
ley autorizando !a compra de plantas (mensaje de Junio 28 de 
1927. fs. 48. invocado por los actores a fs. 304 vta.). 

Calie. sin emlwirgo, una salvedad, ta provincia pudo negar- 
se a recibir las plantas y los servicios de los actores; pero si 
los recibió y utiliza ha de («garlos en cuanto redundaron en su 
liencficio. Aunque el encargo inicial no la obligara, el aprove- 
chamiento de las mercancías y de los trabajos de la socieda*! 
"Hijos de Luis Constantini". crea un nuevo título a favor de 
éstos, con arreglo a la fórmula del art. 1661 del Código Civil. 
Recordaré a V". E. que la propia demandada admite la aplicación 
de ese criterio en lo relativo a la partida de catorce mil doscien- 
tos treinta y cuatro pesos con cuarenta y seis centavos (tratajos 
efectuados en el Parque San Martín, fs. 23 a 25 vta. y 355). 

Bajo tales conceptos, correspondería absolver a la provin- 
cia de Mendoza de aquella parte de la demanda qué corresponde 
a las órdenes de pago de la Municipalidad de Maipú. y también 
de aquellas punidas acerca de las cuales la pruela sea insuficien- 
te a juicio de Y. E. ; y condenarla al pago de las partidas que sin 
ser tachadas de ilegales resulten protadas. y también al de tina 
cantidad equivalente a los lanificios que obtuvo la provincia 
mediante el aprovechamiento de los suministros y trabajos hechos 
por tos actores, por contratos ilegales con el P<xler Ejecutivo, 
suma que determinarán arbitros, atendiendo a los elementos dé 
criterio acumulados en autos o que en lo sucesivo presenten an- 
ic ellos las partes. 

Buenos Aires, Octubre 25 de 1935. 

Juan Alvarcz. 
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Buenos Aires, Mano 13 de 1936. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida por la Sociedad "Hijos de Luis Coscan 
tini" contra la Provincia de Mendoza sobre cobro de pesos" de 
la cual resulta; 

Que a fs. 3 comparece Manuel Vales en representación do 
la razón social nombrada deduciendo demanda contra la Provin- 
cia de Mendoza y pidiendo se le condene al pago de la cantidad 
de $ 261.91 1.05 centavos moneda nacional y sus intereses a par- 
tir de la constitución en mora así como al pago de las costas. 

Que aquella cantidad tiene diversos orígenes y se descom- 
pone asi: a» $ 1%.516.55 procedentes de plantas de morera 
blanca compradas por la Provincia cuya entrega se produjo con 
la conformidad del Gobierno. la adquisición fué por una suma 
mayor quedando «-educida a la indicada a causa de promediar pa- 
gos parciales: |>) $ 21.083.36 por construcción de un parque, 
venta de flores y semillas conforme a los expedientes que ex- 
presa y cuyo ini|M>rte total, intctalmcntc superior a aquella su- 
ma, lia quedad" disminuido por pagos parciales; c) $ 11.466.45 
en conce|to de la exposición sericícola ; $ 9.493.35 iior la cons- 
trucción de la plaza Tunuyau; $ 5.000 por entrega de moreras al 
Colegio K. del Padre; $ 1.000 por arreglos florales, ó sea un to- 
tal dé $ 26.959.70; d) $ 10.07679 por tralwjos realizados en !a 
rosaleda «le Mendoza, venta de plantas y semillas jxira chacras 
experimentales ■ e) § 7.274.15 por órdenes de pago de la Muni- 
ci|»alidad de Maipú a favor de sus mandantes y contra la Pro- 
vincia de Mendoza para ser descontadas del 12 % que le co- 
rresponde cobrar a dicha Municipalidad de la contribución di- 
recta que aquella percibe. 
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Que los ex|>c<ltcntes invocados con motivo de cada crédito 
dclierán ser solicitados oportunamente: funda su acción en lo 
dispuesto por los artículos 1424 y 1429 del Código Civil. 

Que acreditada la competencia de esta Corte corrióse tras- 
lado de la demanda a fs. 7 vta. el cual fué evacuado a fs. 18 
por el Dr. Adolfo Puebla en representación de la Provincia de 
Mendoza pidiendo se resuelva aquella de acuerdo con lo pedido 
en los diferentes capítulos del escrito e imponiendo las costas a 
la actora por la plus petitio en que ha incurrido y expone: Que 
el primer crédito reclamado por los actores deriva de un con- 
trato de compra venta de plantas de morera blanca concertado 
entre los actores y el entonces Ministro de Industrias y Obras 
PúMicas Dr. Aguilar el 31 de Marzo de 1927. Este acto jurí- 
dico ha sido maliciosamente silenciado por los actores porque 
saben que es insanablemente nulo de acuerdo con lo establecido 
|>or el art. 13 de la Ley N« 919; arts. 128 (incisos 8, 16. 18) 41 
y 48 de la Constitución de la Provincia y leyes de presupuesto y 
contabilidad. 

One, además, ha omitido la actora mencionar la existencia 
de siete pagarés escalonados suscriptos por la Provincia y res- 
l>ecto de los cuales deberá traerse la prueba de que no han sido 
levantados en su oportunidad. Opone respecto <le este capitulo 
de la demanda la excepción de "no* adimpleie contracta*' de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 1201 del Código Ovil. 

Que de los 21.083.36 $ m/n. correspondientes al capitulo 
b). reconoce 'lisa y llanamente varias partidas por valor de $ 575. 
S 200. $ 51.80. $ 250, $ 150, $ 1.6O4.80 y $ 3.732.30. Respecto 
de los trabajos que los actores dicen haber realizado en el Par- 
que San Martin, se firmó efectivamente un contrato d 8 de 
Marzo "de 1928 pero sostiene que tal contrato es nulo porque 
viola el art. 13 de la Ley numero 919, los arts. 31, 35 y 36 del 
Código Civil y 128 de la Constitución Provincial. Agrega, que 
a i*sar de la nulidad la Provincia está dispuesta a responder por 
la parte en que se haya enriquecido. 
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Que acerca del tercer crédito de $ 26.95970 niega el dere- 
cho de los actores remitiéndose a la prueba que ellos deben pro- 
ducir sobre cada una de las partidas comprendidas en aquella 
cantidad. En cuanto a los créditos detallados en los puntos d) 
y e) desconoce su legitimidad afirmando en lo que se refiere al 
último que su representada ha pagado directamente a la Muni- 
cipalidad de Maipú la deuda que tenía en concepto del 12 % 
reclamado. 

Que abierta la causa a prueba fs. 31 vta., se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 285 vta. alegando sobre su mérito 
(fs. 288 y fs. 354) ambos contendientes. A fs. 361 vta. se llamó 
autos para sentencia; y 

Considerando: 

1* Que como se desprende de la precedente relación de la 
causa la primer cuestión sobre que debe recaer este pronuncia- 
miento se refiere a la provisión de plantas de morera al go- 
bierno de la Provincia durante tos años 1927 y 1928 cuyo valor 
hace ascender la actora a la gruesa suma de $ 196.516.55 cen- 
tavos moneda nacional. 

*> Que tal provisión y entrega de plantas se habría hecho 
en cumplimiento del contrato de 31 de -Maneo de 1927 celebrado 
entre la casa "Hijos de Luis Costantim" y el Ministro de Obras 
Públicas de la Provincia de Mendoza por el cual aquélla se oblí- 
gate a vender a esta ultima un millón de plantas de morera blan- 
ca (moras alte) clasificadas del siguiente modo según su altura 
en centímetros: 200.000 que midan entre cuarenta y sesenta cen- 
tímetros: 200.000 que midan entre setenta y noventa y cinco 
centímetros; 200.000 que midan entre cien y ciento cuarenta 
centímetros; 200.000 que midan entre ciento ctiarenta y cinco 
y ciento ochenta y cinco centímetros y 200.000 que midan entre 
ciento noventa y doscientos cincuenta centímetros. El precio 
asignado a cada planta de las cinco categorías mencionadas fué 
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respectivamente de 0.15. 0.2S, 0.35, 0.50 y 0.70 centavos m/n. 
Arte. 1 y 2 del contrato aludido corriente a fs. 259. 

$* Que el Gobierno de la Provincia no sólo ha reconocido 
en los res]>ertivos expedientes administrativos la entrega de la 
cantidad de plantas a que se refieren los innúmeros recibos agre- 
gados a los mismos sino que ha hecho la liquidación aplicando 
la escala «de valores en consideración al tamaño de cada planta 
conforme a lo establecido en el contrato y a lo especificado en 
los susodichos recibos. Ha entregado, además, a titulo de contra- 
prestación los siete llagares protestados por falta de pago (fs. 
169. fs. 170. fs. 171, fs. 172, fs. 173, fs. 174 y fs. 175) cuyo 
importe asciende a la cantidad de $ Í96.516.55 enunciada por 
los actores al ocu|»rse de este capitulo de la demanda. 

4 ' Que si la validez del contrato no hubiera sido descono- 
cida por la Provincia de Mendoza nada más hubiera sido nece- 
sario agregar a lo dicho en el considerando anterior para reco- 
nocer la procedencia de la demanda acerca de este capitulo. Pe- 
ro alegada la nulidad de la relación jurídica fundándola en que 
al dictarse el decreto corriente en copia a fs. 266 y al cele- 
brarse el contrato de fs. 2§9 que fué su consecuencia los funcio- 
narios que produjeron teles actos excedieron los límites de su 
representación, es necesario examinar ese punto para saber si 
realmente han sido violados los arts. 128 inciso 8* de la Cons- 
titución de la Provincia, 31, 35 y 36 del Código Civil y 13 de 
la l-ey N* 919. 

5 V Que. de acuerdo con la Constitución de Mendoza el P. 
E. tiene entre sus atribuciones la de hacer recaudar los impues- 
tos y rentas de la Provincia y decretar su inversión, pero, con 
sujeción a las leyes de presupuesto y contabilidad — inciso 8» art. 
12»—. Ambos contendores están de acuerdo en que la ley de 
presupuesto del año correspondiente a la fecha de celebración 
del contrato no contenia partida alguna destinada a la adquisi- 
ción de plantas de morera, como asi resulta de las cláusulas de 
aquél, pues, imputa el gasto derivado de su cumplimiento a ren- 
tas generales. 
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6' Que el decreto autorizando la celebración de tal contra- 
to para la adquisición de las plantas de morera fué dictado en 
acuerdo de ministros el 31 de Mano del año 1927 (véase fs. 
36), es decir, durante d receso de la Legislatura, cuyo periodo 
ordinario de sesiones comprende desde el primero de Junio has- 
ta el treinta de Septiembre. (Art. 84 Constitución de la Pro- 
vincia de Mendoza). 

7» Que acerca de los acuerdos de Ministros dispone ta Cons- 
titución de la Provincia que "sólo podrán decretarse erogacio- 
nes en esa forma durante el receso de la Legislatura en los ca- 
sos de los incisos diez y seis y diez y ocho del art. 128 de la mis- 
ma y en aquellos de necesidad imperiosa e impostergable con 
cargo de dar cuenta a la Legislatura en las primeras sesiones". 
En el mismo sentido los arts. 37 de la Constitución y 77 de la 
ley de Contabilidad de la Provincia de Mendoza. 

S> Que el decreto N» 288 de fecha 4 de Abril de 1927 apro- 
ando el contrato que se analiza, sin duda para cumplir con la 
última parte del art. 130 citado, expresó "que la compra de 
plantas de morera reviste carácter de urgencia pues que es de 
imperiosa conveniencia empezar de inmediato la plantación. 
Tal decreto fué suscripto, no en acuerdo de Ministros como pa- 
rece requerirlo la Constitución en cuanto a esa declaración, sino 
por el Gobernador y el Ministro del ramo. 

9* Que la exigencia "de una necesidad imperiosa e impos- 
tergable" visiblemente no concurría en el caso. Debe, desde lue- 
go, decirse que, sin una interpretación restringida y cabal del 
semido de tales términos podría fácilmente llegarse a la con- 
clusión imprevista de que cualquier asunto sobre los múltiples 
que puede reclamar la autoridad legislativa es susceptible de 
convertirse en uno de solución "imperiosa e impostergable" si 
el P. E. resuelve emplear tales vocablos aun siendo patente que 
su sentido no corresponde a la realidad de los hechos. 

10" Que. la propia cláusula segunda del contrato aprobado 
l»r el Gobierno de Mendoza, está demostrando que tal es lo 
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que ha sucedido en el caso examinado. Dice aquella, en efecto, 
que la entrega de las primeras 500.000 plantas de morera debía 
producirse entre el !• de Mayo y el 30 de Septiembre del mis- 
mo año del contrato, es decir, un mes después de su aprobación 
y uno antes de la época en que la Legislatura corttenzaria sus 
sesiones. El contrato según eso debía cumplirse casi en su to- 
talidad durante el funcionamiento de la próxima Legislatura y 
de la subsiguiente. No obstante lo cual se afirma que existe 
una necesidad imperiosa y urgente de celebrarlo con prcscindcu- 
cia de aquella. 

1 1* Que la Provincia de Mendoza, solo ha podido ser obli- 
gada por sus representantes en la hipótesis de que éstos hubie- 
ran contratado dentro de las facultades que Ies están conferi- 
das por la Constitución o las leyes dictadas en consecuencia con 
aquella; lo que ciertamente no ha sucedido con el susodicho con- 
trato pues se ha autorizado un gasto en concepto de compm 
ríe plantas que alcanza a la suma de $ 390.000 m/n. t sin la apro- 
l ación de la legislatura como lo requiere el art. 128, inciso 8 , - f tic 
la Constitución Provincial. 

12* Que tani|>oco podría invocarse el art. 130 de la misma 
jMir cuanto éste sólo autoriza gastos en acuerdo de Ministros 
fuera de los casos de los incisos 16 y 18 del art. 128. cuando una 
necesidad i m] ariosa e impostergable lo requiera, y, es obvio, 
de acuerdo con lo dicho que el acto jurídico celebrado por su na- 
turaleza y contenido general no se ajusta a tal requisito. 

13? Que siendo las provincias personas jurídicas con arre- 
glo al arr. 33 del Código Civil 1c son aplicables las dis|K>sicioncs 
del art. 36 y se bailan por I» tanto habilitadas para negar efica- 
cia a los actos de sus representantes cuando éstos se hubieran 
extralimitado al ejercitar sus poderes — Fallos: Tomo 148. pág. 
83: Tomo 152. pág. 147—. 

14* Que debiendo conocer la actora .tales disposiciones le- 
gales cu vigor en la Provincia de Mendoza, ha celebrado con el 
i% K. un contrato nulo con arreglo a lo dispuesto por el art. 
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1931 de! Código Civil ya que aquél, no pudo autorizarse, como 
queda dicho, sin invadir las atribuciones que la Constitución de 
la Provincia ha conferido al poder legislativo— Fallos : Tomo 
135. pág. 347; Tomo 152, pág. 147—. 

15' Que, aun cuando el contrato anulado no tenga los efec- 
tos convenidos y previstos en él, produce en cambio los de los 
hechos en general cuyas consecuencias deben ser reparadas con- 
forme a lo dispuesto por los arts. 1056. 1052. 2309 y 2310 del 
Código Civil. 

16» Que. en cieno, ja Provincia de Mendoza recibió las 
plantas a que se refieren los documentos acompañados como 
prueba y las distribuyó en los distintos departamentos de su te- 
rritorio de acuerdo con el criterio adoptado en el decreto N tf 277 
de 31 de Marzo de 1927. Se desconoce cuáles fueron los ingre- 
sos que tuvo el Estado como resultado de la venta de plantas a 
los particulares y qué cantidad de esas plantas se lograron, cuán- 
tas se perdieron por su mala calidad o por falta de cuidados an- 
tes de la venta al público. Tani]>oco es posible determinar si la 
plantación ha aprovechado a los habitantes j>orque la prueba so- 
lo incidentalmente se refiere a este aspecto de la cuestión. Véa- 
se expediente administrativo informes pedidos por la Comisión 
de Consolidación, fs, 512 y siguientes. 

17- Que. no era tampoco indis] «usable la pruelxi de tales 
antecedentes desde que existe la confesión absoluta de la entre- 
ga de las plantas, su cantidad y dimensiones y no teniéndolas ya 
la Provincia delie restituir su valor en la fecha del recibo, toda 
vez que de acuerdo con los arts. 2309, 2310 y 1056 citados y los 
principios generales del enriquecimiento sin causa legitima para 
determinar la medida de aquél ha de tenerse en vista solo h 
realidad de las pérdidas sufridas por el actor en su patrimonio 
sin consideración a los beneficios que se había asegurado me- 
diante el contrato ilegal. 

18*-' Que no hallándose establecido ese valor en los autos 
resj>ecto del precio que con ese criterio vendría a tener cada 
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planta corresponde determinarlo por peritos con arreglo al cri- 
terio señalado por la última parte del art. 556 del Código de Pro- 
cedimientos para la Capital aplicable subsidiariamente a lo fede- 
ral de acuerdo con lo dispuesto |x>r el art. 1 de la Ley N v 3981. 

19* Que dentro del enriquecimiento producido por efecto 
de la anulación del contrato del* comprenderse también el valor 
de las suma» anticipadas por la actora en concepto de fletes y 
acarreo de las plantas de morera desde la ciudad de Mendoza 
hasta las distintas jefaturas o intendencias de los partidos o de- 
partamentos en que las entregas se produjeron. Ese gasto Ka si- 
do documentado en los expedientes administrativos Nos. 6*839. 
2752. Letra C. v presenta los caracteres de un empleo de dinero 
de la actora que ha sido útil para la Provincia. Lo mismo dehe 
decirse de la factura i>or las expensas de propaganda. 

JO* Que de la cantidad total en que se justiprecia el en- 
riquecimiento ilegitimo de la Provincia se deducirá la que la ac- 
tora ha recibido en efectivo, esto es. $ 108781.80 y el saldo 
constituirá el importe del crédito emergente de la entrega de 
plantas de morera, acarreo, fletes y propaganda. Informe de la 
Comisión de Consolidación, fs. 5! 2. 

21? Que el segundo capítulo de la demanda se refiere en 
su mayor parte a un crédito que la actora hace nacer del contra- 
to celebrado con la Provincia de Mendoza con fecha 8 de Mar- 
zo de 1928 para la construcción de dos jardines decorativos, uno 
botánico y otro frutal destinados los cuatro a completar el Par- 
que San Martin. 

22? Que los trabajos de acuerdo con este contrato se efec- 
tuaron entre los meses de Mayo a Diciembre de 1928 pero sólo 
respecto de los jardines frente al lago o sea la continuación de 
la rosaleda ya existente, construcción aquella realizada más > 
menos en las tres cuartas partes de su totalidad. Véase fs. 394. 

23- Que la demandada ha alegado la nulidad de este con- 
trato basada en las mismas causas invocadas para invalidar el 
anterior, admitiendo, sin embargo, su obligación de indemnizar 
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a la jarte actora en todo cuanto se haya enriquecido ¡legítima- 
mente a expensas de ella. La defensa de nulidad debe admitirse 
en atención a las razones de hecho y de derecho formuladas en 
consideraciones anteriores acerca de un contrato en idénticas 
consideraciones y que se dan aquí por reproducidas. 

24 v Que el expediente administrativo N* 3383 Letra C. 
año 1928, (agregado j>or cuerda separada, fs. 359) certifica con 
sus constancias que son documentos púlriicos, la realización de 
servicios de jardinería y de dirección técnica verificada por los 
actores en la construcción del jardín frente al lago dentro del 
Parque General San Martin, así, como también, la provisión de 
las plantas y materiales a que se refieren las facturas de f s. 350 
y fs. 361 conformadas j>or el Administrador del Parque hasta el 
30 de Septiembre de 1930 y admitidas como exactas en cuanto 
a su contenido por las demás autoridades de la Provincia. 

25* Que por aplicación del criterio aplicado anteriormente 
la Provincia debe pagar al actor tales trabajos y suministros con 
arreglo al valor que determinen arbitros y en cuanto ellos hayan 
redundado en beneficio de aquélla refiriendo tal valor a la fe- 
cha en que la obra fué ejecutada y los materiales colocados. 

26* Que dentro de este capitulo la demandada ha reconoci- 
do la legitimidad ele las siguientes partidas: $ 575. $ 200. S 51.80. 
$ 250, $ 150 provenientes de provisión de flores y asimismo un 
crédito por $ 1.604.80 m/n. por suministro de articulo» de jar- 
dinería al Parque General San Martin. 

27 v Que la demandada ha expresado además su conformi- 
dad parcial a la cuenta correspondiente a los trabajos efectua- 
dos en el edil ido fiscal ubicado al pie del Cerro de la Gloria. 
V aunque solo existe una diferencia de $ 390 entre la estima- 
ción de la actora $ 13.990 y la tasación que hiciera hacer la 
Provincia, el valor de esos trabajos delie también ser computado 
hasta dotfde exista coincidencia en la apreciación de aml>os li- 
tigantes. Teniendo, pues, en atenta que la casa actora ha reci- 
bido $ 9.867.70 cts. m/n. y que el total de lo adeudado según 
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la Provincia era solo de $ 13.600 queda un crédito a favor dé 
la primera por $ 3732.30 m/n. sin perjuicio de lo que resuelvan 
los arbitros, que en esta causa se designarán, sobre la justicia de 
la relia ja de $ 390 ordenada por la Provincia sobre la cuenta 
presentada. 

2S V Qué el tercer crédito reclamado |w>r la actora alcanza 
a la suma de $ 35.959.70 cts. m/n. y se descompone así: 
S 11.466.45 m/n. en concepto de gastos efectuados con motivo 
de la exposición sericícola: $ 1.000 por arreglos florales: pesos 
9493,25 por la construcción de una plaza en el departamento de 
Tumiyáfv y. \*>r último. $ 5.000 fior plantas de morera entre- 
gadas al Colegio del Real del Padre. 

29" Que del expediente administrativo fí» 42/13 íís. 175 
del cuerpo agregado) se desprende que con fecha 15 de Noviem- 
bre de 1927 fueron entregados y recibidos por empleados de la 
Gobernación tle Mendoza los ramos y las coronas a que se re- 
fiere la factura de fs. 255. El gasto fué aprobado por decreto 
del 21 de Marzo de 1928. sin que se formulara observación al- 
guna res|íecto del hecho del suministro. De acuerdo con la pre- 
sunción del art. 474 del Código de Comercio inciso último ta 
factura ¡déUe reputarse como una cuenta liquidada en este caso 
especial dado que se trata de un gasto que por su naturaleza e 
importancia ordinariamente se paga con eventuales, además por- 
que seria difícil señalar otra medida del enriquecimiento de la 
Provincia en atención al lapso de tiempo transcurrido desde 
la entrega. 

30* Que el exilíente .V 3266 tara M. (fs. 503 del agre- 
gado) demuestra que la actora realizó los trabajos de construc- 
ción y transformación de la plaza departamental de Tuuuyán 
cün arreglo al detalle contenido en la factura de fs. 505 pre- 
sentado por materiales, plantas y trabajos. Y si bien un decreto 
del p, E. ha reconocido a la actora el crédito por la suma que 
ella reclama, tratándose de un contrato de locación de servicios 
de1»c determinarse el valor de la construcción con arreglo al cri- 
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terio establecido por los arts. 1627, 1629 y 1634 del Código Ci- 
vil, y sin perder de vista que la demandada no debe beneficiarse 
a expensas de la actora. pues este trabajo tampoco fué orde- 
nado legalmente por las autoridades de la Provincia, no existían 
fondos en el presupuesto, ni promedió licitación pública, como lo 
requieren los arts. 37 de la Constitución y 77 de la I-ey de 
Contabilidad. 

31* Que la misma solución corresponde dar a los servicios 
prestados por la actora al Gobierno de Mendoza con motivo de 
la exposición sericícola. En efecto las constancias del expediente 
del Ministerio de Industrias N* 2753 Letra C. (cueqx> separado 
fs. 299) demuestran que solicitado el Gobierno para obtener el 
pagq de las sumas de $ 3.574.65 y $ 7.901.70 en concepto de 
gastos, anticipos de dinero y servicios derivados del funciona- 
miento de una exposición sericícola, reconoció a favor de la 
actora (fs. 307) la existencia del crédito declarando que aque- 
lla había tenido lugar en virtud de órdenes del P. E. No existe 
ninguna duda de que la exposición funcionó en la ciudad de Men- 
doza durante el año 1927 como resulta de la nota de fs. 157 y 
también de los clichés con fotografías del diario- "La Palabra** 
corrientes de fs. 179 a fs. 183 y de los cuales aparece que ella 
fué patrocinada por el Gobierno Provincial. Estaba además den- 
tro de la lógica dd Gobierno, pues realmente para fomentar la 
cria del gusano de seda y generalizar las plantaciones de morera 
era indispensable comenzar por instruir a la ablación sobre el 
punto. 

32* Que ha existido, pues, por liarte de la actora empleo 
útil de su dinero en beneficio de la Provincia y además ésta se 
lia enriquecido con el trabajo de organización y de dirección de 
aquella. La determinación del valor de una y otra cosa del* ha- 
cerse también por peritos árbitros. 

33» Que el expediente N* 2894 Letra C. comprueba la en- 
trega de 20.000 (dantas de morera tamaño cuarto a 0.25 por uni- 
dad, en virtifcl de un contrato preexistente, a la Colonia Real 
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del Padre y cuyo recibo tuvo lugar en el mes de Agosto de 1928. 
I-a nulidad de tal contrato es visible y no es necesario repetir las 
razones de hecho y de derecho ya señaladas y que le son aplica- 
bles. I -a actora solo tiene derecho a cobrar la suma que fijen fie- 
ritos por las 30.000 plantas a título de enriquecimiento sin causa 
legitima. 

34*' Que de los créditos especificados en el capitulo d). uno 
es |>or $ 1.674 proveniente de suministro de plantas a la direc- 
ción de Chacras experimentales. En el cxj>edicnre administrativo 
N v 1840 se halla comprobado que las susodichas mercaderías 
fueron recibidas por funcionarios autorizados al efecto sin ob- 
servación alguna. Conforme a lo ya expresado acerca de otrus 
partidas con iguales características procede declarar legítimo el 
crédito de que se trata. 

35* Que las partida* de $ 5.361.02. 2.750 y 460.97 se refie- 
ren a provisión de plantas, gastos de personal obrero y servicios 
derivados de la ejecución técnica corresjM>ndientes a la rosaleda 
del Parque San Martin. La primer cuenta abarca servicios com- 
prendidos entre el l? de Octubre de 1928 y el 30 de Junio de 
1929 (Expediente 178. fs. 403 y fs. 414); la «cunda por pa- 
go de sueldos de obreros desde el l v de Agosto de 1929 basta el 
31 de Agosto de 1930 (Expediente 177, fs. 420) ; y la tercera 
por pago de personal obrero destinado al cuidado y conserva- 
ción de la rosaleda desde el l v de Septiembre de 1930 rasta Di- 
ciembre del mismo año (Expediente 284. fs. 353). 

36" Que la naturaleza de estos gastos, su aplicación a cons- 
truir la rosaleda del Parque San Martín basta el mes de Di- 
eiembre, momento en que la obra se paralizó y a conservarla 
después a fin de que no se ]>erdiera la tarea realizada, son cir- 
cunstancias que demuestran que los gastos examinados se lian 
producido con ocasión del contrato anulado de fecha S de Marzo 
de 1928 y significan la continuación de servicios ya considera- 
dos hasta el 30 de Septiembre en el capitulo b). 
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37 v Que siendo así y resultando justificados la utilidad y 
beneficios de la totalidad de las obras de construcción y las de 
mantenimiento del parque especificados en estas facturas con 
excepción de los relativos al jardinero cuyos sueldos no deben 
cobrarse después de! mes de Diciembre de 1928. (véase informe 
de fs. 380 y nota de Costantini fs. 358), la Provincia está obli- 
gada a abonar por ese concciito la suma en que a juicio de los 
peritos ella aparezca enriqueciéndose ilegítimamente a exjwnsas 
de la sociedad actora. 

38* Que en cuanto al quinto capitulo de la demanda recla- 
mando la suma de $ 3.412.08; $ 3.412.07 y $ 458 que debían ser 
pagadas con el 12 % procedente del impuesto de contribución 
territorial que la Provincia adeudaba a la Munic¡i>alidad de Mai- 
pú. corresponde desestimarlo. Tratariasc. en efecto, de una ce- 
sión o autorización otorgada por la Municipalidad nombrada en 
favor de la actora para que ésta cobrara de su deudora la suma 
de dinero en cuestión. En la hipótesis de que la cesión hubiera 
¿ido demostrada ó fuese viable el gobierno de Mendoza, deudor 
cedido, quedó libre de la obligación pagando a la Municipalidad 
de Maipú, como afirma halarlo hecho antes de la notificación 6 
aceptación del traspaso de acuerdo con los arts. 1468 y 736 del 
Código Civil. Y tal seria la situación legal acerca del crédito exa- 
minado toda vez que las dos primeras cesiones corresponderían 
al año 1927 y la presentación al P. E. se habría realizado du- 
rante el año siguiente a estar a las manifestaciones de la actora 
(alegato de fs. 347). Por lo demás las firmas atribuidas al in- 
tendente y secretario de la Municipalidad no han sido reconoci- 
das jwr aquéllos no obstante los esfuerzos de la parte. 

39-' Que en la solución de esta causa se han tenido muy 
en cuenta las constancias del ini|>ortante informe de la Comi- 
sión de Consolidación de deudas, fs. 572. cuyas apreciaciones ge- 
nerales sobre la existencia de lis relaciones jurídicas entre la 
actora y la Provincia han concurrido muy eficazmente a «lar las 
soluciones jurídicas contenidas en este pronunciamiento. 
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Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado y pedido por e! señor Procurador General se declara que 
la Provincia de Mendoza del* pagar a la adora en el plazo de 
sesenta días las sumas a que se refieren los considerandos 26. 
27, 29 y 34 de este pronunciamiento con sus intereses desde el 
día de la interpelación extrajudicial (Art. 509 del C. C) y ade- 
más, con el mismo término, la que resulte de la decisión de arbi- 
tros, conforme a lo expuesto en los considerandos uno a vein- 
te, 24, 25, parte del 27. 30, 31, 32, 33, 35, 36 y 37, también del 
presente pronunciamiento, y sus intereses desde el dia de la in- 
terpelación judicial. Se desestima la demanda en lo demás que 
¿olicita. Las costas en el onden causado, atenta la naturaleza y 
resultado del juicio. Notiftquese y repuesto el papel, oportuna- 
mente archívese. 

Roberto Repetto. — Luis Linares. 
B. A. Nazab Anchokena. — 
Juan B. Tkbán. 



Pon Miguel Z. O'Farretl contra el Gobierno Nacional, sobre 
repetición de dinero. 

Sumario; Siendo solidaria la fianza otorgada por el actor en 
favor de un Cónsul General de la República, y no habién- 
dose demostrado que por causa de la negligencia o abandono 
del acreedor, el deudor hubiese caído en la insolvencia, aqué- 
lla surte todos sus efectos legales. 

Gasto Lo explican las piezas siguientes: 



• 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Abril 11 de 1935. 

Y Vistos: 

Estos autos caratulados O'Farrell Miguel Z., contra la Na- 
ción sobre repetición de los que resulta: 

1* Que a fs. 2. se presenta el señor Gustavo Castellanos, 
en representación de <k>n Miguel Z. O'Farrell iniciando demanda 
contra la Nación por repetición de 6.000 pesos o/s. o su equi- 
valente $ 13.336 m/n.. sus intereses, costas y gastos del juicio, 
por los siguientes motivos : 

Dice que por ante este mismo Juzgado y secretaria, el Fis- 
co Nacional ha iniciado un juicio contra don Teófilo R. Lecour 
por cobro de $ 76.906,63 o/s. por cuyo importe le ha hecho car- 
go la Contaduría General de la Nación y al mismo tiempo se 
exige del doctor Miguel Z. O'Farrell y hecha la manifestación 
de que se iniciaría el juicio ordinario correspondiente en virtud 
de lo dispuesto por los arts. 320 y 321 de la ley N* 50 se presen- 
ta ahora entablando la acción competente. 

En las actuaciones administrativas agregadas al expediente 
ejecutivo, consta que el doctor Miguel Z. O'Farrell con fecha 31 
de Julio del año 1923, se constituyó fiador solidario de don Teó- 
filo R. Lecour. nombrado Cónsul argentino en Ginebra, hasta 
la suma de $ 6.000 o/s., de conformidad con lo establecido |*or 
el art. 14 del reglamento consular, y con arreglo a las disposicio- 
nes legales de la República Argentina. Se fijó en la expresada 
cantidad el monto de la fianza j>or ser ese el importe de un año 
de sueldo (arts. 13 y 14 del reglamento consular). 

Que la suma de $ 76.906.63 o/s., por la cual se demanda al 
señor Lecour, corresponde a la rendición de cuentas del 3* y 4 V 
trimestres del año 1927 y l v trimestre del año 1928; que los 
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cargos se le formularon recién en el año 1930 vale decir, mis «le 
dos años de vencido el período, por lo cual se ha contravenido 
lo dispuesto en los arto. 310 al 330 del reglamento consular v 
art. 53 de la ley 428. 

Funda su acción en la falta de cumplimiento por ¡Arte de la 
Nación de las disposiciones de orden legal y reglamentario y por 
lo tanto considera desvinculado a su representado de las obliga- 
ciones derivadas del contrato de fiama, ya que por otra parte 
ello importaría consagrar el derecho de hacer recaer sobre un ter- 
cero las consecuencias de la culpa propia (doctrina de loa arts. 
1111. 1198. 1201 y 2018 del Código Civil). 

2" Corrido traslado de la demanda, a fs. 8 se presenta el 
señor Procurador Fiscal en representación del Fisco manifestan- 
do: Que es cierto que la Nación ha percibido la cantidad dé 
$ 6.000 o/», que expresa la demanda, suma que fué percibida en 
íonna que autoriza la presente acción. Que también es cierto que 
dicha cantidad la adeudaba el actor al Fisco por haberse obligado 
como fiador, hasta dicha suma del Cónsul General en Ginebra, 
señor Teófilo R. I -cernir, obligación que se hizo exigible a méri- 
to de !a defraudación al Fisco consumada por éste. 

En cambio niega todos los hechos imputados en la demanda, 
como ser la negligencia atribuida por el actor a la Contaduría 
General de la Nación, con res|)ecto al cumplimiento de sus obli- 
gaciones legales en el caso emergente. 

Dice que la tramitación referente a la contabilidad y rendi- 
ción de cuentas del Consulado General, se ha realizado de acuer- 
do a la práctica administrativa y llenándose los recaudos que 
prescrilKrn las disposiciones reglamentarias y legales de las leyes 
Nros. 4712 y 428. Aduce también en su favor razones de distan- 
cia ki que hace que se hayan dilatado inevitablemente dichos 
trámites. 

Y Considerando: 

Que planteada la "litis" en la forma precedentemente expre- 
sada; el Juzgado tendrá que pronunciarse sobre si hubo o no ne- 
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gligencia |>or ¡.arte de la demandada en cuanto no cumplió con 
las disposiciones legales y reglamentarias del caso, j>ara lo cual 
se examinará a continuación la prueba aportada. 

Examinada ésta y según se desprende de las constancias del 
t»xi>cd¡ente administrativo agregado a autos, "Causa Fiscal N v 
79", resulta lo siguiente: Que a las notas corrientes de fs. 5 a 
fs. 14 y que son de fechas Febrero y Marzo del año 1928, re- 
cién se Ies da trámite y se agregan a estas actuaciones con fecha 
de Abril del año 1930. Que a fs. 15 obra un oficio dirigido al 
Ministerio de Hacienda de la Nación con fecha 28 de Mano de 
1930 en el que se solícita se remita de la Contaduría General de 
la Nación la rendición de cuentas correspondientes al tercero y 
cuarto trimestres del año 1927 y el Ministerio informa a fs. 16 
que no es posible remitir dichas cuentas por cuanto aún no han 
sido enviadas ni tampoco se han girado las remesas correspon- 
dientes a dichos periodos. A continuación el contador fiscal pro- 
ducc su informe a fs. 17 y 18 en el que manifiesta que debe 
exigirse al señor I-ecour la rendición inmediata de cuentas o en 
su defecto el ingreso de las sumas que en ¿I se expresan corres- 
ixmdicntes al tercero y cuarto trimestres del año 1927 y por úl- 
timo a fs. 19 con foclia 12 de Abril del año 1930 la Contaduría 
General de la Nación formula cargo al señor Teófilo R. Lecour 
por la suma de $ 67.039.35 oro sellado, correspondiente al ter- 
cero y cuarto trimestres del año 1927. Dicho cargo se amplió a 
f s. 34 por resolución de fecha 30 de Julio de 1930, en concepto 
dé beneficio de cambio. Siguiendo el examen de estas actuacio- 
nes nos encontramos que de fs. 51 a fs. 53 corre agregada la 
rendición de cuentas correspondiente al primer trimestre del 
año 1930, fechada el 18 de Julio de 1928 y recién con fecha 21 
de Marzo de 1930 el Ministerio de Hacienda informa a la Con- 
taduría que hasta la fecha no se han recibido en ese Departa- 
mento los fondos que arrojan las cuentas. El contador fiscal 
produce su informe a fs. 55 y manifiesta que debe exigirse al 
¿eñor Teófilo R. Lecour el reintegro inmediato de la suma de 
$ 2.684.50 o/s. |»r saldo de cuentas correspondientes al primer 
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trimestre del año 1928 y a fs. 57 la Contaduría resuelve formu- 
lar cargo al señor Lecour por la expresada suma, con fecha 9 de 
Abril de 1930. Por resolución de 26 de Agosto de 1930 corrien- 
te a fs. 69 se intima al señor Lecour para que dentro del tér- 
mino de diez días reintegre a la Tesorería General de la Nación 
la suma de $ 76.906.63 o/s. 

Vk\ examen precedente se evidencia en forma innegable la 
morosidad con que ha procedido la demandada y la falta de cum- 
plimiento de las disposiciones de orden legal y reglamentario que 
rigen estos trámites, por lo que se ha contravenido lo preceji- 
tuado |K>r los arts. 319 y 324 del reglamento consular y art. 

60 de la ley 428. 

Los hechos demuestran evidentemente que la malversación 
efectuada no ha podido realizarse en su casi totalidad, sino de- 
bido a la deficiencia y morosidad con que ha procedido en este 
caso la rej>artición encargada del control. Ein cuanto a las razo- 
nes de distancia invocadas i>or el señor Procurador Fiscal en su 
defensa, si bien son atendibles, nunca podrían justificar el tttttlpü 
qué se dejó transcurrir antes de formular los cargos, vale decir., 
dos años y meses, cuando el art. 319 del reglamento consular de 
acuerdo al art. 53 de la ley 428 establece que las cuentas deliran 
rendirse dentro del término de treinta días de fenecido el pe- 
ríodo, pasado cuyo término el funcionario será pasible de lo 
dispuesto por el art. 60 de la misma ley. 

Ahora bien, dada la naturaleza del contrato de fianza es 
indudable que el fiador si consintió en contraer esa obligación 
accesoria y eventual lo fué en la convicción de que se da- 
ría cumplimiento a las exigencias legales y. por consiguien- 
te, es inadmisible la acción del acreedor contra el fiador sin 
halarse cumplido |w>r parte de aquél las obligaciones virtual* 
mente comprendidas en el contrato de fianza; de lo contrario 
¡tuertaría consagrar, como lo tiene resuelto la Suprema Corte 
(Aguirre c./ Fisco — Caceta del Foro. f. 50. pág. 89) el derc- 
recho de hacer recaer sobre un tercero la culpa propia (doctrina 
de los artículos 1111. 119S. 1201 y 2018 del Código Civil. 
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Por estas consideraciones : fallo : declarando que el Gobier- 
no de la Nación delierá devolver al señor Miguel Z. O'Farrell la 
suma de trece mil trescientos treinta y seis pesos moneda na- 
cional y sus intereses desde la notificación de la demanda con 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDBIAL 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1935. 

La presente demanda por devolución de seis mil pesos oro, 
tiene origen en el desfalco que cometiera el Cónsul General en 
Amberes T. R. Lecour, quien en el desempeño de su cargo, sus- 
trajo una importante suma de dinero ($ 76.906.63 o/s.). 

El demandante en este juicio, don Miguel Z. O'Farrell, co- 
mo fiador de Lecour, fué condenado a responder por el impor- 
te de su obligación que era la indicada de pesos seis mil oro, 
que abonó en el juicio ejecutivo dejando a salvo su derecho pa- 
ra entablar el presente ordinario por repetición. 

Se funda el fiador señor O'Farrell en que el desfalco en 
cuestión sólo ha |>odklo producirse por desidia de las autorida- 
des administrativas, quienes no ejercieron las funciones de con- 
tralor en las épocas oportunas que se establecen en las regla- 
mentaciones legales existentes. 

Se sostiene en la demanda que j»r el art. 316 del regla- 
mento consular, los cónsules generales del>en exigir a los cón- 
sules y vicecónsules, la rendición trimestral de cuentas, y a su 
vez, del)en rendir por trimestres y dentro de los treinta días de 
fenecido cada trimestre, la cuenta general de su jurisdicción, 
que será enviada al Ministerio de Hacienda a los efectos del 
art. 52 y correlativos de la ley de contabilidad. Los artículos 
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siguientes <le este reglamento previenen la forma y el tiempo en 
que han de practicarse las rendiciones dé cuentas, hasta llegar al 
art. 324 que dice: "La morosidad en la rendición de cuentas *le 
los funcionarios consulares, esta sujeta a las disposiciones del 
art. 60 de la ley de contabilidad, según el cual en caso de mo- 
rosidad en la rendición de cuentas, la Contaduría exigirá y com- 
pelerá de oficio, empleando gradualmente los siguientes medios 
de apremio: |* requerimiento conminatorio; 2" suspensión de 
empleo y provisión de sueldo; $ formación de oficio de la 
cuenta reiterada". 

Afirma el actor que las actuaciones administrativas que han 
servido de base para el cargo, demuestran en forma indubita- 
ble que ninguna de las autoridades administrativas ha llenado 
sus funciones con arreglo a la ley y reglamento; y asi, por el 
trimestre vencido el 31 de Marzo de 1928. recién se le formula 
cargo en Ahril 9 de 1930, con lo que se perniité llegar a la can- 
tidad de $ 76.90f>.63 o/s., a que asciende el cargo formulado. 

Se invoca a continuación la sentencia dictada en el juicio que 
por devolución de una Mima de dinero siguiera el General R« 
M. Aguirre contra el Fisco, donde se estableció que no se podía 
hacer cargo al fiador de las mal versaciones que cometiera el 
ex subtesorero Murguiondo en los Arsenales de Guerra, puesto 
que ellas no habría podido realizarse sino a merced de las defi- 
ciencias del contralor, o por una complacencia incomprensible, 
no pudiéndose hacer recaer sobre un tercero las consecuencias 
ilc la culpa propia. 



Considerando: 

Para llegar en el caso "sub judice" a establecer la res|»on- 
sabilidad pecuniaria del fiador señor O'Farrell, es menester fijar 
previamente la furnia en que se ha producido la sustracción hecha 
l>or el Cónsul General Lccour. y luego determinar si las auto- 
ridades administrativas han demostrado complacencia, o han si- 
do negligentes en las funciones de 
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De los expedientes agregados que forman el legajo "Can- 
sa Fiscal N» 79". resulta que a raíz de la rendición de cuenta* 
que se exigiera al Cónsul General Lecour, en la planilla —resu- 
men de estampillas correspondientes al cuarto trimestre de 1927 
—y cuya liquidación es: Existencias al trimestre anterior, 30/9/ 
1927. $ 60.012.25 o/s.; movimiento de venta $ 36.168.45 o/s.; 
devolución $ 23.843.80 o/s.: quedó un saldo a favor de! Fisco 
de $ 36.168.45 o/s. 

Esta planilla, enviada desde Amlwres el 9 fie Enero de 
1928 dentro del término reglamentario, llega, conjuntamente con 
é\ paquete conteniendo la devolución de las estampillas en el 
vapor Gallier que arriba el 17 de Febrero de 1928, y los valov 
res fiscales, se remiten al Ministerio de Hacienda, por inter- 
medio de la Aduana, en 27 de Abril. En el Ministerio, al reci- 
birse las estampillas, se resuelve, con fecha 5 de Junio de 1928. 
tomar nota de la devolución con conocimiento de la Contaduría 
General, a quien se le hace saber que tan pronto se reciban las 
cuentas correspondientes al tercero y cuarto trimestres de 1927. 
se las enviarán a los efectos correspondientes. A continuación se 
agrega un cablegrama remitido por el Cónsul General, fechado el 
14 de Febrero de 1928. en el cual Lecour hace sa1>er al Minis- 
terio de Hacienda que: "brevemente será todo girado". Dos no- 
tas interiores. 22 de Febrero, informan que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, reclámala al Consulado de Ambercs la 
recaudación pertirrante, hasta que en 22 de Marzo (fs. 10). se 
fija a Lecour un plazo de 15 días, que luego se prorroga a un 
mes. para que gire los fondos retenidos indebidamente (fs. II). 

Con interioridad, en Marzo 26 de 19J0, la Contaduría Ge- 
neral de la Nación requiere al Ministerio de Hacienda la ren- 
dición de las cuentas correspondientes al tercero y cuarto trimes- 
tres de 1927, que le son necesarias para establecer la debida fis- 
calización, haciéndose presente que ha recibido las posteriores 
a esos jwriodos, lo que fué constatado a fs. 16 haciéndose cons- 
tar que se remiten las actuaciones administrativas a que se hace 
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referencia, pero no las rendiciones de cuentas indicadas por- 
que ellas no han llegado. 

A raíz de dio toma intervención la Contaduría, se expide 
informe 3567 (Abril 7 de 1930), que formula el cargo co- 
rrespondiente contra el Cónsul Lecour, que comprende los dos 
trimestres, el tercero y cuarto de 1927, por valor de $ 30.870.90 
o/s. y $ 36.168.45 o/s. que importa $ 67.039.35 o/s. f que luego 
se amplía en $ 7.182.78 o/s. por diferencia de cambio, lo que 
hace un total de $ 74.222.13 o/s. 

Lecour fué trasladado a Ginebra, y en el desemjwfio del 
nuevo cargo vuelve a repetir una sustracción por valor de |>csos 
3.684.50 o/s. : esta cantidad, sumada a las anteriores, llega a los 
$ 76.906.63 o/s.. que es el total de lo malversado. 

Determinada la forma y el monto de las malversaciones co- 
metidas |K>r Lecour. procede examinar si ha habido negligencia y 
complacencia por parte tic las autoridades administrativas, co- 
mo para eximir al fiador de la responsabilidad contraída, y en 
consecuencia, declarar la caducidad del contrato de fianza, en 
los términos establecidos ¡x>r la Corte Suprema "in re" : Agui- 
rrc contra Fisco Nacional, de acuerdo con la doctrina de los 
arts. 1111. 1198. 1201 y 2018 del Código Civil, como se pretende. 

Procede asimismo, considerar si en amitos casos, los de- 
fraudadores han operado con métodos similares más o menos 
análogos, y si el contralor que ha ejercido la Contaduría en am- 
bas situaciones, es el mismo. En el caso Murguiondo resulta que 
la repartición a que estala confiado el contralor de la Tesorería 
de Arsenales, no cumplió con la obligación de efectuar los ba- 
lances y arqueos como lo exige el art. 12 de la ley nacional de 
contabilidad N v 428, pues a pesar de disponer el mencionado 
articulo que las referidas operaciones deben hacerse todos los 
meses, en realidad se practicaron con intervalos mucho mayores, 
resultando que en 31 meses sólo se realizaron ocho balances y 
arqueos, dejándose transcurrir en algún caso, hasta nueve me- 
ses entre una y otra operación ; y es asi que han podido compro- 
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l»r faltas de dinero, que muy pequeña» en un principio, fueron 
aumentando de importancia hasta llegar en un mes a $ 26.000 
(en Septiembre de 1914 $ 363.43; Enero de 1915 $ 1.092.90; 
Junio de 1915 $ 1.000; Agosto siguiente $ 6.452.54 v Septiem- 
bre de 1915 $26.000). 

Es |K»r esa circunstancia que la Corte dijo : "Estos hechos 
demuestran con sobrada evidencia, que la malversación no ha 
IKxlido realizarse en su casi totalidad, sino merced a las defi- 
ciencias del contralor que se ejercía en la Tesorería a cargo 
de Murguiondo. si es que se ignoraban las fallas que se iban 
produciendo, o por razón de una complacencia incomprensible 
respecto del empleado culpable, si es que tales fallas eran cono- 
cidas y se tolérala la continuación del malversador al frente de 
la Tesorería". 

En el "sub judice" el ex Cónsul Lecour, sustrajo en el ter- 
cer trimestre de 1927, $ 30.870.90 o/s., en el siguiente trimestre 
$ 36.168.45 o/s. y en 1928 $ 2.684.50 o/s. ; pero ya si se hubie- 
ren comprobado esas malversaciones en el término que marca el 
art. 316 del reglamento o muchos meses después, como aconte- 
ció, esta demora en nada podría modificar la situación del fia- 
dor desde que la primera sustracción sobrepasa en mucho el mon- 
to de la fianza. Si se exigiera al fiador el monto total de lo mal- 
versado, sería distinta su situación, y en ese caso podría consi- 
derarse la defensa respecto de la falta de contralor fiscal; pero, 
no se demanda al coobligado por la suma total, sino por el 
monto de la fianza $ 6.000 o/s. 

Que en vista de la analogía que guarda con el "sub Ihe", 
este Tribunal considera de interés transcribir el considerando 5 V 
de la sentencia dictada por la Corte Suprema en el caso de Agui- 
rre Rafael M contra Fisco Nacional, ya citado, donde dejó cla- 
ramente establecido: "Que tampoco puede considerarse regulo 
el presente caso por el art. 2018 del Código Civil, que hace cesar 
la responsabilidad del fiador cuando el acreedor fuere omiso o 
negligente en la excusión de los bienes del deudor y entre tanto 
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¿«te cayera en insolvencia, pues entre otras razones, la obliga- 
ción de excutir sólo existe en los casos de fianza simple y no 
comprende aquéllos que, como la del demandante, se otorgan por 
deudas a la Hacienda nacional o provincial, según expresamente 
lo dispone la ley (Código Civil, arts. 3003 y 2013. inc. 9*). 

Finalmente, para demostrar el abandono y falta de con- 
trol que la ley y los reglamentos imponen, se sostiene que atan- 
do Ix-cour hizo entrega del Consulado a su reemplazante, ya sea 
por la licencia o |>or su traslado, en el inventario de valores le- 
vantado, no se hizo observación, admitiéndose la manifestación 
que en cada caso hiciera el malversador de que todas las cuentas 
estaban saldadas ; se olvida que es imposible legalmente aceptar 
como excusa y como válidas las propias manifestaciones de un 
defraudador |>ara que con ello quede todo finiquitado. 

Que. jM>r lo flemas, de la copia del inventario que se halla 
a fs. 8 del e.\|>cdiente fiscal N° 79, existe la constancia detallada 
de las estampillas consulares que el ex Cónsul entregó al nuevo 
funcionario, *i bien se expresa: "El Cónsul General doctor T. 
K. Kecour declara que no hay en de¡>ósito en este Consulado Ge- 
neral valores ni documentos pertenecientes a terceros, y que es- 
tán saldadas hasta la fecha, todas las cuentas oficiales y par- 
ticulares dé esta oficina"; cal* agregar que para dar a esta ma- 
nifestación de Lecour el alcance que se pretende, lógicamente 
debían llevar la conformidad expresa de la autoridad adminis- 
trativa encargada del contralor y fiscalización, lo que no ha 
ocurrido. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada, rechazando la 
demanda, sin costas, atenta la naturaleza de la acción deducida. 
— Ezeqmcl S. de Olaso. — Cartas del Campillo. — R. ¡'Mar 



¡'alacio. — A r . González Iramáin. 
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Buenos Airee, ífarso 18 de 1936. 

Vistos : 

Los autos del juicio OTarrel Miguel Z. v. la Nación sobre 
repetición, venidos en apelación. 

Y Considerando: 

!*• Que la fianza otorgada por el actor en favor de don 
Teófilo Lecour |»ra que éste pueda ejercer el cargo de Cónsul 
General de primera clase de la República, es solidaria no sólo por 
SU texto ( fs. 16 juicio Fisco Nacional v. Teófilo Lecour y otro) 
sino por disposición expresa de la lev (arts. 2003 y 2013. inc. 
9" del Cód. Civil). 

2* Que |x>r lo tanto no rige el caso el art. 2018 id. que 
liace cesar la responsabilidad del fiador cuando el acreedor fue- 
re remiso o negligente en le excusión de los bienes del deudor. 

3 V Que de todos modos para que esa cesación de responsabi- 
lidad se produzca es necesario que por causa de la negligencia o 
abandone» del acreedor» el deudor caiga en la insolvencia, lo que 
no se ha acreditado. 

4" Que no resulta de autos que haya existido de pane de las 
oficinas «le contralor financiero del Estado una demora sin la 
cual se hubiera evitado la res|xmsabilidad del fiador, puesto que 
las primeras computaciones de defraudación representaban su- 
mas superiores a los seis mil pesos oro que era el límite de la 
fianza, no siendo i>or tanto y por lo anteriormente considerado 
aplicable la teoría del fallo invocado de esta Corte (tomo 140. 
páf?. 243 de su colección de fallos). 

5 9 Que hay un antecedente no invocado y constante en autos 
que decide por sí sólo la cuestión que se detate y es el recono- 
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cimiento expreso que hizo el actor de su deuda» en íecha Ahri! 
22 de 1931 (ís. 22 del exp. Fisco Nacional v. Lecour Teófilo y 
otro). En ese escrito dijo el actor: "Me reconozco desde luego 
deudor del Fisco por seis mil pesos oro y si estoy dispuesto a pa- 
garlos en la forma que se ordene. 

Este reconocimiento ha hecho imposible el presente juicio. 

En mérito de lo considerado, se confirma en todas sus lur- 
tes la sentencia apelada. Notifiquese, repóngase el papel y de- 
vuélvanse. 

Roberto Repktto. — B. A. Nazak 
Axchoreka. — Ji;ax B. Tkráw 



Don Qninttno \l. Seco contra la Compañía Unión Telefónica 
del Rio de la Plata, sobre pago por consignación. Contienda 
de competencia. 

Smnario : Es competente la justicia ordinaria provincial en un 
juicio por consignación de una suma de dinero hecha por 
un abonado de la Unión Telefónica a favor de ésta, en el 
cual no aparece controvertida la interpretación de las leyes 
750 x /z y 4408, y que se funda exclusivamente en disposi- 
ciones de orden común. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 
Bahía Blanca, Diciembre 28 de 1934. 
Autos y Vistos; Considerando: 

Que de acuerdo con los términos del escrito del actor, la 
cuestión que se pretende someter a decisión de la justicia nacio- 
nal consiáte en decidir si por el hecho de pagar un comerciante 
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la tarifa telefónica correspondiente a su categoría, tiene derecho 
a figurar en la guía su calidad de comerciante. 

Que las empresas telefónicas nacionales están por la ley 
4408 sometidas a las disposiciones de la ley 750J4, cuyo art. 33 
prescribe que "el contrato celebrado entre el expedidor de fin te- 
legrama y una administración telegráfica, será considerado co- 
mo una locación de servicio, y será regido en sus consecuencias 
por los principios establecidos por las leyes generales para la re- 
glamentación de ese contrato; salvo las disposiciones especiales 
contenidas en la presente ley", no habiendo más excepciones en 
la misma ley a este respecto, que la que versa sobre el establecí- 
miento de las tarifas. Que no obstante que pudiera aparecer es- 
tar en juego una ley nacional — justamente en la parte a que se 
refiere la excepción mencionada precedentemente — , es evidente 
que la cuestión sometida a la resolución judicial no es aquella. 
En efecto, se trata de resolver si el pago de una tarifa telefóni- 
ca determinada, da o no ciertos derechos ; es decir, de una sim- 
ple consecuencia del contrato telefónico pasado entre la empre- 
sa y el alwnado, la cual por expresa disposición de la ley 750J4 
está sometida a las disposiciones del derecho común. Xo existe 
pues, a juicio del suscripto, una causa especialmente regida por 
una ley nacional que determine la com]>etcncia de la justicia fe- 
deral, por lo que la controversia del>e ser juzgada por los jueces 
locales, únicos competentes para la aplicación del derecho común 
en los casos que no sean de excepción. 

Que i>or otra parte esta es la doctrina sustentada por al- 
gunos tribunales del país en fallos que se registran en J. A. tomo 
33. pág. 884 y tonvj 27, pág. 602. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales citadas, oído 
el señor Procurador Fiscal, resuelvo declararme incompetente en 
esta causa 16.566, no haciendo lugar en consecuencia a lo soli- 
citado a fs. 6 vta. Notifique por cédula el empleado señor G. M. 
Pérez, regístrese y consentida y ejecutoriada, archívese previa 




Pérez Varas. 
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RESOLUCIÓN DE LA CÁMARA PEDERA L 

Bahía Blanca, Mayo 16 de 1935. 

Vistos y Considerando; 

Oue el auto de fs. 12 vta. no abarca en forma cabal el punto 
de fondo planteado |>or el escrito de fs. 5: I-o que en el pleito se 
debate siempre según la exposición de la parte que formula la 
inhibitoria y que de acuerdo con el art. 46 de la ley 50 es base 
de estas actuaciones, es una cuestión de tarifas telefónicas, a sa- 
lar si un abonado ha de pagar servicio de teléfono como comer- 
ciante p como particular (casa de familia). 

Que esto sentado y encarando el caso en su verdadero al- 
cance, todo cuanto atañe a la explotación del servicio telefónico 
interprovincial o de las provincias con la Capital Federal está 
regido i>or la ley 4408, cuyo art. \ 9 declara esa materia compren- 
dida en el régimen de la ley 750J4; además, el artículo 4 V es- 
tablece csj>ec¡almente en lo tocante a tarifas la intervención del 
Poder Ejecutivo Nacional. 

Por ello y de acuerdo con los fundamentos de las decisiones 
de la Suprema Corte Nacional, contenidas en los tomos 151, pág. 
298 y 152, pág. 16 de la colección de los fallos de dicho tribunal, 
no obstante lo dictaminado por el señor Procurador Fiscal, se 
resuelve revocar el auto apelado de fs. 12 vta. y declarar que la 
causa que se promueve por inhibitoria es de competencia federal 
' ratione materiae". Notifíqucse, regístrese y devuélvase. — Soto- 
rrouittc. — Julio Mello. — JaramiUo. 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Bahía Blanca, Julio 13 de 1035. 

Atento lo resuelto |>or la Exma. Cámara y lo peticionado 
\a\v el actor a ís. 6 vta.. de conformidad con lo prtscripto |n>r los 
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arts. 45 y 46 de la ley 50, oficíese al señor Alcalde del Cuartel l v 
de la Ciudad de Azul, a fin de que se inhiba de seguir entendien- 
do en el juicio seguido jwr "Quintino M. Seco contra la Compa- 
ñía Unión Telefónica por pago por consignación" y remita el 
expediente al infrascripto con emplazamiento de las partes, co- 
mo recaudos transcríbasele, el escrito de fs. 5 a 7. autos de fs. 
7 y 12 vta. y resolución de la Extra. Cunara de fs. 20. 




AUTO retí auwuh; 

Aiu!, Septiembre 30 de 1935. 

Autos y Vistos; y Considerando: 

Que según se desprende del escrito de fs. 2, el actor, señor 
Seco, promueve un juicio de |>ago por consignación, sometiendo 
a la decisión :!c la justicia, si el hecho de abonar la tarifa de 
comerciante, da o no derechos, en consecuencia, no se trata de 
una cuestión relacionada con el acto contractual celebrado entre 
la empresa y el abonado, en este caso el actor, la cual según las 
disposiciones de la ley 750y 2 está sometida a las disposiciones 
del derecho común. 

Por ello, y atento lo solicitado por el actor en el acta de fs. 
68 y no siendo una causa regida por ley nacional que determine 
la competencia del fuero federal, el suscripto, entendiéndolo asi, 
resuelve : Mantener la competencia de esta Alcaldía en este caso, 
observando lo dispuesto por el articulo 50 de la ley 50, sobre 
procedimiento de los Tribunales Nacionales en lo Civil y Co- 
mercial. Xotifiquese. 

Pedro M . Diegucs. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprimí Corte: 

No está en discusión en la presente causa la ley 750 J^. so- 
bre Telégrafos Nacionales, ni la 4408, sobre Empresas Telefóni- 
cas y Radiotclcgráficas. Tampoco se controvierte la aplicación 
de tarifas de teléfonos. 

Un alionado sostiene que mientras su nombre no aparez- 
ca en la guia como "comerciante", que lo es. no debe alionar si- 
no como "particular", según figura en aquella. Tanto la Com- 
pañía como el abonado están de acuerdo en que la tarifa es de 
S &60 pañi una categoría y $ 7.50 para la otra. 

Ka materia, pues, de la causa no es federal y por ello su co- 
nocimiento no corres|M>nde a la justicia nacional (S. C. Nacional 
127:63). 

Pero aún suponiendo que lo discutido fueran las tarifas a 
aplicarse, creo que ello tampoco daría jurisdicción a la expresada 
justicia, según lo he sostenido en dictamen expedido con fecha 
28 de Septiembre de este año, causa "Compañía Unión Telefó- 
nica del Río de la Plata en autos con Nicolás Caravías, repeti- 
ción de diñen»", que. en lo (lertinente transcribo: "Conceptúo 
que la intervención del Gobierno Nacional en ciertos servicios, 
fijándoles precio o tarifa para el público, no trae aparejada 
como consecuencia ineludible, el sometimiento al fuero federal 
de todos los pleitos referentes al cobro de dicho precio. Así, los 
ferrocarriles que trabajan mediante concesiones «leí Gobierno y 
aplican las tarifas y honorarios que éste aprueba, están sujetos 
a la justicia ordinaria jior razón de la materia (contrato de trans- 
porte). Lo propio ocurre con el ejercicio de la medicina : El Es- 
tado otorga la concesión o diploma por medio de sus Universida- 
des, y el Dc]iartamento Nacional de Higiene fija los aranceles 
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máximos, a que haya <le ajustarse el servicio, pero no ]x>r ello 
surte el fuero federal, "ratione materiae" en los litigios, sobre 
cobro de honorarios médicos". 

"Otras leyes más pudieran citarse que establecen también 
aranceles obligatorios para la locación de diversos servicios o el 
monto de las responsabilidades, sin quitar a tales asuntos su ca- 
rácter de materia legislada por el Código Civil (trabajo a domi- 
cilio, indemnizaciones por accidente, etc.)". 

"El abonado que deja de pagar a la compañía concesiona- 
ria la cuota que prometió no es, a mi juicio, infractor a la Ifcy 
especial de Teléfonos; y cuando la compañía concesionaria co- 
bra servicios que no prestó, tampoco está en cuestión dicha ley. 
En uno y otro caso, los derechos emergen del servicio recibido o 
prestado". 

Opino por ello, que la presente contienda del* dirimirse 
en favor de la competencia del Alcalde del Cuartel Primero del 
Azul, Provincia de Buenos Aires (Art. 9, ley 4055). 

Buenos Aires, Diciembre 19 de 1935. 

Juan Alvares. 



FALLO DE LA COBTS SUPREMA 

Buenos Aires, Marzo 20 de 1936. 

Vistos; 

Los autos de contienda de competencia entre el Alcalde del 
Azul, Provincia de Buenos Aires, y el Juez Federal de Bahía 
Blanca para entender en el juicio promovido por don Qutntino 
M. Seco v/. Compañía Unión Telefónica. 

Y Considerando: 

1* Que en el presente caso se trata de la consignación de una 
suma de dinero hecha por un abonado de la Unión Telefónica 
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a favor de ésta, sin que se controvierta la interpretación de las 
leyes 750# y 4408 que seria un antecedente necesario para atraer 
la jurisdicción federal. 

2» Que es de considerar que el artículo 33 de la ley 750 J^, 
aplicable según la ley 4408, establece que contratos entre una em- 
presa y su alionado se rigen por los principios de derecho co r 
mún. (I-ocación de servicios). 

3* Que cuando esta Corte ha considerado la competencia 
federal en litigios sobre servicios telefónicos se ha discutido el 
alcance y el sentido de las disjwsiciones especiales de las refe- 
ridas leyes. 

En mérito de lo expuesto y de conformidad con lo dictami- 
nado por el señor Procurador General, se resuelve que es com- 
petente en el presente caso el Alcalde del Azul, a quien debe re- 
mitirse los actuados. Hágase saber al Señor Juez Federal de 
Bahía Blanca en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

Roberto Repetto. — T.ns I.ixahes. 
B. A. Nazar Anciiorkna. — 
Juan B. Tkkán. 

— ■ 



Don Lufa I'ranpolini contra e¡ Ferrocarril Central de Buenos 
. ¡¡res. Contienda de competencia. 

Sumario : Corresponde a la justicia ordinaria de la Capital el co- 
nocimiento ile una demanda por indemnización fundada en 
el art. 157 del Código de Comercio, tal como ha quedado 
después de la sanción de la ley 11.729. y en la que ño apa- 
rece relación alguna con disecciones de las leyes 2873 y 
6320. 

Cuso: l.o explican las piezas siguientes: 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 
Señor Juez: 

La ley «le justicia de paz N v 2860 no lia sido derogada sino 
en cuanto se opone a la 11.924 que, como aquélla, legisla para la 
justicia de menor cuantía dándole una organización más perfecta 
y ampliando, no restringiendo su competencia; y si la primera 
confiere a los magistrados el conocimiento de toda causa del 
filero civil y comercial y lo propio resulta «le la segunda, se- 
gún lo dispuesto en el inc. 1° (art. 11) con la sola restricción 
establecida en la segunda parte del mismo, es indudable que no 
hay |x>rqué distinguir materia o |>ersonas cuando no se invade el 
campo de los asuntos de mayor cuantía que pudieran corres- 
ponder i» no a la justicia federal, o cuando se trate de juicios 
que afecten al orden público e institucional o se funden en tra- 
tados o leyes es|>ccia1cs cuyo conocimiento exclusivo o concu- 
rrente se halla encomendado especialmente a una de las ramas 
del Poder Judicial de la Nación. 

La separación entre lo que atañe al imperio de la justicia 
ordinaria de la Capital y lo que del>c ser de la competencia y ju- 
risdicción de la justicia federal, dcl>emos reconocer que ha ori- 
ginado frecuentes y complicadas cuestiones cuya solución muchas 
veces ha entorpecido la misma denominación de "justicia o ma- 
gistratura federal" con la que se distingue a una dé las clases de 
jueces nacionales creadas por el Congreso en ejercicio de la atri- 
bución conferida \yor el art. 94 de la Constitución Nacional. 

Pero |>ara el caso ocurrente del>c estarse a las dis|>osiciones 
ya recordadas y al concepto jurídico de que no hay fueros de 
exce|)c¡ón aparie de lus taxativamente declarados |>or la ley, y 
los ferrocarriles, aun los del Kstado. no esrapan al dominio 
de lo estatuido en las codificaciones y demás leyes comunes en 
sus relaciones con los particulares (tomo Y. pág. 2, "Caceta del 
Foro"). 
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La misma jurisprudencia establecida durante la vigencia 
integra) de la ley 2860 (tomo XVI, pág. 332, "Gaceta del Foro"; 
Pallo de la Corte Suprema, tomo XXXII, pág. 25, "Gaceta del 
Foro"; ídem, tomo V pág. 2, "Gaceta del Foro"; (alio Cámara 
Comercial, tomo X. |rig. 30. "Gaceta del Foro"), hacen desapa- 
recer toda duda de índole jurisdiccional para los asuntos de me- 
nor cuantía, de tal modo que la competencia del Juzgado corno 
la <|tte Ies fuera otorgada y reconocida a los jueces legos de ayer 
es incontestable y no hay porqué marcar separación alguna fuera 
de la señalada cuando el monto del litigio no excede de la can- 
tidad fijada por la ley 11.924. 

Ahora, tocante a la impugnación de inconstítucionalidad de 
la ley X"' 11.729 en cuanto afecta garantías básicas del derecho 
de propiedad ya la cuestión se hace mas recomendable, y si es 
cierto que en general no ha sido vedado al Congreso legislar 
retroactivamente no es menos cierto que no podría hacerlo le- 
sionando garantías declaradas por la ley fundamental, cuestión 
del caso "sub judice", que tocará resolver a V. S. con mayor 
y más ilustrado criterio. 

G. Fcrnáttdes Bastwldo. 



SENTENCIA DEL JCEZ DE PAZ LETRADO 

Buenos Aires, Septiembre 4 de 1936. 

Para resolver la excepción opuesta a fs. 8; y 
Considerando : 

V La ley 11.924 al disponer en su art. 35, inc. c) que al 
contestar la demanda, deberá oponerse todas las excepciones que 
se tuvieran, no hace distingo alguno; razón por la cual, déte de- 
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«lucirse que se refiere a todas las excepciones que contempla el 
Código de Procds., que rige supletoriamente (art. 65 de la mis- 
ma ley). 

Ello no significa, empero, que puedan aceptarse aquellas 
defensas, en e! carácter de previas, pues entonces se desvirtuaría 
la forma sumaria que ha imprimido la ley aludida, al procedí- 
miento (arts. 34 a 38). 

Sin embargo, por la naturaleza de la incompetencia de juris- 
dicción, opuesta a fs. 8. es explicable que el Juzgado se pronun- 
cie antes de proseguirse el juicio, ya que con ese temperamento 
no se perturba su marcha regular. 

El traslado de la excepción, a la parto actora, se impone des- 
de que esa es la única oportunidad que se le presenta para ser 
oida sobre el punto, y por la índole de la cuestión, también debió 
darse vista al señor Agente Fiscal, como se ha hecho. 

2* La acción se funda en disposiciones del derecho cumún. 
puesto que la ley W 11729 es modificatoria de ciertos preceptos 
del Código de Comercio y por consiguiente, ha quedado incor- 
porada al mismo. 

"No corresponde a la justicia federal, |>or razón de la ma- 
teria el conocimiento de un juicio contra un ferrocarril nacional 
en la que se delviten cuestiones de derecho común, y no puntos 
especialmente regidos por la ley de ferrocarriles'\ ha dicho la 
Corte Suprema de Justicia (Fallos, tomo 101, pág. 214: tomo 
118, |)ág. 63 y tomo 94, pág. 302, citados por el ex Fiscal de la 
Cámara Comercial, doctor Naón— J. A., tomo 14, pág. 2S5). 

También, ese alto Tribunal, en una causa fundada en lo 
dispuesto por el art. 166 del Código de Comercio, ha establecido: 
"1.a demanda |H>r la cual un cambista de una empresa ferrovia- 
ria, reclama una indemnización por accidente, debe ser inter- 
puesta ante los jueces ordinarios, pues las disposiciones que de- 
l»en aplicarse, son las del Código de Comercio, ya que se trata 
de una acción que emerge de un contrato de locación de servicios 
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y fundada en las prcscrqicioucs de la ley común" (mayo de 1912. 
pág. 12. Fallo citado por el doctor Malagarriga, en su obra "Cfc 
digo de Comercio comentado**, tomo 1* pág. 317). 

I'or ello, lo dictaminado por el señor Agente Fiscal, tenien- 
do en cuenta las demás cuestiones planteadas para cuando se 
dicte sentencia, y lo que establece el art. 11, ínc. 19 de la ley 
flíSSNi resuelvo: 1* declarar la competencia del Juzgado para 
entender Gil este juicio; 2 V señalar la audiencia del 27 de Sep- 
tiembre a las 16 huras, para <jue las ¡artes concurran con tocia 
la prueba de que intenten valerse; 3* tener presente lo demás, 
para su oportunidad. 

A-, m. mm 

Ante mi: ¡lector A. AV. 




Suprema Corte; 



Se invoca en esta causa el fuero federal sosteniendo que. 
en lós términos de la ley 2873 sobre ferrocarriles nacionales no 
cábe la aplicación de determinada disposición del Código de Co- 
mercio para decidir acerca de las relaciones entre las empresas 
ferroviarias y sus empleados. Rajo tal concepto, el recurso ex- 
traordinario es admisible. 

En cuanto al fondo del asunto considero que el fuero fede- 
ral no surte |»or razón de la materia. Un empleado cfoqwdido. 
cobra a la empresa la indemnización que fija el art. 157 del Có- 
digo de Comercio, tal como ha quedado después de la reforma in- 
troducida por la ley N v 11.729; y no encuentro en las leyes es- 
¡veíales sobre ferrocarriles, disposición alguna que derogue al 
Código de Comercio en lo concerniente a ese tipo tic relacio- 
nes jurídicas. Resulten o no aplicables en definitiva a la empre- 
sa ferroviaria demandada los artículos del Código de Comercio 
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que invoca d actor, y trátese de una locación de servicios civil o 
comercial, nada obsta a que el punto sea dirimido ante la jus- 
ticia ordinaria 

Por lo que respecta a la inconstitucionalidad de la ley 11.72! 
planteada también al contestar la demanda, no lia sido materia 
de pronunciamiento ante el señor Juez (fs. 18), quien se limitó 
a decidir únicamente la cuestión de competencia. Resultaría en- 
tonces extemporáneo un pronunciamiento de la Corte. 



Buenos Aires. Marzo 20 de 193$ 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario concedido a fs. 20. 
Considerando : 

Oue el recurso es admisible por haber sostenido la empresa 
demandada la procedencia del fuero federal y ser la resolución 
del Juez de Paz de carácter definitivo y contraria al derecho fe- 



deral invocado (art. 14. inc. & de ta ley N v 48; Fallos: tomo 
66. págs. 47 y 257). 



V respecto al fondo de la cuestión: 

1" Que el actor funda su derecho a la indemnización ¡)ór 
despido en el art 157 tal como lia quedado después de la san- 
ción de la ley N* 11.729. La demandada sostiene que atento lo 
dispuesto Cn los arts. 1» 26 y 50 de la ley de ferrocarriles N ? 2873 
y 71, inc. 20 de la ley N 9 6320 modificatoria de aquélla, no rigen 



Buenos 




•e 29 de 1935. 



Juan AfoareSi 
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2* Que la ley N 9 2873, que es una ley mixta de derecho fe- 
deral y de derecho común, pues contiene "disposiciones relativas 
a los ferrocarriles nacionales*' (título II) y "disposiciones co- 
munes a todo, los ferrocarriles" (titulo III), ha tenido por ob- 
jeto, como lo expresa su art. l v "la construcción y explotación 
de todos los ferrocarriles de la República, así como las relacio- 
nes de derecho a que ellos dieren lugar", a cuyo efecto el art. 
2 V los divide en nacionales y provinciales y el 3" indica cuále* 
tienen uno u otro carácter. 

3° Que la ley N v 6320 modificatoria del título IV que tra- 
ta de ta ¡nsjxxción gubernativa, organiza la Dirección General de 
Ferrocarriles Nacionales y fija las atribuciones que se confieren 
a ésta. Kn el art. 71, inc. 20, invocado por la empresa demandada, 
se limita a dar intervención a la Dirección General de Ferroca- 
rriles Nacionales mientras no se dicten leyes especiales sobre la 
materia, para conciliar las diferencias entre las empresas y sus 
empleados en caso de controversia sobre salarios, horas de tra- 
bajo o condiciones del mismo, a fin de resolverlas directamente 
\H»r medios conciliatorios o mediante la constitución de tribu- 
nales arbitrales. * 

Véase, pues, que ni esta disposición, ni las de los arts. 26 
y 50 invocados, que refieren la obligación <lc las empresas ferro- 
viarias de constituir domicilio legal en la República y de llevar 
libros en castellano rubricados con arreglo al Código de Comer- 
cio, el I v : y la ley que segirá las obligaciones o responsabilidades 
de las empresas respecto a los cargadores por pérdidas, averías 
reíanlo, que lo es el Código de Comercio además de las leyes 
generales sobre transportes en los puntos no previstos en la ley 
ferroviaria, el 2". nada tienen que hacer con la incompetencia de 
la justicia ordinaria para entender en una causa que se la funda 
en el art. 157. ines. 2* y $* del Código de Comercio según la ley 
.V 11.729. x 

4« Qwe la inconstitucionalidad de la ley N» 11.729, invocada 
también por la empresa demandada, no ha sido resuelta en la 
sentencia de ís. 18, pues se la ha reservado para tratarla en la 
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sentencia definitiva junto con las demás cuestiones planteadas 
por la demandada, por lo que esta Corte carece de jurisdicción 
para pronunciarse al respecto, en el. estado actual de los autos. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 
18 en cuanto ha sido materia del recurso. Hágase saber, repón- 
gase el papel y en su oportunidad devuélvanse. 

Roberto Repetto. — Lris Linares. 
B. A. Nazar Anciiorena. - 
Juan B. Terán. 



Don Pedro Caprotta y otro contra la provincia de Salta, sobre 
hiconstitucionaüdad de la ley de impuesto al vino y cobro de 
pesos. 

Sumario : El impuesto al vino creado por la ley número 2888 de 
la Provincia de Salta, no es un simple impuesto al consumo 
pues traba la circulación territorial y afecta las garantías de 
los artículos 9, 10 y 11 de la Constitución Nacional, corres- 
ponde pues en el caso, admitir la demanda por repetición 
fundada en esa circunstancia. 

Caso: I-o explican las piezas siguientes: 

dictamen del procurador general 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1933. 
Suprema Corte: 



Los señores Pedro Caprotta y Carlos Renaldi demandan 
a la Provincia de Salta por devolución de una suma de dinero 
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pagada bajo p- otesta, en concepto del impuesto al vino estableci- 
do por la ley de dicha provincia número 2880. sosteniendo que 
esta ley grava !a circulación territorial, como que se violan los 
artículos 9, 10. y 108 de la Constitución Nacional. I-a Provin- 
cia demandada ha defendido la legalidad del impuesto impug- 
nado arguyendo que dicho impuesto ha sido establecido cu ejer- 
cicio de las facultades atribuidas a las provincias, tendiendo, más 
que arbitrar recursos fiscales, a asegurar que la elalxiración y 
consumo «le vinos se efectúe en j>erfeetas condiciones «le higiene, 
lo que está involúcralo en los poderes de policía que pertene- 
cen a los Ksta«los. A ese objeto, el articulo 10 de la ley 2880 exi- 
ge un previo análisis por la Oficina Química para autorizar el 
tránsito «le los vinos «|ue se introduzcan a la provincia. 

No es discutible «pie las provincias, en ejercicio del poder 
«le poticiá «pie les está atribuido, están habilitadas para dictar 
leyes y reglamentos «le protección a la salud «le sus habitantes, 
p&?0 ese poder no pue«le ser ampliado al punto <le anular la fa- 
cultades reserva«Ias por la Constitución al Congreso Xacional. 
al que corresjiondc reglar el comercio interprovincial, y no puede 
dudarse que si bajo el pretexto de cuidar la salud pública las pro- 
vincias pudiesen dictar leyes restrictivas del comercio, se les ha- 
bría atribuí«Io una facultad que invalidarla las «leferidas al Con- 
greso por el articulo 67. incisos 12 y 16 de la Constitución (Fa- 
llos, tomo 159. |»ág. 23). 

Kxaminada «ientro «le esc criterio la controversia plantca«Ia 
eu estos autos, no puede aceptarse «pie el gravamen establecido 
en la ley impugnada tenga por finalidad proteger la salud de los 
habitantes mediante A análisis de los vinos que se introduzcan en 
la provincia «le Salta, porque existe una gran desproporción entre 
la suma «pie se recolecte con «licho gravamen y el gasto que ttcn- 
siona e] sagterumicnto «le la Oficina Química eticarga«la «le ana- 
lizar los víims. según los antecedentes acumulados «le ís. 208 a 
210, ademas «le regir en la misma provincia otro impuesto con 
idéntica finalidad, como resulta de las constancias «le fs. 162 y 
siguieres. 
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Inde|>endiente <Ic ello, es indudable que el derecho de velar 
por la salud pública requiere, para que se ponga en movimiento, 
la existencia de hechos que la coloquen en peligro, con lo cual el 
Gobierno provincial quedará habilitado para adoptar todas las 
medulas de orden preventivo o represivo que estime o|>ortuno. 
l>cro si se llega a tral>ar la circulación de mercaderías provenien- 
tes de otras provincias sin que circunstancia alguna induzca a 
creer que pueden ser perjudiciales, es dado atribuir a esa medida 
una finalidad distinta y repugnante al principio del libre tránsito 
por el territorio de la República que está consagrado |K>r los ar- 
tículos 9 y 10 de la Constitución Nacional. 

la provincia demandada lia sostenido que aún cuando el 
impuesto impugnado no sea considerado como retribución dt un 
servicio, sino como un gravamen al consumo, seria igualmente 
inobjetable, y aj>oya esta argumentación en la circunstancia de 
que el impuesto solo se paga con respecto al vino que se consuma 
en el territorio de la Provincia. Examinado tejo este aspecto d 
referido impuesto, no es posible dudar que recae sobre mercade- 
rías que no han entrado en la circulación económica de la pro- 
vincia, ni se han confundido con la masa de valores o riqueza lo- 
cal. El artículo 11 de la ley, que para autorizar el libre tránsito 
de los vinos de otras provincias, exige la comprobación del pago 
del impuesto; el art. 16 que prohibe a las empresas de transpor- 
tes recibir o transportar vinos sin igual comprobación y el art. 6 
del IJecreto Reglamentario que impone el pago del impuesto 
dentro de las veinticuatro horas de ser retirados de la estación 
en la primera receptoría que encuentre al internarse en la pro- 
vincia, están demostrando que la imposición gravita sobre la 
circulación territorial, afectando, en consecuencia» el comercio 
interprovincial por medio de disposiciones legislativas que, cons- 
titucionalmente, están vedadas a los Estados y reservadas al Con- 
greso Nacional. Es de aplicación la doctrina establecida por Y. 
E. cuando ha dicho que el régimen de intervención im|M>5Ítiva 
sobre el producto importado, gravándose el articulo en el propio 
envase, sin que sea objeto de transformación alguna, son hechos 
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y modalidades que implican la implantación de un sistema adua- 
nero, con evidente transgresión de las garantías constitucionales 
relativas a la libre circulación por el territorio de la República 
(Fallos, tomo 159, pág. 23). 

A mérito de lo expuesto, consitiero fundada la impugnación 
qtte se hace del impuesto ai vino, motivo de este juicio, por lo que 
pienso que debe hacerse lugar a la demanda entablada. 

Horacio K. Larreta. 



FALLO Df LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Marzo 25 de 19.16. 

Vistos : 

Los autos promovidos por don P. Caprotta y Oírlos Ke- 
naldi v/. la Provincia de Salta sobre inconstitucionalidad del im- 
puesto al vino, de los que resulta: 

1" Que los actores reclaman la devolución de $ 64.443.19 
y 740.80 m/n. que pagaron respectivamente a la Provincia de 
Salta, fundados en la inconstitucionalidad de la ley en cuya vir- 
tud se vieron obligados a pagar dichas sumas. 

2* Que esa ley impugnada es la N 9 2888. dictada en 30 
de Septiembre de 1025. reglamentada en 19 de Octubre del mis- 
mo año. y en virtud de la cual (art. 24) se grava a los vinos que 
se consuman o vendan en el territorio de la Provincia, con un 
impuesto de nueve centavos |>or litro comprendiendo el adicional 
de medio centavo por litro establecido por ley de 2! de Agosto 
de 1916. 

& Que tanto la ley, dicen, como su reglamentación demues- 
tran que se trata de un impuesto a la libre circulación de las mer- 
caderías, asumiendo el carácter de una tasa aduanera, tanto por 
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la inscripción a que obliga en los Registros <le la Dirección dé 
Rentas a los importadores de vinos de otras provincias o del ex- 
tranjero, como por la obligación para los importadores de llevar 
un libro especial 

4* Que la ley, añaden, antes de ser librados al consumo los 
vinos introducidos dclien ser analizados por la Oficina Química 
Provincia] (art. 10) y para autorizar su libre tránsito, los en- 
vases del>cn llevar adherirla tina boleta en la que se especifique 
diversas circunstancias y entre ellas la de haberse jwgado el im- 
puesto. 

5* Que los |>agos que hicieron en virtud de la ley impug- 
nada lo fueron con reserva de reclamar su devolución por rc- 



6" Que de los hechos expuestos se desprende que h Pro- 
vincia de Salta grava la libre circulación de productos proce- 
dentes de fuera de la Provincia, lo que se revela en especial el 
art. & de la reglamentación de la ley según el cual el impuesto 
del* abonarse dentro de las 24 horas de ser retirada la mercade- 
ría de la estación ferroviaria. 

Esto demuestra que no se grava el consumo sino la circu- 
lación territorial, lo que está corroborado ¡>or el art. II según 
el cual cuando los vinos son de procedencia extranjera. Insta pa- 
ra su libre tránsito el simple pago del impuesto. 

7* Que es, pues, clara la violación de los arts. 9\ 10, y 108 
de la Constitución Nacional en que incurre la ley impugnada de 
la Provincia de Salta, como lo ha declarado la Corte Suprema de 




Que a fs. 112 la Provincia de Salta contesto la demanda 
sosteniendo que las provincias tienen derecho para gravar el con- 
sumo dentro de sus fronteras e invoca la doctrina y la jurispru- 
dencia de esta Corte y que la ley impugnada ha sido dictada en 
uso de ese derecho. 

9* Que el art. 10 de la ley establece claramente su fin que 
es el de gravar el consumo y no la circulación territorial, fx>r lo 
que obliga al análisis del vino en la Oficina Química de la Pro- 
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vincia. Esto demuestra que más que para arbitrar recursos el iin- 
puesto cobrado es un acto de policía sanitaria en defensa de la 
salud de la población, derecho que no puede negarse a las prb- 
víncias. 

1(F Qué su carácter de impuesto al consumo está ratifica- 
do \mr la disposición del art. 42, que autoriza la devolución del 
impuesto cuando la mercadería gravada sale de la Provincia. 

Il v Que los arts. 3", 5*. 11 de la ley impugnada demuestran 
qué se busca defender a la población dé la Provincia del consumo 
de vinos no genuinos. 

12* Que también debe considerarse que la ley grava uni- 
formemente el vino introducido y el producido de la provincia 
o de otra procedencia. 

13» Que los fallos invocados en la demanda no son aplica- 
bles al caso de Salta por ser diferentes las situaciones eti cjtié 
fueron pronunciados. 

14'' Que aunque la ley fuera inconstitucional los actores no 
pueden repetir los pagos hechos |>or cuanto no hicieron la pro- 
testa que la jurisprudencia ha considerado requisito indispen- 
sable para pedir su repetición. 

Qué en efecto la protesta <lc los actores es de fecha 8 de 
Noviembre de \9M) t y j>or tanto, no ampara los pagos anterioivs 
a esa fecha. 

15'' Que abierto a prueba el juicio y producida la que consta 
a fs. 279. las partes alegaron de bien probado, poniéndose los 
autos a sentencia, y 

Considerando: 

I v Que los actores impugnan la ley X v 288X de la Provincia 
de Salta sosteniendo que viola principios de la Constitución Na- 
cional, y entre ellos, en primer término, el de la supresión de las 
aduanas interiores (arts. 9». 10 y II). 
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2? Que la Provincia demandada sostiene cjue no existe tai 
violación porque se ha limitado a crear un impuesto al consumo 
dentro de sus fronteras, lo que es un derecho indiscutible de los 
Listados y, además, el ejercicio de su poder de policía, pues el 
impuesto implantado por la Ley N v 2888 está destinado a costear 
él análisis de los vinos como garantía para la salud de su jm- 
ción. 

3* Que los arts. 8 V , 11, 16 y 24 de la ley demuestran que 
ei impuesto creado por la ley de la Provincia de Salta X" 2888. 
no es un simple impuesto al consumo, pues que según los arts. 
10 y 11, nace la obligación de abonarlo al ser introducido el vino 
a la provincia de Salta. El art. 10 establece que "tos vinos de 
otras provincias, los extranjeros al ser introducidos al territorio 
y ¡os de esta provincia al ser librados al consumo deberán ser 
previamente analizados por la Oficina Química provincial", Y 
el art. 11 agrega que "a los efectos del artículo anterior y para 
autorizar el libre tránsito y consumo de los vinos, los envases en 
que transporten o vendan estos, deberán llevar adherida una l>o- 
leta con los siguientes datos: Inciso e) I-a estampilla correspon- 
diente o cspmíieación escrita de haber pagado el impuesto". 

importa* pues, el impuesto una traba a la mera circulación 
territorial. 

4 V Que no solo por su contexto sino por sus disposiciones 
reglamentarias, los requisitos que se exigen para ¡a introducción 
de vinos, las obligaciones que crea ofrecen el aspecto de una or- 
ganización aduanera y acrecen los limites de la Provincia como 
fronteras económicas. 

5" Que tanto la cuestión principal como el alcance de la 
disposición que autoriza la devolución del impuesto cuando el 
vino no ha sido consumido en el mercado provincial han sido 
materia del pronunciamiento de esta Corte en el caso que se re- 
gistra en el Tomo 159, pág. 23, que aquí se da por reproducido, 
ratificando anteriores pronunciamientos. (Tomo 30, |>ág. 333; 
Tomo 51, pág. 349; Tomo 95, pág. 332). 
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6 V Que no puede considerarse el impuesto creado al vino por 
la Ley X" 2888 de la Provincia de Salta el ejercicio del poder 
de policía y de defensa de la salud pública porque los informes 
de fs. 207 a fs. 209, demuestran el propósito ini|H)sitivo de la ley 
desde que los gastos exigidos por el contralor sanitario del con- 
sumo de vino imi>ortan una suma muy inferior al producido del 
gravamen. (El costo de la Oficina Química fué en cuatro años 
de § 81.240 m/n. y el producido del impuesto de $ 2.147.214.30 
moneda nacional). 

7 V Que del>e considerarse asimismo que la defensa de la 
salud pública en lo relativo al consumo de vino se realiza por 
leyes nacionales de cuyo texto la ley impugnada es, una repro- 
ducción, en lo que respecta a las condiciones químicas y de ela- 
boración de los vinos (Ley N v 4363 de la Nación), lo que Hacia 
innecesarias las previsiones de la ley provincial. 

X'' Que esta Corte considera su deber fundamental acen- 
tuar el concepto de que las provincias ni directa ni indirecta- 
mente pueden desvirtuar la almhción de las aduanas provinciales 
pronunciado por la Constitución. La desaparición de estas y la 
nacionalización de la aduana de Buenos Aires y demás aduanas 
exteriores fueron conquistas en cierto modo conexas de un mis- 
ino proceso histórico que dieron cimiento a la unión de los Es- 
tados y base moral y ceonómica a la Xación que de ella nació. 

Que la Provincia demandada ha argüido que aunque fue- 
ra violatoria «le la Constitución la ley impugnada, es improceden- 
te la repetición (pie se reclama i>or las sumas payadas por los 
actores antes de su protesta, que es de fecha 8 de Noviembre 
«le \*>M). (Fallos: Tomo 99. pág. 355; Tomo 118. pág. 347 de la 
colección de la Corte). 

10* One aunque los actores sostienen que formularon pro- 
testa en notá entregada a la Receptoría de Rentas con fecha 9 
de Noviembre de 1928, el hecho, desconocido por la demandada, 
no ha sido prohado, no bastando la afirmación de su existencia 
en la demanda, negada en la contestación. 
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II' Qttc por tanto siendo contrario a ia Constitución el im- 
puesto cobrado, la repetición no es procedente sino de los im- 
puestos abonados (en efectivo o subscribiendo letras) a contar 
desde la fecha de la protesta. 

En mérito de lo expuesto y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor Procurador General se resuelve: Que la Provincia 
de Salta debe devolver a los actores las sumas que hayan aliona- 
do ya sea en efectivo o en documentos después del 8 de No- 
viembre de 1930. más sus intereses a estilo de los que cobra el 
Raneo de la Nación Argentina desde la fecha de la internación 
judicial, dentro del plazo dé cuarenta días. 

Notifiques^, repóngase el papel y en sn oportunidad ar- 
chívese. 

Antonio Sagarna, — tí. A. Xazak 
AnchorKNa. — J vas R. Tkrán. 



X O T A S 

Go« fecha 6 de Marzo de l<>30. la lorie Suprema tl¿' con- 
formidad con lo dictaminado por el Procurador General, y la 
doctrina sustentada por la misma, en la causa que se registra 
en el tomo 149. página 107, confirmó la sentencia pronunciada 
|*>r la Cámara Federal de Apelación de la Capital, confirmato- 
ria, a sn vez. de la dictada por él señor Juez Federal, que hizo 
lugar a la demanda deducida por don Domingo Aguirrc contra la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, ordenando a 
la Cija a devolver dentro del término de diez días, el descuento 
de los aportes efectuados i>or el actor de los sueldos que perci- 
bió como oficial de Administración del Ejército; desde el 7 de 
Septiembre de 1912 hasta el 13 de Enero de 1923. con intereses 
sobre la suma que resulte, desde la notificación de la demanda, 
con costas. 
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Con fecha 6 de Marzo de 1936, la Corte Suprema condenó 
al procesado Francisco Díaz, a sufrir la pena de diez y ocho 
años de prisión y accesorias legales, reformando asi la sentencia 
dictada \*>r la Cámara Federal de Ablación del Paraná, que le 
tmi>onia la de catorce años de la misma pena, por el delito de 
homicidio .simple y lesiones graves j>erpetradas en las j»ersonas 
de Victoria Valdez de Henitez y Elias Ferreyra, respetivamen- 
te, y lesiones leves a Juliana Duarte, hechos ocurridos en San 
I'íjm». jurisdicción del territorio Nacional de Misiones, el día 4 
de Agosto de 1933. (El Juez Letrado üc dicho territorio conde- 
nú dI procesado por los mencionados delitos, a sufrir la pena tic 
diez y úchM años «le prisión, accesorias legales y costas del juicio ). 



Con fecha <> <le Marzo de 1936, la Corte Suprema no hizo 
ítigar al recurso de queja interpuesto |*>r don José Maria Rosa, 
secretario general del Nacionalismo I,al>orista. o ntta una reso- 
lución de la Junta Electora! y Escrutadora de la Provincia de 
Entre Rios, |>or considerar que dichas Juntas no revisten los ca- 
racteres de un Trihunal federal organizado j>or la ley para re- 
solver litigios en segunda instancia, ni pueden equipararse en ra- 
zón de sus funciones a los tribunales a que se refieren los arts. 
O de la ley X v 4055 y 14 de la X v 48, pues conforme a la doctrina 
que sustentan los fallos dictados por el Trihunal registrados en 
los tomos 148. página 215 y 159, página 69¿ es irrcvisible j>or la 
vía del recurso extraordinario la resolución de la Junta Electo- 
ral y Escrutadora, que deniega la oficialización de boletas elec- 
torales. 



En la demanda entablada jM>r el Banco Italo Melga contra 
l;i Provincia de Mendoza por cobro tic la suma de doscientos no- 
venta y dos mil jk-sos moneda nacional, provenientes de camio- 
nes tanques regadores y camiones para transporte de lesuras. 
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que la firma Celestino Villa vendió a aquélla, de conformidad 
con el contrato celebrado con el Ministro de Industrias y Obras 
Públicas de la Provincia, en 23 de Marzo de 1928, según lo 
acreditaba con documentos y letras de Tesorería, suscriptas |x>r 
el Ministro de Hacienda, el Contador General y el Tesorero Ge- 
neral de la Provincia. Entregadas las mercaderías por el vende- 
dor, el comprador aceptó las letras que, a noventa días y por el 
precio total, giró contra Mendoza, las que fueron descontadas 
por el Banco Italo Belga, pero no pagadas a su vencimiento por 
el deudor endosatario. A su vez, el representante de la deman- 
dada, sostuvo, que no habla comprobaciones, recibos y datos de- 
mostrativos de que los vendedores entregaran los camiones en 
la forma y términos convenidos; agregando, que Unto el decre- 
to del Poder Ejecutivo de Mendoza, que autorizó la adquisición 
como el contrato de compra venta eran nulos por haberse reali- 
zado en infracción a la Constitución y Ley de Contabilidad de la 
Provincia. La Corte Suprema con fecha 11 de Marzo de 1936. 
y de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador 
General, falló la causa haciendo lugar a la demanda, ordenando 
que la demandada debe pagar a la actora dentro del plazo de 
treinta días, la suma reclamada, con más sus intereses desde el 
día del protesto de los documentos y las costas del juicio, en ra- 
zón de haberse probado plenamente los hechos en que se funda 
la demanda, es decir, la existencia del contrato de compra-venta 
celebrado con la provincia ; la puesta de las máquinas, objeto del 
contrato, a disposición de la compradora, en el Puerto de Bue- 
nos Aires, como así también la recepción de las mismas por la 
demandada. 



En la contienda de competencia negativa, trabada entre un 
Juez de Instrucción en lo Criminal y et Juez Federal de la Capi- 
tal, para conocer en un pedido de testimonio de piezas de un pro- 
ceso criminal terminado por sentencia absolutoria definitiva, for- 
mulado por vía diplomática por el Tribunal de Instrucción de 
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Trápani (Italia), la Corte Suprema con fecha 18 de Marzo de 
1936. por los fundamentos del Procurador General y en razón 
de no estar en discusión cláusula alguna del tratado de extra- 
dición con dicho país, ni se controvertían derechos emanados 
de la Constitución o leyes de la X ación, declaró que era juez 
competente para entender en la expedición del testimonio solici- 
tado, el Juez de Instrucción que falló la causa. 



En la causa seguida por don Carlos Giuclicc contra don 5h 
gundo Ríos Bravo y otro jM>r cobro ejecutivo de pesos (levanta- 
miento de embargo), la Corte Suprema con fecha 20 de Marzo de 
1936; ¡M>r los fundamentos del dictamen del IVocurador Genera!, 
y la doctrina sustentada por la misma (Fallos, tomo 13X. páj*. 
413; tomo 159, página 100 y tomo 163. |>ágina 96), declaró que 
el art. 14 de la ley de Montepío Civil de la Provincia de Tucu- 
mán. en su preferente aplicación al caso, se halla en pugna con 
lo dispuesto por los artículos 31 y 67, inciso 11 de la Constitución 
Nacional, revocando, en consecuencia la sentencia pronunciada 
l>or el Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Tu- 
eumán. revocatoria, a su vez, de la dictada por el Juez de Paz, que 
desestimáis el pedido de levantamiento de cmlargo solicitado |>or 
la demandada, manteniéndose firme el embargo decretado. 



En la causa seguida |>or don Raúl Herisso y otros etmtra 
la Provincia de Entre Ríos, por cohro de pesos c inconstitucio- 
nalidad de las leyes números 2539, 2562 y 2597 de Impuesto a la 
Herencia, la Corte Suprema con fecha 25 de Marzo de 1936. 
de conformidad con lo expuesto y pedido por el Procurador Ge- 
neral y lo resuelto por la misma, en un caso análogo, erguido 
|H>r don Juan Vfúro Garat y Hermanos contra la misma provin- 
cia—Fallos, tomo 167, pág. 163 — falló la causa declarando que 
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la demandada debe devolver a la actora, la suma de cinco mil 
doscientos diez y siete pesos, con cuatro centavos moneda na- 
cional, pagados bajo protesta en las sucesiones de sus padres, 
con sus intereses y las costas del juicio. 



Compañía Hispano Americana de Electricidad contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre devolución de dinero e in- 
conslitucionalidad de la Ley 4088 (Impuesto al comercio y 
la industria). 

Sumario : I-a ley número 4088 de la Provincia de Buenos Aires, 
que crea un impuesto a la industria y el comercio, atenta en 
el caso contra la garantía establecida por los artículos 10 y 
correlativos de la Constitución Nacional, al establecer un 
gravamen sobre productos (corriente eléctrica) que son ob- 
jeto de venta o negocio fuera de la provincia. 

Caso: \a> explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR ÜENKRAI. 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1936. 

Suprema Corte: 

1.a ley 4088 de la Provincia de Buenos Aires exige a la in- 
dustria local, a título de impuesto, el jago de cierto porcentaje, 
que se calcula de dos modos distintos cuando se trata de ventas 
hechas fuera de la provincia : para las usinas de electricidad, so- 
bre el monto de las ventas mismas; y para los demás estableci- 
mientos sobre el costo de producción de lo vendido (Art. 5. 1, 
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a. 6*). La Compañía Hispano Americana de Electricidad (Om- 
ito), pagó bajo protesta la suma de pesos 50.766,01, liquidados 
sobre el monto de sus ventas fuera de la Provincia, y ahora acu- 
de ante V. E. a fin de obtener la devolución de tal suma. Sostie- 
ne que debe pagar como los demás industriales, sobre el costo de 
producción, y que el sistema de exigirle pague sobre el monto 
de las ventas tiene j>or exclusivo objeto gravar los contratos que 
sobre suministro de energía eléctrica celebra dicha compañía con 
sus clientes de la Capital Federal. Se trataría, entonces, de un 
impuesto inconstitucional en cuanto grava la libre circulación de 
la energía eléctrica por cables, a través de las fronteras inter- 
nas del país. 

Económicamente el distingo aludido tiene singular imjxir- 
taucia para las usinas eléctricas, pues, según resulta del informe 
del perito Dr. Greffier, obrante a fs. 67, la Compañía Hispano 
Americana de Electricidad, vende la energía a un precio muy 
sujierior al de costo. 

Median algunas razones que pudieran invocarse para con- 
siderar dudoso el distingo constitucional que se hace entre el 
precio de costo en la provincia y el precio de venta fuera de ella. 
Parece, en efecto, discutible que el precio de costo se liquide 
siempre a lase de contratos realizados en las provincias, máxime 
si para calcularlo ha de tenerse en cuenta el valor y desgaste de 
las maquinarias, el consumo de combustible y otros elemento:; 
que suelen adquirirse y pagarse no y» fuera de la provincia, sino 
del jais. Empero, es tan reciente la jurisprudencia sentada jx>r 
V. E. en el fallo de fecha 16 de Septiembre último, entre las 
mismas partes y por análogo motivo, que |Kirece innecesario de- 
tenerse a estudiar aquellas cuestiones. 

Aplicando pues, la jurisprudencia aludida, corres|Kinderia 
hacer lugar a la demanda, con la reducción que admite el ai> 
tor en su alegato. 



Juan Alvares. 
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Buenos Airea, Abril 1* de 1036. 

Y Vistos: 

Ksta causa seguida por la Compañía Híspano Americana de 
I Electricidad contra la Provincia de Buenos Aires, sobre repeti- 
ción de pago (inconstitucionalidad de la ley N 9 4068), de la 
cual resulta: 

Que a fs. 9 se presenta don Luís Lamas por la Compañía 
i lis] ano Americana de riectrkidad, demandando a la Provin- 
cia de Buenos Aires por repetición de la suma de $ 30.766.01 
m/n., pagada bajo protesta en concepto de impuesto al comercio 
e industrias correspondiente al año 1932, sus intereses y las cos- 
tas del juicio. Refiere que su mandante es propietaria de la úni- 
ca usina que vende fuera de la provincia energía eléctrica fabri- 
cada en ella y que la excepción contenida en el articulo 5 9 de la 
ley 4088 al determinar que las usinas eléctricas deben abonar el 
impuesto al comercio e industrias sobre las ventas y no sobre el 
valor de costo de los productos elaborados, solo responde al pro- 
j>ósito de crearle un impuesto especial, que únicamente a ella 
comprende. 

Que la energía eléctrica es un producto, que |ior sus carac- 
terísticas especiales, no se entrega en el lugar de producción, 
sino que se distribuye por cables al domicilio del consumidor} 
.siendo, por consiguiente, este último, el lugar donde se perfec- 
ciona la venta, pues allí se entrega, se mide y se paga la elec- 
tricidad consumida. 

Que la Provincia de Buenos Aires pretende con la excepción 
prevista por la ley mencionada, gravar actos que se realizan fue- 
ra de su jurisdicción y que escapan por consiguiente a la potes- 
tad impositiva de ésta (Arts. 4. 9. 10, 11, 17, 67 y 108 de la 
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Constitución). Finalmente y después de invocar la doctrina sus- 
tentada por esta Corte, en las causas seguidas por las sociedades 
anónimas Simón Mataldi Ltda. y West Indian Oil C? contra la 
misma Provincia, solicita que se la condene a devolverle a su 
mandante h cantidad de $ 50.766.01 m/n.. |>agada tajo protesta 
en concepto de impuesto al comercio c industrias sobre la venta 
de energía eléctrica consumida en la Capital Federal, sus inte- 
reses y las costas del juicio. 

Que a fs. 21 vta. se corre traslado de la demanda, a fs. 29 
lo evacúa el doctor Gregorio P. Escudero, por la Provincia de 
Buenos Aires, negando los hechos alegados por el actor en tan- 
to no se ajusten a las constancias administrativas y el derecho que 
lo asiste para rejxítir y solicitando finalmente el rechazo de la 
misma con costas. 

A fs. 30 vta. se abre la causa a prueba, produciéndose la que 
informa el certificado de fs. 99 vta., a fs. 103 alega la parte ac- 
hira y solicita en el mismo que se tenga por reducido el monto 
de la demanda a $ 28.848,25 m/n. # a fs. 106 alega la Provincia 
de Buenos Aires, a fs. 108 vta. se llama autos para sentencia, y 

Considerando: 

yue esta Corte tiene reiteradamente resuelto "que son con- 
trarios al art. 10 y correlativos de la Constitución Nacional, los 
impuestos locales exigidos con motivo u ocasión de la extracción 
de valores de una Provincia para otra, para la Capital o para el 
exterior, sea cual fuera el nombre que se le dé, y aún cuando las 
leyes res|>ectivas no hagan distinciones entre comercio intenio y 
exterior o interprovincial, pues la garantía en obsequio a la li- 
Iwrtad de comercio es general y no se limita a determinadas ma- 
neras de gravarlo o restringirlo, y porque la constitucionalidad 
o inconstitucinnalidad de las leyes aludidas debe juzgarse del 
intnto de vista de su aplicación al caso que origina el juicio" (Fa- 
llos: Tomo 106, pág. 109). "Las provincias pueden gravar el 
acto directo de la venta de sus productos, en el momento en que 
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la transacción se celebra, como un acto de comercio interno, pe- 
ro nu cuando la extracción del producto se efectúa a nombre del 
dueño mismo y sin que medie transacción alguna. (Fallos: Tomo 
127, pág. 387; Tomo 100, pág. 364 citado en aquél y Tomo: 134 
l>ág. 259). En la causa Mataldi v. Provincia de Buenos Aires, 
en que se impugnaba la constitucionalidad de la ley de comercio 
e industrias de 1916 análoga a ese aspecto a la N* 3094, esta 
Corte dijo: "La cláusula transcripta establece claramente, se- 
gún se advierte, un impuesto al valor de toda venta que se realiza 
fuera de la Provincia sobre productos elaborados en ella, y así 
se ha entendido y aplicado en los casos que determinan la ac- 
ción de redición. He ahí. pues, la transgresión, precedente- 
mente aludida, a principios v preceptos constitucionales inter- 
giversables. Es en efecto de consideración elemental que al le- 
gislar la provincia en los términos de la cláusula referida, gra- 
vando oj>eraciones realizadas fuera de su territorio, actúa más 
allá de su potestad jurisdiccional, invade otras jurisdicciones, 
afecta la circulación territorial, etc. El actor ha podido, pues, co- 
mo lo ha hecho, fundamentar su demanda en las disposiciones le- 
gales que invoca (arts. 9. 10. 11, 67 y 108 de la Constitución 
Nacional) y la jurisprudencia de esta Corte ha consagrado, en 
numerosos fallos, que el impuesto establecido |x>r una provincia 
sobre productos que son objeto de venta o negocio fuera de la 
jurisdicción de la misma, es violatoria de la Constitución; agre- 
gando que el mismo impuesto establecido para gravar la venta o 
negociación como acto de comercio interno que solo afecta a la 
circulación económica es perfectamente legítimo" (Fallos: To- 
mo 173, pág. 373). 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se declara que el impuesto cobra- 
do a la Compañía Hispano Americana de Electricidad es viola- 
torio de la Constitución Nacional ; y en consecuencia, se condena 
a la Provincia de Buenos Aires a devolver a la actora la suma 
de veintiocho tnil ochocientos cuarenta y ocho pesos con vein- 
ticinco centavos moneda nacional, de acuerdo con la reducción 
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solicitada en el alegato de fs. 103, con más sus intereses a estilo 
<te los que cobra el Banco de la Nación Argentina, desde la fe- 
cha de 'a notificación de la demanda, sin costas en atención a la 
naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Notifiquese, repóngase el papel y en su oportunidad ar- 
chívese. 

Antonio Sagarna. — Luis Linares. 
B. A. Nazar Anchores a. — 
Juan B. TerAn. 
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